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INTRODUCCION 


Una clara conciencia del propósito de una ciencia ayuda mucho 
para orientarla y ordenarla. Sin duda ese fin práctico no es siquie- 
ra la raíz más importante del saber, que tiene siempre algo de cu- 
riosidad desinteresada o de preocupación más general fundada en 
la inquieta inseguridad del ser humano. Pero cuando la ciencia tie- 
ne además una intención pedagógica, tiene que tener presente la 
utilidad de ese saber que se participa. 

Sabemos que Aristóteles comparaba las constituciones para va- 
lorarlas e inducir las líneas maestras con que debiera organizarse 
una ciudad perfecta. Y aunque el propósito de Aristóteles resultara 
fallido con la melancólica conclusión de que no había una consti- 
tución ”ideal”, sino una constitución adecuada” a la situación his- 
tórica y social de cada pueblo, abrió una ruta por la que podemos 
seguir caminando con provecho. Incluso para desconfiar de los 
“imitadores” y de los apóstoles de las instituciones que resultaron 
fecundas en otros pueblos. Nadie despreciará tampoco aquel pro- 
pósito enunciado por Lambert de comparar los diversos sistemas 
jurídicos para deducir un fondo común humano de instituciones ; 
o la maestría con que Salmond y Dicey compararon, para mejor 
comprender, las instituciones políticas del pueblo británico con las 
instituciones del continente. Pero tampoco serían estos fundamen- 
tos enteramente satisfactorios para hacer del estudio del Derecho 
comparado un elemento básico de la formación del jurista. 

Nuestro ”Curso de Derecho constitucional”, publicado hace ya 
veinte años, teniendo en cuenta todos esos supuestos, aspiraba, de 
una parte, a ilustrar, seleccionando algunos tipos clásicos, los con- 
ceptos claves de una teoría constitucional, y de otra, a sugerir un 
esquema histórico de la evolución del Derecho Constitucional con- 
temporáneo. Las constituciones históricas se ofrecían como reali- 
zaciones del cuadro de posibilidades típicas de un medio histórico 
determinado. La historia de los órdenes constitucionales concre- 
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| tos se revelaba así como el sistema mismo de una ciencia de De- 
recho constitucional, que se desenvolvía progresivamente en un 
proceso de racionalización de la organización de los QueTES y del 
orden social. 

Esa idea, que cada vez me parece más fecunda, sigue informan- 
do el sistema de este libro, pero ha ampliado el ángulo de obser- 
vación. Desde el momento en que estamos en presencia de una 
verdadera historia política universal en la que están fundidos en 
un solo pdálpito todos los pueblos del universo, era necesario de 
alguna manera que esa historia sistemática comprendiera una in- 
terpretación más universal. 

Tal era la razón básica por la que no habíamos reeditado nues- 
tro ”Curso de Derecho constitucional” desde 1955. Por otra parte, 

desde aquella fecha se ha alterado el perfil de varios regímenes 
constitucionales que allí eran estudiados, en términos tales que 
exigían algo más que una revisión rutinaria de los hechos nuevos. 
Queríamos, además, completar aquella visión de una serie de tipos 
selectos con un panorama más amplio que correspondiera a esta 
nueva dimensión del mundo en que hoy están inevitablemente in- 
sertas nuestras preocupaciones y ofrecer al lector en esa perspec- 
tiva la línea histórica de nuestra propia evolución constitucional. 
Por todas esas razones hemos redactado esta obra, que no me 
atrevo a presentar como nueva edición, aunque no sería tampoco 
justo afirmar que está enteramente desvinculada de nuestro curso 
precedente. 

Tiene también con aquel curso un punto común de referencia. 
Ha nacido en el diálogo de la enseñanza y con la preocupación de 
ser un instrumento útil para presentar a la juventud el panorama 
político del mundo contemporáneo. Esta preocupación suponía una 
perspectiva, incluso geográfica e histórica, de los órdenes cons- 
titucionales que pueden interesar a un español, y a un español de 
esta sexta decena del siglo. Faltan sin duda algunas figuras del 
cuadro que hubiéramos querido componer y otras (Iberoamérica, 
por ejemplo) no tienen el relieve con que las hubiéramos querido 
presentar. Pero no hay más remedio que poner un limite a nuestro 
empeño, sobre todo cuando no escribimos por el mero placer de 
contar lo que pensamos o sabemos, sino para atender a una nece- 
sidad pedagógica y al apremio afectuoso de un editor. . 

Ha nacido este libro con la ayuda de varias colaboraciones. El 
profesor Padilla Serra ha tenido la amabilidad de redactar los ca- 
pítutlos referentes a Alemania e Italia; la insistencia con que se 
subraya el juego dinámico de las funciones de gobierno y control 
se debe a un estudio conjunto del seminario de nuestra cátedra y 
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los editores, amigos y colaboradores, me han ayudado a componer 
los cuadros que ilustran en algún caso el texto. Me complace agra- 
decer estas colaboraciones, porque después de trabajar en común 
se llega a la conclusión, más alegre que melancólica, de que es mu- 
cha la cosecha para un solo viñador y de que una colaboración 
generosa es más fecunda, no sólo por el ámbito a que se puede al- 
canzar, sino por el intercambio de pareceres y puntos de vista. 


1963. 


Esta quinta edición contiene modificaciones que en su mayor 
parte responden a la necesidad de actualizar la información de he- 
chos o doctrinas. El sentido y la estructura de la obra no se han 
alterado. 

1973. 


Esta segunda impresión comprende el texto integro de la quinta 
edición. El buen sentido del lector podrá corregir pequeñas altera- 
ciones de la realidad constitucional (constitución independiente del 
Gobierno en España, separando la Jefatura del Estado y la Presi- 
dencia del Gobierno, etc.). Se han añadido fuera de la paginación 
del texto unos cuadros sobre la estructura constitucional para ha- 
cer más clara la breve introducción teórica del capítulo segundo. 


1974. 


Esta sexta edición incorpora algunas ampliaciones y las obli- 
gadas actualizaciones del texto y de las indicaciones bibliográficas. 
Como es natural, se ha revisado el texto referente al orden cons- 
titucional portugués. En cuanto al orden español, se mantiene sólo 
en una perspectiva histórica. 

| 1976. 


La aprobación de una constitución en España me ha hecho pen- 
sar si debía introducir algún cambio en el sentido de esta obra. La 
verdad es que ya tenían un peso importante las constituciones que 
pueden ayudar a comprender nuestro texto de 1978, que es dema- 
siado importante para incorporarlo como un capítulo más. Sólo 
hay, pues, una indicación sumaria del estudio que se ha realizado 
en otro libro independiente. 

1980. 
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COLECCIONES DE TEXTOS CONSTITUCIONALES 


Ofrecemos una indicación sumaria de aquellas publicaciones que sirven 
periódicamente la actualidad constitucional y de las obras que con mayor O 
menor amplitud recogen textos constitucionales con un EROPREnO sistemá- 
tico O de: mera información. | d 
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TT. 


Publicaciones periódicas. 


Boletín de Legislación extranjera, publicado por la Secretaría de las 
Cortes españolas. La Documentación Francaise, publicada por la Presi- 
dencia del Consejo y el Servicio de Información y Prensa del Ministerio 
francés de Asuntos Exteriores (16, Rue Lord-Byron, París, 8). Archivo 
de Derecho Público, publicado por la Universidad de Granada. Revue de 
Droit public et de la Science Politique (Libraire Général de Droit et 
Jurisprudence, Rue Soufflot, París). Jahrbuch des óffentlichen Rechts 
der Gegenwart, Mohr, Túbingen, edit. por G. Leibholz. Informations 
constitutionnelles et parlementaires (Place du Petit- Saionnex, 1211, Gine- 
bra, 19). Keesing's Contemporary Archives, Keesing Pub., Bristol. Ency- 
clopedie politique et Constitutionnelle, París, ed. a partir de 1968 por 
Institut International d'Administration Publique (Av. de JPObserva- 
toire, 2, París ([6*]). 


Colecciones generales. 


(Destacamos únicamente las colecciones de mayor interés histórico y 
las más accesibles al lector español). Durau, P. A.; DUvERGIER, J. B., 
y GUAver, J., Collection des constitutions, chartes et lois fondamentales 
de Europe et des Ameriques, 7 vol. París, 1821-1823. HEREDIA, F. DE, Re- 
copilación de las Constituciones vigentes en Europa y América, 2 vol. 
Madrid, 1884. OvaLLE, E., Código de constituciones vigentes en todas las 
naciones civilizadas, 2 vol. Sevilla, 1878-1898. PÉREZ SERRANO, N., y Posa- 
DA, A., Constituciones de Europa y América. Madrid, 1927. ALTAMIRA Y 
CREVEA, R., Constituciones vigentes de los Estados americanos, 3 vol. 
Madrid, 1929-1930. DARESTE DE La CHAVANNE, F. R., y DARESTE, P., Les 
Constitutions modernes, 6 vol., 1928-1934. Lazcano Y Mazón, A. M., Cons- 
tituciones políticas de América, 2 vol. La Habana, 1942. MIRKINEAGETZE- 
vircH, Les Constitutions européennes, 2 vol. París, 1951. Peras LEE, A. J., 
Constitutions of the Nations, 2. ed., La Haya, 1956, 3 vol. BERLIa, G., y 
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BastID, P., Corpus constitutionnel, publicado bajo el patrocinio de la 
Unión Académica Internacional y la Academia —francesa— de Ciencias 
Morales y Políticas (en publicación), I y 11, 1970. SáNcHEz AGestTa, L., y 
colaboradores, Documentos constitucionales y supranacionales con in- 
clusión de las Leyes fundamentales de España, Editora Nacional, Ma- 
drid, 1972. García ALVAREZ, M. B., Tertos constitucionales socialistas, 
León, 1977; DARANA, M., Las Constituciones europeas, 2 vols., Madrid, 1979. 


Otras colecciones de textos a que se alude en esta obra. 


Las Constituciones hispanoamericanas, Ediciones Cultura Hispánica, 
Madrid. CasTRO, H., Principios de Derecho soviético. Madrid, 1934. Cos- 
TIN, W. C., y WarsoN, J. S., The law and working of the Constitution: 
Documents, 1660-1914. Londres, 1952. DeLPEcH, Les Constitutions moder- 
nes, Sirey, 4.* ed., 1939, vol. VI (contiene todas las Constituciones de los 
Estados Unidos norteamericanos). Constitutions et Documents politi- 


ques, ed. por M. DuvERrGER, Presses Universitaires de France, París, 1966. 


FRANK, J. P., Cases and Materials on Constitutional Law, Chicago, 1950. 
STUBBS, Select Charters and other illustration of English Constitutional 
History. Oxford, 9 imp., 1929. Pueden consultarse con fruto, por los da- 
tos que ofrecen, con propósito comparativo: Union interparlamentaire, 
Parlements, Presses Universitaires de France, 1961; W. BIRKE, European 
elections by direct sufrage. Leyden, 1961; MM. ALCIATOR y Otros, Essais 
sur les droits de l'homme en Europe. Roma-París, 1959; y Chronicle of 


- Parliamentary Elections, Ginebra. 


“Constituciones del Tercer Mundo. 


Les Constitutions africaines, texto francés y comentario de D. G. Lavroff 
y G. Peiser, París, Pedon, 1964; Les Constitutions d”Asie et d'Australasie, 
prefació y notas de H. Puget, Les éditions de l'épargne, París, 1965. 


Colecciones de Derecho Constitucional español. 


Constituciones y Leyes Fundamentales de España (1808-1947), ed. de 
A. Padilla, prólogo de L. S. A., Universidad de Granada, 1954. Colección 
de Leyes Fundamentales, ed. por R. Sainz de Baranda. Zaragoza, 1957. 
Leyes Fundamentales, «Boletín Oficial del Estado», Madrid, 2.* ed., 1960 
(contiene las Leyes Fundamentales vigentes y las Leyes Orgánicas y dis- 
posiciones complementarias). Leyes Fundamentales del Reino, «Boletín 
Oficial del Estado», Madrid, 1967 (contiene la Ley Orgánica y los textos 
refundidos). D. Sevilla Andrés, Constituciones y otras leyes y proyectos 
políticos de España, 2 vols. Madrid, 1969. J. De ESTEBAN, Constituciones 
españolas y extranjeras, Taurus, 1977; CORTES, Secretaría, Constituciones 
españolas, Madrid, 1977. 
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MISION, SISTEMAS Y METODOS DEL DERECHO 
CONSTITUCIONAL COMPARADO 


1. La misión del Derecho constitucional comparado 


En la dimensión planetaria que han adquirido hoy los proble- 
mas políticos, al estar comprendidas todas las naciones en una sola 
historia universal, el conocimiento del Derecho comparado ha 
dejado de ser un dominio reservado de los especialistas, para 
convertirse en un saber cultural humano que pone al hombre a la 
altura de su tiempo. Esta exigencia de nuestra cultura es aún más 
apremiante para los europeos, comprendidos en la tensión de dos 
mundos en que se fragua nuestra historia universal, y abiertos a 
un proceso de integración progresiva de una Europa de fronteras 
más O menos precisas, pero sentida cada vez más como una nueva 
patria común en que se coordinan las patrias históricas que la for- 
maron desde el Renacimiento. 

Esta situación da una nueva perspectiva al Derecho constitu- 
cional comparado. Desde Aristóteles, el Derecho comparado se 
proponía tres objetivos fundamentales: La valoración empírica 
de las constituciones para deducir de esta comparación una cons- 
titución «modelo» o más adecuada; el análisis comparativo que 
trataba de inducir elementos comunes como principios de una 
teoría —analizando, por ejemplo, el régimen constitucional—; o el 
contraste de la peculiaridad de un orden constitucional concreto 
al compararlo con otros órdenes para mejor comprender sus sin- 
gularidades. Estos objetivos metódicos clásicos tenemos hoy que 

comprenderlos en una visión más amplia. 
| En este mundo, por primera vez uno, es preciso que el jurista, 
el sociólogo y el político tengan conciencia de su variedad en la 
unidad. En la misma medida en que los medios de comunicación 
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y de transporte han aproximado a los hombres, éstos precisan 


aproximarse espiritualmente con un conocimiento de sus varieda- 
des y analogías en todos los órdenes, incluso en este de las estruc- 
turas políticas. Esta dimensión humana universal forma parte hoy 
de la educación en cuanto la concibamos como la incorporación a 
un patrimonio cultural humano, en que la estructura política del 
mundo contemporáneo es un dato relevante. 

El Derecho comparado ha dejado de ser un puro método (esto 
es, una vía para construir modelos, analizar perfiles esenciales 
de un régimen o destacar en un contraste las singularidades de una 
organización constitucional) para tener una nueva misión propia. 
Esta misión estriba en informarnos de las analogías y variedades 
de la organización política de los diversos pueblos y del perfil del 
proceso histórico en que están comprendidos, para ayudar a for- 
mar nuestra conciencia del mundo contemporáneo y entender los 
reflejos en cada pueblo de la ineludible unidad de la historia po- 
lítica mundial. 

En otras palabras, el político, el jurista, el sociólogo o el eco- 
nomista español precisan ser situados ante las posibilidades polí- 
ticas de Europa, de Occidente y, hasta cierto punto, de todo el pla- 
neta. Para comprender el mundo que les circunda no les basta sólo 
conocer la historia de las relaciones internacionales o el orden ju- 
rídico de la comunidad internacional, sino que les es necesaria 
una visión de las tendencias ideológicas y de las estructuras cons- 
titucionales con que los diversos pueblos se gobiernan. 

Este planteamiento suscita el problema de la posibilidad de una 
síntesis de los órdenes constitucionales del centenar y medio de 
miembros de la comunidad internacional. ¿Hemos de estudiar to- 
dos los órdenes constitucionales? Y en su caso, ¿a qué constitucio- 
nes podemos y debemos limitarnos? Hay, sin duda, una perspecti- 
va geográfica e histórica en el interés y en la misma curiosidad 


intelectual (para nosotros: Europa, Occidente) que puede acotar 

- el campo, pero aún así, la síntesis de varias docenas de órdenes 
.constitucionales rebasaría las posibilidades de una comprensión 
equilibrada. 


Pero hay también una perspectiva científica y cuando observa- 
mos la realidad en esta perspectiva, hallamos el hecho sorprenden- 
te de que toda la variedad de constituciones históricas puede com- 
prenderse en media docena de modelos o tipos. 

La síntesis puee realizarse desde dos puntos de vista: 


a) Una consideración puramente teórica de las posibilidades 
de clasificación de los órdenes constitucionales. 
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b) Una consideración histórica, partiendo de las causas con- 
cretas que determinan las analogías reales de las constituciones. 


2. La consideración teórica de la variedad de órdenes 
constitucionales 


Las estructuras políticas (por descansar de una parte en cons- 
tantes de la naturaleza humana, modelada en la historia, y por ser, 
de otra parte, realización de ideas en un medio social) tienen cier- 
ta consistencia y cierta universalidad en sus manifestaciones, que 
permiten comprenderlas en conceptos «tipos» como conocimien- 
to individual de un género y conocimiento general de las indivi- 
dualidades que en él se contienen !. Este «tipo», sobre cuyas diver- 
sas concepciones no hemos de insistir aquí, se basa en la misma 
realidad histórica, como datos (hechos) que permiten ser com- 
parados entre sí, hasta extraer un conjunto de caracteres comunes 
o análogos que dibujan una figura unitaria; y sobre estos datos 
se proyecta una ¿idea o un principio que los idealiza y generaliza. 

La fórmula con que HELLER construye sus estructuras típicas 
expresa este equilibrio de dos procesos que se encuentran: «aislar 
por abstracción ciertos contenidos parciales de la realidad y ha- 
cerlos luego progresar e idealizarse lógicamente». Con ello, nues- 
tro concepto, sin distanciarse de la individualidad de la realidad 
histórica, es forma canon de otras formas. Cuanto más se ideali- 
za, y se generaliza, más sacrifica aspectos de la individualidad 
histórica y más se aproxima al concepto de ley; en cuanto sirve 
con más concreción al hecho histórico, más se aproxima a la indi- 
vidualidad. Con estos «tipos» obtenemos así los conceptos que es- 
tablecen la síntesis de esa pluralidad de formas históricas y que 
realizan de sí mismos esa función comparativa de las instituciones 
y los órdenes históricos. El estudio de «tipos» constitucionales 
simplificará así nuestra tarea, dándonos los conceptos genéricos 
limitados en que la multiplicidad de constituciones pueden ser 
- comprendidas (monarquía, democracia, régimen liberal, totalita- 
rio, etc.). 

En nuestra investigación hemos utilizado fructuosamente este 
instrumento de conceptuación con una rectificación que nos pa- 
rece especial. Los tipos de posibilidad lógica precisan ser compren- 
didos en función de la posibilidad histórica. Esto quiere decir que 


1 SÁNCHEZ AGESTA, Teoría y realidad en el conocimiento político, 1945, pág. 78-82. 
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el obrar humano que modifica o establece un orden constitucional 
no responde sólo 'a una motivación racional, ni se realiza en un va- 
cío histórico, sino que está condicionado por una situación que 
contiene el sedimento de un pasado y el horizonte de un futuro. 
El cuadro de las posibilidades lógicas se concreta así por el hori- 
zonte de las posibilidades históricas. El conocimiento de la reali. 
dad se articula así en un proceso, que nos permite comprender 
cómo ha sido posible una estructura histórica y cuáles son las lí- 
neas posibles de su evolución. Con ello, el conocimiento teórico 
establece al mismo tiempo un fecundo contacto con la política 
práctica. | | 

Esta consideración típica no nos exime de la consideración his- 
tórica concreta del Derecho constitucional de los diversos pueblos, 
cuya jugosa individualidad se pierde necesariamente en esa abs- 
tracción e idealización del tipo, por limitada que sea la amplitud 
con que se le construye. Comprender esas individualidades histó- 
ricas es el objetivo final de nuestra ciencia del Derecho constitu- 
cional y esos mismos conceptos típicos no pueden considerarse 
sino como instrumentos que nos aproximan a esa realidad y que 
nos facilitan su comprensión, pero que no nos eximen de su 
examen concreto. 

El prestar atención preferente a los conceptos típicos (o a lo 
que hoy se llaman «modelos») o a los órdenes históricos que los 
expresan, es ya un problema de oportunidad circunstancial en 
razón de un propósito científico o práctico. | 

En nuestros Principios de teoría política hemos analizado los 
tipos fundamentales de orden constitucional de acuerdo con estos 
principios. Y para ayuda del lector, reproducimos en un capítulo 
inmediato los conceptos básicos de una teoría. 

Con este instrumento de conceptuación podemos calificar un 


orden político dado. Así, diremos, por ejemplo, que Gran Bretaña 
es una monarquía parlamentaria que ha evolucionado desde un 
régimen liberal a un régimen de bienestar social. Sin embargo, el 


conocimiento histórico de un orden concreto no se agota en estos 
conceptos. La fluidez con que los diversos principios se entremez- 
clan y diluyen en la realidad, la jugosa individualidad con que una 
forma de vida histórica interpreta y modula las ideas y las fórmu- 
las políticas y jurídicas, no pueden aprehenderse sin el estudio 
concreto de su evolución y su realidad histórica. Es más, este co- 
nocimiento de una realidad histórica nos permitirá matizar y 
comprender con más plenitud ese cuadro de conceptos. 

Este estudio de los órdenes constitucionales históricos, en su 
proceso real, nos abre, además otra importantísima perspectiva 
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del Derecho constitucional comparado. Las constituciones históri- 
cas se ofrecen como realizaciones del cuadro de posibilidades 
típicas, en un medio histórico determinado; son el sistema mismo 
de la historia que confrontamos con el cuadro de conceptos de 
una teoría constitucional. | 

La teoría comprende las constituciones históricas como unida- 
des ideales de significación, vinculadas a uno o más principios po- 
líticos. Estos principios no son una pura abstracción. intelectual, 
sino que son históricamente activos y han modelado, con una su- 
cesión que tiene su lógica histórica peculiar, los órdenes constitu- 
cionales. Esa historia de los órdenes constitucionales concretos 
con sus relaciones históricas de influencias y reacciones, de difu- 
sión de ideas, de imitación de instituciones, de evolución y trans- 
misión de principios constitucionales y fórmulas jurídicas se revela 
así como el sistema de una ciencia del Derecho constitucional. 


3. La consideración histórica. Difusión de ideologías 
y mimetismo 


Estas consideraciones nos permiten ya comprender el otro 
sentido en que puede trazarse una síntesis. Aun partiendo del 
carácter específico y autónomo de cada orden constitucional hay 
que aceptar la existencia de un complejo de causas históricas que 
determinan formas paralelas y análogas en países diversos. Hay 
una identidad sustancial de la naturaleza humana, modelada en la 
historia, y de las ideas últimas en que descansa toda institución 
política. Y hay además otras dos razones que determinan cierta 
homogeneidad constitucional. 

1.2 La imitación, o mejor dicho, la expansión de ciertas for- 
mas de orden constitucional, que bien han desempeñado una 
fecunda función en la vida de un pueblo o bien se benefician del 
juicio favorable que acreditan las instituciones constitucionales 
de los pueblos rectores de la vida internacional (influencia en 
Europa del régimen parlamentario británico; influencia en Améri- 
ca del presidencialismo de los Estados Unidos) ?. 

2.2 La fuerza expansiva o la universalidad natural de ciertos 
principios o ideologías políticas (acción del liberalismo en la Euro- 
-pa del siglo xIx, de la democracia y el marxismo en la del si- 


2 G, TARDE, Les lois de l'imitation (1890), 4. ed., 1921; W. M. HurH, L'imitation 
et ses limites dans les processus de difussion de la culture entre las sociétés, en 
R.T.S.S., XX, 3, 1968. 
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glo xx) que determinan estructuras o instituciones constitucionales 
análogas en todos los pueblos cuyo clima espiritual informan. 

Estos dos órdenes de causas se nos ofrecen estrechamente vin- 
culados entre sí, y la imitación de formas o instituciones constitu- 
cionales corre pareja a la difusión de las ideologías en que se apo- 
yan. Sobre todo en Europa, a partir del siglo xvr1r, los movimientos 
ideológicos y constitucionales han estado en tan estrecha vincula- 
ción, que se podría estudiar la historia de esos dos procesos en . 
función recíproca. Las constituciones del siglo xrx pueden agru- 
parse en dos o más tipos que reflejan conjuntamente, con la di- 
fusión de unos principios políticos, la imitación de las institucio- 
nes de aquellas potencias que los han proclamado. La hegemonía 
internacional, más o menos definida, ha significado al mismo 
tiempo una presión para imponer las creencias y las instituciones 
de los pueblos que la ejercían; es más, grupos de potencias se han 
concertado para mantener o establecer un tipo de instituciones en 
todos los Estados, desde los días de la Santa Alianza hasta los de 
la Organización de las Naciones Unidas. Y con ello téngase pre- 
sente, en un mundo más microscópico, pero no menos importante 
a la hora de deducir consecuencias, que la mentalidad del técnico 
y el político que intervienen en la redacción de las constituciones 
tiende a acomodarse perezosamente o a admirar ingenuamente las 
formulaciones constitucionales de otros pueblos. Fraguadas la ma- 
yor parte de las constituciones modernas como códigos redacta- 
dos entre las incidencias de una revolución, no es difícil descubrir 
en su texto £l patrón, O patrones, de que políticos y técnicos se 
sirvieron al formularla. 

La difusión de una ideología y el maimetismo técnico operan así 
como elementos unificadores de tipificación; las raíces históricas 
y el sustrato social de cada pueblo son los elementos individuali- 
.zadores que singularizan cada orden político. 
| Ya estos hechos nos autorizan a limitar el campo de nuestra 
. investigación. Aun cuando nos propusiéramos agotar el análisis 
comparativo de las constituciones de todos los pueblos, podríamos 
fácilmente reducir su exposición a las variantes de un corto núme- 
ro de órganos constitucionales básicos. La difusión en los países 
americanos del federalismo y del sistema presidencialista de Nor- 
teamérica, la expansión en la Europa del siglo xrx de las institu- 
ciones de Inglaterra y Francia y la característica proliferación de 
regímenes totalitarios a partir de la primera guerra europea, son 
buena prueba de estas afirmaciones. Bastaría quizá con considerar 
las constituciones de los países que han ejercido un cierto impe- 
rio ideológico internacional para conocer los tipos básicos, que, 





| | l 
MISION DEL DERECHO CONSTITUCIONAL COMPARADO 27 


salvo contadas excepciones, se han desenvuelto en los demás 

países. | 

Pero aún queda el problema de destacar qué constituciones 

tipo pueden servirnos de punto de referencia. Dos criterios de 

selección pueden apuntarse. El primero, de carácter marcadamente 

teórico, se apoyaría en el análisis de los tipos de organización 

constitucional, para estudiar a manera de ejemplos históricos 

aquellas constituciones en que mejor se encarnan cada uno de los 

conceptos de la clasificación ; el segundo criterio, de carácter em- 

pírico, destacaría, siguiendo las líneas de su difusión histórica, 

los órdenes matrices de un grupo o familia de constituciones. Con 

ello basta para comprender que el método más razonable debe 

| buscarse en un equilibrio de ambos criterios. Debemos estudiar 

' aquellos órdenes constitucionales cuyos principios políticos fundan 

1 la estructura de un tipo que ha sido generador de análogas insti- 

tuciones constitucionales en otros pueblos por un proceso de difu- 

po sión y expansión de una ideología política. Con ello nuestro cono- 
cimiento ganará en contenido histórico efectivo. 


4. La acción revolucionaria del poder y la racionalización 
de las constituciones 


Como hemos indicado, los tipos de orden constitucional que 
aparecen en este estudio entrañan un despliegue histórico. ¿Cuál 
es la idea que sirve de eje a esta proyección? Con la prudencia de 
toda hipótesis de interpretación histórica nos atrevemos a sugerir 
como directriz de este esquema de interpretación histórica, la pro- 
egresiva intensidad de la acción racional del poder en la configu- 
ración de los. órdenes constitucionales. 

Esto significa que las constituciones, entendidas como un plan 
de organización política y social, son obra de un poder político que | 
quiere transformar el orden existente en función de principios 
ideológicos. ( | 

Esta transformación no debe entenderse limitada a la organi- 
zación misma del poder, sino que penetra en toda la estructura del 
orden social: desde la organización del poder a la organización de 
la sociedad. | 

Fenómeno característico del panorama constitucional desde la 
revolución francesa hasta nuestros días es una tensión e inadecua- 
ción entre el medio social y poderes relativamente artificiosos. El 
poder se ha atribuido a través de la ley la facultad de reformar el 
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mismo orden social. El germen de racionalismo revolucionario o 
reformador sembrado por el pensamiento político del siglo xvii, 
tiende a transformar y configurar el orden social, no por un cre- 
cimiento o evolución de fuerzas sociales espontáneas, sino por una 
voluntad Operante según esquemas de organización racional. | 
La coherencia entre Organización del poder y constitución so- 
| cial se ha alterado hasta casi invertirse la relación. El poder no 
sólo no se presenta como una emanación de la comunidad que rige, 
sino que tiende a conformarla de acuerdo con sus principios. El 
primado de la voluntad de poder sobre la constitución social, que 
es uno de los caracteres de nuestro tiempo, ha quebrado el hilo de 
una tradición histórica forjadora de instituciones, y en cierta ma- 
) nera todo orden constitucional contemporáneo se manifiesta como 
| un proyecto racional de constitución, no sólo de las instituciones 
que encarnan el poder político, sino de la misma entraña del orden 
social. La coherencia, relativa coherencia, de la unidad del orden 
aparece creada desde el poder, como realización de un plan, que 
ordinariamente refleja y desenvuelve los principios de una ideolo- 
gía política. Nunca el pensamiento ha sido tan activo políticamente 
como en nuestros días. 

Este ha de ser nuestro hilo conductor a través del complejo 
cuadro del Derecho constitucional contemporáneo. En éste cabe 
destacar como constituciones tipos aquellas que desenvuelven esos 
planes de organización racional de la vida política, que han pe- 
netrado hasta la entraña del orden social. Además, esos nuevos 
tipos de orgañización racional están fundados en ideologías políti- 
cas, cuya fuerza expansiva impulsa la difusión de sus instituciones 
a los pueblos más diversos, por razones más hondas que el puro 
mimetismo histórico. La imitación constitucional no es tanto un 
problema para el análisis comparativo del jurista, como para la 

reflexión del historiador político. 

En esta perspectiva vamos a considerar el Derecho constitu- 
cional de los países occidentales, siguiendo una línea de evolución 
progresiva del proceso de racionalización de la vida política. Par- 
timos del Derecho inglés como primer eslabón, que casi constituye 
un elemento de contraste en cuanto representa una formación 
consuetudinaria de instituciones, que a pesar de la violenta crisis 
de los últimos cuarenta años, no ha perdido su densidad histórica 
y aún conserva instituciones y un estilo de vida política que han 
barrido de Europa las pasadas revoluciones. La Constitución de 
los Estados Unidos de Norteamérica, señuelo del constitucionalis- 
mo americano, como la inglesa lo fue del europeo, representa ya 
el primer paso positivo de ese proceso, como plan racional con que 
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los fundadores norteamericanos trazaron el desenvolvimiento de 
su vida política de acuerdo con unos principios estrictamente ar- 
ticulados. La revolución francesa, réplica de las declaraciones de 
derechos de la otra orilla del Atlántico, desenvolvió en Europa los 
mismos principios de racionalización política, con adiciones pro- 
pias que acentúan aún más este carácter. Y el siglo xx, por último, 
desarrolló e hipertrofió desde los textos constitucionales esa pla- 
nificación constitucional, en varias direcciones dispares por razón 
de sus últimos principios, pero. con cierta homogeneidad en cuan- 
to representan el mismo fenómeno de absorción de la vida social 
y económica, que hemos recogido, entre otros textos constitucio- 
nanes, en su más importante manifestación: el totalitalismo so- 
viético. | 

No hay que decir que-por bajo de este esquema laten otras ra- 
zones de orden teórico e histórico. El Derecho inglés no tanto nos 
interesa por su origen consuetudinario y el carácter tradicional de 
sus instituciones, como por haber aquilatado el régimen parlamen- 
tario y liberal en su máxima pureza y ser modelo de la superposi- 
ción de una ideología de bienestar social sobre el liberalismo indi- 
vidualista. La Constitución norteamericana implica una primera 
formulación de la democracia republicana y siempre será objeto 
predilecto de la reflexión política por la aplicación e interpreta- 
ciones del principio racional de división de poderes y de la estruc- 
. tura federal cuyo modelo europeo es la centenaria Constitución 
de Suiza. Francia, con una nueva versión de las instituciones an- 
glosajonas, formulará ya, en sazón definitiva, un régimen racional 
de libertades públicas, entrecruzadas con una acción administrati- 
va del Estado. En su última versión constitucional, la Constitución 
francesa de 1958, así como la ley fundamental de Bonn, reflejan 
una nueva estructura del poder con un predominio del ejecutivo y 
el tirón de la nueva ideología del Estado de bienestar social. Por 
último, a esta organización de la libertad realizada por el siglo xix, 
contrapondrá el siglo xx una organización de la sociedad expresa- 
da hoy en intentos maduros en el derecho de todos los pueblos; 
y en sus formulaciones extremas de signo característicamente 
opuesto, en el Estado totalitario socialista de los soviets y en los 
regímenes autoritarios. 

Claro está que, por muy varias razones, no nos vamos a limitar 
al análisis de aquellos elementos de la organización o aquellos mo- 
mentos históricos que estrictamente corresponden al esquema pro- 
puesto; la exposición de cada orden, aunque se acentúen y desta- 
quen los matices más específicos, habrá de tener aquella plenitud 
que exige el mismo principio de totalidad de un orden constitucio- 
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nal. Y claro está, también, que con ese reducido catálogo no agota- 
mos el cuadro de las constituciones que podrían ser tenidas en 
cuenta en un estudio presidido por este criterio. La necesidad de. 
no hacer excesivamente complejo y extenso este estudio, o vicioso 
de brevedad el examen de cada constitución, que quizá ya lo es en 
demasía, nos ha forzado a dejar al margen de esta obra órdenes 
constitucionales llenos de sugestivos problemas. 


5. Las constituciones como unidad del conocimiento 
comparativo 


Nos queda por precisar, aunque en cierta manera esté prejuz- 
gado en las páginas precedentes, cuáles han de ser las unidades 
que van a ser objeto de un estudio comparativo. 

La base de una constitución, decía M. HAUuRI0U, se encuentra 
en las instituciones, y la constitución en sí misma no es sino una 
organización de instituciones. De esta afirmación se derivan dos 
posibilidades de consideración del orden constitucional, o como si 
dijéramos, dos puntos de partida diversos desde los cuales se pue- 
de llegar a un mismo resultado ; bien la consideración de las insti- 
tuciones que la Constitución organiza, o por el contrario el estudio 
de esa organización misma en que las instituciones son compren- 
didas. Insistimos en que no se trata de dos objetos distintos de 
estudio, sino de un mismo objeto en dos perspectivas: en el pri- 
mer caso se estudia el ordenamiento constitucional desde las ins- 
tituciones que en él se ordenan; en el segundo, las instituciones 
aparecen como parte del ordenamiento constitucional. 

A primera vista puede parecer, dada esta identidad del objeto, 
que entre estas dos posibilidades no existe diferencia alguna, ya 
que las instituciones al encajarse en un sistema reflejarán o expre- 
sarán la organización constitucional, y ésta, al articularse en sus 
partes, comprenderá las instituciones como capítulos de su siste- 
ma. Pero el problema comienza a llenarse de contenido si de la 
consideración de un solo pueblo, en que esta observación sería en 
parte cierta, pasamos a la de varios pueblos. En este caso, este 
doble sistema lleva a consecuencias muy diversas, porque el sis- 
tema de las instituciones se proyectará a través de los diversos 
ordenamientos constitucionales, haciendo del estudio monográfico 
y comparado de cada institución los distintos capítulos del siste- 
ma; mientras que, por el contrario, el sistema de los ordenamien- 
tos, comprendiendo las instituciones dentro de cada organización 
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constitucional, se articulará sobre las unidades constitucionales *. 

El más conocido precedente doctrinal en España de un estudio 
de Derecho constitucional comparado es el PosaDa y PÉREZ SE- 
RRANO, (que sigue el primer sistema *. Alrededor de cinco ejes fun- 
damentales (fuentes, soberanía, derechos de la personalidad, or- 
ganización del Estado y organización del gobierno) se desarrolla 
una consideración comparativa de las instituciones (que aparecen 
particularizadas en capítulos y párrafos separados) en los distintos 
Estados modernos. Surge inmediatamente una dificultad en este 
sistema. ¿Teniendo en cuenta los distintos supuestos morales e 
históricos de las instituciones en los diversos pueblos, hasta dón- 
de es no ya lícita, sino posible, esta referencia comparativa? ¿Qué 
tiene de común el presidente americano con el monarca británico, 
o el Parlamento inglés con el Soviet Supremo de la U.R.S.$S.? 

El sistema de dicha obra está basado en la idea de un régimen 
constitucional unitario, como principio superior, en el que se en- 
cuentran comprendidas como variantes las diversas constituciones 
contemporáneas que representan diferencias típicas dentro de un 
género común: el régimen constitucional. El propósito pedagógico 
íntimamente enlazado a esta concepción sistemática expresa aún 
más claramente esta idea, que ha influido en casi toda la doctrina 
española: se quiere comprender el Derecho constitucional espa- 
ñol a través de otra serie de órdenes que aparecen como determi- 
nantes. En una palabra, el Derecho constitucional comparado de 
POSADA se enfrenta únicamente a aquellas instituciones de un ré- 
gimen común, el llamado «constitucional» por antonomasia, teó- 
ricamente vigente en nuestra patria en la fecha en que la obra se 
publica. De aquí que las instituciones que en él se comparan, por 
tener un fondo histórico y moral común, admitan hasta cierto 
punto la comparación. Y no debe olvidarse que aquellos órdenes 
constitucionales que se consideran como desviaciones de ese ré- 
gimen constitucional —bolchevismo, fascismo— se marginan de 
ese estudio comparativo *. 

No parece que sea este método de comparación analítica de las 
diversas instituciones el que nos conduzca a resultados más fecun- 
dos y claros. El orden constitucional de un pueblo y sus mismas 
instituciones jurídicas sólo pueden ser comprendidos partiendo 


3 G. HECKSCHER, The Study of Comparative Government and Politics, Londres, 1957, 
págs. 108 y sigs., distingue además la comparación «funcional» (por ejemplo, los mé- 
todos de legislación) y la «institucional», estructura y tarea de una institución particu- 
lar. Como él mismo advierte, estas dos consideraciones son inseparables. 

* Tratado de Derecho político, 11: Derecho constitucional comparado, 4. ed., Ma- 
drid, 1929. 

5 Ob. cit., págs. 140-145. 
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de las ideas morales y los principios políticos que los animan y del 
sentido histórico con que se han desenvuelto, y es claro que no 
cabe aislar el estudio de las instituciones, a menos de hacer extra- 
ordinariamente confusa su exposición. Es preciso desenvolver 
un ordenamiento como un todo cuya unidad y armonía resultan 
de aquellas ideas y principios que lo soportan; y en esa compren- 
sión del orden constitucional como un todo, las instituciones 
encontrarán su sentido y podrán interpretarse sus mismas contra- 
dicciones, como resultantes de principios opuestos o complemen- 
tarios. La analogía aparente de ciertas instituciones no nos debe 
desorientar; antes al contrario, son una confirmación del prin- 
cipio anterior, pues unas veces se trata de analogías puramente 
formales que aparecen contradichas por esos elementos de fondo 
- que constituyen el contenido moral y político del orden, 'y que no 
pueden ser comprendidos sin conocer su totalidad orgánica, y 
otras son consecuencia de la limitación histórica, pero presentán- 
dose inmediatamente con un nuevo valor material por razón de la 
idiosincrasia política de cada pueblo. Este análisis sólo puede ser 
útil cuando se considera una institución aislada y pueden hacerse 
referencias, para explicar y comprender su diversidad en distintos 
pueblos, a la tradición y los principios del régimen de cada país. 


Así es como, por ejemplo, pueden explicarse las diferencias entre 


los tribunales constitucionales de Alemania e Italia. 

Pero es que además sólo en el cuadro total de un ordenamien- 
to podemos comprender el sentido de aquellas relaciones básicas 
que le dan un carácter peculiar tanto al ordenamiento como a las 
instituciones que comprende. Problemas tales como la relación 
entre estructura social y organización política con los canales 
(grupos, partidos) que elevan las demandas a los órganos de 
poder que han de decidir, exigen esta visión de conjunto. El mo- 
delo dinámico gobierno-control que nos permite comprender la 
multiplicidad de actores que intervienen en una decisión, sólo 
puede comprenderse en esta visión unitaria. 

Lo que quiere decir que esta comparación de instituciones es 
un complemento que puede realizarse, cuando se conoce el encuadre 
de cada institución en el marco de un régimen constitucional. 


6. Las fuentes metodológicas de conocimiento 


El estudio del Derecho constitucional se plantea así como un 
conocimiento de aquellas órdenes constitucionales que entrañan 


un tipo histórico, generador de otros órdenes constitucionales, 
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por ser la expresión de principios políticos que han tenido una | 
acción eficaz y duradera en la historia. 

Nos queda por examinar desde el punto de vista metodológico 
cuáles deben ser las fuentes de nuestro conocimiento; problema, 
claro es, que está en íntima vinculación con una concepción gene- 
ral de la metodología jurídica y de la naturaleza misma del Dere- 
cho constitucional. Vamos a prescindir en la medida de lo posible 
de estas repercusiones del problema para atenernos a las con- 

secuencias prácticas que pueden y deben ser tenidas en cuenta, en 
| la perspectiva contemporánea.. 

Podemos hoy advertir en el PAporaIga científico cuatro direc- 

| ciones fundamentales : 
y 
l 
| 


1.2? LA ESCUELA FORMALISTA DE DEERE PUBLICO 


Esta ecdión, que arranca de la escuela alemana de GERBER 
y de la italiana de ORLANDO, propugna la aplicación de un método 
de conceptuación jurídica al Derecho público vigente. 

La consideración del Derecho público, advierte ORLANDO, debe 
purgarse de toda suerte de especulaciones políticas, sociológicas oO 
filosóficas; para ello basta seguir el ejemplo de cualquier otra 
ciencia que parte siempre de presupuestos que son objeto de una 
ciencia distinta: la física, de la matemática; la química, de la fí- 
sica, etc. El módulo más claro puede hallarlo el iuspublicista en 
una ciencia hermana, el Derecho privado, «que jamás ha creído 
indispensable hacer preceder su estudio de la teoría filosófica de 
la propiedad, la familia o la personalidad jurídica». El Derecho 
constitucional, nos dice, sólo puede salvarse volviendo a la genui- 
na tradición latina. Y para ello, «el medio es sencillísimo, al me- 
nos en su enunciación, esto es, que el Derecho público se conside- 
re de la misma forma que el Derecho privado como un sistema de: 
principios jurídicos sistemáticamente coordinados». Para ello el ju- 
rista se habrá de atener al Derecho en cuanto se concreta en ins- 
tituciones de un pueblo como Derecho positivo *. La originalidad 
de esta escuela estriba en la construcción de las constituciones en 
una síntesis de conceptos en que el último párrafo de cada norma 
jurídica positiva halla su puesto queso de acuerdo con el concepto 
en que se le comprende. 

Es claro que este método lleva a una concepción formalista del 











$ ORLANDO, 1 criteri tecnici per la ricostruzione giuridica del Diritto pubblico, 1925, 
págs. 8-17. Pueden verse los comentarios que este discurso sugiere a su autor cuarenta 
años después, en ORLANDO, Diritto pubblico generale, 1940. 
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Derecho constitucional. El formalismo —decía PETRONE— es la 
consecuencia necesaria de ser la doctrina del Derecho público una 
ciencia en el sentido riguroso de la palabra, cuyo contenido se 
construye en un proceso de aislamiento y abstracción del momento 
jurídico de los demás coeficientes de las instituciones políticas 
constitucionales. Para ser material su consideración, debía atender 
a una descripción de toda la fenomenología de la vida política o 
debería valorar las instituciones positivas del Derecho público a la 
luz de algunos principios o algunos postulados de ética política ; 
lo que quiere decir que en ambos casos la doctrina dejaría de ser 
una ciencia para traducirse, en el primer caso, en una descripción 
empírica de los hechos políticos (o sea, algo que está bajo la cien- 
cia) y, en el segundo, en una filosofía del Derecho público (o sea, 
algo que está sobre la ciencia)”. Pero el mismo Rosst, uno de los 
más finos representantes de este método, observa las ironías que 
derivan de esta construcción formal de los conceptos: la Repúbli- 
ca de San Marino entra cabalmente bajo la misma conceptuación 
de Estado que el Imperio inglés; el mismo derecho de propiedad 
tiene el vagabundo sobre la colilla que recoge en la calle que el 
banquero que controla empresas. En el Derecho público estas 
ironías jurídicas se manifiestan con más intensidad por un motivo 
particular: la interferencia de un elemento político que, advertido 
o no, se infiltra siempre en la realidad de las instituciones. RossI 
saca la conclusión del fallo de este método en lo que, según Pr- 
TRONE, era su significado esencial: aislamiento y abstracción del 
momento jurídico de los demás coeficientes de las instituciones 
políticas constitucionales. «Cuando se ignoran, dice, todas aquellas 
relaciones que sin ser el Derecho ejercen una notable influencia 
sobre él, el concepto no se basa en la realidad efectiva»*?. Pero 
aunque nos sirvamos de esta conceptuación jurídica con pruden- 
- Cia, no debemos olvidar que el orden político se expresa en Dere- 
cho y que el Derecho es uno de los factores más importantes de 
: unidad social y de formación de conceptos universales, aunque 
-sus fórmulas puedan quizá distanciarse de la realidad. 


2.2 LA ESCUELA INSTITUCIONALISTA 


Esta escuela se apoya precisamente en la necesidad de deter- 
minar los principios morales y las funciones sociales de los con- 


7 «Rivista internazionale di Scienze sociali», Set, 1895, págs. 122 y sigs. 
í Rossi, La parita giuridica dei poteri costituzionali nello Stato moderno, «Rivista 
di Diritto pubblico», febrero 1936. 
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ceptos jurídicos para enfrentarse críticamente al formalismo ju- 
rídico. . 

El Derecho —nos dice M. HaurI0U— posee una forma y un 
fondo, y el equilibrio entre ambos no debe establecerse por el 
predominio final de la forma, sino antes bien por el de la materia. 
Toda jurisprudencia madura realiza. un equilibrio de la forma y el 
fondo y la preocupación por el espíritu de la ley como un conteni- 
do de orden y justicia acaba por imponerse victoriosamente a la 
apreciación de su letra. HAuRrI0U encuentra la confirmación de este 
principio en la formación de las «legitimidades»; los juristas ame- 
ricanos han llegado a definir la inconstitucionalidad por la viola- 
ción de los principios de fondo de una legitimidad constitucional 
extraída del «common law»; llegando a considerar esta legitimidad 
material como superior al texto formal de la Constitución y con 
virtud para anular por inconstitucionalidad una reforma de la 
Constitución, impecable en cuanto al procedimiento formal en 
que se la adoptó. En el mismo sentido, el Consejo de Estado fran- 
cés ha superado la aplicación formal del Derecho, para aplicar su 
materia, su contenido de orden y de justicia; y los jurados apre- 
cian moralmente la culpabilidad; y el juez hace una apreciación 
moral de la prueba. En toda la vida jurídica aparecen henchidas 
las reglas formales de ese trasfondo de un contenido moral y ma- 
terial ?. | ] 

Las consecuencias de estas premisas las desenvuelve HAurIou 
en su interpretación del Derecho constitucional francés y pueden 
sintetizarse en estas dos afirmaciones vinculadas a su concepto de 
la institución como encarnación de una idea moral: 


/ 

1. Las leyes constitucionales positivas no significan nada en 
su consideración como reglas; únicamente tienen significación en 
cuanto son estatutos orgánicos de instituciones, esto es, en cuanto 
están fundidas en un orden de ideas morales objetivas en un me- 
dio social *. 


2. La base de una constitución se encuentra en las institucio- 
nes, y la Constitución en sí misma no es sino una organización de 
instituciones 1. 


La consecuencia que se deriva de esta fundamentación es que 
para comprender un orden constitucional debemos mirar más 


allá de las reglas positivas que lo establecen, dirigiendo nuestra 


—_—_a 





2 HAURIOU, Précis de Droit constitutionnel, 1929, págs. v-XI1. 
10 Précis, pág. 5. 
ú Précis, pág. 613. 
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atención a los principios y las ideas políticas que lo informan y a 


las funciones sociales que cumple. 


3.2 LA FORMACION HISTORICA DE LAS INSTITUCIONES 
EN LA ESCUELA INGLESA 


Para los juristas anglosajones, en general, las instituciones 
constitucionales son más favorablemente comprendidas en su for- 
mación y evolución histórica. Los cuerpos, como advertía BAcoN, 
no pueden comprenderse si se les observa sólo cuando están aca- 
bados y formados por completo, sino que es preciso seguir los 
movimientos graduales y continuos de su naturaleza. Y esta afir- 
mación es tan enteramente válida en las ciencias de la cultura, 
Obra del hombre, que con ejemplos de estas ciencias apoyaba el 
pensador inglés la introducción de este método en las ciencias de 
la naturaleza causal. La comprensión de la obra del artesano o del 
artista y la naturaleza de su oficio, exige presenciar su modo de 
trabajo, seguir sus manipulaciones y procedimientos. Los cons- 
titucionalistas británicos que han de comprender un orden consue- 
tudinario, tienen una razón particular para seguir este método: 
la costumbre base del derecho anglosajón se consolida por la reite- 
ración de prácticas como un hecho histórico. Esta actitud es 
válida ante todo orden constitucional en cuanto se quieren com- 
prender las formas sociales humanas en su formación. Todo 
presente exige ser comprendido en el pasado que lo formó, en la 
evolución en que se ha configurado y hasta en los estímulos que 
pudieron provocar reacciones que han modificado su naturaleza. 
La historia es, en cierto sentido, la teoría del orden en formación 
y la que nos revela los principios o las circunstancias que han de- 
- terminado el nacimiento de las instituciones, su evolución, sus 
transformaciones, su transmisión a otros pueblos. Es la historia, 
- en último término, quien nos dice qué reglas positivas tienen 
eficacia como normas de instituciones y cuáles son «constitucio- 
nes de papel» sin vigencia positiva. 


4.% EL ORDEN CONSTITUCIONAL Y LA ESTRUCTURA SOCIAL 


En algunos autores aparece hoy la consideración de la estruc- 
tura social como un factor dominante para el entendimiento de 
los órdenes constitucionales. Así, M. DUVvERGER, rechaza la expre- 
sión «derecho constitucional» para sustituirla por la de «estudio 
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de las instituciones políticas», entendiendo por tales instituciones 
la organización concreta y real de las sociedades por oposición a 
las reglas jurídicas. Con palabras del propio autor, esto significa 
un poco la oposición del hecho al derecho. El término institución 
tiene, pues, un. valor bien distinto que en M. HAUuRIOU. DUVERGER 
mismo critica la doctrina del decano de Toulouse como una con- 
cepción que concede demasiado al elemento racional y consciente 
y a los fenómenos jurídicos. Porque, en último término, lo que 
esta posición significa es enfocar desde el campo de la sociología 
política los órdenes constitucionales. Por eso se afirma, que las 
instituciones no deben ser estudiadas sólo, tal como son reglamen- 
tadas por el derecho, sino que se debe determinar su importancia 
real, de hecho, añadiendo a las instituciones políticas reglamenta- 
das por el derecho las que existen al margen de él: los partidos 
políticos, la opinión pública, la prensa, la propaganda, los grupos 
de presión, etc. 

Con un alcance diverso, hemos llamado la dieñición: sobre la 
importancia de la estructura social para comprender el orden 
constitucional. Ya en nuestra Historia del constitucionalismo es- 
pañol advertimos que lo que aparecía en primer término al estu- 
diar la historia del liberalismo español no eran sólo ideas, sino 
circunstancias históricas, apremio de necesidades e intereses. «Lo 
que ha servido de soporte a esas ideas estereotipadas ha sido 
intereses sociales, nuevas necesidades, cambios de la estructura 
social cumplidos o deseados, inventos en el ambiente de las cien- 
cias físicas o sociales que han alterado las condiciones históricas 
de un orden; en una palabra, movimientos nacidos de la entraña 
misma de la sociedad». La revolución liberal, decíamos, como re- 
volución continuada, que subsiste a sus propias crisis por espacio 
de siglo y medio, representa ciertamente una ideología expresada 
en fórmulas constitucionales, pero que se apoya sobre una nueva 
estructura social, y sobre necesidades e intereses que no conocían 
las generaciones anteriores. 

La consecuencia es clara y coherente con los principios que he- 
mos enunciado. Si las ideas representan un principio de universa- 
lización, la estructura social es su soporte concreto, que tiende a 
individualizar el orden en cada pueblo y a definir su vigencia y los 
factores sociales que lo determinan. El Derecho constitucional 
no puede sustraerse a su naturaleza misma de ciencia política. 
Y como sabemos, la política supone la proyección de uno a varios 
principios de orden sobre una sociedad concreta. Por eso, si cier- 
tamente es importante el estudio de esos principios que se institu- 
cionalizan como ideas del orden y se expresan en las fórmulas 
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jurídicas, no lo es menos el conocimiento de la realidad social 
sobre la que se proyectan y de las fuerzas organizadas de esa socie- 
dad. Como advierte G. HECKsCcHER Y, es necesario ponderar la im- 
portancia enormemente creciente del estudio sociológico para el 
estudio comparado de las formas de gobierno. Pero, claro está, 
que éste no es más que un factor, entre otros, para ORADrenOcr 
la plenitud del orden. 


7. Las bases de estudio del Derecho constitucional 
como orden político 


- De las precedentes consideraciones se derivan una serie de con- 


secuencias sobre las fuentes materiales en que debe fundarse un 
estudio de derecho constitucional. He aquí las que vamos a tener 
en cuenta en el presente estudio: 


1.2 La historia del orden constitucional de un pueblo, como 
proceso en que se han formado sus principios y sus instituciones 
y como razón del perfil peculiar que éstas revisten en un momen- 
to determinado. Las constituciones, desde este punto de vista 
histórico, bien son consecuencia de un legado tradicional que ha 
evolucionado en un proceso histórico, bien de una reacción revo- 
lucionaria en que operan nuevas ideas, transformando las estruc- 
turas del pasado. | 

2.2 Los principios (bases ideológicas) en que se apoyan las ins- 
tiuciones políticas que se coordinan en un orden. Estos principios 
son, al mismo tiempo, principios de legitimidad histórica de ese 
orden y definidores del régimen regulado por la constitución. 

3.2 Las instituciones políticas mismas comprendidas en el or- 
. den, que bien se definen como órganos del poder (monarquía, par- 
. lamentos), bien son fundamento de la organización social (funda- 
mentalmente como ámbitos de libertad o derechos de los miem- 
bros de una comunidad política: seguridad personal, propiedad, 
etcétera). 

4. El Derecho constitucional positivo, escrito o consuetudina- 
rio y los usos O convenciones constitucionales que aparecen como 
reglas de esas instituciones. 

5.2 Las instituciones sociales y, hasta donde sea necesario, la 
estructura social que condiciona la vigencia de esas reglas, o que 
se apoya en ellas, y las fuerzas sociales organizadas que se sirven 


2 The Study of Comparative Government and Politics, Londres, 1957, pág. 58. 
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de las instituciones jurídico-políticas para su acción (opinión pú- 
blica, partidos, grupos de presión, etc.). 

- 6.2 Los procesos políticos mediante los que se producen las de- 
cisiones (canales de presentación de demandas y de simplificación 
de opciones —grupos, partidos—, relación entre el gobierno como 
órgano de impulsión y el control de una oposición, etc.). 

Estos cinco elementos pueden estudiarse separadamente y este 
estudio parcial es perfectamente legítimo y útil, siempre que se 
tenga conciencia de su carácter fragmentario. Es más, en oOcasio- 
nes podrá incluso ser exigencia de un momento histórico determi- 
nado conocer sólo las reglas, o la historia, o los principios, o las 
instituciones políticas o sociales o los procesoos de decisión en que 
se apoya o se desenvuelve un orden constitucional. Sin embargo, 
no tendremos una visión cabal del valor político de un orden sino 
en la medida en que hagamos confluir estos diversos puntos de 
vista metodológicos. Y ello es así, no por una razón de eclecticis- 
mo o sincretismo metódico, sino por la naturaleza misma de un 
orden político, como es en esencia el orden constitucional, que 
implica una acción histórica ordenadora de una realidad social 
concreta, cristalizando ideas políticas o principios de orden de 
un ordenamiento jurídico, en un continuo proceso de decisiones. 
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LOS SUPUESTOS TEORICOS BASICOS 
PARA LA COMPARACION DE ORDENES 
- CONSTITUCIONALES 


La comparación de órdenes constitucionales en el sentido en 
que la hemos planteado en el capítulo precedente supone una serie 
de nociones previas, cuyo desarrollo implica una teoría general 
de la constitución. Esta teoría no sólo debe desarrollar su con- 
cepto y su sentido histórico, sino analizar los elementos fundamen- 
tales de su estructura, que hacen de la constitución el ordenamien- 
to jurídico de una unidad social. Desde este punto de vista la 
- constitución regula los procesos que se desenvuelven entre la es- 
tructura social y la organización política propiamente dicha, así 
como aquellos que sirven de norma a la acción del poder político 
y a la coordinación de las distintas instituciones que participan de 
ese poder. 

Esta teoría de la constitución la hemos desarrollado en nues- 
tros Principios de Teoría Política. Para permitir el mejor enten- 
dimiento de lo que se expone en estas páginas vamos a sintetizar 
aquí los conceptos esenciales de esa teoría y las pautas o modelos 
dinámicos de los procesos políticos que se desenvuelven en el 
cuadro de una constitución, así como los tipos básicos de ré- 
gimen que se proyectan sobre las instituciones. Este capítulo pue- 
de ser leído y meditado antes de estudiar el contenido material 
de este libro, o bien a medida que se examina el contenido de la 
segunda parte, en que se exponen las constituciones contemporá- 
-neas y su evolución histórica. En él encontrará el lector las razones 
que nos han llevado a seleccionar determinadas constituciones o 
ciertos problemas como matrices típicas. En él encontrará tam- 
bién el lector los modelos teóricos en los que se apoya el estudio 
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histórico concreto de las instituciones y de los procesos políticos 


en cada orden constitucional. 


Dicho con otras palabras. En este capítulo encontrará el lector 
las claves técnicas que pueden servir para comparar las institu- 
ciones y los procesos que entre estas instituciones se desenvuelven. 

Con este propósito vamos a desarrollar sumariamente UN si- 


guientes temas: 


1. Origen del concepto de constitución, como derecho funda- 
mental de organización que define un régimen político. A ello su- 
maremos una noción sumaria del Estado como comunidad políti- 
ca de nuestro tiempo sobre la que se establece el orden constitu- 
cional y alguna indicación sobre las fuentes de la constitución, | 
como ordenamiento jurídico. 

2. Elementos del orden constitucional que integran su estruc- 
tura básica. 

3. El fundamento del poder (legitimación) como quicio en el 
que se articula una primera clasificación de los tipos de constitu- 
ciones por lo que tradicionalmente se denominan formas de go- 
bierno (monarquía, democracia, oligarquía, etc.). 

4. La estructura del poder y su división, coordinación y con- 
centración, con referencias a su fundamento y a sus funciones 
como especificación de distintos tipos de régimen (parlamentaris- 
mo, presidencialismo, etc.). 

5. Los procesos de formación del poder político y de coordi- 
nación de las instituciones en la participación del poder (gobierno 
y control), como clave fundamental del dinamismo de un orden 
constitucional. 

6. La determinación del régimen político por razón de los fi- 
nes y funciones que se asignan al orden constitucional. 

7. Las fuerzas de la estructura social que participan en el 


-_ poder O presentan sus demandas a la organización política, como 
grupos institucionales (o mediante la institucionalización de cau- 


ces que hagan eficaces las actividades, voluntades e intereses de 
los miembros de una comunidad). 

8. Los derechos, o libertades, que son base del orden social, 
límite del poder o participación en su ejercicio. 


| 
: 
t 
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1. La Constitución como derecho fundamental que define el régimen 
| político del Estado 

El concepto esencial de esta teoría comparativa de los órdenes 
constitucionales es, naturálmente, el de constitución u orden cons- 


titucional, que se establece en un Estado como un acto político 
Originario. 


I. LA ACCION POLITICA. EL ESTADO Y LA CONSTITUCION 


La acción política es conducta humana libre y polémica que 
desenvuelve poder y un orden vinculante de la convivencia en un 
proceso continuo de decisiones, y con ello asigna competencias y 
coordina las esferas de acción de los hombres, de los grupos y de 
las instituciones con el vínculo de un orden jurídico, que su] eta 
las decisiones a una norma. 

El resultado de esta acción es una comunidad política con una 
organización de poder y unas normas de convivencia que se expre- 
san jurídicamente y admiten una gran variedad de formas histó- 
ricas. Entre éstas, y en el ámbito de la civilización occidental, pue- 
de recordarse la polis griega, la civitas o ciudad latina, que a su 
vez se transforma en el imperio romano y da lugar a nuevas for- 
mas de estructura política en la Edad Media. Entre los siglos x1I11 
y xvi se constituye el Estado como forma genuina de organización 
política de la Edad Moderna, cuyo nombre usamos hoy a veces 
indiferentemente para designar cualquier forma de comunidad. 

El Estado va a ser el tipo de comunidad política en que surge 
de una manera específica lo que llamamos ley fundamental o cons- 
titución y conviene por ello que examinemos sus características 
más esenciales. | 

El orden de la Edad Media se ha descrito acertadamente como 
un orden de derecho. fundado en la paz y en la hostilidad sin que 
exista una organización definida que ejerza un monopolio legíti- 
mo del poder. Junto al poder dual del emperador y el papa, exis- 
ten los señoríos feudales y las primitivas ciudades con un régimen 
relativamente independiente. El Estado se constituye en la medida 


en que los príncipes, cabezas de una jerarquía feudal, se alzan 


como poderes superiores o soberanos en un ámbito que se corres- 
ponde con las modernas naciones de Occidente (especialmente 
España, Francia e Inglaterra), creando un monopolio de poder 
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público. En este proceso de formación del Estado se pueden des- 
tacar los siguientes caracteres: | 


a) Su poder se ejerce sobre un territorio determinado, y se 
configuran unidades sociales que se distinguen por límites éspa- 
ciales (fronteras) y por el carácter objetivo de una jurisdicción 
que se ejerce sobre los hombres que habitan un territorio. 

db) El poder se unifica y se centraliza. El Príncipe absorbe to- 
dos los poderes de hecho existentes en su territorio (señores feu- 
dales, ciudades, abadías, etc.), proclamándose el poder más alto 
en el interior, esto es, «supremo» o «soberano», e independiente 
en el exterior (del imperio y del pontificado), en la medida en que 
defiende la justicia y la paz como un bien público superior a los 
intereses particulares. 

c) El poder se seculariza con una distinción entre el fin tem- 
poral, o natural, del Estado y el fin religioso o sobrenatural de 
la Iglesia. | 

d) El poder se burocratiza y se hace jurídico. El príncipe «so- 
berano» es, sobre todo, un juez supremo que resuelve los conflic- 
tos: con una decisión de justicia, y ejerce su poder a través de 
funcionarios constituidos en una burocracia jerárquica, en que se 
definen funciones que están adscritas a un oficio. Esta distribu- 
ción de funciones se realiza mediante el derecho, que incluso, com- 
prende la sucesión y, en su caso, la articulación y límites del 
poder soberano. Esta ordenación jurídica es el embrión de las mo- 
dernas constituciones. Y constituye el fundamento de un desarro- 
llo normativo del Derecho (legislación) y de una a casuís- 
tica (justicia). 

e) En la medida en que ese poder del Estado es independiente 
.. y supremo no hay una organización política de la humanidad. 
- Cada Estado, como decía Vitoria, es un todo. Sobre esta diversidad 
- de Estados soberanos se constituye desde el siglo xvi una comu- 
nidad jurídica internacional con características que la distinguen 
del orden constitucional interno. 


Resumiendo en una síntesis estos caracteres históricos, el Es- 
tado puede definirse como un grupo humano (pueblo o nación) 
asentado en un territorio, organizado mediante un ordenamiento 
jurídico, que regula las funciones de un poder autónomo, centra- 
lizado y determinado territorialmente, que define y sanciona el or- 
den de esa comunidad y la orienta a la realización de un bien pú- 
blico temporal. 
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Pueden destacarse como características de ese concepto el po- 
der autónomo, centralizado y con una jurisdicción territorial; el 
ordenamiento jurídico con una pretensión de integridad, jerarquía 


y Coherencia, y la idea de un bien público temporal, que es, de una 


parte, superior a los bienes particulares y, de otra, distinto de los 
fines y valores religiosos. 

Si el Estado puede definirse, sintéticamente, como el pueblo O 
nación organizado con un orden vinculante, la Constitución es el 
orden fundamental de esa organización. 


II. ORIGENES DEL CONSTITUCIONALISMO Y DEL CONCEPTO 


DE CONSTITUCION 


Los orígenes de la concepción contemporánea de la constitución 
debemos buscarlos en el concepto de las leyes fundamentales en la 
Edad Media y en el Renacimiento. La ley fundamental aparece 
como un derecho superior, que en el nacimiento del Estado sirve 
de soporte a la situación jurídica del soberano al mismo tiempo 
que lo limita. 

Esta superioridad se funda bien en un mítico valor religioso de 
la ley fundamental del reino, bien como en Bodino, en su valor 
consuetudinario, bien con el intento de una secularización racional 
del concepto, en Alfonso de Castro O Mariana, como un pacto 
entre el rey y el reino. A partir del siglo xv111 la teoría del pacto 
social va a identificar este pacto con la ley fundamental o consti- 
tución, o a considerarla como obra de un poder constituyente que 
se atribuye al :rey o a la nación y que es superior a los poderes 
constituidos y por consiguiente irreformable por éstos. 

Estas doctrinas van a proyectarse históricamente (prescindien- 
do del precedente de la Carta Magna inglesa) en la Constitución 
norteamericana. Esta Constitución debe mucho no sólo a la tra- 
dición colonial de las cartas reales que organizaban los poderes 
de las colonias y a los «covenants» que habían fijado unas normas 
de organización en un pacto histórico, sino también a esta doctri- 
na difusa del poder constituyente y del pacto social, que se mate- 
rializan en el Congreso integrado por representantes de las colo- 
nias. Estos aprueban primero el pacto de la confederación y más 
tarde la Constitución federal de 1787. Este modelo de constitución 
escrita formulada por un Congreso nacional va a influir sin duda 
en las constituciones de la revolución francesa y en el constitucio- 
nalismo español. Este, con conocimiento de esas dos fuentes, la 
americana y la francesa, va a concebir la constitución, como la ley 
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fundamental que emana de un acto de soberanía de la nación para 
organizar y limitar los poderes. 

Consecuencia de este proceso histórico es la formalización ju- 
rídica de un concepto de constitución que tiene un propósito po- 
lítico. La constitución es una superley escrita que organiza los 
poderes y garantiza la libertad. Tal será el sentido con que el cons- 
titucionalismo se difunde en la Europa del siglo x1x. El constitucio- 
nalismo del siglo xx acepta implícitamente este principio, pero 
añade a la constitución una nueva función política. Es una afirma- 
ción de la soberanía y la independencia de una nación-estado y un 
límite de los poderes establecidos; pero es también, en la medida 
en que enuncia nuevos valores de la libertad como una libertad 
política y social, una enunciación de los principios de gobierno. 
Por otra parte, su formalización jurídica se perfecciona en la me- 
dida en que se arbitran vías y recursos para mantener la primacía 
de la constitución como ley fundamental (tribunales de justicia 
constitucional u otras instituciones análogas) y se regulariza el 
ejercicio de un poder constituyente constituido, como órgano ex- 
traordinario o superlegislador, a quien compete la reforma de la 
constitución. 

Tal es el perfil del Derecho Constitucional contemporáneo que 
vamos a considerar y en el que tendremos ocasión de desarrollar 
esos. perfiles de su evolución histórica, especialmente al estudiar 
el Derecho Constitucional del Reino Unido de la Gran Bretaña e 
Irlanda, de los Estados Unidos de Norteamérica, de Francia e in- 
cluso de la misma España. 


II1. CONCEPTO DE CONSTITUCION 


Sobre estos supuestos y como concepto metódico que nos sirva 
para la exposición y comparación de los órdenes constitucionales 
históricos, entendemos por constitución, el derecho fundamental 
de organización de una comunidad política. 


A) Esto quiere decir, en primer lugar, que la constitución es 
una parte del ordenamiento jurídico, que se completa con conven- 
ciones, usos y prácticas, pero cuya naturaleza esencial es la de ser 
derecho, que fundamenta derechos y deberes como esferas de ac- 
ción de los poderes públicos y de los miembros de una comunidad. 
Debemos, por consiguiente, al estudiar un orden constitucional, 
conocer las normas jurídicas en que está contenido. Frecuentemen- 
te éstas aparecen como derecho escrito codificado, contenido en 
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un solo instrumento que lleva el nombre de constitución o ley fun- 
damental. El Derecho escrito se completa con Derecho consuetu- 
dinario y convenciones o usos y prácticas constitucionales. Como 
derecho, la constitución es una fuente de legitimación de los pode- 
res que define y que aparecen así constituidos legítimamente. 


B) Ahora bien: la constitución como derecho se define por 
una cualificación especial: decimos que es derecho fundamental. 
Esta cualificación expresa: 


— desde el punto de vista sociológico —es decir, en cuanto es 
expresión de una realidad social y se apoya en ella—, que en la 
constitución se contienen los valores y se ordenan los poderes so- 
- ciales que son base del orden; 

— desde el punto de vista político que es la esencia del orden, 
esto es, que contiene los elementos sin los que el orden no podría 
subsistir y que definen el tipo de régimen político ; 

— y, por último, desde el punto de vista jurídico, que en ella se 
fundan las demás partes del ordenamiento jurídico, que no deben 
contradecirla, sino desarrollarla. 


En estos caracteres está comprendido que la constitución es un 
fundamento jurídico del orden y del poder, que los transforma 
en orden y poder jurídicos. Aunque tengamos en cuenta la difícil 
tensión entre la acción y el poder político y el derecho, el carácter 
jurídico de la constitución, es una institución básica de la civiliza- 
ción occidental. 

La técnica jurídica expresa este carácter fundamental de la cons- 
titución por una serie de caracteres que definen un rango superior 
del derecho constitucional: la ley constitucional a diferencia de 
las restantes leyes es una superley. Esta superlegalidad se mani- 
fiesta: 


a) En que su reforma está contada a un legislador especial 
o superlegislador. 

b) En las fórmulas mismas de definición de principios norma- 
tivos que han de ser desenvueltos por el ordenamiento jurídico. 

c) En la defensa de los principios de la constitución frente a 
las posibles desviaciones de la ley o del derecho ordinario, median- 
te un procedimiento de declaración de inconstitucionalidad de las 
leyes que la contradicen. 


En el estudio de un orden constitucional hemos, pues, de exa- 
minar los valores y poderes, que son base del orden y constituyen 
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su esencia, y estas consecuencias técnicas: estudiando si existe oO 
no un superlegisilador; cuáles sean los principios normativos del 
orden enunciados como declaraciones en que se funda el restante 
ordenamiento jurídico y si existe, o no, esa defensa de la primacía 
del orden constitucional mediante la declaración de inconstitucio- 
nalidad. Cuando estos requisitos técnicos se dan, nos hallamos ante 
una ley fundamental formal, que se define como rígida por esta 
mayor estabilidad que supone la protección jurídica de sus con- 
tenidos. 


C) Ese derecho fundamental tiene un objeto específico: la 
organización de una comunidad política. La organización es una 
especie del orden, que distribuye y coordina esferas de acción es- 
tableciendo una unidad social, caracterizada por la universalidad 
del fin (el fin más alto y completo en lo temporal) y la supremacía 

y autonomía del poder (el poder supremo y no vinculado a otro 
den: 

En la organización constitucional, están comprendidas las ins- 
tituciones de gobierno y lo que podemos denominar la constitución 
social, y ambos elementos, normalmente, aparecen lógicamente 
implicados, con una tendencia a fundar los poderes políticos de 
gobierno en las fuerzas de la estructura social. 

-Con ese carácter una constitución cumple las siguientes funcio- 
nes jurídicas y políticas : 


1) Define los principios que son base de la convivencia políti- 
ca como un consensus de los miembros a que alcanza esa comuni- 
dad, que se refuerza con su enunciación solemne y su protección 
jurídica. | 

2) Institucionaliza y legitima los poderes sociales a los que se 
. asignan funciones dentro del orden, regulando los procedimientos 
para la participación en el poder político de esos poderes sociales. 
| 3) Define la organización y la estructura jerárquica de los po- 

deres políticos, señala las formas de designación de quienes los 
ejercen y asegura la sucesión normal y pacífica en el ejercicio de . 
esas funciones de poder. 

4) Define los equilibrios y las relaciones de esos poderes po- 
líticos organizados, regulando los procedimientos con que colabo- 
ran en la acción política y en la definición, realización y sanción 
del derecho. 

5) Define los ámbitos de libertad personal y de acción de los 
grupos en que los hombres se unen para realizar una acción polí- 
tica y garantiza la protección de esos derechos. 
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6) Asegura, de una parte, la estabilidad del orden protegiendo 
la superlegalidad del orden constitucional, y su flexible acomoda- 
ción a nuevas circunstancias definiendo órganos de reforma del 
propio orden constitucional. 

7) En la medida en que constituye la base de un ordenamien- 
to jurídico asegura su integridad con la enunciación de principios 
que permiten la interpretación del orden jurídico para dar una 
solución a todos los conflictos que puedan presentarse; y da uni- 
dad y establece una jerarquía de las normas jurídicas (cuyo primer 
grado es la propia constitución), estableciendo así la seguridad ju- 
ridica que es connatural al ideal de un Estado de derecho. 


El perfil específico de una organización (resultante de la deter- 
minación de esos elementos) es lo que llamamos régimen. político. 
Constitución es, por consiguiente, el derecho fundamental que de- 
fine un régimen político, por la distribución de esferas de poder 
y la definición de fines. 


IV. LAS FUENTES DEL DERECHO CONSTITUCIONAL 


La primera fuente del Derecho constitucional, que, como hemos 
visto, incluso estaba vinculada al concepto mismo de ley funda- 
mental, es la costumbre. La costumbre es el derecho no escrito 
que se define por la reiteración de actos o prácticas que contienen 
una interpretación espontánea de lo que es justo de acuerdo con 
la conciencia colectiva. Hay, por consiguiente, en la costumbre, 
como fuente del Derecho constitucional, un doble fundamento: la 
reiteración de prácticas como un hecho; y la convicción de que 
esas prácticas contienen un fundamento de justicia que permite 
definirlas como derecho. i 

En Derecho constitucional, la costumbre ha tenido una gran 
importancia en el Derecho inglés, en que ha constituido la base de 
su ordenamiento político, y la tiene siempre en todo ordenamiento 
constitucional en cuanto, en cierta manera, lo completa y lo inter- 
preta. No debe perderse de vista que la reiteración de prácticas 
puede dar lugar al nacimiento de verdadero derecho, o bien a lo 
que los ingleses llaman convenciones o usos, como prácticas que 
tienen valor constitucional, pero que pueden considerarse como 
verdadero derecho. En todo caso, como hemos dicho, tanto el de- 
recho consuetudinario como estas convenciones constitucionales 
aparecen comoletando, interpretando y determinando el Derecho 
escrito, especialmente en aquellos ámbitos en que hay amplios 
poderes discrecionales. Son elementos del derecho consuetudina- 
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rio y de las convenciones constitucionales, su racionalidad, o co- 
herencia con los principios del régimen en que se desenvuelven, 
y la publicidad, que respalda con la sanción de la opinión pública 
los hechos cuya reiteración engendra derecho consuetudinario. 

Junto a la costumbre, una fuente específica del Derecho :cons- 
titucional, jurídicamente heterodoxa, pero que se manifiesta en la 
historia como un hecho que no puede desconocerse, es lo que lla- 
maríamos poder constituyente genuino, como una acción históri- 
ca revolucionaria, que tiene carácter Originario en cuanto. invoca 
principios superiores al derecho positivo. La afirmación de la so- 
beranía nacional o del poder soberano de órgano que la repre- 
senta constituyen principios de esta naturaleza que apoyan una vo- 
luntad política creadora del orden constitucional. Esta voluntad 
política constituyente se afirma como un poder de hecho y. de 
derecho superior al positivo, para establecer una constitución de- 
rogando la constitución precedente. Aunque se discuta quién es el 
titular de este poder constituyente, esta titularidad nunca puede 
considerarse como un problema jurídico, sino como un problema 
poltíico de filosofía política, en cierta manera vinculado al de- 
recho a la revolución. Desde este punto de vista, la concepción hoy 
aceptada atribuye esta doctrina del poder constituyente a la comu- 
nidad como pueblo o nación soberana, siguiendo la concepción de 
la filosofía neoescolástica del renacimiento, aunque normalmente 
con fundamentos distintos, que se apoyan en el principio de sobe- 
ranía nacional. 

Junto al poder constituyente genuino hay que tomar en consi- 
deración el poder constituyente constituido, como un órgano extra- 
ordinario definido por la propia constitución para su reforma. La 
existencia de este órgano extraordinario (el pueblo en referéndum, 
por ejemplo), y quizá de un procedimiento especial (mayoría de 
dos tercios en un órgano legislativo), define lo que se llama rigidez 


-constitucional, como fundamento de la superlegalidad del orden 


constitucional. 

También puede ser fuente del Derecho constitucional el pacto. 
Normalmente en nuestros días esta fuente se manifiesta en las en- 
tidades federales o supranacionales, que se constituyen sobre en- 
tidades preexistentes y que establecen un acuerdo (en forma de 
constitución) sobre la forma en que ha de organizarse la coope- 
ración y división de competencias de la unión. Por último, la ju- 
risprudencia, sobre todo a medida que se difunde la sanción judi- 
cial de la constitucionalidad de la ley, puede ser también una 
fuente secundaria en la medida en que interpreta el orden consti- 
tucional. 
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2. Los elementos del régimen constitucional 


Un régimen constitucional está esencialmente compuesto de 
tres elementos: | 


a) Un núcleo central de ideas que constituyen el principio o 
principios que son criterios del orden. Estos principios no son 
siempre fáciles de deslindar porque contienen confusamente entre- 
mezcladas legitimaciones del poder que se aceptan como funda- 
mento de la obediencia y concepciones del fin que el Estado debe 
proponerse. Los fundamentos de legitimidad definen lo que en tér- 
minos generales puede llamarse la forma de gobierno, como defi- 
nición de los fundamentos de las instituciones básicas del poder 
(monarquía, democracia, etc.), forma de gobierno que es normal- 
mente compleja o mixta, esto es, que responde a varios funda- 
mentos del poder vinculados entre sí (por ejemplo, monarquía 
democrática). En cambio, las concepciones del fin entrañan una 
concepción de la libertad (positiva o negativa) como definición de 
las relaciones del hombre con el Estado y de las tareas que el Es- 
tado debe realizar (Estado liberal o Estado social). 

b) Una ordenación de las instituciones de gobierno en sentido 
estricto, o más simplemente la atribución del poder a uno o más 
órganos, cuya estructura, competencias y equilibrio se definen. 
Esta ordenación de poderes tiene por fin constituir y articular una 
voluntad y un poder común, o que valga como común en un gru- 
po político; en suma, establecer una voluntad unitaria de poder, 
dividiendo y coordinando sus diversos elementos (poder ejecutivo, 
poder deliberante legislativo, etc.). 

Como tal, es en cierta manera un elemento artificioso y móvil, 
cuyas transformaciones no repercuten normalmente de una mane- 
ra inmediata en el orden sustancial de un pueblo. Es obra del in- 
genio y de la técnica humana, y por eso es en gran parte, en 
nuestros días, el contenido del Derecho constitucional escrito que 
establece las reglas para la actuación de esa voluntad de poder, de- 
terminando las instituciones a quien compete, su organización in- 
terna, cual sea su competencia y cual la relación recíproca de las 
diversas instituciones que cOrAparten el poder y de los elementos 
que lo controlan. 

c) El tercer elemento lo constituye un orden económico y so- 
cial que comprende aquellas instituciones en que se basa el orden 
mismo de la comunidad: familia, propiedad, economía, grupos 
profesionales económicos o políticos y los derechos individuales 
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y sociales, mediante los que esas instituciones desenvuelven su 
vida. En este sentido comprende el orden vivo de una comunidad, 
la coordinación de la vida múltiple de la sociedad y de cada' uno 
de los miembros que lo componen. Así, como decíamos que el 
poder era el elemento artificioso, obra en gran parte de la técnica 
jurídica, estas otras instituciones son, en cierta manera, su sustan- 
cia, manifestación espontánea y directa de la vida humana, en 
cuanto están informadas por el espíritu de un pueblo, como con- 
junto de creencias que informan su vida. 


Estos tres elementos están íntimamente vinculados. Los prin- 
cipios, que fundan la legitimidad del poder y señalan sus tareas, 
se reflejan en su organización y en la estructura social básica. Des- 
de el punto de vista dinámico hay una corriente continua de de- 
mandas de la sociedad a la organización política y de respuestas 
de ésta, y una acción continua de un poder decisorio en que se 
equilibra el impulso de gobierno por la participación de los ele- 
mentos sociales que lo controlan. 

Su importancia es, sin duda, diversa. Las transformaciones po- 
líticas que afectan a la organización del poder no repercuten nor- 
malmente de una manera inmediata en el orden de un pueblo; las 
que se refieren a su constitución social sí entrañan una grave tras- 
cendencia en su vida. Las verdaderas revoluciones no son, por 
consiguiente, aquellas que modifican la estructura o los titulares 
de la voluntad de poder, sino las que afectan a ese otro estrato 
más profundo de su constitución social. Es más, podríamos decir 
que sólo éstas son verdaderas revoluciones, dejando para las pri- 
meras el apelativo más superficial y espectacular de golpe de Esta- 
do. Por lo que la revolución francesa fue una auténtica revolución, 
no es sólo por las modificaciones que introdujo en la organización 
del poder, sino por su arrasamiento del orden social del antiguo 


. régimen, cruzando aquel mundo de privilegios históricos con el 
- principio racional de igualdad. Y en el mismo sentido por lo que 
.Contraseñamos como tal revolución a la soviética no es por las 
novedades que pueda haber creado en la estructura del poder, sino 


por su sistemática destrucción de los principios de propiedad, 
familia, asociación, libertad y, en general, de la concepción social 
de los pueblos de la civilización occidental. 

La constitución social y la organización del poder deben estar 
íntimamente vinculadas. Un poder sin raíces en las fuerzas vivas 
del medio social será frágil o inoperante; y en la medida misma 
una sociedad que se siente mandada por un poder extraño es in- 
dócil y rebelde. Los factores reales de poder están determinados 
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por la constitución social de un pueblo y por las ideas que tienen 
vigencia en una comunidad sobre la legitimación del poder y las 
tareas que le competen. 

Vamos a estudiar en las páginas sucesivas las formas típicas 
del régimen constitucional por razón de los fundamentos del po- 
der, su estructura y los fines que se propone. 


3. Los principios del orden. La legitimación del poder. 
Fundamentos del poder legítimo y formas de gobierno 


La Constitución define en primer término las instituciones a 
quienes se atribuye el poder, como una capacidad de decidir. 

Poder, como decisión eficaz, es la capacidad de obtener obe- 
diencia. La obediencia se presta por motivos impersonales como 
el hábito o el temor, pero tiene su raíz básica en un fundamento 
racional, por el que se reconoce un derecho a mandar. 

Poder de autoridad o poder legítimo es el que se basa en el re- 
conocimiento de ese derecho a mandar. Llamamos, por consiguien- 
te, legitimación del poder a los fundamentos en que se basa la 
obediencia como reconocimiento de un derecho. 

En el mundo contemporáneo estos fundamentos son esencial- 


mente cinco: 


a) El fundamento monárquico vinculado en su origen histó- 
rico a la adhesión reverente de la majestad del rey como símbolo 
de una justicia superior o suprema que define la paz (y entremez- 
clado también en su origen frecuentemente con nebulosas inter- 
pretaciones religiosas), y que hoy se manifiesta en Occidente como 
un símbolo de la tradición y de la unidad y continuidad de un pue- 
blo, que representa sus intereses permanentes y su continuidad 
histórica mediante la herencia (régimen monárquico). 

b) El fundamento democrático, que reconoce un derecho a 
mandar en quienes representan al pueblo, reconociendo a todos 
una igual participación mediante instituciones representativas en 
el ejercicio o el control del poder (régimen democrático). 

c) El principio nomocrático o constitucional, que establece el 
fundamento del poder en la definición jurídica de derechos o 
competencias de mando y deberes de obediencia; y que en último 
término apoya el derecho a mandar en la autoridad de la norma 
constitucional (régimen constitucional). 

d) El caudillaje, cesarismo popular, o poder carismático, como 
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exaltación de la confianza en un jefe con un derecho a mandar 
por las aptitudes personales que lo hacen idóneo para resoIveS 
una situación de crisis o dirigir una revolución. 

e) El poder oligárquico de un grupo o élite organizado para 
ejercer el poder, que se atribuye una función intermediaria en la 
representación del pueblo en cuanto representa sus «verdaderos 
intereses» y asume su dirección y orientación. 


Estos fundamentos rara vez se nos presentan aislados. Normal- 
mente aparecen vinculados dos o más de ellos como fundamento 
de la legitimidad de un orden. El principio monárquico está unido 
con el democrático y nomocrático o constitucional en todas las 
que denominamos monarquías europeas. El caudillaje o cesarismo 
popular está normalmente vinculado al principio democrático; e 
históricamente opera también en relación con el principio monár- 
quico y hasta cierto punto con el régimen constitucional (cláusulas 
de poderes extraordinarios en situaciones de excepción). El poder 
oligárquico de un grupo o élite aparece casi como un complemen- 
to que define una «clase política». De aquí las denominaciones 
complejas de las formas de gobierno de nuestro tiempo a las que 
se designa como formas mixtas: monarquía democrática, repúbli- 
ca presidencialista (en que el principio democrático está amplia- 
mente embebido en el fundamento constitucional y matizado por 
el liderazgo o caudillaje en un presidente), república democrática, 
etcétera. El poder oligárquico de los partidos se interfiere en 
todos los regímenes, pero puede manifestarse con carácter prepon- 
derante en los regímenes llamados de partido único. 

Estos fundamentos de autoridad no son suficientes para expli- 
car todas las modalidades de un régimen constitucional, y ni aun 
la misma estructura del poder, si no los relacionamos con los 
- principios que definen la concepción del fin, como tareas que 
- competen al Estado y que veremos más adelante (párrafos 6 y 7). 


4. La estructura del poder. División, coordinación 
y concentración del poder como especificación del régimen 


El poder se ejerce mediante el derecho. Mandar es establecer 
y hacer cumplir normas. La ordenación de la estructura del poder 
dentro de una comunidad política supone desglosar el proceso de 
actuación jurídica del poder en sus momentos esenciales. Estos 
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momentos esenciales, conocidos como funciones del Estado, son 
cuatro: 


— la proposición o iniciativa de las normas jurídicas ; 

— la deliberación y aprobación de las normas jurídicas ; 

— la ejecución y la aplicación de esas normas, y 

— el enjuiciamiento O aplicación contenciosa del derecho. para 
restablecer la paz jurídica. 


Los nombres con que en el uso corriente se conocen estos di- 
versos momentos son los siguientes: gobierno, la iniciativa; legis- 
lación, la deliberación y aprobación de normas; administración, la 
ejecución y aplicación del derecho; justicia, su aplicación conten- 
ciosa. 

Aún más simplemente « se divide a veces en tres el cuadro de 
estas funciones: ejecutiva, que comprende el gobierno y la admi- 
nistración ; legislativa, y judicial. La razón de esta simplificación 
es que normalmente se atribuyen esas funciones, como competen- 
cias propias, a tres órganos específicos que son la estructura 
básica del Estado moderno: el gobierno como órgano directivo y 
cabeza de la administración; las asambleas (cámaras, parlamen- 
tos) como órgano deliberante de la legislación, y los tribunales y 
jueces como órgano de la función judicial. Un gobierno o consejo 
de ministros que gobierna y dirige la administración, una asam- 
blea O parlamento que legisla y unos jueces O tribunales que 
- juzgan, son, por consiguiente, la estructura normal de un orden 
constitucional. 

El problema más sugestivo es la relación existente entre estos 


diversos elementos bajo las formas de división, coordinación y 


concentración del poder. 


A) La división del poder 


La distinción de órganos y funciones, llamada comúnmente divi- 
sión de poder, admite dos modalidades de diversa profundidad: 


1,2 División formal de poderes (división de poder impropia) 


Se constituye diferenciando los órganos de esas diversas fun- 
ciones en cuanto a su nombramiento, su régimen juridico-poll- 
tico y su procedimiento de actuación. 

Así, por ejemplo, el órgano del ejecutivo, el gobierno, es desig- 
- nado por el jefe del Estado o aprobado por las asambleas, etc.; la 
asamblea como órgano legislativo es electiva o tiene carácter he- 
reditario, o sus miembros se designan entre ciertas categorías; los 
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jueces como órgano de la jurisdicción, son PESISnaDos por su com- 
petencia profesional. 

En cuanto a su régimen jurídico, los miembros del gobierno 
están sujetos a lo que se llama responsabilidad política y son amo- 
vibles; las asambleas son irresponsables y se eligen por tiempo 
determinado ; los jueces son inamovibles e irresponsables; el cuer- 
po administrativo tiene un carácter profesional, etc. 

En cuanto a su procedimiento, el gobierno actúa en secreto y 
libremente; las asambleas están sujetas a un reglamento y son 
públicas ; el juez se sujeta a las normas procesales y la administra- 
ción al procedimiento administrativo. 

Esta serie de condicionamientos dan un perfil diverso a los ór- 
ganos de esas funciones y constituyen una división formal del po- 
der. Por consiguiente, debemos investigar en cada institución, 
cómo se designan, a qué régimen están sujetos y cuál es la forma 
de actuación de los órganos a quienes se atribuyen esas funciones. 


22 División material (o propia) del poder 


En este supuesto no sólo están definidos los poderes y las fun- 
ciones por esta distinción orgánica, sino que representan diversos 
fundamentos de legitimación del poder. Así, en la monarquía repre- 
sentativa O parlamentaria, el gobierno representa la autoridad del 
rey; la asamblea, la autoridad del pueblo, y los jueces, la autori- 


- dad del derecho y en último término de la Constitución. Pero 


incluso en las formas republicanas puede mezclarse un principio 
aristocrático con un principio democrático, y en todo caso actúa 
la presión del derecho sobre las actuaciones judiciales y sobre la 
competencia atribuida a cada órgano (nomocracia, constitucio- 
nalismo). 


B) La coordinación del poder 


Esta división de poder, propia o impropia, admite a su vez di- 
versos grados que implican fórmulas de coordinación del poder 
dividido. 

a) Colaboración sucesiva en el acto de poder (monarquía re- 
presentativa, presidencialismo). Así, por ejemplo, el rey nombra y 
separa libremente los ministros, pero la iniciativa de la ley del 


- gobierno se somete a la aprobación de la asamblea. La ley, a su 


vez, se aplica por el gobierno. 
b) Colaboración en la designación de los titulares de los ór- 
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ganos y en la función (parlamentarismo, el Gobierno, nombrado 
por el jefe del Estado, es aprobado por la asamblea que controla 
su actuación). 


C)> Por último, en oposición a todas estas fórmulas de divi- 
sión y coordinación del poder está la concentración de poder. Un 
solo fundamento de autoridad legitima todas las funciones y mo- 
mentos del proceso de actuación del poder, jerarquiza todos los 
órganos e incluso asume directamente o controla todas las fun- 
ciones. Así, por ejemplo, la monarquía absoluta, o el cesarismo 
napoleónico, o la Convención francesa (en este caso en nombre 
del pueblo), son formas de esta concentración de poder. La dic- 
tadura implica normalmente esta asunción de todos los poderes 
y se puede apoyar en un principio monárquico, o democrático 
(dictadura popular o plebiscitaria), o nomocrático (dictadura cons- 
titucional). a 

Esta distinción, división, coordinación o concentración del po- 
der se matiza y refuerza con la intervención de los partidos. 

Es claro que cuando un mismo partido tiene mayoría en la 
asamblea y ejerce el gobierno, la relación entre estos dos órganos 
tiene un perfil diverso que cuando no se da esa condición. El ré- 
gimen parlamentario implica siempre el supuesto de un gobierno 
con mayoría de su propio partido o partidos en la asamblea; la 
monarquía representativa o la república presidencialista son via- 
bles aun en el supuesto de que el gobierno esté desempeñado por 
miembros de un partido que no tenga mayoría en la asamblea. 
Todas las formas de concentración de poder suponen un partido 
único o el predominio aplastante de un partido, o la no existencia 
de partidos. 

Este esquema es útil para comprender las líneas generales de 
un orden constitucional, que supone una distribución de compe- 
tencias entre poderes. Pero aunque sea útil, no es suficiente. Nos 
da sólo una imagen estática del orden constitucional, como una 
serie de órganos de poder, para definir o cumplir el derecho. La 
vida de un orden constitucional está, sin embargo, animada por la 
acción política que es la que da un contenido efectivo al derecho. 
Para comprender este fenómeno y las consecuencias que derivan 
de él, tenemos que situarnos en un diverso punto de vista y com- 
prender junto al cuadro de las funciones jurídicas, las funciones 


políticas del Estado. 
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5. La estructura del poder (continuación). La acción del poder. 
Gobierno, control y responsabilidad como funciones políticas 


En los últimos cincuenta años se ha perfilado en la ciencia po- 
lítica la conciencia de que existe una función de gobierno clara- 
mente diferenciada por su naturaleza política del cuadro clásico 
de funciones jurídicas del Estado *. Nos hallamos ante uno de esos 
casos en que la práctica política y jurídica han impuesto a la doc- 
trina científica la consideración de un problema. 

El supuesto básico, expuesto de una manera escueta, es que al 
estudiar la organización del Estado tenemos que salirnos del cua- 
dro tradicional de funciones que trazó ARISTÓTELES y del juego de 
poderes concebido por MONTESQUIEU. Hay, ciertamente, en la orga- 
nización del Estado, un proceso jurídico que se articula en la le- 
gislación, la administración y la jurisdicción. Ahora bien: antes 
que proceso jurídico, el Estado es acción política que se expresa 
en decisiones que escogen un proyecto de acción entre varios pro- 
yectos posibles. Acción política íntimamente vinculada a la defi- 
nición de esas normas jurídicas y a su aplicación, pero acción 
política que tiene el valor de un fenómeno propio que exige ser 
analizado separadamente. Por eso, junto al esquema de las fun- 
ciones jurídicas tenemos que construir un nuevo cuadro de fun- 
ciones políticas, que nos explique cómo se relacionan y coordinan 
en su acción efectiva esos poderes del Estado. 

El cuadro de funciones políticas, desde el punto de vista de la 
actuación del poder, comprende los momentos dinámicos esencia- 
les de su determinación: la función de gobierno, como impulsión ; 
la función de control, como participación, verificación y limitación, 
y la responsabilidad política, como forma típica de sanción, que a 





! Aunque sus antecedentes se pueden encontrar en Locke, la función de gobierno 
se ha definido en los últimos cincuenta años en la discusión de la naturaleza de los 
«actes de gouvernment», deslindados por el Consejo de Estado francés y los gemelos 
«acts of State» anglosajones. Véase una nota bibliográfica sistemática en H. Rumerr, 
Regierungsakte im Rechtstaat, Bonn, 1955, págs. 11-13. 

Es especialmente importante el estudio de U. ScHEUNER, Der Bereich der Regie- 
rung, en «Festgabe fiir Rudolf Smend, Rechtsprobleme in Staat und Kirche», Góttin- 
gen, 1952, págs. 253-301, no recogido en la nota citada. En relación con nuestro Derecho 
positivo, véase nuestro estudio Concepto jurídico del acto políticos, «Homenaje a don 
Nicolás Pérez Serrano», Madrid, 1959. También, Gobierno y responsabilidad, en «Expe- 
riencias políticas del mundo actual», Madrid, 1962. Un estudio de la función de gobier- 
no en el sentido en que aquí la desarrollamos ha realizado J. DeLcaDo PintTO, La fun- 
ción de Gobierno, en «Archivo de Derecho público», Granada, 1959. 
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manera de un engranaje vincula la impulsión del gobierno y la 
participación, verificación y limitación del control. 

Vamos a examinar brevemente estos tres CORERprOS claves de 
la dinámica del poder: 


A) Gobierno, control y responsabilidad política : 

a) La función de gobierno, presentida por E y por SIEYES 
y configurada casuísticamente en las decisiones del Consejo de 
Estado francés, es una función diferenciada por su naturaleza po- 
lítica del cuadro de las funciones clásicas del Estado. En términos 
generales, es una actividad impulsora, coordinadora y defensora 
el orden, cuya más peculiar característica es una amplísima dis- 
crecionalidad, basada en la naturaleza política de los actos que rea- 
liza y en su referencia inmediata a la Constitución como definición 
fundamental de la unidad del orden. Casuísticamente cabe enume- 
rar como actos contenidos en esta función : 


1.2 Los que se refieren a las relaciones entre los órganos su- 
premos del Estado (elección de una magistratura, disolución de 
una asamblea, etc.). 


2.2 Los de dirección y desenvolvimiento del orden interno, 
especialmente la iniciativa de la ley. 


3.2 Cuantos afectan a la política exterior y las relaciones in- 
ternacionales en que se considera al Estado como una unidad 
activa. 


4. La defensa del orden en las situaciones de excepción y 
la adopción de medidas en situaciones de necesida (guerra, ca- 
- lamidades, desórdenes públicos, etc.). 


Quizá, por último, como advierte SCHEUNER, los actos que 
'- afectan a la dirección del ejército en guerra y paz. 


b) Más compleja es la determinación de la función de control, 
por lo mismo que su presencia ha sido advertida por la doctrina 
aun en fechas más recientes que la función de gobierno. No tene- 
mos apenas indicaciones en la literatura política sobre el valor de 
esta nueva función, que se cubre con un término que, por su uso 
muy común en las ciencias sociales, se presta a equívocos y ma- 
lentendidos. LasswELL y KAPLAN definen el control como el proce- 
so de afectar las decisiones políticas con la intimación o el ejer- 
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cicio actual de una privación grave, y OPPENHEIM identifica 
prácticamente el control con una acción positiva de participación 
en el gobierno, en virtud de la cual se influye, persuadiendo o di- 
suadiendo, o se impide la adopción de decisiones o su ejecución. 
Adviértase que el control es un término más amplio que el de 
responsabilidad. La exigencia de responsabilidad determina siem- 
pre un control, pero no todo control implica la posibilidad de de- 
ducir una responsabilidad política. Control significa limitación y 
coparticipación en la libertad de decisión política de los actos de 
gobierno. No obstante, el control significa una forma de coparti- 
cipación específica. Quien controla no decide, solamente ¿nfluye 
de una manera directa o indirecta en la decisión de otro órgano. 
Persuade o disuade, o incluso impide, pero no acepta la responsa- 
bilidad moral ni, en su caso, la responsabilidad política de la de- 
cisión. El gobierno es poder de impulsión, elemento motor; el 
control es poder de inspección, de acción indirecta, de delibera- 
ción y advertencia, de rectificación y moderación. Por eso ha sur- 
gido, tanto en Gran Bretaña como en las monarquías parlamenta- 
rias y en el mismo régimen de división de poderes americano, 
como un tanteo histórico. 


c) Como indicábamos anteriormente, hay un tercer engranaje: 
que enlaza la acción impulsora de gobierno con la participación y 
limitación que implica el control. Esta curiosa institución es la 
que denominamos responsabilidad política. 


Veamos ante todo en qué consiste la peculiaridad de esta res- 
ponsabilidad. Bajo esta expresión pueden comprenderse en el len- 
guaje vulgar cosas muy varias. Quien ejerce una función de go- 
bierno puede ser hecho responsable de sus actos si éstos signifi- 
can una infracción, de acuerdo con los supuestos previstos en las 
leyes penales. En este caso, la responsabilidad se exige por la 
comisión de actos contrarios a derecho, típicamente descritos en 
la ley penal. Tal sería, por ejemplo, la inculpación y condena 
por traición, malversación o cohecho. Pero no es esto lo que quere- 
mos mentar en sentido estricto cuando hablamos de responsabili- 
dad política o responsabilidad de gobierno. 


Lo que al hablar de esta responsabilidad específica se quiere 
aludir es algo más impreciso e indefinido, que es consecuencia 
de la naturaleza estrictamente política de la función de gobierno. 
Por eso fueron los tribunales de justicia y ejemplarmente el Con- 
sejo de Estado francés los primeros que advirtieron la peculiari- 
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dad de ciertos actos, contenido típico de esta función, declarán- 
dose incompetentes para enjuiciar actos que estaban al margen 
del proceso jurídico. Porque esta responsabilidad no se deduce 
por la comisión de actos que aparezcan descritos previamente por 
una norma como punibles o ilícitos, sino, al contrario, es respon- 
sabilidad que se deduce por decisiones o actos realizados legítima- 
mente en virtud de poderes atribuidos legalmente al titular de 
una función. | 


La responsabilidad política no supone, por consiguiente, la in- 
culpación por la comisión u omisión punibles y contrarias a dere- 
cho, sino por una ponderación de si el arbitrio que se concede al po- 
lítico gobernante ha sido o no utilizado con acierto y oportunidad. 
En definitiva, lo que se enfrentan son dos juicios diversos sobre 
el fin inmediato, la. conveniencia o la oportunidad de un acto. Lo 
que en su caso se deduce no es, por consiguiente, una responsa- 
bilidad jurídica, sino una responsabilidad política, esto es, vincula- 
da al servicio del bien común en un orden político concreto. 


La práctica de Occidente ha vinculado a esta responsabilidad 
un tipo específico de sanción: la privación del oficio. A primera 
vista, esta sanción parece pintoresca y trivial. Sin embargo, cuando 
se considera con más detenimiento puede advertirse que no 
sólo es en cierta manera la adecuada al hecho que se sanciona 
—que no es, en fin de cuentas, sino la falta de idoneidad, perma- 
nente o circunstancial, para el ejercicio de la función de gobier- 
no—, sino que supone una efectiva y dolorosa privación para el 
gobernante, que como hombre político siente enraizado en su vida 
el apetito de poder. Aun prescindiendo de las dignidades, emolu- 
mentos y vanidades anejas al poder, éste es, para el político, la 
posibilidad misma de realizar sus propósitos y su personalidad. 
Como decía GLADSTONE, la función pública multiplica la potencia 
de un hombre. 


Si unimos esas dos ideas podremos definir de una maner 
neral la responsabilidad política como la discusión del acieptd d 
los fines propuestos o de la procedencia u oportunidad de los actos 
realizados para alcanzar dichos fines, por vías que pueden deter- 
minar en su caso, de una manera directa o indirecta, la sanción 
específica de privación del oficio. Tal es lo que significa la nega- 
ción de un voto de confianza o la aprobación de un voto de cen- 
sura al gobierno por una asamblea: una deliberación sobre esos 
fines O sobre la conveniencia u oportunidad de las decisiones 
propuestas O adoptadas por el gobierno, que concluye con una vo- 
tación que implica un juicio favorable o desfavorable, al que se 
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vincula en su caso la privación del oficio; o tal es también lo que 
significa la facultad atribuida a un superior de hacer cesar discre- 
cionalmente en el oficio a quienes detentan los llamados Cargos 
de confianza y que en relación con la función de gobierno se atri- 
buye Ocasionalmente a los jefes de Estado. | 


Importa subrayar que participan de una manera miña en la 

exigencia de esa responsabilidad no sólo aquellos órganos que 

tienen la facultad directa de aplicar esa sanción de privación del 

0 oficio, sino los órganos políticos y las instituciones sociales a las 
que está permitido discutir esos fines, esa conveniencia o esa opor- 
tunidad de las decisiones de gobierno, y que, por consiguiente, 
pueden influir de una manera indirecta en la aplicación de esa 
sanción. La pregunta de un diputado que pone de relieve desacier- 
tos, O una campaña de prensa contra los fines o la oportunidad 
de unas medidas de gobierno, pueden entrañar un desgaste que 
a corto O largo plazo determine la reacción de los órganos a los 
que está atribuida la competencia directa para hacer cesar en el 


| | oficio. 














B) La relación entre gobierno, control y responsabilidad 


_La relación entre las funciones de gobierno y control a través 
de la acción de una responsabilidad política implica una colabora- 
ción de instituciones y poderes políticos y fuerzas sociales en las 
decisiones. El control desde un punto de vista negativo es limi- 
tación, pero positivamente significa que otros órganos participan 
indirectamente en la función de gobierno. Este principio de colabo- 
ración es el que ha triunfado en todos los regímenes, bien se 
hayan orientado de una manera pragmática al tipo de gobierno 
parlamentario británico, bien hayan partido, como el régimen nor- 
teamericano, de un principio rígido de división de poderes. Hay 
una fórmula específica de equilibrio en esta colaboración cuando 
corresponde a una vida política sana. El gobierno es siempre 
poder de impulsión y dirección; los órganos que colaboran con él 

- ejercen sólo una función de control que significa poder de influir 
O impedir, pero no de decidir ni impulsar. Cuando rebasan su com- 
petencia ya no colaboran, sino que se sustituyen al gobierno, y éste 
es, sin dudarlo, el riesgo más claro de los controles del régimen par- 
lamentario. 

Estos actos de control, diversos de una revisión judicial, se 
materializan en una serie de actuaciones específicas. He aquí a 
título de información las más usuales y significativas: 
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a) El informe previo de un órgano, aunque no vincule la rea- 
lización del acto. Así, el presidente de la República francesa Oye 
al primer ministro y a los presidentes de las Cámaras antes de 
decretar la disolución de la Asamblea. 

b) La aprobación del acto de un órgano por otro órgano di- 
verso, como los actos (designación de embajadores, ministros, etc.) 
que el presidente norteamericano realiza con el consejo y consen- 
timiento del Senado. 

Cc) El derecho de bmiéñda y aprobación de una propuesta, 
que es la vía normal del control legislativo por una asamblea de 
los proyectos de ley (iniciativa) del gobierno. 

d) La aprobación de los medios financieros necesarios para 
la realización de una actividad (aprobación de presupuestos y cré- 
ditos, reservada a las asambleas). 

e) El derecho de información y discusión de la acción de go- 
bierno (preguntas e interpelaciones). 

f) La encuesta (normalmente organizada por las asambleas) 
como una vía de inspección accidental y extraordinaria; control 
de práctica común en los Estados Unidos. 

9) La creación de órganos permanentes de inspección, como 
los procuradores parlamentarios de la Constitución sueca o el Co- 
mité de legislación delegada del Parlamento inglés. 

h) El libre acceso a los medios de comunicación y a los órga- 


. nos de opinión pública, especialmente la prensa, con vistas a in- 


fluir en el fallo futuro del cuerpo electoral. 

¿i) La renovación y, en particular, la elección periódica de las 
magistraturas y. de las asambleas, como la elección del presidente 
americano y del Parlamento inglés. 

3) La deducción de responsabilidad mediante las votaciones 
en una asamblea de confianza o censura en relación con el go- 
bierno. 


Es claro que no es el mismo el alcance de todos estos medios 
de control. El último que hemos mencionado es el que ha adqui- 
rido categoría de símbolo como instrumento de control. Por esta 
importancia puede servirnos para clasificar los diversos sistemas. 


C) Pluralismo político y oposición 


Ahora bien, si queremos comprender el verdadero sentido del 
juego de la función de gobierno y de la función de control, tene- 
mos que recurrir al ámbito de la sociología política. El juego 
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normal de todas esas vías de control y de responsabilidad política 
está condicionado por una división o pluralismo de fuerzas socia- 
les políticas que coparticipan en la acción del poder mediante el 
ejercicio recíproco de esas funciones. 


Este pluralismo social y político tiende a manifestarse ' en el 
Estado contemporáneo como una fuerza alternativa que, dentro de 
cierta unidad de convicciones constitucionales, aspira a ejercer 
el poder como gobierno e influye en el ejercicio del poder cuando 
no lo ejerce mediante un control. Cuando esta situación se define 
de una manera que, en cierta forma, podríamos llamar institucio- 
nal, se denomina oposición. 


El modelo clásico es la oposición inglesa, que tiene hoy el ca- 
rácter de una institución constitucional. Ahora bien, hay que dis- 
tinguir entre esta oposición, a la que llamaremos oposición de go- 
bierno (cuya característica esencial es la participación en una 
comunidad de principios básicos de convivencia con quienes des- 
empeñan el oficio de gobierno y la posibilidad de sustituirles en 
dicho oficio, dentro de la continuidad de un régimen), y la que 
llamaremos oposición de principio u oposición revolucionaria 
(cuya característica, a su vez, es la discrepancia en los principios 
de convivencia y el no representar una alternativa de gobierno 
dentro de la continuidad de un régimen). Cuando la oposición 
tiene esta segunda naturaleza, su acción de control es simplemente 
perturbadora o instrumento de la subversión revolucionaria. 


Estos diversos órganos se relacionan entre sí en la realización de esas 
funciones. (Véase cuadro de «Funciones y Órganos del Estado».) 


Junto a las funciones políticas de gobierno y control se desenvuelven las 
funciones jurídicas: legislación, y administración y jurisdicción. Así como la 
función de control está difundida por todos los órganos del Estado e incluso 
por las fuerzas sociales que se incorporan a la acción del poder (grupos, 
electores, opinión pública, etc.), estas funciones, como la función de gobierno 
- —el Gobierno—, tienen un órgano propio, con una estructura adecuada a la 
función que cumple. 


1. La legislación es la actividad que define normas, como reglas gene- 
rales que exigen ser cumplidas, esto es, que son vinculantes y forman parte 
del derecho objetivo. Son, por consiguiente, imperativas, generales y, por 
ello mismo, orientadas a definir el bien común. 

El órgano que las define es un cuerpo con una pluralidad de miembros 
(asamblea), que tienen carácter representativo (han sido elegidos como porta- 
voces de intereses e ideas) y actúa mediante deliberación (aprueba por ma- 
yoría de votos, previa una discusión). Cuando la ley es formulada por otro 
órgano lo es en virtud de una delegación (legislación delegada) o por causa 
de urgencia que no permite la deliberación (Decreto-ley). 
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2. La administración es el desarrollo (mediante normas secundarias —re- 
glamentos—) y la aplicación concreta (actos administrativos) de los precep- 
tos generales contenidos en la ley. Su órgano propio es la Administración 
como cuerpo coordinado y jerárquico de funcionarios, que prestan un servicio 
regular y continuo, con carácter profesional y que se reclutan por su ¿ompe- 
tencia técnica. 


3. La función judicial es también aplicación al caso concreto de la ley 

o del derecho, pero cuando ha sido controvertida o violada, esto es; cuando 

surge un conflicto en su aplicación. Por eso puede decirse que su objeto es 

| mantener o restablecer el orden jurídico, cuando ha sido violado, o resta- 
| blecer la paz social. 

Su órgano es el juez, que es hoy generalmente un funcionario especial 
(salvo los jurados, que son jueces profanos) con características propias de 
su función: independencia (inamovilidad) e irresponsabilidad por sus deci- 
siones (salvo el caso de delito). 
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6. Los principios del orden. La determinación 
del régimen por el fin 


Las ideas que aparecen determinando un régimen por la con- 
cepción del fin del Estado pueden ser innumerables en sus mati- 
ces. Pero si nos atenemos a la perspectiva concreta de los órdenes 
constitucionales contemporáneos, pueden reducirse a tres o cuatro 
principios que se superponen históricamente, de la misma forma 
que hemos visto superponerse y combates los puncIpIoS que 
legitiman el poder. 

Su definición más simple puede realizarse en razón de su acti- 
tud ante un valor genérico que nos sirve aquí de medida de las 
realidades concretas: el desenvolvimiento de la vida personal de 
los propios miembros de una comunidad en cuanto se considera, 
negativa O positivamente, como tarea el Estado. 

En relación con este valor se configuran las siguientes especies 
de regímenes: 


a) El régimen liberal, que parte de un concepto de la libertad 
como exención del individuo frente a la acción del Estado, que es 
limitada por los derechos de los individuos, para que éstos reali- 
cen por su propio esfuerzo, sus propios fines. Indirectamente in- 
fluye en la legitimación misma del poder, en cuanto lo concibe 
como expresión de una libre concurrencia de opiniones y en su 
estructura, en cuanto acepta como un dogma la división de pode- 
res, para que el poder limite al poder. 

b) El régimen de bienestar social, que implica hoy una acción 
positiva del Estado para ayudar al desenvolvimiento personal de 
todos y cada uno de los miembros de una comunidad, asegurán- 
doles un mínimum de derechos fundados en su dienidad personal, 
la seguridad contra el riesgo y la ayuda para una mejora de su 
nivel de vida. Frente a la exención, propuena la intervención del 
Estado y, por consiguiente, la creación de servicios y un principio 
distributivo de justicia social. 

c) El régimen totalitario, que tiende a desconocer toda auto- 
nomía de la vida privada para poner a los miembros al servicio 
del poderío de la nación, del Estado, de una clase, o de una raza 
y de su expansión internacional. 

d) El régimen pluralista o corporativo, que pone el acento en 
una pluralidad de grupos sociales intermedios, como medio en 
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que los miembros de la comunidad deben desenvolver su persona- 
liad, inhibiendo parcialmente al Estado en beneficio de esos gru- 
pos sociales, a los que, por otra parte, incorpora al poder político. 


Es claro que así como la legitimación del poder se proyecta 
esencialmente sobre la estructura y el equilibrio del poder, esta 
precisión del fin informa el orden social de una comunidad polí- 
tica. El régimen liberal implica la limitación del poder del “Estado 
para dejar un amplio ámbito de desenvolvimiento de la vida indi- 
vidual en un orden de libre concurrencia; el bienestar social supo- 
ne, como hemos advertido, la intervención del poder público para 
garantizar y ayudar de una manera positiva la realización de ese 
desenvolvimiento personal, si bien mermando la libertad de elec- 
ción, en la medida en que los servicios del Estado imponen limi- 
taciones a la libertad individual. Las fórmulas de las declaraciones 
de derechos negativas (derechos del hombre) son características 
del primer régimen; así como las libertades positivas, que impli- 
can una ayuda del poder público para su realización, son la fórmu- 
la característica del segundo (derechos sociales). El régimen tota- 
litario implica a su vez la planificación o centralización de las 
actividades económicas por el Estado y los deberes son su fórmula 
jurídica específica. El régimen pluralista o corporativo afirma los 
derechos de grupos, como medio del desenvolvimiento de la perso- 
nalidad y la participación a través de estos grupos en la acción 
política del poder. 

Como indicábamos, muchos de los rasgos de estas estructuras 
están superpuestos, como estratos geológicos, en los órdenes histó- 
ricos concretos. Los principios y las fórmulas del régimen liberal 
laten en una curiosa contradicción con las fórmulas del régimen 
de bienestar; fórmulas específicas de derechos de exención del 
Estado están yuxtapuestas, en las constituciones, a las definiciones 
de principios de bienestar social, que se traducen en derechos 
sociales o en la proclamación de los principios de justicia y segu- 
ridad social. Incluso a veces, tendencias totalitarias de planifica- 
ción centralizada se superponen a derechos individuales y a su 
vez estos derechos están frecuentemente aprisionados entre los 
nuevos derechos de instituciones sociales, que corresponden a la 
imagen de una sociedad pluralista del régimen corporativo. La 
idea pura de cada uno de estos regímenes, aunque pueda haber 
tenido una realización histórica concreta (el régimen liberal en la 
Gran Bretaña de fines del siglo xix, el régimen totalitario en 
la UÚ.R.S.S. durante el período de Stalin, etc.) es más bien un 
concepto metódico, expresivo de un tipo, que nos sirve para medir 
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A un principio ideológico corresponde una fórmula constitucional, una legitimación y estructura del poder y un orden 
económico-social típico. Históricamente estas estructuras aparecen mezcladas, sobre todo en lo que se refiere a las 
fórmulas constitucionales y el orden económico-social, 
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la realidad y su proyección histórica en esa característica super- 
posición de principios. 


4 


, 
/ 


7. El orden social. La incorporación de fuerzas e instituciones 
sociales a la acción del poder 


e 


Del concepo mismo de constitución que hemos expuesto se de- 
riva la vinculación del orden constitucional a las fuerzas sociales, 
O a una estructura social con una organización más o menos defi- 
nida. No nos referimos con ello a cualesquiera grupos u organiza- 
ciones sociales que puedan existir en una comunidad política, sino 
específicamente a aquellos que son una fuerza que se incorpora o 
que actúa sobre la organización del poder, mediante procedimien- 
tos previstos en la constitución, que canalizan la presencia de 
las fuerzas sociales en las decisiones políticas. | 


A) La representación y el sufragio 


El procedimiento más general de incorporación de esas fuerzas 
socialesí con sus intereses y su voluntad) al poder político es la 
representación constituida a través del sufragio. Mediante la re- 
presentación se constituyen órganos del poder del Estado que sus- 
tituyen, a través de un proceso regulado por la ley, al pueblo, o los 
grupos menores que lo integran, manifestando su voluntad y ha- 
ciendo presentes sus intereses. Estos órganos se legitiman a través 
de ese vínculo representativo y canalizan la acción de individuos 
y grupos a través de esa representación. 

La representación está constituida en el mundo TO de 
una manera genérica a través del sufragio, mediante la designación 
por un cuerpo electoral de sus representantes; aunque también 
puede establecerse de una manera espontánea en la organización 
misma de los grupos que destaca a sus representantes naturales 
O legales. | 


B) El sufragio 


El sufragio es la forma de actuación de un cuerpo electoral o 
de los ciudadanos en el ejercicio del derecho de voto. Este derecho 
de voto puede ejercerse para aprobar una iniciativa O para ratifi- 
car un proyecto en cuyo caso nos encontramos ante lo que técni- 
camente se llama referéndum. La forma más ordinaria en que el 
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sufragio se ejerce, y en que está íntimamente vinculado a la re- 
presentación, es la elección como un procedimiento de participa- 
ción en el poder. 

La elección es un procedimiento para designar magistratu- 
ras O representantes, que en ambos casos legitima la autoridad del 
magistrado o del representante. Cuando la elección es periódica, 
con plazos determinados, es también un instrumento de control, 
por la posibilidad de no reelección. 

La elección de magistraturas constitucionales y especialmente 
de representantes de una asamblea implica un complejo proceso, 
cuya regulación jurídica es objeto de lo que normalmente se llama 
derecho electoral. | - | 

Este derecho electoral debe precisar las características del de- 
recho de voto que hoy es, normalmente, secreto y universal (esto 
es, sin discriminación por razón de raza, creencia religiosa, capa- 
cidad económica o sexo), como un derecho que disfrutan todos 
los ciudadanos mayores de una edad que se fija entre los die- 
ciocho y los veintiún años. Es también importante, aunque a veces 
se entregue a las prácticas o convenciones no sujetas al derecho 
escrito, la determinación de los cantidatos y de las condiciones 
que han de reunir. En cuanto al procedimiento, las dos observa- 
ciones más importantes deben referirse a la distinción entre la 
elección directa, en que el elector vota sin intermediarios al ma- 
gistrado o representante, y la indirecta, que descompone la vota- 
ción en dos o más grados y el titular del derecho de voto designa 
un compromisario que ha de realizar la elección en su nombre 
(sistema de elección del presidente de Estados Unidos). Tiene 
también importancia la elección en dos vueltas, en que se exige 
en el primer acto electoral una mayoría determinada para que 
haya elección válida, y en caso de no obtenerla ningún candidato, 
se repite la elección, en segunda vuelta, pasado un breve plazo de 
días. Este sistema evita la dispersión del voto y propicia las agru- 
paciones de candidatos en la segunda vuelta (sistema francés 
actual). 

El tema más importante del derecho electoral es el. que se 
refiere al cómputo de las votaciones, hasta tal punto que es este 
criterio el que distingue lo que se llaman sistemas electorales. El 
sistema más simple es el que se llama de mayorías, con distritos 
o circunscripciones territoriales con uno o un reducido número 
de candidatos, en que se consideran elegidos al que obtiene u ob- 
tienen el mayor número de votos. Cuando los candidatos que pue- 
den ser elegidos son varios, el sistema se corrige concediendo al 
elector uno o varios votos menos de los puestos que se han de 
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elegir, concediendo así una oportunidad de representación a las 
minorías. Ea | > 

El sistema proporcional es mucho más complejo, con matices 
muy específicos en cada país. Sus dos ideas básicas son la elección 
en lista de varios candidatos que se benefician eventual y sucesiva- 
mente del voto concedido a la lista; y la determinación de un co- 
ciente electoral que comprende la cifra de votos necesaria para 
atribuir los puestos sujetos a elección a los miembros ¡de cada 


lista. E 
La doctrina ha examinado hoy las consecuencias de estos sis- 


temas electorales sobre el resultado de las elecciones. El sistema 
de mayorías parece que favorece la existencia de dos partidos. 
El sistema proporcional matiza más el pluralismo y normalmente 


parece orientarse a la formación de varios partidos (más de dos). 


Estos diversos sistemas pueden combinarse y a favor de su com- 
binación se argumenta que el sistema mayoritario tiene en consi- 
deración las personas de los candidatos, mientras el sistema pro- 
porcional atiende a los partidos que presentan la lista (sistema 
mixto alemán). La extensión del distrito es factor decisivo. 


C) Los partidos 


A partir del siglo xrx, los partidos políticos, en cuanto son or- 
ganizaciones para la defensa de ideas e intereses sociales, son la 
organización de fuerzas sociales más importante que actúa so- 
bre el poder. Los partidos tienen, sin duda, una función interme- 
diaria entre las fuerzas e ideologías sociales y las instituciones 
constitucionales de gobierno, operando como sujetos colectivos de 
una acción política y organizaciones de las élites políticas. Como 
instrumentos de la representación electoral, seleccionan los candi- 
datos y proponen opciones al cuerpo electoral. Nacieron histórica- 
mente en el mundo contemporáneo en estrecha vinculación con 
la organización del proceso electoral, presentando los candidatos 
y Organizando las elecciones, y su fin inmediato es la posesión 
y el ejercicio del poder, para establecer, reformar o defender un 
orden que exprese los fines e intereses que respondan a las con- 
vicciones comunes de sus miembros. Su acción contemporánea 
sigue vinculada a esa función fundamental: organización de las 
elecciones y, en íntima relación con ella, selección de equipos de 
gobierno; propaganda de una ideología; defensa de unos intereses 
y propuesta de opciones que simplifican las corrientes de opinión. 

Los partidos son organizaciones oligárquicas, que desenvuelven 
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en su propio seno una tendencia a lo oligarquía, apoyada hoy en 
poderosas máquinas burocráticas internas del partido. El que exis- 
ta un solo partido que excluya de hecho o de derecho la concu- 
rrencia de otros partidos, o que éstos sean dos o más, influye en 
la estructura y funcionamiento de los órganos y de las institucio- 
nes que ejercer el poder del Estado y muy particularmente, como 
hemos indicado, en la división de poder y en el juego de un impul- 
so de gobierno y una participación y limitación del poder median- 
te un control. Como hemos visto, la existencia de una Oposición 
legítima condiciona hasta cierto punto esta acción de control y en 
la misma forma puede decirse que la unidad u homogeneidad del 
partido influye en el ejercicio normal de esa función (gobiernos 
de un solo partido o gobiernos de coalición). 

En el orden constitucional de cada pueblo debe tenerse presente 
esta existencia dé los partidos que constituye un sustrato que so- 
porta o modifica la estructura y la función de las instituciones 
constitucionales en las que se articula el poder. El que estos par- 
tidos estén vinculados a una tradición histórica y definan tenden- 
cias tradicionales en las creencias y los intereses de un pueblo, o 
que sean, por el contrario, organizaciones artificiosas y circunstan- 
ciales, es, sin duda, un hecho importante a la hora de ponderar 
su acción sobre el orden constitucional. 


D) Los grupos de interés y presión 


Junto a los partidos políticos, la ciencia y la práctica política 
han tomado conciencia de los llamados grupos de interés y presión 
como otra fuerza importantísima del Estado contemporáneo. 

Estos grupos aparecen fundados en una comunidad de intere- 
ses o de actitudes y presentan ante el poder público sus reivindi- 
caciones y sus pretensiones o adoptan posiciones que puedan afec- 
tarlo, ejerciendo así una presión sobre su ejercicio. Estos grupos 
presionan el ejercicio del poder público, pero no aspiran a susti- 
tuirlo ni a ejercer el poder con una directa responsabilidad. 

Los intereses que se organizan en grupos corresponden al cua- 
dro general de los intereses sociales: son los intereses económi- 
cos, profesionales, laborales, ideológicos y culturales e incluso 
religiosos. Su acción informal se ejerce por la propaganda, los 
contactos personales, la intervención indirecta en las elecciones O 
la intimidación directa o indirecta. Hasta cierto punto represen- 
tan la organización de los intereses de un pluralismo social y em- 
piezan hoy a encontrar su puesto en los órdenes constitucionales 
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mediante su representación orgánica en consejos y órganos ase- 
sores, O regulando su acceso y contacto con las asambleas delibe- 
rantes (lobby americano). 


E) El público y la opinión pública 


La opinión pública, como acción eficaz de un público, interesa- 
do y atento la vida política, debe también tenerse en cuenta al 
hacer el balance de estas fuerzas sociales. En nuestros días, por 
la extensión de los medios de comunicación y de información, 
existe un público que enjuicia activamente los fenómenos políticos 
que le afectan. La ordenación de la publicidad de las actuaciones 
políticas (deliberación pública de ciertos órganos, difusión median- 
te la prensa de las decisiones políticas y de los hechos que han de 
ser afrontados, etc.) y la regulación de los medios de acción sobre 
el público y de expresión de los juicios públicos, e incluso de 
formación de la conciencia pública (prensa, radiodifusión, cine- 
matógrafo, espectáculos, televisión) constituye un contenido rele- 
vante del Derecho constitucional como orden de una sociedad 
que es receptiva y activa ante la acción del poder político. 

La regulación de la información perfila los regímenes políticos 
dándonos su nivel de publicidad; la libertad de expresión de la 
opinión, sus limitaciones, o su dirección planeada al servicio de 
la propaganda, perfilan un régimen entre las dos fórmulas contra- 
puestas de opinión libre y opinión dirigida. 

El juicio de un público, que atiende a las decisiones políticas y 
las enjuicia, tiene siempre importancia, pero se manifiesta como 
especialmente eficaz en las elecciones periódicas. 


F) La acción compacta de las fuerzas e instituciones sociales 


No será necesario advertir, por último, que todos estos ele- 
mentos están coordinados en la estructura de un régimen. Los par- 
tidos políticos, los grupos de presión, la representación y la orga- 
nización del sufragio y el régimen de información y de expresión 
de la opinión pública tienen cierta coherencia interna y de hecho 
están íntimamente trabados en la existencia y actuación de un ré- 
gimen político. Los partidos se apoyan en la opinión y dirigen al 
público su propaganda, el sufragio canaliza corrientes de opinión, 
los grupos de interés y presión se sirven de la prensa y de los par- 
tidos para obtener sus reivindicaciones y hacer efectivas sus pre- 
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tensiones y, por último, los órganos representativos aspiran a fun- 
dir como en un crisol, este vario juego de fuerzas. Todos repre- 
sentan, en suma, el aliento de las fuerzas sociales que aspiran a par- 
ticipar y a hacerse presentes en la acción del poder. Y aunque 
es cierto que el poder político, por la preeminencia de su autoridad 
al servicio del bien común, los ordena y los contiene, los sintetiza 
y los remodela, esta fluida acción recíproca no puede interpretar- 
se nunca, ni aun en los supuestos históricos más extremos, como 
una decisión unilateral del poder, sino que siempre hay una fluen- 


cia recíproca entre este sustrato social y las instituciones constitu- 
cionales del poder. | 


8. El orden social (continuación). Las libertades y las instituciones | 
| del orden social 


Nos queda, por último, que examinar lo que significan en el or- 
den constitucional las declaraciones de derechos como articula- 
ción del fin mismo del orden político. Estos derechos configuran 
el cuadro del orden social en que se desenvuelve la vida personal 
de los miembros de una comunidad política, limitan el poder e in- 
cluso regulan la participación de los ciudadanos en la acción del 
poder público. Este contenido clásico del Derecho constitucional 
tiene una naturaleza muy compleja, que hace que bajo esta misma 
rúbrica de derechos o libertades aparezcan contenidos políticos de 
muy diverso alcance. Unos son claramente instituciones del orden 
social, como la definición o garantía de la propiedad, o la defini- 
ción de los ámbitos en que se desenvuelve la iniciativa privada en 


- el orden económico, o la garantía de la familia y de algunos de sus 


derechos. Otros, como las libertades llamadas civiles, la seguridad 
personal o la libertad de residencia, o el secreto de la correspon- 
dencia, son limitaciones del poder, aunque no dejen de afectar al 
orden social. El derecho de reunión o el de asociación política y, 
en general, los derechos públicos son vías de particpación en el 
poder, aunque impliquen una concepción del orden social y límites 
de los poderes públicos. El reconocimiento del derecho al trabajo 
o a la seguridad social, como todos los llamados derechos socia- 
les, en cuanto obligan al poder público a crear las condiciones 
para que esos derechos puedan tener un contenido efectivo, son 
esencialmente definiciones del fin que señalan las tareas del poder. 
Por eso debemos definir esos diversos derechos, en razón de su 
naturaleza, en cuatro grupos fundamentales: 
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a) Derechos privados o libertades civiles, que implican un /li- 
mite, en beneficio de la personalidad y libertad de los miembros 
| de la comunidad política (secreto de la correspondencia). 

b) Derechos públicos y políticos, que suponen esencialmente 
una participación indirecta o directa en el ejercicio del poder (1i- 
bertad de prensa, derecho de sufragio). 

Cc) Derechos sociales, que marcan una acción posa del ES- 
tado al servicio de un fin (seguridad social). 

d) Derechos que reglamentan instituciones del orden ' “social 
(propiedad, familia). 





- Su garantía puede ser: 


a) legal, que limita los actos que pueden privar de esos derechos a «los 
casos» y la «forma» que prescriben las leyes (nadie puede ser castigado sino 
por un delito tipificado en la ley); 


b) judicial, que exige intervención del juez para la privación de ciertos 
derechos (sentencia que condena a la privación de libertad); 


c) de procedimiento, en la medida en que se exigen ciertas garantías 
(audiencia del acusado, posibilidad de asesoramiento para su defensa) para 
ser BARS del derecho; 


d) o procesales, cuando se asta BiBran recursos especiales (habeas corpus, 
recurso de amparo) para la protección de los derechos. 


E 





CLASIFICACIÓN DE LOS DERECHOS POR LA NATURALEZA 
DEL BIEN PROTEGIDO Y LA FORMA DE LA PROTECCION 


I. Derechos civiles 


1. Derechos de la in- 
timidad personal 
(protección negativa 
de la autonomía de 
la vida privada fren- 
te a su violación por 
los particulares oO 
por agentes del Es- 
tado). 


2. Derechos de seguri- 
dad personal (pro- 
tección de la liber- 
tad mediante la ga- 
rantía de la ley apli- 
cada por el juez). 


3. Derechos de seguri- 
dad económica (pro- 
tecció negativa en 
el ámbito de la ley). 


Libertad de residencia. 

Libertad de circulación. 

Inviolabilidad del domi- 
cilio. A 

Secreto de la correspon- 
dencia. 

Libertad de conciencia. 


Garantía legal y judicial 
de la libertad (deten- 
ciones). 

Garantía legal de los 
delitos y las penas. 
Garantía legal y publi- 
cidad del procedimien- 

to judicial. 


Garantía de la propie- 
dad (legalidad de la 
expropiación). 

Legalidad y, en su caso, 
consentimiento de los 
impuestos. 


Ill. Derechos económicos 


1. Derechos de libertad 
| económica (vincula- 
dos a un régimen de 
iniciativa privada y 
libre concurrencia). 


6 


Libertad de trabajo (a 
escoger y practicar 
una profesión). 

Libertad de industria. 

Libertad de comercio. 


Definición 
nal. 
Sanción penal del fun- 
cionario o del particu- 
lar que viole estos de- 

rechos. 


constitucio- 


Nadie puede ser deteni- 
do sino por mandato 
del juez y en los ca- 
sos previstos en la 
ley. 

Sólo se pueden castigar 
los delitos tipificados 
en la ley y con la 
sanción que ésta pre- 
viene. 

Sólo se puede castigar 
en virtud de un pro- 
cedimiento público 
previsto en la ley. 


Sólo puede privarse de 
la propiedad en vir- 
tud de un fundamen- 
to legal. 

El impuesto debe ser 
aprobado por la ley. 


Sólo la ley debe señalar 
los límites de estas 
libertades que exige el 
bien público. 
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MT. 


1. Derechos de inter- 
vención en la forma- 
ción de la opinión 
pública (implican 
una participación in- 
directa en la orien- 
tación política y una 
protección negativa 
del Estado). 


IV. Derechos políticos 


1. Derechos de partici- 
pación en la vida 
pública. Derechos de 
libertad política en 
sentido estricto. 


V. Derechos sociales 


1. Derechos úlel desen- 
volvimiento personal. 


4 2. Derechos sociales 
. estrictos. 

Se inspiran en los 
principios de justi- 
cia social y seguri- 
dad social (que a 
veces se declaran co- 
mo derechos). 


Derechos públicos 


Libertad de reunión. 


Libertad de expresión 


del pensamiento. 


Libertad de  informa- 
ción. ! 

Libertad de constituir 
ARE cultura- 
es. 


Derecho de petición. 


Derecho de sufragio. 


Derecho a ejercer car- 
gos públicos. 

Derecho a aprobar (di- 
recta O representati- 
vamente) los impues- 
tos. 


. Derecho a constituir y 


participar en asocia- 
ciones políticas. 


Derecho a la instruc- 
ción y a la educación. 

Derecho a constituir una 
familia. 

Derecho a la práctica 
del culto religioso y 
a constituir y formar 
parte de sociedades 
religiosas. 


Derecho a la propiedad 
personal y familiar. 

Derecho al trabajo. 

Derecho a un salario 
justo. 

Derecho a ser ampara- 
do en la vejez, invali- 
dez, enfermedad, ma- 
ternidad, etc. (seguros 
sociales). 

Derecho a constituir 
asociaciones laborales. 
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4 


La ley debe armonizar 
y tutelar estos dere- 
Chos de acuerdo con 
los derechos «de los 
demás y las. exigen- 
cias del bien, común. 


La organización consti- 
tucional y, en su Ca- 
so, la ley deben esta- 
blecer y garantizar es- 
tos derechos. 


Establecimiento de con- 
diciones sociales (cen- 
tro de enseñanza ac- 
cesibles a todos, vi- 
viviendas, templos, 
etcétera) que permi- 
tan satisfacer esos de- 
rechos. 


Servicios sociales, refor- 
mas del orden econó- 
mico y social y una 
intervención del Esta- 
do con una política 
económica y social 
que permite satisfacer 
esos derechos. 


A a 





LOS SUPUESTOS TEORICOS BASICOS | 83 


Ya hemos advertido anteriormente hasta qué punto el predo- 
minio de unos u otros derechos define un régimen político. Las li- 
bertades civiles son fórmulas tradicionales del régimen liberal; los 
derechos públicos y políticos están vinculados en gran parte a la 
democracia representativa en régimen de opinión pública libre; 
los derechos sociales son índice del régimen de bienestar social; 
los derechos que regulan instituciones del orden social participan 
de este último régimen y son supuestos de un orden pluralista. 
Hoy aparecen en muchos órdenes constitucionales superpuestos 
como estratos sedimentados en la historia política de Occidente. 
Para definir el perfil de un régimen, es necesario prestar una aten- 
ción cuidadosa a cuáles de estos derechos aparecen como predo- 
minantes y cuáles están deliberadamente omitidos. 

En todo caso, esa presencia simultánea y esa superposición his- 
tórica es un perfil común del Derecho constitucional de Occidente, 


fraguado en un proceso histórico en que se acumulan y depuran 
diversas ideologías. 
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LA PROYECCION HISTORICA. LAS ESTRUCTURAS POLITICAS 
BASICAS DEL MUNDO CONTEMPORANEO 


1. La tensión como unidad de un proceso histórico 


En el capítulo precedente hemos analizado la concepción teóri- 
ca general de una teoría de la constitución. De acuerdo con los 
principios de que partíamos, al plantear una nueva concepción del 
Derecho constitucional comparado, hemos de proyectar esos prin- 
cipios sobre una realidad histórica concreta. En esta aplicación de 
los conceptos a una realidad, la historia es la metodología misma 
del Derecho constitucional comparado, en cuanto destaca las ideas 
que efectivamente se proyectan sobre las estructuras históricas en 
un momento determinado. Esa misma historia nos dice qué es- 
tructuras tienen efectiva vigencia y nos indica las líneas de des- 
envolvimiento por las que esas ideas se transforman y esas estruc- 
turas se acomodan a nuevas situaciones. 

Esta comprensión histórica exige partir de la unidad de una 
historia política universal que afirmábamos en las páginas prece- 
dentes. Hemos de construir una clasificación de los órdenes cons- 
titucionales que los ordene en la unidad del mundo. Lo cual exige 
comprender en alguna forma, aunque sólo sea a los efectos de una 
hipótesis científica, la forma de esa unidad. 

La unidad de la historia política, como historia universal, no 
implica que impere en el mundo una sola concepción del orden, 
sino que hay una unidad de acaecer histórico en cuanto las ideas 
y los hechos de cada uno de los países del planeta afectan a los de- 
más. Pero adviértase que aunque el planeta está implicado en una 
unidad de proceso histórico, esta unidad histórica no es una uni- 
dad de orden. No hay un orden de la humanidad, porque la hu- 
manidad no constituye un universo, sino un pluriverso. Sin embar- 
go, la pluralidad de órdenes existentes está afectada por la 
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existencia y desenvolvimiento de los demás órdenes, de tal forma 
que no los podemos comprender, sino en esa unidad de un pro- 
ceso que es consecuencia de las acciones y reacciones que se; dan 
entre los diversos órdenes. El problema no es, por consiguiente, 
describir la unidad, quizá utópica, del orden mundial, sino cómo 
se articula la unidad de un proceso histórico en una variedad de 
órdenes relativamente diversos, aunque vinculados por una reac- 
ción dialéctica. Hay una imagen tópica de esta unidad de un pro- 
ceso histórico, imagen que tiene al mismo tiempo un desarrollo 
científico y una aceptación popular. Esta imagen es la que contra- 
pone como dos tipos opuestos de ideología y estructura política, 
el mundo occidental y el mundo soviético. A esto se le llama 
corrientemente concepción bipolar del mundo. Sobre esa oposición 
de dos centros diversos y contrapuestos de ideas, de acción y de 
estructuras políticas, la unidad del proceso surge de su propia 
oposición. No son dos mundos cuya cultura y civilización corren 
por líneas dispares, sin relación entre sí, sino dos mundos que 
están opuestos dialécticamente, en una lucha abierta, que se ha 
denominado popularmente la «guerra fría», que implicaba no sólo 
fricciones periféricas de esos dos mundos en contacto, sino pe- 
netraciones, reacciones y configuraciones específicas que eran 
consecuencia de esa oposición. 

En el mundo soviético las mismas estructuras constitucionales 
han estado modificadas por lo que se llamaba un país socialista 
cercado por el capitalismo, esto es, presionado y modificado por 
la existencia de ese antagonista. En el mundo occidental la lucha 
contra el comunismo, con diversas modalidades, ha sido un coefi- 
ciente del perfil del régimen político de cada país cuya importan- 
cia se acusa en una serie de manifestaciones. Bien se establece un 
régimen de partidos legales o ilegales, bien se regula un proceso 
electoral que permite desplazar al partido comunista del juego 
constitucional, bien incluso se dan golpes de Estado o se estable- 
cen regímenes autoritarios para salvar los valores de la libertad 
y la democracia como símbolos del orden político occidental. 

De otra parte, uno y otro régimen hacen importantes conce- 
siones a los principios políticos o a las expresiones formales del 
otro régimen. Así la U.R.S.S. organiza elecciones y lleva a su 
Constitución una declaración de derechos; los países occidentales 
declaran derechos sociales y socializan la propiedad. 

Aunque la oposición revista formas muy diversas, lo importan- 
te es subrayar que esta oposición, que hoy está matizada por la 
nueva presencia de China y el carácter especial de los países del 
llamado Tercer Mundo, no es sólo un hecho que interese a la polí- 
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tica O al orden internacional. El fenómeno afecta a las mismas 
estructuras internas del orden constitucional, que adquieren así 
un perfil polémico en todas sus realizaciones y perfiles. La prolon- 
gación de una situación de dictadura del proletariado, la conserva- 
ción del aparato del Estado, e incluso la intensificación de los 
elementos de poder dentro del régimen soviético, tienen —aunque 
puedan responder a otras causas— su explicación externa en la 
existencia de esta oposición. La crisis de la democracia y de la 
libertad, en cuanto se proyecta en estructuras políticas concretas 
en muchos países de Occidente, es en gran parte consecuencia de 
la penetración marxista en las estructuras democráticas y de la 
acción de conquista del Estado por el partido comunista. Incluso 
cabe ponderar hasta qué punto la aspiración a una unidad política 
europea no está en¡función de esta tensión histórica. 

Este fenómeno se ha descrito acertadamente en todas sus di- 
mensiones como una tensión: la tensión entre dos órdenes y dos 
ideologías que se disputan el predominio en el mundo. La «guerra 
fría» es la expresión popular de esa tensión que ha sido analizada 
por VISSCHER. | 

Para VIsscHER, la tensión política es un antagonismo, que si 
bien está limitado en cuanto a los medios de acción (no implica la 
guerra), no tiene, sin embargo, un objeto circunscrito y claramente 
determinado. Por su propia naturaleza escapa a una regulación 
jurídica, ya que faltan exigencias precisas que puedan ser valora- 
das y sobre las que recaiga un juicio. Su objeto no es una exigen- 
cia determinada, sino una redistribución de poder entre los Es- 

tados. En las tensiones pueden darse grados diversos. El sistema 
histórico del equilibrio europeo podía denominarse una tensión 
equilibrada por un sistema de contrapesos que podían calcularse 
minuciosamente. La tensión característica del siglo xx es una ten- 
sión de hegemonía, que, en cuanto va acompañada de la imposición 
de una ideología política, representa el grado quizá más elevado 
de antagonismo político !'. Como tal se caracteriza por la ubicuidad 
de su presencia que multiplica las zonas de fricción; por la diver- 
sidad de los móviles a que apela y de los medios que pone en 
acción y por una tendencia a consolidarse y organizarse. Esta ten- 
dencia es, naturalmente, una consecuencia en parte de la situación 
especial en que esta tensión de hegemonía se desenvuelve, frenada 
en su inclinación a desencadenar una guerra de dominación por 
el riesgo de la guerra total y la guerra atómica. Por esto se mani- 





1 CHARLES DE VISSCHER, Théories et Realités en Droit International Public, 2.* edi- 
ción, París, 1955, págs. 105-116. 
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fiesta en la disputa de posiciones de fuerza y en el empeño por 
debilitar las posiciones del adversario. En este juego dramático, 
los principios y las estructuras de los regímenes políticos tienen 
un papel preponderante. De una parte, pesa el trasfondo ideológico 
de esa tensión; de otra, y como consecuencia natural, la afilia- 
ción de los pueblos de acuerdo con sus principios políticos en los 
polos de esta tensión. 


y 


¡ 


2. La clasificación de órdenes constitucionales 


No son frecuentes en nuestros días los ensayos de una clasifi- . 


cación teórica de los órdenes constitucionales, pero en las pocas 


Obras en que hay esta intención teórica el cuadro de clasificación 


acusa de una manera más o menos clara el impacto de esta reali- 
dad histórica de un mundo dividido, en tensión, en el que a su 
vez hay órbitas diversas con una matización de los principios 
en función de diversas situaciones históricas concretas. 

Este hecho se manifiesta en los más diversos niveles. Bien en 
obras escritas O pensadas en fechas inmediatas a 1945, en que 
aún está latente el sentido de una guerra entre las democracias y 
los regímenes fascistas totalitarios, bien en obras posteriores a 
1955, en que ya hay una plena conciencia de la oposición de dos 
mundos: Occidente y el mundo soviético. También esta aprecia- 
ción es patente en las mismas obras que parten de construcciones 
teóricas, ajenas en principio a la estructura histórica concreta de 
los órdenes constitucionales contemporáneos. 


a) En las obras de la posguerra de 1945 hay todavía una pos- 
tura vacilante, pero con todo sumamente reveladora de la división 


del mundo que se anuncia. 


BURDEAU distingue entre regímenes democráticos (entre los que 
comprende el régimen soviético) y regímenes autoritarios, como 
una clasificación, dice, «que se atiende a la opinión del profano 
para el que esas dos grandes formas políticas se dividen el mun- 
do». Esta clasificación de BURDEAU fue pensada probablemente en 
los años anteriores a 1949, pero en 1952 añade ya que en las que 
considera democracias hay una línea que divide dos mundos. 
Y superpone entonces una nueva clasificación de los regímenes 
políticos en democracias de poder abierto y democracias de poder 
cerrado. Estas últimas son aquellas en que todos los mecanismos 
constitucionales están destinados a servir la ideología de los hom- 
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bres que detentan el poder y están dispuestos de tal suerte que 
no sólo las ideologías políticas contrarias no tienen ninguna posi- 
bilidad de acceder por las vías legales a la dirección del Estado, 
sino que no están constitucionalmente autorizadas a hacer oír su 


. Oposición?. La consecuencia es una sociedad total, homogénea 


y dogmática. 

VEDEL? se enfrenta directamente con una clasificación de las 
democracias en democracias clásicas y democracias marxistas. 
Las primeras afirman el primado del hombre, se basan en el in- 
dividuo y su libertad y tienden a constituir un gobierno moderado, 
fundado en el acuerdo entre gobernantes y gobernados; las demo- 
cracias marxistas se fundan en una sociedad total en que el ad- 
versario es un traidor. Mas simplemente BISCARETTI, sin Caer en 
la trampa de aceptar el régimen soviético como una democracia, 
distingue entre Estados democráticos y Estados autoritarios o tota- 
litarios, poniendo un acento especial en la pluridad o unidad de 
partidos *. 

b) Ejemplo de una distinción que quiere ser puramente teóri- 
ca, pero cuya aplicación práctica al mundo contemporáneo refleja 
el mismo hecho, es la de LOEWENSTEIN, que quiere fundar una 
nueva distinción de los tipos de formas políticas apoyándose en 
una revisión del proceso de gobierno. El criterio es, en opinión de 
LOEWENSTEIN, la forma en que la fuerza política es ejercida y 
controlada en la sociedad estatal concreta. Desde este punto de 
vista, la dicotomía esencial es la distinción entre constitucionalis- 
mo y autocracia. 

El constitucionalismo descansa sobre el fundamento de la divi- 
sión de poder que permite ejercer un control recíproco entre los 
órganos a quienes se atribuyen las diversas funciones. Los tipos 
históricos de gobierno constitucional se distinguen por la medida 
o grado de autonomía de esos órganos y por la dependencia recí- 
proca de los diversos titulares del poder (desde el parlamentaris- 
mo británico hasta el presidencialismo americano). 

La autocracia es el tipo de gobierno en que sólo existe un titu- 
lar de poder, sea una persona, una asamblea, una junta o un par- 
tido. El poder no está dividido y no existen controles efectivos 
de su ejercicio. Y claro que la U.R.S.S. es el modelo más 
adecuado. 


2 BURDEAU, Traité de Science Politique, 1952, IV, 2. ed., págs. 364, 475 y 483. 

3 Manuel élémentaire de Droit Constitutionnel, Sirey, 1949, págs. 13, 184 y 238. 

4 BISCARETTI DI Ruria, Lo Stato democratico moderno, Milán, 1946, págs. 118-119. 

53 LOEWENSTEIN, Political Power and the Governmental Process, The University of 
Chicago Press, 1957; Verfassunsgslehre, Mohr, 1959, págs. 13-49. 
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c) En obras más recientes, el impacto de esta EncIón- del 
mundo es patente: 


DILLON, LEIDEN y STEWARD, al trazar con fines de Derecho com- 
parado una distinción de los diversos regímenes constitucionales, 
distinguen entre gobiernos autoritarios y democracias, y R. C. NEu- 
MANN Considera que el punto de vista más significativo de nuestro 
tiempo es la distinción entre democracia constitucional y autocra- 
cia O dictadura, entre las que incluye el comunismo. En éstas el 
poder y la autoridad están concentrados en las manos de pocos y 
su gobierno es irresponsable y arbitrario; el góbierno autoritario 
es, además, totalitario cuando el interés y la acción del Estado in- 
vaden todas las facetas de la vida. La democracia se funda en la 
libre discusión mediante la que el pueblo participa en un acuerdo 
eventual en las decisiones que afectan a todos; es un gobierno li- 
mitado, fundado en el derecho *. 


DUuvERGER, apoyándose en la autoridad de los gobernantes, su 
modo de elección, su estructura y sus límites distingue entre regí- 
menes de democracia liberal y autoritarios, y FINER destaca las 
democracias de los regímenes que carecen de este espíritu (a las 
que ocasionalmente llama «dictatoriales») ?. 


En el mismo sentido, JIMÉNEZ DE PARGA, con un sentido histó- 
rico concreto, opone las democracias y las monocracias marzis- 
tas? y M STEWART separa el modelo democrático de las formas 
constitucionales creadas por el comunismo?. 


Sería, sin embargo, ingenuo creer que las estructuras constitu- 
cionales contemporáneas se limitan a contraponer los regímenes 
de las democracias occidentales a los regímenes totalitarios de 
signo marxista. Los matices ideológicos y de estructura constitu- 
cional del mundo de Occidente, por lo mismo que han sido objeto 
de una decantación histórica y expresan tradiciones y peculiarida- 


- des nacionales, son muy varios como tendremos ocasión de ver en 
el desarrollo de esta obra. En los países del mundo soviético, aun- 
que también quepa señalar algunos matices, la impronta ideológica 


revolucionaria es más definida y uniforme. Las nuevas naciones 
de Asia y Africa ofrecen estructuras vacilantes, no estables, pero 


6 C. H. DILLON, C. LEIDEN y P. D. STEWARD, Introduction to Political Science, Prince- 
ton, 1958, págs. 10, 59 y 96; R. G. NEUMANN, European and comparative Government, 
Nueva York, Toronto, Londres, 1960, págs. 651 y sigs. 

?7 M. DUVERGER, Institutions politiques, Presses U. de France, 7.? ed., 1963; FINER, 
The Teory and Practice of Modern Government, Methuen, Londres, imp. 1962, 

* M. JIMÉNEZ DE Parca, Los regímenes políticos contemporáneos, Madrid, 1960, pr 
ginas 198-240. 

? M. STEWARD, Modern Forms of Government, Londres, 1959, págs. 198-240. 
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que en su propia indefinición se aproximan a estos tipos o dibujan 
un tipo nuevo aún no definido *. 

Las clasificaciones contemporáneas tienden, sin embargo, a ce- 
ñirse, en más o en menos, a este carácter dominante del mundo 
contemporáneo. Pero puede advertirse claramente que en esta dis- 
tinción la preocupación fundamental no es teórica, sino histórica. 
Dicho en otros términos, el propósito no ha sido tanto desarrollar 
las posibilidades de los conceptos claves del orden constitucional 
como comprender un mundo concreto históricamente escindido 
por una tensión de dos ideologías contrapuestas, aunque a veces 
se aplique el mismo término (democracia) para caracterizarlas. 

Sobre ese mundo dividido opera una tensión que se funda en 
una diversa concepción del mundo. Este es un dato sin el que no 
se puede comprender esa realidad política. Lo importante no son 
tanto las formas concretas procesales o estructurales (elecciones, 
partidos, división de poder) como el espíritu que anima a una y 
otra órbita del mundo en tensión: el materialismo histórico frente 
a un humanismo que afirma la libertad del hombre y la primacía 
de su vida espiritual. Tales son las dos claves de ese mundo en 
tensión, que exigen un examen previo. Los principios tienen un 
valor dominante sobre los procedimientos, las técnicas y las decla- 
raciones constitucionales. Pueden darse procesos electorales en la 


órbita marxista y fórmulas de gobierno autoritario en el mundo 


occidental, sin que ese hecho afecte a la tensión esencial. Unos y 
otras pueden ser quizá hechos patológicos, pero normalmente im- 
plicarán procesos que por estar enmarcados en un orden de prin- 
cipios corresponden a la especial naturaleza de esos dos mundos. 


Debemos por' último advertir que en la ciencia política contem- 


poránea hay una nueva tendencia a comparar hechos políticos y 
estructuras fluidas que escapan a la normativa jurídica y a las 
mismas convenciones constitucionales, bajo el marco de una com- 
paración de sistemas *. Aunque consideramos este estudio como 
muy valioso, queda fuera del ámbito jurídico constitucional en 
que esta obra se OE SEnne NE: 


19 R, C. TUCKER (Towards a Comparative Politics of Movement-Regimes, en «Ame- 
rican Political Science Review», 1961, LV, 2, págs. 281 y sig.) traza las líneas para 
una tipología de los nuevos regímenes revolucionarios de movimientos de masas bajo 
los auspicios de un partido único (nacionalismo, dinamismo revolucionario, moder- 
nización, etc.). 

11! Véanse, entre otros, H. EckKsTEIN y D. E. APTER (ed.), Comparative Politics, Glen- 
coe, Londres, 1963; G. A. ALMOND y J. S. COLEMAN, The Politics Of the Developing Areas 
Princeton, 1960; A. Banks y R. TExTOR, A Cross-Polity Survey, Cambridge, 1963, y 
G. DoEkxER, Vergleichende Analyse Politischer Systeme, Rombach, Freiburg i. B., 1971, 
págs. 17-53. 
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3. Los principios y la estructura constitucional del mundo, 
soviético 


El esquema de la estructura constitucional soviética responde 
a una ideología compleja que debe comprenderse articulada en una 
dialéctica histórica. Reduciéndola a sus elementos más simples, 
debemos distinguir el principio básico de una concepción del mun- 
do: el materialismo histórico y los diversos momentos del proceso 
dialéctico en que se desenvuelve. 


a) El principio fundamental define las relaciones de produc- 
ción económica como la estructura «base» a la que se superponen 
las superestructuras: cultura, orden jurídico, orden político, ideo- 
logía, creencias religiosas. Estas superestructuras reaccionan a su 
vez sobre esa base económica, pero están condicionadas por ella. 

b) El primer momento del proceso dialéctico contemporáneo 
que se desenvuelve sobre esa estructura básica es el capitalismo. 
En el capitalismo la apropiación privada de los bienes de produc- 
ción implica una explotación; el Estado se configura como un ins- 
trumento Oo aparato de poder para facilitar esa expropiación de 
los beneficios del trabajo con que la clase burguesa explota a la 
clase proletaria. Hay una oposición de clases, la burguesía, como 
clase explotadora que posee los medios de producción y establece 
en su favor un orden jurídico y un poder del Estado, y el proleta- 
ríado, como clase explotada que produce con su trabajo los bienes 
de que se beneficia la clase burguesa, como un elemento esencial 
de este esquema crítico, que tiende a fundar una acción revolucio- 
naria. Su mito es la redención de clase como igualdad material 

económica. 
: c) El segundo momento del proceso dialéctico está represen- 
.tado por la revolución, que ha de generarse cuando, en virtud del 
proceso de concentración del capitalismo, todos los medios de pro- 
ducción se concentren en la mano de un número reducido de 
burgueses capitalistas. La revolución comprende el golpe de Estado 
como conquista del poder; golpe de Estado que es definido por 
LENIN como el golpe en la nuca de un paralítico, como la acción 
resolutiva que se produce en una sociedad descompuesta por un 
proceso de agitación social y de insatisfacción económica. El golpe 
de Estado abre el proceso de la dictadura del proletariado, como 
aplastamiento progresivo de la clase burguesa y supresión de sus 
instituciones por el poder político que será ejercido por la clase 
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proletaria, que se apropia de los elementos de producción en bene- 
ficio de la comunidad. Momento importante de la dictadura del 
proletariado es el terror, que desarticula la resistencia de la clase 
burguesa. La dictadura del proletariado es un proceso continuado 
de acción revolucionaria para establecer las condiciones de una 
sociedad comunista. En este proceso, el pueblo, que se identifica 
con la clase proletaria, es dirigido por una minoría consciente y or- 
ganizada: el partido comunista. La dictadura del proletariado o 
dictadura del partido es un proceso progresivo de expropiación de 
la sociedad burguesa, por lo que no es incompatible con fórmulas 
intermedias y evolutivas de una sociedad socialista. El poder del 
Estado, como aparato de poder, es en esta situación un instrumen- 
to del pueblo para aplastar y expropiar a la burguesía. 

d) El tercer momento dialéctico sería la sociedad comunista 
como utopía de una sociedad sin clases, en que todos los medios 
de producción serán propiedad común. El poder del Estado sería 
entonces una superestructura superflua. | 


No es necesario indicar que las tesis con una vigencia histórica 
actual corresponden a los dos primeros momentos (capitalismo y 
dictadura del proletariado). El primero entraña la actitud crítica 
con que el marxismo se enfrenta a las sociedades que denomina 
capitalistas y con las que se manifiesta como incompatible; el se- 
gundo es la realización histórica en los países del mundo soviético 
de la dictadura del proletariado. La realización de la dictadura del 
proletariado implica una intensificación del poder del Estado como 
aparato de poder. al servicio de la revolución socialista conducido 
por el partido comunista. Aún más, la tesis de un mundo en ten- 
sión en que el socialismo se halla cercado por el mundo capitalis- 
ta justifica la prolongación indefinida de la superestructura estatal 
y el reforzamiento de su poder; incluso, para la tesis estaliniana, 
el «cerco» implica la continuación del terror denunciada en el 
XX congreso del partido comunista, junto con la dictadura per- 
sonal de Stalin, como una «desviación» de la dirección colegiada 
por el partido del aparato de poder del Estado. 

Las consecuencias de esta ideología sobre la estructura consti- 
tucional son muy simples : 


1. En cuanto a la titularidad del poder, el poder corresponde 
al pueblo —identificado, como cuarto estado, con la clase proleta- 
ria—, que los teóricos soviéticos consideran hoy dividido en varias 
clases (los obreros individuales y los campesinos, y la «inteligen- 
cia», integrada por el ejército, los funcionarios y los técnicos eco- 
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nómicos). Este poder es ejercido, o controlado en su ejercicio, 
por el partido comunista, que representa la clase más consciente 
y Organizada del pueblo y es instrumento esencial de la dictadura 
del proletariado. 

2. En cuanto al modo de su ejercicio, este poder al servicio de 
la dictadura del proletariado se concentra para obtener su máxima 
eficacia, ordenando los diversos elementos del poder (administra- 
ción del aparato del Estado, ejército, policía, organismos técnicos 


económicos) bajo la dirección del partido, que selecciona, distri. 


buye y prepara el personal de todo el aparato del poder soviético. 
Ninguna decisión es tomada por los órganos del Estado soviético 
sin el consejo y las directrices previas del partido. Como dice la 
doctrina soviética: «el partido es el fundamento vital de. todo el 
sistema socialista de los soviets» ”. | 

3. La constitución social está condicionada por la propiedad 
pública estatal de todos los medios e instrumentos económicos de 
producción para impedir la explotación del hombre por el hom- 
bre y asegurar la base económica del poder. Esta base económica 
condiciona asimismo la vida cultural (enseñanza, prensa, etc.), que 
se estatifica o se sitúa bajo la dirección del partido como repre- 
sentante del pueblo. 

Junto a la propiedad del Estado se admiten formas transitorias 
de propiedad cooperativa y económica artesana y una propiedad 
personal de consumo. 

4. La estratificación social se funda en la igualdad fundada 
en la expropiación de los medios de producción, y está matizada 
a su vez por la participación en el poder político (miembros del 
partido), por la propiedad de bienes de consumo y por las diversas 
funciones económicas (obreros industriales, campesinos, funciona- 
rios económicos o administrativos, etc.). 


Es un tema ocioso dilucidar si estos principios y esta estructu- 
ra contienen en alguna forma los principios y la estructura de la 


- democracia que hemos de estudiar a continuación, en tal forma 


que justifique la denominación de «democracias» cerradas, o mar- 
xristas, O populares, con que hemos visto las designan algunas cla- 
sificaciones. Como advierte J. N. HazarpD, los políticos soviéticos 
emplean frecuentemente el mismo vocabulario de las democracias 
y se sirven de formas políticas que son familiares a los ciudadanos 
de las democracias occidentales, pero esos términos, como las 
formas y los procedimientos que designan, son manipulados para 


12 DeNISOV y KIRICHENKO, Soviet State Law, Moscú, 1960, págs. 142-144. 
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obtener resultados muy diversos de aquellos que se proponen en 
Occidente. Las formas y a las instituciones políticas responden na- 
turalmente a un enclave histórico social y un pensamiento político 
que las informa, y es claro que en los países de la órbita soviética 
este pensamiento es la concepción dialéctica materialista de 
MARx *. 

El sentido en que una estructura que parte de estos principios 
se Opone a las democracias occidentales queda patente en la signi- 
ficación que se atribuye al término «democracia». 

La democracia como sistema en mayorías, explica LENIN en 
el año 1917 *, ha de entenderse en sentidos diversos en el plan- 
teamiento jurídico formal de la ciencia de Occidente y en la inter- 
pretación materialista. El punto esencial para esta distinción es 
que todo gobierno es un gobierno de clase. Cuando se halla el po- 
der en manos de una clase burguesa cuyos intereses no coinciden 
con la clase proletaria, sean cuales fueren los recuentos de votos, 
lo que se hace es oprimir y engañar al pueblo. La democracia no 
es entonces más que un sistema de embaucar al pueblo, y el sufra- 
gio universal, un instrumento de dominio de la pequeña burguesía. 
Este significado no es desconocido a los hombres de Occidente, 
porque el profesor Laskvy * fundaba en esta interpretación mate- 
rialista la crítica de la democracia parlamentaria inglesa basada en 
el sufragio, en 1934, diez años antes de la conferencia de Yalta. En 
Inglaterra, decía Lasky, recordando otra idea predilecta de LENIN, 
ha podido triunfar la democracia parlamentaria durante una época 
de prosperidad económica y de explotación de las razas de color. 
Hoy el coste de los servicios sociales exige que los capitalistas y 
los burgueses renuncien a su nivel de vida en beneficio de la igual- 
; dad económica, y no es fácil que los detentadores del poder 
abdiquen voluntariamente esta preeminencia. La democracia parla- 

mentaria inglesa, a la luz de esta interpretación materialista, anun- 
ciaba, para Lasky, una crisis de la que no podría salir sino me- 
diante la violencia revolucionaria. 

Para la ortodoxia materialista, los poderes políticos son meras 
superestructuras de los poderes y de las condiciones económicas. 
La interpretación materialista hace, así, una pirueta desde la con- 
cepción de la democracia como un gobierno basado en la opinión, 
a un gobierno basado en la dictadura de clase, porque la «verda- 


13 J, N. HazarD, The Soviet System of Government, The University of Chicago 
Press, 1957, págs. 1 y sigs. Passim. 

14 La Revolución de 1914, trad. esp., pág. 69. 

15 Le tournant de la démocratie, en «Archives de Philosophie du Droit et de So- 
ciologie Juridique», 1934, núms. 3-4, págs. 156-168. 
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dera democracia» exige la posesión por el proletariado del poder 
económico. «Lá mera igualdad económica como contenido de la 
democracia puede ser realizada en una forma autocrática dictato- 
rial mejor que en un régimen de discusión.» El sufragio como par- 
ticipación en el poder político es irrelevante, si previaménte la 
burguesía no ha sido desposeída del poder económico, dice Koro- 
VIN. Soberanía es poder e independencia plena de quien posee los 
instrumentos y medios de producción y domina económicamente. 
He aquí por qué, dice Korovin, la soberanía del pueblo en las con- 
diciones del Estado burgués es un engaño. Por primera vez en la 
historia el Estado de los soviets ha realizado la real soberanía del 
pueblo, la «verdadera democracia». Pero la misma doctrina sovié- 
tica no da a este término más valor que el de un retrucamiento de 


-— propaganda, por el que democracia significa dictadura. La socie- 


dad soviética ha establecido la genuina soberanía del pueblo tra- 
bajador, dicen A. DeNIsO0vV y M. KIRICHENKO *. El poder del Soviet 
es un poder de Estado de un nuevo y más alto tipo: significa un 
nuevo tipo de democracia (para la clase trabajadora y el pueblo 
trabajador en general) y un nuevo tipo de dictadura (dirigido con- 
tra los explotadores y opresores del pueblo). 


4. Los principios del orden democrático 


No es fácil definir la esencia y caracteres de la democracia oc- 
cidental, por la misma riqueza de manifestaciones que ha desen- 
vuelto en la historia del último siglo. De otra parte, el hecho de 
que la democracia no haya sido sólo un ideal político de grupos o 
partidos, sino que fuera erigido en Yalta en dogma de una organi- 
zación política mundial, después de haberse definido más o menos 
oficialmente las dos guerras de 1914-1918 y 1939-1945 como guerras 
de la democracia, aumenta sin duda la EOntusion sobre este con- 
cepto ds 


A) LA EVOLUCION DE LA DEMOCRACIA OCCIDENTAL 


A fines del siglo xvirr, democracia significaba atribución del 
poder del pueblo, que lo ejercía mediante representantes designados 


1£ Soviet State Law, Moscú, 1960, págs. 138-139. 

1? Véanse, sobre los orígenes del término «democracia», R. R. PALMER, Notes on the 
use Of the word «democracyn, 1789-1799, en «Political Science Quarterly», LXVIII, 
1953, págs. 203-226; H. D. LasswEL y D. LERNER, Symbols of Democracy, Stanford, 
1952, y V. DOS La Iglesia y la democracia, Madrid, 1902. 
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por elección y una igualdad política que se proyectaba frente a la 
estructura estamental del ancien régime. Como es natural en estas 
fechas no era posible referir a la democracia ni al pluralismo de 
partidos políticos que eran puros hechos embrionarios, ni a la 
acción de la opinión pública Oo a la libertad de discusión, de las 
que se tenía un concepto rudimentario, ni mucho menos a la actua- 
ción de un régimen parlamentario de la oposición. 

Hay que advertir que en los primeros años del siglo xix el 
término democracia fue mirado con el recelo que inspiraba el 
hecho de que ROBESPIERRE fuera considerado como su apóstol. 
Sin embargo, a lo largo de ese siglo, se van consolidando los par- 
tidos políticos como instituciones semipúblicas nacidas al amparo 
del derecho de asociación, y hay cada vez una mayor conciencia 
del valor de la publicidad y de la regulación de las libertades, que 
están íntimamente vinculadas a un régimen de vida pública (liber- 
tad de prensa, reunión, asociación, etc.). El sufragio, como cons- 
titutivo de la representación, va progresivamente ampliando su 
base, desde el sufragio censitario al sufragio universal, de acuerdo 
con un principio de igual participación de los derechos políticos 
y las asambleas y parlamentos van aprendiendo paulatinamente 
la importancia de su función como instrumento de control de un 
gobierno responsable. 

En cierta manera la democracia se nacionalizó, en el sentido 
de que surgieron en los diversos pueblos interpretaciones autóc- 
tonas de la democracia. En los Estados Unidos de América, el 
concepto de democracia se fijó, sobre todo, en la igualdad. Cuan- 
do TocquEvILLE veía en América la imagen misma de la democra- 

| cia, destacaba el. espíritu de igualdad social, que no distinguía 
4 entre trabajos nobles y viles y abría a todos los mismos caminos 
: con las mismas oportunidades. En la vida civil este sentimiento 
de igualdad se refleja en un deseo de una igual participación 
de todos en el derecho de voto y una igual participación en las 
magistraturas que eran electivas y temporales. Igualdad civil y 
política va a ser el principio de la democracia americana : igualdad 
de oportunidades sociales, igual derecho a voto, igual derecho al 
desempeño de todas las magistraturas *, 
En nuestros días, W. H. RIKER ha revisado el contenido de este 
] ideal democrático americano, analizando los cinco grandes docu- 
? mentos históricos que representan la tradición democrática: la 
| oración fúnebre de Pericles, el Agrement of the people de 1943, 


18 A. TOCQUEVILLE, La democracia en América, trad. esp., 1911, págs. 5 y sig., 
63-271-553-569. 
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la Declaración de Independencia americana, la Declaración de 
derechos de 1789 y el discurso de Lincoln en Gettysburg. El análi- 
sis de estos textos le lleva a definir cinco valores fundamentales 
de la democracia: el gobierno realizado por una imprecisa enti- 
dad denominada pueblo; la existencia de derechos de libertad; 
una aspiración a la igualdad; un cierto espíritu de tolerancia, y 
la exaltación de la obediencia como virtud civil. RIKER propone, 
pues, como símbolo de la democracia el popularismo, la, libertad, 
la igualdad, la tolerancia y la obediencia civil, a los que suma 
para explicar la evolución de los siglos xix y xx la responsabilidad 
electoral ?. | 

RIKER ha unido a la tradición americana otras ideas, que se 
han vinculado a la tradición de la democracia en otros pueblos. 
La participación del pueblo en el poder mediante el sufragio o po- 
pularismo, más bien corresponde a la tradición francesa. En Fran- 
cia el voto popular y el poder constituyente de las Asambleas 
son la esencia misma de la democracia, que se identifica con el 
ejercicio de la soberanía nacional. Incluso desde los días de Napo- 
león, el plebiscito o el referéndum está vinculado a esta tradición 
democrática. La definición de la ley como expresión de la volun- 
tad general y las Asambleas como poder constituyente son los 
quicios en que se apoya la legitimidad democrática francesa. 
. La tradición británica ha seguido una línea distinta. Su régi- 
mien constitucional se ha basado durante siglos en una jerarquía 
social que establece distinciones hereditarias. El mismo sufragio 
ha estado durante siglos vinculado al pago de los impuestos. De 
aquí que ni la idea de igualdad, ni la voluntad del pueblo hayan 
sido adecuadas para definir el concepto de la democracia. Este se 
asienta más bien en la idea de publicidad, y la democracia ha 
sido, sobre todo, libertad de discusión y de crítica, que se ha reali- 
zado a través de una serie de instrumentos que destacan en la vida 
constitucional inglesa: el Parlamento como órgano de publicidad 
de las decisiones políticas, la libertad de expresión y el derecho 
de reunión o «meeting», que se ha difundido con esta misma pa- 
labra inglesa a todas las lenguas. La democracia británica se ha 
podido definir como «el sistema de gobierno en que todo ciuda- 
dano adulto es igualmente libre para expresar sus opiniones y 
deseos sobre cualquier materia en la forma que le plazca, y para 
influir en sus conciudadanos para que se decida de acuerdo con 
estas opiniones y para satisfacer estos deseos ?. 


19 W, H. RIKeER, Democracy in the United States, Macmillan, Nueva York, 1953, pá- 


ginas 1-38. 
2 S. CrIPP, Democracy Up to Date. 
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Estos varios conceptos nacionales que responden al genio de 
cada pueblo destacan la voluntad general o la referencia a la 
voluntad del pueblo, la igualdad y la publicidad en un régimen 
de libertad como un cierto fondo común de la democracia. La pri- 
mera guerra europea va, sin embargo, a dislocar estos sentidos. 
De una parte, la atribución al pueblo del poder había perdido su 
sentido polémico frente a la monarquía cuando las más sólidas 
democracias eran monárquicas, y la ciencia había desvelado la 
vaguedad mítica del concepto de pueblo. De otra, el concepto de 
igualdad política, fletado por la Declaración de derechos de 1789 
como igualdad ante la ley, no resistía el embate de un nuevo con- 
cepto de la igualdad social. 

A partir de 1914, la democracia, por razones disttas: va a 
tener tres mortales : ¿enemigos : el fascismo de Mussolini, transfor- 
mado después en nacional- socialismo; Lenin y la República de 
Weimar. MussoLINI fue un claro enemigo, que aunque alguna vez 
invocó la libertad nunca se presentó como defensor de la demo- 
cracia, sino como paladín de la doctrina de las élites políticas de 
Mosca y PARETO y definidor del régimen totalitario en que un 
partido único defiende y aplica un dogma estatal. Ya hemos llama- 
do la atención sobre la proyección del pensamiento marxista en 
el mundo soviético a partir de 1917. El tercer enemigo que puede 
parecer paradójico fue el pensamiento defensor de la democracia 
en la República de Weimar. Puesto que los enemigos de la de- 
mocracia afirmaban un dogma estatal, la democracia se iba a 
definir como escéptica. El escepticismo o su expresión más cortés, 
el relativismo, cuyo único dogma es la carencia de dogmas, se 
iba a convertir en el principio que constituía la «naturaleza y valor 
de la democracia» por decirlo con las mismas palabras que el 
título de una conocida obra de Hans KELSEN. KELSEN eleva la de- 
mocracia así concebida a una concepción del mundo en la que 
se alinean desde los sofistas griegos hasta los positivistas del si- 
elo xix, pasando por Pilatos «aquel hombre —dice KELSEN—, de 
cultura vieja, agotada y por eso escéptica». En la línea opuesta 
figurarán Platón, Santo Tomás de Aquino y Hegel con un paralelo 
que arroja un balance tan singular que uno se pregunta qué ca- 
pricho pudo llevar a trazarlo para defender la democracia. 

No es por eso de extrañar que una democracia que se apoyaba 
en tan frágil cimiento dejara el paso libre a la concepción totalita- 
ria del nacional-socialismo. 

Después de la segunda guerra mundial, se ha revisado el con- 
cepto de democracia. Sin duda están en el sustrato de ese régi- 
men esas ideas que hemos visto desenvolverse en distintos climas 
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históricos, y entre ellos, el principio más o menos mítico de la 

di soberanía del pueblo, la idea más o menos utópica de igualdad y 

a el principio más o menos limitado de libre discusión. 'Todos ellos 

se articulan con los desarrollos que han tenido a lo largo de la 

historia del siglo x1x: un pueblo que elige periódicamente ¡sus re- 

E presentantes a través de procesos electorales que entrañan un 

principio de igualdad política (sufragio universal) que en cierta 

ES manera determina una igualdad social; un régimen de líbre dis- 

cusión que mantiene informados a los electores y permite la libre 

discusión de los gobernantes e implica un concepto moral más 

amplio de la democracia como un gobierno responsable a través 

de un diálogo continuado entre gobernantes y gobernados ?. Como 

o ha dicho una excepcional autoridad moral *, «esta concepción de 

| la democracia que implica participación, diálogo, responsabilidad 

| i y servicio supone un elevado grado de madurez moral en los ciu- 

| dadanos y en los gobernantes. Estos ejercen sus funciones con 

autoridad como representantes de todo el pueblo al servicio del 

| bien común, y aquéllos manifiestan su parecer sobre los deberes 

| y sacrificios que les son impuestos y no están obligados a obede- 

cer sin haber manifestado de alguna manera su opinión sobre las 

decisiones de una autoridad responsable». Como ya afirmó MonN- 

TESQUIEU, el resorte y DEMCIRIO esencial de la democracia es la 
virtud civil. 

Si queremos expresar iseeamente esta cualidad de un go- 
bierno democrático, diríamos que se funda en un pluralismo en 
que los procesos de decisión son abiertos y públicos. Aclaremos 
sucintamente cada uno de estos términos. 

El término pluralismo es de por sí plenamente expresivo, pero 
tiene un sentido histórico aún más preciso cuando lo referimos 
a lo que podríamos llamar el «pluralismo occidental». Una cierta 
solidaridad por semejanza es un ingrediente de todo pueblo que 
aspira a la organización política, pero también es necesaria una 
solidaridad fundada en la división de las actitudes, del trabajo y 
de las funciones sociales. El pluralismo europeo es, sin embargo, 
más profundo porque no sólo parte de esta pluralidad de dife- 





21 Entre otros ensayos, además de la obra de Riker que hemos citado, véase 
H. B. Mayo, Introduction to Democratic Theory, Nueva York, Oxford U. P., 1960, que 
describe como valores de la democracia comúnmente aceptados: el ajuste pacífico 
de disputas; la seguridad de un cambio pacífico en una sociedad cambiante; la 
sucesión ordenada de los gobernantes; mínimo de coerción; la libertad, etc., y 
J. FoLLrer, Prolégomenes a une philosophie démocratique, en «Chronique Sociale 
de France», 1963, 5, págs. 281-299, que recuerda que M. Sanger atribuía espíritu 
democrático al «régimen político, económico y social que tiende a asociar el mayor 
número de ciudadanos a la gestión de los asuntos ARBMEOSn 

2 Pío XII, pugnas, 14. 
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rencias socioeconómicas y culturales, sino de una diversidad de 
concepciones del mundo y de creencias. El pluralismo europeo 
trata de absorher las grandes divisiones religiosas, las divisio- 
nes de opinión e incluso de conciliar y superar las diferencias 
de clase y hoy incluso las de lengua y nacionalismo en entidades 
supranacionales. Así, esa compleja estructura social pluralista se 
encuadra en una organización política que tiene presente ese plu- 
ralismo y lo canaliza en vías de coordinación y compromiso. Hay 
un pluralismo social y un cuadro de instituciones políticas que 
acogen ese pluralismo para simplificar la diversidad de actitudes, 
intereses y pretensiones, y reducirlas a una síntesis por vía de in- 
tegración, coordinación o compromiso. 

Los instrumentos políticos que ordenan y recogen ese plura- 
lismo tienen dos niveles. El primero está integrado por las asocia- 
ciones de intereses como los sindicatos, los grupos económicos 
y culturales y la organización de asociaciones políticas como clubs, 
partidos o movimientos en un régimen de libre discusión. El se- 
gundo nivel son los procesos representativos canalizados a través 
de procesos electorales, que equilibran este pluralismo en un órga- 
no (Asamblea O Parlamento) en que se establece un compromiso 
y un equilibrio de fuerzas, Órgano que está íntimamente unido a 
un gobierno responsable a quien corresponde la iniciativa política 
y la discusión. El órgano representativo acoge lo plural para fil. 
trarlo y decantarlo. El órgano ejecutivo representa la unidad de 
conciencia y acción. 

Como 'decíamos, la igualdad, la soberanía del pueblo o la libre 
discusión han sido históricamente los fundamentos más simples 
de la democracia, pero enunciados aisladamente se prestan a dis- 
cusión cuando no a deformación. Así las llamadas democracias 
populares reclaman este nombre en la medida en que pretenden 
realizar una forma más perfecta de igualdad, la igualdad eco- 
nómica, o consideran que la soberanía está vinculada a la posesión 
de los medios de producción, y que sólo es soberano el pueblo 
en la medida en que ningún particular detenta esos medios. El 
pluralismo añade algo más que se define por esas características 
del proceso de decisión a que hemos hecho referencia. 

Decisiones abiertas son aquellas que resultan de un proceso 
en que las autoridades responsables consultan o escuchan a los 
representantes de los diversos intereses, fuerzas sociales, grupos 
de opinión e incluso élites informales. Una decisión abierta impli- 
ca, pues, audiencia, participación y diálogo en que tienen su voz 
las tendencias diversas de una sociedad. En suma, acceso de los 
intereses y pareceres a la formación de la decisión que representa 
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así un compromiso o una síntesis. La característica del pluralismo 
$ occidental como criterio de la democracia es que las decisiones 
| abiertas son la norma y las decisiones cerradas que adopta el 
gobernante sin audiencia ni diálogo, la excepción. 
El segundo rasgo de esta caracterización por la naturaleza de 
las decisiones es que éstas son públicas, esto es, que trascienden 
o pueden trascender a un público, que atiende a la vida, política 
a través de las vías normales de comunicación: prensa, radio, 
televisión. O incluso que se adoptan, cara a cara, ante el público 
como en los parlamentos en los que hay una tribuna accesible al 
público, que hace así el diálogo aún más responsable, en cuanto 
po permite una información directa (cuya publicidad se duplica por 
la prensa) sobre los problemas y los fundamentos con que se 
adoptan las decisiones. 

, Este carácter abierto y público de las decisiones es un canal 

de participación que permite a todos estar informados, ser escu- 
chados y moderar, o limitar, o inspeccionar y criticar esas deci- 
siones. La libertad de discusión es un claro complemento de esa 
publicidad que permite incluso a los más alejados del poder o de 
los centros oficiales de decisión ser escuchados, y en cierta ma- 
nera intervenir en las decisiones de los .que ejercen la autoridad. 
Y es al mismo tiempo una vía para moderar el poder del número 
y para que los menos no sean ignorados por los más. 
a Democracia pluralista puede así definirse como la forma de 
¡ gobierno de decisiones abiertas en un régimen de responsabilidad 
y publicidad. Es un régimen en que las decisiones son consultadas 
y discutidas en público y su cumplimiento es vigilado por el pú- 
blico. El «público» corresponde aquí a ese volumen de líneas flui- 
das que se refiere a todos aquellos que prestan atención a la 
vida política. La eficacia de ese público resulta de su organización, 
que se realiza a través del derecho de asociación y de los proce- 
sos representativos. Es claro que la realidad no corresponde siem- 
pre a estos caracteres, y que hay variadísimas formas de corrup- 
ción de esa democracia pluralista desde el falseamiento del sufra- 
gio, al partidismo y la tendencia oligárquica de las asociaciones 
y partidos. Pero éstas son las líneas generales de ese modelo, que 
supone, sin duda, madurez moral en los ciudadanos y en los go- 
bernantes, equilibrio social y lo que llamaba MoONTESQUIEU virtud 
cívica. 

Resumiendo estos caracteres de una democracia pluralista tal 
como se manifiesta en Occidente, con todas las adherencias his- 
tóricas que se le han unido en un proceso de dos siglos, podemos 
reducirlas a los siguientes caracteres: 
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1. En cuanto a la titularidad del poder, éste, como soberanía 
del pueblo o soberanía nacional, se atribuye al pueblo, que lo ejer- 
ce, bien a través de sus representantes constituidos en un cuerpo 
representativo (Parlamentos, Asambleas), bien excepcionalmente 
con la aprobación directa en referéndum de las decisiones políti- 
cas, bien de una manera difusa por la libre discusión de progra- 
mas O proyectos de decisión. Los procesos electorales están nor- 
malmente organizados por partidos políticos que intervienen 
también como tales en las Asambleas O cuerpos representativos. 
El poder ejecutivo se ejerce, bien por magistraturas electivas 
(Presidente), cuyo proceso de elección por el régimen electoral 
o por los plazos del mandato, se separan de la elección del cuerpo 
representativo, o por instituciones históricas vinculadas a la uni- 
dad y continuidad del-pueblo (Monarquía), pero que actúan a 
través de un gobierno responsable que puede ser relevado periódi- 
camente. | | 

2. La democracia es un régimen pluralista de decisiones 
abiertas y públicas que se apoya en los derechos de asociación 
y de libre discusión como fundamentos de la participación. 

3. En cuanto al modo de ejercicio del poder, éste se divide 
formalmente en el ejercicio de sus funciones políticas y jurídicas 
(gobierno, control, legislación, administración y jurisdicción) atri- 
buyéndolas a órganos diversos que tienen una relativa independen- 
cia en su constitución, en su régimen jurídico y en su procedimien- 
to de actuación. La medida en que esta división corresponde a 
diversos :fundamentos de legitimidad y en que los órganos y las 
funciones que cumplen se coordinan entre sí, es variable. El poder 
está además limitado por la ley y por la declaración de derechos 
de individuos y grupos. 

4. La constitución social está caracterizada por un régimen 
privado o mixto de la propiedad de los medios e instrumentos 
económicos de producción y un pluralismo cultural (enseñanza, 
prensa) fundado en la publicidad y en márgenes más o menos 
amplios de libertad de pensamiento. La intervención del Estado 
se manifiesta hoy con indudable relieve tanto en el orden eco- 
nómico como en el cultural, pero consideran la acción del Esta- 
do como un carácter subsidiario (ayuda y suplencia). 

5. La estratificación social es muy amplia y se funda en la 
posesión de bienes, en la educación, y en la función profesional y 
eventualmente en la herencia. La igualdad social se manifiesta 
como una tendencia a realizar una 2igualdad de oportunidades y a 
asegurar un nivel mínimo de existencia a todos los miembros de 
la comunidad política. La igualdad política, como una equipara- 
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ción en sus derechos civiles, en sus derechos políticos y en la 1gual 
protección de la ley y del juez. 

6. Existen, por último, derechos más o menos ampliamente 
desarrollados que definen una cierta seguridad política y social 
de todos los miembros de la comunidad y una participación más 
o menos amplia en la deliberación y resolución de las decisiones 
políticas. 

Todos estos varios elementos de estructura que hemos enun- 
ciado pueden darse en medidas y proporciones distintas. El prin- 
cipio esencial de la democracia, tal como lo hemos visto configu- 
rarse en los párrafos anteriores, es el gobierno responsable que 
realice el ideal de la dignidad humana. Una mayor o menor divi- 
sión O concentración de poder será consecuencia de diversas cir- 
cunstancias históricas; lo importante es que en alguna medida 
esté articulado y dividido para permitir que sea controlado y que 
haya una efectiva responsabilidad del gobernante. El carácter re- 
presentativo de las instituciones podrá asegurarse por vías muy 
diversas, pero lo importante, a los fines que hemos indicado, es 
que en alguna manera sea un cauce auténtico para que sea tenida 
en cuenta la voluntad y los intereses de los miembros de una co- 
munidad en las decisiones políticas. La publicidad y la libertad 
de expresión del pensamiento podrá estar rodeada de mayores o 
menores cautelas, pero es condición esencial para que exista ese 
diálogo responsable entre gobernantes y gobernados, que es con- 
secuencia y condición de la dignidad humana. La propiedad podrá 
estar condícionada al bien común, pero debe ser supuesto de una 
actividad independiente; la igualdad podrá estar oscurecida por 
los datos reales de una estratificación social, pero debe jugar 
como una meta el orden jurídico y de la acción administrativa. 

Por lo mismo que es un ideal en realización, es compatible in- 
cluso con situaciones de excepción en que sean desconocidos uno 
o varios de estos elementos de su estructura, siempre que se res- 
pete ese principio básico de la dignidad humana y, en alguna me- 
dida, se garantice la responsabilidad del gobernante. 
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INTRODUCCION 


Como hemos advertido, los principios históricos son de reali- 
zación muy flexible y variable y pueden reflejarse en estructuras 
muy varias. Sobre 'todo, los órdenes constitucionales del mundo 
occidental, que responden a tradiciones nacionales, muestran una 
gran variedad de modalidades, centrándose en instituciones que 
responden a un legado histórico (la monarquía y el Parlamento 
británico, el federalismo americano o suizo, etc.), e incluso a veces 
a una tradición jurídica (el «common law», las declaraciones de 
derechos, etc.), que dan un perfil muy propio a cada orden. Como 
veíamos, en estos países se ha operado, incluso, una especie de 
nacionalización del concepto de democracia. Su estudio diferen- 
ciado nos servirá al mismo tiempo para analizar tipos concretos 
de organización de poderes (régimen de gabinete, presidencialis- 
mo, federalismo, etc.) y de organización social y régimen de liber- 
tades públicas (el sistema inglés y el americano, el europeo conti- 
nental, etc.). | 


Aún más. Hay que decir que el panorama contemporáneo no 
se agota con esa contraposición fundamental. De una parte los 
países de Africa y Asia que han alcanzado su independencia en los 
últimos años, aunque con regímenes inestables y mal definidos, 
están modelando nuevas formas que no podrían encajarse sin vio- 
lencia en los esquemas propuestos. De otra, en este mismo ámbito 
occidental, hay procesos constitucionales que tienen un perfil pro- 
pio que se desfiguraría si los asimiláramos simplemente a cual- 
quiera de los modelos tópicos. 

Por todas estas razones los órdenes constitucionales que van 
a ser considerados en esta obra responden a un esquema más fle- 
xible de clasificación. Dentro de las democracias occidentales de- 


—dicaremos una atención especial, como constituciones en cuya 


evolución histórica se modelan varios principios, a las constitucio- 
nes de Gran Bretaña, EE. UU. de Norteamérica y Francia, haciendo 
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algunas indicaciones complementarias sobre el desarrollo o el re- 
flejo de estos sistemas en las monarquías constitucionales eu- 
ropeas, en el federalismo suizo y en las repúblicas parlamentarias 
de Alemania e Italia. La Constitución de la U.R.S. $. nos ofrecerá 
el modelo del régimen totalitario soviético como elementos de con- 
traste, que se refleja en los países satélites y en las Constituciones 
de China y Yugoslavia. El régimen portugués y el régimen. español 
están en un proceso de evolución y sedimentación. / 

De acuerdo con esas ideas vamos a estudiar las siguientes cons- 
tituciones: 


TI. Los tipos de la democracia occidental. 


A) La monarquía parlamentaria. 


a) La Constitución inglesa. 
b) Las monarquías y los parlamentos europeos. 


B) El presidencialismo, el federalismo y la división de po- 
deres. 


a) La Constitución de los Estados Unidos. 


b) Suiza. | 
Cc) El presidencialismo y el federalismo en los países 
iberoamericanos. 


Cc) El parlamentarismo liberal europeo. 


a) La historia constitucional francesa. Constitución 
de 1958. 
b) Los regímenes de Alemania e Italia. 


II. El totalitarismo soviético. 


a) La historia constitucional de la U.R.S. $. 


III. Tipos constitucionales en sedimentación. 


a) La Constitución portuguesa de transición al socia- 
lismo. 

b) Historia de la monarquía constitucional en España. 

c) El proceso constitucional español contemporáneo. 
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LA CONSTITUCION INGLESA 
(Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda) 
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1. Naturaleza histórica de la Constitución británica 


La Constitución británica exige ser comprendida inicialmente 
desde su historia. No obstante, debe evitarse esa fácil simplifi- 
cación que caracteriza la historia constitucional en Francia y Es- 
paña por una violenta ruptura entre lo que se denomina el anti- 
guo y el nuevo régimen, y concibe la Constitución inglesa como 
Obra de lenta y apenas sensible evolución, sin soluciones de con- 
tinuidad. .De hecho, el tránsito de la monarquía absoluta a un ré- 
gimen constitucional es también consecuencia en Inglaterra de 
una violenta crisis histórica de naturaleza revolucionaria. Sólo la 
amplitud de la perspectiva con que hoy miramos a su pasado di- 
fumina los términos y nos presenta como fruto de un proceso his- 
tórico normal, lo que en gran parte es efecto de la revolución in- 
glesa del siglo XVII. 

La revolución inglesa no fue menos sangrienta y rica en inci- 
denéias que la revolución francesa, sobre la que ejerció tan no- 
torio influjo; los matices nacen de la específica idiosincrasia de 
estos dos pueblos y de su distinta circunstancia histórica y geo- 
gráfica. Amante el uno de lo concreto y práctico; inclinado el otro 
a la idealización universal, por ese lastre de espíritu clásico y tea- 
tral que opera en la historia moderna de Francia, como ha obser- 
vado 'TAINE, sus formulaciones revolucionarias fueron muy diver- 
sas en su forma y en su contenido. La situación de Inglaterra al 
margen de la vida europea, en un siglo en que apenas cuentan los 
medios de difusión y publicidad continental, mientras Francia 
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aparece centrada en el corazón de Europa, desde donde la espada 
de Napoleón ia a anunciar el nuevo credo político a todo el con- 
tinente, hace que la primera revolución sea sólo un capítulo de la 
vida inglesa, mientras la segunda abre un ciclo de la vida europea. 
Y, sin embargo, estas mismas circunstancias que dieron una mayor 
resonancia externa a la revolución de Francia, por contraste pres- 

. taron una más intensa efectividad interna a la revolución de In- 

glaterra. O: 

La revolución inglesa precisa, pues, ser destacada en la his- 
toria del Derecho constitucional inglés, porque es verdaderamente 
a partir de ella, como ha destacado WormurTH, desde donde se 
afirma una línea clara de evolución que conduce hasta el equili- 
brio actual de sus instituciones. El período anterior no carece de 
importancia, ni debe por ello considerarse el enlace de esas dos 
etapas históricas como una violenta sutura lañada a fortiori por 
el hierro y la sangre de una revolución. En Inglaterra hay también 
una revolución, pero con un carácter singular; por eso, aunque su 
historia marque un recodo, tiene un carácter especialísimo, por el 
que se define en hiriente contraste con la historia constitucional 
del continente. Nadie ha expresado mejor que BuRrKeE este carácter 
al recordar las palabras con que el Parlamento se dirige al rey en 
la petición de derechos: Vuestros súbditos han heredado esta li- 
bertad. Es decir, que el aliento. de la revolución inglesa no se basa 
en principios abstractos que se proyectan como un plan constitu- 
cional, sino en derechos concretos que se alegan como un patri- 
monio heredado de los antepasados. 

Pero es más, los mismos matices reviste la historia constitu- 
cional inglesa de los últimos ciento cincuenta años. También en 
esta etapa era habitual contraponer un orden europeo en convul- 
sión, O por lo menos en un permanente estado de inquietud y 
transformaciones, frente a una Inglaterra cuyas instituciones no 
se hubieran resentido de ese aluvión histórico que representa la 
democracia, el socialismo y las dos pasadas guerras mundiales. 
De hecho, hoy el mismo hombre de la calle percibe hasta dónde 
han sufrido las instituciones y la vida británica de este seísmo 
europeo. Y, sin embargo, hay una diferencia de ritmo y de estilo 
fundada en ese mismo espíritu que presidió la historia de la re- 
volución. Como observa BERTRAND RUSSELL, la reforma democrá- 
tica del siglo xix no se apoyó en declamaciones vagas sobre los 
derechos del hombre, sino en un espíritu concreto y utilitario; y 
la misma transformación social que ha transformado a Inglaterra 
en los años de la posguerra es en cierta manera ajena al dogma- 
tismo marxista europeo. Al principio de reforma racional que 
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pesa en el régimen constitucional del continente, se opone así la 
herencia de un orden tradicional reformado con un espíritu con- 
creto y práctico. 


2. Principios que derivan de sus fuentes 


Como consecuencia de esta naturaleza pueden definirse una 
serie de principios del Derecho constitucional inglés, que son los 
que quizá subrayan en forma más expresiva su singularidad y has- 
ta en cierto sentido fundamentan su autoridad dentro y fuera de 
las Islas Británicas. Afectan a sus fuentes y caracteres técnicos y 
por consiguiente sólo pueden referirse con muchas limitaciones a 
la esencia del orden. Ninguno de ellos debe entenderse como un 
carácter absoluto; son más bien acentuación de un rasgo que de- 
finición de una fisonomía, pero en su conjunto le dan una expre- 
sión específica, por no decir única. 

Entre ellos hay que destacar, en primer lugar, su naturaleza 
histórica, no revolucionaria. Aunque con las reservas implícitas en 
las afirmaciones anteriores, este carácter histórico alude a su ori- 
gen tradicional y su formación evolutiva, por lenta y gradual trans- 
formación y desarrollo de principios que apenas se hallan decla- 
rados en ningún texto legal. 

De aquí otro de los caracteres con que habitualmente se la 
designa, su naturaleza consuetudinaria, ya que esta formación his- 
tórica se ha realizado, más por la fijación de prácticas y conven- 
ciones, que por la formulación de preceptos constitucionales; has- 
ta tal punto que casi una mitad de la Constitución inglesa tiene 
este carácter de práctica no escrita, sedimentada en el tiempo y 
transformada y desenvuelta en su propio uso. 

Por este mismo hecho se nos presenta en cierta forma como 
una Constitución invisible, ausente en gran parte de las colecciones 
legales, en oposición al carácter escrito y codificado de las Cons- 
tituciones continentales, redactadas en un texto unitario y siste- 
mático; como tal puede definirse como una Constitución no co- 
dificada y, en gran parte, no escrita. 

Por último, es, de acuerdo con una de las más conocidas clasi- 
ficaciones de los órdenes constitucionales, popularizada por Bry- 
CE, una Constitución flexible, no sólo porque no existe una distin- 
ción formal entre ley ordinaria y ley constitucional (con la sola 
excepción del llamado principio del «mandato»), sino porque cuan- 
to tiene de derecho consuetudinario está en continua e insensible 
reforma por obra de la práctica. 
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3. La formación histórica de la Constitución inglesa 


La continuidad de evolución histórica del régimen constitucio- 
nal inglés está representada por el desenvolvimiento progresivo 
de los dos principios formulados por Dicey: el gobierno del dere- 
cho y la soberanía del Parlamento. Claro está que la aceptación 
de estos principios como eje de la historia constitucional británica 
supone partir de un prejuicio; esto es, de atribuir una importan- 
cia central a aquello a que los hombres del siglo xrx se lo han 
concedido. En realidad, hasta los días de la revolución del xv, 
y aun en ellos, la historia inglesa es la historia de su monarquía 


y Sólo a partir de estas fechas puede centrarse el decurso histó- 


rico en esos principios institucionales, que por otra parte tienden 
hoy a perder su importancia. La necesidad de dar unidad a esta 
brevísima síntesis nos obliga a aceptar esta perspectiva un poco 
deformada, en la que distinguiremos tres términos, cortados por 
las fechas de la revolución. En un primer período, de generación 
de estos principios, éstos se presentan con el carácter de un bal- 
buceo de hechos, cuya importancia para nosotros sorprendería 
sin duda a los contemporáneos que debieron considerarlos más 
como anécdota que como cuerpo de la historia; en el segundo pe- 
ríodo, si se manifiestan ya como el eje de una violenta polémica 
en que a través de lo que ha llamado MaAcAuLay una revolución 
preventiva, se frustra en Inglaterra la instauración del absolutis- 
mo continental, afirmándose el poder oligárquico del Parlamento, 
y, por último, a partir de esta fecha de 1689, comienza una pacífica 
y peculiar evolución histórica y consuetudinaria que aún da na- 
cimiento a nuevas instituciones y transforma las instituciones for- 
jadas en la etapa revolucionaria. 


1. LA CARTA MAGNA Y LOS ORIGENES DEL PARLAMENTO 


En este primer período, que puede arrancarse de los orígenes 
de la monarquía sajona-normanda (1086) y cerrarse en la fecha 
del primer gran documento de la revolución, la Petición de dere- 
chos (1628), hay que registrar dos acontecimientos en los que el 
pueblo inglés cifra el nacimiento de su régimen constitucional: 
uno, el otorgamiento de la Carta Magna del rey Juan «Sin Tierra» 
en 1215; otro, la convocatoria por Simón de Monfort, en 1264, del 
primer Parlamento en que participan los Comunes. En realidad, 
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estas fechas del siglo x1Itr son ya un período histórico tardío de 
formación de estas instituciones, en relación con las paralelas del 
continente; su verdadera importancia radica en que son el punto 
de partida de un ¡PEOSOSe histórico en que apenas hay solución de 
continuidad. 

Tampoco por lo demás son estos hechos demasiado importan- 
tes en sí mismos. El primero, la Carta Magna, es un documento 
feudal, cabeza de serie en Inglaterra de otros varios análogos de 
la misma época en que el rey Juan, derrotado y excomulgado, 
concede en la forma, aunque en el fondo otorgue contra su volun- 
tad, el respeto de las libertades, costumbres y derechos de sus va- 
sallos. Su estructura es compleja y realista con un minucioso de- 
talle de los derechos concretos que el rey garantiza y de los titu- 
lares, también concretos, de esos derechos; en su síntesis puede 
verse la raíz de esos dos principios que han de ser el tema de 
discusión política de la historia inglesa hasta fines del siglo xvI: 
el sometimiento del rey al Derecho y el carácter voluntario de los 
auxilios financieros que percibe el monarca (concedidos contrac- 
tualmente como contraprestación de la garantía de esos dere- 
chos). Su carácter feudal está expreso en la misma forma en que 
estos principios se exponen: el rey respetará el derecho de los 
barones que de él dependen; éstos, a su vez, el de aquellos que 
están bajo su dependencia. Pero en la universalidad de este ca- 
rácter ve GREEN la verdadera importancia de la Carta Magna y su 
significación nacional; los obispos y los nobles no sólo han recla- 
mado y asegurado sus derechos, sino también los de los labradores 
y los comerciantes, los burgueses y los villanos. La misma ga- 
rantía con que los barones se cubren ante el rey cubrirá a los 
hombres del pueblo ante sus señores. 

La misma significación compleja tiene la convocatoria por Si- 
món de Monfort, conde de Leicester, en 1264, de un Parlamento, 
reunido en enero de 1265, al que son llamados dos ciudadanos de 
cada ciudad y dos burgueses de cada burgo, junto con los caba- 
lleros que representaban a los condados. El Parlamento seguirá 
siendo una reunión de la nobleza y los comunes se limitarán a 
comparecer de pie para dar sus respuestas; pero también aquí la 
escala feudal hace acto de presencia en todos sus grados y la pre- 
sencia misma de los burgueses parece quebrarla y anunciar la 
evolución hacia una nueva estructura social. Y, sobre todo, como 
advierte FREEDMAN, se han establecido las líneas fundamentales del 
Parlamento, que en adelante será quizá modificado, pero no al. 


terado en sus elementos esenciales: el Rey en unión de sus Lores 
y sus Comunes. 
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Con ello quedan definidos en este período inicial los elemen- 
tos y principios fundamentales del orden inglés. De una parte, se 
constituye el Parlamento con todos los elementos que han de con- 
tinuar hasta nuestros días y se reconoce su derecho a la aproba- 
ción de los tributos (claramente definido en 1297 en la llamada 
Confirmación de las Cartas) que ha de ser la palanca en que más 
tarde ha de apoyar su supremacía; de otra, se sienta el principio 
del sometimiento de la autoridad real al Derecho. A lo largo del 
siglo xiv, el Parlamento va a extender su derecho a articular en 
estatutos sus peticiones (legislación) y a acusar a los ministros por 
los actos de que el rey no puede ser hecho responsable (impeach- 
ment); en el siglo xvi, desde 1547, hay una organización estable 
del Parlamento que deja constancia de sus votos; la rebelión cierra 
el ciclo consolidando la naciente autoridad del Parlamento que va 
a contrastar su poder en la revolución del siglo xvir. Y es de ad- 
vertir que aun en la época de los Tudor, en que la monarquía de 
hecho no reconocía límites, quizá por la misma docilidad con que 
se pliega a la voluntad del rey, el Parlamento no es desconocido 
ni olvidado. El mismo Enrique VIII lo halló un instrumento útil 
de su tiranía y se sirvió de él, como hace notar PoLLARD; y en el 
mismo reinado de Isabel, sir Thomas Smith, como recuerda 
MAITLAND, pudo afirmar ya la soberanía (puramento titular) del 
Parlamento, reconociendo en él «el más alto y absoluto poder del 
reino de Inelaterra». 


/ 


CRONOLOGIA DE LA HISTORIA CONSTITUCIONAL INGLESA 


1199 Coronación de Juan Sin Tierra. 1604 Acta de reunión entre Inglate- 
1215 Concesión de la Carta Magna. rra y Escocia. 
. 1264 Convocatoria del Parlamento ' 1625 Carlos 1. 
| por Simón de Monfort. 1628 Petition of Rights. 
1265 Primera reunión del Parla- 1649 Ejecución de Carlos 1. 
] mento. | 1653 Cromwell, lord protector. (Ins- 
14835 Casa de Tudor. trument of Government.) 
1509 Coronación de Enrique VIII. 1660 Restablecimiento de la Monar- 
1535 Reforma, Ejecución de Santo quía. Carlos II. 
Tomás Moro. 1679 Regulación del Habeas Cor- 
1553 María Tudor. Restablecimien- pus. 
to del catolicismo. 1685 Jacobo IT. 
1558 Isabel I. Restablecimiento de 1688 Abdicación de Jacobo II. 
la Iglesia reformada de In- 1689 Proclamación de Guillermo y 
glaterra. María. (Bill of Rigths.) 
1603 Los Estuardos. Jacobo 1 de In- 1701 Act of Settlement. 


glaterra. 1706 Acta de unión con Escocia. 
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1714 Casa de Hannover. Jorge 1. 1945 Victoria del partido laborista. 

1739 Walpole reconoce que es res- 1946 Nacionalización de las minas, 
ponsable ante la Cámara de la banca y los transportes. 
los Comunes. Trade Unions Act. Seguro 

1772 Acta de matrimonios reales. de enfermedad. 

1775 Guerra de independencia de 1947 Crown Procceedings Act. 


América. 1948 

1778 Lord North define la respon- 
sabilidad colectiva del Ga- 
binete. | | 1953 

1782 Independencia de los Estados 
Unidos de Norteamérica. 


Ley electoral. 

1949 Reforma de la Cámara de los 
Lores. 

Regency Act. 

1958 Creación de lores vitalicios. 


1783-1784 Fox y Pitt definen la A OñE 1963 Incorporación ae o es- 
fianza del Parlamento. Veda (Aeerage Ac -, 
1826 Hobhouse define la «oposi- 1965. Elección por el partido con- 
ción de Su Majestad» servador del leader con fun- 
1829 Tolerancia de los católicos. ra e 
1832 Reforma del Parlamento (re- 1965-1967 Creación de subcomisiones 
presentación) ne para asuntos varios y un 
1837 La Reina Victoria. Separación Select Committee de Ciencia 
. de Hannover. y Tecnología. A 
1867 Reforma electoral. (Represen- 1967 Creación de un comisario par- 
| tation of the People Act.) lamentario para la Adminis- 
1884 Reforma electoral (Represen- tración. ( Ombudsman.) 
tation of the People Act.) 1972 El Reino Unido se incorpora 
1901 Eduardo VII. Fundación del al Mercado Común europeo. 
partido laborista. 1975 Referéndum sobre la perma- 
1911 Reforma del Parlamento. (The nencia del Reino Unido en 
- Parliament Act.) el Mercado Común. Libro 
1917 Gabinete de Guerra. Blanco sobre Escocia. 
1918 Sufragio universal masculino. 1979 Referéndum sobre autonomía 
1927 Trade Unions Act. de Escocia (con sólo un 32,5 
1928 Sufragio universal femenino. por 100 de votantes favora- 
1936 Abdicación de Eduardo VIII. ble) y de Gales (que sólo 
1939 Entrada de Inglaterra en la obtuvo un 11,8 por 100 de 
segunda guerra mundial. votos favorables). 


2. LA REVOLUCION INGLESA 


El período de la revolución inglesa se abre en 1628 con el 
documento denominado Petición de derechos, presentado al rey 
Carlos 1, en 8 de mayo, por «los Lores espirituales y temporales 
y los Comunes reunidos en Parlamento». Dicho documento con- 
tiene en una extensa y respetuosa enumeración las libertades y 
derechos que el Parlamento considera violados y desea ver garan- 
tizados por el rey, derechos entre los que inevitablemente figuran 
la aprobación de los tributos por el Parlamento, el sometimiento 
de los oficiales regios al Derecho y el principio de seguridad per- 
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sonal, que aparece ya reforzado por la petición del habeas corpus, 
que pocos años después, en 1679, iba a ser definitivamente. for- 
mulado. La cuestión religiosa planteada por los Tudor, agríd esta 
polémica con los Estuardos; por eso, el choque del rey Carlos 
con el Parlamento tiene un carácter mixto, manifiesto en' la cé- 
lebre declaración aprobada por el Parlamento en el año inmediato 
de 1629, en que junto a una definición religiosa se proclama ene- 
migo público a quien aconseje el cobro o pague tributos ¡no con- 
sentidos por el Parlamento. Abierta finalmente la guerra civil y 
triunfante en ella el fanatismo puritano de Cromwell (1649), se 
abre un período de tiranía parlamentaria (con un curioso docu- 
mento constitucional que apenas deja rastro en la historia inglesa), 
que cede paulatinamente a la muerte del dictador hasta desembo- 
car en la restauración de 1660. Carlos II, a favor de la odiosidad 


inspirada por la dictadura puritana, sortea paso a paso el poder 


del Parlamento y parece dominarlo; pero Jacobo, su sucesor, me- 
nos hábil, choca con él y una nueva y última rebeldía, en que Ja- 
cobo pierde su corona, legalista y pacífica en la forma, pero de 
honda trascendencia histórica, va a concluir este período con un 
cambio dinástico y un último documento constitucional, que pro- 
clama la victoria del Parlamento, como resultante de esa pugna. 

- Este texto es el famoso Bill of rights, declaración de derechos 
que el primer Parlamento de los reyes Guillermo y María, de 
Orange, proclama en 1689 para «prevenir que su religión, sus dere- 
chos y sus libertades no corran de nuevo el peligro de ser subver- 
tidos». Los trece puntos que contiene esta declaración de derechos 
inglesa formulan los principios esenciales en que se ha de basar 
la Constitución británica hasta fines del siglo x1x. Pueden distin- 
guirse en ella dos grupos de declaraciones: Uno que define las 
funciones, derechos y privilegios del Parlamento (legislación, apro- 
bación del impuesto, libertad de expresión, inmunidad) y otro que 


+ perfila los derechos concretos en que se articula el principio del 
. gobierno del Derecho (seguridad jurídica, sometimiento del rey 
: y sus oficiales al orden jurídico común que no puede ser suspen- 

dido ni dispensado sin el consentimiento del Parlamento). Junto 


a ellos, otros artículos de un curioso valor histórico definen una 
situación de privilegio para los súbditos protestantes y prohíben 
al rey la leva y organización de ejércitos permanentes, sin autori- 
zación expresa del Parlamento. Un rey inerme ha determinado la 
evolución constitucional británica, de la misma forma que un rey 
rodeado de ejércitos permanentes ha definido una evolución dispar 
en el continente. 
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3. LA FORMACION DEL GABINETE Y LA DEMOCRATIZACION 
DEL PARLAMENTO 





A partir de esta fecha final de 1689, podemos ya seguir el pos- 
terior desenvolvimiento de la Constitución inglesa hasta nuestros 
días, en una línea continua en que los accidentes son más bien 
acentuaciones de un proceso que desviaciones de él. El eje de esta 
evolución posterior es el Parlamento, cuya supremacía hemos vis- 
to definirse en la declaración de derechos de 1689; y su sentido 
organizar el gobierno de este órgano, desglosando de él, o quizá 
mejor dicho, constituyendo en cierta manera a sus expensas, dos 
nuevos volúmenes políticos que lo van a condicionar: el Gabinete 
y un electorado, organizado en partidos políticos, que van a dar 
la fisonomía definitiva con que se nos presenta hoy el régimen 
inglés. | y 

La primera de estas instituciones, el Gabinete, podría propo- 
nerse como modelo de instituciones consuetudinarias, no sólo por 
su proceso de gestación a través de una típica sedimentación de 
prácticas, sino porque se ha mantenido en el tiempo al margen de 
toda reglamentación legal. Su raíz es un doble proceso por el que 
se seleccionan y agrupan dentro del Consejo Privado un número 
reducido de consejeros a los que se encomienda con carácter co- 
lectivo la dirección de la vida política y administrativa; y se 
vincula este grupo al Parlamento, en un juego de prácticas sutiles, 
que dan lugar al denominado régimen parlamentario. La raíz co- 
mún de este doble proceso hay que buscarla en el empeño, pro- 
curado en casi insensibles tanteos históricos que se inician en el a 
reinado de Carlos 11, de armonizar la autoridad del Monarca en q 
el orden ejecutivo con las nuevas facultades atribuidas al Parla- al 
mento como consecuencia final de la revolución; el Gabinete ven- pa 
drá a ser la institución intermedia que engrane esas piezas contra- 
puestas y casi puede decirse que ha sido la historia, en una obra 
anónima, quien ha acoplado esas tres instituciones y ha resuelto o 
el problema político que planteaba su convivencia. a 

La selección de un grupo reducido de consejeros a los que se y 
encomienda la dirección de la vida política y administrativa tiene A 
su Origen en el mismo siglo xvir y se consolida en la etapa inme- el 
diata al cambio dinástico. Puesto que era preciso contar con el mi) 
_ Parlamento, los monarcas escogen para su gobierno aquellos con- BN 
sejeros que por sus amistades e influencias pueden dirigirlo; tal de 
es el llamado «junto» O «cabal», embrión del Gabinete, cuyas re- a 
uniones secretas se denuncian en un principio casi como delictuo- E 
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sas. En esta primera etapa el Gabinete no es el comité de un 
partido, aunque ya éstos tengan cierta relevancia en su primera 
división clásica de tories y whigs, que más bien obedece a sim- 
patías dinásticas que a diferencias de principios; al Gabinete van 
simplemente aquellos miembros que pueden asegurar una actitud 
benévola del Parlamento, cuya aquiescencia no tiene todavía nin- 
gún cauce normal de expresión; por eso en un primer momento 
conviven en el Gabinete tories y whigs. La única acción del Parla- 
mento sobre los consejeros del rey es un arma medieval anticua- 
da, la acusación criminal, pero para poder concretarla se arbitra 
una fórmula que devendrá institución básica del régimen consti- 
tucional: los miembros del Gabinete han de firmar personalmen- 
te las órdenes o decisiones del rey que las hayan aconsejado o con- 
sentido. | A 
El paso inmediato por el que se define la autonomía del Gabi- 
nete y éste se constituye bajo un «premier» que lo preside, va a 
ser consecuencia de un trivial incidente histórico. Desinteresados 
de los problemas británicos los primeros monarcas de la dinastía 
de Hannover (Jorge 1 y Jorge Il), el Gabinete, presidido de hecho 
por Walpole (aunque el título de «premier» es todavía furtivo 
y casi inconstitucional) acaba de configurar su autonomía y su 
relación con el Parlamento. Walpole en 1739 puede ya afirmar que 
deriva sus poderes del rey, pero que es responsable ante la cámara 
del ejercicio de esos poderes, y más tarde Fox define la prerroga- 
tiva regia de escoger sus ministros como condicionada por la 
opinión pública y el sentir del Parlamento. Su responsabilidad se 
hace colectiva cuando Walpole exige la unanimidad de sus miem- 
bros para medidas políticas que resiste el Parlamento y éste apren- 
de paso a paso la mecánica de la responsabilidad ministerial, 
sancionando con su veto las medidas propuestas por un consejero 
que no disfruta de su favor y haciendo así imposible su presencia 
en el Gabinete, aunque cuente con la confianza regia. Estos dos 
principios (responsabilidad colectiva y confianza de la Cámara), 
están ya claramente definidos como orden constitucional en el 
último cuarto del siglo; lord North hacia esas fechas los definirá 
como principios establecidos. Por el mismo hecho de que el Gabi- 
nete desenvuelve su política como propia por el desinterés del 
rey, la acción del Parlamento se hace más eficaz. A partir de Jor- 
ge II, es ya evidente que la prerrogativa regia de escoger sus 
consejeros está condicionada por la confianza del Parlamento; 
quienes no la disfrutan no se atreven a asumir puestos del Gabi- 
nete. Pero para que estos precedentes se hayan consolidado ha 
debido transcurrir más de medio siglo; y su perfil definitivo, 
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vinculado a la constitución y el juego estable de los partidos 
apenas se dibuja hasta después de la reforma del siglo xix. - 
Cuando a principios del siglo xix aparece ya consolidada la 
institución del Gabinete y la responsabilidad ministerial, es cuan- 
do se inicia el segundo movimiento, al que podríamos llamar, con 
la doctrina inglesa, de democratización del régimen inglés. Hay 
que advertir que el Parlamento que afirma su supremacía en la 
revolución del siglo xvIr, aunque es un órgano representativo de 
carácter nacional (el mandato imperativo va a ser categóricamente 
rechazado desde esas mismas fechas) es el órgano de una oligar- 
quía. La Cámara de los Lores, que ocupa un papel preponderante, 
es una Cámara nobiliaria y hereditaria; la Cámara de los Comu- 
nes, en que tienen asiento los representantes de los burgos y las 
ciudades, es el patrimonio de esa misma oligarquía que se sienta 
por derecho propio en la Cámara de los Lores y dirige y controla 
la elección de los Comunes. El sistema electivo, cuando no es una 
pura ficción, está basado en una franquicia electoral cualificada 
por la capacidad contributiva; y si a esto se une que los distritos 
electorales están determinados por privilegios tradicionales, con 
independencia de la densidad de población y a veces hasta de la 
misma existencia de electores reales, se comprenderá hasta qué 
punto hay que considerar el Parlamento del siglo xvi11 como órga- 
no autónomo y oligárquico, independiente del sufragio. MAITLAND 
recuerda que poblaciones con ocho o diez electores tenían derecho 
a designar dos representantes, mientras poblaciones como Bir- 
mingham 'o Manchester no estaban representadas ; el electorado de 
burgos inexistentes era sustituido por el lord que tuvo señorío so- E 
bre ellos. Así, el duque de Newcastle designaba once miembros; e 
lord Londsdale, nueve; lord Fitzwilliam, ocho. Tales eran los lla- A 
mados burgos podridos o burgos de bolsillo, que ponían en la 
mano de unos cuantos particulares la decisión de unas elecciones 
y, por consiguiente, la composición del Parlamento. me 
Intentada en varias ocasiones una reforma, ésta al fin se logra E 
en las llamadas leyes de reforma de 1832 con un nuevo reajuste Wo 
de las circunscripciones electorales y del derecho de franquicia lo. 
(que aumentó el número de electores de 435.000 a 650.000). Con | 
ello la clase media hace su entrada en la vida política, vigorizando 
los partidos que, reforzados por el sufragio, comienzan a funcionar 
como una fuerza nueva que reajusta el equilibrio entre Monarca, 
j Gabinete y Parlamento. En 1867 y 1884 va de nuevo a reformarse 
| la tasa de la franquicia electoral, para el electorado urbano y rural 
| 











respectivamente, ampliando aún la base democrática del sufragio 
(la cifra de electores se eleva a 5.000.000). La lucha contra la co- 
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rrupción electoral, en la que supone un paso fundamental la adop- 
ción del voto secreto (1872), va a suprimir a fines del siglo x1x,las 
corruptelas (soborno, coacción, suplantación, etc) del sufragio. 
Y, por último, en 1919, en que se limita el voto de la mujer por 
razón de edad a los treinta años, y en 1928, en que se suprime esta 
limitación, se concederá prácticamente 'el sufragio universal mas- 
culino y femenino (con cerca de 30.000.000 de electores). Al mismo 
tiempo, la ley constitucional de 1911, que limita y subordina la Cá- 
mara de los Lores, concediendo casi un monopolio de acción polí- 
tica a los Comunes, y el Parliament Act de 1949, que restringe aún 
más los poderes de la segunda Cámara, completan esta orientación. 

Tal es el régimen inglés que llega a nuestros días por obra de 
esa consolidación y evolución histórica. En nuestros días aún pue- 
de señalarse un nuevo proceso que puede considerarse como una 
nueva etapa de esa evolución. Tal sentido tiene, sin duda, la trans- 
formación desde principios del siglo actual del régimen liberal 
británico que vamos a analizar al discutir sus principios. Este mo- 
vimiento tiene un doble carácter: de una parte la sustitución pro- 
eresiva del principio del gobierno del derecho por un creciente 
orden administrativo, con poderes discrecionales, jurisdicciones 
especiales y privilegios administrativos; de otra, la sustitución pa- 
ralela del principio de orden público e intervención estatal, acen- 
tuado en los últimos tiempos por influencia de las doctrinas so- 
cialistas, como tránsito del régimen liberal a un principio de 
bienestar social. | 


LA 


4. Principios de la Constitución inglesa 


En 1885, y hay que retener la referencia de esta fecha, DiceY 


- cifró la estructura de la Constitución inglesa en dos principios: 
.soberanía del Parlamento y gobierno del derecho. Aunque estos 


principios reflejan en cierto sentido un momento histórico pasado, 
son, desde el punto de vista del derecho comparado, tan específi- 
cos del régimen inglés, que aun considerándolos superados, sería 
incompleto un estudio en que no se destacara este perfil en con- 
traste con el constitucionalismo continental. Dicey mismo los sub- 
raya frente a las constituciones belga y francesa y casi puede de- 
cirse que más como principios diferenciales que propiamente cons- 
titutivos. Ambos están en íntima relación y comprenden todo el 
ámbito del orden constitucional, ya que el primero regula y define 
el equilibrio entre las instituciones de gobierno y el segundo el 
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régimen de libertades públicas; y aunque prácticamente han sido 
superados en los setenta y cinco años transcurridos desde que 
DiceY los formuló, siguen siendo con todo la mejor expresión 
teórica del orden constitucional inglés. 


1. DE LA SOBERANIA A LA SUPREMACIA DEL PARLAMENTO 
Y LA SOBERANIA DEL PUEBLO 


Según Dicky, la soberanía del Parlamento significa que éste tie- 
ne la facultad de hacer o deshacer cualquier derecho y que ningu- 
na persona O cuerpo tiene reconocido por el derecho inglés la 
facultad de reformar o anular la legislación del Parlamento. Esta 
afirmación tiene un doble sentido, afirmativo y negativo. Positiva- 
mente quiere decir que todo acto del Parlamento que cree nuevo 
derecho, o derogue o modifique el existente, será sancionado por 
los tribunales; en su valor negativo niega la existencia de una 
autoridad superior, cuyos preceptos anulatorios o derogatorios de 
un acta del Parlamento sean obedecidos y aplicados por los tri- 
bunales. Lo que en último término significa que esta soberanía 
del Parlamento debe entenderse en su sentido prístino subjetivo 
de autoridad suprema de un órgano dentro del orden. 

Pero, además, este principio en su aspecto positivo supone que 
el Parlamento goza de una teórica omnipotencia, que se ha podido 
definir pintorescamente como el poder de hacerlo todo, salvo un 
hombre de! una mujer y una mujer de un hombre. Como observa- 
ba BLACKSTONE, el Parlamento puede modificar cualquier situación 
O relación en el orden público o privado, desde las prácticas reli- 
giosas de los ingleses hasta el régimen de propiedad, sin que limite 
su actividad la existencia de derechos o normas fundamentales; 
e incluso, como último signo de esta omnipotencia teórica, domina 
su propio ser y continuidad y tiene el poder de hacer jurídico lo 
antijurídico, convalidando los hechos pasados. Puede hacer, resu- 
me BLACKSTONE, todo lo que no es naturalmente imposible. Y esta 
omnipotencia se predica como supremacía sobre cada una de sus 
partes (las Cámaras y el Rey) y sobre las demás instituciones que 
en Inglaterra ejercen un poder político o creador de derecho. 

Tal era el principio. Pero ya el mismo Dicey, al revisar la oc- 
tava edición de su obra, en 1914, hubo de acotarlo y condicionarlo, 
y en el día de hoy la misma doctrina inglesa no vacila en discutir 
su integridad, gravitando sobre él una serie de interrogantes. La 
literatura posterior a DiceY lo ha revisado en el sentido de reducir- 
lo a un concepto jurídico, cuyo significado es que los jueces acep- 
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taran como derecho lo que el Parlamento defina como Derecho, 
incluso la alteración del derecho y la limitación del Parlamento. 
De derecho, la soberanía del Parlamento aparece condicionada por 
la existencia de la Commonwealth y del Estatuto de Westmins- 
ter; desde el punto de vista de las convenciones constituciónales, 
el principio del mandato, sujeta la autoridad del Parlamento al 
voto de los electores, a los que se ha de consultar previamente 
a la aprobación de una ley que suponga una transformación del 
equilibrio de la Constitución inglesa. De hecho, aún es más claro 
el carácter de pura ficción jurídica de este principio, si se le en- 
frenta a la autoridad del premier y la disciplina de los partidos, 
que dentro del sistema británico de dos partidos entraña un casi 
absoluto dominio del Parlamento por el Gabinete. Y aún más allá, 
habría que aludir al hecho, no extraño en los úlimos años, aun- 
que hoy en parte reprimido (Statutory Instrument Act, 1946) del 
ejercicio por delegación, y aun usurpación, de funciones legisla- 
tivas por los órganos del ejecutivo. Esta práctica, en Inglaterra, 
como en otros países, se ha incrementado desorbitadamente en los 
últimos años, mediante autorizaciones parlamentarias, que han 
transferido al Gobierno un poder de legislar por delegación. 

Por último, la incorporación del Reino Unido a la Comunidad 
europea (1972) ha proyectado nuevas sombras sobre esa omnipo- 
tente soberanía, que con razón JENNING propone llamar, más dis- 
cretamente, supremacía del Parlamento. Algunos poderes de im- 
posición fiscal y control se transfieren. Los casos que deriven del 
tratado se someten al Tribunal europeo. Y aún más llamativamen- 
te, la polémica sobre la permanencia del Reino Unido en el Mer- 
cado Común determinó una consulta en referéndum para ratificar 
O revisar un acuerdo del Parlamento. Y en forma análoga en 1977 
se ha sometido a referéndum el Scotland Bill. Esta afirmación de 
la soberanía del pueblo para revisar o condicionar los acuerdos del 
- Parlamento implica una profunda transformación del régimen par- 
. lamentario británico. 


2. DEL GOBIERNO DEL DERECHO AL BIENESTAR SOCIAL 


Casi en los mismos términos cabe plantear el valor del segun- 
do principio a que hemos hecho referencia, de un profundo signi- 
ficado político y que a veces ha llegado a tener el valor de un 
mito político de la vida inglesa. El Estado nace del impulso de so- 
meter a un orden de paz los poderes de hecho. Así se establece la 
paz del rey. Rule of law significa tanto como gobierno del derecho. 
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Especificamente en Inglaterra significa que también los gobernan- 
tes están sometidos al Derecho. La Corona y sus servidores tienen 
poderes limitados por leyes del Parlamento o sentencias de los jue- 
ces. Comprende división de poderes, igualdad entre iguales, seguri- 
dad (nulla pena sine lege), no retroactividad. Tiene la magia de una 
palabra y la imprecisión de un mito. JENNINGS Cree que su prueba es 


la existencia de una oposición. Para Dricey, este principio tiene un 


triple sentido que no cabe comprender sino desde el punto de vista 
del Derecho comparado, en cuanto con él se subrayan los matices 
diferenciales entre el régimen británico y el constitucionalismo 
continental. El primero de estos significados es que ningún hom- 
bre puede ser castigado sino por una determinada violación jurí- 
dica que haya sido constatada en un procedimiento jurídico ordi- 
nario ante los jueces ordinarios del país, lo que desde el punto 
de vista del Derecho comparado supone, según Dice, un contraste 
con todo sistema de gobierno en que personas constituidas en 
autoridad distintas del juez ejercen poderes arbitrarios o discre- 
cionales de coacción. En segundo lugar, significa este principio 
que todo hombre, sea cualquiera su rango o condición, está sujeto 
al derecho ordinario del país y a la jurisdicción de los tribunales 
ordinarios, sin que existan los derechos ni jurisdicciones privile- 
giadas que DiceEY denuncia en el régimen continental como contra- 
puestos a este imperio de la igualdad jurídica y judicial. Y, por 
último, el tercer sentido en que el rule of law puede ser descrito 
como un especial atributo de las instituciones británicas, es según 
D1cEY, que los principios generales de la Constitución inglesa son 
el resultado de las resoluciones judiciales que definen los dere- 
chos privados en los casos particulares discutidos ante los tri- 
bunales. | 

DiIcEY definió estos caracteres en contraste con los que él supo- 
nía específicos del régimen continental, que considera casi exclusi- 
vamente a través de Francia, y casi diríamos que aceptando con 
peligrosa amplitud aquella continuidad de las instituciones del an- 
tiguo régimen, advertida por los historiadores a partir de Tocque- 
ville. Para DiceY, la admiración con que Voltaire saludó al régimen 
inglés sigue siendo subconscientemente válida, como expresión de 
esa diversidad de régimen, y tras cada autoridad administrativa 
continental, vislumbra la sombra de la Bastilla. Su interpretación 
del rule of law podría expresarse brevemente como no arbitrarie- 
dad, igualdad ante la ley y los tribunales y concepción del Estado 
como tutor del orden público de los derechos privados. O aún más 
sintéticamente: seguridad, igualdad jurídica y Estado gendarme. 
En una palabra, lo que DiceY describe como singularidad del régl- 
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men inglés es la estructura típica del régimen liberal, que cierta- 
mente ha hallado en Inglaterra su modelo más puro. ) 

Ahora bien, lo que caracteriza la historia inglesa de los últimos 
sesenta años, y más especialmente de los cinco pasados lustros, 
es la evolución desde un régimen liberal basado en el principio del 
orden público a un régimen fundado en el principio del servicio 
público y el bienestar social que, iniciado como una expansión de 
los fines públicos, ha entrado en nuestros días en una concepción 
casi socialista del Estado. El partido laborista absorbió entre las 
dos guerras de 1914-18 y 1939-45 los principios político-económicos 
de KEYNES y los realizó a partir de 1945. Constituye un verdadero 
tópico de la reciente literatura inglesa la crítica del principio del 
rule of law y la constatación de la existencia, si no de un régimen 
administrativo en sentido estricto, sí de un derecho especial de la 
administración pública. En cuanto a la expansión de los fines es 
ociosa toda argumentación, ya que se trata de un hecho patente, 
manifiesto en la nacionalización de la propiedad de bienes y em- 
presas y en la asunción deliberada de un fin de seguridad social 
y dirección de la vida económica. 

Pero no es menos patente la desviación del sistema y de la téc- 
nica jurídica tradicional. Los poderes discrecionales, o arbitrarios 
como los llama Dicey en el régimen continental, se dan hoy tan 
amplios que los mismos ingleses llaman humorísticamente cláus:- 
la de Enrique VIIT a las autorizaciones el ejecutivo «para hacer 
cualquier cosa que estime necesaria o conveniente»; las comisiones 
con jurisdicción contenciosa, distinta de la ordinaria, se multipli- 
can (National Insurance Tribunal, 1946; Rent Tribunal, 1946; Na- 
tional Health Service Tribunal, 1947; National Transport Tribunal, 
1947, etc.); e incluso se estudia la posibilidad de fijar estatutaria- 
mente el contenido de algunos derechos fundamentales (y así se 


- hace en parte con el derecho de reunión en el Public Order Act, 


1936). Sólo hay que subrayar que no aparecen como un sistema 


. Orgánico y garantizado, sino como un conglomerado de preceptos 
excepcionales. 


5. Las instituciones de Gobierno 


La misma exposición sistemática de las instituciones inglesas 
exige partir de un punto de vista histórico. El apego británico a la 
tradición ha conservado en las formas y ritos constitucionales el 
respeto a un rango histórico, que no deja de tener consecuencias 
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en el juego de las instituciones. En todo caso, es preciso distinguir 
las fórmulas y las formas tradicionales de las nuevas realidades 
políticas que se ocultan bajo ellos. Si el Gabinete es el nuevo ór- 
gano activo y decisorio, se sigue cubriendo con el nombre de la 
Corona; si los partidos son más importantes que el Parlamento, 
los estatutos constitucionales los ignoran; y si el ciudadano inglés 
es libre, no lo es porque así lo preceptúen sus leyes. Hemos, pues, 
de analizar las instituciones desde su rango y nombre tradicional, 
tratando de descubrir las realidades que la práctica oculta frecuen- 
temente bajo ellas. Estudiaremos, pues, en primer lugar, la Corona 
como institución primaria desde un punto de vista histórico y fun- 
damento tradicional de todas las instituciones de gobierno ingle- 
sas, junto a ella, el Parlamento, como segunda institución en el 
orden histórico y por su importancia política; y por último, el 
sistema judicial británico base del rule of law y del régimen de li- 
bertades públicas. En el mismo análisis de estas instituciones 
quedará fijado el valor de aquellos órganos a que en parte se han 
transferido sus funciones, tales como el Gabinete y los partidos 
políticos. | 


1. LA CORONA 


La Corona es un término específico de la técnica constitucional 
inglesa que literalmente no tiene par en nuestra terminología. En 
cierto sentido, la podemos comprender con un valor análogo a la 
concepción institucional, en nuestra técnica jurídica, del Estado 
y aun de la misma administración, con cuyos conceptos tiende a 
confundirse en sus aplicaciones prácticas. La bandera y el mismo 
himno nacional están referidos al Rey o la Reina, y la Corona es el 
elemento unificador de todos los ingleses. Si se tiene en cuenta 
que, de acuerdo con la práctica constitucional y jurídica británica 
es la Corona quien declara la guerra y hace la paz, quien recibe y 
acredita embajadores y mantiene relaciones internacionales; que 
la aviación, la escuadra y los servicios de la administración no sólo 
se predican de ella, sino que, a juzgar por los textos y fórmulas 
podría decirse que era su propietaria; que la justicia se administra 
en su nombre; que todas las facultades de gobierno se denominan 
prerrogativas de la Corona y que hasta la misma legislación apro- 
bada por el Parlamento tiene la consideración de un acto de la 
Corona, de la Corona en Parlamento, se comprenderá este carácter 
que le asignamos de institución unificadora del orden político. 
Como tal, no sólo tiene el valor de representar la unidad política 
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inglesa, sino que su órgano más importante, el rey, aparece en 


cierta manera cómo guardián de la Constitución, en cuanto es. su 
nombre, y en muchos casos su sello, quien certifica la corrección 
jurídica y constitucional de los múltiples actos de diversos Órga- 
nos que la Corona unifica. 

Ahora bien, dentro de la misma eeminologia inglesa la Corona 
se entiende con un valor más restringido, que WWADE precisa defi- 
niéndola como una idea legal que expresa la suma total de prerro- 
gativas y derechos o facultades de gobierno; y en tal sentido hay 
que entenderla limitada especialmente a la acción del poder eje- 
cutivo en el cumplimiento de sus funciones de gobierno y adminis- 
tración. En suma, la Corona es el conjunto de órganos que ejercen 
el poder ejecutivo como función de gobierno y administración. En 
tal sentido, nos servimos aquí del término para expresar no sólo 
estas funciones, sino los órganos que las cumplen. Una función 
unitaria (con los más varios poderes) es ejercida conjuntamente 
por varios órganos cubiertos por una sola rúbrica: la Corona. 
Estos órganos son fundamentalmente dos: el Rey y el Gabinete, 
envueltos en un órgano más, el Consejo Privado, que tiene hoy un 
carácter meramente honorífico (aparte de algunas funciones judi- 
ciales y de la formalización de las llamadas órdenes en Consejo). 
Organo ejecutivo de la Corona desde mediados del siglo xrx es el 
Servicio civil, que organizado en ministerios, cumple los fines de 
la administración pública. Y aún hay que añadir que así como la 
Corona actúa «en Consejo», como sabemos, para la función legis- 
lativa actúa «la Corona en Parlamento». 


2. EL REY Y EL GABINETE 


El Rey es el único órgano de la Corona reconocido por el dere- 
cho escrito. El acta de 1701 reglamentó esta institución en benefi- 


. Cio de la princesa Sofía (nieta de Jacobo 11) y sus herederos de 


religión protestante. Hay pues dos condiciones: la herencia en la 
dinastía de Hannover (hoy Windsor) y la religión. La sucesión se 
establece por líneas y grados con derecho de representación y pue- 
de ser alterada por el rey en Parlamento. El símbolo mismo de la 
Constitución inglesa aparece así fundado en la herencia como un 
derecho tradicional, aunque en cierto sentido sería difícil decir si 
son los miembros de una dinastía quienes heredan una Corona o 
es la Corona quien hereda los reyes, ya que la naturaleza de la 
función que ha de ejercer limita la personalidad del heredero, im- 
poniéndole deberes. Entre estas limitaciones destaca la aprobación 
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de su matrimonio; de derecho por el Rey, de hecho por el Gabine- 
te que cuenta con la confianza del Parlamento: la abdicación de 
Eduardo VIII en 1936 ha extendido este precedente. El rito de la 
accesión de un nuevo monarca tiende a dar publicidad al hecho; 
dos ceremonias lo exteriorizan: la proclamación y la coronación. 
Esta publicidad solemne es importante, porque tiene a hacer 
visible una institución, con aer nena de la adhesión mística 
popular que provoca. 

Organo consultivo del rey es el Consejo Privado, que hoy tiene 
una función casi honorífica y en algún caso judicial o de registro 
y formalización de determinados actos (reglamentos) que realiza el 
Gabinete. Como un comité de miembros del Consejo Privado hay 
que considerar técnicamente al Gabinete, casi desconocido por el 
derecho escrito inglés y que desenvuelve su actividad en la sombra 
de prácticas y convenciones, aún más veladas si se tiene en cuenta 
que como órgano deliberante sus actuaciones son secretas y cuyos 
acuerdos no crean derecho, sino que determinan la conducta de 
otros órganos. Los escritores ingleses recuerdan que el órgano más 
importante del Gabinete, el premier (cuya función oficial es la de 
primer lord de la tesorería), sólo en tres ocasiones es mencionado 
indirectamente por leyes o fallos judiciales. El Gabinete aparece 
compuesto por el primer ministro (premier) y sus colegas, en nú- 
mero variable, ya que éste no depende del número de departamen- 
tos ministeriales, sino de una designación especial. El premier es 
designado por el Rey con la relativa libertad que supone el hecho 
de que aquél y su Gobierno han de contar con mayoría en la Cá- 
mara de los Comunes y ésta normalmente está compuesta de repre- 
sentantes de dos partidos cuya jefatura está definida. Con todo, la 
designación no es enteramente automática, especialmente en cir- 
cunstancias extraordinarias, aunque siempre está condicionada por 
la confianza del Parlamento y la elección de líderes por los partidos 
(hoy incluso, desde 1965, por el partido conservador). El Gobierno, 
compuesto de todos los jefes de departamentos (que tienen un ca- 
rácter muy peculiar por el amor británico a las trádiciones, que 
hace sobrevivir en la apariencia los antiguos oficios y comisiones 
de la Corte), es nombrado también por el rey, según las indicacio- 
nes del premier designado. Este, a su vez, selecciona en el Gobierno 
los miembros del Gabinete. Mientras del Gobierno forman hoy 
parte más de un centenar de ministros, del Gabinete sólo unos 
veinte. Normalmente, forman parte de éste los secretarios de Es- 
tado (supervivencia de los antiguos secretarios del rey que derivan 
de este origen algunas peculiaridades como la de sustituirse entre 
sí y designarse oficialmente como «uno de los secretarios de Esta- 
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do», sin indicación del departamento que rigen) y los jefes de los 
departamentos más importantes qe por tradición tienen asiento 
en Gabinete. * 

La figura del premier tiene ebeclAl importancia. Su «imagen» 
como líder del Gobierno y del partido tiene singular relieve er una 
elección. El Gabinete forma comisiones informales para la resolu- 
ción de ciertos problemas (exteriores, internos, económicos y fi- 
nancieros, etc.). Un secretario del Gabinete auxilia al premier y 
le permite coordinar la labor de los miembros del Goblerno que 
no tienen asiento en el Gabinete. 


3. LA PRERROGATIVA DE LA CORONA 


Estas dos instituciones, el Rey y el Gabinete, están tan unidas 
en la teoría y en la práctica que no es fácil ni útil hacer un estudio 
separado de las facultades que se les atribuyen en común, como 
prerrogativa de la Corona. | 

De acuerdo con una definición de DiceY, se entiende por tal «el 
residuo de autoridad arbitraria o discrecional que ha quedado ju- 
rídicamente en manos de la Corona». A primera vista se advierte 
la flexibilidad, por no decir vaguedad, de esta definición. Esta va- 
guedad es, sin embargo, una consecuencia de la naturaleza histó- 
rica del contenido de la prerrogativa, que como expresa la defini- 
ción de DiceY no es otra cosa que un residuo histórico; esto es, 
los poderes de la Corona que sobrevivieron a la polémica con el 
Parlamento. Aunque pueda parecer como consecuencia de este 
carácter que no cabe hacer sino una enumeración de las facultades 
contenidas en la prerrogativa, de hecho no es así, porque tampoco 
la historia es fuerza ciega, sino que en parte es obra de los hom- 

bres y de sus circunstancias y necesidades. Por ello, como faculta- 
- des de la Corona han sobrevivido necesariamente, si prescindimos 
- de tal o cual nota de un pintoresco valor tradicional, las que ha- 
- bían de sobrevivir: los poderes discrecionales de gobierno. Aunque 
en más o en menos haya que seguir un criterio enumerativo, en 
síntesis pueden reducirse a la concepción continental de la fun- 
ción de gobierno y de la administración pública, como acción 
discrecional y privilegiada; a los que hay que sumar los poderes 
estatutarios administrativos o de pura ejecución. 

La doctrina inglesa distinguía ciertas características de los po- 
deres de prerrogativa que hoy han sido modificados por el Crown 
Proceedings Act de 1947. Esta peculiaridad se sintetiza en el fa- 
moso aforismo que afirma que el rey no puede hacer injusticia 


po 


| 
| 
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(the king can do no wrong), cuyas consecuencias prácticas eran 
que los ministros no podían descargar su responsabilidad fundán- 
dose en órdenes de la Corona, ni ésta podía ser demandada ni he- 
cha responsable judicialmente por sus actos ejecutivos. De estos 
eran directos y personalmente responsables los ministros o los 
agentes que los habían realizado. La validez de este famoso princi- 
pio ha sido limitada aceptando la responsabilidad de la Corona por 
sus actos administrativos y la posibilidad de una demanda judicial 
que repare los perjuicios causados a los particulares. Con ello, el 
régimen de la administración inglesa se ha aproximado mucho al 
régimen continental, limitándose si no el poder discrecional de la 
Corona, sí al menos su irresponsabilidad civil por los perjuicios 
causados. 

El contenido de la prerrogativa es tan vario y complejo como 
la naturaleza misma de la función de gobierno. En muchos casos 
tiene un carácter puramente formulario en virtud de limitaciones 
legales o consuetudinarias. Su enumeración, que no intentamos 
hacer exhaustiva, tiene el interés de mostrar cómo la historia tam- 
bién racionaliza las instituciones. Y ha hecho del Gabinete un ór- 


- gano político que asume la función de Gobierno y dirige la Admi- 


nistración. En ella se contienen : 


a) La Corona encarna la representación del pueblo inglés en 
las relaciones internacionales, y como tal le corresponde por pre- 
rrogativa hacer tratados, ceder territorios, declarar la guerra y 
hacer la paz, reconocer gobiernos, acreditar y recibir representan- 
tes, en una palabra, la dirección de la política internacional; si bien 
la declaración de guerra y la ratificación de tratados exigen, por 
convención, la aprobación del Parlamento. 

b) La Corona es parte del Parlamento y teóricamente domina 
su vida, siendo la Corona quien lo convoca, suspende y disuelve 
y quien sanciona las leyes que son aprobadas por él. La mayor 
parte de estas facultades son puramente formularias, aunque al- 
guna de ellas, como la de disolución, puede ser necesaria y útil 
desde el punto de vista del juego de las instituciones de gobierno; 
la posibilidad de un veto a la ley aprobada por las Cámaras está 
hoy descartada, no habiéndose hecho ejercicio de este derecho des- 
de los tiempos de la reina Ana. 

Tanto los actos referentes a la política internacional como los 
actos de la Corona, como miembro del Parlamento, son denomina- 
das prerrogativas absolutas por estar enteramente al margen de 
la sanción o revisión judicial. 

C) Aunque no pueda incluirse en la prerrogativa, porque téc- 
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nicamente un Estatuto es siempre una petición de las Cámaras al 
rey, la iniciativa legislativa es ejercida de hecho por el Gabinete, 
lo que supone la entera dirección de la AcAvIoaa material del Par- 
lamento. 

d) El ejercicio de los oder de excepción, voslamentado por 
el Emergency Power Act de 1940, Udo por el Sua pES and 
Services Act de 1945. 

e) La Corona posee, además, un grupo de taculiadás de go- 
bierno y administración de un carácter histórico, tales :como el 
nombramiento de funcionarios (siempre que no esté reglamentado 
el acceso a los cargos públicos), el mando de las fuerzas de mar y 
aire, la recaudación y gasto de las rentas públicas, la concesión de 
honores, el régimen de los puertos, el cuidado de los niños y los 
locos, las ferias y mercados, pesquerías, etc. Prácticamente muchas 


de estas facultades se ejercen de acuerdo con los estatutos que 


las han reglamentado y son el contenido de la potestad adminis- 
trativa. 

f) La Corona es la fuente de la justicia que se administra en 
su nombre y en la que ejerce el derecho de gracia. 

9) La Corona, por último, gobierna la Iglesia anglicana, como 
consecuencia de la situación creada por la Reforma religiosa. 


4. “EL EJERCICIO DE LA PRERROGATIVA Y LA RELACION ENTRE EL REY, EL 
GABINETE Y EL PARLAMENTO 


Ahora bien, el ejercicio de estas facultades de prerrogativa apa- 
rece condicionado no sólo por el hecho de que la Corona es una 
institución compleja, sino porque sutiles e imprecisas convenciones 
y prácticas constitucionales conceden cierta intervención a otro 
órgano: el Parlamento. Y hasta tal punto es compleja y sutil esta 
relación, que no es tan fácil atribuir concretamente cada facultad, 
como enunciar los principios porque se regulan las relaciones en- 
tre el Rey, el Gabinete y el Parlamento. 

- Al Rey está vinculada la representación formal del pueblo in- 
eglés, y como tal realiza esa función unificadora a que nos hemos 
referido, que en cierta manera lleva aneja una defensa de la Cons- 
titución en cuanto su refrendo debe salvar la regularidad consti- 
tucional de los actos que se realizan en su nombre. Las llamadas 
por aleunos autores prerrogativas personales son muy limitadas. 
Designa el premier en los casos de que no esté definida la mayoría 
de un partido (en el supuesto de tres partidos minoritarios), pero 
ha de atenerse al acuerdo de los partidos. Y la doctrina discute si 
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puede rechazar una propuesta de disolución, que implicaría la di- 
misión del premier. Ahora bien, en la sombra de las mismas prác- 
ticas constitucionales, que en virtud de su irresponsabilidad le pro- 
híben el ejercicio personal de ningún acto de prerrogativa, queda 
una importante función que BAHEGOT definió como la facultad de 
«advertir, animar y ser consultado», que se traduce prácticamente 
en la obligación del premier de dar cuenta al monarca de todos los 
problemas y asuntos públicos de cierto interés, especialmente en 
lo que afecta a las relaciones exteriores. 

De hecho, es, por consiguiente, el Gabinete quien ejerce todos 
los derechos y poderes de la prerrogativa de la Corona; pero esta 
misma actividad del Gabinete está a su vez sometida a la acción 
indirecta del Parlamento, no sólo en los casos en que las conven- 
ciones constitucionales exigen su aprobación expresa de actos del 
Gobierno (como en la ratificación de tratados), sino con un carác- 
te más general en cuanto el Gabinete responde ante el Parlamen- 
to de su gestión. | 

Esta compleja conexión entre Rey, Gabinete y Parlamento, cla- 

ve del régimen parlamentario, puede definirse, de acuerdo con la 
doctrina inglesa, en cuatro principios que corresponden al dere- 
cho no escrito de la Constitución británica: 

1.2 El rey, aunque pueda «advertir y animar» y deba «ser con- 
sultado», está vinculado por las indicaciones del Gabinete, siendo 
éste, de hecho, quien decide las resoluciones de la Corona en la 
gestión de los negocios públicos. 

2.2 La responsabilidad del Gabinete es colectiva; los consejos 
o indicaciones que el Gabinete hace al monarca se entienden uná- 
nimes aun cuando conste la discrepancia de criterio. Este princi- 
pio ha sido en parte revisado, confirmando un precedente de 1932, 
al permitir en 1975, la discrepancia pública de los miembros del 
Gabinete que se oponían a la incorporación del Reino Unido al 
Mercado Común. 

3. El Gabinete debe apoyarse en una mayoría de la Cámara 
de los Comunes; esta mayoría es normalmente en el régimen 
inglés la de un solo partido, cuyos líderes componen el Gabinete. 
La existencia de esta mayoría se constata en las votaciones de con- 
fianza y censura. 

| 4.2 Los miembros del Gabinete deben tener asiento en una u 

otra de las Cámaras del Parlamento y el premier en los Comunes. 

¡ Los últimos gobiernos laboristas han extendido esta práctica al 
secretario del Foreign Office. Este principio posibilita el sistema 
de discusión pública y responsabilidad parlamentaria. 

El Gabinete aparece así definido como órgano ejecutivo y res- 
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ponsable de la Corona, pero condicionado por su responsabilidad 
parlamentaria. A primera vista, esto haría creer en una preeminen- 
cia del Parlamento que puede influir y determinar la políticá del 
Gabinete, que ha de contar con su confianza. De hecho, no és así. 
Ya advertía BAHEGOT que el Gabinete era una comisión del 'Parla- 
mento, pero con singulares poderes sobre él, fundados en el dere- 
cho de disolución y en la disciplina de partido. La tradición britá- 
nica de un sistema de dos partidos hace que el Gabinete se apoye 
en la mayoría homogénea de un partido, cuyo leader desempeña 
el cargo de premier y se acompaña en el Gabinete del comité di- 
rectivo del partido. La consecuencia práctica es que Gabinete y 
mayoría parlamentaria están en la mano del mismo partido y 
hasta cierto punto dirigidos por el leader en funciones de gobier- 
no, con lo que el Parlamento no sólo no determina la política del 
Gabinete, sino que, en realidad, es más bien un instrumento de 
éste. El predominio del ejecutivo que De LoLmE definía como una 
de las virtudes de la monarquía inglesa frente al régimen repu- 
blicano, aunque en condiciones diversas de las que consideró aquel 
ilustre comentarista, continúa siendo de hecho uno de los prin- 
cipios esenciales del régimen británico. Como observa Amery, el 
gobierno parlamentario inglés no es gobierno del Parlamento, sino 
del Rey en Parlamento, y la democracia inglesa supone gobierno 
«con el pueblo», pero no «del pueblo». 

Claro está que sería demasiado decir que el Gabinete es el co- 
mité directivo de un partido y el Parlamento el asiento de los 
miembros menos importantes de éste. Por muy fuerte que sea la 
disciplina de partido, la calidad de miembro parlamentario y la 
responsabilidad pública de la voz y el voto en el Parlamento, 
emancipan al diputado y pueden incluso forzarlo a disentir de su 
partido. Se da incluso una presión de los diputados de la mayoría 
(backbench.) sobre sus líderes en el Gabinete. Ahora bien, si la 
disensión particular, que el partido puede sancionar con la expul- 
sión, es un hecho ordinario de la vida política inglesa, la disensión 
total entre Gabinete y mayoría parlamentaria, que no afecte a 
cuestiones de detalle o a aquellas ocasiones en que la votación se 
declara libre, sí es un hecho extraordinario, que cuando por extra- 
ño caso se da, se cuenta como un acontecimiento o una crisis 
de la política y aún de la Constitución británica. Y la razón es 
muy simple, una situación parlamentaria de este tipo sólo tiene 
salida en una de estas alternativas: o el poder pasa al partido con- 
trario o procede la disolución de la Cámara con todos los gastos y 
riesgos que una nueva elección supone. Sin contar con que normal- 
mente entraña una profunda crisis interna del partido, al que 
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quedan muy pocas esperanzas de volver al poder en una nueva 
elección. De aquí que el Parlamento, oída la oposición, y en diálo- 
go con ella, se limite a elaborar la legislación deseada por el Ga- 
binete y a refrendarle su confianza en las polémicas parlamenta- 
rias. Cómo el Parlamento, a pesar de ello, cumple una importante 


misión, aunque secundaria, lo veremos inmediatamente al exami- 
nar sus funciones. 


6. El Parlamento 


También el Parlamento es un órgano complejo que se define 
como unitario por la unidad de función que realizan los diversos 
elementos que lo integran. Estos, como hemos visto en su forma- 
ción histórica, son tres: el Rey, la Cámara de los Lores y la Cáma- 
ra de los Comunes. Las facultades de la Corona que hemos exami- 
nado al estudiar el contenido de la prerrogativa (convocatoria, 
suspensión y disolución del Parlamento y sanción de las leyes), 
además de estar parcialmente limitadas por convención, en lo que 
tienen de efectivo se ejercen por el Gabinete. Las dos cámaras 
son las que en sentido estricto componen el Parlamento con una 
importancia política respectiva que está en razón inversa de su 


historia. De hecho, hoy la vida política del Parlamento se con- 
centra en la Cámara de los Comunes. 


1. COMPOSICION DE LAS CAMARAS 
| 

La Cámara de los Lores está compuesta actualmente por un 
millar de miembros. Unos ochocientos son lores temporales nom.- 
brados por el rey como monarca de Inglaterra y constituyen la no- 
bleza británica, de carácter hereditario, y los lores de Escocia (re- 
forma de 1963), si bien la forma de sucesión es diversa de acuerdo 
con el nombramiento. Lores espirituales son los arzobispos y vein- 
ticuatro obispos de la Iglesia anglicana, que tienen asiento en esta 
Cámara. En virtud del Life Peerages Act, 1957, la Corona puede 
nombrar lores vitalicios y las mujeres pueden tener acceso a la 
Cámara. En 1967 había 119 lores vitalicios de los que 16 eran mu- 
jeres. Por último, los lores jurídicos o lores de apelación son seis 
juristas eminentes nombrados barones por la Corana para que la 
Cámara pueda cumplir sus funciones judiciales. Sólo los lores 
temporales no nombrados con carácter vitalicio tienen asiento 
por derecho hereditario. La presidencia de la Cámara se ejerce 
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por el Lord canciller y su funcionamiento no tiene otras reglas 
de procedimiento que prácticas consuetudinarias de gran flexibi- 
lidad. El nombramiento de lord es hoy un honor dudoso para un 
político, ya que entre otras consecuencias entraña la incapacidad 
de presidir el Gabinete y desempeñar sus puestos más importan- 
tes; en muchos casos, es más bien una jubilación honorable. 

La Cámara de los Comunes tiene, por el contrario, carácter 


_electivo y su número, hoy superior a los seiscientos miembros, 


está en función del número de distritos electorales que acreditan 
un representante (con contadas excepciones que acreditan dos). La 
elección, regulada en 1918, 1928 y 1949 “Representation of the 
People Act, 1949) se hace por el sistema de mayorías en distritos 
uninominales. Los distritos están constituidos por una base apro- 


-_ximada de población de cincuenta mil electores y aún conservan 


su carácter histórico, constituyéndose los nuevos en comunidades 
vivas de extensión territorial no desmesurada (el supuesto con- 
vencional es que puedan ser recorridos durante la campaña elec- 
toral por los candidatos). La franquicia electoral para elecciones 
parlamentarias (pues para el gobierno local existe la autorización 
de no residencia para los que pagan impuestos en el distrito) 
exige residencia en el distrito a los mayores de veintiún años, que 
no padezcan ninguna incapacidad legal y sean súbditos británicos. 
El sufragio es secreto, admitiéndose el voto por correo y por apo- 
derado en determinados casos. El derecho de voto se considera 
por los tribunales ingleses como un derecho análogo al de propie- 
dad. La capacidad para ser elegido está sujeta a un cuadro general 
de incapacidades, entre las que- merecen mencionarse la de los 
lores y los eclesiásticos. La Cámara debe ser renovada cada cinco 
años y, por consiguiente, una nueva elección se realiza periódica- 
mente en este plazo. Hay una relativa discreción de la Corona 
para señalar la fecha más oportuna de una nueva elección. 

El Parlamento, aunque ningún precepto así lo establece, se ha 
de reunir anualmente para aprobar el presupuesto; de hecho, su 
vida sólo se suspende durante los períodos de vacaciones. Un pe- 
ríodo de sesiones puede suspenderse por suspensión real, que tiene 
la virtud de considerar concluidos todos los asuntos pendientes a 
la sazón, O por aplazamiento acordado por la misma Cámara. La 
apertura después de una nueva elección o una suspensión es pre- 
sidida por el rey (en la Cámara de los Lores) con el tradicional 
discurso de la Corona (redactado por el Gabinete) anunciando las 
líneas generales de su política. 

La Cámara de los Comunes regula su propio procedimiento y 
disciplina mediante prácticas o acuerdos (pues carece de regla- 
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mento) y es presidida por el Speaker, que a diferencia del Lord 
Canciller que preside a los lores, es designado por la propia Cámara, 
como un elemento imparcial que no toma parte en los debates, ni 
vota, salvo en caso de empate. El ceremonial de su elección recuer- 
da aún los días en que el desempeño de este cargo era peligroso 
por no ser grato al rey. Su función es doble: es el representante 
y portavoz de la Cámara (tal fue su primitiva misión y de aquí 
su nombre) y el director de sus debates, con una amplísima liber- 
tad que comprende la facultad de designar, nombrándolos, los 
miembros que pueden usar la palabra; esta facultad es de gran 
importancia, pues el Speaker volverá a recordar con dificultad el 
nombre del orador excesivamente prolijo o fútil. Es asistido en su 
misión por funcionarios permanentes de carácter civil o militar. 
Las sesiones de la Cámara son públicas. 

Para su trabajo la Cámara se divide en ocho comisiones per- 
manentes, pero no estables, de unos 50 miembros, de los que sólo 
20 tienen carácter estable, designándose los demás circunstacial- 
mente para cada proyecto. Por consiguiente, las comisiones tampo- 
co están especializadas, encargándose del trabajo que discrecional.- 
mente les asigna el Speaker. Merece destacarse por su carácter 
excepcional el llamado Comité de toda la Cámara (Whole House), 
compuesto por todos los miembros y que es más bien una forma 
de trabajo más libre, sin la presidencia del Speaker y las formali- 
dades de la discusión parlamentaria. Este sistema de grandes co- 
misiones permanentes es hoy discutido en cuanto implica una falta 
de conocimientos específicos de los miembros de las comisiones, 
que han de examinar proyectos cada vez más técnicos. Desde 1966 
se están constitúyendo comisiones especializadas (Select Commit- 
tee) para materias que requieren este conocimiento de expertos. 


2. FUNCIONES DEL PARLAMENTO 


Teóricamente, la función esencial del Parlamento es aquella so- 
bre la que se proyecta el principio de su soberanía: la creación, 
modificación O derogación del Derecho. Las prácticas que dieron 
lugar al régimen parlamentario suman otra función a la que teó- 
ricamente también hay que conceder importancia: la fiscalización 
de la actividad del Gabinete que ha de contar con su confianza. 
La forma en que las dos funciones anteriores se realizan dan lugar 
a una nueva, en la que prácticamente se cifra hoy la relevancia 
política del Parlamento: la discusión pública de los asuntos pú- 
blicos. Alguna otra función que realizan sus órganos (actuación 
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judicial de los lores) están en realidad al margen del aspecto que 
aquí consideramos. : 

La creación, modificación o derogación del Derecho es un acto 
complejo en que participan todos los elementos del Parlamento 
y aún un órgano más, el Gabinete, que de hecho monopoliza la 
iniciativa legislativa. Este propone, las Cámaras discuten y aprue- 
ban, y el Rey sanciona. La sanción real, en francés normando Le 
Roy le veult, para los bill ordinarios, es hoy una fórmula que cer- 
tifica el carácter constitucional del texto aprobado, pues :el ejer- 
cicio del veto (con la expresión Le Roy s'avisera) está hoy dero- 
gado por un desuso secular. El valor de la aprobación de ambas 
Cámaras, después de la crisis constitucional de 1911, es muy di.- 
verso. Este acta constitucional, conocido técnicamente como Par- 
liament Act 1911, motivado por la desaprobación por los lores 
del presupuesto de 1909, ha marcado el predominio definitivo de 
la Cámara de los Comunes. En dicho estatuto constitucional se 
reserva a la Cámara de los Comunes la aprobación de la legisla- 
ción financiera, cuyo carácter constará de la certificación de esta 
naturaleza por el Speaker; y en lá restante legislación ordinaria 
se limita el valor de la desaprobación de los lores a un veto sus- 
pensivo, que un nuevo estatuto constitucional (Parliament Act, 
1949) ha limitado a un año. De hecho, no obstante, cuando el 
término de la vida de un Parlamento está próximo, este veto pue- 
de suponer, si la nueva elección lleva al gobierno al partido con- 
trario, la muerte definitiva del proyecto rechazado. En los últi- 
mos años se ha discutido el valor de esta Cámara y se ha propuesto 
su supresión. No obstante, la Cámara se ha revelado como útil, bien 
en la discusión de temas de política general, bien en el examen 
minucioso de leyes que no han sido discutidas por los Comunes. 
Incluso los Gobiernos la utilizan a veces para reformar o aposti- 
. llar el texto aprobado por los Comunes. 

Para la discusión y aprobación de las leyes, la Cámara de los 
- Comunes sigue un complejo proceso que merece ser recordado 
por la idoneidad con que descompone y analiza el acto legislativo. 
El Parlamento conoce tres formas típicas de legislación sujetas a 
un proceso diverso. Esencial es la distinción entre bill privados y 
bill públicos, y en estos últimos es preciso distinguir a su vez 
entre los ordinarios y los que tienen un carácter financiero. Los 
bill privados constituyen una peculiaridad de la legislación inglesa 
para aprobar las normas jurídicas singulares (como contradicción 
O desarrollo del derecho general), de una localidad o una corpora- 
ción. Su procedimiento de aprobación prevé un trámite cuasi ju- 
daicial en que un Comité de cuatro miembros del Parlamento oye 
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a las partes interesadas. Los bill públicos ordinarios son el tipo 
normal de ejercicio de la función legislativa. Su procedimiento está 
jalonado por tres lecturas. La primera supone una simple noti- 
ficación a la Cámara de la existencia del proyecto; la segunda 
es el momento esencial en que se abre una deliberación sobre el 
interés y características generales del proyecto, que si es aproba- 
do en principio pasa al seno de una de las comisiones permanen- 
tes o de la Comisión de «toda la Cámara», si procediera; discutido 
y enmendado en el detalle de sus artículos, el dictamen final de 
la Comisión es de nuevo revisado; la tercera lectura, por último, 
corresponde a la votación definitiva para su aprobación y el pro- 
yecto pasa a la otra Cámara. Normalmente no tiene importancia 
otra discusión que la que realizan las comisiones en las que todos 
los miembros del Parlamento pueden presentar sus enmiendas. 
En el caso de que los lores propongan enmiendas tiene lugar una 
nueva discusión de los comunes para aceptar o rechazar las co- 
rrecciones propuestas por aquéllos. En cuanto a los bill financie- 
ros, sus principales especialidades son la obligada iniciativa de 
un ministro, cuyo proyecto puede ser restringido, pero no amplia- 
do, y la competencia de la Comisión de «toda la Cámara». El pre- 
supuesto es uno de estos bill financieros, con alguna especialidad 
de trámite, y con la característica común a todos ellos de que 
sus preceptos sólo tienen validez para un año, lo que como vamos 
a ver es una pieza esencial de la fiscalización del Gabinete por 
el Parlamento. Como hemos indicado, estos bill financieros no 
precisan la aprobación de los lores. 

La fiscalización del Gabinete por el Parlamento es realizada 
por ambas Cámaras por vías muy varias, pero de hecho los co- 
munes tienden a monopolizar esta función por tres razones: por- 
que es en esta Cámara donde tiene asiento el premier, porque es 
en ella donde el Gabinete precisa el apoyo de una mayoría, y, por 
último, porque al tener esta Cámara una exclusiva competencia 
sobre la legislación financiera ejerce sobre el Gabinete la acción 
más eficaz autorizando (o denegando) sus gastos. Esta fiscalización 
adopta varias modalidades específicas que definen un sistema de 
control a que nos referimos inmediatamente. 

Por último, el Parlamento realiza una tercera función en que 
la misma doctrina inglesa cifra hoy su mayor importancia. Esta 
función se funda en la libertad de expresión en los debates de 
los miembros del Parlamento, que mereció ser proclamada en uno 
de los trece artículos de la declaración de derechos de 1689. La 
trascendencia de este privilegio se funda en la publicidad de la 
vida política, que da una fisonomía y un interés específico al régi- 
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men parlamentario inglés. La libertad de expresión de los miem- 
bros del Parlamento no tiene más límite que la autoridad. del 
speaker para mantener el buen orden y el decoro de la Cámara 
y tiene su complemento en la cuasi inmunidad de la reproducción 
de los textos parlamentarios, apreciada por los tribunales siempre 
que la bona fides del interés de la información pública no encubra 
un intento de difamación. Por este privilegio el Parlamento se ma- 
nifiesta como órgano de orientación e información de la opinión 
pública y como el órgano de crítica pública de la gestión del Ga- 
binete. Aunque sea cierto que la discusión de lás leyes y los deba- 
tes sobre política general tienen previsto su final en una votación 
regida por la disciplina del partido y organizada por los whigps, la 
voz emitida en el Parlamento llega en todo caso a la opinión pú- 
blica, que actúa como instancia última del debate entre el Gabi- 
nete y la oposición en la renovación periódica del Parlamento. Tal 
es el profundo sentido que tiene la consideración del gobierno in- 
eglés como gobierno de la Corona en Parlamento. Algún autor como 
Quentin Hoc considera de tal importancia este único contrapeso 
del extraordinario poder de que dispone un Gabinete con una ma- 
yoría dócil, que cree que sin este freno de una discusión pública, 
por una oposición organizada, Inglaterra no podría ser conside- 
rada como un país libre. 


3. EL MODELO BRITANICO DE RESPONSABILIDAD POLITICA Y CONTROL 
is e 

El sistema británico de fiscalización constituye el modelo his- 
tórico de responsabilidad política incondicionada que se conoce 
como régimen parlamentario de Gabinete. En este sistema, el Ga- 
binete, apoyándose en las prerrogativas de la Corona, asume la 
función de gobierno, y el Parlamento ejerce una acción continuada 
de control, deduce ocasionalmente una responsabilidad política, y, 


- por último, en cada elección periódica del Parlamento se somete 


a un fallo del sufragio que significa un juicio global sobre la 
política realizada y los hombres que la han desenvuelto. Podemos, 
por consiguiente, distinguir tres estratos: 


a) El Parlamento ejerce un control potencial sobre la acción 
del Gobierno, que se ejercita esencialmente a través de cinco vías: 


1. Las preguntas de los diputados, que normalmente se hacen 
por escrito y se contestan en virtud de un informe de la adminis- 
tración. La práctica parlamentaria da más importancia a la pre- 
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gunta suplementaria que se improvisa sobre la respuesta del mi- 
nistro. El Parlamento dedica cada día una hora a este pequeño 
pero intencionado debate. 

2. El debate (o interpelación) que deriva de una pregunta o 
de una propuesta expresa, o que tiene un carácter ritual como en 
la contestación de los discursos de la Corona, y que comprende 
una discusión política general o de algún punto concreto de espe- 
cial importancia. 

3. Las enmiendas a los eo VEctos legislativos del Gobierno y 
en su caso la obstrucción. Frente a ellas, el Gobierno puede ser- 
virse de dos recursos: bien la «guillotina», que supone la fijación 
de un plazo para la aprobación de la ley; bien el «canguro», que 
autoriza al presidente de una Comisión a seleccionar las enmiendas 
que considera más importantes y a limitar a ellas la discusión. 

4. El control financiero en la discusión y aprobación de los 
presupuestos, que normalmente no se traduce en una discusión de 
su detalle, sino de aquellas partidas que implican una innovación 
o son el supuesto de una política. 

5. La revisión de la acción delegada del Gobierno (legislativa 
o reglamentaria) bien con un carácter general, bien mediante la 
acción de un comité permanente especializado. 


- Esta es, claro, una exposición sumaria que trata sólo de suge- 
rir los procedimientos mediante los que ese control se actúa. Por 
amplio que pueda parecer su ámbito, la doctrina y los políticos 
británicos no dejan de manifestar sus dudas sobre su real eficacia. 
Así, Richards entiende que su operación es «parcial, desigual y 
alguna vez espasmódica»; y conocedor tan experimentado como 
Quentin Hoc nos advierte que no es cierto que los argumentos 
propuestos por una oposición en la Cámara de los Comunes ten- 
gan un gran efecto inmediato en el control del ejecutivo. Su acción 
se dirige normalmente hacia fuera de la Cámara, hacia una opi- 
nión pública que pueda reaccionar sobre los propios diputados de 
la mayoría. | 

b) Un debate político general o la discusión de una ley o del 
presupuesto se centran y concluyen con una pregunta propuesta 
por el Speaker, y que los miembros de la Cámara aprueban o re- 
chazan de viva voz, y que en caso de duda es objeto de un recuen- 
to nominal de votos mediante el pintoresco sistema de las divi. 
siones, esto es, el desfile de los diputados en dos hileras por las 
puertas de la Cámara, una de los que aprueban y otra de los que 
desaprueban. 


El supuesto práctico convencional es que un Gobierno debe 
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contar con la confianza de la Cámara y que ésta se hace tangible 
en las votaciones de confianza (propuestas por el Gobierno) o de 
censura (propuestas por la oposición). El supuesto de que un Go- 
bierno pierda formalmente una votación es hoy relativamente im- 
probable. Pero puede, efectivamente, ocurrir. El Gobierno de 1974- 
1979, después de sobrevivir, a veces por un estrecho margen, a tres 
votaciones de censura, perdió una votación de censura por:311 vo- 
tos contra 310. De todos modos, un Gabinete será siempre ¡sensible 
a las «revueltas» tácitas o parcialmente explícitas de los diputados 
de la mayoría. Así cayó el Gobierno de Chamberlain en 1940 y se 
resolvió la crisis de Suez en 1957. La votación supone, pues, el 
ejercicio actual de un juicio de responsabilidad política. 

c) Como hemos visto que observaba Hoc, los argumentos de 
la oposición, las preguntas, los debates, la misma obstrucción a 
una ley o la discusión del presupuesto se dirigen normalmente 
a un público fuera de la Cámara : al votante de la próxima elección. 
Esta elección, sin duda, está influida por los programas o las pla- 
taformas electorales que los partidos ofrecen para el mandato de 
un nuevo Parlamento, pero también están afectadas por la crítica 
de la acción que ha realizado el Gobierno que ha precedido a la 
elección. Los electores, al votar una Cámara, prácticamente votan 
un nuevo Gobierno o la continuidad del Gobierno en ejercicio. 
Puede decirse que el control de cada día está proyectado sobre 
este juicio final del cuerpo electoral. Así, todos estos elementos 
de control y responsabilidad están condicionados entre sí. 

Ahora bien: este análisis del sistema británico de control y 
responsabilidad política quedaría incompleto si nos limitáramos a 
examinar este juego mecánico de los organismos y procedimientos 
de gobierno y control. En este, como en otros muchos casos, tene- 
mos que recurrir a la sociología política si queremos comprender 
el verdadero alcance de una organización constitucional. Todos los 
medios de control y responsabilidad a que hemos aludido no tie- 
nen sentido sin referirlos a algo que es hoy una verdadera ins- 


titución del régimen británico, aunque tenga un carácter huidizo 


y fantasmal: la oposición de su majestad. Nacida como un hecho, 
a través de la reiteración de prácticas que recibieron su espalda- 
razo en un ingenioso diálogo en la Cámara a principios del si- 
glo xIx, es, como TIERNEY la definió, un brazo del gobierno de su 
majestad. Que sea así sólo es posible si entre gobierno y oposición 
hay una unidad y está claramente perfilada una distinción entre 
lo permanente y lo mudable, o, si se quiere, entre lo indiscutible 
y lo que está sujeto a opiniones. Pero, además, si esa oposición, 
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que participa con el gobierno, controlándolo y criticándolo, está 
dispuesta a asumir comó gobierno, dentro de la continuidad del 
régimen, la responsabilidad de sus opiniones. La oposición, así 
definida por esa comunidad de principios, es esencialmente una 
alternativa de gobierno, y su acción crítica el contraste de esa 
posibilidad. Esta oposición, desde 1937, está institucionalizada por 
la misma ley británica, que concede una dotación al leader de la 
oposición. 

De hecho, es esta oposición la que pone en juego todas las vías 
de control que hemos descrito. El partido de oposición se dis- 
tribuye en comités, que abarcan las diversas ramas de la política 
y de la administración, para estudiar los proyectos del Gobierno 
en cada materia especializada ; las enmiendas son obra de un equi- 
po, que ordena la; táctica de su discusión. Las preguntas, aunque 
afecten frecuentemente a problemas administrativos concretos y 
se hagan también por diputados de la mayoría, son arma normal 
de la oposición, que consume la casi totalidad de la hora asignada 
a estas cuestiones. Una interpelación es planeada por la oposición 
y no tiene sentido sino en diálogo con ella. La disciplina del par- 
tido juega un papel preponderante en esta acción crítica general 
que la oposición realiza. En realidad, la oposición es el órgano 


político que pone en juego todas esas piezas de control y las pro- 
yecta sobre la decisión del cuerpo electoral. 


4. LOS PARTIDOS Y EL PARLAMENTO 


No cabe entender en todo su alcance la conexión entre Gabi- 
nete y Parlamento, ni la función que éste cumple sin referirnos 
a otra típica institución consuetudinaria que completa el sentido 
del régimen británico. Nos referimos a los partidos políticos cu- 
yos orígenes se elevan a la revolución del siglo xvII, aunque su 
organización como pieza del régimen haya que referirla a los días 
de la reforma de 1831. Es curioso advertir que a lo largo de todo 
este período han tendido a conservar su estructura y hasta la mis- 
ma naturaleza. Conocidos en un principio como partidos de los 
caballeros y los cabezas redondas, pronto reciben las denomina- 
ciones, en un principio despectivas, con que llegaron a mediados 
del siglo x1x, de tories y whigs, transformadas oefinitivamente en 


los nombres de partido conservador y liberal. Hacia 1861, el parti- 


do liberal, y en 1870, el conservador, se constituyeron como aso- 
ciaciones nacionales con servicios burocráticos centrales que re- 
comiendan candidatos a las asociaciones locales. Los partidos ad- 
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quieren así una relativa unidad y un definido cuerpo político. El 
partido liberal.ha sido sustituido casi enteramente en su función 
constitucional por el moderno partido laborista, nacido en los 
últimos años del siglo xix como un apéndice de los sindicatos 
obreros y madurado como instrumento de gobierno en nuestros 
días. Este, desde 1900, participa con personalidad propia en las 
elecciones y en 1924 constituye un Gobierno. En 1945, en 1964 
y en 1967 ha obtenido triunfos electorales que le han consagrado 
como el partido alternativo de gobierno del sistema dual británico. 

La organización de estos partidos para su función constitucio- 
nal se fragua definitivamente en el siglo xIx, imitando en gran 
parte prácticas de los partidos americanos. Esta organización com- 
prende un doble frente. Con vistas a la lucha electoral el partido 
se constituye en una red de asociaciones locales regidas por comi- 
tés y enlazadas por la conferencia nacional o la convención del 
partido. En el partido conservador a la conferencia anual se su- 
perpone un consejo central y un comité ejecutivo, servidos por 
una oficina central con dos departamentos: uno de propaganda 
y Otro de organización. El leader del partido dirige estos servicios, 
junto al departamento de investigaciones. El leader tiene una po- 
sición central e independiente como jefe político. 

El partido laborista es más complejo por su doble afiliación : 
individual y como miembros de la Trade Union, que se conside- 
ran automáticamente afiliados si no rechazan la afiliación. Esta 
práctica es el fundamento del elevado número de miembros (en 
1960, 6.328.000, de los que sólo unos 790.000 eran miembros indi- 
viduales) y. de la paradoja de que los miembros del partido no lo 
voten en las elecciones. Su cuerpo soberano es una conferencia 
anual, pero su órgano permanente y efectivo de gobierno es el 
comité ejecutivo nacional, del que dependen seis departamentos 
de servicios. Los dos partidos, con las cuotas de los miembros y 
aportaciones de los mecenas, financian los gastos, en Inglaterra 


crecidísimos, de una elección. 


Junto a la organización nacional, opera con cierta independen- 
cia (menor en el partido laborista) el llamado grupo parlamenta- 
rio del partido, que tiene también su órgano adecuado, los whips, 
con la compleja misión de establecer el contacto entre la mayoría 
y el Gabinete, o la minoría y los jefes de la oposición, informan- 
do a los miembros parlamentarios del partido de los problemas 
pendientes y las orientaciones con que han de solventarse y orga- 
nizando las votaciones; en esta última función pueden llegar ma- 
terialmente a vigilar las puertas de la Cámara para que los miem- 
bros parlamentarios del partido no se ausenten de una votación 
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que el partido considera importante. La disciplina del partido, cuya 
última sanción es la expulsión, completa esta organización del gru- 
po parlamentario. 

Las funciones del partido son quienes mejor nos mostrarán la 
importancia que hay que atribuirle dentro del régimen parlamen- 
tario inglés. En realidad, podría interpretarse toda la Constitución 
inglesa a través de la función y la mecánica de los partidos y el 
mismo MacaAuLay les atribuye la naturaleza tradicional y evolutiva 
de ésta, cifrada en el ritmo de un partido conservador, celoso guar- 
dián de la herencia de los antepasados, y un partido liberal o pro- 
gresista, que aporta sin violencias las necesarias innovaciones de 
cada nueva hora. Concretándonos a enumerar sus funciones en el 


juego de las instituciones británicas merecen subrayarse las si- 
guientes: ¿ 


1) Los partidos cristalizan el sufragio ofreciendo a éste en 
cada elección dos equipos de gobierno y dos programas legislati- 
vos entre los que ha de pronunciarse. 

2) Los partidos seleccionan los hombres públicos, prueban su 
capacidad y dirigen y escalonan su carrera política experimentán- 
dolos como hombres de gobierno. Los candidatos en las elecciones 
parlamentarias son propuestos y respaldados económicamente por 
los partidos. 

3) Sólo el partido, con su disciplina y su organización parla- 
mentaria, asegura una mayoría leal y estable al Gabinete que ha 
de contar con la confianza de la Cámara, asegurando la aprobación 
de sus proposiciones legislativas. 

4) Los partidos, y aun mejor, el sistema dual de partidos, es 
el fundamento de la función esencial que hoy cumple el Parla- 
mento británico como órgano de discusión pública. Actualmente 
puede decirse que, frente al partido que gobierna, el partido de 
oposición tiene una organización parlamentaria tan completa como 
aquél, con su Gabinete, sus whips y sus votaciones disciplinadas 
(que comprende incluso, desde 1937, un salario al premier de la 
oposición y, tradicionalmente, puestos reservados en la Cámara). 
Si un partido tiene la función de gobernar, el otro tiene la de dis- 
cutir sus orientaciones de gobierno y criticar sus actos. Desde la 
discusión del Parlamento se prepara así, en cierta manera, la con- 
quista del llamado voto flotante de la próxima elección, estable- 
- ciendo el enlace entre el Parlamento y el sufragio, y obligando así 
al Gobierno a no ofrecer flancos débiles a la crítica que puedan 
repercutir en el juicio público. En cierto sentido puede decirse que 
si bien la necesidad de una confianza de la Cámara y de la apro- 
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bación por ésta de las medidas del Gabinete es casi siempre una 
ficción, por cuanto la mayoría está sujeta a la disciplina de un 
partido, la verdadera clave del régimen inglés hay que hallarla en 
esta organización de la oposición de su majestad como grupo uni- 
tario de un partido, candidato alternativo al gobierno, cuyás crí- 
ticas repercuten en la decisión última del sufragio en el final pe- 
riódico de cada Parlamento. 

En las elecciones celebradas en 1974, los dos grandes pártidos, 
conservador y laborista, se mostraron muy equilibrados en la dis- 
tribución del voto: En el mismo año se realizó una doble elección 
como consecuencia de ese equilibrio que creaba una mayoría muy 
dudosa y precaria. Los resultados en febrero y en octubre de los 
dos partidos fueron los siguientes : j 


Eleccción de 28 de enero de 1974: 


Partido conservador, 11.963.207, que representan el 38,2 por 100 
y con 296 puestos en el Parlamento. 

Partido laborista, 11.654.726, que representan el 37,2 por 100 y 
con 301 puestos en el Parlamento. 


Elección de 10 de octubre de 1974: 


Partido conservador, 10.462.453, que representan el 35,8 por 100 
y 277 puestos en el Parlamento. 

Partido laborista, 11.468.618, que representan el 39,3 por 100 
y 319 puestos en el Parlamento. 


Puede advertirse en el primer resultado esa paradoja frecuente 
en el sistema electoral inglés de que el partido con una mayor 


- votación no obtiene, sin embargo, una mayoría en el Parlamento. 


En ambos casos la mayoría era muy precaria y hasta cierto punto 


- necesitaba el apoyo del tercer partido, liberal, que obtuvo en am- 


bos casos una brillante votación (más de seis millones de votos 
en la primera elección y 5.346.000 en la segunda), pero que como 
consecuencia de ese sistema electoral que prima a los grandes 
partidos sólo obtuvo 14 diputados en la primera elección y 13 en 
la segunda. Hay que advertir que en Inglaterra hoy hay también 
otros pequeños partidos regionales (Galés, Escocés, Unionistas del 
Ulster), que en la elección de 1974 llevaron 24 diputados al Par- 
lamento. 

En 1979 accedió al poder el partido conservador en un viraje 
del voto que permitió una mayoría de 339 diputados con 13.697.516 
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de votos frente a 268 diputados laboristas con 11.505.313 de votos, 
con la importante novedad de un leader femenino que ha pasado 
a ser premier. 


5. LOS GRUPOS DE INTERES Y PRESION 


Las asociaciones o grupos políticos (grupos de interés o de 
presión) tienen también hoy una gran importancia y realizan en 
cierta manera una representación funcional. La tradición británica 
de estos grupos puede remontarse a la comisión para la abolición 
del comercio de esclavos de 1807 y a la liga contra las leyes del 
trigo que actuó a mediados del siglo x1x, al margen de los canales 
de gobierno, pero presionándolos. 

El proceso ha adquirido, sin embargo, un ritmo sorprendente 
a lo largo del siglo actual. Así, por ejemplo, la Federación de 
Industrias británicas, fundada en 1916, sólo contaba en dicha 
fecha con una docena de empresas, y a mediados de siglo agrupa- 
ba a más de 7.500. Las Trade Unions o sindicatos a principios 
de siglo llevan al Congreso de las Trade Unions (T.U.C.) la repre- 
sentación de 184 uniones con un total de 1.250.000 miembros. 
En 1970, el total de afiliados que se hacen representar en el T.U.C. 
es de 10.002.202. Con razón ha podido escribir BEER que el proceso 
político británico contemporáneo no se apoya tanto en los indivi- 
duos, como en los grupos. Para BEER, los partidos piden sus votos 
a los grupos consumidores; los sindicatos de empresarios y obre- 
ros se entienden directamente con un Gobierno que en la medida 
en que controla la economía se ve obligado a negociar la coopera- 
ción de los grupos que representan los grandes intereses. Estos 
grupos proporcionan al Gobierno la información básica, negocian 
con él los programas, que hasta cierto punto requieren su aquiescen- 
cia para realizarse con éxito y, finalmente, con su aprobación legi- 
timan una política. 

FINER intentó un catálogo de estos grupos y registraba en los 
años cincuenta más de 1.300 asociaciones de fabricantes, 2.500 aso- 
ciaciones comerciales y un sinnúmero de grupos profesionales, 
eclesiásticos, de caridad, recreativos y, sobre todo, decía, de orga- 
nizaciones temporales, de promoción de un proyecto o una idea, 
cuyo número es incontable. Hoy los grupos más importantes son 
la Confederación de la Industria británica (C.B.I.), que une a unas 


- 12.000 empresas; los Sindicatos, que hoy aparecen ordenados 


(dentro de su variadísimo carácter) en 142 uniones con 10.000.000 
de afiliados; la Unión Cooperativa con un millar de sociedades; 
las asociaciones profesionales (médicos, maestros, funcionarios) ; 
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los llamados «grupos cívicos»; las asociaciones que protegen 
a una categoría social específica, como los ex combatientes o los 
pensionistas, y Otras sociedades recreativas y culturales que de- 
fienden intereses públicos o sociales. KIMBER y RICHARDSON dan 
una relación de varios centenares de organismos en que'están 
representados estos grupos. Hay además una patente relación con 
el Parlamento por la procedencia social de los parlamentarios. 
Un centenar de miembros del partido conservador proceten del 
mundo de los negocios, y en la misma forma un centenar largo 
(en 1970, 135) de los diputados del partido laborista son sindica- 
listas o han sido respaldados por los sindicatos. No hay que olvi- 
dar que los sindicatos fundaron con las cooperativas y la sociedad 
Fabiana este último partido, y que los miembros de las uniones 
están con frecuencia presentes en el Comité ejecutivo nacional 
del partido. El partido conservador más informalmente, pero no 
con menor eficacia, está vinculado a la Confederación de indus- 
trias, las Cámaras de Comercio y Asociaciones de banqueros. Nin- 
gún ministro ni Gabinete dejará de establecer un contacto previo 
con los grupos interesados en una medida política para conseguir 
su consentimiento y cooperación. Según BEER, los propios miem- 
bros del Parlamento y el público creen que los grupos organizados 
tienen «un derecho» a conocer y participar en las deliberaciones 
que programan la política en aquellos campos que les afectan o 
les interesan. 


a y 


7. El «rule of law», el régimen de libertades públicas 
y el orden social 


Así como la flexible plasticidad de la relación entre Corona y 


| Parlamento está definida por el principio de la soberanía de éste, 
tan peculiarmente interpretado por la práctica del gobierno parla- 


mentario, el otro principio tradicional del régimen inglés, el rule 
of law, determina la también peculiar situación del súbdito de la 
Corona británica bajo la acción tutelar de sus jueces, que han 
definido, desenvuelto y modelado el régimen de libertades públicas. 


1. LA FUNCION DEL JUEZ 


La doctrina de la división de poderes con que Montesquieu in- 
terpretó el régimen inglés puede considerarse como válida en esta 
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acción independiente y protectora del juez. Sin embargo, tampoco 
sería correcto hablar de un poder judicial británico. Es cierto que 
los tribunales ingleses definen y consolidan derecho objetivo a 
través de la fijación de precedentes (case of law), que son ellos 
quienes han desenvuelto y conservado el tesoro del common law, 
que aparecen como definidores y protectores de las libertades del 
súbdito de la Corona, que tienen ciertos poderes de fiscalización 
de la administración, que ante ellos comparecen por igual todos 
los súbditos, que su independencia está garantizada por la ley y 
respetada por las costumbres, y, sin embargo, ni por sus princi- 
pios ni por su organización puede considerarse la administración 
de justicia británica como un poder unitario e independiente. 
A ello se oponen las fórmulas tradicionales, que declaran la justi- 
cia administrada en nombre de la Corona y el acatamiento por los 
tribunales de la supremacía jurídica del Parlamento. Pero estos 
tribunales, además, como consecuencia de un complejo proceso 
de creación histórica, no ofrecen una fisonomía unitaria que los 
presente como un cuerpo único, sino que tienen, sobre todo en sus 
primeras y últimas instancias, un carácter singular, nacido al calor 
de un hecho o un privilegio histórico. Piénsese que el más alto tri- 
bunal es la Cámara de los Lores y que los más humildes tienen 
todavía el sabor feudal del señor que arbitra la justicia de sus 
vasallos. 

Prescindimos del estudio de esta organización judicial, que que- 
da al margen del Derecho constitucional, y vamos únicamente a 
atender a aquellos principios de la acción judicial por la que ésta 
se constituye en el óreano propio que define el ámbito de las liber- 
tades públicos, 'por aplicación del principio del rule of law. En 
cuatro principios puede cifrarse la naturaleza de esta función de 
la justicia inglesa : | 


a) Los tribunales ingleses reconocen la soberanía del Parla- 
mento para definir nuevo derecho o modificar O derogar el exis- 
tente. La jurisdicción inglesa no sólo respeta en forma escrupulosa 
este principio, sino que ha sido reconocido y hasta cierto punto 
establecido por sus propias declaraciones. No sólo el orden jurídi- 
co privado, regido por el common law y definido por los tribuna- 
les, sino los principios del orden social y de la libertad individual, 
modelados por los fallos judiciales, están sujetos en todo momen- 
to a una nueva definición estatutaria aprobada por el Parlamento 
y sancionada por la Corona. Como veremos, el fondo de muchos 
derechos públicos creados por la jurisprudencia ha sido perfilado 
ulteriormente por estatutos parlamentarios. 
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b) Los tribunales constituyen una sola jurisdicción ante la 
que se equiparan todos los ingleses. Este principio de igualdad 
ante la ley y el juez ha sufrido como indicábamos en los últimos 
cincuenta años una profunda transformación. Al crecimiento de 
un prolífero estatuto administrativo ha acompañado paralelamente 
el reconocimiento de responsabilidades directas de la administra- 
ción (por ejemplo, en el Ministerio de Transportes) y la institución 
de jurisdicciones especiales administrativas. Los jueces, a su vez, 
han asumido funciones de revisión de resoluciones administrativas 
(por vía de apelación), o bien, de acuerdo con su función de exigir 
el cumplimiento del derecho, dirigen mandamientos a la adminis- 
tración para que no rebase sus poderes o cumpla sus deberes esta- 
tutarios. Debe, en cambio, interpretarse como un reforzamiento de 
este principio la responsabilidad de la Corona establecida por el 
Crown proceeding Act en 1947, a que hemos hecho referencia. 

c) El juez es independiente. Esta jurisdicción es indepen- 
diente de la Corona. La actuación del juez no es controlada por 
la Corona; en los procedimientos civiles le está enteramente veda- 
do intervenir; en los criminales tiene sólo el derecho de gracia 
O la facultad de suspender una persecución. Esta independencia 
significa también que el juez es inamovible, teniendo el derecho a 
desempeñar su puesto mientras observe buena conducta; para su 
deposición es precisa una propuesta conjunta de ambas Cámaras 
del Parlamento. Además el juez es irresponsable, no pudiendo 
ser demandado por sus opiniones, actos ni resoluciones en el ejer- 


cicio de su función. 


d) La actuación del juez es pública, y en sus resoluciones 
participan elementos no profesionales (jurado). Ambos caracteres, 
servidos por el profundo respeto a la administración de justicia 
del pueblo británico, dan a ésta un matiz específico de carácter 


- político, que no admite fácil trasplante a ningún otro pueblo. En 


el fondo significan que la justicia, definidora de los derechos fun- 
damentales en el orden privado y público, está sujeta a la acción 


- de la opinión pública, no sólo por la publicidad que posibilita lo 


que un inglés llamaría el criticism, sino porque los jurados equi- 
libran los fallos judiciales y hasta los preceptos legales con el 
juicio de la opinión. Fundamental importancia tiene esta acción del 
jurado en el ámbito de las libertades públicas; Dicey ha podido 
definir los límites de la libertad de expresión del pensamiento 
diciendo que es lícita la expresión de aquello que doce jurados es- 
timan que está permitido. 
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2. NATURALEZA DEL REGIMEN DE LIBERTADES PUBLICAS 


Bajo la protección del juez inglés crecen las libertades públicas 
del súbdito de la Corona, y en ningún aspecto es tan hiriente esa 
paradoja entre apariencia y realidad que caracteriza el Derecho 
constitucional inglés. Siendo Inglaterra para la mentalidad eu- 
ropea el país clásico de la libertad, no hallamos en su Constitución 
ninguno de los caracteres externos que definen el régimen liberal 
en las constituciones continentales. Es más, quien rebusque los 
textos del Derecho escrito inglés apenas hallará algún tímido ras- 
tro de esa admirada libertad, y quien hojee las páginas de un 
manual o un tratado de Derecho constitucional británico quedará 
sorprendido por el corto espacio que se dedica a lo que él cree 
rasgo dominante de la Constitución inglesa, o la parca enumera- 
ción de derechos públicos que habitualmente se considera en ellos. 
En realidad, esto es sólo pura apariencia, y quizá ningún país como 
la Inglaterra de fines del siglo x1x ha encarnado tan puramente la 
esencia del régimen liberal. La razón de este silencio es quizá la 
mejor prueba de solidez de esas instituciones; sólo se propugna 
lo que es preciso impulsar porque no existe, o sólo se defiende 
aquello que corre un peligro real. Es curioso advertir que el dere- 
cho de asociación empezó a ser considerado por la doctrina in- 
glesa cuando el Trade Union Act estableció algunas tímidas limi- 
taciones de ese derecho. : 

Pero este silencio tiene aún más profundo significado. Estas 
instituciones están tan en la base de la Constitución inglesa que 
se sobrentienden; han sido en tal forma el fundamento de su 
vida pública, que no precisan ser recordadas en un texto escrito, 
ni ser defendidas en una declaración formal. Es más, cuando las 
hallamos mentadas en un estatuto es precisamente para negarlas 
O limitarlas. No era el derecho de propiedad quien precisaba de 
esa garantía de una delimitación legal, sino los casos en que por 
excepción se podía ser privado de ese derecho; no es la libertad 
de asociación la que necesita ser defendida formalmente por el 
derecho, sino sus limitaciones; no es la libertad personal la que 
ha de ser prescrita jurídicamente, sino las circunstancias en que 
ese derecho básico pierde su vigencia. Del mismo derecho de ex- 
presión del pensamiento sabemos en el Derecho inglés negativa- 
mente, por la delimitación de los casos en que por abuso cons- 


tituye un delito. 


a) No existe en Inglaterra una declaración de derechos como 
texto articulado en que se enumeren las libertades fundamentales 
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y sus garantías. Aunque, como sabemos, por la historia de la Cons- 


titución inglesa, algunos de estos derechos se encuentra procla- 
mado en los más solemnes y venerables documentos, esto consti- 
tuye más bien la excepción, y sobre todo falta. la articulación 
sistemática y el desarrollo de aquellos principios. : 

b) Ninguno de estos derechos tiene, por consiguiente, el ca- 
rácter de un derecho fundamental en sentido técnico formal. No 
son parte de una Constitución escrita y rígida, cuya revisión esté 
sujeta a un régimen especial, ni aparecen como una superlegali- 
dad que haya de respetar la legislación ordinaria; por el contra- 
rio, en cualquier momento pueden ser modificados por el derecho 
estatutario del Parlamento. 

c) Existen en virtud del principio, dice Dicey, de que es lícito 
lo que no está prohibido, o de que sólo es ilegal, aclara JENNINGS, 
lo que está expresamente definido como ilegal. De aquí esta para- 
dójica consecuencia de que estos derechos sólo se mencionen en 
el derecho escrito cuantas veces se establece un límite o una ex- 
cepción a su ejercicio. Realmente, ésta es la mejor expresión de 
un régimen fundado en la libertad. 

d) En su significación más profunda estos derechos se con- 
sideran como un sobrentendido que constituye lo primario, se- 
gún la concepción típica del régimen liberal, cuyo ámbito sólo 
se restringe allí donde se opone.una prohibición o una limitación 
expresa de la ley. Es más, siendo cierto que el régimen inglés se 
desvía hoy de su concepción liberal hacia una intervención esta- 
tal amplia, «e incluso una socialización, la técnica jurídica con 
que se realiza esta evolución se acomoda a este principio, regu- 
lándose las nuevas instituciones como limitaciones excepcionales 
de derechos básicos. 

e) Estos derechos, por último, en su contenido positivo y has- 
ta en las condiciones de su ejercicio lícito han sido en gran parte 
modelados por el juez inglés y están garantizados por su inter- 
vención. El principio del rule of law es en cierto sentido el orien- 
tador de esta actividad judicial, que suma el contenido de esos 
derechos al principio de la igualdad legal y procesal de todos los 
súbditos de la Corona. 


3. LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DEL SUBDITO DE LA CORONA 
Dentro de este ámbito indeterminado de licitud de lo no prohi- 


bido expresamente por la ley o el juez, cabe comprender moda- 
lidades muy diversas de la libertad personal. De acuerdo con la 
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tradición de los mismos constitucionalistas ingleses, vamos a alu- 
dir brevemente a cinco concreciones de ese principio, que desta- 
can los rasgos más específicos de la vida pública y la constitución 
social británica, que al mismo tiempo han repercutido en la na- 
turaleza de su gobierno. 


a) La inviolabilidad del derecho de propiedad ha sido uno de 
los principios que se han reflejado con más relevancia en los tex- 
tos escritos y que con más sugestiva reiteración se manifiesta en el 
origen histórico de las instituciones de gobierno. El principio que 
exige la aprobación del Parlamento, y en último término, del con- 
tribuyente, representado en él, para la licitud del impuesto, ha 
sido una de las palancas del régimen constitucional inglés, que 
en la declaración de Derechos de 1689 tuvo, incluso, una consa- 
eración formal. Como consecuencia de este principio, la franqui- 
cia electoral ha estado graduada por la capacidad contributiva, 
- hecho de que aún queda rastro en el actual régimen electoral; el 

Parlamento ha podido defender con su apoyo su existencia y sus 
derechos, y aún hoy día se basa únicamente en este principio, uni- 
do a la validez anual del presupuesto, la necesidad de su reunión 
periódica; en suma, la misma revolución de las colonias ameri- 
Canas frente a la metrópoli tuvo por pretexto y fundamento esta 
herencia del espíritu anglosajón. El common law regula las con- 
diciones y efectos civiles de la propiedad, y al derecho público 
corresponde únicamente reconocer su existencia y delimitar con 
carácter excepcional los casos en que se puede ser privado de 
todo O parte de esa propiedad. Estos son dos: el impuesto, condi- 
cionado por el consentimiento, hasta el punto de que el juez no 
vacilará en declarar ilegal el cobro de un tributo no autorizado 
constitucionalmente; y la expropiación forzosa (compulsory ad- 
quisition), que sólo es lícita previa la oportuna compensación y 
en virtud de autorización establecida por un estatuto parlamen- 
tario. El desenvolvimiento en los últimos cincuenta años de la 
acción administrativa ha hecho cada vez más numerosos los casos 
de esta expropiación, bien autorizada para fines generales, bien 
para satisfacer intereses de corporaciones locales; y las leyes la- 
boristas (1947-1948), que nacionalizaron la banca nacional, las mi- 
nas, los transportes y la industria del acero han determinado una 
excepción calificada al principio de propiedad. Por otra parte, la 
acción administrativa, bajo el signo del servicio público o en ac- 
tividades protectoras de policía, se interfiere en el derecho del 
propietario estableciendo una creciente red de limitaciones (apro- 
bación de los proyectos de edificación, necesidad de licencias para 
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el uso de instrumentos o bienes de naturaleza especial, limitacio- 
nes de la libertád contractual, etc.), que la planificación económi- 
ca ha llevado a su último límite. 

b) La libertad o seguridad personal cuenta también con una 
antigua tradición en la historia inglesa y con una solemne presen- 
cia en los textos constitucionales que se eleva a la misma. Carta 
Magna de Juan Sin Tierra (art. 39). No puede decirse, sin embar- 
go, que exista una proclamación formal de un derecho del súb- 
dito de la Corona británica a su libertad personal; también en 
este caso nos hallamos ante un principio básico, sobrentendido 
y teóricamente ilimitado, salvo las limitaciones que son objeto 
de una definición expresa. Cinco casos de esta limitación, no todos 
del mismo valor ni autoridad, pueden contarse actualmente en el 
Derecho británico: 


1.2 El arresto o detención por una acusación criminal, sin 
perjuicio del derecho del acusado, que examinaremos inmediata- 
mente. | 

2.2 El cumplimiento de pena de prisión por sentencia conse- 
cutiva a la convicción en juicio ordinario. 

3.2 La prisión por deudas civiles, tradicional en el Derecho 
inglés, y hoy limitada al caso en que el deudor solvente se niegue 
a satisfacer el crédito por el que se le ha condenado con despre- 
cio de la autoridad del Tribunal. 

4. La reclusión por locura o deficiencia mental, de acuerdo 
con los requisitos necesarios para la constatación del hecho. 

5, El ejercicio de la patria potestad sobre el menor. 


Un caso excepcional que requiere permisión expresa de la ley 
para los casos previstos son las llamadas autorizaciones de pes- 


. quisa (Search. warrants), concedidas ordinariamente para la re- 


presión del tráfico o producción de sustancias explosivas, la falsi- 


. ficación de moneda, la impresión de libelos obscenos, etc. 


Característica esencial del régimen de libertad personal inglés 
es que su protección está confiada al juez. Toda detención, salvo 
casos muy excepcionales (flagrante delito), ha de estar ordenada 
por un mandamiento judicial fundado en alguno de los casos an- 
teriormente señalados; la detención en que no concurra este re- 
quisito justifica la defensa personal (que De LormkE llegaba a de- 
finir como un derecho de resistencia) y funda la querella por 
agresión o detención ilegítima. Pero aún en el caso en que una 
detención haya sido ordenada judicialmente, conoce el Derecho 
inglés un recurso específico, aplicable además a cualquier otra si.- 
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tuación de detención administrativa, el famoso habeas corpus, al 
que ya nos hemos referido al estudiar la historia de las institu- 
ciones inglesas. Sin entrar en el detalle de esta peculiar institu- ci 
ción, su contenido esencial estriba en un recurso que cualquiera sl al 
puede entablar ante cualquier juez y en un mandato del juez re- IPR 
querido a la autoridad que ha realizado una detención para que ¡y 
se presente al detenido ante el tribunal y se juzguen las inculpa- ? OA 
ciones que la motivaron; su efecto es doble: si el detenido es ci 
inocente, es una vía rápida y segura para obtener su libertad, y as 
si es culpable, para conseguir un juicio inmediato y garantizado. MCN 
Los sucesivos retoques del habeas corpus, desde 1640 hasta nues- | 
tros días, prevén todas las posibilidades de evasión a este recurso 
y lo regulan como la vía más segura para garantizar la libertad 
del súbdito de la Corona británica. 

c) Un grupo diverso de libertades, cuya finalidad ha sido gra- 
dualmente comprendida y delimitada por la jurisprudencia y la 
legislación inglesa, es el de aquellas orientadas a la formación y 
dirección de la opinión pública. Tradicionalmente consideran como 
tales los constitucionalistas ingleses dos de estos derechos: la li- 
bertad de discusión o de libre expresión del pensamiento y el de- 
recho de reunión pública (meeting). Es curioso advertir que tam- 
bién estos derechos carecen de una declaración formal, y han 
de considerarse como derechos sobrentendidos y expansivos, cuyo 
contenido ha de construirse a través de las limitaciones y prohi- ado 
biciones con que la ley y la jurisprudencia los definen negativa- sl 
mente; es más, técnicamente su fuente hay que buscarla, para el A 
primero, en la supresión de las licencias de impresión a fines del a 
siglo xvi, supresión fundada únicamente en las molestias y gas- Mi 
tos que la censura ocasionaba a los impresores; y en cuanto al 
segundo, el conocido derecho de meeting, que ha exportado su EN 
nombre a todas. las lenguas, no existe como tal derecho en Ingla- da 
terra, sino que únicamente es consecuencia de la suma de los nd 
derechos de los componentes de una reunión a circular y a esta- a 
cionarse y a manifestar su pensamiento o su opinión. de , 

La libertad de discusión o el derecho de expresión del pensa- de 
miento, que de ser un privilegio del Parlamento ha pasado a ser eos 
un derecho de todo súbdito de la Corona, marcando una vez más Ea 
la coherencia de las instituciones británicas, ofrece en Inglaterra DE 
una serie de curiosas características. En primer lugar, no signi- el 
fica una licencia ilimitada e irresponsable; por el contrario, quizá | on 
en pocos países se halle la expresión oral y escrita cercada de e 
un índice más estrecho de temas vedados. Su trazo esencial con- OS 
siste en que no constituye un sistema preventivo (de censura pre- ] A 








































































































154 - DERECHO CONSTITUCIONAL COMPARADO 


via), sino represivo, de responsabilidad post facto dilucidada ante 
los tribunales; a ello hay que sumar, para completar su fisono- 
mía, la intervención del jurado, que da sentido a la apreciación 
de DiceY cuando define este derecho como la libertad de expresar 
lo que los doce miembros del jurado estiman que es lícito. Con 
independencia de esta flexibilidad de su sanción, una serie de leyes 
originadas en los primeros años del siglo xrx, como reacción al 
espíritu de la revolución francesa ; estrechan con un cerco de figu- 
ras delictivas esta libertad de discusión. La difamación; oral y 
escrita (slander y libel), la obscenidad, la blasfemia, la sedición 
y la traición son los cinco tipos generales de delito que guardan 
el decoro en el ejercicio de este derecho. La sedición y blasfemia 
no han sido sancionadas por los tribunales británicos, por razo- 
nes de tolerancia política y religiosa, desde principios del siglo xrx, 
pero a través de vías indirectas y bajo el criterio de esa misma 
tolerancia (ataques a la moral, a la paz pública, etc.) se reprimen 
con más lenidad, ciertamente, las infracciones de este carácter. 
E incluso la ley de publicaciones obscenas de 1959 suaviza el rigor 
de la legislación precedente, excluyendo de la represión aquellos 
hechos que justifiquen un interés científico, literario, artístico o 
docente. JeENNINGS ha podido decir que la libertad apenas existe 
en Inglaterra desde el punto de vista legal y que si aún queda 
un margen de ella es porque el Gobierno no usa los instrumentos 
que posee para reprimirla. Si se tiene en cuenta que el derecho 
de discusión no es un derecho fundamental, en su valor técnico 
formal, y puede, por consiguiente, ser reducido en su ámbito o 
suprimido totalmente por la adecuada legislación del Parlamento, 
se comprenderá hasta qué punto es cierta la anterior expresión, 
cuya efectividad se probó en los años de la pasada guerra con 
el establecimiento de la censura previa, la supresión de periódi- 


. COS y hasta la detención de súbditos de la Corona en campos de 


concentración, sin mandato judicial ni opción al habeas corpus. 


Ñ Por último, debe advertirse que en Inglaterra no existe un régi- 


men especial de prensa y que el privilegio de la inmunidad par- 
lamentaria no alcanza a la publicación de los discursos pronun- 
ciados en el Parlamento, ni la inmunidad judicial a las referencias 
que se publiquen de la actuación de los tribunales, siempre que 
en uno y otro caso se aprecie una intención maliciosa de difa- 
mación. | 

dad) El derecho de meeting o reunión pública, con independen- 
cia de las reglamentaciones administrativas sobre circulación y 
estacionamiento, ha sido delimitado y protegido por la jurispru- 
dencia mediante la fijación de los conceptos de «asamblea o re- 
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unión ilegal» y «ruptura o perturbación de la paz», que determinan 
el momento en que constituye un acto ilícito y faculta a la autori- 
dad de policía para proceder a su disolución. Una reunión no es 
ilegal porque lo sea su objeto; cuando éste es definidamente la 
realización de un delito, entonces nos hallamos ante una figura 
distinta, la conspiración; la ilegalidad de una asamblea deriva del 
temor fundado, aunque su objeto sea lícito, de que pueda motivar 
una perturbación o violación de la paz pública. Figura distinta 
constituye el delito de motín, que previa la proclamación de motín 
puede ser disuelto por la fuerza que se estime necesaria, aunque 
se produzcan muertes o heridas; entre la proclamación de motín 
y el empleo de la fuerza ha de transcurrir el plazo de una hora; 
la resistencia a la autoridad en este caso constituye un delito más 
grave y de diversa naturaleza. En 1936 el Public Order Act esta- 
bleció algunas limitaciones concediendo poderes a la autoridad 
para regular o limitar los desfiles y manifestaciones. 

e) Por último, el derecho de asociación, básico en la vida in- 
elesa, animador de múltiples instituciones sociales, fundamento de 
la vida legal de los partidos políticos, soporte de las asociaciones 
sindicales que tan amplio y trascendente desarrollo han alcanza- 
do hoy en la política británica (desde 1900 a 1961 el número de 
obreros sindicados ha pasado de dos millones a cerca de diez), 
quizá por ésta su mayor importancia, es desconocido por el Dere- 
cho público estatutario y regulado por el common law. En 1871 
y 1975 se reconoció su derecho corporativo y se aceptó la legitimi- 
dad de la presión ejercida en una negociación (picketing). Algunas 
limitaciones establecidas con referencia a las asociaciones sindica- 
les (Combination Act, 1799, 1800; Trade Union Act, 1825; Trade 
Union Act, 1928), con referencia al uso de sus fondos para respal- 
dar la elección de los miembros del partido laborista o declarar 
fuera de la ley la huelga general, han tenido sólo un valor tempo- 
ral y hoy están derogadas (Trade Unions and Trade Disputes Act, 
1964). Inglaterra, pasado el primer cuarto del siglo xrx, fue el úni- 
co país europeo que respetó el derecho de asociación obrera re- 
nunciando a su regulación. Quizá en ninguna otra institución es 
tan patente esta paradoja de la Constitución británica. 

Hay que hacer notar, finalmente, que como consecuencia de 
la primera guerra europea se dictó la legislación adecuada para 
el ejercicio de facultades excepcionales por el Gabinete en cir- 
cunstancias extraordinarias, que fueron revisadas y actualizadas 
en la segunda guerra mundial (Emergency Power Act, 1940; sus- 
tituido por el bill Supplies and Services Act, 1945). La técnica de 
este régimen es análoga al llamado estado de excepción o guerra 
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previsto en el Derecho constitucional del continente. La innovación 
fundamental que esta legislación supuso en el Derecho británico 
fue la previsión normal de un régimen de excepción, que anterior- 
mente era ordenado en cada caso singular por el Parlamento. La 
declaración del estado de excepción se hace por el Gabinete, de- 
biendo ser ratificada por el Parlamento en un breve plazó. Los 
límites de estos poderes extraordinarios son el establecimiento del 
servicio militar, la suspensión del derecho de huelga y la. altera- 
ción de los procedimientos judiciales, comprendido el habeas cor- 
pus, que requieren en todo caso una aprobación especial del Par- 
lamento. 
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LA MONARQUIA PARLAMENTARIA EN EUROPA 


(Bélgica, Holanda, Luxemburgo, Dinamarca y los Países Escandivanos) 


La monarquía parlamentaria británica ha constituido un ver- 
dadero modelo que se ha expandido por Europa a lo largo del si- 
elo xix. La misma monarquía francesa de la restauración, como 
la monarquía española —sobre todo a partir de 1876— y la ita- 
liana, se propusieron el modelo británico como un ideal político. 
Junto a estas formas históricas de los países latinos que han te- 
nido un azar muy vario, otros países europeos han mantenido 
con mejor fortuna la institución de la monarquía. En un proceso 
análogo al británico se ha constituido en ellas un parlamento y 
un gabinete, que se apoyan, a su vez, en una amplia representa- 
ción democrática. El juego clásico de la monarquía inglesa entre 
Corona, Parlamento y Gabinete se reproduce en sus trazos esen- 
ciales, pero con peculiaridades propias de una diversa evolución 
histórica. El fenómeno se registra con una notable madurez ins- 
titucional en las monarquías del centro y del norte de Europa: 
Bélgica y Holanda, Suecia, Noruega y Dinamarca; a las que se 
pueden agregar el Ducado de Luxemburgo y hasta 1974 la monar- 
quía griega. Vamos a examinar las peculiaridades más importantes 
de este grupo de países europeos. 


l. FUENTES CONSTITUCIONALES 


Hay en todos ellos una primera aparente discrepancia con el 
régimen británico. Desde el punto de vista constitucional son paí- 
ses de derecho escrito con un texto constitucional que ha sido ob- 
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jeto de una promulgación formal y cuya reforma está prevista 
mediante un proceso especial que define una superlegalidad. 

En Bélgica rige la Constitución de 1831, aprobada y promul- 
gada al separarse este país de Holanda, con las modificaciones de 
7 de septiembre de 1893, 9 de mayo de 1919 y 1972. | 

En Holanda rige la Constitución de 1848, revisada en 1922, 
1938, 1948, 1953, 1956 y 1963. 

En Suecia la Constitución de 6 de junio de 1809 fle com- 
pletada con el Acta de Sucesión de 26 de noviembre de 1810, el 
Acta de libertad de Prensa de 1812 modificada y sustituida por el 
Acta de 1949 y la Ley orgánica del Parlamento de 22 de junio 
de 1866. En 1971 ha entrado en vigor una nueva Constitución. 

En Noruega la Constitución de 17 de mayo de 1814 fue mo- 


-dificada o completada por el referéndum de 13 de noviembre de 


1905, por el que Noruega se separa de su unión con la Corona 
sueca y adopta la forma monárquica. 

En Dinamarca, la Constitución 1849, que establecía la monar- 
quía constitucional, con dos Cámaras, ha sido reformada y está 
actualizada hoy, en los textos de 1953 y 1958 y la ley electoral 
de 1961. — . 

En el Ducado de Luxemburgo, la Constitución de 1841, refor- 
mada en 1848 y 1856, fue sustituida por el texto de 1868, revisado 
a su vez en 1919, 1948 y 1956. 

En Grecia, la Constitución de 1864 (cuyo antecedente es el texto 
de 1833) fue revisada en 1911, en 1935 y en 1952 (salvo el interreg- 
no republicano 1927-1933). En 1968 se aprobó un nuevo texto cons- 
titucional. Y en 1974, la Constitución republicana hoy vigente con 
un plebiscito que derrocó la Monarquía. 

Decíamos que esta vigencia de textos constitucionales forma- 
les era una primera discrepancia con el régimen británico. Pero 
realmente en la mayoría de los casos se trata de una aparente 
divergencia, porque los principios esenciales del régimen de la 
monarquía parlamentaria y democrática han sido en casi todos 
estos países obra de una acomodación histórica pragmática, de 
carácter consuetudinario, o son consecuencia de leyes complemen- 
tarias o de revisiones que han sancionado esta transformación. 
Como en la Gran Bretaña, en estos países el régimen parlamenta- 
rio de gabinete ha sido la consecuencia de un proceso de acomo- 
dación histórica entre dos poderes, Corona y Parlamento, engrana- 
dos a través del gabinete; y como en la Gran Bretaña, el proceso 
ha estado en función de la democratización progresiva de la base 
electoral del órgano representativo. Las consecuencias no han sido 
siempre las mismas y, como veremos, el régimen de la monarquía 
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continental tiene un valor propio frente al régimen británico. Pero 
el hecho digno de señalar es cómo el régimen parlamentario ha 
nacido en todos estos países como una institución consuetudina- 
ria, aunque después pueda haberse racionalizado en preceptos ju- 
rídicos formales mediante reformas sucesivas de la Constitución 
(así, por ejemplo, en Dinamarca, art. 15 de la Constitución de 1953; 
en Grecia, arts. 29, 30, 37, 38, 58 y 78 de la Constitución de 1952). 


2. ORGANIZACION DE PODERES 


En todos esos órdenes constitucionales hay una organización 
en cierta manera paralela de los poderes públicos: la Corona está 
asistida de un consejo de ministros y un parlamento que normal- 
mente se articula en dos cámaras (salvo en Dinamarca y hoy en 
Suecia y hasta cierto punto en Noruega). 

La Corona está representada en primer lugar por el monarca, 
que goza en líneas generales de poderes más amplios que el mo- 
narca británico. No es un mero espectador que legalice con su 
firma la actuación política, sino que hasta cierto punto participa 
con su mediación y su experiencia. La estabilidad de casi todos 
estos regímenes y la longevidad de sus monarcas hace que el rey 
(o reina) se conviertan en un «técnico» de la política, aconsejando 
a sus ministros con una autoridad que está reforzada por la ex- 
periencia. El rey, a diferencia de la Gran Bretaña, preside las 
reuniones del consejo de ministros, lo que no excluye que se ce- 


lebren reuniones del gabinete sin su presencia (así en Dinamarca, 


Suecia y Noruega). En la monarquía belga, la intervención del rey 
ha tenido un carácter preeminente, hasta la llamada crisis real, 
posterior a la última guerra europea, en que el monarca ha visto 
- reducidas las competencias que incluso se le atribuían por gran 
parte de la doctrina, fijándose sus facultades por el informe de 
una comisión (1949) que ha establecido la incapacidad del rey para 
obrar sin la asistencia de sus ministros en todos aquellos casos 
que puedan tener un efecto político directo o indirecto. En todo 
caso se le atribuye una misión moderadora y conciliadora que 
debe ejercer mediante la persuasión. En la Monarquía sueca los 
poderes del rey han sido limitados en la última reforma, hasta 
tal punto, que ya no designa al primer ministro. 

- El gabinete o consejo de ministros no tiene tampoco una uni- 
dad tan definida como en la Gran Bretaña. La aparición de la fi- 
gura de un primer ministro ha sido lenta y vacilante, sobre todo 
en Holanda, y en todo caso posee menos autoridad y poder que el 
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premier británico. En Holanda y Dinamarca, el rey designa un 
formador del gabinete que puede no presidirlo, ni incluso formar 
parte de él; en Bélgica es muy reciente la figura del primer minis- 
tro, que preside, de hecho, aunque no de derecho, las reuniones del 
gabinete y los ministros responden individualmente de su gestión. 
En Dinamarca la Constitución regula el voto de censura contra 
un ministro, o contra el primer ministro, en cuyo caso, éste puede 
presentar la dimisión del Gobierno o convocar nuevas elecciones. 
En Noruega, el puesto de ministro es incompatible con el mandato 
parlamentario, dando paso a un suplente. 

Todos estos países aceptaron el sistema bicameral, miodifica- 
do hoy en Noruega, Dinamarca y Suecia. En Noruega, no obstan- 
te, una vez elegida la cámara (Storting), un cuarto (38) de sus 
miembros se constituye separadamente en una especie de segunda 
cámara independiente /Lagting) y los restantes miembros funcio- 
nan como una primera cámara (Odelsting) (112). Este sistema no- 
ruego constituye un tipo casi único (como el aplicado en Irlan- 
da). La cámara funciona en pleno (Storting), para lo que se 
denominan resoluciones plenarias ' que afectan al presupuesto, 
acuerdos financieros, organización de servicios públicos y asuntos 
provinciales. Las normas jurídicas que afectan a los derechos de 
ls ciudadanos son deliberadas por las dos cámaras (Odelsting y 
Lagting). En Dinamarca, la Constitución de 1953 constituyó un 
sistema unicameral estricto / Folketing )J) que se compensa en parte 
con la posibilidad de que los proyectos sean objeto de tres debates 
y protegiendo los derechos de las minorías con la apelación al re- 
feréndum que puede reclamar un tercio de los diputados. 

En Bélgica, la primera cámara (Cámara de representantes) se 
elige por sufragio universal, y la segunda cámara (Senado) se de- 
signa por terceras partes por un sufragio basado en cifras de po- 

- blación, por elección de los consejos provinciales y por el propio 

. Senado por cooptación, entre categorías que dan al Senado el 
Carácter de una representación de intereses. Los miembros de 
.ambas cámaras constituyen a su vez los Consejos de las comuni- 
dades culturales, agrupándose por lenguas o culturas al efecto de 
aprobar Decretos que tienen el valor de leyes regionales. En Ho- 
landa, el órgano representativo (Estados generales), que puede 
funcionar en ciertos casos como una asamblea única, se divide 
en Cámara de diputados, elegidos por sufragio universal, y Sena- 
do, elegido por los Estados provinciales, en elección de segundo 
grado. El Senado no tiene derecho de iniciativa ni poderes de 
enmienda. 

En Suecia las dos cámaras habían devenido idénticas en natu- 
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raleza y poderes, aunque la segunda cámara era elegida por los 
consejos generales y provinciales. Una reforma que ha entrado en 
vigor en 1971 establece una sola cámara que se renueva cada tres 
años. Son instituciones originales de la Constitución sueca los dos 


- procuradores, civil y militar (Ombudsman), encargados de velar 


el cumplimiento de las leyes por los funcionarios y jueces (institu- 
ción que ha repetido la Constitución danesa de 1953 y que se ha 
incorporado al Derecho británico, finlandés e incluso francés), así 
como doce controladores o interventores para inspeccionar el pre- 
supuesto y la banca central y su gestión y administración. La ape- 
lación al referéndum decidida por acuerdo del parlamento y del 
gobierno es otra característica digna de ser notada. 

Las segundas cámaras de todos estos países, a diferencia de la 


Cámara de los Lores, se basan en diversas modalidades del sufra- 


gio universal. Por otra parte, su composición, tanto desde el punto 
de vista de los partidos como de las características personales de 
sus miembros, viene a ser idéntica y, en casi todos los países, con 
excepción de Bélgica, la segunda cámara repite a la primera. 

La justicia, por último, está claramente discernida como una 
función Oo un poder independiente, definido como tal en un texto 
constitucional, que racionaliza esta función. 


3. EL REGIMEN PARLAMENTARIO NEGATIVO 


Como advertíamos, un carácter común de todas estas consti.- 
tuciones era la aceptación del régimen parlamentario con su 
clásica relación entre rey, gabinete o consejo de ministros y par- 
lamento. Es curioso advertir que en la mayoría de estas constitu- 
ciones, nacidas en fechas muy próximas a la revolución francesa, 


el principio de una rigurosa división de poderes es el que quedó 


impreso en la originaria redacción del texto constitucional. Pero 
en todas ellas, como en la constitución española de 1876 y en la 
albertina italiana de 1848, la división de poder cedió el paso como 
consecuencia de una acomodación pragmática de los poderes se- 
parados o divididos, a un régimen parlamentario de colaboración 
de poderes. Incluso las constituciones (Dinamarca) que hoy regu- 
lan el parlamentarismo en la misma letra de los preceptos consti- 
tucionales, se han limitado a fijar un estado de derecho consuetu- 
dinario; así, en Dinamarca, el artículo 15 de la Constitución de 
1953 fija una práctica existente desde 1901. 

Esta fijación consuetudinaria no tiene el mismo alcance en tér- 
minos generales que en el régimen británico, hasta tal punto que 
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se ha podido deslindar como un régimen parlamentario de tipo 
especial, al que R. FUSILIER propone llamar parlamentarismo. ne- 
gativo. Este parlamentarismo, con las excepciones que indicare- 
mos a continuación, se caracteriza por tres perfiles propios: i 
1.2 No existe en términos generales una votación de investi- 
dura (con la excepción de Bélgica en que el gobierno recaba la 
confianza inicial de la cámara). El gobierno no precisa de una vo- 
tación de confianza. La vinculación entre el gobierno y el parla- 
mento se funda en que no existe una desconfianza expresa de las 
cámaras. De aquí la posibilidad de existencia dé gobiernos minori- 
tarios que permanecen en el poder duraderamente hasta tanto 
que un conflicto con el parlamento constata de una manera for- 
mal la desconfianza de la cámara. 

2. Tácitamente un Gobierno se mantiene en el poder, iniclu- 
so sin una mayoría expresa de las cámaras, hasta tanto que es po- 
sible constituir otro gobierno. En la monarquía belga una decla- 
ración del rey Alberto fundada el cese del gobierno en una decisión 
de la Corona, cuando ésta interpreta que existe una discordancia 
entre gobierno y parlamento, que no afecta a detalles de la acción 
política o legislativa, sino a algún principio básico que puede fun- 
dar la constitución de un nuevo gobierno. 

3. La relación entre parlamento y gobierno no es tan íntima 
y definida como en el régimen británico. La figura de un primer 
ministro se ha constituido tardíamente y sin la autoridad del pre- 
mier británico; los miembros del gabinete no precisan ser parla- 
mentarios.. Íncluso en algunos países existe una incompatibilidad 
entre la función del ministro y el ejercicio del cargo representa- 
tivo. En Holanda, desde 1938, se prohíbe que los ministros sean 
parlamentarios. En Noruega, los ministros «técnicos» no proceden- 
tes del Parlamento constituyen una práctica habitual. 

Hay, sin duda, matices en la práctica parlamentaria de estos 
países. Así, el parlamentarismo noruego, con derecho de veto y 
sin derecho de disolución, con ministros extraparlamentarios, es 
más rígido; desde 1884 la práctica ha fijado la costumbre de que 
un gobierno no necesita una declaración expresa de confianza, 
pero debe cesar cuando se produce un voto de censura o no es 
aprobada una moción de confianza. En Bélgica, como hemos ad- 
vertido, existe una verdadera votación de investidura, pero en 
cambio, el valor de las votaciones adversas al gobierno era juzgado 
por el monarca, que exige una disención sobre un punto de polí- 
tica general. El régimen de Dinamarca, en que de hecho se dan 
frecuentemente gobiernos minoritarios, es muy análogo al norue- 
go. En Holanda, en cambio, el parlamentarismo está sellado por 
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la responsabilidad ante las dos cámaras, la existencia casi per- de 
manente de gobiernos de coalición y ministros extraparlamenta- e 
rios: las crisis, cuando se producen, son tan penosas que se ha ap 











dicho que una crisis en Holanda era más duradera que un gobier- TE 
no francés de la IV República. | MU 
En varios de estos países hay un pluralismo de partidos diverso s | ! m 

a 


del sistema británico de dos partidos. En Suecia cinco: conserva- E 
dor (Hógerpartiet), liberal (Folkpartiet), centro (Centrum), so- AN 
cialdemócrata y comunista. En Bélgica: tres nacionales y dos re- 0 
terminados por diferencias de lengua y cultura entre flamencos y Y 
walones. En Dinamarca cinco partidos-con una cierta tradición 
(conservadores, liberales, radicales, socialdemócratas y socialistas 
populares), se escinden hoy en diez. En Holanda, junto a los cua- 
tro partidos tradicionales (dos confesionales, liberal y socialista), 
aparecen hoy nuevos grupos políticos. 

Dentro de esta variedad, la relativa unidad de los principios 
que hemos señalado constituye el sistema parlamentario de las 
monarquías continentales europeas en una figura especial de ré- 
gimen parlamentario. Este parlamentarismo es un tipo interme- 
dio, entre el británico de ministros parlamentarios, que precisan 
prácticamente una investidura y están sujetos en todo momento 
a una votación de confianza O censura, y el parlamentarismo con- 
dicionado de las Constituciones francesa y alemana, que tienden 
a constatar la posibilidad de la formación de otro gobierno. Fu- 
silier ha llamado a este parlamentarismo, con expresión afortu- 
nada, parlamentarismo negativo, caracterizado por la posibilidad 
de formación normal de gobiernos minoritarios que subsisten en 
el poder hasta que una votación de censura constata su discon- 
formidad con el parlamento. No hay que olvidar que el pluriparti- 
dismo presiona sobre esta situación. LiJPHART ha propuesto para 
el régimen de estos países el nombre de democracias «consociocio- 
nales» o coligadas fundadas en cuatro principios: Una gran coali- 
ción; derecho de veto; proporcionalidad en los puestos de gobier- 
no y el servicio civil y autonomía de los segmentos culturales. 
Bajo este mismo concepto se incluirían Suiza y Austria. 
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4. EL REGIMEN DE LIBERTADES PUBLICAS 











El régimen de libertades públicas, recibido normalmente de las l E 
declaraciones francesas de derechos, aunque con influencias an- a 
elosajonas como el habeas corpus (Dinamarca), sigue las líneas y e 
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características generales con que se promulgaron en el Derecho 
del continente. 

Sin embargo, en los tres últimos lustros, sobre. .todo en el ám- 
bito de las libertades económicas, todos estos órdenes constitu- 
cionales han evolucionado aceptando, como contenido de la Cons- 
titución o en el nivel de la ley ordinaria, derechos sociales, 
principios de organización profesional y un amplio margen de in- 
tervención del Estado al servicio de un régimen de bienestar Social. 

Así, Bélgica, en 1948, ha reglamentado con amplitud el derecho 
de huelga y ha creado un Consejo central de la economía, conse- 
jos profesionales y consejos de empresa con participación de las 
organizaciones de jefes de empresa y trabajadores; las libertades 
económicas han sido restringidas al servicio de un régimen de 
bienestar y un amplio régimen de seguridad social fue estable- 
cido en 1944. En Holanda se ha establecido también un Consejo 
económico y social de carácter representativo (1950), consejos de 
empresa y una amplia legislación sobre autorización de empresas, 
monopolios y cartels y contratos colectivos. El Consejo econó- 
mico y social tiene sólo carácter consultivo, pero, de hecho, proce- 
den de su seno las normas de organización profesional. Un tercio 
corresponde a la representación obrera, otro tercio a las empre- 
sas y un último es designado por la Corona. En Suecia, las Orga- 
nizaciones nacionales de las empresas ($S. A. F. y R. L. F.), del tra- 
bajo y de los. consumidores influyen activamente en el gobierno y 
en los partidos. 
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VI 


LA CONSTITUCION DE LOS ESTADOS UNIDOS 
á DE NORTEAMERICA 


Si la Constitución inglesa ha sido el modelo de las institucio- 
nes parlamentarias europeas, la Constitución de los Estados Uni- 
dos ha ofrecido el patrón del constitucionalismo americano. Pero 
no nos interesa tanto por este hecho como por el engarce his- 
tórico que realiza al recibir a través de Blackstone y Locke una 
imagen de las instituciones británicas y devolverla a Europa con- 
densada en principios y fórmulas, fundidos en el espíritu del si- 
elo xvii y de las tradiciones coloniales. Por mucho que quiera 
discutirse y escatimarse esta influencia histórica siempre será in- 
negable el reflejo en la evolución constitucional europea de estos 
cuatro principios: la idea de un Derecho constitucional escrito 
contenido en un código sistemático, como plan de una organiza- 
ción del Estado, que se protege con la garantía de una super- 
legalidad; la forma de gobierno republicano, que por vez primera 
se establecía como régimen de un país extenso, mostrando la via- 
bilidad de un gobierno popular en contraste con la tradición mo- 
nárquica europea; el federalismo como vínculo de varios pueblos 
en una entidad superior; y las declaraciones de derechos y la idea 
democrática de igualdad. 

Estos principios, a diferencia del otro gran principio que pre- 
sidió la fundación constitucional americana, el de división de po- 
deres, no fueron tanto consecuencias de premisas teóricas, como 
obra de tradiciones coloniales y de las específicas circunstancias 
en que se desenvolvió la independencia de América. Por eso, aun- 
que la historia del orden constitucional norteamericano no pueda 
parangonarse en interés con la del orden constitucional inglés, por 
las distintas características formales de ambas constituciones (De- 
recho escrito y Derecho consuetudinario, constitución rígida y fle- 
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xible, revolucionaria e histórica, codificada y no codificada), que 
casi las oponen en un contraste absoluto, ni por la reciente data 
de origen de la Unión americana, sí nos interesa para comprender 
la razón histórica de la fisonomía específica de aquel orden. ; 


1. Origen histórico de la Constitución americana ' 


I. Período colonial.—Al alborear el siglo xvir, quebrantado el 
poderío marítimo español, los marinos británicos, con el estilo pe- 
culiar de las colonizaciones anglosajonas, se aventuran en la em- 
presa comercial que se abría en la otra orilla del Atlántico, aún 
virgen de las galeras hispánicas o portuguesas. Virginia, así llama- 
da en honor de Isabel, la Reina Virgen, es la primera base de una 
empresa comercial (la Compañía de Londres), que realiza sus ex- 
pediciones autorizada por una Carta real. 

Esta Carta (1606) tiene un carácter análogo a un documento 
constitucional y organiza los poderes de la colonia, que ya en 1619 
tiene carácter representativo. Estimulada por el éxito de estas pri- 
meras empresas comerciales, surge una nueva colonización de di- 
verso carácter, que va a dejar aún un más profundo rastro en la 
fisonomía del pueblo americano. Un centenar de disidentes reli- 
giosos de la Iglesia anglicana se embarcan en el Flor de Mayo, en 
busca de un ambiente de mayor tolerancia, en septiembre de 1620, 
en ruta hacia la colonia de Virginia; el azar de los mares les hace 
arribar a un punto distante donde fundarán una nueva colonia, 
Plymouth, de vida poco duradera, pero cuya organización sellará 
las instituciones americanas. Fueron los «peregrinos» del Flor de 
Mayo quienes, por vez primera, fijaron en un covenant (pacto) la 
base de su gobierno y establecieron la igualdad y el acuerdo como 
fundamento de su vida política. Puede decirse, en cierto sentido, 
que el Flor de Mayo es a la historia americana lo que la Carta 


- Magna es a la historia constitucional inglesa. 


Por vías análogas nacen y crecen a lo largo del siglo xv1r nue- 
vas colonias, que unas veces surgieron como una nueva empresa 


- comercial (Massachusetts y Nueva Holanda, más tarde Nueva 


York) y otras son simple proliferación de colonias anteriores, se- 
paradas por una razón de nueva disidencia religiosa. La fe religiosa 
imprime un sello muy peculiar a la fundación de algunas colonias. 
Así, Maryland nace bajo un signo de tolerancia por la fe católica 
de su fundador, lord Baltimore, y Pensylvania se traza sobre el 
mismo modelo, pero dentro del espíritu cuáquero de su fundador, 
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William Penn. Este origen va a determinar una serie de curiosas 
consecuencias: de una parte, la acendrada religiosidad tan carac- 
terística de muchos aspectos de la vida norteamericana, unida a 
una amplia tolerancia naturalmente enraizada en quienes emigra- 
ron para liberarse de la persecución religiosa; de otra, el que estas 
diversas colonias se desenvuelvan en una específica autonomía 
recíproca que funda esa suspicacia local en que se debate el naci- 
miento de la Unión y que impuso la estructura federal en el mo- 
mento de la independencia, no obstante la reducida población y 
extensión del grupo inicial de colonias. 

El gobierno de estas colonias se desenvuelve con una serie de 
características que van a dejar su trazo en la configuración de las 
instituciones americanas. Aunque con variedades, la línea general 
de su gobierno está asentada en tres elementos: una carta conce- 
dida por la Corona; un gobernador que la representa y actúa en 
su nombre, y una asamblea con poderes legislativos. Las cartas 
reales y los covenants serán el precedente de un texto constitucio- 
nal escrito; el gobernador y la asamblea, con su limitación recípro- 
ca y estricta de facultades, el modelo para la posterior organiza- 
ción de poderes. 


11. La Independencia.—Entre los años 1763 y 1783, en una se- 
rie de sacudidas de diapasón cada vez más agudo, se va a abrir la 
discordia que termina con la independencia americana. La incor- 
poración del Canadá a la Corona inglesa va a influir en estos even- 
tos; por una curiosa paradoja, la seguridad definitiva del imperio 
colonial británico va a determinar su desgajamiento. De una parte, 
los colonos, que ya no tienen a Francia de vecina en el Canadá, no 
sienten la necesidad del patrocinio de la metrópoli; de otra, ésta 
pretende, en el primer gozo de esta nueva expansión colonial, apli- 
car parcialmente a las viejas colonias el régimen más severo esta- 
_blecido para las nuevas; por último, la guerra ha supuesto cargas 
que los ingleses estiman que los colonos americanos, en cuya se- 
guridad ha redundado, deben contribuir a levantar. Una serie de 
medidas concretas que reflejan estos criterios alzapriman el espí- 
ritu de rebeldía de los colonos (la declaración de «reservas de in- 
dios», terrenos vedados a la expansión de los colonos; el impuesto 
sobre el azúcar de las colonias (Sugar Act, 1764) y, por último, el 
impuesto sobre el timbre (Stamp Act, 1765). BEARD sugiere una 
raíz aún más profunda de esta ruptura: una política de imperia- 
lismo económico de la metrópoli (monopolios de comercio, prohibi- 
ción de determinadas industrias, etc.). 

El viejo principio anglosajón de que nadie puede ser obligado 
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a pagar tributos que no ha consentido, va a ser alegado por los co- 


lonos. La cámara de Virginia aprueba una declaración rechazando 


como ilegales, inconstitucionales e injustos los nuevos impuestos, 
y nueve colonias reunidas en Nueva York dirigen una súplica a la 
Corona, consiguiendo que en 1766 sean revocados los impuestos 
que se consideraban odiosos. Dos consecuencias han tenido esta 
primera escaramuza: las colonias aisladas entre sí, celosas y sus- 
picaces de su recíproca autonomía, se han puesto en contacto y 
hasta han organizado conjuntamente un boycott a las mercancías 
inglesas para respaldar sus peticiones; una semilla de resenti- 
miento se ha sembrado a ambas orillas del Atlántico que va rápi- 
damente a fructificar. Por motivos que parecen fútiles se propaga 
un abierto espíritu de rebelión. En 1768 será la creación de unos 
inspectores de Aduanas que los colonos consideran vejatorios; más 
tarde, una conceción comercial en régimen de monopolio a una 
compañía inglesa en quiebra; otro día, unos disparos de un cen- 
tinela a los que se llamará la «carnicería de Boston» (Boston 
massacre, 1770). 

En 1774 la tirantez ha llegado al paroxismo y la metrópoli 
aprueba cinco leyes represivas que los colonos denominarán «las 
cinco leyes intolerables»; cierre del puerto de Boston, anulación 
de la Carta de Massachusetts, traslado de los procedimientos ju- 
diciales a Inglaterra, acuartelamiento de las tropas y extensión de 
los límites de Canadá. El principio clásico de toda revolución an- 
elosajona, no taxation without aprobation, será recordado por la 
cámara de Massachusetts a las demás colonias (1768), y los comu- 
nes de Virginia (1769) declaran que sólo las cámaras coloniales 
pueden aprobar los impuestos que han de pagar los colonos. 
En 1775 la guerra ha comenzado y en el Congreso de Filadelfia 
se proclamará la declaración de independencia redactada por 
Jefferson (4 de julio de 1776). Desde 1774 las colonias están re- 


unidas en Filadelfia en un «Congreso continental». En él, Patrick 


. Henry ha pronunciado unas famosas palabras: «La tiranía inglesa 
: ha borrado los límites que separaban a las colonias entre sí... Yo 
ya no me considero ciudadano de Virginia, sino ciudadano de 
América.» 

Del Congreso de Filadelfia surgió un documento de impreciso 
carácter constitucional, que creaba una relativa comunidad con 
un órgano común para la guerra: la Confederación y el Congreso. 
Aprobado en 1781, en ese mismo año terminaba prácticamente la 
guerra y un año más tarde se firmaba la paz. La acción común 
había perdido gran parte de su estímulo y las trece colonias se 
aprestaron a vivir a la sombra débil del Congreso como Estados 
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independientes celosos de su soberanía. Los poderes del Congreso 
estaban limitados a las relaciones internacionales, a la guerra y a 
la paz y a ciertas relaciones postales, comerciales O financieras 
entre los Estados; el Congreso mismo se componía de delegados 
en un todo dependientes de los Estados a que representaban y 
carecía de órganos propios ejecutivos. Una selecta minoría pro- 
pugna, sin embargo, la unidad de América, y aprovechando la in- 
teligencia entre varios Estados para regular la navegación del 
Potomac, promueven una Convención que estudie la posibilidad de 
una organización central más firme que la creada por la Confe- 
deración. No sin trabajo, la Convención reunida en Filadelfia 
en 1787 comienza a trazar las líneas de esa unidad superior; en 
esta labor colaboran las figuras máximas de la política de la 
Unión naciente: Hamilton, Madison, Washington. Fruto de esas 
tareas fue la aprobación, en 17 de septiembre de 1787, de ese breve 
texto inspirado en las ideas de Locke, BLACKSTONE y MONTESQUIEU, 
en el que consta el acuerdo del pueblo americano, a la manera de 
un viejo covenant, y que se llama a sí mismo Constitución de los 
Estados Unidos de América. 










































































111. La evolución de la Constitución federal.—La guerra de la 
Independencia forjó la unión de las colonias. La Constitución pre- 
veía ya tres órganos de la Unión: un Congreso con dos Cámaras, 
un Presidente y un Tribunal Supremo. El Congreso era, en la men- 
te de los fundadores, el órgano más importante de la Unión y como 
funciones; del Congreso está enumerados los poderes de la Fede- 
ración. El Presidente aparece simplemente designado como órgano 
ejecutivo y, a ciertos efectos, representativo; el Tribunal Supremo, 
por último, como un órgano arbitral de las complejas relaciones 
de la Unión con los Estados y de los Estados entre sí. Estos, a su 
vez, quedan garantizados por la rigidez del texto constitucional 
que no se puede modificar sin su consentimiento. El principio de 
la división de poderes había sido la directriz predilecta de una 
organización que tenía que basarse en poderes divididos: había 
que dividir los poderes entre la Unión y los Estados; había, a su 
vez, que dividir el poder de los órganos de la Unión para limitar- 
los. Porque, en el fondo, el espíritu que animaba a los trece Esta- 
dos unidos en federación no era muy distinto de la suspicacia 
particularista que había hecho ineficaz el Congreso de la Confe- 
deración. 

- La historia del siglo xrx iba, sin embargo, a fraguar un sólido 4 
espíritu nacional y una unidad política cada vez más definida. En ; | 
la formación de ese espíritu de unidad han pesado las varias gue- 
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CRONOLOGIA DE LA HISTORIA 7 
CONSTITUCIONAL NORTEAMERICANA -. 


I. Período Colonial. 


1606 Fundación de Virginia (co- 
mercial). 

1620 Plymouth. Peregrinos del Flor 
de Mayo (puritanos, cove- 

| nant). 

1626 Nueva Amsterdam (Nueva 

York), conquistada en 1664. 

1634 Maryland (católicos con Car- 
ta real). Tolerancia. 

1636 Harvard. New Haven. 

1670 Charleston (Carolina). 

1681 Pensylvania (cuáqueros, W. 
Penn). Libertad religiosa. 

1733 Georgia. 

1749 Nueva Escocia. 

1754-63 Guerra con Francia y Espa- 
ña (incorporación de Cana- 
dá y Florida). 


11. Guerra de Independencia. 


1764 Sugar Act. 

1765 Stamp Act. Congreso de Nue- 
va York. 

1773 Motín de Boston. 

1774 Leyes de represión. Congreso 
de Filadelfia. Declaración de 

derechos. 

1775 Acta de Unión perpetua de los 

colonos. 


1776 Declaración de Independen- 


cia. 

1777 El Congreso establece órga- 
nos de gobierno. 

1781 Los Estados aprueban la Con- 
federación. 

1784 Tratado de paz de París. 

1787 Aprobación por una Conven- 
ción de la Constitución fe- 
deral de EE. UU. 

1789 Ratificación de la Constitu- 
ción. Washington, primer 
Presidente. 


111. Evolución de la Constitución. 


1791 


1798 


1801 
1804 


1808 


1812 
- 1820 


1845 


1846 
1848 


* 1852 


1857 


“1860 


1861 


1863 


1865 


1866 


1868 


1870 


1882 


1 


/ 

Fundación del Banco federal. 
Entran en vigor las en- 
miendas l a X. 

Entra en vigor la enmien- 
da XI. | 

Jefferson, tercer Presidente. 

Entra en vigor la enmien- 
da XII. | 

Prohibición de la importación 
de esclavos. | 

Guerra con Inglaterra. 

Cesión de Florida. 

Anexión de Texas. Guerra con 
Méjico. 

Ocupación de Oregón. 

Tratado de paz. Anexión de 
Nuevo Méjico, Arizona y 
California. 

Publicación de «La cabaña 
del tío Tom». 

Sentencia «Dred Scott», reco- 
nociendo la propiedad de 
un esclavo huido. 

Lincoln, presidente. Carolina 
del Sur se separa. 

Mississippi, Alabama, Florida, 
Georgia, Luisiana y Texas 
se separan de la Unión. Gue- 
rra de Secesión. 

Se declaran libres los escla- 
vos de los Estados confe- 
derados. 

Lincoln, asesinado. Fin de la 
guerra de Secesión. Entra 
en vigor la enmienda XITI. 

Enmienda concediendo el su- 
fragio a los negros. 

Entra en vigor la enmien- 
da XIV. 


Enmienda XV estableciendo 
la igualdad de derechos. 
Abolición de la poligamia 

(mormones). 





1883 
1886 
1898 
1903 


1912 
1913 


1917 
1919 
1920 


1929 - 
1933 


1935 
1936 


1937 


1939 


12 
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Reforma de la sucesión de la 
Presidencia. 
Fundación de la Federación 
Americana del Trabajo. 
Guerra con España. Anexión 
de Cuba y Filipinas. 
Tratado del Canal de Pana- 
má. Sentencia «Lottery Ca- 
ses» estableceindo el poder 
para controlar el comercio 
entre Estados. | 
Wilson, Presidente. 


Ratificación de las enmien- | 


das XVI y XVII. 
Entrada de los EE. UU. en la 
primera guerra mundial. 


Enmienda XVIII. Prohibición 


de bebidas alcohólicas. 
Enmienda XIX (sufragio fe- 
menino). 
Depresión y crisis económica. 
Roosevelt, Presidente. Natio- 
nal Industrial Recovery Act. 
Entra en vigor la enmienda 
XX. Se anula por la en- 
mienda XXI la ley seca. 
El Tribunal Supremo declara 
la N. I. R. A. inconstitucio- 
nal. 
Elecciones presidenciales; te- 
ma: el Tribunal Supremo. 
Proyectos de reforma del T. S. 
El T. S. modifica su juris- 
prudencia. Aprobación de la 

. ley Wagner (relaciones la- 
borales). 

Creación de la Oficina de la 
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1947 
1951 


1954 


1957 


1962 


1963 


1964 


1965 


1966 


1968 


1973 
1974 


177 


Presidencia y entrada de 
los EE. UU. en la segunda 
guerra mundial. 

Ley Taft-Hartley. 

Enmienda XXI, sobre la Pre- 
sidencia. 

Brown v. Board of Education, 
prohibiendo la segregación 
en las escuelas. 

Unificación de la A.F.L. y 
C.I.O. 

Baker v. Carr, prepara el re- 
ajuste de distritos electora- 
les. 


Enmienda XXIII sobre el Dis- 


trito federal. J. Kennedy, 
asesinado. Gideon v. Wain- 
wright, garantiza asistencia 
legal a los acusados. 

Enmienda XXIV prohibiendo 
la derogación del voto por 
el no pago de impuestos. 
Aprobación de la ley de de- 
rechos civiles. 

Ley de derechos electorales. 

Enmienda XXV sobre suce- 
sión en la Presidencia. Mi- 
randa v. Arizona, sobre de- 
rechos de los sospechosos 
bajo custodia de la policía. 

Nueva ley de derechos civiles. 
R. Kennedy y M. L. King, 
asesinados. 

Acuerdo para poner fin a la 
guerra del Vietnam. 

Impeachment contra el Pre- 
sidente Nixon, que dimite, 
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rras que la Unión ha debido mantener, requiriendo el esfuerzo de 
todos los Estados: primero con Inglaterra (1812-1815); más tarde 
con Méjico (1845-1848); luego con España (1898), y final y decisiva- 
mente con su participación en las dos últimas guerras mundiales. 

La crisis más importante de este proceso ha sido la guerra civil 
de Secesión (1861-1865), que sirvió en último término para apretar 
los lazos de la Unión y para definir su carácter indisoluble. ¡BEARD 
llama al período de posguerra la segunda revolución americana. 
Desde de punto de vista económico social, supuso el crecimiento 
de la industria del norte protegida por tarifas aduaneras, la for- 
mación de una nueva clase económico-social, los negros liberados, 
y un acentuado reforzamiento de los poderes centrales de la Fe- 
deración y especialmente del Tribunal Supremo. 'Téngase en cuen- 
ta, además, la expansión en el propio continente americano, incor- 
porándose nuevos territorios que más tarde se constituían en Es- 
tados, y que sumaban nuevas unidades a la. Unión, desde. las trece 
colonias que la constituyeron hasta los cincuenta Estados que hoy 
la componen. Estos han nacido ya en el espíritu de la Unión, sin 
una tradición de independencia anterior, vírgenes de las suspica- 
cias y recelos particularistas de los colonos fundadores. Por último, 
el progreso técnico que ha acompañado al desarrollo industrial 
y comercial desde el último tercio del siglo pasado ha sido el 
vínculo definitivo, que al crear una economía nacional por encima 
de las fronteras de los Estados, ha hecho nacer y sentir los pro- 
blemas comunes que requerían una solución unitaria. El New 
Deal (1932) ha mostrado todas las posibilidades de una política 
nacional unitaria y el esfuerzo común de la pasada guerra y la 
responsabilidad mundial que los Estados Unidos han asumido 
han fortalecido a la Unión. 

Es de advertir que la letra de los textos constitucionales apenas 
ha reflejado este proceso de unidad con excepción de las enmien- 


- das constitucionales que liquidaron la guerra civil. Las primeras 
- enmiendas de la Constitución tienen, por el contrario, a limitar los 
poderes de la Unión, creando garantías para los Estado frente a 


la acción de los órganos centrales. Ha sido la práctica misma de 
gobierno quien ha dado estado constitucional a este proceso cen- 
tralizador, desnivelando unas veces la importancia de las institu- 
ciones para acentuar el valor de aquellas que mejor representaban 
el espíritu de Unión, o ampliando insensiblemente el ámbito de sus 
poderes en función de nuevas circunstancias o hechos imprevistos. 
La estructura misma del Congreso, órgano fundamental del plu- 
ralismo federal, lo ha debilitado; las facultades del Tribunal Su- 
premo y del Presidente, órganos representativos de la Unión, han 
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crecido en sutiles interpretaciones del texto constitucional o en 
prácticas que no responden a su espíritu originario. El Tribunal 
Supremo se ha apoyado en las cláusulas de liquidación de la 
guerra civil para definir un fondo constitucional que ha impuesto 
a las tendencias particularistas de los Estados; el Presidente se 
ha constituido en el gerente de las empresas nacionales de la 
Unión. Y hasta el mismo Congreso, integrado por partidos políti- 
cos que al constituirse como nacionales han creado redes de in- 
tereses comunes, es hoy un órgano de la Unión en el que apenas 
cuentan los prejuicios locales. 


2. Caracteres y principios básicos de la Constitución 
de los Estados Unidos 


El texto aprobado por la Convención de Filadelfia en 1787 con- 
tiene un esquema escueto y sistemático de la organización de po- 
deres de la Unión federal. Si contamos únicamente el número de 
sus artículos (siete) es, sin duda, la Constitución más breve del 
mundo; pero aún adentrándonos en su texto, con las varias sec- 
ciones y párrafos que cada artículo comprende, es sin duda uno 
de los más sobrios documentos constitucionales. Quien tuvo la cu- 
riosidad de contarlas pudo comprobar que su texto, con diecinueve 
enmiendas (hoy 25), no excedía de 7.500 palabras. Si tenemos en 
cuenta que en esta Constitución se afronta, no sólo una simple 
organización estatal, sino la estructura orgánica de una federación, 
aún habremos de admirar más este espíritu de mesura. 

Ha sido, sin duda, la simplicidad de ese breve texto una de las 
razones de esa flexible vitalidad que hace de la Constitución de 
los Estados Unidos el código constitucional vigente más antiguo 
del mundo, próximo a cumplir su segundo centenario, que ha sido 
enmendado, pero no transformado ni reformado en ningún aspec- 
to sustancial. Naturalmente, al texto se ha unido la glosa de la 
práctica y la jurisprudencia (fuente específica del Derecho consti- 
tucional norteamericano) y a aquellas siete mil quinientas palabras 
pueden sumarse otras siete mil quinientas que expresan el sentido 
en que hoy hay que entender su letra y su espíritu; pero éste es, 
en fin de cuentas, el destino de todo texto jurídico, y su virtud, 
permitir que esa glosa obligada le permita sobrevivir y ser eficaz 
ante los nuevos problemas que ha de regular en el curso del 
tiempo. 

El espíritu de recelo con que se definieron los poderes de la 
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Unión Federal, unido en cierto sentido al carácter de pacto que 
hay que asignar en su Origen a la Constitución, determinaron: una 
característica específica de este documento: lo que hoy llamamos 
su rígidez, con un complejo procedimiento de reforma constitucio- 
nal que tiende a asegurar el derecho de los Estados miembros al 
status definido en la Constitución. No hay que exagerar,. sin em- 
bargo, esta rigidez que está contrapesada por ese desenvolvimiento 
que la práctica y la jurisprudencia realizan al margen de 'una re- 
visión formal de la Constitución. De hecho, es mucho más impor- 
tante esta evaluación insensible del texto, que la sancionada a tra- 
vés de las enmiendas. Como en el caso de la Constitución inglesa, 
lo que normalmente se definen como caracteres de esta Constitu- 
ción, subrayan más bien un rasgo que un carácter absoluto. Y así 
como esa rigidez está compensada por esa evolución natural del 
texto, su mismo carácter escrito ha de entenderse moderado por 
la existencia de usos y convenciones que interpretan y aún alteran 
el sentido literal de sus preceptos; y su misma apariencia de 
código en que se sistematiza todo el derecho constitucional norte- 
americano, falla en aspecto tan fundamental como el régimen de 
libertades, que sólo está determinado negativamente en la Consti- 
tución de la Unión, siendo necesario completar su contenido con 
las constituciones de los Estados. 

Lo mismo que se dice de su forma puede decirse de su fondo. 
Los fundadores de Filadelfia tenían una idea muy clara de los pro- 
blemas que habían de resolver y de la solución con que querían 
solventarlos: Pocas veces encontramos en la historia con tanta 
evidencia la raíz de las instituciones. Querían una forma de go- 
bierno republicana en que todos los poderes, como la Constitución 
misma no monárquica, emanaran del pueblo; querían la Unión y 
querían la soberanía de los Estados que la integran, con una divi- 


- sión de competencias; querían una división de poderes, porque así 


entendían la Constitución inglesa y veían en ella, de acuerdo con 


- Montesquieu, una garantía de la libertad, y era un principio que 


respondía a la tradición colonial; querían un Tribunal Supremo 
que encabezara el poder judicial en el cuadro de esa división y que 
arbitrara en la órbita de la Constitución las relaciones de los Es- 
tados entre sí y con el gobierno federal; querían, por último, 
conservar las libertades definidas en sus proclamaciones de de- 
rechos, y en la declaración de Independencia. Con sobriedad y 
precisión, la Constitución dio su respuesta a esas cinco cuestio- 
nes, pero el valor que hoy hay que atribuir a esos cinco principios 
es un tanto diverso del que se deduce de la letra del texto cons- 
titucional. Ni tienen hoy la índole un poco absoluta y dogmática 
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con que se definieron, ni las modulaciones que la práctica y la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo han impreso en ellos permi.- 
ten enunciarlos con el mismo carácter con que se formularon. 
De alguno de ellos puede decirse que es un principio nuevo, re- 
creado enteramente en esa evolución constitucional. 

En todo caso, esos cinco principios, en su valor actual, hoy 
como ayer, son la mejor síntesis del orden constitucional norte- 
americano, y en este sentido vamos a hacer un análisis más dete- 
nido de su significado. 


l. LA FORMA REPUBLICANA DE GOBIERNO, LA SOBERANIA POPULAR Y EL 
CARACTER REPRESENTATIVO DE LAS INSTITUCIONES. LOS PARTIDOS Y 
EL «LOBBY» | 

| 
1. Hemos hecho notar como.una novedad histórica de la Cons- 

titución americana la adopción por vez primera en un país de gran 
extensión de «una forma republicana de gobierno»; principio en 
que los fundadores hicieron tanto hincapié que la garantía de un 
gobierno republicano es una de las obligaciones de la Unión para 
con los Estados miembros. La lucha contra el rey de Inglaterra 
(el «rey alemán», decían los colonos aludiendo al origen de la di- 
nastía) fraguó un sentimiento negativo, frente a la monarquía. 
Pero hoy, superado este fundamento histórico, no es fácil precisar 
lo que debe entenderse con ello, máxime cuando la misma juris- 
prudencia ha rehuido toda definición por la naturaleza política de 
ese problema; no sería exacto identificar forma republicana con 
democracia, cuando las formas extremas de ésta (referéndum, re- 
call) son miradas con recelo en nombre del espíritu republicano, 
pero tampoco sería lícito separar enteramente esos conceptos. El 
hecho es que la Constitución misma emana del pueblo de los Es- 
tados Unidos, como explícitamente proclama su preámbulo; que al 
pueblo, directa O indirectamente, está reservado el poder de modi.- 
ficarla (art. V), así como todos los poderes no expresamente dele- 
gados por el texto constitucional (enmienda X), y que en el pueblo 
tienen su raíz todas las instituciones de gobierno. Sin duda, el 
carácter representativo de las magistraturas de la Unión y de los 
Estados, así como su carácter temporal (no vitalicio, ni heredita- 
rio), está comprendido en este concepto: y la tendencia hacia la 
igualdad y universalidad del sufragio que han propuenado progre- 
sivamente las enmiendas constitucionales (XV y XIX) subrayan 
este sentido. La forma republicana de gobierno se define así por 
la temporalidad y el carácter electivo de las magistraturas, inclu- 
so en muchas funciones judiciales. 
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2. La práctica de los ciento ochenta y cinco años de vida de 


la Constitución americana ha canalizado el carácter representativo 
de las instituciones y el derecho de sufragio a través de la organi- 
zación de los partidos. Nacieron éstos al día siguiente de aprobada 
la Constitución, como consecuencia de las diferencias de criterio 
respecto a la naturaleza de la unión federal, las discrepancias plan- 
teadas en el orden económico por el incipiente antagonismo del 
sur agrario y el norte industrial y los reflejos ideológicos (éxacer- 
bados por las obras de Paine) de la revolución francesa. Hamil- 
ton y Jefferson fueron las dos primeras cabezas de estos partidos, 
que han crecido y se han desenvuelto en el siglo xix sin apenas 
modificar esta discrepancia originaria que tuvo su tensión más 
violenta en los días de la guerra civil de secesión. Los herederos 
de aquellos partidos (federalistas y republicanos, hoy republicanos 
y demócratas), siguen siendo centralistas, conservadores e indus- 
triales, o defensores de los derechos de los Estados, radicales y 
agrarios, respectivamente; por más que los demócratas, en su 
última etapa de gobierno, hayan desenvuelto una política de uni- 
ficación, que acaba de difundir la diferencia histórica entre los 
dos partidos. Sin embargo, si apenas hay diferencia de principios 
que no responda a oportunismos de una campaña electoral, los 
dos partidos están perfectamente diferenciados por un curioso 
aspecto de la sociología de la vida política americana. Los dos 
partidos son dos poderosas organizaciones electorales que actúan 
de intermediarios entre la voluntad del pueblo y las instituciones 
de gobierno. Brook afirma que el rasgo distintivo de los partidos, 


frente a todos los grupos, movimientos y ligas que pesan sobre 


la política americana es la designación de sus líderes como can- 
didatos para las funciones públicas. Su organización burocrática 
es mucho más fuerte que el frágil servicio civil de los Estados 
-y la Unión, y su potencia económica, basada en las cuotas de sus 
miembros y en las subvenciones de banqueros e industriales, les 
permiten financiar, en cifras de millones de dólares, los gastos de 
propaganda y organización electoral haciendo prácticamente im- 
posible la constitución de un nuevo partido. 

Su organización se ha hecho indispensable para el funciona- 
miento normal de elecciones complicadísimas en que intervienen 
millones de electores (en la elección presidencial de 1964 se emitie- 
ron 70 millones de votos), encauzando el sufragio en beneficio de 
un número limitado de candidatos. Y como consecuencia de ello, 
la organización de los partidos es hoy una institución jurídicamen- 
te reconocida y reglamentada por la legislación de los Estados que 
fijan las condiciones en que se presta la adhesión a un partido, 
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reglamentan sus votaciones internas y hasta a veces la forma de 
constituirse sus comités; es más, incluso los Estados sufragan a 
veces las reuniones y votaciones de los partidos para la designa- 
ción de candidatos (primares) que es una de sus funciones más 
importantes. Los partidos son prácticamente estados dentro del 
Estado. La historia de los partidos tiene una leyenda negra, que 
hoy ha sido en parte superada. El boss, electorero profesional, y 
el politician, burócrata del partido que vive a expensas de la 
política, han sido señalados reiteradamente como modelos nada 
ejemplares de la picaresca democrática. El llamado spoils system 
(reparto de puestos como un botín entre el partido que gana una 
elección) era capítulo muy destacado de esta leyenda negra de la 
democracia americana; y la corrupción electoral ha llegado a de- 
terminar leyes especiales represivas que han tendido a limitar las 
«inversiones» electorales (Federal Corrupt Practices Act, 1925; 
Hatch Acts de 1939 y 1940). Es cierto que en los últimos años ha 
tendido a moralizarse esta actuación, pero no en cambio a frenar- 
se la omnipotencia de los partidos. Prácticamente, y sobre todo 
a través de la designación de candidatos que tiene a veces más 
trascendencia nacional que la misma elección, dominan con su 
organización la política americana. 

3. Junto a los partidos hay, además, que contar los llamados 
grupos de presión que tratan de influir la opinión pública y a los 
legisladores y gobernantes, e incluso a los jueces, para obtener 
una legislación determinada o impedir que se gobierne contra sus 
intereses (liga antialcohólica, legión americana, liga del voto fe- 
menino, sindicatos, Organizaciones industriales y profesionales, 
etcétera). Su actuación ha sido hoy reglamentada por una legisla- 
ción especial que consagra el nombre pintoresco que han recibido 
por su actuación en los pasillos (lobby) de las cámaras de los 
Estados. Los lobbysts son las agencias de estos grupos ante el 
Congreso que están oficialmente reconocidas y controladas por 
la publicidad oficial de sus gastos. 

Como advertían Wright y Hyman (en 1958), quizá se ha exage- 
rado la imagen del norteamericano como un «joiner» que necesi- 
ta unirse a otros, pues dos tercios de los encuestados en varias 
investigaciones no pertenecen a ninguna asociación voluntaria. 
En el fenómeno asociativo, concluyen, influye la raza, la religión 
y el nivel socioeconómico, y así los blancos se asocian más que 


los negros, los judíos más que los protestantes y éstos más que 


los católicos, y los desahogados económicamente más que los de 
ingresos modestos. 
En todo caso se han desarrollado poderosas organizaciones 
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que influyen en la vida social y, eventualmente, en las decisiones 
políticas. La AFL-CIO, como organización del trabajo, influye. efi- 
cazmente en las relaciones laborales y ha prestado un apoyo con 
sus votos y sus contribuciones financieras, en algunas ocasiones, 
al partido democrático. El Farm Bureau, con su red de cooperati- 
vas en Illinois y su organización nacional (American Farm. Bureau 
Federation), y la Nacional Farm Organization, entre otras :asocia- 
ciones menores, han ejercido notoria influencia sobre demócratas 
y republicanos para proteger los intereses agrarios. Las asociacio- 
nes profesionales, como la American Medical Association (AMA), 
y las asociaciones de profesores, y, entre ellas, la de profesores 
de Universidad, son grupos conocidos por su influencia en la 
organización y defensa de sus intereses profesionales. Junto a 
estas Organizaciones, y algunas de la Industria y el mismo Ejérci- 
to, existen múltiples asociaciones de carácter moral, social o reli- 
eloso, como la Asociación para la mejora de la gente de color 
(NAACP), el Congreso de acción social y jurídica de los judíos, 
la Asociación humanista, el Instituto (NIMLO) que defiende los 
intereses de los funcionarios municipales, etc. Algunos grupos, 
como la Students for a democratic Society, el Congreso de igual- 
dad racial (CORE) o la John Birch Society, tienen una tradición 
de activismo. 

Los «lobbysts», como agencias de los grupos, actúan por una 
acción personal sobre los legisladores y más raramente mediante 
campañas de relaciones públicas o por vía de intimidación tácita 
(publicación-de actas y de votaciones). Su acción, según MILBRATH, 
no es demasiado importante, porque la acción y el crecimiento de 
un grupo estimula el desarrollo de otro grupo opuesto que lo 
contrapesa. 

La crítica del sistema representativo como un «secuestro» de 
la democracia por los partidos y la presión de los grupos ha im- 
pulsado la extensión de formas de democracia directa (iniciativa, 
referéndum, recall) muy característicos de la vida local america- 
na y extendidos a la legislación constitucional y ordinaria de los 
Estados, aunque hasta el presente no tienen aplicación en la 
Unión federal. Su origen histórico se refiere a la Constitución de 
Georgia (1777, iniciativa) y Massachussets (referéndum, 1778), pero 
su desenvolvimiento se ha realizado en su plenitud en el siglo 
actual con una actuación cada vez más intensa en la vida local. 

4. El sufragio, como hemos indicado, en virtud de las enmien- 
das quince y diecinueve, es universal y se ejercita desde los dieci- 
ocho años (1970). Sin embargo, no ha sido fácil establecer una 
efectiva igualdad de derechos para la población de color. Según 
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LAMBERT, el Tribunal Supremo estaba dispuesto a cerrar los ojos 


. ante cualquier ley de los Estados que limitara el sufragio de color, 


siempre que este propósito se realizara por un procedimiento 
indirecto. La vía normalmente seguida fue la exigencia para votar 
de ciertas condiciones de educación política (por ejemplo, poder 
leer y aún explicar la Constitución), de las que se dispensaba a 
aquellos ciudadanos cuyos abuelos hayan disfrutado del derecho 
de voto, condición, claro está, que no podían alegar los negros 
liberados. En nuestros días, el Tribunal Supremo inició un nuevo 
rumbo oponiéndose a la discriminación racial en 1954. La enmien- 
da XXIV, que prohíbe la restricción del voto por la exigencia de 
un impuesto electoral y una definición general de las libertades 
civiles y de leyes federales que las respaldan en 1964, 1965 y 1967, 
tienden a garantizar la libertad e igualdad del sufragio, prohibien- 
do imponer ninguna restricción indirecta. 


2. LA INTERPRETACION DE LA FEDERACION COMO GOBIERNO «DUAL» 


La Constitución de los Estados Unidos fue el primer modelo 
de una Costitución federal. Este carácter implica el problema de 
deslindar las funciones de la Unión y de los Estados miembros. 
La Constitución lo zanjó muy simplemente definiendo en el artícu- 
lo 1.*? la función normativa e impositiva de la Unión, con una enu- 
meración taxativa de facultades y la indicación de algunas limita- 
ciones que alcanzan en cada caso a la Unión y los Estados. En todo 
caso, el sistema entraña un doble plano constitucional: la Consti.- 
tución de la Unión y las constituciones de los Estados; y una 
doble acción de gobierno: el gobierno de la Unión y el gobierno 
de los Estados. ] 

Ya vimos al examinar sus orígenes cómo la Constitución de 1787 
articuló la Unión con un espíritu de recelo, acentuado en las pri- 
meras enmiendas constitucionales que tendieron a limitar aún más 
los poderes de los órganos federales. Toda la política inicial de 
los Estados Unidos está centrada en este problema y alrededor 
de él se definieron los dos partidos políticos de Hamilton y Jef- 
ferson; es más, lo que primero fueron recelos particularistas de 
las antiguas colonias, comenzó a dibujarse como una división na- 
cional que, unida al problema de la esclavitud y a la oposición 
de intereses entre el norte industrial y el sur agrícola, iba a ex- 
plotar en la guerra civil de Secesión. Esta fue el crisol definitivo 
del «sentimiento de unidad, y a partir de ella puede decirse que 
hay una línea continua de progreso que tiende a favorecerla. Con 
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una expresión de CorwiN, puede decirse que la Constitución ha 
pasado de ser un símbolo de limitación de poder a ser un instru- 
mento para ejercerlo con un sentido nacional. 

Consecuencia de ese espíritu inicial de desconfianza es que la 
definición de los poderes de la Unión, dentro de su carácter fle- 
xible e impreciso, sean limitados por la Constitución a las relacio- 
nes internacionales y a aquellas materias (como, por ejemplo, mo- 
neda y crédito, comercio y correos entre los distintos Estados) que 
imprescindiblemente exigían una regulación uniforme. Su: primera 
idea del federalismo fue conceder a la Unión poderes limitados, 
asegurando una esfera de autonomía a los Estados. El Congreso 
constituyente autorizó a articular esta legislación «en todos los 
casos que afecten a los intereses generales de la Unión, aquellos 


en que los Estados separadamente sean incompetentes o en que 


se pueda perturbar la armonía de la Unión por el ejercicio de la 
legislación particular de un Estado». La técnica adoptada fue sig- 
nificativa: los. poderes de la Unión están enumerados; los de los 
Estados sobrentendidos; y a tenor de la enmienda X (piedra clave 
del federalismo americano) corresponden a éstos, o al pueblo, to- 
das las facultades que la Constitución no delega a los órganos de 
la Unión. Aún más expresiva es la interpretación dada en su ori- 
gen (salvo el precedente aislado que representa la sentencia de 
Marshall en el pleito Marbury versus Madison) al vicio de nulidad 
de las leyes opuestas a la Constitución: éste, en virtud del dere- 
cho llamado de anulación preconizado por el federalista Madison, 
era apreciado por los Estados para no aplicar las leyes que no les 
eran gratas. La política jeffersoniana inspiró además las diez pri- 
meras enmiendas, que vienen a recortar aún más los poderes de 
la Unión. La concepción consecuente a esta tendencia era definir 
el gobierno federal como una agencia común para las relaciones 


. internacionales y ciertos problemas que rebasan el territorio y la 


competencia de cada Estado. 
Puede decirse que hasta el término de la guerra civil era esta 


la definición que mejor correspondía a la realidad de la vida po- 


lítica americana. Dos hechos jurídicos significativos señalan la 
orientación opuesta; las tres enmiendas de liquidación de la gue- 
rra civil (XIII, XIV y XV, 1865-1870) extienden la competencia de 
la Unión al confiarle la protección de la vida, la propiedad, la li- 
bertad y la igualdad ante la ley de los ciudadanos de los Estados 
Unidos; el derecho de anulación va a ser recabado por un órgano 
del gobierno central, el Tribunal Supremo, que se va a apoyar 
en el contenido de esas enmiendas para realizar una obra de cen- 
tralización jurídica y política. Sin embargo, el ejercicio de este 








LA CONSTITUCION DE LOS ESTADOS UNIDOS 187 


derecho por el Tribunal Supremo tuvo un sentido de moderación: 
mientras el Congreso interpretaba que dichas enmiendas y la fa- 
cultad de hacer cumplir su contenido por medio de las leyes opor- 
tunas, ponía en mano de la Unión y del Congreso, como su órgano, 
todo el ámbito. de los derechos civiles, el Tribunal Supremo las 
interpretaba con un puro valor negativo que veda a los Estados 
la lesión de estos bienes, sin perjuicio de su poder de policía; y 
entendía que era a él, al Tribunal Supremo, y no al Congreso, a 
quien correspondía velar para que la legislación de los Estados no 
violara el sentido de las nuevas enmiendas de la Constitución. El 
reconocimiento del poder de policía de los Estados representaba 
un principio más de mesura y el Tribunal Supremo, al defender- 
lo, no vaciló en definirse a sí mismo como la balanza llamada a 
mantener el equilibrio entre los poderes de los Estados y los po- 
deres de la Unión. La Constitución federal, según esta jurispru- 
dencia, no debe interpretarse ni como una agencia de asuntos 
comunes, ni como un poder nacional descentralizado, sino como 
un gobierno dual, en que los Estados y la Unión tienen una sobe- 
ranía propia definida por la Constitución, cuya armonía vela el 
Tribunal Supremo en una función de equilibrio constitucional. 
La forma de nuestro gobierno —decía el Tribunal Supremo— es 
dualista; en cada Estado existen dos gobiernos, el Estado y los 
Estados Unidos; la Unión sólo puede ejercer aquellos poderes que 
le han sido delegados. Según CorwIin, este gobierno dual se funda 
en tres principios: 1.? Poderes limitados de la Unión; 2. Igualdad 
soberana de la Unión y los Estados, y 3. Tensión entre dos cen- 
tros de poder. . 

Como hemos indicado, el desenvolvimiento económico y técnico 
del siglo actual ha revisado insensiblemente esta jurisprudencia, 
acentuando los poderes de la Unión. La enmienda XVI (1913) fa- 
cultó al Congreso para la imposición y el cobro de impuestos 
directos; la enmienda XVII ha transferido la elección de los Se- 
nadores, de las legislaturas al pueblo de los Estados que repre- 
sentan; los poderes del Presidente, que no están determinados 
en la Constitución, se dilatan, haciendo de él el gran órgano cen- 
tralizador; una jurisprudencia tolerante, por último, atribuye al 
gobierno de la Unión las facultades que le están atribuidas y las 
que le son «inherentes» por el ejercicio mismo de su función, al 
- mismo tiempo que interpreta con un carácter flexible la cláusula 
(párrafo 18, s. 8 del art. 1) que faculta al Congreso para dictar 
las «leyes necesarias y convenientes» para la ejecución de sus 
poderes. En 1941 el Tribunal Supremo ha aceptado una clara 
preeminencia de la Unión, respaldando el principio constitucional 
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de que las leyes de los Estados Unidos, acordes con la Constitu- 
ción, son la ley suprema del país. La creación de agencias adminis- 
trativas dependientes del ejecutivo en el curso del New Deal (ser- 
vicios públicos, obras públicas, empresas nacionales) ha acentuado 
este proceso de centralización; alguna de ellas, como la del' valle 
del Tennessee, ha absorbido funciones propias de los Estados en 
el área de siete de éstos. Algún autor ha podido sostener que el 
federalismo es hoy una institución arcaica en los Estados Unidos 
y que los Estados miembros no son más que provincias y agen- 
cias ejecutivas de la política de la Unión. Corwin advierte que el 
poder limitado del Congreso ha sido desbordado por los poderes 
indefinidos que entraña el «bienestar general». El residuo más im- 
portante de la dualidad federal es la dualidad de órganos (Gober- 
nador, Congreso y Tribunal Supremo de cada Estado). o 


3. LA DIVISION DE PODERES 


El principio de división de poderes fue explícitamente formula- 
do como uno de los ejes cardinales de la Constitución por sus 
mismos fundadores. La influencia de MONTESQUIEU fue tan extra- 
ordinaria que se apoyaban en sus argumentos cuantos combatían 
o defendían la Constitución. En El Federalista, la glosa polémica 
de la Constitución de MADISON y HAMILTON, tiene este problema, 
con el de la estructura federal, la importancia de una cuestión 
clave. Y es curioso advertir que siendo hoy para nosotros esta 
Constitución la que más literalmente sirve el pensamiento de Mon- 
tesquieu, los artículos de Madison revelan una actitud apologética 
frente a quienes censuraban la Constitución por no realizar fiel- 
mente lo que los americanos consideraban como el gran principio 
- de la ciencia política. 
| El esquema de división de poderes en el texto constitucional 

es bien simple. Su independencia recíproca está asegurada por la 
atribución a tres órganos distintos (Congreso, Presidente, Tribunal 
Supremo) de tres funciones diferenciadas. Los tres artículos pri- 
meros repiten la misma fórmula para subrayar la exclusividad 
con que se confiere cada función; los poderes son llamados así, 
poder legislativo, poder ejecutivo, poder judicial. La designación 
de las personas que han de ejercerlos se regula con un cuidado 
minucioso y una extensión desproporcionada a la brevedad del 
texto constitucional; la Constitución ha querido que aun derivan- 
do todos del pueblo establezcan contacto con él por vías diversas, 
sin que puedan influirse recíprocamente a través de su designación. 


A 
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Sólo hay una excepción, el poder judicial, cuyos componentes se 
designan por otro órgano, el presidente; pero ello se funda en dos 
razones: las condiciones particulares que se exigen para el ejer- 
cicio del cargo de juez y la permanencia de la función que inde- 
pendiza al juez de su nombramiento. Por último, la Constitución 
con una insistencia obsesiva, que desorienta a quien no conozca 
esta preocupación de sus fundadores, reglamenta la inviolabilidad 
de los emolumentos del titular de cada poder, para que ni aún a 
través de esta vía indirecta, aumentándolos o minorándolos, pueda 
influirse sobre sus decisiones. 

La división de poderes tiene aún otra manifestación amplia- 
mente razonada en El Federalista: no es sólo división, sino tam- 
bién equilibrio. Y en un equilibrio general de poderes independien- 
tes, MaADIsoN estima que la asamblea legislativa debe ser objeto 
de todos los recelos y de todas las preocupaciones. En una forma 
republicana de gobierno la asamblea ejerce la función legislativa 
en nombre del pueblo, cuya autoridad se atribuye; y como órgano 


deliberante colectivo, normalmente numeroso, es propicio a experi- 


mentar todas las pasiones que agitan a una multitud y a engreírse 
con el origen de su autoridad. De aquí que se proceda a una divi- 
sión de poderes que se matiza en una serie de caracteres diferencia- 
les de ambas cámaras en cuanto a su origen, la naturaleza de su 
representación y hasta el número de los que la componen; y que 
se ponga en manos del Presidente, como órgano que se presumía 
más débil, subordinado a la ejecución de las leyes establecidas por 
la asamblea, un arma defensiva, el veto, con que puede suspender 
y aun anular la legislación del Congreso. 

La historia posterior de este principio en la evolución consti- 
tucional ha experimentado las más varias incidencias. Los diversos 
poderes de la Unión han querido inclinar el equilibrio constitucio- 
nal en su beneficio; sucesivamente se han ido destacando el Con- 
egreso, el Tribunal Supremo y el Presidente como preponderantes, 
según las circunstancias de cada momento; al analizar su organi- 
zación y facultades respectivas examinaremos este predominio su- 
cesivo. 


4. LA SUPREMACIA DE LA CONSTITUCION Y LA SUPREMACIA JUDICIAL 


«Esta Constitución —dice la sección 11 del artículo VI— , las 
leyes de los Estados Unidos que, en virtud de ella, se dictaren y 
todos los tratados celebrados o que se celebren bajo la autoridad 
de los Estados Unidos serán la ley suprema del país». Esta cláu- 
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sula, llamada cláusula de supremacía, articula el equilibrio jurí- 
dico de la federación ; sobre todo, si atendemos a su último párra- 
fo, que acaba de definir su sentido sujetando a su cumplimiento 
«a los jueces de cada Estado, no obstante las disposiciones : con- 
trarias de la Constitución o las leyes de cada Estado». Este equili- 
brio jurídico está definido en primer lugar por la primacía .de la 
Constitución; bajo ella, y en virtud de los poderes del Congreso 
que en ella se definen, están las leyes de los Estados Unidos dicta- 
das para su cumplimiento (así como los tratados celebrados bajo 
su autoridad); en el pie de la pirámide quedan las constituciones 
y las leyes de los Estados, que no pueden contradecir la Constitu- 
ción ni la ley federal. La clase del arco es la supremacía constitu- 
cional; el conflicto entre la ley federal y la Constitución o la ley 
del Estado, entraña el problema previo de si aquella ley está dicta- 
da dentro de los poderes que concede al Congreso la Constitución ; 
el conflicto de leyes se eleva siempre a una instancia superior para 
solventarse como una cuestión constitucional. 

Ahora bien, esta cláusula de supremacía ha tenido en la evo- 
lución constitucional americana una trascendencia que apenas pu- 
dieron prever los redactores de la Constitución. El juez MARSHALL 
estableció la doctrina en una famosa sentencia de los primeros 
días de vida constitucional (1803), y aunque este precedente quedó 
casi como un caso aislado, después de la guerra civil el Tribunal 
Supremo recordó y vigorizó aquel principio para afirmar y definir 
su propia supremacía. El razonamiento de MARSHALL es bien sim- 
ple: de una parte se basa en la facultad conferida al Tribunal Su- 
premo de resolver todos los casos suscitados bajo la Constitución 
(art. III, s. 11); de otra, en esta cláusula de supremacía que define 
la Constitución como el Derecho supremo del país. Al Tribunal 
Supremo corresponderá, por consiguiente, la facultad y el deber 


_de aplicar la Constitución, declarando la inconstitucionalidad de 
* las leyes que la puedan contradecir. Con ello, el Tribunal Supremo 
, transfiere en su propio beneficio la supremacía constitucional, de- 
'finiéndose a sí mismo como intérprete y defensor de la Consti- 
tución. Si se tiene en cuenta la concisa flexibilidad de la Constitución 


americana, podrá comprenderse todo el alcance de este poder; 
ejerciéndolo, el Tribunal Supremo ha impuesto su propia interpre- 
tación, elevándose al rango de un poder político, fuente del Dere- 
cho constitucional. 

La polémica del New Deal que proyectaba una intervención de 
la Unión en el ámbito de la vida económica, a la que se opuso el 
Tribunal Supremo, pareció finalmente liquidarse con una victoria 
de la presidencia, mediante la renovación de los jueces del Tribu- 
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nal. Sin embargo, posteriormente, el Tribunal Supremo ha recu- 
perado su acción política en cuestiones tan importantes como la 
discriminación racial, la definición de las relaciones entre la Iglesia 
y el Estado, la seguridad de los procedimientos en los juicios cri- 
minales y la representación proporcionada de los distritos urbanos 
y rurales. De hecho, esta jurisprudencia del Tribunal Supremo ha 
reformado y adaptado todo el texto constitucional, 


5. LA DEFENSA DE LA LIBERTAD EN “LA CONSTITUCION AMERICANA . 


El último principio que define la estructura constitucional ame- 
ricana es la garantía de la libertad. Aunque inicialmente ésta no 
quedó comprendida en -los siete artículos de la. Constitución 
de 1787, quedaba fijada en las declaraciones de derechos de las 
constituciones de los Estados; Virginia, en 1776, había tallado en 
palabras perennes un modelo universal, que iba a servir de fuente 
a las declaraciones francesas, y Massachusetts había fijado un 
texto que ha resistido la prueba de casi dos siglos de vigencia. Las 
diez primeras enmiendas, con un carácter negativo de limitaciones 
de los poderes de la Unión frente a los Estados, incorporaron a 
la Constitución la esencia de estas declaraciones y, por último, la 
liquidación de la guerra civil entregó a la tutela de la Unión la 
defensa de los privilegios e inmunidades de los ciudadanos de los 
Estados Unidos y especialmente de su vida, su libertad y su pro- 
piedad. 

En virtud de la supremacía judicial definida por el Tribunal 
Supremo, éste se instituyó en órgano de esa tutela que ha rea- 
lizado con un sentido muy característico. El sentimiento de la li- 
bertad americana se ha fraguado con el espíritu de la emigración. 
Esta, de una parte, ha supuesto un amplio espíritu de tolerancia 
en zonas espirituales entendidas con un sentido totalmente diver- 
so por el liberalismo europeo. La libertad de conciencia y cultos 
en Estados Unidos no significa derecho a la indiferencia, sino en 
un margen muy limitado; fundamentalmente es el derecho po- 
sitivo a profesar y practicar una religión. En una famosa senten- 
cia del Tribunal Supremo americano (Zorach v. Clauson, 1952) 
se ha definido el alcance de la enmienda I, precisando que esta- 
blece limitaciones en las relaciones entre el Estado y la Iglesia, 
en cuanto al establecimiento de una religión oficial o a la pro- 
hibición del libre ejercicio del culto, pero que no establece una 
separación en todos los aspectos. «Nosotros somos un pueblo reli- 
eijoso, cuyas instituciones presuponen un Ser Supremo.» En conse- 

















RÁ RAR 





















































192 DERECHO CONSTITUCIONAL COMPARADO 


cuencia, usos tales como el «tiempo libre» para la enseñanza reli- 
giosa O la ayuda indirecta, mediante subvenciones para transportes, 
comedores o libros de textos a centros de enseñanza privada, cons- 
tituyen hoy una práctica común. El pluralismo religioso —con tres 
minorías dominantes, católica, protestante y judía— dan hoy'perfil 
a esta situación de libertad positiva. Más recientemente, una dis- 
cutida sentencia ha prohibido las oraciones en las escuelas; pero 
el Tribunal Supremo no ha insistido en esta jurisprudencia; 

De otra parte, el liberalismo americano se ha manifestado con 
un exasperado carácter individualista, que ha llevado a poner en 
tela de juicio los más elementales poderes de la policía del Estado. 
El emigrante, que había roto por su voluntad con una patria y 
una tradición, que se había deshecho de todos los vínculos de una 
comunidad para confiar su vida a su propio esfuerzo, tendía a 
exaltar el primado de la libertad individual y de un orden social 
basado en la libre competencia. Esta libertad de concurrencia en 
igualdad de oportunidades ha llegado a ser un rasgo de la vida 
social y económica americana, favorecida al mismo tiempo por la 
expansión hacia el oeste y la explotación de tierras nuevas que 
han respondido con el éxito a todo gran espíritu de iniciativa. La 
«frontera» ha sido un mito de la vida americana. El Tribunal Su- 
premo, respaldado en las enmiendas V y XIX, ha defendido esta 
concepción, animadora del desenvolvimiento de la riqueza ameri- 
cana en el último tercio del siglo x1x. 

En nuestros días, agotadas las tierras libres de expansión, re- 
mansada la libre competencia en el acuerdo de los grandes trusts, 
abierto con el salario fijo el avispero de los problemas sociales, 
ha entrado en crisis esta concepción. Es curioso advertir que los 
eslóganes del New Deal no han roto definitivamente con el viejo 
principio, sino que más bien han tendido a reafirmarse sobre él. 
En un famoso mensaje al Congreso del presidente Roosevelt (1938) 
se propone la revolucionaria política presidencial como un retorno 
al clásico principio americano de empresa libre en régimen de 
libre concurrencia, desatando los lazos con que el capitalismo co- 
lectivista de los trusts había tejido su red de monopolios. Sin 
embargo, de hecho, la política del New Deal más bien ha signi- 
ficado la aceptación de principios como el de seguridad social, el 
de control de ciertas fuentes de riqueza, O la intervención de la 
administración a través de agencias directamente vinculadas al pre- 
sidente, claramente opuestos a la tradición de liberalismo indi- 
vidualista y más bien orientados a una planificación económica 
nacional. En el ámbito de las relaciones laborales, el Social Se- 
curity Act de 1935 estableció el seguro de vejez y paro; el Fair 
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Labor Standards de 1938 reguló los salarios mínimos y los horarios 
máximos, y el National Labor Relations Act de 1935 (NLRA) esta- 
bleció las bases de la Organización sindical y la contratación co- 
lectiva. La lucha posterior contra la pobreza ha definido una clara 
política de bienestar social. | 

El Tribunal Supremo, que anuló inicialmente la legislación or- 
ganizadora de la industria y la agricultura (National Recovery Act 
y Agricultural Adjustment Administration), terminó finalmente 
aceptando «que el gobierno nacional está autorizado para emplear 
todos y cada uno de sus poderes para impulsar todos y cada uno 
de los objetivos de un buen gobierno», y en 1947 declaró la vali- 
dez del N.L.R.A. a que hemos hecho referencia, al mismo tiem- 
po que la Ley Taft-Harley moderaba en parte sus efectos. Esta 
nueva orientación ha quebrado en parte uno de los más clásicos 
principios de la Constitución americana, tal como había sido in- 
terpretada por la jurisprudencia del Tribunal Supremo. 

En 1957 el Congreso ha abordado el problema general de los 
derechos civiles frente a la segregación racial. Se creó una comi- 
sión para investigar las discriminaciones en el derecho a voto o en 
la igualdad de protección legal por razón de color, raza, religión u 
origen natural. En 1960 y 1961 se han publicado dos informes que 
determinaron una primera ley de 1961 reforzando los poderes del 
ejecutivo y un proyecto aprobado en 1964. El Tribunal Supremo, 
en 1954, en el caso Brown contra la junta de educación, reconoció 
el derecho de los negros a participar en las mismas escuelas. En 
1962 varias sentencias han condenado la segregación en restau- 
rantes y bares y en parques, bibliotecas y museos. Aunque los re- 
sultados son oscilantes, hay un movimiento en marcha, que ha 
cuajado en la Ley de derechos civiles en 1964, la Ley de derechos 
electorales de 1965 y las nuevas leyes de 1969 y 1970 sobre el de- 


- recho de voto y la igualdad de derechos. 


3. Los tres poderes de la Unión. El Presidente 


«Cuando los romanos expulsaron a sus reyes de Roma no su- 
primieron en realidad la función; crearon un consulado que ins- 
tituía una especie de rey anual, empequeñecido por la corta dura- 
ción de su poder y la presencia de otro cónsul con poderes igua- 
les». Esta feliz evocación de BRYCE expresa exactamente el ánimo 
que presidió la institución del jefe del ejecutivo americano. El 
Presidente refleja al monarca inglés, tal como se le concebía a 
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través de Blackstone y Montesquieu, pero coartado por la limi- 
tación temporal de su cargo y la coparticipación del Senado .en 
ciertas funciones presidenciales. Pero con otra importante salvedad 
que no advirtieron ni podían advertir los redactores de la Consti- 
tución americana. La división de las facultades de la Corona in- 
glesa desglosada en dos órganos, el rey y el gabinete, y la res- 
ponsabilidad parlamentaria, no era apenas advertida a finés del 
siglo xvrir. Con ello, el Presidente, cuyos poderes quisieron men- 
guarse, quedó como titular y señor con ejercicio efectivo, de to- 
dos los poderes que le están atribuidos por la Constitución. Por 
otra parte, la aplicación estricta del principio de separación de 
poderes determinó que los ejerciera con una absoluta autonomía. 
Como consecuencia de esta interpretación y de su desenvolvimien- 
tó histórico, ROSSITER ha podido definir al Presidente por la titu- 
laridad y el ejercicio efectivo de diez importantes funciones: jefe . 
del Estado, director de la política internacional, comandante en 
jefe de las fuerzas armadas, leader de la legislación, gerente eje- 
cutivo, empresario de la prosperidad, protector de la paz social, 
jefe del partido, portavoz del pueblo y, por la posición de los Esta- 
dos Unidos en el mundo contemporáneo, leader de la comunidad 
de naciones libres. 

- Por esta función de gobierno, de iniciativa e impulsión de la 
vida política norteamericana, lo estudiamos en primer lugar, frente 
a la acción de control que corresponde al Congreso. 


e E 


1. DESIGNACION Y CARACTERES 


La Constitución señala sumariamente las condiciones para el 


- ejercicio del cargo y regula «in extenso» la elección presidencial, 
. distinguiendo varios supuestos que han venido a completar las 
. enmiendas XTT, XX, XXIT, XXTIT y XXV de la Constitución. 


Para ser presidente se precisa ser ciudadanos de los Estados 


Unidos, con catorce años de residencia y treinta y cinco de edad. 


La designación se hace mediante una elección indirecta por un 
colegio electoral elegido por el pueblo y formado por un número 
igual al de senadores y representantes que cada Estado acredita 
ante el Congreso y los electores designados por el distrito federal 
(Washington, enmienda XXTIT), que propone un número de elec- 
tores igual a los Senadores y representantes que elegiría si fuera 
un Estado. Dicho colegio vota, al mismo tiempo, pero en voto se- 
parado, al presidente y al vicepresidente; el escrutinio se realiza 
por el presidente del Senado en presencia de ambas cámaras, 
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resultando elegido quien obtenga el mayor número de votos, si 
al mismo tiempo obtiene la mayoría absoluta de los sufragios. 
Si nineún candidato reúne estas condiciones, la Cámara de Re- 
presentantes procede a la elección entre los tres que hayan ob- 
tenido mayor número de votos, votando los representantes por 
Estados y siendo preciso para la elección un quórum de dos ter- 
cios y una mayoría de todos los Estados. Las enmiendas aún pre- 
vén. otros supuestos cuya resolución queda al arbitrio de la Cá- 
mara de Representantes. $ 

En realidad, la designación se realiza casi siempre por la vía 
más simple, por la práctica de un régimen de dos partidos que li- 
mitan el número de candidatos. Es más, la intervención de los par- 
tidos ha conducido a resultados diversos de los propuestos por 
los redactores de la Constitución. La elección del colegio electoral 
de capacidades supone simplemente el recuento de los votos del 
candidato que ha sido proclamado en la convención de un partido. 
De hecho, el primer acto de la elección es esta designación de can- 
didatos y la votación de los electores de segundo grado, represen- 
tantes de un partido, presupone el voto de un candidato presiden- 
cial; contra el espíritu de la Constitución, el presidente resulta 
así elegido en un plebiscito nacional, hasta tal punto, que en 
muchos Estados la papeleta para la elección de compromisarios 
no contiene el nombre de éstos, sino el del candidato a quien re- 
presentan. Sin embargo, varios proyectos de enmiendas que ten- 
dían a suprimir el colegio electoral de compromisarios, no han 
prosperado. | 

El mandato presidencial dura cuatro años, comenzando y ex- 
pirando en 20 de enero de los años correspondientes. No existía 
en la Constitución ningún precepto que prohibiera la reelección in- 
definida. Washington, sin embargo, se opuso a su tercera reelec- 
ción y en el mismo sentido se pronunció más tarde Jefferson, adu- 
ciendo que se podría desnaturalizar la naturaleza republicada de 
la institución al transformarla en un poder vitalicio; y estos pre- 
cedentes consolidaron como un uso constitucional la duración 
máxima del mandato a un doble período. La reelección del pre- 
sidente Roosevelt parecía haber caducado este uso, pero la en- 
mienda XXIT, propuesta en 1947 y ratificada en 1951, ha venido 
a consagradar como precepto constitucional aquella limitación. 
Según esta enmienda, ningún presidente puede ser elegido más 
de dos veces y los vicepresidentes que accedan a la presiden- 
cia sólo podrán ser elegidos la segunda vez, si su acceso tuvo 
lugar pasados dos años de mandato de su predecesor. Es de adver- 
tir que este plazo no sólo es de duración del cargo, sino de una 
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nueva elección y que, por consiguiente, en caso de fallecimiento, 
incapacidad (o de deposición por el Congreso) se hace cargo. el 
vicepresidente hasta la terminación del mandato presidencial pro- 
cediendo a nombrarse un nuevo vicepresidente. La enmienda XXV 
prevé el supuesto de incapacidad del presidente declarada a. peti- 
ción propia O a petición del vicepresidente y la mayoría del g0- 
bierno y su incorporación si cesa la incapacidad. 

El Presidente ejerce los poderes de su cargo con e inde- 
pendencia, de acuerdo con el espíritu de la Constitución, presi- 
dida por la más estricta aplicación del principio de división de 
poderes. Esta independencia resulta del juego de los diversos po- 
deres, afecto cada uno a una sola función; pero sobre todo del 
principio, impuesto por la práctica y ratificado por el Tribunal 
Supremo, en virtud del cual corresponde al presidente interpretar 
el ejercicio de sus poderes. «Todo funcionario público que presta 
un juramento de cumplir la Constitución —proclama un famoso 
mensaje del presidente a las cámaras— jura que la cumplirá 
como él la entiende y no como es entendida por otros.» | 

Sin embargo, en una sentencia reciente, Youngstown Sheet and 
Tuve v. Sawyer (1952), el Tribunal Supremo apunta una limitación 
de los poderes presidenciales «inherentes», destacando su «relati- 
vidad». En tiempo normal, sólo posee los que le conceden la Cons- 
titución y las leyes; en caso de emergencia, puede ejercer su pre- 
rrogativa con el consentimiento del Congreso. 


( 


2. EL GABINETE Y LA OFICINA EJECUTIVA DE LA PRESIDENCIA 


Para el desempeño de sus funciones, el Presidente aparece auxi- 
liado de otro órgano que desconoce la Constitución: el Gabinete. 
- Este, nacido como una práctica en los mismos días de Washine- 
ton, está integrado por los secretarios, jefes de los departamentos 
- ejecutivos, presididos como cuerpo por el presidente. De hecho, 
desempeñan una doble función: son jefes de un departamento y 
constituyen un órgano colectivo que aconseja al presidente y se- 
ñala con sus deliberaciones la orientación política general. Su pe- 
culiaridad frente al ministro parlamentario estriba en que no res- 
ponden ante la cámara ni tienen asiento en ella y son nombrados 
y separados libremente por el Presidente (con la sola limitación 
de someterles en su designación al consejo y consentimiento del 
Senado). No tienen responsabilidad colectiva, ni el presidente tie- 
ne obligación de consultarles; y claro está que estas condiciones 
privan al Gabinete de autoridad política. La necesidad de estable- 
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cer una conexión con el órgano legislativo hace que el Presidente 
se apoye al mismo tiempo en los presidentes de ciertas Comisio- 
nes parlamentarias, que actúan como miembros oficiosos del Ga- 
binete, así como los directores de algunos servicios de la oficina 
ejecutiva a la que nos vamos a referir inmediatamente. 

No puede comprenderse la acción de la presidencia en los últi- 
mos treinta y cinco años sin tener en cuenta un nuevo órgano, dife- 
renciado del Gabinete, que ha surgido y se ha desenvuelto sin una 
conciencia de su importancia, pero que ha venido a instituciona- 
lizar el predominio de la presidencia: la Oficina ejecutiva de la 
presidencia, que unida a los servicios de la Casa Blanca, consti- 
tuye un nuevo órgano, directamente vinculado al Presidente, cu- 
yos miembros se designan sin el consejo y consentimiento del 
Senado. | | 

La Oficina ejecutiva de la presidencia fue creada en 1939 para 
facilitar al Presidente información y asesoramiento que le permi- 
tiera prever los problemas y plantear los programas, dotándolo 
de los medios adecuados para proteger su tiempo y asegurar el 
cumplimiento de sus directivas. La composición de este servicio 
se ha alterado y se ha enriquecido progresivamente, en unión de 
la Casa Blanca, con nuevas misiones. Por lo mismo que su es- 
tructura y funciones están en continua evolución y revisión, nos 
limitaremos a enunciar sus órganos más importantes. 

En primer lugar, la Casa Blanca entraña hoy un complejo de 
servicios á disposición personal del Presidente, que cuenta con 
varios centenares de funcionarios. Entre ellos merecen destacarse 
la secretaría de prensa, Órganos de enlace con el Congreso y los 
Estados, ayudantes de fuerzas armadas y un número variable de 
consejeros personales (economía, energía atómica, etc.). Entre los 
órganos propios de la oficina ejecutiva merecen recordarse la 
oficina del presupuesto (Bureau of the Budget), transferida en 
1939 desde el departamento de Tesorería, donde fue establecida 
en 1921 y que supone el reconocimiento de las responsabilidades 
presupuestarias de la presidencia; el consejo de expertos econó- 
micos, integrado por tres economistas, asistidos del personal au- 
xiliar necesario, cuya misión es ayudar al Presidente a preparar 
el informe anual sobre el estado económico de la Unión y reco- 
mendarle las medidas que estima adecuadas en el orden econó- 
mico; según RossiTER, la existencia de este servicio hace posible 
al presidente ser el «empresario de la prosperidad». El consejo 
de seguridad nacional, establecido en 1947, y el servicio de mo- 
vilización y defensa, tienen el carácter que indica su nombre, 
siendo el primero el órgano coordinador (con asistencia del vice- 
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presidente, los secretarios de Estado y Defensa y el director del 
segundo servicio citado) de la política militar interna y externa 
para la seguridad nacional. La ley Cornack de 1950 ha autorizado 
a la presidencia para delegar funciones mediante un Estatuto, fa- 
cultad que el presidente ha ejercido en aleún caso incluso « en fa- 
vor del vicepresidente. 

A la vista de esta nueva organización, es patente que emos 
ante un proceso de institucionalización de la leaderships' en la 
presidencia, como órgano que asume la función de gobierno. 


3. EL PRESIDENTE, JEFE DE LA FUNCION EJECUTIVA 


La cualidad esencial de la presidencia está flexiblemente de- 
finida en el primer párrafo del artículo 2.* de la Constitución: El 
«poder ejecutivo estará investido en un Presidente de los Estados 
Unidos de América». El Tribunal Supremo ha precisado que esta 
investidura no supone una mera titularidad, sino una atribución 
de poder. Por consiguiente, sus facultades no pueden interpretarse 
restrictivamente como las enumeradas en este y otros artículos 
de la Constitución, sino como la atribución de todos aquellos po- 
deres que encajan bajo el concepto del poder ejecutivo, siempre 
que no le estén expresamente prohibidos. El problema estriba, 
claro está, en determinar qué ha de entenderse por ese poder eje- 
cutivo y qué facultades están comprendidas en él. Como sabemos, 
la tradición anglosajona lo define históricamente como el conte- 
nido de la prerrogativa real, residuo histórico de facultades que, 


de acuerdo con Locke, puede considerarse como el poder de obrar 


discrecionalmente para el bien público; concepto amplísimo, pero 
que coincide, al señalar su esencia, con la concepción continental 
de la función de gobierno como ejercicio de la actividad política 
del Estado. El Presidente, de acuerdo con la jurisprudencia del 


- Tribunal Supremo, tiene poderes inherentes e implícitos para con- 
- servar la paz de los Estados Unidos. 


Para exponer sumariamente sus funciones nos vamos a ser- 
vir de este concepto, distinguiendo junto a las facultades de go- 
bierno (relaciones exteriores, equilibrio de poderes, iniciación le- 
gislativa) sus poderes administrativos y aquéllos que le competen 
por su naturaleza representativa de la jefatura del Estado. 


a) El Presidente, jefe del Estado. El Derecho constitucional 
americano desconoce esa institución meramente representativa de 
la monarquía que reina, pero no gobierna. Es más, ningún párrafo 
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de la Constitución americana mienta esta cualidad, por más que 
el nombre mismo del Presidente de los Estados Unidos de América 
- en cierta manera la sobrentiende. De hecho, el presidente ostenta 
la representación externa del país, siendo él quien acredita y re- 
cibe embajadores; nombra o comisiona todos los funcionarios en 
el orden interno; es, de acuerdo con la tradición europea, el jefe 
de las fuerzas armadas que simboliza la unidad nacional de defen- 
sa, y ejerce, por último, el derecho de gracia. Muchas de estas 
facultades tienen un contenido más amplio que las análogas atri- 
buidas a los jefes de Estados europeos y, sobre todo, suponen un 
ejercicio efectivo de lo que en Europa es una mera titularidad, 
pero, sin embargo, perfilan en el presidente esa función simbólica 
de la unidad política, característica de la institución suprema del 
poder ejecutivo. | 

b) El Presidente, jefe del Gobierno. Por tal título le corres- 
ponden varios grupos de facultades, cuya característica común es 
desenvolverse como una actividad libre encaminada a fomentar el 
bien común por el desenvolvimiento o defensa del orden. Especí- 
ficamente podemos considerar comprendidas bajo este concepto, 
las facultades que competen al Presidente en orden a las relacio- 
nes exteriores de la Unión, la iniciativa legislativa que la Consti- 
tución y la práctica le han atribuido y aquellas atribuciones del 
ejecutivo, que tienden a realizar un equilibrio de los poderes del 
Estado. Y, por último, las facultades extraordinarias en los estados 
de excepción, que estudiaremos, por su importancia, separada- 
mente. | 

Como órgano de las relaciones exteriores, el presidente nombra 
embajadores y cónsules, con el consejo y consentimiento del Se- 
nado, los recibe y los despide, dirige a través de ellos las rela- 
ciones diplomáticas, y hace tratados, que también precisan el 
consejo y consentimiento del Senado, que en este caso significa 
prácticamente su ratificación. La cooperación con el Senado se 
resuelve normalmente en el asesoramiento y consulta por la pre- 
sidencia de la comisión senatorial y más específicamente de su 
presidente. De hecho, un presidente de los Estados Unidos puede 
burlar esa colaboración nombrando representantes personales, sin 
carácter oficial, o celebrando acuerdos diplomáticos sin la validez 
específica del tratado internacional, bien por su propia autoridad 
(acuerdos ejecutivos), o bien haciéndolos aprobar en las dos cáma- 
ras por simple mayoría con el procedimiento de la ley ordinaria. 
La misma declaración de guerra, que corresponde al Congreso, 
puede «ser provocada por el presidente, o declarada por éste como 
una situación de hecho. Para RossITER, por este concepto, el Presi- 
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dente es el jefe de la diplomacia americana y cabeza de la comu- 
nidad de naciones libres. 

Junto a la dirección y orientación de las relaciones exteriores 
constituye un ámbito bien definido la fijación y orientación de la 
política interna, expresa normalmente en la iniciativa legislativa. 
Este ha sido uno de los puntos débiles de la estricta aplicación de 
la división de poderes en la Constitución americana. Conferida la 
función legislativa en su plenitud al Congreso, un solo precepto 
(en la sección IIT del artículo 2.) funda cierto poder de iniciativa 
en el Presidente, al autorizarlo para «recomendar a la considera- 
ción del Congreso las medidas que juzgue necesarias y oportu- 
nas» y en «ocasiones extraordinarias reunir las dos cámaras oO 
una de ellas» para dirigirles la palabra; pero aun tomando nota 
de esta facultad hay que advertir que las sugerencias del presi- 
dente, son sólo esto, recomendaciones que en nada vinculan al 
Congreso y que ni aun le obligan a discutirlas y desecharlas for- 
malmente. La realidad ha sido más fuerte que el doctrinarismo de 
los redactores de la Constitución y los presidentes, desde Washine- 
ton, se han valido de estos medios, y de otros varios arbitrados por 
la necesidad, para imponer sus criterios. Hay que tener en cuenta, 
en primer lugar, que normalmente el Presidente y la mayoría de la 
cámara pertenecen a un mismo partido y en este caso los víncu- 
los políticos subterráneos suplen en mucho los preceptos de la 
Constitución, incorporando oficiosamente al gabinete a los pre- 
sidentes de las comisiones; incluso el Presidente tiene reuniones 
periódicas con los presidentes de las dos cámaras y los jefes de 
la mayoría y en ciertos departamentos (Estado, Guerra y Marina) 
se designan consejeros con la misión de establecer contactos con 
el Congreso. Por otra parte, el Presidente tiene dos armas coactivas 
con que presionar al Congreso: su poder de veto y su facultad de 
seleccionar las leyes a que se ha de dar un cumplimiento preferen- 
te, anulando de una manera tácita la legislación que desaprueba. 


. Por último, la vía ordinaria de los mensajes al Congreso, en cues- 
- tiones trascendentales, está respaldada por la opinión pública a 


la que es notoria la apelación hecha a las cámaras para que re- 
suelva aleún gran problema del país. Prácticamente, hoy, a tra- 
vés de estas diversas vías, más de la mitad de la legislación se 
debe a la iniciativa del Presidente o de los departamentos minis- 
teriales, hasta tal punto, que el Presidente Eisenhower fue cen- 
surado por no orientar más estrechamente al Congreso con sus 
mensajes. 


Por último, el Presidente se define hasta cierto punto como 
un eje de equilibrio entre los poderes de la Unión por su poder 
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de veto y su poder de designar los jueces del Tribunal Supremo. 
El primero, cuyo contenido examinaremos más adelante, es como 
hemos visto una de las más importantes armas de la panoplia pre- 
sidencial frente al Congreso; el segundo, ha sido sólo instru- 
mento que se ha mostrado eficaz para influir los poderes del Tri- 
bunal Supremo en la construcción de las leyes y la interpretación 
de su constitucionalidad. No estando determinado por la Consti- 
tución el número de jueces, su aumento puede ser un arma in 
extremis, del Presidente y el Congreso; pero normalmente basta 
la mera sustitución de vacantes para influir en el sentido político 
de sus decisiones. Los jueces, sin embargo, se independizan de su 


- nombramiento. Douglas cesó treinta años después que el Presiden- 


te Roosevelt que lo nombró. 

Cc) El Presidente, jeje de la administración pública o gerente 
ejecutivo. Como jefe de la administración pública tiene el deber 
de ejecutar fielmente las leyes. Aunque pueda parecer que por 
este concepto queda el Presidente limitado al papel de un mero 
ejecutor de los preceptos normativos del Congreso, hay que ad- 
vertir que éste no puede enjuiciar ni fiscalizar sino indirectamente 
la forma con que el Presidente interpreta sus deberes; además, 
como sabemos, el Presidente puede dentro de ciertos márgenes se- 
leccionar la legislación que aplica, sin que su juicio esté sujeto a 
revisión. En ocasiones, los presidentes incluso han menospreciado 
las concesiones de créditos por el Congreso. Por otra parte, como 
jefe del poder ejecutivo aparece auxiliado para el cumplimiento 
de su misión de un cuerpo de funcionarios cuyas más altas jerar- 
quías, aun siendo designadas con el consejo y consentimiento del 
Senado, responden ante el Presidente de su gestión, quien puede, 


en cualquier momento y por su sola autoridad, relevarlos del ejer- | 


cicio de su cargo. 

d) El Presidente, comandante en jefe del ejército. Los po- 
deres que competen al Presidente por este concepto ofrecen una 
doble modalidad que merece ser destacada. En tiempo de paz, 
sus facultades no rebasan la jefatura administrativa de un servicio 
de que es cabeza como jefe del poder ejecutivo; por'el contrario, 
en caso de insurrección o guerra, estos poderes se expanden por 
la misma naturaleza de la función. El Presidente, en tiempo de 
guerra, es el jefe real del aparato militar y del esfuerzo bélico del 
país y en el teatro de Operaciones, bajo la ley marcial, se susti- 


tuye la autoridad civil de las leyes por la autoridad militar, cuya 


jefatura ostenta el Presidente. Por otra parte, más de un cente- 
nar de estatutos aprobados por el Congreso en diversas fechas 
transfieren al Presidente poderes especiales extraordinarios (Sta- 
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tutory War Powers), que son revisados y ampliados en cada nue- 


va situación de guerra. Wilson consiguió verdaderos poderes dic- 


tatoriales. Las diversas experiencias históricas de esta situación, 
y especialmente las dos pasadas guerras europeas y la intervención 
americana en el Sudeste asiático (golfo de Tonquín, Vietnam); han 
acusado incluso, por delegación o absorción espontánea, una con- 
centración en la presidencia de poderes constitucionales, de la que 
nos vamos a ocupar inmediatamente. 


4. EL CAUDILLAJE («LEADERSHIP») DEL PRESIDENTE 


La presidencia, como las restantes instituciones del gobierno 
norteamericano, ha afirmando en ciertos momentos históricos su 
primado político, en oposición al principio de equilibrio de po- 
deres. A la voz de quienes han subrayado un gobierno congresional 
o una oligarquía judicial hay que sumar o contraponer la de aque- 
llos que destacan el caudillaje (leadership) de los presidentes, o 
más acremente denuncian un despotismo presidencial 

CORWIN, en su estudio sobre los poderes del Presidente, con- 
cluye que la historia de la presidencia tiene una clara línea de 
crecimiento; aún más acusada por concentrarse en esta magistra- 
tura. el movimiento hacia una creciente centralización nacional, 
apoyada en la regulación intervencionista de la Unión en el orden 
económico y social. En relación con los poderes del Presidente, 
es necesario distinguir dos aspectos : 


1. La acción de los presidentes en circunstancias de excepción 


Los poderes del Presidente han acusado su máxima supremacía 


en ocasiones históricas que por una sugestiva coincidencia están 


vinculadas a los nombres de tres presidentes de talla política ex- 


s cepcional: Lincoln, Wilson y el segundo Roosevelt. La coinciden- 
:Cia no es, desde luego, casual, no sólo por la acusada personalidad 


de los tres presidentes mentados, sino por la misma naturaleza 
crítica de las etapas históricas que presidieron: la guerra civil de 
Secesión, la primera guerra europea y la última crisis económica 
a la que sucedió, casi sin solución de continuidad, la segunda 
guerra mundial. La supremacía de la presidencia ha significado 
lo mismo en estos tres momentos: la concentración del esfuerzo 
nacional para superar una crisis en una personalidad conductora. 
Lo que WEBER llamaba principio carismático de autoridad ha des- 
empeñado casi el papel de una institución normal en el juego 
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de poderes de la Unión. En lo que los anglosajones denominan 
situaciones de emergencia, el Presidente se ha adelantado a reco- 
ger, concentrar y dirigir todos los poderes hacia la salvación na- 
cional: y apoyado en la confianza directa del pueblo, ha rebasado 
todas las barreras del equilibrio constitucional. Lincoln, en una 
actitud de dictadura francamente extraconstitucional, sentó el pre- 
cedente de esta iniciativa del poder ejecutivo para afrontar las 
crisis nacionales; Wilson y Roosevelt consolidaron el principio 
y establecieron las vías constitucionales y extraconstitucionales 
por las que el Presidente puede actuar. La opinión pública ha res- 
paldado en estas tres crisis la iniciativa presidencial, que por otra 
parte ha visto reforzados sus poderes por situaciones de guerra 
en que entran en juego sus facultades extraordinarias como co- 
mandante en jefe 'del Ejército, prácticamente ilimitadas, a enjui- 
ciar por los precedentes que ofrece la historia americana. 

Los instrumentos de esa acción del Presidente han sido esas 
formas excepcionales de orientación política que hemos registra- 
do junto al ejercicio de sus poderes ordinarios. Las peticiones 
directas al Congreso, de palabra o en mensajes escritos, la influen- 
cia indirecta a través de los presidentes de las comisiones o de 
la disciplina del partido, la amenaza del veto y su ejercicio, e 
incluso la obtención de amplísimas autorizaciones legislativas le 
han permitido dirigir la legislación interna; los acuerdos diplo- 
máticos oficiosos, el nombramiento de agentes personales y hasta 
una hábil diplomacia que enfrente al Congreso con situaciones 
irreparables de hecho, le han permitido orientar libremente las 
relaciones exteriores e incluso determinar la guerra; el Tribunal 
Supremo no siempre se ha atrevido a desafiar esta política del 
Presidente, pero aun cuando ha osado frenar esta especie de dic- 
tadura ejecutiva, ha cedido finalmente si el Presidente ha tenido 
la paciencia y la ocasión de cubrir el número de vacantes necesa- 
rias para desequilibrar las votaciones del Tribunal. Por último, sus 
poderes extraordinarios como comandante en jefe del Ejército y 
los exorbitantes de un Congreso en estado de guerra, dócil a su 
iniciativa, han hecho lo restante. 

Ahora bien j,esta posición del Presidente ha coincidido, en los 
tres casos citados, con circunstancias extraordinarias, de las que 
no cabe deducir un poder ordinario de la magistratura presiden- 
cial. Ya advertía Bryce que había una gran diferencia entre los 
poderes del Presidente en circunstancias ordinarias o extraordi- 
narias. En tiempo ordinario, decía, el Presidente puede comparar- 
se con el gerente de una gran empresa, pero en circunstancias 
extraordinarias, internas o externas, todo puede depender de su 
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juicio, de su valor y de su leal devoción a los principios de la 
Constitución. Esta posición del Presidente representa, pues, un 
poder excepcional en situaciones de necesidad, que lo constituye 
en un magistrado extraordinario, en cierta 1 manera ca al dic- 
tador romano. | 


2. El crecimiento histórico de los poderes del Presidente ¿ 


Problema distinto es el crecimiento de la institución que regis- 
tran todos los autores contemporáneos y especialmente CorRwIN 
y ROSSITER. Hoy se registra una tendencia a normalizar alguna de 
esas vías O facultades extraordinarias de que la presidencia se 
vale en circunstancias de excepción; y también es cierto que ese 
evidente proceso de centralización se ha apoyado en gran parte en 
la iniciativa y las facultades del Presidente. Al mismo tiempo, la 
falta de unidad y cohesión del Congreso y la misma - naturaleza 
de la función judicial, tienden a destacar la unidad de la acción 
del poder ejecutivo en la obra de centralización. RossITER subraya 
que el Presidente es hoy el empresario de la prosperidad y la voz 
del pueblo. Ya hace años que el profesor Pounp (recordado por 
LAMBERT) anunciaba una hegemonía del ejecutivo. De la misma 
forma, decía, que el siglo xv111 y la primera mitad del siglo xrx 
han dado predominio al poder legislativo y la segunda mitad del 
siglo xix a los tribunales, el siglo xx se apoya no menos claramen- 
te sobre el predominio de la administración. No puede olvidarse 
que a la cuestión decisiva: ¿quién orienta e incita la política de los 
Estados Unidos?, ha de contentarse sin vacilar que la política na- 
cional es fijada por la presidencia. Ello se debe al crecimiento in- 


dustrial de los Estados Unidos, al papel preponderante que juega 


la política internacional que ha convertido la presidencia en una 


. institución occidental; a la naturaleza inorgánica de la acción del 


Congreso que recibe su impulso desde la presidencia y a la mis- 


, ma naturaleza plebiscitaria de la elección del presidente, a su 
. acción orientadora sobre la opinión pública y a su posición de 


jefe de un partido nacional. El mensaje como vía O instrumento 
de la iniciativa legislativa se ha institucionalizado; el veto se ejer- 
ce no para impedir la legislación, sino para orientarla; la radiodi- 
fusión y la televisión son hoy instrumentos normales de apelación 
al pueblo. La oficina ejecutiva de la presidencia, la oficina del 
presupuesto, el consejo de seguridad nacional y la oficina de la 
Casa Blanca son hoy servicios que institucionalizan esta preemi- 
nencia presidencial, como hemos advertido anteriormente. Pero 
en realidad este trazo constitucional está todavía falto de la su- 
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ficiente madurez para que pueda incluirse en la definición de los 
principios de la Constitución americana. 


4. El Congreso 


«Todos los poderes legislativos concedidos en este texto es- 
tarán investidos en un Congreso de los Estados Unidos que con- 
sistirá en un Senado y una Cámara de Representantes.» Este pri- 
mer párrafo del artículo primero de la Constitución, de acuerdo 
con el principio de división de poderes, singulariza en un órgano, 
fraccionado a su vez en dos elementos, el poder legislativo de la 
Unión. Ya la misma Constitución previó una parcial cooperación 
en la función legislativa del Presidente, que, por una parte, pue- 
de recomendar al Congreso la adopción de las medidas que es- 
time necesarias, y de otro, puede oponer su veto a la legislación 
que estime inconveniente o inoportuna; la práctica ha consoli- 
dado la intervención eventual de un órgano más, el Tribunal Su- 
premo, que puede anular, de acuerdo con sus propias definiciones, 
la legislación que estima inconstitucional. Pero es más, el mismo 
ejercicio de su función, en cuanto a su esencia de crear normas 
jurídicas, es en parte disfrutado por estos dos órganos, a quien 
la Constitución atribuyó poderes diversos. El Presidente, con su 
gabinete, declara derecho a través de la reglamentación de las 
leyes, con amplios márgenes de aplicación discrecional, o más 
simplemente, en virtud de delegaciones legislativas; el Tribunal 
Supremo, con:su «construcción» jurisprudencial, puede alterar 
el sentido de la ley promulgada u orientar su cumplimiento de 
acuerdo con la interpretación constitucional que la jurisprudencia 
misma define. Los poderes estrictamente divididos se han coordi- 
nado en la vida misma de la Constitución; en este caso a expen- 
sas de la autoridad y facultades del Congreso, que están muy lejos 
de satisfacer aquel concepto, ya anacrónico, cuando fue formu- 
lado por WILsoN, que definía la Constitución norteamericana como 
un gobierno congresional. El Congreso ejerce hoy preponderante- 
mente una función de control. 


1. SU COMPOSICION Y FUNCIONAMIENTO 


El Congreso, a tenor de este artículo 1.*, consta de un Senado 


y una Cámara de Representantes. Esta división interna del órgano 
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obedeció a una doble razón. De una parte, al deseo de limitar y 
moderar la acción de una cámara representativa, obligándola al 
una doble consideración de sus actos, en dos asambleas de diversa 
naturaleza; de otra, a la estructura federal de la Constitución. 
Estos designios se manifiestan en su composición. Ambas son ele- 
gidas por el pueblo, pero la Cámara de Representantes está pro- : 
porcionada a la población, mientras el Senado acoge dos senadores 
por cada Estado (hoy elegidos porel pueblo y primitivamente, por 
la legislatura de cada Estado). La Cámara de Representantes se 
renueva cada dos años; el mandato de los senadores se extiende 
a seis, renovánose el Senado cada dos, por terceras partes, esta- 
bleciéndolo así como órgano de la continuidad; cada Cámara de 
Representantes es nueva, y en la práctica se numeran; el Senado 
es eterno, aunque sus miembros se sustituyan parcialmente. La 
Constitución exige veinticinco años para ser elegido representante 
y treinta para ser senador; para la primera cualidad basta con ser 
siete años ciudadano de los Estados Unidos; para el senador, el 
plazo es más largo: nueve. La Cámara de Representantes es una 
Cámara numerosa; el Senado, reducido, hasta tal punto que en su 
origen estaba integrado únicamente por veintiséis miembros, que 
han aumentado a medida que ha crecido el número de Estados de 
la Unión. Hasta en su función fiscalizadora de la administración 
se refleja este distinto concepto de su importancia y naturaleza: 
la Cámara de Representantes tiene ciertas facultades de inspección 
en la administración interna; el Senado participa en la política in- 
ternacional y en la designación de los altos cargos de la adminis- 
tración pública. 

La organización interna de ambas Cámaras es muy análoga. 
Ambas tienen su presidente, que en la Cámara de Representantes 
es elegido por éstos, y en el Senado, por el pueblo al designar 
el vicepresidente de los Estados Unidos que al mismo tiempo pre- 
. side el Senado. Ambas aprueban su reglamento y examinan el 
mandato de sus miembros, que disfrutan de los mismos privile- 
.gios : inmunidad personal, libertad de palabra en el ejercicio de su 
función, sueldo y un soporte económico para desempeñar su fun- 
ción (secretaría, encuestas, etc.). Está, en cambio, prohibida la 
participación en funciones nuevas o cuyos salarios se hayan aumen- 
tado durante la legislatura, así como el ejercicio de funciones 
administrativas. | 

Su funcionamiento admite una doble actuación, en pleno o co- 
misiones. Estas, numerosas y compuestas de pocos miembros, que 
son designados por la Cámara misma de acuerdo con la proporción 
de los partidos y las competencias técnicas de sus miembros, son, 
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en realidad, las que dominan todo el proceso legislativo. Aunque 
en 1946 se haya limitado el número de comisiones (quince en el 
Senado y diecinueve en la Cámara de Representantes) y se hayan 
prevenido algunos abusos del sistema, la fisonomía y la función de 
las Cámaras no se ha alterado. Salvo en materias financieras, y 
aunque se conserva la tradición anglosajona de las tres lecturas, 
el pleno se limita a aprobar o desaprobar, pero es la comisión 
quien discute y elabora, e incluso prácticamente quien lleva el 
mismo peso de la iniciativa legislativa. Por otra parte, su procedi- 
miento es muy peculiar: la comisión concede audiencias a quien 
sea parte interesada y puede organizar encuestas. De aquí la im- 
portancia de las comisiones y de sus presidentes, designados, un 
poco arbitrariamente, por su antigúedad, y que son el órgano nor- 
mal de relación con el-gobierno para la elaboración de la legisla- 
ción deseada, hasta el punto de-que alguno de ellos ocupa prácti- 
camente un puesto oficioso en el Gabinete. 

-El Congreso americano tiene por ello una fisonomía muy di- 
versa del Parlamento inglés. En primer lugar, no se dan en él los 
debates clásicos sobre política general, ni ejerce una función de 
publicidad y fiscalización directa sobre el gobierno, ya que éste no 
tiene asiento en la Cámara. Sólo existe un control indirecto sobre 
la administración a través de las encuestas. Por otra parte, la di- 
visión en partidos no tiene la importancia que en el Parlamento 
británico, por la escasa influencia del pleno y la acción de las co- 
misiones, que por el número reducido de sus miembros dan una 
índole totalmente diversa a la discusión y al acuerdo. No existe 
una verdadera ley de presupuestos, y la misma legislación ordina- 
ria sigue dependiendo de los lobbyists, que presionan a los repre- 
sentantes y senadores, pese a la restricción que ha querido esta- 
blecer la citada ley en 1946. Su rasgo más característico es su 
actuación un poco anárquica y desorganizada, por la ausencia de 
criterios unitarios y hasta por la falta de continuidad y experien- 
cia que determina en la Cámara de Representantes el breve plazo 
de su renovación. Junto a los legisladores, que apenas responden 
a una disciplina de partido y se agrupan más bien por razón de 
intereses locales o funcionales (agricultura, enseñanza, industria, 
etcétera), aparece una institución única en el mundo, los lobbyists, 
agencias legislativas que ponen sus «expertos» al servicio de los 
«grupos de presión» que desean una legislación determinada, in- 


_terviniendo en las audiencias y encuestas de las comisiones. Los 


múltiples grupos de interés o presión de la vida norteamericana 
están reconocidos y tienen una cauce legal de actuación. BRYCE 
llamó a los legisladores americanos «arquitectos sin ciencia, crí- 
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ticos sin experiencia y censores sin responsabilidad», que sólo 
conservan la importancia que les atribuye la posesión de las llaves 
de la bolsa; el juicio es duro y quizá está influido, como tantos 
otros, por el prejuicio de las prácticas parlamentarias europeas 
apenas aplicadas en el Congreso americano. Este, mediante su 
actuación por comisiones, alcanza un grado de eficacia que no es 
frecuente en los Parlamentos abiertos a una continua discusión 
política. Especialmente el Senado, como cuerpo más experimenta- 
do y estable, tiene una tradición de Re eada y O que 
ha hecho crecer su autoridad. 


2. FUNCIONES DEL CONGRESO 


Las funciones del Congreso tienen una especial importancia. 
Son, en la técnica de la Constitución, la línea divisoria del poder 
de la Unión y los Estados. Son, por consiguiente, poderes limitados 
y taxativamente enumerados, sobre los que se ha proyectado la 
interpretación del Tribunal Supremo para extender los poderes 
de la Unión. En todo caso, este órgano legislativo de poderes limi- 
tados contrasta con la soberanía del Parlamento inglés. El princi- 
pal fundamento de esta división fue la estructura federal que obli- 
gaba a distribuir competencias entre el Congreso de la Unión y las 
legislaturas de los Estados. La Constitución completa la distribu- 
ción federal de competencias con prohibiciones específicas a los 
Estados y a la Unión. 

El Congreso tiene una función propia en que participan con 
igual autoridad las dos cámaras que lo integran: la definición de 
normas jurídicas, y otras funciones que aparecen como propias 
de una de las Cámaras o en que cada una de ellas ias 
una misión definida. 


A) Como funciones conjuntas del Congreso, en que ambas cá- 
—_maras intervienen necesariamente, teniendo sus resoluciones el 
mismo valor y pudiendo iniciarse el proceso deliberante en cual- 
quiera de ellas (salvo la iniciativa que corresponde a la Cámara de 
Representantes en la legislación financiera), pueden enumerarse: 


a) La legislación sobre las materias taxativamente enunciadas 
en la Constitución. Estas, como sabemos, son las que definen la 
competencia del Gobierno de la Unión y estuvieron inspiradas en 
un criterio restrictivo, cuya directriz fundamental fue conferir a 
la Unión los poderes estrictamente necesarios para la vida en 
común. 
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Las más importantes de estas materias son la defensa, con la 
organización de las fuerzas armadas y una milicia y la creación 
y sostenimiento de una marina; la regulación uniforme de la mo- 
neda, créditos, pesas y medidas y bancarrota, que establecen las 
bases de una unidad financiera, y hasta cierto punto, económica ; 
la regulación del comercio exterior y entre Estados; la concesión 
de patentes y la reglamentación del derecho de propiedad intelec- 
tual ; la naturalización y policía de extranjeros; la piratería ; la dis- 
posición de la propiedad federal y la adquisición y gobierno de te- 
rritorios extraños; la organización judicial; y, por último, el esta- 
blecimiento de un sistema postal común, cláusula que ha sido 
interpretada extensivamente por la práctica y la jurisprudencia. La 
enumeración de facultades se cierra con una cláusula flexible que 
atribuye al Congreso la facultad de dictar las leyes necesarias o 
convenientes para la ejecución de sus poderes, que el Tribunal Su- 
premo interpreta con la máxima flexibilidad y amplitud. 

Especial importancia hay que atribuir, desde el punto de vista 
histórico, a las facultades del Congreso en relación con el crédito 
de los Estados Unidos; algunos autores han llegado a interpretar 
todo el proceso histórico de formación y consolidación de la Unión 
| a la luz de estas cláusulas que vinculan en el Congreso la responsa- 
bilidad de las deudas de los Estados Unidos y lo autorizan para 
levantar empréstitos sobre el crédito de la Unión. Y aún más im- 
portante es aquella cláusula que confiere al Congreso poder para 
regular el comercio exterior y entre Estados, ya que en ella se ha 
apoyado: fundamentalmente la extensión de los poderes de la 
Unión sirviendo en gran parte de eje al proceso centralizador. Una 
jurisprudencia tolerante ha amparado una interpretación flexible, 
que ha comprendido en este precepto como poderes implícitos los 
instrumentos de ese comercio (comunicaciones), todas las relacio- 
nes anejas al comercio (por ejemplo, seguros), relaciones ajenas al 
comercio, pero realizadas en el territorio de varios Estados (trata 
de blancas), o que repercuten fuera del territorio de un Estado (ra- 
diodifusión), e incluso en cada caso ha abarcado con gran ampli- 
tud todos los contenidos jurídicos conexos con la materia objeto 
de regulación (tasas en los ferrocarriles, contratos de trabajo de Ñe 
toda actividad realizada en varios Estados, etc.). Si se tiene en 5 
cuenta que la gran industria y el comercio estadounidense alcan- .l 
zan normalmente al territorio de varios Estados cuando no a todo Ñ 
el país, puede comprenderse la importancia de esta interpretación. | 
Esta interpretación de la jurisprudencia favorable a la Unión no 
se ha limitado a las relaciones económicas. Las libertades de ex- 
presión del pensamiento, de prensa y la misma libertad de cultos 
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han sido «federalizadas» por el Tribunal Supremo, apoyándose en 


una interpretación de la enmienda primera. 

—_b) Aunque adopten la forma de ley, es preciso destacar sépa- 
radamente los poderes impositivos de la Unión. Al Congreso 
- corresponden poderes limitados de imposición, que entre otras con- 
diciones están limitados por su fin (pagar las deudas y proveer a 
la defensa común y el bienestar general de los Estados Unidos), 
y por la forma de su imposición, que exige constitucionalmente 
cierta proporcionalidad y uniformidad en todo el territorio de la 
Unión y entre los Estados que la integran, con excepción de los 
impuestos directos autorizados por la enmienda dieciséis. Al Con- 
greso corresponde asimismo redactar y aprobar el presupuesto, 
que se desdobla en dos leyes, una de ingresos y otra de gastos. 
El Presidente y su gabinete no sólo pueden hacer una indicación 
de necesidades a través del llamado mensaje del presupuesto, 
sino que la llamada Oficina del Presupuesto funciona hoy como 
aneja 'a la Presidencia. En la práctica, el presidente de la comisión 
correspondiente tiene la importancia, y a veces hasta las funciones 
de un ministro de Hacienda y el mismo Secretario de Tesorería 
está más vinculado al Congreso que al Presidente. Junto a estas 
facultades de imposición para los recursos ordinarios, está tam- 
bién reservada al Congreso la contratación de empréstitos sobre el 
crédito de los Estados Unidos. . 

c) Al Congreso compete la declaración de guerra; y una vez 
declarada, sus poderes se extienden a todas las necesidades de 
ésta, pudiendo legislar sobre cuantas materias exija el esfuerzo 
bélico común. En tiempo de paz le corresponde la creación y sos- 
tenimiento del ejército y la armada y la reglamentación de las 
milicias. 

d) Aunque también adoptan el procedimiento de una norma 
Jurídica y están encaminadas a definirla, merecen destacarse las 
facultades del Congreso en relación con las enmiendas de la Cons- 
titución. El Congreso puede proponerlas o convocar una Conven- 
ción a este fin; el Congreso tiene el poder, una vez aprobadas, de 
determinar si han de ser ratificadas por las legislaturas o por con- 
venciones especiales en tres cuartas partes de los Estados. De he- 
cho, todas las enmiendas han sido propuestas por el Congreso, que 
precisa para la aprobación de la propuesta el voto favorable de 
dos tercios en cada cámara. 

En relación con estas facultades, excepción de las dos últimas, 
y los acuerdos de suspensión de sesiones, el Presidente tiene, como 
hemos indicado, el poder de veto, que obliga al Congreso a volver 
a considerar las leyes o resoluciones que el presidente devuelva 
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sin suscribir; para que una disposición vetada por el presidente 
tenga no obstante validez constitucional precisa el voto favorable 
de dos tercios en cada cámara. El presidente ha de devolver, apro- 
badas o no, cuantas resoluciones se le remitan en un plazo de 
diez días, entendiéndose aprobadas una vez transcurrido este plazo 
sin que el presidente las devuelva. Si la cámara hubiera suspendi- 
do sus sesiones, basta al presidente retener el proyecto de ley para 
invalidarlo (veto de bolsillo), en virtud de una interpretación de 
la jurisprudencia que tendía a impedir que el Congreso suspen- 
diera sus sesiones para que el Presidente, al no poder devolver 
la ley vetada, no pudiera ejercer su CTEcno de veto. 


B) Las dos cámaras tienen otras facultades que len ejer- 


cer independientemente o con un carácter complementario. Estas 
son: 


a) El poder de abrir investigaciones, recabar testimonios y ex- 
hibiciones de documentos y cuanto estimen procedente en encues- 
tas referentes a materias comprendidas en su jurisdicción o al 
cumplimiento de sus disposiciones. Este poder auxiliar va acom- 
pañado de la potestad coactiva proporcionada por desprecio de la 
autoridad del Congreso, y ha sido arma predilecta, junto con la 
aprobación de créditos, para la interferencia del RONBTESO en los 
servicios administrativos. 

b) El Congreso tiene, además, la facultad de acusar y juzgar 
al Presidente, al vicepresidente y a todos los funcionarios civiles 
de los Estados Unidos por los delitos de traición, cohecho u otras 
eraves faltas o delitos (impeachment). La Cámara de Representan- 
tes acusa y el Senado juzga, siendo presidido por el presidente 
del Tribunal Supremo, si el acusado es el presidente de los Esta- 
dos Unidos. Esta facultad es usada con relativa frecuencia para 
deponer a jueces y en dos casos se ha iniciado contra el Presi- 
dente de los Estados Unidos (en 1974 contra el Presidente Nixon). 
El fallo del Senado requiere una mayoría de dos tercios, y sólo pro- 
duce el efecto de deponer al funcionario o al Presidente. 


C) Como función propia, el Senado participa con el Presiden- 
te en la orientación de la política interna e internacional a través 
de dos importantes facultades : 


a) La celebración de tratados. La Constitución atribuye este 
poder al Presidente «con el consejo y consentimiento del Senado». 
De hecho, esto significa una participación de la comisión senato- 
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rial en la política internacional y una ratificación por el Senado, 
por una mayoría de dos tercios, de los tratados internacionales de 
la Unión. Desde Washington esta intervención del Senado se limita 
a la ratificación. Hay que advertir que estos tratados, a tenor de la 
cláusula de «supremacía», tienen la misma fuerza jurídica vincula- 
toria que la Constitución, no pudiendo ser contradichos por las 
constituciones o la legislación de los Estados, y autorizando al Con- 
greso para dictar la legislación oportuna y conveniente para su 
cumplimiento. Esta es su diferencia específica con los «acuerdos 


ejecutivos» que celebra el Presidente para rehuir el a veces penoso : 


y complejo trámite que supone la celebración d un tratado que el 
Senado se resiste a ratificar sin enmiendas, que exigen a su vez 
una nueva negociación. 

_ b) El nombramiento de embajadores, ministros públicos, cón- 
sules, jueces del Tribunal Supremo y todos los funcionarios de los 
Estados Unidos, cuya designación no haya sido especialmente pre- 
vista por la ley. Como en el caso anterior, la Constitución atribuye 
este poder al Presidente «con el consejo y consentimiento del Se- 
nado». Prácticamente esta intervención, que el Senado realiza a 
través de las comisiones correspondientes, queda reducida a las 
designaciones de cargos políticos, previendo la legislación especial 
del Congreso las autoridades que han de designar a los titulares 
de todas las funciones subalternas. 


5. El poder judicial 


HAMILTON, en El Federalista, ha razonado la necesidad de ins- 
tituir un tercer poder constitucional, el poder judicial, por la na- 
- turaleza «limitada» y compleja de la Constitución. Desde el primer 
punto de vista era preciso establecer un órgano que vele las posi- 
. bles extralimitaciones de los poderes instituidos; según HAMILTON, 

: ello era garantía del respeto a la verdadera voluntad del pueblo, 

creador de la Constitución, frente a los poderes «constituidos», 
que no son sino comitentes de aquél; por otra parte, la Unión peli- 
eraría sin un órgano de coordinación y defensa de la jerarquía y 
unidad federal que garantice la Constitución nacional frente a las 
legislaturas de los Estados y resuelva con una autoridad imparcial 
y superior las cuestiones que puedan suscitarse entre éstos o entre 
los Estados y la Unión, o entre los miembros de un Estado y otro 
Estado diverso. De acuerdo con estos principios, y con la doctrina 
de la división de poderes, la Constitución establece un poder ju- 
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dicial de los Estados Unidos, igual en dignidad y autoridad a los 
otros dos poderes, investido en un Tribunal Supremo y en tantos 
tribunales inferiores como el Congreso pueda establecer y ordenar. 

También en este caso la práctica ha difuminado la estricta se- 
paración de poderes establecida por la Constitución. Los tribuna- 
les se han desorbitado extendiendo su mano a la interpretación y a 
la ejecución de la ley. De otra parte, la administración tiende a cons- 
tituir jurisdicciones propias. 


1. SU ORGANIZACION Y FUNCIONES 


La Constitución no ha fijado la organización del poder judicial 
y este vacío ha sido llenado por la legislación del Congreso a que 
la Constitución se remite expresamente. Actualmente existen tres 
órdenes jerárquicos de la justicia federal (con independencia de 
algunos tribunales especiales y de la organización judicial de los 
Estados): El Tribunal Supremo, compuesto de nueve miembros 
que actúan en una sola sala, designados como sabemos por el Pre- 
sidente con el consejo y consentimiento del Senado; los tribunales 
de apelación de circuito (creados en 1891), y los tribunales de dis- 
trito. El Tribunal Supremo tiene materias de jurisdicción propia 
y jurisdicción de apelación de los tribunales federales inferiores; 
creados y ordenados todos éstos por el Congreso, el Congreso los 
puede suprimir, siendo el Tribunal Supremo el único garantizado 
por la Constitución. A todos los jueces alcanzan, sin embargo, las 
garantías de independencia previstas por ésta: inamovilidad, en 
tanto observen buena conducta, y derecho a una retribución, que 
no puede ser disminuida durante el tiempo que presten sus servi- 
cios, ni aun por la vía indirecta de gravar su salario con impues- 
tos O recargar los existentes. Junto a la jerarquía de tribunales 
federales se desenvuelve la jerarquía paralela de los tribunales de 
los Estados, que reproducen sus características generales. La dife- 
rencia más importante afecta a la forma de designación que en los 
Estados se realiza frecuentemente por elección. De hecho, la ju- 
risdicción de unos y otros tribunales no es fácilmente deslindable. 

Como poder constitucional corresponde a los órganos de esta 
función aplicar la Constitución y legislación federal, sin que sus 
resoluciones sean revisadas por otra autoridad, una vez que se ha 
fallado en última instancia en sus diversos grados jerárquicos. 
Además, posee la capacidad de declarar válidas las resoluciones 
de otra autoridad ejecutiva y expedir mandamientos para su aca- 
tamiento ; especialmente el Tribunal Supremo y los tribunales infe- 
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riores han utilizado esta última vía para dar validez a las resolu- 
ciones de las juntas de comercio, transportes y trabajo (injunc- 
tions). | e 

La jurisdicción de este poder en función de la estructura fede- 
ral y del principió de división de poderes es limitada. Es función 
judicial (no legislativa ni administrativa); y sólo se da como com- 
petencia de la Unión en supuestos minuciosamente detallados por 
el artículo 3.”, que la regula, y la enmienda undécima. Esta juris- 
dicción se da, por razón de la causa, en los casos (cases) suscita- 
dos bajo la Constitución y las leyes federales o pertenecientes a la 
jurisdicción marítima o del Almirantazgo; y por razón de las par- 
tes en los casos que afecten a embajadores, demás ministros públi- 
cos y cónsules, y en las controversias (expresión que da una eran 


-amplitud a esta jurisdicción) en que sean parte los Estados Unidos, 


en las suscitadas entre dos o más Estados, entre un Estado y los 
ciudadanos de otro, entre ciudadanos de diferentes Estados, entre 
ciudadanos del mismo Estado que reclamen concesiones de tierras 
de diferentes Estados, y entre un Estado, los ciudadanos del mismo 
y los Estados, ciudadanos o súbditos extranjeros. La jurisdicción 
del Tribunal Supremo se ejerce ordinariamente en apelación; ape- 
lación que no se limita sólo a los fallos de los tribunales federales, 
sino que alcanza también a los tribunales de los Estados. Esta ape- 
lación tiene hoy la peculiaridad de ser selectiva. La ley de organi- 
zación del Tribunal Supremo de 1925, enmendada y ampliada en 
1954 y 1964 atribuye al Tribunal Supremo la competencia para 
escoger aquellos casos que considera de un valor general, con una 
competencia discrecional para solucionar aquellos litigios que se 
refieren directa o indirectamente a las leyes o Constitución de los 
Estados Unidos. (Así de unos 3.000 o 4.000 litigios el Tribunal Su- 
premo sólo discute y sentencia públicamente de cien a trescientos.) 


2. EL TRIBUNAL SUPREMO COMO PODER POLITICO Y FUENTE 
DEL DERECHO CONSTITUCIONAL 


Al margen de estas funciones de policía federal y equilibrio 
constitucional con que fue instituido, ha desenvuelto el Tribunal 
Supremo a partir de la guerra de Secesión una nueva función que 
designan los autores muy expresivamente como el veto, la censura 
o el control judicial y que aún más significativamente se subraya 
en algunas de las calificaciones maliciosas con que se ha definido 
la Constitución norteamericana a partir de esas fechas: oligarquía 
judicial, gobierno de los jueces, sistema de la supremacía judicial 
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o gobierno del poder judicial. En una palabra, parece como si el : 


Tribunal Supremo se hubiera desorbitado de su función jurídica, 
deshaciendo en beneficio propio el equilibrio de poderes estableci- 
do por la Constitución. La vía para ello ha sido muy simple como 
se trasluce en esos mismos términos a que nos acabamos de refe- 
rir: veto, censura judicial; los jueces examinan el fondo. de la 
legislación y la rechazan o construyen de acuerdo con sus propias 
orientaciones. Desenvolviendo la doctrina sentada en 1803 por el 
juez MARSHALL, que asigna a los jueces la misión de velar por la 
supremacía de la Constitución, la judicatura ha asumido este po- 
der de interpretar la Constitución, construir el Derecho estatutario 
en función de sus declaraciones y anular la legislación que contra- 
diga el texto constitucional tal como es entendido por el Tribunal 
Supremo. . 

Los pasajes COGretóS en que con más frecuencia se ha apo- 
yado la judicatura para arrogarse este poder de control han sido 
la cláusula que autoriza a la Unión para reglamentar el comercio 
entre Estados (interpretada como vimos con gran flexibilidad); 
una famosa expresión de la enmienda XIV (paralela de otro pa- 
saje de la enmienda V) que prescribe que ninguna persona sea 


privada de su vida, libertad o propiedad sin un procedimiento 


jurídico regular (due process of law), y la enmienda 1. Estas en- 
miendas han recibido una amplísima interpretación; especialmen- 
te en la interpretación del término due process of law (procedimien- 
to jurídico regular) que no lo limita a una cláusula de procedi- 
miento, sino que le atribuye el carácter de un principio que, como 
ha dicho el juez Frankfurter, representa la aplicación de un criterio 
de eguidad a las relaciones entre los hombres y más fundamental- 
mente a las relaciones entre los individuos y el Estado. No es extra- 
ño que se le identifique con una invocación al Derecho Natural 
y en él se basa el Tribunal Supremo para rechazar o construir la 
legislación que pueda afectar esos bienes, interpretando las pala- 
bras de las leyes del Congreso en función de sus propias interpreta- 
ciones (due, fair, equitable, etc.). En los últimos años la enmien- 
da I ha sido también objeto predilecto de esta jurisprudencia. 

Si el Tribunal Supremo hubiera declarado qué entiende por un 
procedimiento jurídico regular, aun pudiendo apreciarse su inter- 
pretación como artificiosa, estaría dentro de los márgenes de la 
función judicial; pero el Tribunal Supremo ha mantenido una 
característica vaguedad respecto a las condiciones de equidad que 
exige ese procedimiento jurídico para limitar la libertad o la pro- 
piedad, limitándose a apreciar la racionalidad y oportunidad de 
cada precepto concreto sometido a su juicio, y no hay que decir 
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que ello supone simplemente una estimación política de la ley, cuya 
validez se condiciona a su construcción y aceptación por los órga- 
nos del poder judicial. El carácter ambiguo y vago de la cláusula 
en que se apoya esta interpretación y la variedad de precedentes 
que pueden citarse muestra claramente que la aplicación de este 
precepto constitucional está en función de las opiniones concre- 
tas de los jueces del Tribunal Supremo, que se constituye así como 
un órgano de gobierno más, junto al Presidente y al Congreso. 
La apreciación de la constitucionalidad de las leyes que afectan 
a la propiedad ha tenido, pues, el carácter de una defensa de prin- 
cipios de fondo, que se suponen declarados por la Constitución y 
fundados en la equidad o en el Derecho Natural. El Tribunal Su- 
premo, respaldado por el respeto de la -mentalidad anglosajona 
a los precedentes y decisiones judiciales, se erige así en el órgano 
político que modela un espíritu constitucional. Esta acción la ha 
realizado a través de una doble vía: la anulación de las leyes de 
los Estados o el Congreso, como vía extraordinaria del veto judi- 
cial que rara vez es aplicada; o lo que se llaman las virtudes pa- 
sivas del Tribunal, la anulación por defectos de procedimiento, o 
la interpretación, o por expresarnos con términos más propios 
de la técnica jurídica anelosajona, la construcción judicial de las 
leyes, asimilándolas a la masa de los precedentes judiciales. Claro 
está que esta construcción supone algo más positivo que el veto 
de la ley inconstitucional. Al fijar el sentido de una ley aclarando 
sus términos, en razón de las orientaciones de la jurisprudencia 
que imponer un determinado sentido de la Constitución, el Tri- 
bunal Supremo se constituye en fuente del Derecho Constitucio- 
nal. A través de las declaraciones jurisprudenciales, la Constitu- 
ción se modela y desenvuelve y en cierto sentido puede decirse 
que su rigidez formal ha adquirido en manos de la jurisprudencia 


-una característica flexibilidad; algún autor ha podido afirmar 


que más de un cincuenta por ciento de lo que hoy se entiende por 


» Constitución de los Estados Unidos es obra de esta interpretación 
Judicial. El Tribunal razona extensamente sus sentencias y estos 


razonamientos influyen en la formación de la opinión. La doctri- 
na americana llama a este hecho el «poder retórico» del Tribunal. 

Esta curiosa desviación del poder judicial ha abierto a fines del 
siglo pasado y en los primeros cincuenta del presente las más vivas 
polémicas ; incluso en varias Ocasiones se ha pensado en una refor- 
ma de la institución. Pese a haber reñido sus más empeñadas ba- 
tallas en los campos más sensibles de la vida política (conflictos 
laborales, intervencionismo de Estado, trust económicos), ha supe- 
rado indemne varios períodos críticos. Su última batalla la libró 
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frente al New Deal del presidente Roosevelt (1933-37), a quien anu- 
ló como inconstitucionales sus leyes básicas en doce sentencias. 
El presidente falló en su intento de reformarlo o doblegarlo 
aumentando el número de jueces, aunque finalmente, por la sus- 
titución de vacantes en sus varios períodos de mandato, logró 
constituir un Tribunal Supremo adicto a sus orientaciones. 

Desde 1937 el Tribunal Supremo ha adquirido una mayor pru- 
dencia, que podía hacer pensar en una renuncia a esta función polí- 
tica. Desde luego, ha renunciado a su construcción de las leyes 
que implicaban una política de intervención económica. Pero en 
los últimos diez años ha vuelto de nuevo a intervenir para definir 
y modelar el régimen de libertades civiles. En suma, el Tribunal 
Supremo ha renunciado a definir la protección de la propiedad, 
pero no de la libertad. La crítica que puede hacerse de esta insti- 
tución depende mucho de las simpatías personales de quienes la 
censuran O alaban. De hecho, por la misma naturaleza de su téc- 
nica jurisprudencial, basada en el precedente, la acción del juez 
americano ha tenido normalmente un carácter conservador y tra- 
dicional que ha moderado la irreflexión de los «arquitectos sin 
ciencia» del Congreso, según la clásica expresión de Bryce, y las 
audacias de los presidentes de la Unión. En los últimos años, 
bajo la presidencia del juez Warren, ha sido, sin embargo, un 
órgano reformador en cuestiones tan importantes como la igual- 
dad de derechos civiles, la integración en las escuelas y las garan- 
tías procesales del juicio. 

Se tiende hoy a considerar que es más importante el papel 
legitimador que el reformador del Tribunal Supremo. A lo largo 
de su historia, sólo ha declarado inconstitucional menos de un 
centenar de leyes. 


6. Gobierno y control en la Constitución americana 


La Constitución de los Estados Unidos nos ofrece uno de los 
casos más sugestivos de la acción de los poderes de gobierno y 
control en un régimen en que, por estar presidido por el principio 
de división de poderes, no hay un claro juego de responsabilidad 
política. La Constitución previó un Congreso que legisla, un Pre- 
sidente que ejecuta y unos tribunales que juzgan; la historia ha 
destacado un Presidente que gobierna y un Congreso y un Tribu- 
nal Supremo que controlan. Los fundadores de la Constitución 
americana no previeron, y lógicamente no podían prever, cuando 
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faltaba una conciencia pública de ese hecho, la existencia de una 
función de gobierno. El presidente, en cierta manera, estaba ,con- 
cebido como una especie de agente ejecutivo de la legislación, apro- 
bada por el Congreso; sin embargo, la práctica efectiva de los po- 
deres presidenciales ha dibujado el contenido esencial de esa fun- 
ción, asienando al presidente un liderazgo político que comprende 
al mismo tiempo los poderes necesarios para «gobernar». Tampoco 
la Constitución podía prever un control sistemático de los poderes 
presidenciales de gobierno y la relación entre el legislativo y el eje- 
cutivo comprendía sólo los elementos mínimos, a partir de una 
estricta separación de poderes, para forzar su colaboración o im- 
pedir la actuación incoherente de poderes separados. También en 
este caso la práctica ha hecho nacer una variada gama de medios 
- de control que hace responsable la acción del presidente y le obli- 
ga a conceder parte en el gobierno a otros órganos. Pero el hecho, 
quizá, más sugestivo es advertir cómo la acción de este control 
está vinculada a la existencia de una oposición legítima fundada 
en el sistema dual norteamericano de partidos. 

Como decíamos, el Presidente fue concebido como órgano eje- 
cutivo del Congreso. Por diversas razones históricas, el presidente 
ha asumido una jefatura directa de gobierno, que propone la legis- 
lación, que legisla mediante decretos en virtud de delegaciones o 
autorizaciones, que coordina la acción de los demás órganos cons- 
titucionales, que se apoya en su mandato temporal para definir su 
independencia frente a toda posible exigencia de responsabilidad, 
que orienta y negocia la política internacional en que los Estados 
Unidos han asumido ingentes responsabilidades y que se constitu- 
ye en una magistratura extraordinaria de defensa en situaciones 
de excepción. Se le ha podido definir como un dictador con pode- 
res limitados temporalmente o como el ejecutivo más poderoso del 

- mundo. Pero de hecho no es así, en virtud de una serie de contro- 
. les y limitaciones que resultan de la Constitución y de su interpre- 
: tación práctica. 
- Es cierto que el Presidente no está sujeto a las exigencias de 
una votación de confianza o censura y que la fijación de un tér- 
mino a su mandato es la clave de su irresponsabilidad política. 
Pero este mandato no es sólo el término de su poder, sino el albur 
de una reelección propia para un segundo mandato, o de un nuevo 
presidente de su propio partido. La periodicidad frecuente de las 
elecciones del Congreso, en que está implicada la fortuna de su 
partido y la propia realización de su política, es otro freno consi- 
derable que se ha de ponderar. 

El Presidente está, además, limitado por el control que el Con- 
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greso ejerce sobre sus propuestas legislativas. El principio de di- 
visión de poderes emancipa al Congreso de la tutela presidencial 
en cuanto tiene su propia autoridad, su definida competencia y un 
mandato también definido, que el presidente no puede alterar con 
una disolución. El Congreso discute y enmienda las propuestas 
legislativas del Presidente y exige con frecuencia una información 
periódica de los poderes extraordinarios que delega. Por otra 
parte, el Tribunal Supremo puede aún revisar la legislación de 
iniciativa presidencial que el Congreso apruebe. 


Este mismo principio de división de poderes establece un nuevo 
control. El poder de aprobar los impuestos es considerado, con ra- 
zón, como el arma más poderosa del Congreso frente a la presiden- 
cia. Aunque es cierto que la mayoría de los gastos son aprobados 
sin revisión, también lo es que cualquier nueva política que el pre- 
sidente quiera emprender o cualquier nuevo cargo político o admi- 
nistrativo que el presidente quiera crear serán meticulosamente 
considerados por el Congreso antes de aprobar los créditos nece- 
sarios para sostenerlos. 


El Congreso puede, asimismo, organizar comisiones de encues- 
ta, que al investigar la conducta de los funcionarios que sirven al 
Presidente, prácticamente revisan la misma política presidencial. 
De hecho, el Congreso vota incluso mociones de censura, que al. 
canzan incluso a los secretarios del presidente, y que, aunque no 
tengan un valor constitucional estricto, implican una censura polí- 
tica O moral, expresa en los fundamentos que las motivan. 


La Constitución misma ha previsto el control de la política in- 
ternacional del Presidente, atribuyendo al Senado diversas facul- 
tades a este fin. De hecho, la comisión senatorial es informada y 
aprueba oficiosamente las directivas que el presidente le somete. 


Hay que advertir también otras limitaciones, más que contro- 
les, que derivan de la estructura federal, en virtud de la cual los 
órganos de la Unión tienen poderes limitados y expresamente des- 
critos por la Constitución ; y asimismo, la existencia de organismos 
administrativos, cuya autoridad deriva inmediatamente del Con- 
greso, enraizados en sólidos intereses económicos que los dotan 
de una independencia de hecho, o en tradiciones burocráticas que 
los emancipan de la acción del presidente. 


Si a todo ello sumamos la acción de la opinión pública a 
través de la prensa y las llamadas conferencias de prensa, que 
un político inglés comparó al fuego graneado de preguntas a que 
debe responder un ministro inglés en el Parlamento, tendremos 
un cuadro aproximado de estos controles, que constituyen una 
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red densa y consistente que frena la acción de un presidente nor- 
teamericano. 

Como hemos indicado, constituyen únicamente un sicima de 
control, que sólo de una manera indirecta implica la exigencia de 
una responsabilidad política en la elección presidencial. Adviérta- 
se que, en todo caso, está en función de un sistema dual de' par- 
tidos, que sitúa a uno de ellos como oposición de gobierno, de 
características relativamente análogas a las del sistema británico. 
Son los miembros del partido que ha perdido la elección presiden- 
cial quienes discuten la oportunidad o el sentido de las leyes, quie- 
nes escatiman los créditos, organizan encuestas, agitan la opinión 
pública O preparan preguntas espinosas para el presidente en las 

conferencias de Prensa. Con vistas, claro está a la próxima elec- 
ción presidencial. | 


7. El régimen jurídico de la libertad en Norteamérica 


El régimen jurídico de la libertad refleja la complejidad de un 
régimen federal y el proceso de centralización. Además, implica la 
evolución de un régimen de derecho escrito a un régimen judicial. 

En contraste con la Constitución inglesa, el Derecho Constitu- 
cional norteamericano reglamenta la libertad como un elemento 
del plan constitucional, fijado como derecho escrito bajo la garan- 
tía de una superlegalidad. Americanas fueron las primeras decla- 
raciones de derechos, formuladas como proclamaciones solemnes 
de un contenido jurídico polémico. En ello influyó, sin duda, el 
espíritu de la emigración religiosa, que sí tenía una libertad que 
defender y afirmar, y la práctica de los covenants y las Cartas 
reales, en que se dejaba constancia escrita de los principios en 
que había de basarse la convivencia de los colonos y de los pri- 
“wilegios que la Corona les concedía. Por esto el régimen de la vida 
civil, no sólo es objeto de una enumeración formal de los derechos 
garantizados, sino que a éstos se concede un valor fundamental, 
como derechos básicos, cuyo contenido no puede ser contradicho 
por la ley ordinaria. La distinción de una ley fundamental queda 
perfectamente definida, y aunque a lo largo de la historia consti- 
tucional americana se discutiera el órgano que había de sancionar 
el privilegio de esta superlegalidad, estaba fuera de duda el reco- 
nocimiento de esta naturaleza y de las exigencias que en ella se 
fundaban. 

A partir de estos caracteres iniciales, el desenvolvimiento cons- 
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titucional ha hecho especialmente complejo el régimen jurídico 
de la libertad. En primer lugar, los fundadores de la Constitución 
creyeron discreto dejar al margen de ésta, como competencia cons- 
titucional de los Estados, la declaración y garantía de los derechos, 
con la excepción de algunos íntimamente vinculados a la función 
misma que se confería a los órganos de la Unión. Las primeras 
enmiendas incorporaron a la Constitución una declaración de de- 
rechos, formulándolas como limitaciones de los poderes de la 
Unión, y competencia de los Estados. De nuevo las enmiendas de 
la guerra civil vuelven sobre el problema, ahora por el contrario 
con el designio de fortalecer el poder central, definiendo el fondo 
común de principios en que la Unión se basa como limitaciones 
a la legislación de los Estados. Su enunciación es, sin embargo, 
tan sumaria, que exigía ser interpretada y fue finalmente el Tri- 
bunal Supremo quien definió su propia autoridad como tutor de 
los derechos sancionados por la Constitución. Consecuencia de 
esa naturaleza flexible y de la acción de la jurisprudencia, ha sido 
finalmente que los derechos estén construidos por las sentencias 
del Tribunal Supremo, que son las últimas fuentes para conocer 
su alcance y sus limitaciones. Siguiendo la tradición anglosajona, 
el juez americano, como el inglés, se ha erigido en último término, 
sobre el fundamento de una flexible declaración de derechos, en 
definidor y defensor del régimen de la libertad individual. 

En el examen de este régimen de la libertad es, pues, preciso 
distinguir'tres estratos diversos: 


a) Las libertades públicas garantizadas por las constituciones 
de log Estados. ' 

b) Las libertades garantizadas frente al gobierno de la Unión 
por la Constitución federal y sus diez primeras enmiendas. 

Cc) La declaración contenida en la enmienda XIV, como ga- 
rantía frente a las constituciones y la legislación de los Estados, 
tal como ha sido «construida» por la jurisprudencia. 


l. LAS DECLARACIONES DE DERECHOS DE LOS ESTADOS 


Todas las constituciones de los Estados contienen una declara- 
ción de derechos, y aunque estos textos constitucionales han sido 
reformados reiteradamente, la fuente de estas declaraciones debe 
buscarse en las cartas originarias que precedieron a la Unión. Su 
texto clásico es la Declaración de Virginia de 12 de julio de 1776. 
En ella se proclamaban los derechos de libertad, seguridad y pro- 
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piedad, las libertades de conciencia y prensa, el principio electivo 
de las magistraturas y la división de poderes, la exigencia del ju- 
rado en los juicios criminales y, finalmente, la igualdad. Las decla- 
raciones posteriores han ampliado esta enumeración siendo la 
de Pennsylvania una de las más completas. El cuadro actual de 
estas declaraciones de derechos es tan vario como diversas han 
sido las circunstancias de los Estados de la Unión americana. 
Sobre un cierto fondo común entonado por la afirmación básica 
de los derechos a la vida, la libertad y la propiedad, los ¡matices 
son infinitos desde las declaraciones sobre la esclavitud (Alabama 
y Maryland), la poligamia (Idaho), o la embriaguez (Oklahoma), 
hasta los derechos sociales de las Constituciones de Nueva York 
y Wyoming y las últimas declaraciones que afirman el derecho 


a un medio ambiente idóneo (polución del aire y la naturaleza). 


2. LAS LIMITACIONES ESTABLECIDAS POR LA CONSTITUCION 
Y LAS DIEZ PRIMERAS ENMIENDAS AL GOBIERNO FEDERAL 


Los preceptos contenidos en las diez primeras enmiendas no 
bastarían por sí solos para garantizar las libertades de los ciuda- 
danos de los Estados Unidos, ya que sólo contienen prohibiciones 
dirigidas al gobierno federal, pero no a los gobiernos de los Esta- 
dods. Su sentido ha de interpretarse históricamente. Nacidas estas 
enmiendas como expresión del recelo a los poderes del gobierno de 
la Unión, denunciado por los antifederalistas como sucesor de la 
Corona inglesa en su injerencia en la vida colonial, recuerdan 
abusos recientes de la metrópoli, atropellos padecidos durante la 
guerra y, sobre todo, tienden a trazar una órbita amplísima de 
autonomía en la vida civil de los Estados. Dentro del sistema dual 


-. con que la jurisprudencia interpreta la estructura jurídica de la fe- 


deración, estas enmiendas, especialmente las ocho primeras y los 


. párrafos 2, 3 y 4 de la sección IX del artículo I, constituyen la de- 
. Claración de derechos de la Unión. 


Las declaraciones contenidas en estos artículos alcanzan fun- 
damentalmente a la libertad de conciencia y cultos (con la prohibi- 
ción de establecer una religión en todo el país), lo que significa 
separación de las iglesias y los Estados y no discriminación por 
razón de creencias religiosas, pero no que el pueblo de los Estados 
Unidos no sea un pueblo religioso; a la seguridad personal (irre- 
troactividad de la ley —ex post facto law— , y garantías del proce- 
dimiento penal que incluyen el juicio por jurados) y el derecho al 
recurso del habeas corpus, que no podrá suspenderse sino por re- 
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belión o invasión; a la seguridad de las personas y sus domicilios 
contra las pesquisas no razonables; al derecho de propiedad de la 
que nadie puede ser privado, sino por razón de utilidad pública y 
previa la oportuna indemnización, o en concepto de contribución 
a las cargas públicas y con las limitaciones establecidas a tal fin 
por la Constitución y la jurisprudencia, y sólo puede ser limitado 
por el poder «razonable» de policía; a las libertades de palabra y 
prensa siempre que no constituyan un peligro presente y actual, y 
al derecho de reunión. En esta enumeración nos hemos casi limi- 
tado a reseñar los derechos de un contenido vivo que aparecen 
expresamente garantizados por el texto constitucional: la juris- 
prudencia, en la construcción paralela de las enmiendas V y XIV, 
que vamos a examinar inmediatamente, ha ampliado este cuadro 
de derechos y ha ¡modificado incluso el contenido de los declara- 
dos explícitamente en función de las cláusulas que prohíben privar 
de la vida, la libertad y la propiedad sin un procedimiento jurídi- 
co regular (due process of law). E 


3. LAS ENMIENDAS V Y XIV Y SU CONSTRUCCION 
POR LA JURISPRUDENCIA 


La verdadera clave del régimen de libertades públicas en Norte- 
américa hay que buscarla en la construcción por la jurisprudencia 
de las enmiendas V y XIV. Aprobada esta última como sabemos 
en los días inmediatos a la terminación de la guerra civil con el 
fin de consolidar sus resultados e impedir que las reglamentacio- 
nes de los Estados desvirtuaran el sentido de la victoria, estable- 
ciendo desigualdad de trato entre los ciudadanos de los Estados 
Unidos, ha servido al Tribunal Supremo para definir su supre- 
macía y establecer su tutela sobre el régimen de la libertad indivi- 
dual. La doctrina ha dado una singular profundidad a este princi- 
pio, vinculánolo a la tradición anglosajona de la Carta Magna. 

A tenor de esta enmienda, todas las personas nacidas en los 
Estados Unidos y sometidas a su jurisdicción son ciudadanos 
de los Estados Unidos y del Estado en que residan, sin que ningún 
Estado pueda dictar ni poner en vigor ley alguna que reduzca los 
privilegios O inmunidades de los ciudadanos de los Estados Uni- 
dos, ni privar a nadie de la vida, la libertad, ni la propiedad sin 


'un procedimiento jurídico regular, ni denegar ni escatimar a nadie 


dentro del territorio de su jurisdicción la protección de las leyes. 
El Tribunal Supremo (en jurisprudencia que arranca de 1880) ha 
hecho palanca en los términos (análogos a los de la enmienda V) 
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que prohíben la privación de la vida, la libertad y la propiedad sin 
un procedimiento jurídico regular (due process of law) para cons- 
truir, o en algún caso extraño anular la legislación de los Estados 
(de acuerdo con la enmienda XIV) o de la Unión (de acuerdo con 
la enmienda V) que atente a la integridad de esos bienes con vías, 
propósitos o criterios que la jurisprudencia estima contrarios a 
un due process of law. Es más, todas las garantías o declaraciones 
de derechos fijadas en la Constitución son construidas pot el Tri- 
bunal Supremo en función de esta cláusula, tanto más: flexible 
cuanto que la jurisprudencia no nos ofrece una definición general 
de su alcance, sino una casuística muy varia, evolutiva y hasta 
a veces contradictoria. Especialmente el Tribunal Warren entre 
1954 y 1969 ha renovado la acción del Tribunal Supremo en proble- 
mas como la integración de las razas en la enseñanza bajo el prin- 
cipio de igualdad, la reforma del procedimiento criminal velando 
por los derechos del acusado, las garantías del derecho del voto y la 
base de la representación y el derecho de expresión del pensa- 
miento. | 

Sin entrar en el análisis de la casuística, que exigiría todo un 
volumen, ya que además la acción de la jurisprudencia no se limi- 
ta a estas enmiendas, podemos dar una idea general de su conteni- 
do, indicando los limites que señala a esta protección (A); los con- 
tenidos que la jurisprudencia comprende en la protección de la 
propiedad y la libertad (B); y las condiciones generales de regula- 
ridad jurídica y de equidad a que está sujeta la eventual privación 
de estos bienes (C). 


A) Los límites de los derechos. En tres principios generales se 
basa la jurisprudencia para delimitar el alcance de esos derechos: 
el poder de policía de los Estados, el poder de imposición (taxa- 
tion) y el poder de dominio eminente (eminent domain). Estos dos 
últimos, que afectan fundamentalmente a las relaciones econó- 
- micas que derivan de la propiedad, tienen su antecedente en el mis- 
- mo texto constitucional: la Unión y los Estados pueden imponer 
tributos para el sostenimiento de las cargas públicas, siempre que 
no contradigan ningún precepto constitucional, ni tengan un ca- 
rácter arbitrario; la Unión y los Estados pueden expropiar por 
causa de utilidad pública, previa una indemnización proporcionada 
y un procedimiento regular. El poder de policía definido por la 
propia jurisprudencia, como un poder de regular la conducta de 
los individuos y su uso de la propiedad, tiene una característica 
vaguedad que deriva de su propia naturaleza; en general, exige un 
fin concreto, una razonable proporcionalidad de los medios arbi- 








LA CONSTITUCION DE LOS ESTADOS UNIDOS 225 


trarios para conseguirlo y la exclusión de discriminaciones arbitra- 
rias en su realización. El problema esencial estriba en la determina- 
ción de los fines que el Tribunal Supremo estima lícitos para fun- 
dar una privación de la libertad o la propiedad. Mientras la conser- 
vación de la salud, la seguridad, la moral y la conveniencia pública 
han sido generalmente aceptados como un fin que justifica las re- 
glamentaciones de los Estados en virtud de su poder de policía, 
el bienestar social general ha sido apreciado por el Tribunal Su- 
premo con un criterio de desconfianza, que sólo se ha quebrado en 
parte en los últimos veinte años. En el fondo de este problema late 
el dilema, a que ya nos hemos referido, de un primado individua- 
lista o social, en el que el Tribunal Supremo había venido pronun- 
ciándose hasta 1937 sin vacilaciones por la tradición del indivi- 
dualismo liberal americano. 0 | 


B) Los derechos conformados por el Tribunal. Bajo estas 
limitaciones generales, el Tribunal Supremo ha definido como 
comprendidos en esa garantía de la libertad y la propiedad los más 
varios contenidos que podemos clasificar, sin intento de apurar su 
enumeración, en cuatro grupos fundamentales: 


a) Libertades económicas. En ellas figura el derecho a la pro- 
piedad, con las limitaciones indicadas; el derecho a desenvolver 
libremente una actividad económica (business), salvo el poder de 
policía; la libertad de contratación con la salvaguardia adicional 
que suponen las cláusulas constitucionales que prohíben alterar 
legislativamente los derechos y obligaciones nacidos de un contra- 
to anterior; la libertad de las relaciones laborales, en que las últi- 


- mas orientaciones de la jurisprudencia han reconocido el derecho 


de sindicación, el derecho de huelga (con importantes limitaciones 
y con reconocimiento expreso del poder del Estado para interve- 
nir), el derecho a celebrar contratos colectivos que no son incom- 
patibles con los individuales, y hasta el pintoresco ejercicio del 
picketing pacífico; e incluso, por último, todo el contenido econó- 
mico del common law, si bien la jurisprudencia se muestra propi- 
cia a aceptar cuantas excepciones demanda el poder de policía, 
haciendo declaración expresa de que la cláusula del due process 
of law no supone la protección indiscriminada e invariable de 
todos los intereses económicos individuales. Desde 1937, después 
del choque del Tribunal con el New Deal, la protección de la pro- 
piedad ha retrocedido notablemente en el espíritu de esta juris- 
prudencia. | | 

b) ¿Libertades civiles. El Tribunal Supremo ha realizado un 
análisis minucioso de los múltiples contenidos que cabe afirmar 


15 
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en esa defensa indeterminada de la libertad. Se comprenden en 
ella, entre otros derechos, la libertad religiosa, como derecho a 
adorar a Dios, salvo las prohibiciones de prácticas contrarias a 
la moral (mormonismo) (en este caso se construye O interpreta 
en función de la enmienda 1) y la prohibición de establecer una 
religión oficial (prohibición de plegarias —Engel v. Vitale, 1962—,), 
la libertad corporal, la de contratación, la de ejercer libremente 


una profesión, la de contraer matrimonio, fundar un hogar y tener 


hijos; la libertad de estudios y enseñanza (habiendo declarado 
inconstitucional el Tribunal Supremo el monopolio estatal, pero 
lícito un control razonable) en igualdad de oportunidades (el Tri. 
bunal Supremo ha revisado desde su sentencia de 17 de mayo 
de 1954 —Brown v. Board of Education of Topeka—, la discrimi- 


nación en la enseñanza por razón de color); la libertad de asocia- 


ción (siempre que no se perturbe la paz pública, ni se persigan 
fines ilícitos, pudiendo los Estados exigir la publicidad o exhibi- 
ción de los estatutos), y la inviolabilidad del domicilio, de la per- 
sona y de los papeles privados frente a pesquisas irrazonables o 
arbitrarias. Esa naturaleza de los derechos que aspiran a convertir- 
se en exigencias jurídicas destaca hoy, por ejemplo, el derecho a 
habitar en cualquier sector de una ciudad; o a convivir en bares, 
hoteles o ferrocarriles, Eo nLe:. a las discriminaciones por razón 
de raza o color. 

Cc) Libertades políticas. El más fundamental de estos derechos 
es el de sufragio, que reglamentan las enmiendas XIV, XV y XIX. 
En rigor, este derecho no está definido por la Constitución, que se 
limita a señalar sus condiciones. negativas; estrictamente ha de 
considerarse como un derecho de los ciudadanos de los Estados, 
correspondiendo a éstos su regulación. La enmienda XV prohíbe 
la privación de este derecho por motivos de raza, color o estado 
anterior de esclavitud; la XIX, su denegación, O limitación, por 
razón de sexo; la enmienda XIV también la protege, en cuanto 
exige una igual protección de las leyes. El Tribunal Supremo man- 
tuvo un criterio tolerante respecto a las cláusulas indirectas de 
exclusión del sufragio por esta razón de raza; posteriormente ha 
rectificado su jurisprudencia y la enmienda XXIV y la ley de 
derechos civiles de 1964 tienden a hacer desaparecer todas las dis- 
criminaciones. La adecuación de la proporcionalidad de los distri- 
tos que designan un representante (equiparando la cifra de electo- 
res de cada distrito) y las condiciones exigidas para presentar una 
candidatura (número de firmas, cantidad en depósito) son hoy 
también temas importantes en la regulación de las libertades po- 
líticas, para conseguir la igualdad del voto. 
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Junto a estos derechos pueden también definirse como liberta- 
des políticas los derechos de reunión y petición, salvaguardados 
por la enmienda primera respecto al gobierno de la Unión y ex- 
tendidos por las construcciones de la jurisprudencia al contenido 
de la enmienda XIV; y más fundamentalmente la libertad de pa- 
¿abra y prensa, minuciosamente regulada en cuanto a sus posibles 
limitaciones con interpretaciones que oscilan alrededor del llama- 
do peligro «presente y actual» y en cuanto a la moral la referencia 
a pautas nacionales y últimamente de la comunidad en que se rea- 
lizan los actos y la prueba de un «serio valor científico, político, ar- 
tístico o literario» (que ha venido a sustituir en el Tribunal Burguer 
la estimación de un valor social del Tribunal Warren). Práctica- 
mente, éstas reflejan la influencia del Derecho inglés, tanto en la 
fijación de sus límites (injuria y calumnia verbal o escrita, blas- 
femia, obscenidad, sedición e incitación a la violencia), como en 
la exclusión de la previa censura. Es digno de advertirse que el 
Tribunal Supremo ha sancionado las medidas restrictivas de la 
circulación de ciertos impresos (por ejemplo, obscenos) basadas 
en el poder de ordenación postal de la Unión. 

d) Un último grupo de estos derechos afectan a las garantías 
penales y procesales del enjuiciamiento criminal de acuerdo con 
las enmiendas IV a VIII y XIV. En ellos se comprenden la prohi- 
bición de retroactividad de penas y delitos, la audiencia del acusa- 
do y su defensa por un abogado, el juicio por jurados, etc. 

El Tribunal Supremo, bajo la presidencia de Warren, ha mos- 
trado un celo especial en los últimos años en la defensa de estas 
garantías, de acuerdo con la sentencia de los casos Miranda y 
Gedeón que exige la información al acusado de sus derechos y 
especialmente de su derecho a no declarar sin la asistencia de un 
abogado y a no confesarse culpable. 


C) Queda, por último, por indicar qué entiende la jurispru- 
dencia por un procedimiento jurídico regular desde el punto de 
vista estrictamente procesal. En términos muy generales sólo pue- 
de aludirse a la exigencia de racionalidad y no arbitrariedad en 
que insisten con cansada reiteración las sentencias de aquel Tribu- 
nal. El detalle de los requisitos exigidos en cada caso varía según 
la naturaleza del procedimiento y los fines expuestos. Y es preci.- 
samente esta variabilidad la que motiva que la interpretación de 


€sta cláusula sea instrumento de poder político en manos del 


Tribunal Supremo, que en el tiempo del Tribunal Warren veló por 
el cumplimento de todas las garantías procesales. 
Es de advertir que el Tribunal Warren interpretó acentuadamen- 
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te el recurso de habeas corpus como un procedimiento por el que 
la justicia federal puede reclamar a los condenados por la justicia 
de los Estados para examinar la corrección del procedimiento jurí- 
dico en que fueron sentenciados y en su caso revisar la sentencia 
sin consideración a su naturaleza de res adjudicata (cosa juzgada) 
(Brown v. Allen, 1953, 344, V. S. 433). | ne 
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VII 


SUIZA E IBEROAMERICA. FEDERALISMO 
Y PRESIDENCIALISMO 


1. El federalismo suizo 


La Constitución suiza no ha sido modelo de ningún otro orden 
constitucional por la peculiaridad de sus circunstancias históricas 
y de la base humana sobre la que está constituida (diversidad de 
religión, de lengua y de raza). Ha tenido, en cambio, la utilidad 
de ser algo así como un laboratorio de experiencias políticas. Hoy 
despierta de nuevo nuestro interés, como un modelo en que pue- 
den inspirarse las estructuras supranacionales. 

Desde este punto de vista es especialmente sugestiva su estruc- 
tura federal, nacida en condiciones diversas del federalismo ame- 
ricano aunque sin duda con influencia de ese modelo. Y dentro de 
esta estructura, las instituciones de gobierno del poder ejecutivo, 
con una peculiar naturaleza —gobierno colegiado—, pero con una 
evolución paralela a la americana en cuanto al crecimiento de sus 
funciones. El ejecutivo suizo (Consejo federal) nació como el pre- 
sidente de los Estados Unidos, como una mera agencia para cum- 
plir las leyes de la Asamblea Federal, pero su competencia se ha 
extendido a medida que han crecido las funciones de la Federa- 
ción. Este punto de vista debe retenerse, porque es el que nos per- 
mite comprender la singularidad de ese ejecutivo colegial designa- 
do por la Asamblea, pero independiente de ella por el tiempo de 
duración de su mandato. 

Vamos a estudiar sumariamente su evolución histórica y anali- 
zaremos sus caracteres al comentar las instituciones de democra- 
cia directa, la división de competencias entre la Federación y los 
cantones y la estructura de los órganos federales. 
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1. HISTORIA : 

No debe pensarse que la estructura federal es sólo una adapta- 
ción del principio federativo americano. Antes bien, debe señalarse 
que corresponde a una tradición que tiene sus raíces en la misma 
Edad Media. De 1291 procede el primer pacto, cuyo texto se con- 
serva hoy como un documento sagrado aunque sólo comprendía 
tres comunidades: Uri, Schuyr y Unterwalden. El pacto de Brun- 
nen, en 1315, confirma esta unión frente al Imperio. En 1513 eran 
ya trece los cantones unidos para fines esencialmente de defensa 
militar. La Dieta, como reunión periódica de Estados soberanos 
cuyos acuerdos se tomaban por unanimidad, era el órgano común 
que va extendiendo paralelamente sus funciones, que la hacen 
figurar como una potencia europea en la paz de Westfalia (1648). 

La historia de Suiza hace crisis al ser ocupada militarmente 
por los ejércitos franceses en 1798. Una asamblea nacional de- 
claró a la república helvética una e indivisible, reduciendo los can- 
tones a departamentos administrativos. Pero en el curso de las 
incidencias de esta ocupación va a nacer verdaderamente la idea 
federativa. Napoleón, con una intervención personal (Acta de Me- 
diación de 1803), declara que Suiza ha sido hecha por la naturale- 
za para adoptar la forma de una federación, y disuelve la república 
unitaria reconociendo la independencia de diecinueve cantones. El 
Congreso de Viena constituirá, bajo un tratado internacional, la 


Confederación suiza, a la que incorpora tres cantones más (los 


veintidós actuales) y reconoce su. neutralidad permanente. Esta 


—Confederación carece, sin embargo, de órganos centrales, salvo 


una Dieta que toma sus acuerdos por mayoría de tres/cuartos. 
El tránsito a la Federación de la Constitución de 1848 va a 


-ser determinado por múltiples conflictos internos y la amenaza 


exterior. El intento de secesión de varios cantones (Sonderbund) 


- determinó la crisis definitiva para constituir el Estado federal, al 
que, según RAPPARD, contribuyeron la revolución industrial con el 


nacimiento de intereses económicos que imponían el libre comer- 
cio entre los cantones; una cierta seguridad política y económica 
para la nueva clase media, al frente de la industria y del comer- 
cio; la necesidad de defenderse frente al exterior, rechazando la 
intervención continua de las potencias de que había sido objeto, 
y el influjo ideológico del liberalismo y el igualitarismo democrá.- 
tico reprimido por el Congreso de Viena. Seguridad nacional, pros- 
peridad y libertad económica e igualdad política actuaron como 
motores de la unión. | 
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El texto de 1948 va a ser reformado en diversas ocasiones; en 


1874 lo será a fondo, hasta tal punto que la actual Constitución 
lleva esa fecha. La reforma de 1874 no tocó apenas la estructura 
constitucional (aunque rehiciera la planta del Tribunal Supremo), 
sino más bien-la división de competencias entre los cantones y la 
Federación, al servicio de un proceso de centralización (ejército 
federal, ferrocarriles, telégrafo, papel moneda, inspección de la 
política económica, etc.), para garantizar la defensa, después de 
la experiencia de la guerra franco-prusiana (1870-1871). Con menos 
apariencia, pero con más profundidad, en 1947 se ha realizado el 
mismo proceso al servicio de un concepto del estado de bienestar, 
autorizando a la Federación para intervenir y organizar la vida 
económica, las condiciones de trabajo y la seguridad social. Así, un 
poco paradojicamente, la Federación, que nació para establecer la 
libertad económica, se ha centralizado al servicio de la interven- 
ción estatal. Las reformas posteriores tienen el mismo sentido. 


2. CARACTERES 


1) La legitimación democrática mediante la iniciativa popular 
y el referéndum. 


El principio básico de la Constitución helvética es la legitima- 
ción democrática de sus instituciones, apoyada en la voluntad del 
pueblo y en la de los cantones. Esta legitimación democrática se 
pone de manifiesto en los procedimientos de democracia directa 
o indirecta, que hacen que el pueblo tenga una importante parti- 
cipación activa en la reforma de la Constitución a través del refe- 
réndum y de la iniciativa popular y en la formación de la ley me- 
diante el referéndum y que incluso en aleunos cantones (Glaris, 
Appenzzell y Unterwald) exista un curioso sistema de gobierno de 
democracia directa. 


Un segundo carácter es la rigidez de la Constitución, siendo, 
sin embargo, muy peculiar, ya que no está protegida la supremacía 
de la Constitución por esta intervención directa del pueblo. Una 
reforma puede proponerse: 


1.2 Por la Asamblea federal, compuesta de las dos cámaras. 

2.2 Por una de estas dos cámaras. 

3.2 Por el pueblo, siendo suficientes 50.000 firmas de ciudada- 
nos para promover una reforma. 
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El procedimiento es distinto según de quién proceda la inicia- 


tiva de la reforma y que el alcance de la misma se extienda a A 


totalidad o a parte del texto. 


a) Si procede de la Asamblea, la reforma se somete directa. 
mente a un referéndum obligatorio. 

b) Si un proyecto de revisión total procede de una de las dos 
cámaras sin consentimiento de la otra, o del pueblo sin consen- 
timiento de las cámaras, se somete la reforma a un doble refe- 
réndum: 


Primero se somete al pueblo la cuestión misma de la reforma 
mediante un referéndum previo, que tiene que ser aprobado por 
mayoría simple. Si se obtiene esta mayoría, se disuelve la Asam- 
blea y se procede a la elección de una nueva, que nace con carácter 
constituyente. 

A continuación se somete el proyecto aprobado por esta Po 
blea a un referéndum definitivo, del que depende la aprobación 
o no aprobación de la reforma. 

Para obtener esta aprobación se precisa no sólo la mayoría 
popular, sino también la mayoría de los cantones. 

Así, pues, y resumiendo, el principio es que cuando haya un 
conflicto entre las dos cámaras.o entre el pueblo y una de las 
cámaras O ambas, hay un referéndum previo. 


c) Una gran importancia tiene la iniciativa popular en una 
reforma parcial, que normalmente adopta la forma de proyecto 
redactado. Exige 50.000 firmas, un objeto determinado (para sim- 
plificar, el «sí» o «no» del referéndum) y un examen por la Asam- 
blea Federal (que puede aprobarlo, rechazarlo o proponer un 


-.contraproyecto). Por último, se somete a la aprobación del pueblo 
. y de los cantones. La mayor parte de las revisiones han adoptado 
. esta fórmula (70 de 1891 a 1960). 


- No existe un límite material a esta posibilidad de reforma cons- 
titucional, ni un tribunal que vigile la constitucionalidad de la ley 
(a diferencia del Tribunal Supremo en Estados Unidos). Así, pues, 
una ley inconstitucional no tiene más sanción que la de la opinión 
pública. Aún más, es un hecho frecuente que las leyes contradigan, 
o al menos desborden, el texto constitucional. E incluso muchas 
de las reformas de la propia Constitución vienen a sancionar si- 
tuaciones que han sido previamente definidas por la ley. 

d) El fundamento de ese hecho debe buscarse en gran parte 
en la introducción por la reforma de 1874 del referéndum faculta- 
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tivo en materia legislativa (extendido a los Tratados en 1922), que 

es Otra expresión característica de la democracia directa helvéti- 
ca. (No existe, en cambio, iniciativa popular en el plano de la ley 
federal.) De acuerdo con el párrafo segundo del artículo 89, «las 
leyes federales y los decretos federales de alcance general deben 
ser sometidos a la aprobación o revocación por el pueblo cuando 
así se solicite por 30.000 ciudadanos en la plenitud de sus derechos 
o por ocho cantones». La ley tiene así potencialmente la misma 
legitimación que la ley constitucional de reforma. 


2) El federalismo y la división de competencias 


Como en los Estados Unidos, la Unión o Federación es un go- 
bierno de poderes limitados. El artículo 3.? de la Constitución de- 
clara que los cantones son soberanos en tanto que su soberanía 
no está limitada por la Constitución federal y que ejercen todos 
los derechos que no han sido delegados al poder federal. Aún 
más, también como los Estados Unidos, la mayor parte de estas 
competencias delegadas eran en su origen competencias legisla- 
tivas, esto es, atribuidas a la Asamblea Federal, que representaba 
en su misma base electiva a todos y cada uno de los cantones. 

Como dijo Napoleón, Suiza es un Estado federal por natura- 
leza. En sus veintidós cantones (tres de ellos divididos a su vez) 
se hablan cuatro lenguas reconocidas por la Constitución, convi- 
ven tres'razas y coexisten católicos y protestantes de varias con- 
fesiones. Pero ¡la historia se sobrepone a la naturaleza. Como 
hemos visto, un proceso técnico, político y económico apoyado por 
ideas políticas curiosamente contrapuestas (primero, liberalismo, 
y después, intervencionismo) ha hecho crecer la autoridad del 
gobierno central. Este crecimiento se ha manifestado en reformas 
de la Constitución que atribuían a este poder federal nuevas com- 
petencias, que normalmente se había ya tomado de hecho o defi- 
nido a través de leyes como consecuencia de la naturaleza especí- 
fica de la Constitución, que de una parte no está protegida por 
un tribunal de constitucionalidad, y de otra, sufre la presión del 
referéndum legislativo desde la reforma de 1874. 

El cuadro de poderes delegados actuales es tan amplio como 
consecuencia de ese proceso, que es dudoso que pueda práctica- 
mente hablarse de una «soberanía» de los cantones como hace 
la Constitución. El federalismo suizo ha desenvuelto en los pasa- 
dos decenios, escribe SCHINDLER en 1960, un incesante proceso de 
centralización. Y HAFELIN subraya diez años más tarde la acen- 
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tuación del mismo proceso. Como consecuencia de la guerra mun- 
dial, de la crisis económica y del desenvolvimiento técnico y social, 
ha aumentado de una manera permanente la fuerza política de la 
Federación. Y este desenvolvimiento no ha sido consecuencia de 
un proceso tácito o convencional, sino que incluso aquellas me- 
didas que se han impuesto de hecho por exigencia de un estado 
de necesidad, más tarde o más temprano han encontrado una san- 
ción en el Derecho constitucional. 

Desde 1874 a 1960 se han realizado sesenta y tres reformas 
parciales del texto constitucional y cuarenta y una de ellas han 
sido para aumentar las competencias legislativas de la Federación. 
Sin embargo, este crecimiento continuo de competencia no se ha 
realizado en su mayor parte absorbiendo la esfera de acción de 
los cantones, sino asumiendo el Estado nuevas tareas en función 
de los adelantos de la técnica (energía atómica, cinematografía, 
carreteras, automóviles, aviación y todas las medidas de protección 
al trabajo y de intervención económica). Quizá la única materia 
en que la Federación ha absorbido la competencia de los canto- 
nes ha sido en el ámbito de la legislación civil y penal. Por otra 
parte, la importancia de los cantones en cierta manera se ha am- 
pliado en el ámbito ejecutivo. Los cantones hoy no son importan- 
tes por su autonomía para establecer su orden jurídico, sino por 
la ejecución del derecho federal. 

Este proceso de fusión se desenvuelve también en las bases 
sociológicas de la Federación. La introducción de la libertad de 
domicilio y de la libertad religiosa, unidas al proceso de las co- 
municaciones, han mezclado profundamente la población, incluso 
desde el punto de vista de las lenguas; el desarrollo industrial ha 
reforzado este fenómeno. 

Excede del ámbito de esta referencia un análisis detallado de 
la distribución en competencias. En líneas generales, el gobierno 
federal tiene hoy competencia sobre las siguientes materias: 


a) Relaciones exteriores, guerra y paz, tratados, representa- 
ción diplomática. 

b) Legislación sobre organización militar, armamento e ins- 
trucción y disposición, en su caso, de las fuerzas armadas fede- 
rales y de las fuerzas de los cantones. 

Cc) Garantía a los cantones de su territorio, de su constitu- 
ción, de los derechos y libertades de sus ciudadanos; decisión de 
las controversias entre cantones. 

d) La legislación sobre todas aquellas materias que derivan 
de la convivencia en un mismo territorio y se realizan en varios 
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cantones (transportes, comercio, moneda, banca, trabajo y seguri- 
dad social, sanidad, extranjería). 

e) De una manera general, cuanto suscita intereses comunes: 
derecho civil y penal, política económica. Incluso en enseñanza le 
compete el derecho de creación de universidades y la vigilancia 
del deber de enseñanza primaria. 

f) Medios financieros obtenidos de sus servicios propios y 
derecho a percibir las aportaciones de los cantones. 


Si repasamos ese cuadro general de facultades veremos que en 
él están comprendidas no sólo aquellas que derivan de la natura- 
leza misma del Estado federal (relaciones exteriores, defensa, coor- 
dinación), sino también todas aquellas que han derivado de una 
manera paralela en todas las federaciones del progreso técnico 
y el desarrollo económico. 

El hecho mismo de que no exista una protección formal de la 
Constitución hace que, de hecho, o mediante ley o decreto que se 
apoya en el referéndum, se extiendan continuamente los poderes 
de los órganos de le Federación. 


3) La organización de poderes 


Los órganos de la Federación tienen una estructura original 
tan distante del presidencialismo como del régimen parlamentario. 


a) No existe un jefe de Estado. Hay un presidente de la Fede- 
ración de mero carácter representativo, ya que el poder ejecutivo 
reside en un órgano colegiado. Tampoco existe un primer minis- 
tro que asuma las funciones del ejecutivo. 

Todos los miembros de este órgano colegiado (Consejo Federal) 
son iguales jerárquicamente. El presidente tiene una función re- 
presentativa formal (firmar tratados, recibir embajadores, etc.). 
Los acuerdos se toman en consejo y el presidente se renueva 


todos los años. 


b) La Asamblea Federal está compuesta de dos cámaras: 


El Consejo Nacional, cuya base electoral es el pueblo, repre- 
senta al pueblo como unidad federal (paralelo a la Cámara de 
Representantes de Estados Unidos) y el Consejo de los Estados, 
cuya base electoral son los cantones, a los que representa (paralelo 
al Senado de Estados Unidos). 
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El Consejo Nacional se elige por representación proporcional 


y puede ser elegido miembro todo ciudadano suizo, varón, mayor | 


de veinte años y no clérigo. (La legislación electoral está reservada 
a la Federación). El sufragio femenino ha sido establecido :por 
referéndum popular de 7 de febrero de 1971. El Consejo de los 
Estados está formado por dos representantes de cada cantón. El 
mandato de los miembros del Consejo Nacional es de cuatro años. 
El mandato de los miembros del Consejo de los Estados 'no es 
igual para todos, sino que varía de uno a cuatro años, de acuerdo 
con la legislación de los diversos cantones. El presidente y vice- 
presidente de cada cámara son elegidos anualmente por las pro- 
pias cámaras. 


Los períodos de sesiones son brevísimos. La legislatura anual 


se subdivide en dos períodos de sesiones, que comprenden el 
mes de junio y desde el primer lunes de diciembre hasta Navidad. 
Las dos cámaras deliberan separadamente, salvo en las cuestiones 
previstas en la Constitución (elección del Consejo, del Tribunal fe- 
deral y del general del ejército federal, derecho de gracia y cues- 
tiones de competencia). 

Esta discontinuidad explica la primacía del Consejo federal, 
que es un órgano permanente sobre la Asamblea Federal. 

Las funciones de la Asamblea Federal son esencialmente legis- 
lativas sobre aquellas materias limitadas que la Constitución atri- 
buye a la Federación. En las funciones legislativas, ambas cámaras 
tienen los mismos poderes. 

También tienen funciones sobre materias políticas y administra- 
tivas. En su actuación política, las dos cámaras designan los miem- 
bros del Consejo federal, eligen al canciller federal (que es el jefe 
de una secretaría auxiliar del Consejo y de la Asamblea federal), 
aprueban la declaración de guerra, ratifican tratados, dirimen las 
cuestiones intercantonales, eligen los miembros del Tribunal fede- 
- ral y aprueban la revisión de la Constitución federal. 


Cc) El Consejo federal. Está compuesto, como hemos indica- 
do, por siete miembros, elegidos por cuatro años por la Asamblea 
federal. El presidente y el vicepresidente son elegidos en el seno 
del propio Consejo por un período de un año. El presidente es un 
primus inter pares, sin voto decisorio. 

No existe en la Constitución ninguna norma acerca de cómo 
debe estar compuesto el Consejo federal, pero las enmiendas y la 
práctica constitucional han fijado diversas reglas: 


1.2 Desde 1874 no puede haber más de un representante por 
cantón, con el fin de evitar la supremacía de un cantón sobre otro. 
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2. Se exige que al menos dos de estos consejeros federales 
no sean de lengua alemana. 

3.2 Los tres cantones principales: Berna, Vaud y Zurich, han 
de tener SEDES un miembro en el Consejo federal. 


Lo normal es que haya un sistema rotatorio. El vicepresidente 
sustituye al presidente, que pasa a ser un miembro más, etc. Con 
esto se logra normalmente que todos los miembros ocupen la pre- 
sidencia y la vicepresidencia... 

Antiguamente la responsabilidad de los asuntos exteriores la 
tenía el presidente; hoy día es colectiva. Hecho tanto más notable 
cuanto que normalmente el Consejo está integrado por miembros 
de tres o cuatro partidos diversos. Normalmente son reelegidos y 
alguno ha llegado. a gobernar durante treinta y dos años. 

Ejerce la iniciativa legislativa presentando a la Asamblea pro- 
yectos de leyes, decretos o resoluciones o recogiendo e informando 
las propuestas de los miembros de la Asamblea o de los Cantones. 


d) La organización judicial federal. Hay un Tribunal Federal, 
con residencia en Lausanne, compuesto de veintiséis miembros, 
elegidos para seis años por la Asamblea Federal. 

No tiene la misión específica de controlar la constitucionalidad 
de la ley, pero es un importante órgano de unificación jurídica y 
de arbitraje federal que incluso en algunos puntos interpreta la 
Constitución. En líneas generales, su competencia alcanza a las 
siguientes materias: 


1) Civil. Apelación de los juicios fallados por los tribunales. 

2) Criminal. Delitos que afectan a la seguridad de la Federa- 
ción (alta traición). | 

3) Administrativa. Entiende de los conflictos administrativos 
entre los distintos cantones. 


e) La relación entre los poderes. No está regulado en la Cons- 
titución un control político del Consejo, ejercido por la Asamblea 
O por alguna de sus cámaras, que implique una exigencia de respon- 
sabilidad política, que pueda obligar a dimitir al Consejo federal; 
no hay posibilidad de una moción de censura. El Consejo es inamo- 
vible durante los cuatro años de su mandato. En correspondencia 

- la Asamblea no puede ser disuelta. 

Esta permanencia en el Consejo y la posibilidad de reelección 
ha hecho que el gobierno mismo haya sido llamado «gobierno de 
altos funcionarios», que, más que políticos, son «expertos» en las 
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materias de su competencia. El Consejo presenta en la sesión de 
apertura de cada: Asamblea un informe de su gestión y proposicio- 
nes que estima deben ser tenidas en cuenta por la Asamblea. Esta 
puede solicitar alguna ampliación de este informe. 

Como hemos indicado, ninguna decisión de la Asamblea as 
derrocar al gobierno durante los cuatro años de su mandato; no 
puede haber crisis parlamentarias, ni hay normalmente fricciones 
entre partidos estabilizados. No hay programas políticos que mar- 
quen grandes diferencias ni grandes dificultades de gobierno. El 
control que la Asamblea ejerce sobre el Consejo, que está obligado 
a dar cuenta de su gestión, es más bien de carácter administrativo 
que político. El control propiamente político es un control a largo 
plazo contrastado en cada nueva elección o en las intervenciones. 
del pueblo a través del referéndum o la iniciativa. 

E incluso los cuatro partidos: radical, conservador-cristiano, 
socialdemócrata y agrario, se reparten con notable continuidad 
los votos y los escaños y los puestos de gobierno y tienen progra- 
mas parecidos. 
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2. El presidencialismo y el federalismo en 108 países 
iberoamericanos 


1. EL PRESIDENCIALISMO 


El modelo de gobierno presidencial norteamericano se ha irra- 
diado a la casi totalidad de los países de Iberoamérica. Los ensa- 
yos de régimen parlamentario o han sido efímeros (Cuba, Brasil) 
o incompletos (Venezuela, Chile, Guatemala) o han derivado hacia 
formas peculiares (Uruguay). 

Los países iberoamericanos, al proclamar su ¡independencia 
frente a la monarquía española o la portuguesa, aceptaron, en ge- 
neral sin discriminación, la forma de organización del poder eje- 
cutivo de los Estados Unidos de Norteamérica, que los había pre- 
cedido en la independencia de las monarquías europeas. Sin duda, 
contribuyeron a hacerles aceptar esta forma de organización la 
tradición de los virreyes y de los capitanes generales de la época 
colonial, e incluso la espontánea floración de caudillos militares 
en las guerras de independencia. Pero el modelo jurídico político 


—básico fue la Constitución de los Estados Unidos, que era, por 


otra parte, entre 1814 y 1848, el único modelo existente de una 
forma republicana de gobierno en un país de población relativa- 
mente amplia. 

Así como los constituyentes norteamericanos no supieron in- 
terpretar la 'especialísima naturaleza del sistema de gabinete bri- 
tánico, que entendían, a través de Montesquieu, como una estricta 
separación de poderes, los países iberoamericanos tampoco supie- 
ron apreciar los matices que controlaban el poder presidencial en 
los Estados Unidos en el siglo xix. El presidente norteamericano 


- había sido inicialmente un mero ejecutor de las decisiones del 


Congreso, mientras los presidentes del sur eran los jefes de un 
partido que controlaba la asamblea. La tradición judicial anglo- 
sajona asignaba al juez el carácter de un protector de la libertad 
y del derecho, mientras la tradición latina entiende al juez como 
un órgano que cumple el derecho que otros órganos establecen. 
Pero, sobre todo, el presidente norteamericano tenía poderes polí- 
tica y jurídicamente limitados por la existencia efectiva de una 
estructura federal en que los Estados miembros recababan celosa- 
mente un amplio ámbito de autonomía. Los Estados de Ibero- 
américa, en la medida en que fraccionaron políticamente el con- 
tinente, crearon unidades muy centralizadas, en que aún donde se 
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acepta el principio federativo, es más bien una construcción jurí- 
dica artificiosa que una realidad política y social espontánea que 
frene el impulso de los órganos de la federación. 


1. Un presidente de la república que es jefe de una adminis- 
tración centralizada, con una asamblea que secunda y apoya sus 
iniciativas y una justicia que responde a la tradición europea de 
aplicar la ley que recibe de los órganos constitucionales sin discu- 
tir su fundamento; presidente que está respaldado por la autoridad 
popular de un voto plebiscitario, asumiendo la jefatura del ejér- 
cito y con amplísimos recursos constitucionales de poder, tiende 
a constituirse como un poder predominante, cuando no omnímodo. 
Si, además, se tiene en cuenta que estos poderes nacieron en las 
incidencias de una guerra de independencia y se han mantenido 
en un clima de crisis política, y/a veces social, que justifica y re- 
clama la acción de un poder ejecutivo decisorio, podrá explicarse 
el fenómeno del caudillismo que ha tenido un carácter casi uni- 
versal en los países iberoamericanos, como «un organismo fuera 
de toda proporción y equilibrio en el plano del gobierno», como 
subraya LINARES QUINTANA. El mismo autor recuerda la amplia 
literatura que ha estudiado este fenómeno, caracterizándolo como 
un gobierno constituido en términos de crisis (Mac Donald); que 
utiliza ordinariamente las atribuciones verdaderamente extraordi- 
narias que la constitución prevé para las situaciones de gran 
emergencia (C. Feliz Trigo); personalista y demagógico (Ayarra- 
garay); con legislaturas cacicales subordinadas al presidente 


(Bunge); y en que la autoridad y la organización de los partidos 


tienen también'un carácter personalista (Ycaza Tigerino). La 
imagen es claramente pesimista, pero hay que advertir que se 
funden en ella situaciones de normalidad constitucional con si- 
tuaciones de anormalidad no justificadas política ni jurídicamen- 
te. Realmente es quizá una adaptación espontánea del presidencia- 
lismo a pueblos en crisis de desarrollo, en cierta manera análoga 
a la de los nuevos países de Africa. 

Las fórmulas y las prácticas constitucionales en las que se 
apoya este poder de los presidentes son de varias clases: 


1.2 La elección plebiscitaria y los poderes ordinarios de la pre- 
sidencia, que tienen normalmente un carácter amplísimo y que 


aparecen reforzados por el carácter personalista de los partidos 


y su predominio en asambleas, carentes, por otra parte, de una 
tradición de autonomía frente al poder presidencial. 
2.2 La iniciativa legislativa de los presidentes y la legislación 
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delegada o por decreto-ley, que los constituye en líderes de las 
asambleas. 

3. Las cláusulas de poderes extraordinarios de la presidencia 
en estado de excepción, o de los poderes que se le atribuyen en 
estado de sitio, aunque éste sea declarado por las asambleas. 

4. La concepción del juez como órgano de aplicación del de- 
recho establecido. 

5. El derecho de veto parcial (sobre un artículo o una sais 
bra de la ley), que les permite intervenir ampliamente en la le- 
gislación. / 

6.2 La continuidad en la función presidencial de una persona 
mediante la reelección. 


- Las constituciones han tratado a veces de limitar estos poderes 
ordinarios y extraordinarios con diversas fórmulas que tienden 
a impedir que los poderes de la presidencia se hagan irresponsa- 
bles por la continuidad en el cargo o por su transmisión a parien- 
tes O afines (prohibiendo la reelección, estableciendo incapacida- 
des personales para ser elegidos); LamBERT llega a estimar que la 
diferencia entre dictadura y gobierno constitucional en Iberoamé- 
rica se funda en la no reelección del presidente. 

Hay que tener presente que el mal es más profundo y que aun- 
que se han arbitrado fórmulas diversas (control de la asamblea, 
no reelección, condicionamiento o supresión de los poderes extra- 
ordinarios), los preceptos constitucionales son de escasa eficacia, 
no sólo por la mecánica de los grupos y de los partidos políticos, 
sino, sobre todo, por la fragilidad de las propias constituciones y 
la falta de un verdadero respeto al orden establecido por la cons- 
titución. En todo caso, debe advertirse que los países de Ibero- 
américa se hallan sometidos a una profunda tensión que obedece 
a causas sociales e internacionales más profundas que las mera- 
_ mente políticas, y que esa situación de crisis destaca, y a veces 
exige, el predominio del poder ejecutivo. 

Como texto modelo de esas cláusulas de poderes extraordina- 
rios puede recordarse el artículo 166 de la Constitución del Brasil, 
de 1937, que los atribuía al presidente en caso de amenaza externa 
o inminencia de perturbaciones internas, o existencia de concierto, 
plan o conspiración que tienda a perturbar la paz pública o poner 
en peligro la estructura de las instituciones, la seguridad del Esta- 
do o de los ciudadanos, con independencia del parlamento, y sin 
que éste pueda suspender o modificar las medidas tomadas por el 
presidente. Las constituciones siguen un curioso ritmo de liberali- 
dad y recelo en la concesión de estos poderes, y así la Constitución 
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brasileña de 1946 dedicó ocho artículos a controlarlos (206 a 214); 
pero el resultado práctico no fue muy diverso. En Brasil, esta al- 
ternativa de situaciones ha llevado también a ensayar un efímero 
régimen parlamentario (1962-1963) En 1969, en cambio, se han 
ampliado los poderes del presidente, que puede regular por Decre- 
to-ley incluso sobre finanzas y establecimiento de impuestos. En 
la Argentina, dice C. E. ROMERO, el estado de sitio —en que funcio- 
nan estos poderes extraordinarios— se ha convertido en situación 
casi normal desde 1930. 


2. Con todo, el sistema presidencialista en los países ibero- 
americanos no constituye propiamente un tipo diverso del norte- 
americano, aunque pueda aceptarse para distinguirlos el término 
propuesto por Lambert de regímenes de preponderancia presiden- 
cial (sin equilibrio de poderes). Los matices que pueden señalarse 
realmente corresponden a la práctica de la Constitución norte- 
americana, aunque no estén expresos en su texto. La elección 
plebiscitaria que se alega como elemento diferencial del presiden- 
cialismo del sur es hoy una práctica en los Estados Unidos 'de 
Norteamérica, como hemos advertido; el liderazgo efectivo sobre 
las asambleas y la legislación se da hoy también en América del 
Norte y los recursos de poder político que proporciona a los pre- 
sidentes del sur la jefatura de un partido es también beneficio de 
los presidentes norteamericanos, en que los partidos tampoco 
constituyen un bloque compacto. Las diferencias más importantes 
afectan a la inmensidad de la federación del norte, que limita de 
hecho al presidente de los Estados Unidos y lo ahoga en su propia 
omnipotencia; a' una correcta tradición de respeto al Derecho 
y a la Constitución y a la tradición y peso de la justicia anglo- 
sajona como protectora de los derechos de los ciudadanos. Donde 
estas últimas circunstancias se dan, el sistema en los países ibero- 
americanos funciona temporal o permanentemente con la misma 
corrección que en los Estados Unidos, aunque con el mismo ries- 
go que implica esa desproporcionada concentración de poderes 
en un hombre. La cifra de población y la extensión del territorio 
norteamericano es quien impone la efectiva limitación, si no de 
un genuino federalismo, sí de una amplia descentralización de 
poder. | 

Hay, sin duda, matices en la organización de los Estados del 
sur, pero estos matices más bien significan atenuaciones del sis- 
tema presidencialista. Loewenstein distingue tres grupos, que hoy 
se pueden extender a cinco modelos: | 

a) Presidencialismo puro o «de alto estilo». El presidente es 
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cretarios que nombra y separa el presidente. Tal es el sistema tra- 
dicional de Argentina, Colombia, Ecuador, ASI y lo ha sido 
también en el Brasil. 

b) Presidencialismo atenuado, en aquellos países en qué la 
participación de los ministros con el presidente, mediante la:cons- 
titución de un consejo de ministros y la institución del refrendo 
da cierta colegialidad al órgano de gobierno y difumina el carácter 
estrictamente personal de la presidencia. Tal es el caso de. El Sal- 

| vador y Venezuela. 
M c) Presidencialismo en aproximación al par entarisn Tal 
| fue el caso de Chile entre 1891 y 1925 y formas análogas aparecen 
| en la Constitución de Venezuela de 1947 y en las de Guatemala de 
: 1945 y 1956. El caso de ésta puede servir especialmente de ilustra- 
| ción. Los ministros concurren al Congreso, son objeto de inter- 
| pelación y participan en los debates, y los ministros individual- 
( mente (hasta tres), pueden ser objeto de un voto de censura, que 
es apreciado por la presidencia y que en caso de discrepancia del 
presidente precisa una mayoría de las dos terceras partes del nú- 
mero de diputados que componen el Congreso para que obligue al 
presidente a aceptar la dimisión del ministro censurado. 

d) Un cuarto grupo se puede añadir a esta clasificación, para 
comprender el gobierno colegial del Uruguay, vigente hasta 1966. 
De acuerdo con la Constitución de 1952, en lugar del presidente, 
se creó un Consejo Nacional de Gobierno integrado por nueve 
miembros que se distribuía entre los dos partidos mayoritarios, 
en la proporción de seis a tres, de conformidad con los resultados 
electorales. La presidencia se turnaba por años entre los conseje- 
ros del partido mayoritario. A su vez, nueve ministros designados 
y separados libremente por el Consejo estaban sometidos a las 

- votaciones de censura (que exigían para ser eficaces la mayoría 

' absoluta del total de los componentes) de la Asamblea general. 
.Los precedentes de este sistema, que se extendía a toda la admi- 
nistración del país, deben buscarse en el pacto de los partidos 
de 1897. El referéndum de diciembre de 1966 ha sustituido este 
sistema por una presidencia unipersonal. 

e) El quinto modelo sería la democracia popular en Cuba con 
una fuerte inspiración del régimen soviético. 

No debe olvidarse al ponderar estas situaciones que en Ibero- 
américa gravita con una especial intensidad la tensión entre prin- 
cipios democráticos y comunismo. Eso explica en parte la existen- 
cia de golpes de Estado, cuyo fin paradójico es defender la propia 
Constitución que violan. La crisis económica y social que aqueja 


elegido por elección popular y los ministros son consejeros o se- 
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a muchos países y la fuerza atractiva del «castrismo» hacen espe- 
cialmente complejo el problema. El índice del costo de vida se 
ha elevado en un período de veinte años de 100 a 7.000 (Argentina) 
o 12.000 (Brasil). 

La intervención de las fuerzas armadas, al margen de las lu- 
chas de partido y sin una definida adscripción a un jefe político, 
es otro matiz de esa complejísima situación actual. Las fuerzas 
armadas —dice C. E. RoMERO— se constituyen en baluarte de las 
instituciones y adversarios decididos de la ideología comunista. 
En varios países de América latina esta lucha está en sus manos 
(Argentina, Brasil, Chile, Perú, Guatemala, etc.). | 

La situación de crisis social y la apetencia que suscita un poder 
omnímodo explican que una institución teóricamente tan fuerte 


sea en la práctica!tan débil. 


La consecuencia paradójica de esta institución presidencial ha 
sido frecuentes situaciones de dictadura de hecho y una dolorosa 
inestabilidad constitucional. 


3. Las instituciones constitucionales iberoamericanas exigen 
como complemento hacer una referencia a los partidos políticos y 
a otras organizaciones que constituyen el fundamento social de 
los óreanos constitucionales. 

Salvo alguna excepción, como Méjico, Chile antes de 1973, 
Costa Rica y en parte Uruguay y Argentina antes de la crisis que 
se inicia | en 1930, los partidos de Centro y Suramérica han tenido 
peculiaridades que les han hecho interferirse en el juego normal 
de las instituciones. En primer lugar, los partidos han estado mu- 
chas veces deformados o presionados por el ejército, grupos de 
intereses nacionales e internacionales, los sindicatos e incluso las 


mismas universidades. Han sido, por consiguiente, muchas veces: 


simple cobertura del dinamismo de otras instituciones. Han teni- 
do también un carácter acusadamente personalista en íntima 
vinculación con el fenómeno del caudillismo y han carecido de 
una organización estable y de una homogeneidad de ideas e inte- 
reses que han determinado el fraccionamiento de los partidos en 
grupos menores. Como advierte ManiGcarT, ha habido en los parti- 
dos una puja al «izquierdismo» manifiesta en la multiplicación de 
partidos neomarxistas que han determinado a veces vetos o inter- 
venciones positivas del ejército. La norma general ha sido el 


-_pluripartidismo (salvo algunos períodos históricos en Colombia 


y Uruguay) y a veces formaciones muy peculiares de partido pre- 
dominante con un partido «oficial» como el Partido Revoluciona- 
rio Institucional en Méjico. Sin duda ha habido influencias tradu- 
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cidas a un ambiente peculiar de movimientos internacionales, como 
el movimiento socialista en la Cuba de Castro o la democracia 
cristiana de Frei en Chile. Esta situación de los partidos ha ¡favo- 
recido las peculiaridades del presidencialismo a v que DS hecho 


referencia. 


2. ' EL FEDERALISMO 


Ell otro principio que desde los Estados Unidos de Norteamé- 
rica va a irradiarse a las repúblicas iberoamericanas será el fede- 
ralismo. Y tampoco puede decirse que esta recepción de un prin- 
cipio fuera más afortunada, a juzgar por los estudios críticos de 
la propia doctrina iberoamericana. | 

Salvo en los intentos frustrados de una federación de los países 
de Centroamérica, cuya frustración se debió en gran parte a 
presiones externas, el federalismo ha operado en la América me- 
ridional como un proceso inverso a su natural sentido político y 
en lugar de ser un medio para coordinar donde la diversidad do- 
mina, fue prácticamente un medio para diversificar las unidades 
históricas existentes. A quien considera la historia y la realidad 
presente de la América de habla española y portuguesa le sorpren- 
de que el federalismo no ha sido un instrumento político para 
unir países con una organización política diferenciada, sino que, 
al contrario, ha servido para dividir interna y artificialmente las 
unidades políticas ya existentes. 

Los países en los que se ha operado este proceso han sido Ar- 
gentina, Brasil, Colombia (durante un breve período de su histo- 
ria, Constituciones de 1853-1858-1863 hasta 1885), México y Vene- 
zuela. Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua, 
estuvieron unidas entre 1822 y 1838; los nuevos ensayos de cons- 
. tituir una federación en 1895 (Pacto de Amapala) y en 1921 (Pacto 

.de San José de Costa Rica) fracasaron en su mismo nacimiento. 
. Las fórmulas jurídicas han sido en general reproducidas de la 
Constitución de los Estados Unidos y, salvo en Brasil, se ha par- 
tido de una competencia general de las provincias o Estados miem- 
bros y de una definición de poderes limitados de la Unión. La Ar- 
gentina, en su texto constitucional de 1853, sigue fielmente el 
texto norteamericano de 1789. El artículo 67 enuncia en 28 aparta- 
dos los poderes limitados del Conereso y en el artículo 104 atribu- 
ye a las provincias todo el poder no delegado por la Constitución 
al gobierno federal, así como el que expresamente se haya reser- 
vado por pactos especiales al tiempo de su incorporación. La 
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Constitución mexicana de 1857, aún más fielmente enunciaba en el 
artículo 72 las facultades del Congreso, atribuía en el 75 el presi- 
dente el poder ejecutivo con una fórmula general y establecía en 
su artículo 117 la reserva a favor de los Estados miembros de 
todas las facultades que no estén expresamente concedidas por 
la Constitución a los funcionarios federales, artículo que se ha 
transcrito literalmente en el artículo 124 de la Constitución vigente 
de 1917. Con otros términos, pero con el mismo sentido ha pasa- 
do este principio al derecho constitucional venezolano. Sólo en 
Brasil adopta una fórmula más ambigua desde 1891 a 1937, enu- 
merando las facultades de los Estados miembros, que son, por 
consiguiente, poderes limitados, fórmula que se transfiere a los 
textos constitucionales hasta 1948 en que el artículo 18, párrafo 2.*, 
atribuye a los Estados miembros todos los poderes que implícita o 
explícitamente no les hayan sido prohibidos por la Constitución. 
La Constitución de 1969 ha determinado con gran amplitud el 
derecho de intervención que se extiende a planificar y favorecer 
el desarrollo y la seguridad nacional (art. 8). 

La organización de los poderes de la Unión sigue también en 
líneas generales el texto de la Constitución norteamericana. Un 
Congreso compuesto por dos cámaras, en las que una de ellas, el 
Senado, está integrado por una representación homogénea de los 
Estados miembros o provincias; un Presidente, que tiene una fi- 
sonomía más propia por la enumeración de sus poderes y su par- 
ticipación en el poder legislativo (Argentina, arts. 68 y 86; México, 
artículo 71), con derecho de iniciativa expresamente reconocido, y 
un Tribunal Supremo de Justicia que arbitra las competencias en- 
tre los poderes federales y los Estados miembros o provinciales. 
Aunque algunas constituciones (Argentina, art. 31) han reproduci- 
do la cláusula de supremacía de la Constitución norteamericana 
o ha establecido preceptos de una trascendencia análoga (arts. 41 
y 105 de la Constitución mexicana; art. 101, apartado 3 de la bra- 
sileña) no se han desenvuelto en los Estados de América del Sur 
una jurisprudencia constitucional con el valor político de la juris- 
prudencia del Tribunal Supremo de los Estados Unidos. En todo 
caso, las declaraciones de derechos, incorporadas al texto de la 
Constitución desde su origen, tienen un carácter nacional. 

Hay que añadir que este federalismo está hoy en una línea de 
franca regresión por las mismas razones que han impuesto un 


- proceso de centralización en todos los antiguos Estados federales: 


los progresos de la técnica y la rápida evolución de los transpor- 
tes, la intervención del Estado en el orden económico y social, la 
ordenación de nuevas fuentes de riqueza e incluso el mismo pro- 
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egreso de las armas militares, que impone una base más amplia 


y sólida para garantizar la independencia. En relación con el Bra- 
sil, el país que por sus condiciones naturales parece más natural- 
mente adecuado para esa estructura federal, el profesor O.. TRI- 
GUEIRO estima que el federalismo pasa por una crisis aguda y está 
amenazado de desaparecer, no por vías jurídicas ni políticas, sino 
por una imposición de los hechos que hace que, aunque aumenten 
los servicios administrativos de los Estados miembros, sus (atribu- 
ciones legislativas sean cada día más reducidas y aumente su 
dependencia financiera de la Unión. Los hechos económicos —con- 
cluye— y las reivindicaciones sociales imponen al gobierno central 
un intervencionismo de nuevo estilo que supera todas las veleida- 
des autonomistas de la antigua escuela. GALVAO DE SOUSA estima 
que la reforma de 1969 ha confirmado la primacía del poder nacio- 
nal con márgenes de descentralización político-administrativa. Y el 
juicio de ZORRAQUIN BEcu sobre el federalismo argentino tiene 
el mismo carácter. El federalismo camina fatalmente, ya por vía 
de hecho Oo por reforma política, a su desaparición, y Zorraquin 
piensa que puede ser sustituido con ventaja por una amplia des- 
centralización administrativa. 

En este sino del federalismo de América central y meridional 
ha influido sin duda la práctica del principio de intervención san- 
cionado en los textos constitucionales. La Constitución argentina 
de 1853 establecía en su artículo 6 el derecho del gobierno federal 
a intervenir en el territorio de las provincias «para garantizar la 
forma republicana de gobierno, o repeler invasiones exteriores y 
a requisición de sus autoridades .constituidas para sostenerlas 
y restablecerlas si hubiesen sido depuestas por la sedición o in- 
vasión de otras provincias». Este precepto, pensado para situacio- 
nes realmente excepcionales, se ha transformado en una práctica 


habitual, bien respaldada por una ley del Congreso o bien sim- 
' plemente por decretos del poder ejecutivo. LINARES QUINTANA, en 
.1942, contaba ya más de ciento cincuenta intervenciones en menos 
de un siglo de vigencia constitucional. La regulación del artículo 7 


de la Constitución brasileña es mucho más amplia, y, según la doc- 
trina brasileña, desde que el principio comenzó a aplicarse en 
1910, prácticamente ha desaparecido de hecho la autonomía de los 
Estados federados. 

Por lo demás, esta difuminación del federalismo es un fenó- 
meno universal. El porvenir del federalismo está, en todo caso, 
en la incorporación de unidades políticas preexistentes a formas 
de organización más amplias, no en la división de unidades na- 
turales. 
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3. EL JUICIO DE AMPARO Y LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL 


Una inspiración remota de la acción del Tribunal Supremo 
norteamericano en el derecho iberoamericano representa el juicio 
de amparo, que tiene, sin embargo, el perfil de una notable insti- 
tución original madurada en varios países y que se ha elevado a 
principio de los países americanos en la conferencia de Bogotá 
de 1948, en que estos países suscribieron la declaración america- 
na de derechos y deberes del hombre. En una referencia suma- 
ria no cabe entrar en discusiones sobre su naturaleza ni en detalles 
de procedimiento. Sólo procede subrayar la originalidad de esta 
institución. No pretende ser un control de la constitucionalidad 
en su sentido neto, sino una protección de los derechos del indivi- 
duo, lo que ha permitido que este recurso se sostenga incluso en 
países de un constitucionalismo inestable. En suma, supone un 
juicio, a petición de la parte agraviada por un acto inconstitucio- 
nal, que se limita a resolver el caso concreto sin hacer declaracio- 
nes generales respecto de la ley o el acto que motivare la queja. 
Sólo está legitimado para entablarlo el individuo agraviado, por- 
que su fin es evitar invasiones de poder en la esfera de los dere- 
chos de la persona. 

Por otra parte, las reformas constitucionales de Colombia en 
1959 y en Chile, en 1970, establecieron Tribunales de Justicia cons- 
titucional. 











254 DERECHO CONSTITUCIONAL COMPARADO 


BIBLIOGRAFIA 


Obras generales tenor Braz, C., Latin America World in Revo- 
lution, Londres-Nueva York-Toronto, 1963. BERNARD, CERQUEIRA, GIL HoDks, 
GRAILLOT, MANIGAT y NEIRA, Tableau des partis politiques en Amérique du Sud, 
Colin, París, 1969, CERECEDA, R., Las instituciones políticas en América latina, 
Feres, Friburgo-Bogotá, 1961. HALPERIN DoNGH1, T., Tradición política española 
e ideología revolucionaria de Mayo, Eudeba, Buenos Aires, 1961 (tres «salidas» 
tradición española, revolución francesa, tradición precolonial). JOHSON, J. J., 
Continuity and change in Latin America, Stanford V. P. 1964. LAMBERT, J., Amé- 
rica Latina. Estructuras sociales e instituciones políticas, Ariel, Barcelona- 
Caracas, 1964, MarTIN LiIPsEr, S., y SOLARI, A., ed., Elites in Latin America, 
Oxford U. P., Nueva York, 1967. PiersoN, W. W., y GiL, F. G., Government of 
Latin America, McGraw-Hill B., 1957. Scumirr, K. M., y BurkKs, Evolution or 
Chaos, Pall Mall P., Londres, 1963. 


AYARRAGARAY, L., La anarquía argentina y el caudillismo, 3. ed., Buenos 
Aires, 1935. BAMFORD PARKES, H., A History of Mexico, Houghton Mifflin, Bos- 
ton, 1966. CAVALCANTI DE CARVALHO, M., Evolucáo do Estado Brasileiro, Río de 
Janeiro, 1941; Las Constituciones de los Estados Unidos del Brasil, Madrid, 
1958; A Constitucáo federal comentada, Río de Janeiro, 1948. CLINE, H. F., Me- 
tico. Revolution to evolution 1940-1960, Oxford U. P., 1962. Davis, H. E., La 
presidencia en Chile, en Ciencias Políticas y Sociales, Rev. de U. N. A. de 
México, VITI, 29, julio-septiembre, 1962. Donoso, R., Desarrollo político y so- 
cial de Chile desde la Constitución de (1833, 2.* ed., Santiago de Chile, 1942. 
FITZGIBBON, R. H., The Constitutions of the America, Chicago, 1948; Constitu- 
tional Development in Latin America, en American Political Science Re- 
view XXXIX, 19-46. Fix Zamupio, H., El juicio de amparo, Porrua, México, 
1964. ForTouL, G., Historia constitucional de Venezuela, Caracas, 1930. GAL- 
VAO DE SOUSA, Les "transformations du Droit constitutionnell Brésilein de 1946 
a 1969, en J. des Oefft. Rechts de Gegenwart, 20, 1971. GALLARDO, R., Las Cons- 
tituciones de la República federal de Centroamérica, Madrid, 1958. GALLETTI, A., 
La política y los partidos. (La realidad argentina en el siglo XX), México- 


_Buenos Aires, Fondo de Cultura Económica, 1961. GonzáÁLEZ FLORES, E., Ma- 


nual de Derecho constitucional, México, 2.” ed., 1965. Gros EsPIELL, H., Las 


- Constituciones del Uruguay, Madrid, 1956. J. LamBErRT, Le Régime Présiden- 
: tiel en Amerique Latine, en R. F. de $. P., XITI, 3 (1963), págs. 577-660. Laz- 


ZARINI, J. L., El juicio de amparo, La Ley, Buenos Aires, 1967. LAZCANO y Ma- 
ZÓN, A. M., Constituciones políticas de América, La Habana, 1942. LecowN, F. J., 
y MEDRANO, S. W., Las Constituciones de la República Argentina, Madrid, 1953, 
con prólogo de M. Fraga y estudio preliminar de los autores. LINARES QUIN- 
TANA, S. V., Teoría y práctica del Estado federal, Boletín de la Biblioteca del 
Congreso, 50, nov.-dic., 1942; Tratado de la Ciencia del Derecho Constitucional 
Argentino y Comparado, Buenos Aires, 1963, vol. IX, El Poder ejecutivo his- 
pano-americano, págs. 340 y s. 2.* ed., 1977-78. LOEWENSTEIN, K., Beitráge zur 
Staatssoziologie, Tubinga, 1961, págs. 340 y s. MIJANGOS, A., La constitución 
guatemalteca de 1965, Cuadernos americanos, 1966, págs. 55 y S. MORALES Pa- 
DRÓN, F., Dictaduras en Hispanoamérica, en Arbor, 1952, núms. 81-82. MorE- 
NO, F. J., Legitimacy and Stability in Latin America, Nueva York, Un. Press, 





SUIZA E IBEROAMERICA 255 


1969 (Chile). NeenLER, M. C., The political Development of Mexico, The Ameri- 


can Political Science R., junio, 1961, LV, 2, págs. 368 y s. NicHoLs, G., Venturas 
e Desventuras no Estado da Politica na América Latina, en R. Brasileira de 
Estudos Politicos, enero, 1979. NoRIEGA, A., La naturaleza de las garantías in- 
dividuales en la Constitución de 1917 (México), UNAM, 1967. ParkeR, F. D., 
The Central American Republics, Oxford U. P., 1964. PRIER-KOELLNIG, W., 
Die Entwiwicklung des Verfassungs Rechtes in Chile bis 1971, en J. del Oeíf. 
R. der Gegenvart, 20, 1971. RAmeLLA, P. A., La estructura del Estado, Buenos 
Aires, 1946. Revista Brasileira de Estudos Politicos, 28, enero, 1970, con estudios 
de Machado Horta, Navarro Brito, Seabre y Atiomar Baleiro, sobre el federa- 
lismo brasileño. ROMERO, C. E., Estudios Constitucionales, Córdoba (R. A.) 
1959, en especial págs. 25 y s. y 269 y s. Del mismo. ¿Crisis del gobierno civil 
- en América latina? Córdoba, 1961. Sarec HeLu, J., Breve estudio sobre la Cons- 
titución mexicana de 1857, México, 1957. SiLva HERZOG, J., Breve historia de la 
Revolución mexicana, México-Buenos Aires, 1960. Teva RAMÍREZ, F:, Derecho 
constitucional mexicano, México, 1944, 8.* ed., revisado y aumentado, 1967. 
TRIGUERO, O. A., A crise do federalismo, en Rev. Brasileira de Estudos Politicos, 
- 11 junio 1961. Vawnoss1, J. R., Teoría constitucional, 2 vols., De Palma, Buenos 
Aires, 1975-1976. Worr, E., Tratado de Derecho constitucional venezolano, Ca- 
racas, 1945. ZORRAQUIN BEcú, R., El federalismo argentino, Buenos Aires, 1933. 


— 


A 














YATE 


1 


A —Á 


















































VI 


LAS CONSTITUCIONES DE FRANCIA 


El régimen francés posterior a la revolución francesa gira en 


la órbita del sistema representativo liberal y parlamentario, cuyo 
patrón europeo es por derecho propio la Constitución inglesa, 
pero merece una consideración separada por varias razones. De 
una parte, por circunstancias históricas y geográficas que no pre- 
cisan ser recordadas, ha sido Francia quien ha irradiado los prin- 
cipios esenciales del régimen constitucional al resto de Europa y 
el constitucionalismo continental se ha inspirado más en ese mo- 
delo francés que en el primigenio anglosajón; de otra, ha impreso 
en aquel tipo de régimen la impronta de un espíritu universal 
abstracto, perfilando un tipo de características genuinas. Pero so- 
bre todo ha traducido esas instituciones a una nueva concepción 
del Derecho, que se asienta en la ley como voluntad del legislador 
que expresa la voluntad general de la nación. Por último, en lo que 
se refiere a las instituciones de gobierno, ha tenido una evolución 
propia, diversa del modelo británico, con una inestabilidad y fragi- 
lidad de las formas de organización del poder que son una curiosa 
experiencia para la teoría constitucional. 

Como en el examen de las anteriores constituciones, la historia 
es compañera inseparable del estudio del Derecho constitucional 
francés. Pero el tracto histórico que aquí hemos de considerar es 
mucho más breve. Arranca de aquellas fechas finales del siglo xvI11 
en que se refunde en Europa todo un orden de instituciones so- 
ciales y políticas; y casi si se nos apura, el interés de este proceso 
histórico se concentra en aquellas fechas, ya que toda la posterior 
historia constitucional de Francia ha sido simple glosa o, cuando 
más, desarrollo de las varias ideas que apuntaron en esa hora fe- 
bril de su historia política. Nos referimos, claro está, a la revolu- 
ción francesa, que significa para Francia, y en general para todo 
el continente, el hito en que se separan las instituciones del ancien 


17 











258 - DERECHO CONSTITUCIONAL COMPARADO 


régime y las del nouveau régime ; hasta tal punto, que puede decir- 
se que la consideración de ese momento rebasa el interés limitado 
de la historia constitucional francesa y encaja más bien en. la his- 
toria de las instituciones políticas de todo el Occidente ELeODeS y 
en su forma de traducirlos en Derecho. 


1. La revolución francesa 


Al analizar los orígenes de la revolución francesa hemos de 
distinguir un doble problema. La revolución tuvo raíces más pro- 
fundas que las circunstancias históricas concretas en que se pro- 
dujo, y mal podríamos comprender su trascendencia si sólo nos 
refiriéramos a éstas. Bajo ellas hemos de investigar el subsuelo 
- ideológico sobre el que se apoyaron. 


1. EL RACIONALISMO 


La revolución fue la consecuencia de una actitud espiritual del 
hombre europeo, que tiene su origen en el Renacimiento y madura 
en el pensamiento político del siglo xvr111. La raíz de este movi- 
miento fue el racionalismo, que en primer lugar se manifestó 
como una actitud crítica ante el legado histórico de muchos siglos. 
Un orden tradicional va a ser llamado a capítulo por ese espíritu 
crítico racional; en todos los órdenes, en el religioso, en el cien- 
tífico, en el político, en el social, en el económico. La idea racional 
de igualdad se va a enfrentar a un orden social complejo; la idea 
abstracta de libertad va a quebrar el equilibrio de un mundo po- 
lítico y económico tejido de privilegios y vínculos particulares ; los 
derechos de la monarquía y la nobleza van a capitular ante la de- 
manda de una justificación racional; el hecho va a destruir el 
mito y el símbolo; la utilidad va a sustituir como medida de todos 
los valores a la tradición. 
| Ese mismo espíritu racional contiene en sí un claro impulso 
. para la acción; no sólo enjuicia el pasado, sino que traza el pro- 
yecto de un nuevo porvenir. El orden discutido como legado tra- 
dicional va a ser replanteado como obra de la razón humana. El 
poder va a ser concebido como una voluntad lógica; el equilibrio 
social como un juego mecánico; en todo caso, el orden como una 
construcción racional. El espíritu crítico cuaja así como un espí- 
ritu de reforma, impulsado por la fe en el progreso realizado por 
la acción racional humana. Esta actitud espiritual no sólo entraña, 
por consiguiente, una nueva concepción del orden, sino que en 
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su misma entraña tiene un ímpetu revolucionario que se encarna en 
una nueva concepción del Derecho. El concepto de la providencia 
se ha secularizado en esa idea del progreso, en que el hombre de- 
posita una nueva fe, que es implícitamente la fe en su propio esfuer- 
zO y en un paraíso terreno que concibe y realizará la razón humana 
construyendo un nuevo orden fundado en la ley. La revolución, 
que con estricta consecuencia divinizará a la razón, espera de ella 
la regeneración del hombre y casi divinizará la voluntad como vo- 
luntad de la nación que expresa su soberanía. El constitucionalis- 
mo europeo nace así en Francia bajo un signo bien distinto del an- 
glosajón; no como una respuesta a las tradiciones, sino como el 
plan racional del orden político y social en que la razón, como 
instrumento del progreso, quiere realizar el bienestar humano a 
través de la ley. Y he aquí por qué todas las revoluciones del cons- 
titucionalismo europeo terminan reuniendo una asamblea que re- 
dacta una constitución como código racional de sus instituciones 
políticas. 


2. LA SITUACION FRANCESA 


Esta actitud espiritual fue un trazo común a todo el pensa- 
miento político del siglo xvI11 europeo. Pero este espíritu latente 
precisaba una ocasión para manifestarse, y no fue un puro azar 
el que centró en Francia el escenario de la revolución. Memora- 
bles son las palabras de lord Chesterfield seis lustros antes de la 
revolución: «Todos los síntomas que he encontrado en la histo- 
ria anteriores a las revoluciones y a los cambios de gobierno 
existen hoy y se desenvuelven diariamente en Francia». Con todo, 
es más fácil repetir estas palabras del profético lord que hacer 
una síntesis de ese complejísimo cuadro de circunstancias. En 


primer lugar, esas ideas del siglo hallaron en lengua francesa su 


expresión más viva e hiriente. Rousseau y MONTESQUIEU habían 
vertido en forma insuperable las preocupaciones de su tiempo 
sobre temas políticos; el estilo fácil de VoLTAIRE había sido, con 
su leve profundidad, el difusor y vulgarizador de ese estado espi- 
ritual; la Enciclopedia, por último, había ordenado sus resulta- 
dos y deducido sus consecuencias frente a todos los problemas. 
Las ideas inglesas y americanas, no bien entendidas y desde luego 
traducidas a las preocupaciones de ese espíritu francés del siglo, 
eran recibidas con tanto curiosidad como admiración. Voltaire 
y Montesquieu visitan Inglaterra y proponen en sus libros el mo- 
delo británico con pasmo de admiración; el ejército expedicio- 
nario francés ha vivido los orígenes del constitucionalismo ame- 
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ricano. Todavía era preciso, quizá, algo más para que manifestara 
su capacidad de acción esta explosiva concentración ideológica, 
y ello fue la crisis de autoridad con que la rebeldía de los parla- 
mentos judiciales mina la monarquía, la inquietud social y el caos 
financiero que Luis XVI hereda de las etapas de gloria ¿difícil 
y dispendiosa de los reinados de Luis XIV y Luis XV, y que los 
empréstitos de Necker para la guerra de América llevan a su últi- 
mo extremo. , 


3. LOS ESTADOS GENERALES Y LA ASAMBLEA 


En medio de esa crisis económica y financiera, la crisis espi- 
ritual ha llegado también a los consejos de Luis XVI, cuyo ánimo 
abierto a la reforma, aprueba el plan de Necker en el famoso 
consejo de diciembre de 1788. Los Estados Generales van a ser 
convocados bajo los augurios del programa de Necker. Este pro- 
pone conceder a la nación el derecho de votar el impuesto, lo 
basa en la igualdad, sujeta los gastos públicos a la aprobación de 
un presupuesto, hace periódicas las reuniones de los Estados Ge- 
nerales, entregando a su resolución cuestiones políticas tan im- 
portantes como la libertad de prensa, y modifica su estructura 
misma concediendo al tercer Estado tantos representantes como 
a la suma de los dos primeros, previendo una posibilidad de ac- 
tuación conjunta con voto personal. Esta convocatoria es ya la 
primera página de la revolución francesa; en los Estados Gene- 
rales se va a canalizar ese impulso ideológico difuso. Los cahiers 
que a los «Fepresentantes entregan sus comitentes muestran cla- 
ramente hasta qué profundidad había calado en el espíritu públi- 
co el ideario político de la Enciclopedia. Verdad es que muchas 
de las propocisiones que en éstos se encuentran tenían ya la san- 
ción del rey en el proyecto de su ministro de finanzas (igualdad 
de impuestos, consentimiento de la nación para la exacción, etcé- 
tera), pero con todo no deja de admirar la relativa unanimidad 


- con que en estos cuadernos se expresan las ideas esenciales de la 


revolución. 

Esta inicial concordancia entre el rey y el pueblo, sobre lo 
que hubiera podido ser una pacífica reforma de las instituciones 
del antiguo régimen, se malogra en el primer contacto el 5 de 
mayo. Cierto es que el rey saludó a los Estados Generales con 
reticencia, por influencia sin duda de los círculos políticos adver- 
sos a Necker y por el recelo que suscitaba el espíritu en que se 
había desenvuelto la elección de los representantes; pero no es me- 
nos cierto que los diputados estaban dispuestos a rebasar con su 
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vehemencia el impulso de quienes les confiaron su mandato. Sobre 
los representantes gravita la convicción fanática de que han sido 
llamados a realizar una gran misión. Ese impulso revolucionario 
que apuntábamos en la entraña misma del racionalismo del si- 
glo xvIII, tiene en estos hombres su más clara manifestación. Ape- 
nas reunidos, realizan el primer acto formalmente revolucionario, 
constituyéndose en Asamblea Nacional en 17 de junio de 1789; 
y Cuando el rey, con pretextos fútiles, trata de suspender sus se- 
siones y ocupa militarmente su local de deliberación, se reunirán 
en el local del juego de pelota. Poseídos de su misión regenera- 
dora, declaran que nadie ni nada puede impedir sus sesiones, y 
que donde están sus miembros, allí está la Asamblea Nacional. 
Y en el mismo local prestan el famoso juramento de no separarse 
hasta que la Constitución del reino haya sido establecida. 

Dos actos más acaban de definir el intrumento de la revolu- 
ción. El 8 de julio los representantes se declaran desligados del 
mandato de sus electores y se constituyen en órgano nacional; 
el 14 del mismo mes, el pueblo de París asalta la Bastilla, hacien- 
do acto de presencia en la revolución. Con ello, un rey débil, asis- 
tido de ministros secretarios que no forman un Gobierno unita- 
rio, ni son miembros de la Asamblea y, por consiguiente, carecen 
de contacto con ella y hasta de simpatías en su seno, va a quedar 
en manos de los dos peligrosos e incontrolables actores de la revo- 
lución: la Asamblea y un pueblo en motín permanente. La Asam- 
blea, por la unión de los tres Estados, llega a reunir más de mil 
setecientos miembros, que discuten y trabajan sin un orden de 
sus deliberaciones, con una presidencia por turnos de quince días, 
en un ambiente apasionado por el fanatismo de sus miembros 
y su composición multitudinaria y desordenada. La Asamblea, 
que por falta de unidad no es fuerte, es, sin embargo, apasionada, 
y como tal, partidaria siempre de las soluciones más extremas y 
de más oropel ideológico. La Asamblea, como observa CARLYLE, 
es más apta para destruir que para construir. El pueblo, al que se 
ha ido sumando toda la miseria revolucionaria de Europa, se 
inicia en la revolución con la toma de la Bastilla y el sabor de 
la sangre y la exaltación de los clubs y los diarios políticos lo van 
a conducir a un estado de psicosis colectiva. La guerra y la inter- 
vención exterior será un factor más de presión política. 

Estos hechos explican el cambio febril de instituciones consti.- 
tucionales de la revolución que pasa de la monarquía absoluta, a 
la monarquía constitucional, a la Convención republicana y el 
Terror y, al liquidarse éste, al Directorio, al Consulado de Napo- 
león y, finalmente, al Imperio. 
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1852 
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CRONOLOGIA DE LA HISTORIA CONSTITUCIONAL FRANCESA 


Se abren los Estados Gene- 
rales. Los E. G. se procla- 
man Asamblea Nacional. 
Asalto de la Bastilla. De- 
claración de derechos del 
hombre y del ciudadano. 
Abolición de los derechos 
feudales. 

Aprobación de la Constitu- 
ción (1. Constitución revo- 
lucionaria). Se constituye la 
Asamblea legislativa. Procla- 
mación de la I República. 

La Convención. 

Ejecución de Luis XVI. Co- 
mité de salud pública. Cons- 
titución termidoriana. 

Ejecución de Robespierre. 

Constitución del Directorio. 

Golpe de Estado del 18 Bru- 
mario. Constitución del Con- 
sulado. 

Consulado vitalicio. 

Imperio hereditario. 

Carta otorgada de Luis XVITI. 

Batalla de Waterloo. 


“Muerte de Luis XVITI. 


Revolución de julio y caída 
de la dinastía de Borbón. 
Carta “pactada de Luis Fe- 
lipe de Orleáns. 

Proclamación de la Repúbli- 
ca. Elección por sufragio 
universal (8.000.000 elect.). 
Revolución social en París. 
Constitución de la 11 Re- 
pública. Luis Napoleón, pre- 
sidente. 

Elección de la Asamblea (450 
diputados monárquicos so- 
bre 750). 

Constitución del II Imperio. 
Plebiscito del Imperio he- 
reditario. 

El Imperio liberal. 

Imperio parlamentario. Capi- 
tulación de Sedán. 

Thiers, jefe del poder ejecu- 
tivo de la República. La 
Commune. 

Ley relativa a la organización 


1882 
1884 
1897 
1901 


1905 


1907 


1914 
1917 


“1919 
1920 


1924 
1933 
1934 
1936 


1939 


1944 


1946 


1958 
1959 
1960 
1962 


1968 
1969 


1974 


1976 


del Senado. Ley relativa a 
la organización de los po- 
deres. Ley sobre las relacio- 
nes de los poderes públicos. 

Enseñanza laica. Len 

Divorcio. | 

Affaire Dreyfus. 

Ley de Congregaciones reli. 
giosas. 

Separación de la Iglesia y el 
Estado  (Combes-Rouvier). 
Se funda la Section Fran- 
caise de .la Internationale 
- Ouvriére (S.F.IO.). Guesde, 
Jaures. 

Ley Briand de reuniones pú- 
blicas (libertad religiosa). 

Guerra europea. 

Clemenceau, presidente del 
Consejo. 

Tratado de Versalles. 


Escisión socialista. Partido co- 


munista. 

Poincaré. Decretos-Leyes. 

Hitler, canciller. 

Motín. Destitución de Chiap- 
pe. 

Frente Popular. 75 diputados 
comunistas. 

IT Guerra Europea. 


- Armisticio. Gobierno Pétain. 


Comité de Francia Libre. De 
Gaulle. Liberación de París. 

Constitución de la IV Repú- 
blica. 

Golpe de Estado de Argel. 
Constitución de la V Repú- 
blica. 

De Gaulle, presidente. 

Poderes extraordinarios a De 
Gaulle. 

Reforma de la Constitución. 
Independencia de Argelia. 

Revuelta de mayo. 

Referéndum rechazado y di- 
misión de De Gaulle. Pom- 
pidou, presidente. 

Giscard, presidente. 

Reforma sobre la muerte o 
impedimento de los candi- 
datos. 
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2. La declaración de derechos de 1789 


Desde el punto de vista de la historia constitucional nos inte- 
- resan dos aspectos diversos de la revolución: su contenido ideo- 


lógico, que concreta ese espíritu del siglo xv111 con trasuntos del 


«Derecho natural racionalista y de lás declaraciones americanas, y 
que en su formulación clásica de 1789 va a irradiarse al resto del 
continente, como sedimento de la revolución y cimiento del Dere- 
cho constitucional francés; y la creación de instituciones políti- 


cas que se forjan en el curso mismo de la revolución, más como 


formas directamente emanadas de una realidad poros que por 
su definición en textos constitucionales. 

En el orden ideológico podemos centrar nuestro estudio en la 
Declaración de Derechos del hombre y del Ciudadano de agosto 
de 1789, a la que HAurI0U ha llamado «el evangelio de los tiem- 
pos nuevos». Si por su contenido objetivo quizá sea discutible esta 
calificación, en cuanto contiene la mayor parte de los elemen- 
tos de lo que significó el contraste entre las ideas del ancien y 
del nouveau régime y por el énfasis con que quedó fijado su texto, 
y especialmente su preámbulo, probablemente redactado por MI1- 
RABEAU, queda justificada. «Los representantes del pueblo francés 
—dice el preámbulo— constituidos en Asamblea Nacional, conside- 
rando que la ignorancia, el olvido o el menosprecio de los dere- 
chos del hombre son las únicas causa de las desgracias públicas 
y de la corrupción de los gobiernos, han resuelto exponer en una 
declaración solemne los derechos naturales, inalienables y sagra- 
dos del hombre...». 

El texto de la declaración se caracteriza por la sobriedad y 
simplicidad de su contenido, y puede decirse que ésta ha sido en 
eran parte la razón de su éxito. Sus fórmulas escuetas y apodícti- 
cas contienen en un breve texto de 17 artículos el nuevo pensamien- 
to del siglo xvii. Locke, Montesquieu, Rousseau y Sieyes están 
condensados en fórmulas casi esquemáticas. De aquí su éxito his- 
tórico y que se hayan reproducido en los más varios textos consti- 
tucionales. El hecho mismo de que se limitara a los contenidos 
más simples le ha dado una flexibilidad histórica y una capacidad 
de desenvolvimiento que ha permitido a los constituyentes fran- 


ceses de 1946, al redactar una Constitución de sentido en gran parte . 


opuesto a la declaración de 1789, aceptarla en bloque como base 
del Derecho constitucional francés. 
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1. LOS SUJETOS 


Hay que advertir que, como su mismo título indica, el sujeto 
de los derechos declarados es complejo. Según sus propios tér- 
minos, el hombre y el ciudadano; y esta distinción, que es seguida 
en el texto con cierta consecuencia, es importante porque afecta 
a dos elementos diversos del Derecho constitucional. Los derechos 
del hombre se definen como ámbito de su vida individual frente 
a la actividad del Estado; los derechos del ciudadano contienen 
las facultades del miembro de una sociedad política como par- 
tícipe del poder. Junto al hombre y al ciudadano, aun figura otro 
sujeto cuya presencia merece ser subrayada: la nación, el tercer 
Estado, titular de la soberanía, a tenor del artículo tercero, en que 
afirma así su conquista del poder. Los dos principios directivos 
de esta declaración son la libertad y la igualdad; la primera se 
abre en un haz de derechos, la segunda los atribuye por igual, 
sin otras distinciones que las fundadas en la utilidad común, a 
tenor del artículo primero. a 


2. LOS DERECHOS 


La declaración es parca en la enumeración y fijación de los 
derechos del hombre. El artículo segundo sólo cita cuatro dere- 
chos naturales e imprescriptibles del hombre, cuya conservación 
es el fin mismo de toda asociación política: libertad, propiedad, 
seguridad y resistencia a la opresión. A ellos hay que añadir el 
derecho a hablar y escribir libremente, anfibiamente catalogado 
como derecho del hombre y del ciudadano, y el derecho a no ser 


_molestado por sus Opiniones, aun religiosas, establecidos, respec- 
- tivamente por los artículos 11 y 10, como particularizaciones de 
la libertad. No hay que subrayar la simplicidad de esta enumera- 
ción; basta comparar su contenido con el texto de cualquier có- 


digo constitucional, aun no explícitamente liberal, para notar su 
parvedad. Advirtamos que la omisión del derecho de asociación es 
deliberada; no sólo contradecía las opiniones de ROUSSEAU, sino 
el espíritu exacerbadamente individualista de los constituyentes 
franceses. | 

Pero si la enumeración es sobria, el valor con que se les define 
es amplísimo. Lo que la declaración pierde en extensión lo ha ga 
nado en intensidad. En primer lugar se declaran como derechos 
naturales e imprescriptibles, anteriores al Estado y que se cons- 


¡ 
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tituyen como su fin. En segundo lugar se les formula con un ca- 


rácter negativo que les da un valor absoluto. La libertad, dice el 
artículo cuarto, consiste en poder hacer todo aquello que no 
perjudique a otro, no encontrando otros límites que aquellos que 
aseguren a los demás miembros de la sociedad el disfrute de los 
mismos derechos. La declaración del derecho de propiedad, como 
inviolable y sagrado, se traduce en la prescripción negativa de que 
nadie pueda ser privado de ella, sino en caso de evidente necesi- 
dad pública debidamente justificada y previa su justa indemniza- 
ción. La seguridad tiene una reglamentación más minuciosa, ins- 
pirada en MONTESQUIEU, y a través de éste, en BLACKSTONE, pero sin 
más alcance que fijar la garantía legal de las detenciones adminis- 
trativas y las sanciones penales. Las libertades de conciencia y de 
expresión del pensamiento, por último, hallan su límite en la ley, 
para impedir la perturbación del orden público. Nada se dice de 
ningún objeto que determine o justifique estos derechos. 

- Más escueta aún es la formulación de los derechos del ciuda- 
dano, aunque están contenidos en ellos las líneas fundamentales 
del derecho público del nuevo régimen. Directamente inspirado 


en ROUSSEAU, pese al matiz representativo, está el artículo sexto, ' 


que contiene el principio esencial: La ley es la expresión de la 
voluntad general. Todos los ciudadanos tienen el derecho de con- 
currir personalmente o por sus representantes a su formación. 


SrieykÉs ha aportado un matiz más que contiene la condenación 


implícita de la monarquía y la aristocracia europea. El principio 
de la soberanía nacional, dice el artículo tercero, reside esencial- 
mente en la nación. Ningún cuerpo ni individuo puede ejercer 
autoridad que no emane de ella expresamente. La nación es titular 
de la soberanía, y por nación entiende SIieEYES el tercer estado, 
opuesto al rey y la nobleza, indirectamente aludidos. En el ar- 
tículo catorce encontramos, también como derecho del ciudadano, 
el principio del consentimiento del impuesto, no muy bien encajado 
con su sentido concreto y práctico, en el aliento universal de las 
restantes declaraciones: Todos los ciudadanos tienen el derecho 
de comprobar por sí mismos o por sus representantes la necesi- 
dad de la contribución pública, de consentirla libremente, de vigi- 
lar su empleo y de determinar la cuota, la base, la recaudación 
y la duración. Por último, cerrando el catálogo de los principios 
revolucionarios, el famoso artículo dieciséis proclama el principio 
de división de poderes, al que no iba a ser muy fiel la historia de 
la revolución: Toda sociedad en la cual no está asegurada la ga- 
rantía de los derechos ni determinada la separación de poderes, 
carece de Constitución. 
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3. LA IGUALDAD: | ¿ 


Como hemos indicado, la igualdad aparece como. un correctivo 
de la libertad: su función esencial es realizar un equilibrio iguali- 
tario de los derechos. Esta concepción tiene una profunda signifi- 
cación histórica. Lo que la revolución ha destruido fundamen- 
talmente en el antiguo régimen ha sido la maraña de provincias, 
cuerpos, clases y personas privilegiadas; quizá el acto más signi- 
ficativo de la revolución sea en este sentido la sesión del 4 de 
agosto, en que la Asamblea declara abolidos todos los privilegios. 
En consecuencia, cuando la Asamblea redacta la declaración de 
derechos, a fines de aquel mismo mes de agosto, es este sentido 
el que tendrá fundamentalmente presente. La ley debe ser la mis- 
ma para todos, dice el artículo sexto, tanto cuanto proteje como 
cuando castiga; todos los ciudadanos son igualmente admisibles 
a todas las dignidades, cargos y empleos públicos, según su capa- 
cidad y sin más distinción que la de su virtud y méritos; la con- 
tribución, insiste el artículo trece, debe repartirse igualmente en- 
tre todos los ciudadanos, en razón de sus bienes. Tras cada uno 
de esos preceptos se lee claramente la condenación de un privi- 
legio. 


3, La ley, la libertad y la centralización 


Aún nos queda por destacar ese elemento del régimen consti- 
tucional nacido en la revolución francesa que ha de ejercer una 
extraordinaria influencia en el constitucionalismo continental. Este 
elemento, frecuentemente olvidado, podríamos definirlo como 
primado de la ley. La mística roussoniana de la ley, que tiende por 
naturaleza a la igualdad, respeta la libertad y es siempre recta, y 
la identificación de Montesquieu de ley y libertad /la liberté est 
le droit de faire tout ce que les lois permettent, XI, III) ha. sellado 
esta declaración de 1789, y, a través de ella, toda la posterior 
evolución del régimen constitucional francés. Por su virtud, la ley 
ha definido la igualdad, ha garantizado la libertad, ha definido la 
unidad nacional y ha forjado, por último, una administración fuerte 
e independiente. 
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1. LA LEY, LA LIBERTAD Y LA IGUALDAD 


Nos bastará recordar los caracteres del régimen de libertades 
públicas en el Derecho anglosajón para advertir la singularidad 
que ello significa; a aquellos derechos, crecidos y modelados al 
amparo del juez se opone en el régimen francés el andamiaje de 
la ley que los soporta y los circunscribe; a una acción social libre 
desenvuelta en el ámbito del Derecho, se contrapone una adminis- 


- tración que aplica y desenvuelve los mandatos de la ley y se sujeta 


a ella; a una judicatura reguladora de la vida civil, fiscal: de la vida 
administrativa y aun constitucional, se enfrenta la idea de un juez 
reducido a la aplicación contenciosa de la ley. Con ello al mismo 
tiempo se exalta'la figura del legislador que define la voluntad del 
pueblo como voluntad general. 

La idea de igualdad está tan fundida con la ley que casi pa- 
rece identificarse con su imperio. Esencialmente, para la declara- 
ción de derechos, la igualdad es igualdad ante la ley. Y porque 
los ciudadanos son iguales ante ella, son igualmente admisibles a 
todas las dignidades, cargos y empleos públicos. Pero además la 
ley se define como el instrumento de realización y garantía de 
los derechos, como la entraña misma de la libertad. Si ya el ar- 
tículo cuarto prescribe que su límite no puede establecerse más 
que por la ley, los sucesivos, al analizar los diversos contenidos 
de esos derechos, llegan a cifrar la libertad en la ley misma. La 
seguridad termina definiéndose por la determinación legal de los 
casos en que se puede ser detenido o reducido a prisión, y por la 
legalidad del delito, de la pena y el procedimiento; la libertad de 
conciencia y de expresión del pensamiento quedan circunscritas 
y garantizadas por la fijación legal del orden público y de los 
casos en que su ejercicio constituye un abuso. Todas las garantías 
de la libertad quedan cifradas en la ley. Lo que históricamente 
encuentra su explicación, no sólo en el influjo teórico de ROUssEAU, 
sino en la contraposición práctica de la ley y el bon plaisir, símbo- 
lo despectivo del ejercicio de la autoridad arbitraria en el ancien 
régime. En el artículo séptimo de la declaración de derechos aún 
se trasluce este prejuicio histórico al castigar la desobediencia 
del ciudadano obligado por la ley, junto a la extralimitación legal 
de la autoridad que expida o ejecute órdenes arbitrarias. 
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2. LA LEY Y LA ACCION ADMINISTRATIVA da 


De esta preeminencia de la ley deriva que su aplicación se 
considera como una misión propia del Estado. No en el sentido 
de garantizar su cumplimiento a través de jueces que sancionen su 
violación y resuelvan las cuestiones litigiosas que su cumplimiento 
pueda plantear, sino en el sentido, más positivo aún, de instituir 
una administración pública que asuma directamente la realiza- 
ción de los mandatos de la voluntad general. Ya la misma Asam- 
blea Constituyente sienta este principio el 22 de diciembre de 1789, 
y Napoleón completa esta doctrina estableciendo, sobre el funda- 
mento de la unidad y la jerarquía, la organización administrativa 
francesa, el 17 de febrero de 1800. Este cuerpo administrativo va 
a asumir las misiones positivas que derivan de la ley como en- 
carnación de la voluntad general de acuerdo con el principio enun- 
ciado ya por la Asamblea, y llevado a sus últimas consecuencias 
en la etapa convencional, en que Rousseau es oráculo. Para com- 
prender este hecho recuérdese, por ejemplo, la actitud que la re- 
volución adopta ante el problema de la enseñanza. La Asamblea 
Constituyente declarará que la enseñanza en todos sus grados es 
una función nacional; es más, en 1792, aún más allá, va a de- 
clararse que hay un grado de conocimientos que son rigurosamen- 
te necesarios a todos los ciudadanos; Napoleón extraerá las últi- 
mas consecuencias organizando la enseñanza media e instituyendo 
más tarde la universidad de Francia con un monopolio de la en- 
señanza superior. He aquí ya la idea de un servicio público, como 
un derecho privilegiado de la administración, que viene en cierto 
sentido a limitar la libertad. El Estado administrativo está nacien- 
do junto al Estado liberal. 


3. LA LEY Y LA CENTRALIZACION 


Esta misma idea de la ley, expresión de la voluntad general 
emanada de la soberanía nacional, va a determinar otra carac- 
terística consecuencia de la estructura constitucional francesa: 
la centralización. TOCQUEVILLE ha visto en ella el vínculo de conti.- 
nuidad entre el antiguo y el nuevo régimen. La centralización que 
se inicia con la monarquía en la Edad Moderna «era ya el comien- 
zo de la revolución y su precursora». Pero aun aceptando la tesis 
de ToCQUEVILLE hay que subrayar la radicalización del principio 
por el mismo impulso de las ideas revolucionarias. SieEyks ha de- 
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fendido ante la Asamblea la necesidad de transformar Francia en 
un gran pueblo regido por las mismas leyes, cifrando en esta 
unidad de ley su mismo ser nacional. Para destruir los privile- 
gios locales y dar vida a la idea de nación como un cuerpo de 
ciudadanos unidos bajo las mismas leyes, Sieyks ha propuenado 
la sustitución de la división tradicional de las regiones francesas, 
por lo que 'Tarne llamó «el recorte geográfico de Francia en un 
tablero de damas», la división en departamentos y cantones. Na- 
poleón va a trazar sobre el cuadro matemático de los departa- 
mentos su red jerárquica de prefectos. El principio sigue siendo 
el mismo: preeminencia de la ejecución de una sola ley en el 
ámbito nacional. El «orador del gobierno» lo ha indicado explíci- 
tamente al exponer los motivos de la ley que establecía esta uni- 
dad jerárquica administrativa. La certidumbre de la ejecución de 
la ley, la exclusión de la arbitrariedad, la unidad de su interpreta- 
ción y aplicación se asegura confiando su ejecución en cada casille- 
ro de esa red jerárquica homogénea a un solo hombre responsa- 
ble, el prefecto, ante el que a su vez responden los subprefectos 
y los alcaldes. La cadena ejecutiva transmitirá así la acción uni- 
forme de la ley con la rapidez de un fluido eléctrico. 

Así es como a la imagen de la Francia de Luis XV y Luis XVI 
partida en provincias, ciudades, clases, asociaciones, oficios y gre- 
mios, provistos de cartas, estatutos, derechos especiales, inmuni- 
dades y privilegios de todo género y extensión se opone, como 
advierte GAxotTE, la concepción de un gobierno burocrático ser- 
vido por un ejército jerárquico de funcionarios que promulgan y 
ejecutan una legislación única para una nación de administrados. 
Con la unidad centralizadora de la ley nace la burocracia. 


4. El individualismo político y económico 


El preámbulo de la Constitución revolucionaria de 1791 resu- 
mió la labor de la Asamblea constituyente en la liquidación de la 
sociedad del antiguo régimen con un desmoche implacable de pri- 
vilegios, derechos especiales y distinciones hereditarias. En este 
preámbulo se declaran abolidas como instituciones que hieren el 
principio de igualdad de derechos, la nobleza, las distinciones 
hereditarias o de clase, el régimen feudal, las justicias patrimo- 
niales, los títulos y denominaciones y prerrogativas derivadas de 
ello, las órdenes de caballería y las corporaciones que exigen prue- 
bas de nobleza o que suponen distinciones de nacimiento, los ofi- 
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cios públicos hereditarios o venales, las corporaciones de profe- 
siones, artes y óficios y, en general, todo privilegio o excepción al 
derecho común de todos los franceses. Si se tiene en cuenta que 
esta característica maraña de derechos especiales y privilegios del 
antiguo régimen tenía el carácter de privilegios del grupo, esto es, 
de privilegios de la familia, el estamento, la corporación o el orden 
social, se explicará ya en parte la tendencia individualista del 
orden surgido de la revolución. La igualdad exigía la abstracción 
del individuo aislado. Recuérdese que en la misma línea operó la 
centralización jurídica y administrativa, sustituyendo la: división 
tradicional por una participación de Francia en departamentos ge- 
melos, como un «tablero de damas», para dar el golpe de muer- 
te a los derechos regionales y territoriales y afirmar el imperio 
de una sola ley común a toda la nación francesa. Para establecer 
este imperio de una ley común los constituyentes tuvieron que 
considerar la nación francesa como una suma de individuos igua- 
les en derechos. Toda asociación, corporación o región se interpo- 
nía con sus privilegios en la realización de la igualdad de derechos 
bajo una ley única. | 

Junto a este principio, que tuvo sin duda un valor práctico 
esencial, operan otras razones. El dogma rusoniano de la volun- 
tad general se oponía a las voluntades particulares, que se engen- 
dran en las asociaciones parciales formadas a expensas de la aso- 
ciación total (II, 3); Rousseau llegó a fijar como postulado de la 
voluntad general que cada ciudadano opine exclusivamente según 
él mismo y que se suprima toda sociedad parcial en el Estado. 
Pero más importancia que este principio abstracto iba a tener la 
definición, junto a la libertad y la igualdad, del derecho de pro- 
piedad, que se afirmaba con todo el vigor que le prestaba la liqui- 
dación definitiva de derechos feudales y la multiplicación de pro- 
pietarios por la venta de bienes nacionales. El primer impulso de 
esta refundición del derecho de propiedad se iba a orientar a ex- 
presarlo como un derecho individual absoluto. La definición del 
decreto del 6 Pluvioso del año XII, que iba a incorporarse al Có- 
digo de Napoleón, se ha considerado siempre como la definición 
tipo de la concepción individualista de la propiedad: «La propie- 
dad es el derecho de disfrutar y disponer de las cosas de la ma- : 
nera más absoluta, siempre que no se haga un uso prohibido por 
las leyes O los reglamentos». 

Un individualismo social y político apoyado en un radical in- 
dividualismo económico fue una de las más características conse-. 
cuencias de la revolución. Su liberalismo fue un liberalismo indi.- 
vidualista que sólo tenía en cuenta al individuo y al Estado; y ni 
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la revolución ni la evolución posterior a lo largo del siglo xIx reco- 
nocieron el derecho de asociación, ni separaron los fines públicos 
de esa concepción individualista. El Estado francés fue administra- 
tivo, pero no social; asumió la realización de tareas de un interés 
público individual. pero no limitó la propiedad ni la libertad indi- 
vidual en razón de fines colectivos de interés social. Quizá por el 
mismo carácter utópico de sus manifestaciones, las tendencias 
socialistas francesas (tendencias comunistas del Terror, Babeuf y 
su «república de los iguales», Saint-Simon y Fourier, Louis Blanc 
y la Commune), o quedaron relegadas a la anécdota histórica, o fo- 
mentaron un espíritu de reacción (el Terror, Babeuf, Blanc). Es 
cierto que, impuestas por necesidades sociales y económicas, exis- 
tierón formas de asociación profesional desde los mismos días 
de Napoleón, pero su reglamentación definitiva no se realizó hasta 
1881, desenvolviéndose hasta esas fechas finales del siglo a la som- 
bra de la tolerancia administrativa y con la expresa condenación 
del Código penal. El derecho general de asociación no fue recono- 
cido y reglamentado hasta principios del siglo xx. 


5. La relación entre la Iglesia y el Estado 


La. relación entre la Iglesia y el Estado desde la revolución 
hasta nuestros días ha tenido un proceso que ha sellado la histo- 
ria política de Francia y ha influido en todos los países latinos. 

La declaración de derechos de 1789, en su artículo décimo, esta- 
bleció que nadie debía ser molestado por sus opiniones, incluso re- 
ligiosas, mientras su manifestación no perturbara el orden público. 
El mayor alcance con que cabía interpretar este párrafo era consi- 
derar comprendida en él la inviolabilidad o libertad de conciencia 
y la tolerancia religiosa. Francia seguía siendo católica, quedaba 
vigente el secular concordato de 1516 y, de hecho, el espíritu 
dominante en la Asamblea en agosto de 1789, de acuerdo con los 
cahiers de los Estados generales, era favorable a la unidad y la 
confesionalidad católica. | 


1. EL CISMA Y EL CULTO DE LA RAZON 


El primer acto formal por el que la revolución se enfrenta a la 
Iglesia es la confiscación de sus bienes (2-X-1789) y la famosa cons- 
titución civil del clero de 1790, que en parte fue su consecuencia. 
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El propósito esencial de estas medidas era constituir una lelesia 
galicana cuya unión con Roma era tan débil que apenas difería de 
las Iglesias nacionales reformadas. La necesidad de incluir en el 
presupuesto nacional un salario para el clero, expropiado de sus 
bienes, haciéndolo así aún más dependiente del Estado que lo que 
hubiera podido soñar el más atrevido legalista, ofreció la ocasión 
para intentar esa reforma. Los revolucionarios estimaban que el 
nuevo régimen político debía proyectarse sobre la organización de 
la Iglesia, y que el clero y sus jerarquías debían ser elegidos por 
el pueblo y fundar su autoridad en esta elección. Es curioso adver- 
tir que estas medidas fueron acordadas entre las más vehementes 
protestas de fe católica. 

El Papa condenó la constitución civil del clero y la tendencia 
a una iglesia cismática que claramente se apuntaba en ella, y así 
se inicia, con la persecución de los eclesiásticos fieles a Roma, una 
persecución general de la Iglesia, que va a alcanzar su cima en los 
días de la Convención. Sin una disolución formal de la misma 
Iglesia galicana del clero «constitucional», la Convención va a pro- 
hibir el culto católico y tratará de sustituir el sentimiento religioso 
por un culto pintoresco, primero de la Razón y después la religión 
filosófica del Ser Supremo. El ideario del filosofismo y de la En- 
ciclopedia alcanzó así su cenit victorioso, instituyendo la Razón 
como religión oficial del Estado (10-X1-1793). Pero la vida de esta 
pantomima religiosa fue' tan breve como la de las cabezas que la 
habían concebido; a fines de 1794, con la ejecución de Robespierre 
y la disolución del Tribunal revolucionario, está liquidado el ré- 
gimen del Terror y su política religiosa. 


2. SEPARACION Y CONCORDATO 


No obstante la persecución del catolicismo, la política revolu- 


. Cionaria se había orientado a mantener una religión de Estado ; 
primero la del clero constitucional, después las fantasías de Hé- 


bert, Chaumette y Robespierre. A partir de 1794 va a tomar la po- 
lítica religiosa de la revolución una nueva orientación. Ya en 1792 
se había prescrito el laicismo de la vida civil separando el naci- 


-miento, el matrimonio y la muerte, y el registro de estos actos, de 


la autoridad religiosa que los consagraba, precepto que en verdad 
no se cumplió hasta los días de la Convención. Después del Terror, 
la Convención va a proseguir la misma línea suprimiendo el pre- 
supuesto de culto y estableciendo la enseñanza laica, separando 
así prácticamente la Iglesia del Estado. La articulación jurídica 
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de este principio culmina con el establecimiento de la libertad de 
cultos en febrero de 1795. El principio de la Iglesia de Estado ha 
- sido sustituido por el Estado laico, separado de la Iglesia. 

La consecuencia de este principio fue, sin embargo, diversa de 
la propuesta por los convencionales. El pueblo de Francia enten- 
- dió la libertad de cultos en sus propios términos como una verda- 
dera libertad, y en medio de una verdadera explosión de entusias- 
mo se precipitó en los templos y en las capillas privadas que se 
pudieron habilitar. Historiador tan sectario como AULARD recuer- 
- da que en algún templo no pudo terminarse el canto jubilar del 
Veni Creator porque todo el mundo lloraba. Los filósofos de la 
Convención termidoriana, no pudiendo oponerse a la explosión 
popular, optaron por contemporizar con ella, devolviendo las igle- 
sias confiscadas 'al culto y reglamentando de nuevo, en un sentido 
más amplio, la libertad religiosa. Napoleón, por último, cerró el 
Ciclo por el Concordato de 1801, en que el Estado declara que la 
religión católica apostólica romana será libremente ejercida en 
Francia con culto público. En el Concordato va a asentarse ade- 
más un principio que es quizá la más trascendente consecuencia 
de la revolución. La lIelesia renuncia a sus antiguos bienes tem- 
porales, que serán compensados con el pago de un sueldo a sus 
ministros. La Iglesia, que era corporación propietaria, se trans- 
forma, desde el punto de vista económico, en un servicio atendido 
por el Estado. | 


3. EL ESTADO LAICO 


El Concordato de Napoleón va a regir las relaciones de la 
Iglesia y el Estado hasta fines del siglo xrx, a través de los más 
diversos regímenes, hasta que con la consolidación de la tercera 
República se reaviva el espíritu jacobino. En 1880 se inicia la 
nueva persecución con la expulsión de los jesuitas y la restric- 
ción de las restantes órdenes; a partir de 1882 una serie de leyes 
establecen un régimen laico en la enseñanza, en los hospitales, 
en los tribunales, en el ejército; en una palabra, en toda la vida 
oficial francesa. Un ex seminarista, Combes, después de prohibir 
la enseñanza a las congregaciones religiosas (1901), rescinde fi- 
nalmente el Concordato, aprobando en 7 de diciembre de 1905 la 
ley de separación de la Iglesia y el Estado. Con ello el Estado fran- 
cés define una curiosa figura: el Estado laico con que a sí mismo 
se define la Constitución de 1946. La secularización del pensamien- 
to político ha secularizado radicalmente la vida política. Sólo des- 
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pués de la guerra europea de 1914-1918 se inicia una aproximación 
amistosa, que recientemente se ha traducido en leyes de protes- 
ción indirecta en la enseñanza católica. 

_La Constitución de 1958, como veremos, ha mantenido a de- 
finición del Estado francés como un Estado laico. 


6. La definición de Instituciones de Gobierno 


Ningún principio revolucionario ha sido tan respetado teórica- 
mente por la historia constitucional francesa como el formulado 
en el artículo 3.” de la declaración de derechos: El principio de 
toda soberanía reside esencialmente en la nación. Ningún cuerpo 
ni individuo puede ejercer autoridad que no emane de ella expre- 
samente. Salvando las primeras fechas de la Restauración, la so- 
beranía popular ha sido el principio de justificación teórica de las 
más diversas y aun opuestas formas de gobierno. Las asambleas, 
aun secuestrando el sufragio, se han definido como representación 
del pueblo; y en la misma forma, los períodos napoleónicos de 
más escueta autocracia no han vacilado en apoyar su legitima- 
ción, a través del plebiscito, en la soberanía nacional. Especialmen- 
te la doctrina del pouvoir constituant del pueblo ha sido base in- 
discutible del derecho público francés en todos sus períodos cons- 
tituyentes. | 

No ha tenido la misma suerte el otro principio tan enfática- 
mente proclamado por la declaración de derechos. Por las mismas 
razones que los constitucionalistas americanos, y también sin duda 
por una influencia indirecta de éstos, las primeras constituciones 
de la revolución intentaron articular una división de poderes, pero 
el logro no correspondió al intento. Ni las fórmulas constitucio- 
nales en que se definió ese principio eran las más adecuadas para 
su realización efectiva, ni las fuerzas políticas en juego eran adap- 
tables al imperio teórico de esta doctrina política. La característi- 
ca esencial del período revolucionario fue el desbordamiento por 
la realidad histórica de las definiciones constitucionales y el pre- 
dominio de los poderes de hecho sobre los poderes que definían 
las constituciones. Y quizá, ningún principio quedó tan en eviden- 
cia como éste de la división de poderes. No sólo no existió en nin- 
gún momento el equilibrio de poder que tratan de definir las 
constituciones revolucionarias, sino que, por el contrario, la reali- 
dad histórica acusó un predominio absoluto del legislativo o del 
ejecutivo en períodos desenvueltos casi sin transición. 
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Estas situaciones de dictadura del poder legislativo y ejecutivo, 
establecidas en parte al margen de las declaraciones constitucio- 
nales, son el fruto más interesante de la revolución y el que más 
trascendencia ha ejercido en la evolución posterior del Derecho 
constitucional francés. La primera de estas situaciones ha de- 


venido un tipo clásico: el de dictadura de asamblea o gobierno 


convencional. El segundo, que comprende los períodos «napoleó- 
nicos», de dictadura ejecutiva o cesarismo, también en cierto sen- 
tido ha llegado a encarnar un tipo universal que ha ofrecido el 


- modelo de muchas instituciones a estructuras políticas contempo- 


ráneas, aun basadas en principios muy diversos (fascismo). La 
liquidación de la revolución abrió paso, en gran parte por influen- 
cia de los emigrados, a una forma de gobierno parlamentario, 


- también con algunas especialidades características que señalare- 
mos al analizar el proceso constitucional contemporáneo. 


l. LA DICTADURA DE ASAMBLEA. LA CONVENCION 


La dictadura de asamblea se instituye por la misma naturaleza 
del proceso revolucionario. La revolución, como hemos visto, se 
impone por la asamblea a la débil resistencia del rey y sus secre- 


tarios. Todavía la Constitución de 3 de septiembre de 1791, segun- 


do documento constitucional revolucionario después de la decla- 
ración de derechos, traza una estricta división de poderes en que 
están escuetamente deslindados los diversos órganos de cada fun- 
ción, pero la realidad se sobrepone a los principios. El hecho de 
que la asamblea fuera única, permanente, y escapara en su acción 
y su funcionamiento a todo posible control del ejecutivo, tendía a 
asignarle una posición de preeminencia; especialmente si se tiene 
en cuenta que la asamblea hacía la ley y que la revolución había 
afirmado el dogma de la primacía de la ley a que nos acabamos 
de referir. La autoridad del rey no tiene otro apoyo que el que la 
ley le presta; sus actos están vinculados a su ejecución; lo que 
prácticamente quiere decir que está sometido al órgano que la 
define. Pero por encima de las definiciones constitucionales está 
la historia atestiguándonos aún más la debilidad de un rey literal- 
mente acosado por la asamblea y los motines de la plebe que los 
diputados dirigen desde la prensa y los clubs. La asamblea legisla- 
tiva establecida por esta Constitución de 1791 no tardó en dar 
estado legal a esta situación de hecho, suspendiendo a Luis XVI 
en sus funciones en 10 de agosto de 1792. 

Unos días más tarde, en 17 de septiembre, iba a ser abierta la 
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nueva asamblea elegida por sufragio universal que iba a pasar a 


la historia bajo el nombre de la Convención nacional. La Conven- 
ción va aún más aprisa que las dos Asambleas que la han prece- 
dido (la Constituyente y la Legislativa). El 24 abolirá la monar- 
quía y el 25 proclamará el gobierno revolucionario que concentra 
en la Convención todos los poderes: el ejecutivo lo ejercerá el 
Comité de Salud Pública y los diputados enviados en misión; el 
judicial, los expeditivos tribunales revolucionarios que depénden 
de la Convención. El Terror es la otra designación con que se 
conoce este período de extrema dictadura de asamblea o gobierno 
convencional en que primero fueron ejecutados los reyes (21 de 


enero de 1'793) y después, uno a uno, los 1 mismos caudillos de las 


REVOUCIÓn. 


2. LA DICTADURA DEL EJECUTIVO. EL CESARISMO 


Fue la Convención misma quien pone fin al período del Terror, 
con la prisión y ejecución de Robespierre y sus amigos en julio 
de 1794. Con ello se prepara el tránsito a una nueva situación cons- 
titucional. Un año después, en agosto de 1795, se aprueba la nueva 
Constitución del Directorio, llamada así por el carácter de su po- 
der ejecutivo, ejercido por un comité de cinco miembros. Esta 
Constitución vuelve al sufragio limitado, divide en dos cámaras (el 
Consejo de Ancianos y el Consejo de los Quinientos) el órgano 
legislativo, prohíbe expresamente a las asambleas ejercer por sí 
mismas o por sus delegados funciones ejecutivas o judiciales y 
aunque respeta el principio de división de poderes, marca ya la 
primera reacción contra los excesos de la asamblea. Aunque esta 
Constitución rige teóricamente un período de cinco años, apenas 
. si en ellos fue respetada. El golpe de Estado del general Bona- 
parte y Sieyés del 18 Brumario del año VIT (noviembre de 1799) 
pone fin al Directorio y a la vigencia teórica de su Constitución. 


De :este golpe de Estado surgirá la Constitución consular (13 de 


diciembre de 1799), redactada sobre un proyecto de Sieyés y apro- 
bada en plebiscito; y esta Constitución, con ligeras reformas, va 
a permanecer vigente hasta 1814, proporcionando la osatura del 
régimen napoleónico a través de sus diversas etapas (consulado 
temporal, consulado vitalicio-1802, imperio-1804), que van a buscar 
su legitimación popular en el plebiscito. 

Aunque esta Constitución, con su aparatoso cuadro de institu- 
ciones, más bien vela que expresa la cruda realidad de este perío- 
do, encarnada en la autoridad de un solo hombre, Napoleón 
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Bonaparte, es, con todo, el documento clásico de la dictadura eje- 
cutiva O gobierno cesarista, en que desemboca finalmente la revo- 
lución francesa. Sus tres trazos esenciales son el fortalecimiento 
del poder ejecutivo, la debilitación del legislativo y la transforma- 
ción del sufragio electivo en votación de confianza (plebiscito). El 
poder ejecutivo se simplifica y concentra, primero, con el sistema 
consular en que el Primer cónsul ejerce de hecho todos los pode- 
res, teniendo los demás cónsules sólo un voto consultivo. Después 
con el Imperio que concentra toda la autoridad en Napoleón y le 


atribuye nuevos poderes entre los que tiene un valor primario la 


iniciativa legislativa ante un órgano de esta función que no puede 
en realidad discutir ni enmendar las propuestas. Pero, sobre todo, 
el crecimiento del ejecutivo está cimentado en la ausencia de nin- 
eún otro poder que descanse en un principio de autoridad propia. 
El carácter representativo de los órganos legislativos se diluye en 
el mismo sistema de votaciones de confianza. Los electores ven 
reducida su función a formar estas listas de confianza, invento de 
Sieyeés, que son simplemente relaciones de personalidades entre las 
que el Senado y el Gobierno han de elegir los titulares de todas las 
funciones públicas desde los Cónsules hasta los funcionarios de 
la administración local. El plebiscito, la otra variedad del voto de 
confianza de que Napoleón se va a servir, beneficiará principal- 
mente su propia autoridad; el plebiscito ha sancionado la Consti- 
tución del año VIII que establece el sistema, el consulado vitalicio 
y, finalmente, el Imperio y el carácter hereditario de la dignidad 
de emperador. | 

La función legislativa se desenvuelve en un complejo proceso 
en que intervienen los más variados órganos dividiendo su poder 
para debilitarlo. En el proceso legislativo intervienen hasta cinco 
órganos. El Gobierno tiene, como hemos indicado, el poder de ini- 
ciativa que ejerce con el asesoramiento y la cooperación del Con- 
sejo de Estado; el proyecto de ley es examinado por un nuevo ór- 
gano, el Tribunado que emite un voto favorable o desfavorable 
sobre el proyecto; el Cuerpo legislativo es el tercer órgano y pro- 
piamente el titular de esta función, aunque su misión se reduce a 
escuchar el debate de los oradores del gobierno y del tribunado, 
y emitir finalmente un voto de aprobación o desaprobación que 
tiene mucho de un fallo judicial. Todavía puede intervenir un 
nuevo cuerpo, el Senado, a quien corresponde conocer del recurso 


por presunta inconstitucionalidad de una ley aprobada. Este cuer- 


po es una de las instituciones más interesantes y poderosas de 
ese complejo aparato constitucional. Por una parte, es él quien 
selecciona, en coparticipación con el Gobierno, los candidatos pro- 
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puestos en las listas de confianza; de otra, es el órgano defensor 
de la Constitución y a quien corresponde el poder de reformarla. 
Y no hay que olvidar que aunque sus miembros son primero 
«presentados» y después directamente nombrados por el empera- 
dor, por razón de la naturaleza vitalicia de su cargo, en cierta 
manera se independizan de su nombramiento. Como observa 
HAURIOU, fue el instrumento clave del emperador que a través de 
él seleccionaba los hombres y dominaba y reformaba las institu- 
ciones; pero con todo y por esta misma razón, Napoleón estuvo 
bajo su dependencia. De hecho fue el Senado quien en 3 de abril 
de 1814 destronó al emperador. 


3. EL REGIMEN PARLAMENTARIO. LOS CICLOS DE LA HISTORIA 
CONSTITUCIONAL FRANCESA 


Tras la caída de Napoleón y pasados los Cien días, la Carta 
otorgada de Luis XVIII (1814) y la Constitución de 1830 mantie- 
nen durante un período de más de treinta años un régimen parla- 
mentario de típica inspiración inglesa, aunque en su versión de 
1830 mantiene una curiosa peculiaridad, las dos confianzas del 
Rey y el Parlamento, a la que se ha denominado parlamentarismo 
orleanista, Es curioso advertir que el régimen parlamentario nació 
bajo la Carta como una práctica constitucional, tan amplia, que 
la revolución de 1830 significó más bien una actitud defensiva 
frente a los decretos de Carlos X, considerados como un golpe de 
Estado, en cuanto ejercían prerrogativas constitucionales que ha- 
bían sido derogadas por el uso. Por ello la Constitución de 1830 
se limitó a revisar la Carta en un sentido más liberal y a cambiar 

la dinastía de los monarcas franceses. 
| Con ello había ensayado Francia la tercera posibilidad de rela- 
. ción entre esos poderes y había cerrado el ciclo lógico e histórico: 
+ a la dictadura de la Convención se opuso la reacción de una dicta- 
: dura ejecutiva, para terminar en la situación de equilibrio de po- 
deres que supone el régimen parlamentario. Mauricio HAUuRIOU ha 
apuntado con gracia la recurrencia de este ciclo lógico en la his- 
toria constitucional de Francia. Según él, a este movimiento lógico 
de la revolución francesa cabe añadir un segundo ciclo que va 
desde 1848 hasta la tercera República, discurriendo por las mismas 
fases. La revolución de 1848 se abre con un gobierno convencional 
ejercido por la asamblea constituyente y su comisión ejecutiva. So- 
focado el movimiento socialista y aprobada la Constitución de no- 
viembre de 1848, la elección de Luis Napoleón prepara una situa- 
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ción de tránsito que desemboca en el golpe de Estado de diciembre 
de 1851 y la nueva Constitución de 1852 que reproduce en sus lí- 
neas generales la Constitución consular del año VIII. Luis Napo- 
león se va a apoyar también en el plebiscito para el nuevo tránsito 
al Imperio que encarna, ya sin reservas, un período de dictadura 
ejecutiva. La catástrofe de Sedán va a abrir paso de nuevo al ré- 
gimen parlamentario iniciado ya en los últimos días del imperio. 
La tercera República proclamada tras muchas vacilaciones en 
enero del año 1875, por una “asamblea de monárquicos divididos 
por el problema dinástico de las tres casas reinantes en Francia 
a lo largo del siglo xrx (Borbón, Orleáns, Bonaparte) lo fijará con 
curiosas peculiaridades que lo disciernen del parlamentarismo 
inglés. Consolidado el régimen establecido por las leyes constitu- 
cionales de 1875 como un régimen parlamentario de partidos 
múltiples claramente diferenciado de la dicotomía política de un 
gobierno y una oposición que caracteriza el régimen inglés, la 
derrota francesa de 1940 pone fin a la tercera República, abriendo 
una serie de situaciones intermedias que desembocan en la Cons- 
titución de 1946, en que predomina claramente la asamblea a la 
que sucede la Constitución de 1958 con un definido predominio 
del poder presidencial. 


7. La Constitución de 1946 


El general De Gaulle que rechazó el armisticio de 1940, al libe- 
rarse Francia por los aliados, se hizo cargo del poder. De Gaulle 
hizo aprobar por referéndum un acta constitucional que legitimó 
los poderes de una asamblea constituyente. 

Redactado un primer proyecto de constitución, que fue recha- 
zado por el referéndum, se procedió, de acuerdo con la citada acta 
constitucional, a elegir una nueva asamblea constituyente con los 
mismos poderes que la anterior. El nuevo texto constitucional fue 
aprobado por el pueblo, si bien por una escasa mayoría y con un 
crecido número de abstenciones, en 13 de octubre de 1946. El pro- 
yecto de mayo estaba concebido en la línea del gobierno conven- 
cional, con el predominio de una asamblea única que designaba 
al presidente de la República y al jefe del gobierno; la Constitu- 
ción definitivamente aprobada estableció una sombra de régimen 
bicameral y concedía con estrecha medida un poder de veto y de 
disolución de la asamblea a los órganos del ejecutivo. 
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l. LOS PRINCIPIOS DEL ORDEN POLITICO Y SOCIAL 


Como código constitucional, este texto de 1946 presenta carac- 
terísticas dignas de ser notadas. Con original estructura lleva a 
un extenso preámbulo las declaraciones pertinentes a la “parte 
dogmática de una constitución, presuponiendo la vigencia, de la 
declaración de derechos de 1789 y de los que llama «principios 
fundamentales reconocidos por las leyes de la República». 

La naturaleza de ese preámbulo que la Constitución de 1958 
ha declarado vigente suscita una serie de interesantes problemas. 
En primer lugar, hay que plantearse con qué elementos ha de en- 
tenderse completado el código constitucional, ya que si la. decla- 
ración de derechos de 1789 es un texto definido, aunque esté en 
parte contradicho por la nueva Constitución, los «principios fun- 
damentales reconocidos por las leyes de la República» no son más 
que una indicación vaga a la que no es posible dar respuesta sin 
entrar en el resbaladizo terreno de las interpretaciones políticas ; 
y entendiéndolo así, la Constitución de 1946 excluye este preámbu- 
lo de la competencia del comité de revisión que vela por la cons- 
titucionalidad de las leyes. Esta exclusión de la superlegalidad for- 
mal merma sin duda, pero no excluye, el valor constitucional de 
estos preceptos y de los principios que «como particularmente ne- 
cesarios en nuestro tiempo» proclama el preámbulo. De acuerdo 
con la doctrina francesa, no daban lugar a la inconstitucionalidad 
declarada por el comité de revisión, pero no excluyen la «cuestión 
previa» de constitucionalidad planteada por el presidente de la 
asamblea, O la no aplicación por el juez de reglamentos y actos 
administrativos (aunque no de leyes), que contradigan esos prin- 


- Cipios. Una notable decisión del Comité constitucional ha amplia- 


do esta doctrina dando a este preámbulo el valor de una norma 


- constitucional. 


Los caracteres que podríamos llamar de fondo de la Constitu- 
ción nos lo da en parte su mismo texto en su artículo 1.”, man- 
tenido en la reforma de 1958, al definir Francia como una Repú- 
blica indivisible, laica, democrática y social; otros se inducen de 
la misma estructura constitucional, como la naturaleza representa- 
tiva, y otros, por último, corresponden a la tradición revolucio- 
naria expresamente aceptada por el texto, tales como el régimen 
liberal, legal y administrativo, en característico contraste con el 
régimen judicial inglés. 

- Apenas si precisa comentario ese principio de indivisibilidad 
que expresa simplemente una secular tradición de unidad. Mayor 
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importancia hay que atribuir al carácter laico con que a sí misma 
se define la IV República francesa. Posiblemente esta fría expre- 
sión sólo quiere decir que se mantiene la separación de la Iglesia 
y el Estado, considerando las creencias religiosas o la incredulidad 
como un asunto privado ante el que el Estado se inhibe, dando 
igual trato a todas las confesiones religiosas o a los sucedáneos 
filosóficos de quienes no las profesen, con la consecuencia expre- 
samente declarada por la Constitución del carácter laico de la 
enseñanza. Parcialmente ha sido rectificado por la ley de 28 de 
septiembre de 1951 (ley Beranger, posteriormente ampliada) que 
autoriza la subvención de los centros de enseñanza libre (entre 
los que ocupan un lugar preponderante los confesionales) a través 
de las asociaciones de padres de alumnos. 

El principio liberal está presupuesto en la solemne reafirma- 
ción «de los derechos y libertades del hombre y el ciudadano 
consagrados por la declaración de derechos de 1789»; y en la in- 
terpretación de este mismo texto, e incluso «de los principios 
fundamentales reconocidos por las leyes de la República», halla- 
mos. la confirmación del régimen legal y administrativo en que se 
desenvuelve el constitucionalismo francés. En tanto no sean refor- 
madas o sustituidas, hay que entender vigentes, como consecuen- 
cia de estos principios, las leyes de Organización de libertades de 
la I1I1 República, y todo el régimen jurídico y administrativo que 
en ellas se apoya. La cuestión, de hecho y de derecho, es en qué 
medida el espíritu individualista y radicalmente liberal de 1789 es 
compatible con los nuevos principios que afirma la Constitución. 

El carácter social es, en cambio, la novedad más relevante de 
esa Constitución francesa, reflejo de un ambiente histórico y una 
circunstancia política concreta. Sería ingenuo subrayar ese sentido 
social como novedad del Derecho constitucional europeo; desde 
1918 ha impreso su sello en muchas constituciones. Pero sí es dig- 
no de notarse en Francia por lo que tiene de ruptura con la tradi- 
ción individualista revolucionaria. 

Hay que subrayar, en primer lugar, el relativo valor histórico 
(«particularmente necesarios en nuestro tiempo») con que se pro- 
claman estos derechos, en contraste con el énfasis absoluto de 
1789; desde este punto de vista, fruto sin duda de un compromiso, 
la Constitución es un texto abierto. Su enunciación es ampliamente 
generosa. Al derecho y deber de trabajar, suma el derecho de aso- 
Ciación sindical, la determinación colectiva de las condiciones de 
trabajo y la gestión obrera en las empresas, dibujando todo un 
perfil constitucional de las relaciones laborales. El derecho sa- 
grado de propiedad de 1789 no sale mejor librado en esta enun- 
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ciación de principios, que prevé la nacionalización de bienes y 


empresas que constituyan servicios públicos o monopolios de hecho, 
incluso sin condicionarla a una previa indemnización. Por último, 
la Constitución acepta fines sociales colectivos, como la previsión 
social y la seguridad material. 

Este sentido social no debe interpretarse pura y simplemente 
como una tendencia «socialista». Dentro del espíritu de compro- 
miso de la Constitución la práctica ha traducido estos derechos 
en un intervencionismo social y económico (dirigisme, reglamen- 
tación nacional de salarios y precios, control o nacionalización de 
la industria, etc.), que ha desembocado en la planificación flexible. 
Supone también algo más, que tampoco es novedad, pero sí ya 
rasgo maduro de un nuevo clima político. Se han superado ya ple- 
namente las tendencias individualistas del siglo xIx. El derecho de 
asociación está favorecido con algo más que un reconocimiento 
general de su existencia, como una libertad más; la Constitución 
protege formas concretas de agrupación humana como la asocia- 
ción sindical, introducida con todos los honores, y la institución 
familiar acogida también, aunque con brevedad esquemática, en- 
tre esos principios cuya proclamación «es particularmente nece- 
saria en nuestro tiempo». 

Ahora bien, esta orientación social apenas ha pesado en la es- 
tructura política democrática y representativa. Hay un claro divor- 
cio entre estos principios del orden social y económico y las bases 
y la organización del poder. Un régimen democrático significa para 
las Constituciones de 1946 y 1958 que la soberanía pertenece al 
pueblo francés; que éste la ejerce casi exclusivamente por medio 
de sus diputados elegidos por sufragio universal, igual, directo y 
secreto, y que estos diputados se integran en «grupos» o partidos 
políticos. La base democrática continúa siendo el sufragio uni- 
versal individual y los partidos políticos. Las asociaciones sindi- 
cales expresamente reconocidas agotan su virtualidad en el Derecho 


- laboral. A la hora de canalizar el poder político, la Constitución 


sólo quiere saber de votaciones individuales que votan una lista 
de partido. Sólo para la composición de un órgano consultivo, el 
Consejo Económico, se han tenido en cuenta las asociaciones fami- 
liares y profesionales. 

Democracia significa, además y más radicalmente, igualdad, y 
en este capítulo va bien servido el preámbulo de 1946. La mujer 
es uno de los nuevos beneficiarios de esta tendencia igualitaria ; 
y también merece subrayarse que la igualdad ha superado el sen- 
tido de la igualdad formal ante la ley para orientarse hacia una 
igualdad social concreta. 
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2. LAS INSTITUCIONES DE GOBIERNO EN LA CONSTITUCION DE 1946 


La fuente de todos los poderes, de acuerdo con el carácter de- 
mocrático de la IV República, residía en el pueblo a quien de acuer- 
do con el artículo tercero se atribuye la soberanía. A su tenor, el 
pueblo la ejerce en materia constitucional por el voto de sus re- 
presentantes y por referéndum y en todas las restantes materias 
por medio de sus diputados en la Asamblea Nacional, elegidos por 
sufragio universal, igual, directo y secreto. La práctica consolidó 
aún más esa soberanía oligárquica de la asamblea que por la pecu- 
liaridad del sistema de partidos francés ofrece un modelo espe- 
cial de régimen parlamentario. 

El régimen francés no se desenvolvió en los mismos términos 
que el parlamentarismo británico con el juego de un partido de 
gobierno y otro partido de oposición. El sistema francés se basa 
en un presupuesto de hecho diverso, determinado además por la 
estructura política del país después de la liberación y por la 
elección en régimen proporcional con sufragio de lista. La Asam- 
blea de 1946 aparecía, en consecuencia, integrada por varios par- 
tidos que constituían gobiernos de coalición frente a una oposición 
no definida y compuesta a su vez de varios partidos, a veces de 
tendencias opuestas. En tal caso, el jefe de gobierno, por mucho 
que se refuercen sus poderes, no pasa de ser el árbitro o el presi- 
dente de una coalición y el gobierno no descansa en la autoridad 
de una mayoría homogénea, sino en la confianza de varios partidos 
que se hacen «representar» en el gobierno. Los mismos ministros 
tenían el carácter de mandatarios de un partido y el Consejo de 
ministros era algo así como el órgano de una confederación. La 
confianza de la Asamblea se basaba en compromisos de los grupos 
que la componían y cada medida de gobierno había de contar con 
su asentimiento. Los comités de los partidos, compuestos frecuen- 
temente por hombres distintos de aquellos que representaban al 
partido en el gobierno, lo presionaban con el gaje de sus votos 
creando una situación híbrida, que más que dictadura de asam- 
blea merecía calificarse de gobierno de los partidos. 

De otra parte, el singular funcionamiento de las comisiones en 
las cámaras francesas dejaba aún más inerme al gobierno en el 
ejercicio de una facultad esencial de su función: la iniciativa le- 
gislativa. La Asamblea se dividía en 19 comisiones estables y rela- 
tivamente numerosas (44 miembros) que comprendían las diversas 
ramas de la administración que eran regidas por un ministerio. 
Estas comisiones informaban los proyectos antes de ser discutidos 
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y votados por la asamblea y era su dictamen y no el proyecto del 


gobierno (como en el régimen inglés) el que era conocido, discuti- 


do y votado por la asamblea. Así, a la batalla pública que debía 
librar el Gabinete en la Asamblea se sumaba esta guerra sorda en 
que el Ministerio se veía frecuentemente sustituido por el gobier- 
no que los partidos ejercen en el seno dde las comisiones. GOGUEL 
y VEDEL han podido decir que las Comisiones constituían un se- 
egundo gabinete sin responsabilidad. / 


8. La Constitución francesa de 1958 


1. ORIGEN Y CARACTERES DE LA CONSTITUCION 


La nueva Constitución francesa de 1958, nacida de la crisis del 
problema de Argelia en ese mismo año, es un documento impor- 
tante, no sólo en la historia constitucional francesa, sino en el 
proceso de revisión y crisis del régimen parlamentario en Euro- 
pa. Con el propósito de rectificar el régimen de la IV República 
ha reforzado los poderes de la presidencia, como cabeza del ejecu- 
tivo, y ha circunscrito los poderes del Parlamento, abriendo un 
nuevo cauce al proceso de la democracia europea. 


1. Origen: de la Constitución y PrNCIMOS: que la informan 


Una ley constitucional de 3 de junio de 1958, establecía los 
principios sobre los cuales el gobierno de la República debía re- 
dactar un proyecto de ley constitucional. El Gobierno se asesoró 
- de un comité constituyente, y el proyecto fue sometido a referén- 
dum el 28 de septiembre y promulgado después de su aprobación 
- el 4 de octubre. Con ello se puso término al régimen que ha 
recibido en Francia la denominación de la IV República y nació 
la V República francesa. 

El sentido de la nueva Constitución ha de entenderse en gran 
parte en función de la crisis de las instituciones establecidas por 
la Constitución de 1946. Desde el punto de vista de la estructura 
del gobierno, fue razón decisiva el estado endémico de crisis de 
los gobiernos franceses, por el ejercicio, frecuentemente capricho- 
so, de sus poderes por la omnipotente Asamblea de la IV República. 

Los partidos de la 1V República se habían constituido, a favor 
del predominio de la Asamblea, como las auténticas fuerzas go- 
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bernantes, hasta tal punto que el régimen francés podía definirse 
como una verdadera oligarquía. Los gobiernos de compromiso 
basados en un pacto entre los partidos caían incluso al margen 
del Parlamento, por intrigas de partido, que eran a veces con- 
secuencia de lo que se ha llamado la course aux portefeuilles de 
los diputados ambiciosos de una cartera ministerial. El propósito 
de la Constitución es separar los poderes legislativos y ejecutivo 
y hallar una base de unidad por encima de los partidos, apoyán- 
dose en dos fundamentos: la institución de la presidencia como 
poder moderador y la apelación al pueblo mediante el referéndum 
- O por la disolución de la Asamblea. Había también un propósito 
de rehacer sobre una nueva base la Unión francesa y de abrir 
cauces para fórmulas que solventaran la crisis argelina, ofreciendo 
a las antiguas colonias la an entre la independencia y una 
comunidad. 


Sobre estos supuestos, la nueva Constitución francesa se basó 
en cinco principios: 


1.2 La definición de la Jefatura del Estado como un poder mo- 
derador, clave de bóveda de las instituciones de gobierno. 

2.2 La separación orgánica de los poderes del Gobierno y del 
Parlamento, atribuyéndoles un diverso origen y estableciendo una 
incompatibilidad en el ejercicio de la función, pero haciéndolos 
colaborar en sus funciones respectivas. 

3.2 La definición de la función de gobierno y el predominio 
del órgano que la ejerce sobre el Parlamento, a cuyo efecto se atri- 
buyen al Gobierno poderes de dirección y de arbitraje sobre ambas 
cámaras. 

4. La definición de los poderes legislativos de la Asamblea 
como vía de limitación de poder y la regulación restrictiva de los 
votos de confianza y censura mediante los que la Asamblea ejerce 
una acción sobre el gobierno (parlamentarismo condicionado). 

5.2 La definición de una nueva fórmula flexible de relaciones 
entre Francia y los pueblos (antiguas colonias) comprendidos en 
la Unión francesa de 1946. Esta última medida no pudo impedir el 
proceso de descolonización. 


2. Caracteres formales y situación del régimen 
de libertades públicas 


Desde el punto de vista formal hay que advertir que la nueva 
Constitución es sólo una ley constitucional de organización de po- 
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deres. El preámbulo proclama solemnemente la vinculación del 
pueblo francés a los derechos del hombre y los principios de la so- 
beranía nacional tal como han sido definidos por la declaración 
de 1789, completada y confirmada por el preámbulo de la Consti- 
tución de 1946. Por consiguiente, la Constitución de 1946 continúa 
vigente en esta especialísima parte de su texto que constituía el 
preámbulo; y el régimen de derechos y libertades individuales 
apenas ha sufrido un retoque que afecte a su esencia. Los únicos 
preceptos de la Constitución de 1958 que pueden incluirse en esta 
rúbrica son la declaración del artículo 2.*, que reproduce un pre- 
cepto de la anterior Constitución, asegurando la igualdad ante la 
ley de todos los ciudadanos, sin distinción de origen, de raza O de 
religión, proclamando que Francia respeta todas las creencias; el 
artículo 66, que como apéndice de la función judicial, guardiana de 
la libertad individual, asegura el respeto de ese principio en las 
condiciones previstas por la ley; y por último, el artículo 4.”, que 
al reconocer los partidos y los grupos políticos como concurren- 
tes en la expresión del sufragio, establece su libertad de formación 
y acción, exigiendo al mismo tiempo que respeten los principios 
de la soberanía nacional y de la democracia. Aunque este precep- 
to no deja de ser sugestivo y tuviera en su primera redacción 
otras intenciones, sería arriesgado afirmar que con él se ha lle- 
gado a definir un régimen de partidos legítimos. 

No hay que decir que el texto, con esa limitación de la organi- 
zación de poderes, tiene los caracteres de una Constitución escrita 
y codificada con un procedimiento especial de revisión que le da 
una característica rigidez. Contiene un breve preámbulo al que va 
incorporado el artículo 1.*, y quince títulos; el último título con- 
tiene las disposiciones transitorias. Es digno de advertirse que en 
el orden de estos títulos el Presidente de la República y el Gobier- 
no preceden al Parlamento. 

La revisión puede realizarse a iniciativa del Presidente de la 
' República, a propuesta del primer ministro o por iniciativa de 
¿los miembros del Parlamento. El proyecto o la proposición de 
revisión debe ser votada por las dos asambleas en los mismos 
términos; la revisión es normalmente sometida al referéndum, 
pero el Presidente puede decidir someterla a la aprobación del 
Parlamento convocado en Congreso, en cuyo caso la aprobación 
exige una votación favorable de los tres quintos de los sufragios 
emitidos (art. 89). Quedan excluidos del procedimiento de revisión 
la integridad del territorio y la forma republicana de gobierno. 
El título que regula la comunidad está sujeto a un régimen espe- 
cial de revisión: es revisado por leyes que aprueban en los mis- 
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mos términos el Parlamento de la República y el Senado de la 
Comunidad (art. 85). 


2. LA ORGANIZACION DE LAS INSTITUCIONES 


Vamos a estudiar cómo se desenvuelven en el texto constitu- 
cional los diversos poderes públicos en razón de los principios 
que hemos enunciado. 


1. El Presidente de la República como poder moderador 


El Presidente de la República es elegido por siete años por 
sufragio universal directo. Para la elección es necesaria la mayo- 
ría absoluta de los votos emitidos. Si esta mayoría no es obteni- 
da en un primer escrutinio, se procede a una segunda vuelta 
catorce días después, en la que sólo pueden participar como can- 
didatos los dos que hayan obtenido el mayor número de votos en 
la primera vuelta y que mantengan su candidatura. Caben, pues, 
convenios para agrupar los votos en la elección definitiva. Esta 
elección se celebra entre veinte y treinta y cinco días antes de 
expirar el mandato del presidente en ejercicio. La Constitución 
prevé que en caso de incapacidad O vacante sea sustituido por el 
presidente del Senado, y éste, a su vez, por el Gobierno. Esta de- 
signación ha sido establecida por la reforma de octubre de 1962, 
para reforzar así, con el refrendo de una elección plebiscitaria, 
la autoridad del Presidente. 

La Constitución no prohíbe que el Presidente sea reelegido (la 
de 1946 limitaba la reelección de dos mandatos) y, por consiguien- 
te, lo puede ser indefinidamente. Una reforma de 1976 prevé los 
casos de muerte o impedimento de uno de los candidatos. 

El artículo 5. define la función del Presidente de la República 
diciendo que vela porque se respete la Constitución; asegura con 
su arbitraje el funcionamiento regular de los poderes públicos, y 
garantiza la independencia nacional, la integridad del territorio, el 
respeto de los acuerdos de la Comunidad y de los tratados. El ar- 
tículo 64 suma a estas funciones la garantía de la independencia 
de la autoridad judicial, y el 80, la presidencia y representación de 
la Comunidad. El hecho de que pueda ejercer sin refrendo algunos 
_de sus más importantes poderes da a la presidencia un carácter 
independiente. 

Teniendo en cuenta estas indicaciones, vamos a apoyarnos en 
los caracteres de esta institución para analizar sus funciones. 














A 


> eE 






















































































288 DERECHO CONSTITUCIONAL COMPARADO 


1. Es claro que, aunque la Constitución no lo diga, el Presi- 
dente de la República ostenta la representación externa e interna 
del Estado francés, y según el artículo 80, que sí nos lo previene 
literalmente, representa al mismo tiempo a la Comunidad. ' Por 
este concepto de una representación de la unidad del Estado se 
le atribuyen varias funciones, en que añade esta representación 
a actos cuyo contenido efectivo es decidido por otros órganos. Así 
en el orden externo recibe y acredita embajadores y ratifica los 
tratados (arts. 14 y 52); en el orden interno firma las ordenanzas 
y decretos del consejo de ministros, nombra los empleos civiles y 
militares (art. 13), promulga las leyes con las facultades que indi- 
caremos a continuación (art. 10), etc. A través de estos actos puede 
velar de una manera efectiva para que se respete la Constitución, 
aunque el verdadero juez de la constitucionalidad es el Consejo 
llamado constitucional, regulado en el título VIT, cuya acción insta 
el Presidente (arts. 54 y 60). 

2. La característica esencial del jefe del Estado como poder 
moderador y arbitral es su facultad de incitar la actuación de los 
demás poderes. En tal concepto, el Presidente de la República, en 
relación con el Gobierno, designa el primer ministro sin refrendo, 
y, a propuesta de éste, nombra y hace cesar a los demás ministros 
de gobierno (art. 8); preside el Consejo de ministros y, como 
hemos indicado, firma las ordenanzas y decretos (arts. 9 y 13), lo 
que le permite conocer e influir sobre las decisiones del Gobierno. 
De conformidad con el artículo 15, es el jefe del ejército y preside 
los comités y consejo superiores de defensa. El artículo 64 lo 
constituye en guardián de la independencia de la autoridad judi- 
cial, presidiendo el Consejo Superior de la Magistratura, cuyos 
miembros designa. Al mismo tiempo designa tres miembros del 
Consejo constitucional, nombra a su presidente (art. 54) e insta 
su acción (art. 61). 

En relación con el Parlamento tiene la facultad de dirigirle 
- mensajes que son leídos sin dar lugar a un debate (art. 18), y con 
. el refrendo del primer ministro convoca y clausura las sesiones 
extraordinarias del Parlamento (arts. 29 y 30). En forma aún más 
positiva, puede pedir una segunda deliberación sobre una ley o 
sobre algunos de los artículos, deliberación que no le puede ser 
negada (art. 10, párrafo 2.*”), antes de promulgarla. Adviértase que 
todos estos poderes suponen la facultad de incitar, pero sin que 
ninguno represente en principio un poder directo de gobierno. 

Puede dirigirse al Gobierno que preside en Consejo de minis- 
tros, O al Parlamento con sus mensajes o su demanda de una 
nueva deliberación, o requerir al Consejo constitucional para que 
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2, vuelta (19-12-65) 2.” vuelta (15-6-69) 1.* vuelta (5-19 mayo 1974) 2.* vuelta 

oros Al Jofanles Gates 
Inscritos 28.902.704 29.500.334 Inscritos 30.602.953 
Votantes 24.371.647 20.311.287 Votantes | - 25.532.636 
Abstenciones 4.531.067 9.189.047 Abstenc. 4.827.210 15,77 3.876.180 12,66 
Suf. emitidos 23.703.434 19.007.489 
Blancos o nulos 668.213 1.303.798 Miterrand 11.044.373 43,25 12.971.604 49,19 
Pompidou De Gaulle 13.083.699 55,19 11.064.371 58,21 G.d'Estaing 8.326.774 43,25 13.396.203 50,81 
Poher Miterrand 10.619.735 44,81 7.943.118 41,79 CH.Delmas 3.857.728 12,60 
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enjuicie la constitucionalidad de una ley, pero en ninguno de estos 
casos participa directamente en la función. La misma facultad. que 
le atribuye el artículo 52 de negociar los tratados, dado que la 
ratificación es un acto sujeto al refrendo de un ministro y en su 
caso a la aprobación del Parlamento, se sobrentiende que ha de 
ser resuelta de hecho por el ministro responsable o con su cono- 
cimiento y consejo. 


En el ejercicio práctico de estos poderes la presidencia. ha asu- 
mido, sin embargo, en más de una ocasión, una dirección política 
efectiva, y algún comentarista sugiere hoy que el Presidente real- 
mente gobierna y de hecho dirige la acción del Consejo de minis- 
tros, que está integrado por «sus colaboradores». Las relaciones 
del Presidente con el Gobierno han evolucionado desde una tímida 
doctrina de «una reserva» de poderes presidenciales hasta una 
política del Presidente de la República que el Gobierno aplica. 
De los dos sentidos que se le pueden asignar al término «árbitro», 
según LAvRoFF, el Presidente, de ser un órgano que zanja las dife- 
rencias, ha pasado a ser un órgano que dirige y organiza. 

3. Diversos son los poderes que podríamos llamar estrictamen- 
te de arbitraje ejercidos normalmente frente al Parlamento. El 
Presidente de la República, sobre la base de una resolución del 
Gobierno o de la proposición conjunta de las dos cámaras, puede 
someter a referéndum todo proyecto de ley que se refiera a la 
organización de los poderes públicos (lo que, de acuerdo con el 
referéndum del 28-X-1962, significa un poder de reformar la Cons- 
—titución), que se refiera a la aprobación de un acuerdo de la Co- 
munidad o que suponga la ratificación de un tratado que, sin ser 
contrario a la Constitución, pueda tener incidencias sobre el fun- 
cionamiento de las instituciones (arts. 11 y 61, en relación con 
el art. 7, que niega esta competencia al presidente del Senado en 
funciones de Presidente de la República); el Presidente de la Re- 
pública, previa consulta del primer ministro y de los presidentes 
de las asambleas, puede decretar la disolución de la Asamblea Na- 
cional, convocando elecciones generales en un plazo de veinte a 
cuarenta días después de la disolución, sin que pueda proceder a 
una nueva disolución en un año a contar de la elección de la nueva 
Asamblea (art. 12 en relación con el 7, y que niega esta competencia 
también al presidente del Senado); el presidente, por último, puede 
requerir al Consejo constitucional (artículos 61 y 62) para que se 
pronuncie sobre la constitucionalidad de una ley. Estas tres facul- 
tades las ejerce el Presidente sin refrendo. Quizá pueda también in- 
cluirse entre estos poderes de arbitraje el derecho de gracia —que 
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ejerce con refrendo, pero que tradicionalmente supone un margen | 


de libertad de decisión en los jefes de Estado. 

4. En tercer lugar, el Presidente de la República se constituye 
como una magistratura extraordinaria para la defensa de las ins- 
tituciones o de la independencia de la nación en circunstancias de 
excepción en que se interrumpe el funcionamiento regular de los 
poderes públicos constitucionales (art. 16). Estos poderes extra- 
ordinarios que se le confieren en circunstancias de excepción están 
condicionados por las causas que los motivan (amenaza grave 
e inmediata de las instituciones de la República, independencia de 


_la nación, integridad de su territorio o ejecución de sus .obligacio- 


nes internacionales e interrupción del funcionamiento regular de 
los poderes públicos constitucionales) y por su fin: la voluntad 
de asegurar a los poderes públicos constitucionales, en el más 
breve plazo, los medios necesarios para cumplir su misión. Esta 
determinación es de tal vaguedad que es prácticamente ilimitada, 
aun cuando la Constitución exija la consulta sobre este extremo 
del Consejo constitucional. Las condiciones de forma son más pre- 
cisas : el Presidente de la República debe informar a la nación me- 
diante un mensaje; el Parlamento se reúne de pleno derecho y la 
Asamblea Nacional no puede ser disuelta durante el ejercicio de 
los poderes excepcionales. Ha pesado sobre este discutido artícu- 
lo, que recuerda las cláusulas de poderes extraordinarios de las 
constituciones americanas, el recuerdo de la pasada guerra y es 
curioso advertir que este precepto, que parecía prever una hipóte- 
sis excepcional, ha tenido ya ocasión de ser aplicado. 

- El nombramiento del Primer ministro, la apelación al referén- 
dum, la disolución de la Asamblea Nacional, el ejercicio de estos 


poderes extraordinarios, el derecho de mensaje y la apelación al 


Consejo constitucional son actos del Presidente de la República 
que no están sujetos a refrendo ministerial y que entrañan una 
decisión y una responsabilidad plena en su ejercicio, sólo matizada 
por la propuesta del Gobierno o la consulta a otros órganos que 
se exige en ciertos casos. 

5. Por último, el Presidente de la República es al mismo tiem- 
po el presidente de la Comunidad. Como presidente de la Comu- 
nidad le corresponde, de acuerdo con la ordenanza de 19 de di.- 
ciembre de 1958, «formular y notificar las medidas necesarias para 
la dirección de los negocios comunes y ejecutarlas». 


-2. Designación y estructura del Gobierno 


El segundo principio en que se basa el vigente orden constitu- 
cional francés es el de la separación orgánica de los poderes legis- 
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lativo y ejecutivo, que quedan, sin embargo, vinculados en el ejer- 
cicio de la función. El principio de separación afecta esencialmente 
al origen de ambos poderes y a la incompatibilidad del ejercicio 
de las funciones de gobierno y del mandato parlamentario. ' 


1. El Gobierno radica en la libre designación del Presidente 
de la República y hasta cierto punto en su confianza. El Presidente 
nombra al Primer ministro y, a su propuesta, nombra a los restan- 
tes miembros del gobierno y pone fin a sus funciones (art. :8.9). Ad- 
viértase que la designación del Primer ministro es uno de aquellos 
poderes que escapan al refrendo ministerial (art. 19) y aunque el 
Presidente no lo puede cesar, sino que simplemente «pone fin a sus 
funciones al presentarle éste la dimisión del gobierno», sin embar- 
£o, hasta el presente no ha tenido dificultades para provocar su 
dimisión (Claisse), como una exigencia del principio de unidad de 
acción política (Giscard, 1976). Esta dimisión puede ser un acto vo- 
luntario del primer ministro o consecuencia de la aprobación por 
la Asamblea de una moción de censura o de la desaprobación de su 
programa o de una declaración de política general del gobierno 
en las condiciones que prescribe la Constitución (arts. 49 y 50). 
El hecho de que haya desaparecido la llamada votación de inves- 
tidura y las condiciones con que se limitan y encauzan estos votos 
de censura y confianza hacen al Gobierno independiente de la 
Asamblea. El gobierno sigue siendo responsable ante la Asamblea, 
pero como vía de coordinación. El voto de confianza es realmente 
un arma de primer ministro, que, previa deliberación del consejo 
de ministros, puede plantear la cuestión de confianza (comprome- 
ter la responsabilidad del gobierno, dice la Constitución) para obte- 
ner la aprobación de un texto sin deliberación o hacer aprobar su 
programa o una declaración política, constatando así, como vere- 
mos, que no hay una mayoría absoluta de la Asamblea que se 
oponga a su política o al proyecto cuya aprobación se demanda. 
Por otra parte, los miembros del gobierno tienen asiento y voz en 
el Parlamento, e incluso derecho de enmienda y poderes de im- 
pulsión y dirección sobre el proceso legislativo. Ambos poderes 
separados en su origen colaboran en su función. De hecho los Go- 
biernos constituidos en los últimos años han solicitado la confian- 
za de la Cámara, y se han mantenido así sobre la confianza del 
Presidente y de la Asamblea. 

2. El principio de separación de los órganos tiene una se- 
gunda consecuencia, que constituye una de las más llamativas 
novedades de la nueva Constitución francesa. La función de miem- 
bro del gobierno, dice el artículo 23, es incompatible con el ejer- 
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cicio de todo mandato parlamentario, de toda función de repre- | 


sentación profesional de carácter nacional y de todo empleo pú- 
blico o de toda actividad profesional. Una ley orgánica fija las 
condiciones para la sustitución en el supuesto de que concurran 
en un ministro tales mandatos, funciones o empleos. La sustitu- 


ción del mandato parlamentario tendrá lugar mediante la elección 


de diputados suplentes, que sustituirán en su caso al parlamen- 
tario que pase a ocupar una cartera ministerial (art. 25). Podría 
pensarse que nos hallamos ante un principio clásico del régimen 
presidencial. El alcance de esta medida tiene un significado más 


_modesto y más práctico: tiende simplemente a cortar lo que se 


llamaba la carrera tras las carteras ministeriales, que era una de 


las causas endémicas de la inestabilidad ministerial como fuente 


perenne de intrigas para determinar una crisis. Es posible que, a 
su vez, esta medida tenga otras consecuencias, dando preferencia 
en las carteras ministeriales a los altos funcionarios. Incluso ha 
sido nombrado Primer ministro quién no tenía mandato parla- 
mentario (Pompidou, Barre). 

Con ello queda completo este original sistema parlamentario 
en que los ministros, responsables ante el Parlamento y con par- 
ticipación en sus funciones, no proceden, sin embargo, ni por su 
investidura ni por un mandato parlamentario, de la Asamblea con 
la que colaboran. Esta colaboración funcional es, no obstante, tan 
estrecha, que, como vamos a ver inmediatamente, constituye uno 
de los perfiles de la nueva Constitución. 


3: La definición de la función de gobierno y el predominio 


de la función gubernamental 


1. La nueva Constitución define netamente la función de go- 
bierno como función política de dirección e impulsión. El órgano 
de esta función es el Gobierno, órgano complejo que aparece com- 
puesto, con el Presidente de la República en ciertos casos, por el 
que la nueva Constitución llama Primer ministro, los ministros y 
los subsecretarios. El Primer ministro tiene, a su vez, una fun- 
ción definida de dirección del gobierno y una serie de poderes 
propios. Todos estos elementos están comprendidos, bajo la presi- 
dencia del Presidente de la República, en un órgano colectivo, el 
Consejo de ministros, que ha pasado a tener una función esencial 
en la nueva Constitución. La Constitución de 1946 distinguía entre 
el gabinete, como órgano político, y el consejo de ministros, que 
era en cierta manera un órgano de registro de los acuerdos del 
gabinete. Este aparece esfumado en la nueva Constitución, que no 
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lo menciona, aunque en la práctica subsista, pero como un órgano 
que no puede adoptar decisiones y cuya utilidad es preparar el 
trabajo del Consejo de ministros, al que han incorporado, en vir- 
tud de una nueva práctica, los subsecretarios, que: antes sólo par- 
ticipaban de las tareas del gabinete. 

2. El Gobierno —según el artículo 20— determina y oe 
la política de la nación. El primer ministro, puntualiza el artícu- 
lo 21, dirige la acción del gobierno, y en tal concepto la Constitu- 
ción le atribuye las facultades ordinarias de la función de'gobier- 
no, si bien su mayor parte ha de ejercerlas previa deliberación 
del consejo de ministros. Este cuadro de funciones gubernamen- 
tales comprende las siguientes facultades: 





a) La iniciativa de la ley (art. 39). Atribuida de una manera 
concurrente al Primer ministro, previa deliberación del Consejo de 
ministros, y a los miembros del Parlamento, no ya sólo la práctica 
tradicional, sino la disposición taxativa del artículo 48, concede 
prioridad, en el orden fijado por el Gobierno, a los proyectos de 
ley que presenta o a las proposiciones de ley que éste acepta. Esta 
iniciativa puede ejercerse indiferentemente ante cualquiera de las 
dos asambleas, salvo en los proyectos de leyes financieras que de- 
ben ser sometidos en primer lugar a la Asamblea Nacional. 

b) Aun cuando el artículo 52 atribuya al Presidente de la Re- 
pública la negociación y ratificación de los tratados, es claro que 
la dirección ' de la política internacional corresponde también al 
Gobierno, ya que estos actos del presidente necesitan del refrendo 
ministerial y están comprendidos en esa determinación y conduc- 
ción de la política de la nación con que el artículo 20 define la 
función del gobierno. | 

Cc) La Constitución atribuye al Gobierno, autorizado por el 

-- Parlamento, la facultad de dictar ordenanzas (decretos-leyes) o le- 

yes delegadas acordadas en Consejo de ministros, previo informe 

, el Consejo de Estado, y que han de ser sometidos a ratificación den- 
- tro del plazo para el que se concedió la autorización. | 

Ad) El poder más importante de la nueva función de gobierno 
es la potestad reglamentaria atribuida (por el artículo 21), en tér- 
minos amplísimos, al primer ministro. La importancia de este po- 
der estriba en la definición por el artículo 34 de las materias que 
son materia de la ley y en la afirmación del artículo 37 de que 
toda materia que no está comprendida en el ámbito de la ley tiene 
un carácter reglamentario. Por consiguiente, se establece la pre- 
sunción a favor de la potestad reglamentaria en toda materia que 
no esté expresamente definida como competencia del Parlamento. 
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El principio es radicalmente opuesto al que tradicionalmente ha 
tenido vigencia en el régimen parlamentario francés. 

.€) El Gobierno, en Consejo de ministros, decreta el estado de 
sitio en circunstancias de excepción (art. 36), cuya prórroga, pasa- 
dos doce días, ha de ser autorizada por el Parlamento. 

f) El Primer ministro, y el Gobierno en su caso, tiene una par- 
ticipación en los poderes arbitrales del Presidente de la República. 
De acuerdo con el artículo 11, puede proponer la apelación al refe- 
réndum como un fallo arbitral entre el Gobierno y la Asamblea ; 
el primer ministro dictamina sobre la disolución de la Asamblea 


(artículo 12), puede promover el examen de la constitucionalidad 


de la ley y es oído en el ejercicio de los poderes extraordinarios 
que concede al Presidente de la República el artículo 16. 
Aún más: el primer ministro ha de autorizar con su refrendo 


la petición de una nueva deliberación por la Asamblea de una ley 
O de algunos de sus artículos. 
-. 3. Deliberadamente hemos reservado para una enunciación se- 


parada aquellos poderes que implican una intervención del Go- 
bierno en el proceso legislativo, con independencia de la iniciativa 
que tiene una naturaleza política esencial. De acuerdo con el ar- 
tículo 58, se beneficia de una prioridad en el orden del día para 
sus proyectos; puede presentar enmiendas y exigir que la Asam- 
blea se pronuncie con un solo voto sobre todo o parte del texto 
en discusión, limitándose a las enmiendas propuestas o aceptadas 
por el Gobierno (art. 44), práctica muy frecuente en los años sesenta 
y hoy más bien excepcional; interviene en el caso de que hubiera 
un desacuerdo entre las dos cámaras y el Gobierno hubiera decla- 
rado la urgencia del proyecto, pudiendo provocar la reunión de 
una comisión mixta paritaria encargada de proponer un texto so- 
bre las disposiciones en litigio (art. 45) y exigir, después de una 
nueva lectura, que la Asamblea estatuya definitivamente, optando 
entre el texto elaborado por la comisión mixta o por el último 
texto votado por la misma Asamblea; o bien comprometer la res- 
ponsabilidad del Gobierno sobre la votación de un texto, en cuyo 
caso el texto se considera como adoptado si una moción de cen- 
sura no es depositada en las veinticuatro horas siguientes, y apro- 
bado con las condiciones que para estas mociones exige la Cons- 
titución (art. 49). Las enmiendas están estrictamente limitadas, pro- 
hibiéndose las que supongan una disminución de los recursos o un 


- aumento de las cargas. El Gobierno se puede oponer también a las 


enmiendas que no sean de competencia de la ley, o contrarias a las 
autorizaciones concedidas en una ordenanza (arts. 40 y 41); así 
como a la presentación de enmiendas que no hayan sido presentadas 
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a la Comisión. Si a ello se une la prioridad concedida al Gobierno 
en el orden del día, y los otros medios de acción sobre el proceso 
legislativo que hemos mencionado, puede advertirse hasta qué pun- 
to se concede al Gobierno una intervención en el trabajo de la 
- Asamblea. Si a ello añadimos que el Gobierno puede pedir, apoyán- 
dose en el Presidente, una segunda deliberación, y que el Primer 
ministro puede apelar al Consejo constitucional sobre la constitu- 
cionalidad de una ley, podremos comprobar hasta qué punto el Go- 
bierno puede dirigir el proceso legislativo en el Parlamento (art. 61). 

4. El Gobierno es, además, órgano ejecutivo. El Primer mi- 
nistro tiene la misión de asegurar el cumplimiento de las leyes. 
Y para este fin, además de sus poderes reglamentarios, «dispone» 
de la administración y de la fuerza armada. 


4. El Parlamento y la Asamblea. 
La definición estricta de sus funciones 


1. Si el Gobierno se basa en la designación del Presidente de 
la República, el Parlamento emana del principio de autoridad de- 
mocrático. Compuesto de dos cámaras, la Asamblea Nacional y el 
Senado, los miembros de una y otra tienen un origen diverso. Los 
diputados de la Asamblea Nacional son elegidos por sufragio di- 
recio de los mayores de dieciocho años; el Senado, en cambio, es 
elegido por sufragio indirecto a fin de que asegure la representa- 
ción de las colectividades territoriales de la República. La Consti- 
tución no ha previsto el régimen electoral. Este, en virtud de la or- 
denanza de: 13 de octubre de 1958, ha vuelto a fundarse en el sistema 
de distritos uninominales con elección en dos vueltas, exigiéndose 
en la primera vuelta la mayoría absoluta de los sufragios emitidos, : 
y en la segunda, la mayoría simple. El Senado, basado sobre la re- 
presentación de las corporaciones territoriales, es elegido por los 
. miembros de la Asamblea, los consejeros generales y los represen- 
. tantes de los consejos municipales. La proporción de este colegio 
electoral cae a favor de los consejos municipales, a los que corres- 
ponde aproximadamente un ochenta por ciento de los sufragios. 

La extensión de los poderes de gobierno supone una restric- 
ción de los poderes de la Asamblea. Decimos la Asamblea, y no 
el Parlamento, porque uno de sus órganos, el Senado, ha ampliado 
los poderes que disfrutaba el Consejo de la República de 1946. Esta 
restricción de los poderes de la Asamblea puede examinarse desde 
tres puntos de vista. En primer lugar afecta a su organización y 
a la regulación de su procedimiento, que es objeto de una estricta 
reglamentación constitucional; se refleja también en la igualdad 
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de poderes de la Asamblea y el Senado, perdiendo aquélla el predo- 
minio con que se configuraba en la anterior Constitución; por 
último, se manifiesta aún más claramente en las facultades taxati- 
vamente limitadas que se conceden a la Asamblea, que deja así de 
ser el óreano soberano. 

2. Los diputados continúan disfrutando de las inmunidades 
y derechos que aseguran su independencia personal en todos los 
regímenes parlamentarios, y las sesiones son públicas. 

Las limitaciones afectan a la estructura y al procedimiento 
colectivo de acción de la Asamblea. 

La Constitución establece un sistema de comisiones permanen- 
tes restringidas; éstas, que coincidían tradicionalmente en Francia 
con los departamentos ministeriales, se reducen a seis, si bien se 
prevé la posibilidad de constituir comisiones extraordinarias (ar- 
tículo 43). El sentido de esta medida ha sido poner término a la 
presión que las comisiones especializadas ejercían sobre los minis- 
terios,- sustituyendo de hecho con sus dictámenes los proyectos 
que presentaba el gobierno. 

Las sesiones del Parlamento se limitan también. Sólo habrá en 
el año dos grandes períodos de sesiones: uno que comenzará en 
octubre y dura ochenta días, y un segundo que comenzará en abril 
y que podrá extenderse hasta noventa días. El primero está clara- 
mente orientado a la discusión del presupuesto y el segundo se 
concibe para la realización del trabajo legislativo ordinario. La 
Constitución admite también la posibilidad de sesiones extraordi- 
narias, convocadas por decreto del Presidente de la República a 
petición del Primer ministro o de la mayoría de los miembros de la 
Asamblea Nacional, y que han de versar sobre un orden del día 
determinado —-lo que implica una limitación de materia—, y si la 
convocatoria se ha realizado a petición de los miembros de la 
Asamblea, han de clausurarse en los doce días siguientes a su 
reunión (art. 28). Sólo el primer ministro puede pedir una nueva 
sesión antes de la expiración del mes que sigue al decreto de 
clausura. | 

La Constitución prohíbe también la delegación del voto, que 
constituía una práctica habitual que hacía posible la reunión per- 
manente de la Asamblea aunque los diputados se ausentaran. El 
artículo 27 sólo permite excepcionalmente la delegación del voto, 
sin que en ningún caso pueda delegarse más de un voto en cada 


- diputado. 


3. Una segunda fuente de limitaciones de la Asamblea se apo- 
ya en el principio de paridad de las dos cámaras. Los proyectos 
de ley pueden presentarse indiferentemente ante cualquiera de 
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ellas y las dos cámaras han de aprobar un texto idéntico; sólo la 
intervención del Gobierno da a la Asamblea un poder de decisión 
última. Las únicas diferencias entre los poderes de ambas cámaras 
estriban en la necesidad de presentar las leyes financieras 'en la 
Asamblea salvo que ésta dejara pasar cuarenta días sin una prime- 
ra lectura y en que sólo ésta puede votar mociones de censura que 
hagan cesar al Gobierno, si bien el Senado puede dar también su 
aprobación a una declaración de política general (artículos 39, 45, 
49 y 50). En los demás casos, bien sean facultades de las Cámaras 
como cuerpos, bien de sus presidentes, la Constitución se refiere 
indiferentemente a unos y otros o atribuye los poderes al Parla- 
mento en su totalidad. 

4. La restricción más importante es, sin duda, la que se de- 
duce de los poderes que se conceden a la Asamblea con una enu- 
meración taxativa. El Parlamento ya no es un órgano de poderes 
indefinidos, sino un órgano limitado por esta enumeración de sus 
funciones. Vamos a analizar el cuadro general de estos poderes y 
en su mismo análisis se podrá advertir la aplicación de este prin- 
cipio. 

'Distinguiremos sus facultades legislativas y sus poderes de 
control. 

En las facultades de control podemos distinguir dos poderes 
diversos por razón de su naturaleza. Unos suponen un control ge- 
nérico de la acción de gobierno, y están íntimamente vinculados a 
la naturaleza del régimen parlamentario; otros implican la parti- 
cipación concreta en actos de gobierno que por su importancia 
están sujetos a este control excepcional. 

Entre los primeros hemos de contar las preguntas que los 
miembros del Parlamento pueden dirigir al Gobierno, y a las que 
se reserva una sesión por semana en el orden del día (art. 48). 

Ahora bien; la medida de control más importante es la que la 
Constitución llama moción de censura, y que comprende al mismo 
tiempo las votaciones de censura y las de confianza. La cuestión 
de confianza puede plantearse por el primer ministro, previa deli- 
beración del Consejo de ministros, sobre el programa de gobier- 
no, sobre una declaración de política general o sobre la votación 
de un texto, que se considera como adoptado si no se presenta 
una moción de censura en las veinticuatro horas siguientes, y esta 
moción es aprobada en las condiciones que fija la Constitución 
para estos votos. La práctica admite también una votación de con- 
fianza positiva que no está unida a una moción de censura. Esta 
práctica parece haberse consolidado en la presentación de un Go- 
bierno a la Asamblea inmediatamente después de su designación. 
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E incluso en 11 de mayo de 1978 la declaración de política general, 
después de la constitución de un Gobierno se ha hecho también 
ante el Senado, solicitando su aprobación. 

Esta práctica que acentúa en cierta manera el carácter parla- 


_mentario de los gobiernos no afecta a la protección que la Consti- 


tución ha querido conceder al Gobierno frente a una moción de cen- 
sura, sea consecuencia de una cuestión de confianza o sea de una 
moción de censura independiente. 

La moción debe ser firmada por una décima parte al menos de 
los miembros de la Asamblea Nacional, y su votación no puede 
tener lugar antes de las cuarenta y ocho horas de haber sido pre- 


sentada. En la votación sólo se cuentan los votos favorables a la 


moción de censura y se exigen para su aprobación la mayoría de 
los miembros que componen la Asamblea; si la moción de cen- 
sura es rechazada, sus signatarios no pueden proponer una nueva 


en el curso de la misma sesión, salvo que el primer ministro com- 


prometa la responsabilidad del Gobierno sobre la votación de un 
texto. Adviértase que este recuento de votos supone una prima al 
Gobierno: las abstenciones y los votos en blanco se convierten en 
votos a favor del Gobierno, puesto que es necesaria una mayoría 
absoluta de votos favorables a la moción para que ésta se conside- 
re aprobada. De hecho constituye el freno más eficaz a la inesta- 
bilidad ministerial, ya que implica la constatación de una mayoría 
absoluta hostil, sobre la que podrá establecerse un nuevo gobierno 
de signo diverso. Estos artículos se suspenden cuando vaca la pre- 
sidencia de la República (nueva redacción del artículo 7). 

Cuando la moción de censura es aprobada, como hemos indi- 
cado anteriormente, el primer ministro debe presentar al Presi- 
dente de la República la dimisión del Gobierno. 

Tal es la consecuencia específica de un régimen parlamentario 
de control y responsabilidad política. Pero las condiciones a que 
está sometido este voto de censura lo perfilan como un régimen 
especial de responsabilidad política condicionada, diverso del que 
rige en las monarquías europeas de tipo parlamentario. 

Los controles específicos comprenden la declaración de guerra 
(artículo 35), que exige una previa autorización del Parlamento; 
la prórroga del estado de sitio, que exige esta misma autorización 
(artículo 36), y la ratificación de los tratados de paz y de comercio, 
de los tratados Oo acuerdos relativos a la organización internacio- 
nal, los que comprometan las finanzas del Estado, modifiquen 
preceptos de naturaleza legislativa, los relativos al estado de las 
personas y los que suponen cesión, cambio o adición de territorio, 
que exigen también ser autorizados por una ley (artículo 53). 
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a) La competencia propia del Parlamento es la discusión y 
aprobación de la ley. La limitación más aparente e importante en 
este ámbito es la introducida por el artículo 34, que. determina cuál 
sea la materia de la ley. El artículo distingue aquellas materias en 
que la ley fija las reglas, y que suponen, por consiguiente, una regu- 
lación taxativa, y aquellas en que la ley fija los principios funda- 
mentales, que pueden después ser desarrollados por los órganos 
ejecutivos. Entre las primeras están comprendidos los derechos cí- 
vicos y las garantías fundamentales, la determinación de los deli- 
tos, las penas y el procedimiento penal, las tasas, la moneda, el 
régimen electoral, las categorías de establecimientos públicos y las 
garantías de los funcionarios; la ley fija los principios de la admi.- 
nistración local, la defensa, la enseñanza, la propiedad y las obli- 
gaciones, y el derecho laboral. Junto a estos dos grupos de leyes 
aparecen las llamadas leyes de programa, que determinan los obje- 
tivos de la acción económica y social y que han adquirido una espe- 
cial importancia al servicio de la planificación francesa, que se 
desglosa en una ley de objetivos y una ley del plan. Y por último 
las leyes fiscales, y por razón de su rango y de las formalidades 
a que las sujeta la Constitución, las llamadas leyes orgánicas (ar- 
tículo 46). 

Esta definición de ley supone un ámbito indeterminado de | 
la potestad reglamentaria, que se extienda a todas aquellas mate- | 
rias que no hayan sido taxativamente enumeradas como objeto de 
la ley. De otra parte, han de tenerse en cuenta las autorizaciones 
para legislar por ordenanza (decretos-leyes), previstas en el artícu- 
lo 38, que regula una especie de estado de excepción, y que la so- 
beranía del Parlamento en materia legislativa está expresamente 
limitada por la existencia del Consejo constitucional, que examina 

en su caso la constitucionalidad de la ley. Consecuencia de esta 

- determinación de la ley y del control de constitucionalidad es que 

.la Asamblea no puede definirse como soberana. Parece, sin embar- 
“go, que la práctica ha suavizado esa limitación estricta de los pode- 
res de la Asamblea. La enumeración de las materias de ley del ar- 
tículo 34 se está interpretando como indicativa y no limitativa, in- 
cluso por las dificultades de distinguir en el cuerpo de una ley aque- 
llos preceptos que podrían ser objeto de un reglamento. De hecho, 
el Parlamento está legislando sobre materias reglamentarias y la 
ley ha recuperado hasta cierto punto su jerarquía abrogatoria fren- 
te a preceptos contenidos en un reglamento. El referéndum impli- 
ca una nueva limitación indirecta en cuanto el sufragio emitido 
directamente por el pueblo puede desaprobar las leyes que el Par- 
lamento vota. 
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b) Los poderes financieros del Parlamento se traducen en la 
votación del presupuesto en la sesión que corresponde al último 
trimestre del año. La Constitución prevé también algunas especia- 
lidades que constriñen la acción del Parlamento. El presupuesto 
debe presentarse inicialmente en la Asamblea Nacional, y si el Par- 
lamento no se pronuncia en un plazo de sesenta días, las disposi.- 
ciones del presupuesto DusSS ser puestas en vigor mediante orde- 
nanza. 

c) Por último, hay que recordar que el Parlamento tiene tam- 
- bién poderes de revisión constitucional, bien proponiendo la revi- 
sión O bien aprobándola por una mayoría de tres quintos del Par- 
lamento reunido en ECOCIESOS en el caso de que el Presidente de la 
República así lo. decida. 


5. Gobierno y responsabilidad. La ”responsabilidad política 
| condicionada” 


Como hemos visto en un capítulo anterior, el trasplante al con- 
tinente europeo del régimen parlamentario ha tenido una fortuna 
muy varia. Si bien las monarquías parlamentarias pueden ofrecerse 
como modelos, con un tipo propio, de regímenes parlamentarios 
afortunados, los ensayos de una república parlamentaria en Wei.- 
mar o en la Constitución francesa de 1946 no han tenido tanto for- 
tuna. Desde este punto de vista, la Constitución de 1958 tiene un 
significado muy valioso en la historia del parlamentarismo europeo. 

En primer lugar en la Constitución de 1946 como en la de 1958 
el régimen de responsabilidad política fundado en las votaciones 
de confianza y censura se halla previsto en el texto constitucional. 
No nos hallamos, pues, ante una de esas acomodaciones pragmá- 
ticas características del régimen parlamentario. Pero, de hecho, 
también la Constitución de 1946 fue acompañada de una práctica 
que llevaba el régimen más allá de las consecuencias previstas por 
el articulado de la Constitución. El primer ministro o presidente 
del Consejo era designado, en una votación llamada de investidu- 
ra, como un verdadero mandatario del Parlamento. Y, por otra 
parte, la relación entre Gobierno y Parlamento se desenvolvió al 
margen de la vida pública y de los mecanismos constitucionales, 
como acuerdos de los comités de los partidos para la formación 
de los gobiernos y aprobación de su política concreta. 

Es claro que esta situación constitucional obedecía también a 
otra causa. El gobierno no descansaba en una base homogénea y 
estable como en el sistema británico, sino que era un gobierno 
de concentración o coalición que se apoyaba en varios partidos po- 
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líticos unidos por un compromiso que se renovaba día por día en 
el Parlamento o en el seno de los comités de los partidos, y ese go- 
bierno se hallaba frente a una oposición que no ofrecía una alter- 
nativa de gobierno, por ser una oposición revolucionaria, incompa- 
tible con los principios del régimen. Así se llegó en Francia a lo que 
MEYNAUD llama el espectáculo desconcertante de un Parlamento 
que es incapaz de hacerse cargo por sí mismo de los problemas, 
pero que impide al ejecutivo resolverlos, con la consecuencia! obli- 
gada de una inestabilidad ministerial, «de la que Francia —añade 
MEYNAUD— Ofrece uno de los ejemplos más netos». | 

Al mismo tiempo hay que tener presente la importancia radical 
que ha tenido en Francia la naturaleza de la oposición o, mejor 


dicho, la falta de una oposición de gobierno y la existencia de una 


oposición revolucionaria. Desde el año 1945 al año 1956 el partido 


comunista francés ha obtenido una media del 26 por 100 de los 


votos emitidos (el 26 por 100 en 1945, el 25,6 por 100 en 1951 y el 
25,8 por 100 en 1956). 

Como reacción frente a este estado de cosas va a delinearse 
en la Constitución de 1958 una nueva figura de relaciones entre 
la función de gobierno y el control político de esta función, que 
podríamos denominar de responsabilidad política condicionada. 
Cabe señalar como origen remoto de este nuevo tipo de régimen 
la práctica desenvuelta en las monarquías del norte de Europa. En 
estos regímenes no existe una oposición revolucionaria, pero sí 


existe, como consecuencia del régimen electoral proporcional, un . 


pluripartidismo, que obliga a constituir gobiernos de coalición 
y frecuentemente incluso gobiernos minoritarios que se apoyan 
en mayorías variables del Parlamento. Para resolver este proble- 
ma, la práctica ha desenvuelto un principio —al que hemos de- 
nominado con FusILIER, régimen de parlamentarismo negativo—, 
, en virtud del cual basta para sostener un gobierno la no existencia 
. de una votación de censura. La Ley Fundamental de Bonn y la 
“Constitución francesa de 1958 han llevado este principio a sus 
últimas consecuencias, regulando minuciosamente la responsabili- 
dad política y las condiciones en que esta responsabilidad debe 
deducirse. No estamos, pues, ante convenciones, fruto de una 
experiencia pragmática, sino ante normas que quieren prever el 
curso de un proceso, reaccionando frente a una situación anterior. 

La Constitución francesa de 1958 asiena específicamente al go- 
bierno la misión de determinar y conducir la política de la nación, 
como función diferenciada de la dirección suprema de la adminis- 
tración (art. 20). Con estricta coherencia, los artículos 49 y 50 re- 
gulan la exigencia de la responsabilidad política del gobierno 
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como una discusión de su programa, de una declaración del go- 
bierno sobre política general, o sobre la aprobación de un texto 
(normalmente, parte de un proyecto legislativo mediante el que 
realiza su política), o por una moción de censura presentada por 
los diputados que discrepan de la orientación política del gobier- 
no. Y la práctica admite una votación de confianza a un gobierno 
después de su nombramiento). 

- Ahora bien: lo realmente sugestivo son las condiciones en que 
esta responsabilidad se deduce. La Ley Fundamental de Bonn la 
ha configurado en el llamado voto de censura constructivo, por el 
que «la Cámara federal sólo puede expresar su desconfianza al 
canciller si al mismo tiempo le elige un sucesor por mayoría de 
sus miembros y requiere al presidente para que proceda a su 
relevo». : : ( ] | 

Un carácter análogo hay que atribuir a la moción de censura 
regulada en los artículos 49 y 50 de la Constitución francesa de 
1958. Esta moción de censura exige, para ser aprobada, la mayo- 
ría de los miembros que componen la Asamblea, computándose 
únicamente los votos favorables a la moción de censura (mayoría 
efectiva). Como puede advertirse, también aquí se condicionan 
los efectos de esta actualización de una responsabilidad política 
a la existencia de una mayoría absoluta de votos contrarios al 
gobierno que se supone podrán constituir un gobierno de signo 
diverso. La designación de un sucesor del jefe del gobierno, que 
exige la Ley Fundamental de Bonn, está aquí compensada por la 
libre designación del primer ministro que se atribuye al Presi- 
dente de la República y por la facultad del mismo presidente (pre- 
via consulta del primer ministro y de los presidentes de las dos cá- 
maras) de decretar la disolución de la Asamblea Nacional. Si, por 
otra parte, se tiene en cuenta que sólo puede presentarse una mo- 
ción de censura en cada sesión del Parlamento (salvo que el primer 
ministro comprometa la responsabilidad del gobierno en la apro- 
bación de un texto) y que estas sesiones se han limitado drásti- 
camente, se podrá ponderar hasta qué punto está protegido el 
Gobierno frente a una oposición desquiciada o un Parlamento que 
se desorbite de su función de control. Es obligado advertir, además, 
que una ley electoral que exige en la primera vuelta la mayoría 
absoluta, premia claramente la formación de una mayoría que 
apoye a un gobierno estable. 
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6. Los partidos políticos franceses 


1. No se puede comprender adecuadamente estas relaciones 
entre el Gobierno y el Parlamento ni la elección misma del'Pre- 
sidente de la República sin tener en cuenta la existencia de los 
partidos políticos franceses, y hasta cierto punto, la presencia de 
múltiples asociaciones de opinión y grupos de intereses que los 
respaldan. 

En lo que se refiere a los partidos, la Constitución de 1958 los 
ha reconocido a nivel constitucional como instrumentos que con- 
| curren a la expresión del sufragio. «Los partidos y las agrupa- 
| ciones políticas —dice el artículo 4.”— concurren a la expresión 
| del sufragio. Se forman y ejercen su actividad libremente. Deben 
. respetar los principios de la soberanía nacional y de la demo- 
cracia.» Aunque este artículo matiza una especialidad del derecho 
| de asociación política, reconociendo el derecho de estas asocia- 
| 0 ciones a participar en los procesos electorales, y establece en 
| principio un límite muy general de su legitimidad, de hecho no ha 

tenido consecuencias jurídicas ni políticas y los partidos france- 
ses como antes de su reconocimiento constitucional viven bajo el 
juego general del derecho de asociación y la autoridad del juez. 
Incluso en la ley electoral, aunque se les tiene en cuenta a distin- 
tos efectos, se prescribe que el voto no debe tener indicación del 
partido a que pertenece el candidato por quien se vota. 

Los partidos franceses tienen una vieja tradición, pero, no obs- 
tante, hay que tener hoy en cuenta que la segunda guerra mun- 
dial y las circunstancias que determinaron la promulgación de la 
Constitución de 1958 ha quebrado en muchos casos esa tradición 
de los partidos. El régimen se caracteriza por una relativa ines- 

_fabilidad de los partidos, sobre todo en los partidos de centro, 

que cambian continuamente las etiquetas con que se presentan 
a los electores o con que se agrupan en el Parlamento. Al mismo 
tiempo, el emparentamiento a fines electorales que favorece el 
régimen electoral francés es un elemento más de confusión. 

Un partido con una gran tradición en la 11 República a partir 
de 1901, el partido radical, es hoy un recuerdo con algunos su- 
pervivientes que unen sus candidaturas a los socialistas y radica- 
les de izquierda. El M.R.P. como fórmula de democracia cris- 
tiana que nació con la IV República prácticamente ha desapare- 
cido o se ha confundido con otros grupos de centro. La nueva fór- 
mula de elección del Presidente ha presionado sobre las coaliciones 
de los partidos, hasta tal punto que quizá la mejor fórmula para 
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entender hoy el régimen de partidos francés es distinguir entre la 


mayoría gubernamental y los grupos de oposición, que aparecen 
-con cierta coherencia unidos en el Parlamento y uniendo sus votos 
en una elección presidencial. Hay que tener en cuenta también la 
presencia de lo que fue inicialmente un «movimiento» auspiciado 
“por el general De Gaulle y que hoy es un partido de gobierno, el 
llamado Unión de Demócratas para la República (U. D.R.), que 
aunque con signo decreciente es la minoría más numerosa de la 
Cámara en la V República, y que ha sido eje obligado de todos los 
gobiernos desde 1962 como un partido «predominante». 
- Siguiendo la indicación que hemos hecho anteriormente sobre 
los grupos que se disputan la mayoría de gobierno en el Parlamen- 
to. y que disputan la elección presidencial, se pueden distinguir los 
siguientes partidos: 

Hay un grupo de partidos que formaron coalición en las elec- 
ciones de 1973 y 1978 como grupos mayoritarios del Gobierno. En- 
tre ellos se cuentan como grupo minoritario más importante el 
U. A. R., Union des Démocrates pour la Republique (antiguo R. P. R. 
Rassemblement pour la République), continuador de las inspiracio- 
nes de De Gaulle, y que aunque ha perdido muchos puestos y votos 
en esas elecciones, continúa siendo la minoría más importante con 
150 diputados en la Asamblea. Varios grupos de centro unidos en la 
elección bajo un lema común U. D.F. (Unión pour la Démocratie 
Francaise, que comprende, entre otros, el partido republicano, el 
Centro de Demócratas Social, el Partido Radical y los independien- 
- tes que se unen a la mayoría presidencial) obtuvieron 139 puestos, 
con una sensible mejora en la votación de 1978. 

A su vez, los partidos de oposición aparecían vinculados por lo 
que se llamaba el programa común y comprendía el Partido Socia- 
lista, heredero de la S. F.1. O., y que es hoy quizá el más antiguo 
de los partidos franceses, que obtuvo 104 puestos en la elección de 
1978; el Partido Comunista, con 86 puestos en el Parlamento, y res- 
tos de los radicales socialistas, que obtuvieron diez puestos. El Par- 
tido Comunista, que nació en 1920 con una disidencia en el Congre- 
so Socialista de Tours, mantiene un electorado estable ligeramente 
superior al 25 por 100, pero el eje de la coalición ha venido siendo 
el Partido Socialista, que obtuvo en la última elección nueve dipu- 
tados más que en la anterior. 

En el sistema de partidos francés se está produciendo en estas 
- últimas elecciones (a partir de 1958) una curiosa transformación 
del multipartidismo en dos bloques de centro-derecha e izquierda 
propiciados por la elección presidencial, y más aún, por las exigen- 
cias de un sistema semipresidencialista-semiparlamentario, que 
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obliga a coordinar los poderes de gobierno del Presidente de la 
República con los de un Gobierno, que se apoya en una mayoría 
parlamentaria. La única posible quiebra del sistema es la posible 
discordancia entre la mayoría que elige un Presidente y la mayoría 
que elige una Asamblea, sobre todo teniendo en cuenta que los 
plazos de una y otra elección no coinciden. Este hecho patente ha 
llevado incluso a propugnar una reforma constitucional que haga 
coincidir estas dos elecciones. / 


7. Los órganos constitucionales de justicia 


Nos queda, por último, que aludir, para completar este cuadro 
orgánico de la nueva Constitución francesa, a las diversas insti- 
tuciones de justicia que en ella se establecen. 


a) Al Presidente de la República le compete garantizar la in- 
dependencia de la autoridad judicial. Para cumplir esta misión 
está asistido de un Consejo Superior de la Magistratura, que, bajo 
su presidencia, está integrado por el ministro de Justicia y nueve 
miembros designados por el presidente de la República. Compete 
al Consejo la propuesta de nombramientos de magistrados del 
Tribunal de Casación y del primer presidente del "Tribunal de Ape- 
lación. Al mismo tiempo informa sobre las propuestas del minis- 
tro de Justicia para los nombramientos de los restantes magistra- 
dos y es consultado en el ejercicio del derecho de gracia. Actúa 
como consejo de disciplina de los magistrados judiciales. 

b) El Alto Tribunal de Justicia es un órgano especial cuya 
competencia alcanza a los actos del presidente de la República 
realizados en el ejercicio de sus funciones, que puedan constituir 
alta traición, así como a los actos de los miembros del gobierno, 


realizados en el ejercicio de sus funciones, que constituyan críme- 
- nes O delitos en el momento en que han sido realizados. La acu- 
sación es formulada por las dos cámaras, que toman el acuerdo 
de acusar por un voto idéntico formulado en escrutinio público y 


que exige para su aprobación la mayoría absoluta de los miembros 
que las componen. 

c) El Consejo constitucional está compuesto de nueve miem- 
bros cuyo mandato dura nueve años, renovándose por terceras 
partes cada trienio. Su presidente es designado por el Presidente 
de la República, que designa al mismo tiempo tres de sus miem- 
bros; otros tres son designados por el presidente de la Asamblea, 
y tres por el presidente del Senado. También forman parte de él 
los antiguos Presidentes de la República. 
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Este Consejo constitucional está definido como un órgano de 


control. Vela por la regularidad de las elecciones del Presidente 
de la República; es Tribunal para las cuestiones que puedan sus- 
citarse en las elecciones de los diputados y senadores y le corres- 
ponde velar por la regularidad de las votaciones en referéndum. 
Su competencia fundamental se proyecta, sin embargo, sobre la 
constitucionalidad de la ley. En este ámbito tiene una competencia 
obligatoria que alcanza a las leyes orgánicas y a los reglamentos 
de las asambleas parlamentarias, que deben serle sometidos an- 


tes de aplicarse; y una competencia rogada que alcanza a las de- 


más leyes que le sean sometidas por el Presidente de la República, 
el primer ministro o el presidente de una de las dos cámaras. Las 
decisiones del Consejo Constitucional no son susceptibles de re- 


- curso y obligan a todos los poderes públicos y a las autoridades 


administrativas y judiciales. Su actuación está adquiriendo cierta 
importancia en los últimos años. Su decisión de 17 de julio de 1971, 
sobre el derecho de asociación la ha transformado en guardián de 
las libertades públicas y una ley constitucional de 29 de octubre 
de 1974 ha legitimado a 60 diputados, o 60 senadores para impugnar 
la constitucionalidad de una ley, aumentando notoriamente las po- 
sibilidades de control constitucional que ejerce este órgano. De 
nueve impuenaciones en quince años, se ha pasado a 31 en cuatro, 
desde 1974 a 1978. 


8. El Consejo económico y social y los grupos 
y sindicatos franceses 


El Consejo económico y social que regulaba la Constitución 
de 1946 ha sido mantenido con una competencia consultiva sobre 
los problemas económicos y sociales que interesen a la República 
o a la Comunidad; desde este punto de vista extiende su acción 
como un órgano común a ambas organizaciones. La nueva regula- 
ción autoriza a un miembro del Consejo para exponer ante las 
Cámaras el informe del Consejo sobre los proyectos que se le so- 
meten. Este Consejo se está configurando como un órgano impor- 
tante, por su intervención en las labores preparatorias de los pla- 
nes de desarrollo económico y social. 

Este Órgano ha canalizado en cierta manera el fenómeno aso- 
ciativo francés y la representación de sus intereses. 

En Francia se han multiplicado también, como en los demás 
países occidentales, las asociaciones y grupos de interés, que no 


sólo dan un perfil distinto a la sociedad francesa contemporánea, 


sino que presionan sobre los procesos políticos. 
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Este fenómeno tiene en Francia varias características peculia- 
res. Hay, en primer lugar, un pluralismo dentro de los grupos que 
defienden los mismos intereses por la presión de diversas corrien- 
| tes ideológicas. Hay también un régimen económico con múltiples 
] empresas nacionalizadas y con un control público del crédito, 
lo, las inversiones y las exportaciones que da un perfil muy especial 
| a la acción de los grupos, que muchas veces proceden de los pro- 
pa pios cuadros de la Administración. Por último, hay curiosamente 
| una gran floración de asociaciones, pero un escaso interés por 

parte de los asociados, o de los que participan del mismo interés, 
en participar en ellas. Francia tiene la más baja tasa de sindica- 
ción de Europa y el mismo desinterés se da en las asociaciones 
empresariales y económicas. 

MEYNAUD hizo hace años un catálogo de estos ETUpOS de la 
sociedad francesa que ha sido revisado por él mismo y sus colabo- 
radores y contradictores en varias ocasiones. Hasta cierto punto 
nos podemos servir del cuadro mismo que sirve de base a la re- 
presentación en el Consejo Económico y Social. Hay cinco gran- 
des organizaciones de la industria y el comercio, entre las que hay 
que contar el Consejo Nacional del Patronato francés, entidad 
muy compleja, compuesta de federaciones; las Cámaras de comer- 
cio; la Confederación general de empresas pequeñas y medianas; 
el Centro de Patronos Jóvenes y la Federación nacional de co- 
merciantes. El artesanado está también representado por cuatro 
grandes grupos, y, junto a ellas, las industrias nacionalizadas 
como entidades parapúblicas. 

Especial importancia tienen los grupos agrícolas, divididos 
también en varias federaciones y confederaciones. La más tradi- 
cional es la Federación Nacional de sindicatos de explotadores 
agrícolas, a la que se oponen curiosamente otros centros o gru- 

- pos que significan una oposición entre veteranos y jóvenes. Así, 
frente a esa gran federación, surge el Círculo Nacional de Jóvenes 

. agricultores o el Sindicato de cultivadores jóvenes, que defienden 
la reforma de los mercados, propugnan la reforma de la estruc- 
tura de la explotación y de la formación profesional. Estos y otros 
organismos sindicales agrícolas se manifiestan a veces hoy con 
un carácter violento y en cierta manera anárquico, y tienen un 
gran peso político en la elección del Senado. 

Junto a estos grupos de carácter económico no hay que olvi- 
dar otros de carácter predominantemente ideológico, como la ma- 
sonería, la Liga de los derechos del hombre y otros movimientos 
como las asociaciones familiares, el Comité de clases medias o el 

Centro de Jóvenes empresarios, impulsados por la Ielesia Católica. 
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El sindicalismo obrero acusa este mismo pluralismo en con- 


traste con una débil disciplina de los sindicatos y una bajísima 
cifra de encuadramiento sindical. La Confederación General del 
Trabajo se escindió en 1947, dando lugar a la C.G.T. Force 


_Ouvriére. La Confederación francesa de Trabajadores Cristianos 


se escindió también en 1964. Existe también una importante Fe- 
deración de profesores y una Confederación General de Cuadros. 
- El total de obreros sindicados en estas distintas sindicales es 
de unos cinco millones, y es curioso advertir que hay entre ellas 
grandes diferencias en la base social de encuadramiento. La C. G. T. 
es el Sindicato de los trabajadores individuales, de la aeronáutica, 
el automovilismo, los ferrocarriles, los puertos, las minas y correos 
y telecomunicaciones. La C.F.D.T. escindida de los Sindicatos 
cristianos recluta sus miembros entre las industrias metalúrgicas, 
textiles y de la alimentación y, en parte, en la industria química 
y de la construcción. La C. G. T. F. O. tiene su base en funcionarios 
del Estado y no es necesario indicar cuál es la base de la federación 
de la enseñanza (F. E. N.). 

No obstante, estas debilidades que derivan de la división y de 
la baja tasa de encuadramiento, el sindicalismo, tiene una tradi- 
ción de participación reconocido no sólo en el Consejo Económico 
y Social y en las Comisiones del Plan, sino en múltiples consejos 
de la Administración pública. A partir de 1968, esta colaboración 
se ha hecho más estrecha, reconociéndose a las secciones sindi- 
cales como organización colectiva de los trabajadores de cada 
empresa y a los delegados como sus representantes un derecho 
de información. 
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1. Historia constitucional 


La historia constitucional alemana tiene como punto de partida 
la proclamación del II Reich y como primer documento constitu- 
cional la Carta imperial de 1871. 

Antes de esa fecha, la Confederación germánica (1815-1860) se 
basaba en la idea de un «pacto entre Estados» en que se destacaba 
el carácter originario de éstos con la subsiguiente dispersión de los 
centros de poder político. 

Pero, al mismo tiempo, a lo largo del siglo xrx se elaboró una 
doctrina de la concepción unitaria de la soberanía del poder esta- 
tal, que encontraremos unánimemente aceptada en el derecho pú- 
blico alemán, que rechaza las concepciones de soberanía nacio- 
nal o soberanía del pueblo. Las revoluciones de 1830 y 1848 no 
significarán, por su propio contenido ideológico, una desviación 
de esta doctrina. Como inmediata consecuencia, las constituciones 
alemanas confirieron siempre un poder preponderante al ejecutivo. 

En todas las Constituciones, otorgadas y autoritarias, del si- 
elo xix de los Estados alemanes encontraremos dos tendencias: 
la afirmación de los propios Estados como fuerza centrífuga y la 
concepción de la unidad de poder como tendencia opuesta que con- 
duciría a la unidad de un Estado por encima de aquellos Estados 
confederados. 

La Carta imperial de 1871 expresaría claramente esta situación. 
Se constituía una especie de federación de príncipes, y de ciuda- 


- des libres (hanseáticas), que estaban representados en un Consejo 


federal. El canciller sólo era responsable ante este Consejo federal. 


* Este capítulo lo ha redactado el profesor A. Padilla Serra. 



























































314 DERECHO CONSTITUCIONAL COMPARADO 


Administración, quedarían en manos de los Estados, por lo que 
la acción del Reich se limitó en la práctica a las cuestiones interna- 
cionales, las militares y la legislación de carácter civil y penal. 

Esta evolución constitucional no sufrirá cambio importante 
hasta la promulgación de la Constitución republicana de Weimar 
de 1919, con la desaparición del II Reich, después de la derrota 
alemana en la guerra de 1914-1918. 

La Constitución de Weimar realiza una centralización de los 
poderes en beneficio del Estado federal y de sus órganos ejecuti- 
vos, reaccionando contra el federalismo tradicional y reforzando 
la tendencia unitaria. ] | 
- Los poderes de la República aumentarán, en detrimento 'del de 
los Estados, sobre todo en el campo de la legislación económica y 
fiscal y en el de la administración en general. El Presidente, que 
se elegirá por sufragio universal cada siete años, tendrá tantos po- 
deres como el Káiser, su antecesor. El Canciller, jefe del go- 
bierno, tenía necesidad de la confianza parlamentaria, pero el 
Presidente podía mantenerlo en el poder en virtud de sus poderes 
excepcionales. Además, el Presidente de la República podía con- 
vocar un referéndum para la aprobación de las leyes y disolver el 
parlamento, en su condición de defensor de la Constitución y de 
árbitro entre los poderes constitucionales. 

El artículo 48 de la Constitución de Weimar consagraba una 
forma de «dictadura constitucional» por la que, en circunstancias 
excepcionales, apreciadas discrecionalmente por el propio Presi- 
dente, éste podría suspender las libertades públicas y, concurren- 
temente con el canciller, legislar de espaldas al Parlamento. La 
posición del Canciller entre el Parlamento, cuya confianza necesi- 
taba, y el Presidente, que podía paralizar su acción, era indudable- 
mente débil y polémica. Las mayorías parlamentarias, inestables 
.. COmOo consecuencia de la división en y entre los partidos, produje- 
:ron crisis gubernamentales constantes, que facilitaron el uso casi 
permanente por parte del presidente de sus poderes excepcionales. 

Esto explica que la llegada al poder de Adolfo Hitler se reali- 
zase por vías constitucionales. En enero de 1933 sería llamado al 
poder por el presidente Von Hindenburg y su gobierno recibiría, 
de una mayoría nacionalista y nacionalsocialista, y, con el consen- 
timiento de los partidos moderados, plenos poderes en marzo de 
aquel mismo año, lo que le permitiría dejar de facto sin valor a la 
Constitución de Weimar, que no fue expresamente derogada, y la 
instauración del III Reich bajo el poder del Fihrer. 


La idea de un régimen parlamentario estaba muy lejos de esa con- 
cepción. Por otra parte, las cuestiones interiores, y sobre todo la 
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La guerra mundial, iniciada en 1939, terminaría con la desapa- 
rición de un poder autoritario y personalizado al máximo, en el 
marco de un Estado totalitario. 

La rendición incondicional impuesta por los aliados el 7 de 
mayo de 1945 abrió un paréntesis en el orden constitucional ale- 
mán, que terminaría —aunque en 'aquel momento se pensara con 
carácter provisional— con la promulgación de la Ley Fundamental 
de Bonn en mayo de 1949. Durante esos cuatro años, el cambio de 
clima en las relaciones entre las cuatro potencias ocupantes, es- 
pecialmente entre las potencias occidentales y la U.R.S.S., in- 
fluyó poderosamente en la evolución interna de Alemania. 

Por la declaración de 5 de junio de 1945, se instituyó el Con- 
sejo aliado de control, compuesto por los cuatro comandantes en 
jefe y sus consejeros políticos, que con sede en Berlín, se hizo 
cargo de la autoridad suprema de gobierno en Alemania. Este 
poder se ejercía por cada comandante en jefe en su zona de ocu- 
pación y por el consejo para «todos los asuntos concernientes a 
Alemania considerada como un todo». El territorio que se había 
dividido en las cuatro zonas de ocupación —además de Berlín— 
era el situado al oeste de la línea fluvial Oder-Neise, con lo que 
quedaba reducido en un 32 por 100 en relación al que resultó de 
la paz de Versalles, al final de la primera guerra. 

La reconstrucción de una escala de autoridades alemanas se 
hizo en primer término en el campo de la administración pública, 
comenzando desde la esfera municipal hasta alcanzar el ámbito 
del land (país), y según un ritmo diverso que dependió del go- 
bierno militar de la zona correspondiente. 

La formación de los cuerpos representativos en los distintos 
Lánder también siguió el mismo camino. Primero se celebraron 
elecciones municipales, después circunscripcionales y, por último, 
auténticas elecciones políticas para el establecimiento de los par- 
lamentos en los diversos Lánder (Lándtage). En las zonas norte- 
americana, francesa y soviética, estos cuerpos representativos rea- 
lizaron funciones constituyentes para proveer a los Lánder de una 
Constitución que permitiera el funcionamiento de gobiernos res- 
ponsables ante los Lándtage. Una vez dado este paso, se amplió 
el número y la intensidad de las atribuciones concedidas a las 
autoridades alemanas. Estas Dietas de los Lánder fueron estable- 
cidas en la zona americana en junio de 1946, en la británica en 
abril de 1947 y en la francesa en mayo de este año. 

Pronto se hizo sentir la necesidad de unas autoridades con ju- 
risdicción más amplia. Los Estados Unidos propusieron una unión 
económica de las zonas, que no fue aceptada por franceses y so- 
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viéticos. En 1947 se firmó un acuerdo por los gobiernos milita- 
res de Gran Bretaña y Estados Unidos para la creación de un 
«consejo económico» común para las dos zonas. Así se estable- 
ció una «bizona» económica y al mismo tiempo ' una administra- 
ción común. 

El año 1948 es una fecha clave de la historia de la posguerra 

alemana. Los gobiernos de los Estados Unidos y de la Gran 'Breta- 
ña decidieron seguir avanzando en sus planes de reorganización 
de Alemania occidental, frente a la oposición soviética y a. la des- 
gana francesa. En este año, el consejo económico «bizonal», re- 
. unido en Frankfurt, fue reformado para crear el núcleo de las 
futuras instituciones políticas alemanas. Duplicó el número de sus 
miembros y se estableció una segunda cámara —un Láanderrat 
(consejo de países)— compuesta por dos representantes de cada 
Land. Una comisión ejecutiva fue establecida (compuesta de un 
mínimum de seis miembros) para que sirviera de ejecutivo. Del 
lado de la administración pública, se crearon los cargos de direc- 
tores de servicios administrativos y por encima de ellos, con la 
misión de coordinarlos, se instituyó un director general, para las 
dos zonas unificadas. 

El 1 de julio de 1948, los eobernadores militares aliados de las 
tres zonas occidentales presentaron a los jefes de los once gobier- 
nos de los Lander comprendidos en ese territorio tres documentos 
basados en las Resoluciones de Londres, en los que se trazaban 
directrices sobre el contenido de la futura Constitución. Esencial 
era la exigencia de una Constitución democrática y una forma 
federal de gobierno para los Lánder participantes, con la finalidad, 
a más largo plazo, de restablecer la unidad alemana, e inmediata 
de «proteger los derechos de los Lander respectivos, crear una 
adecuada autoridad central y garantizar los derechos y las liber- 
tades individuales». 


2. La Ley Fundamental de Bonn 


El 1 de septiembre de 1948 comenzó en Bonn sus trabajos un 
Consejo parlamentario (Parlamentarische Rat) compuesto por se- 
senta y cinco miembros elegidos por los Láandtage, más cinco re- 
presentantes de Berlín que sólo tenían voto consultivo. En las 
lentas deliberaciones del consejo, la Constitución de Weimar, y su 
experiencia, influyó positiva y negativamente en la elaboración del 
nuevo texto. 
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El 8 de mayo de 1949 se aprobó, por 53 votos contra 12, la Ley 


Fundamental, que fue sometida a la aprobación de los gobernado- 


res militares aliados. Estos la concedieron cuatro días más tarde 


con algunas reservas. La más importante fue la de no incluir a 
Berlín como Land número doce de la Federación. 

Los partidos cristiano-demócrata y social-demócrata tuvieron 
27 puestos cada uno en el Consejo parlamentario, los liberales- 
cinco, y el resto de los partidos (centro, partido alemán y partido 
comunista) seis puestos, a razón de dos para cada uno. 

- Según el artículo 144 de la Ley Fundamental, se precisaba ade- 


- más su ratificación por los dos tercios de los Lander. Obtenida la 


aprobación de diez de ellos —Baviera no la ratificó— la Ley Fun- 


- damental entró en vigor el día 23 de mayo de 1949. 


En agosto de 1949 se celebraron elecciones para el Bundestag, 
en septiembre fueron designados los miembros del Bundesrat y 
se procedió a la elección del presidente de la República Federal. 
El 15 de septiembre era elegido, por el Bundestag, el Canciller fe- 
deral. Todas las partes del engranaje del nuevo orden constitucio- 
nal estaban listas para su funcionamiento. 


3. Principios generales 


Los constituyentes alemanes no habían querido designar a su 
asamblea como «constituyente» ni a su obra con el título de cons- 
titución, aunque su contenido respondía a los cánones de un texto 
constitucional en sentido formal. Por la situación de división del 
territorio alemán se quiso dejar patente su carácter transitorio, 
hasta que se complete la «unidad y libertad de Alemania» —se de- 
cía (preámbulo)— en cuyo caso, esta Ley Fundamental debería ser 
sustituida por «una Constitución que haya sido acordada por libre 
decisión del pueblo alemán» (artículo final). Se prevé, sin embar- 
go, que el ámbito de vigencia de la Ley Fundamental será ampliado 
a medida que nuevas partes del territorio sean incorporadas (ar- 
tículo 33) y hasta que se produzca aquella sustitución definitiva. 


La Ley Fundamental está dotada de una característica «rigi- 
dez» constitucional. No sólo se dificulta especialmente su reforma, 


- sino que se excluye de toda posible revisión cuanto afecte a la 


estructura federal o a los principios enunciados en la declaración 
de derechos fundamentales y en la definición del nuevo Estado. 
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Pese a esa «rigidez» constitucional, la Ley Fundamental ha sido 
modificada por sucesivas leyes constitucionales para acomodarla 
a nuevas situaciones internas e internacionales. Hasta 1977 se ha- 
bían promulgado más de 30 leyes constitucionales, que en la 'prác- 
tica legislativa se numeran, reformando la Ley Fundamental 1. Sólo 
en 1969 se aprobaron siete leyes de esta. clase. Como veremos, estas 
modificaciones han influido poderosamente en la evolución del 
federalismo alemán. ¡ 

La República Federal alemana se define como un Estado fe- 
deral, democrático y social. La misma Ley Fundamental, aclara 
el sentido del término democrático con la afirmación de que «to- 
dos los poderes del Estado emanan del pueblo», que los ejerce a 
través de las elecciones y votaciones y por medio de los órganos 
especiales de la legislación, del poder ejecutivo y de la administra- 
ción de la justicia. El pueblo alemán, además, es el titular del 
poder constituyente. Sin embargo, no se prevé procedimiento al- 
guno de democracia directa. 

En esta misma dirección democrática se establece que el or- 
denamiento constitucional de los Lander debe ser conforme a los 
principios de un «Estado de derecho, social, democrático y repu- 
blicano» encargándose la Federación de garantizar que los diver- 
sos ordenamientos corresponden a los derechos fundamentales y 
a los principios anteriores. En los Lánder deben existir órganos 
representativos del pueblo. 

A los partidos políticos se les da el rango de instrumentos, con- 
sagrados en el texto constitucional, para la cooperación en la rea- 
lización del carácter democrático del Estado. En relación con ello, 
se exige que su ordenamiento interior debe corresponder a prin- 
cipios democráticos, declarándolos «inconstitucionales» si por sus 
fines, o como consecuencia de la conducta de sus miembros, aten- 
tan contra el orden fundamental y democrático, o tienden a elimi- 


- nar O ponen en peligro la existencia de la República Federal 





. alemana. 


1.El 22 de junio de 1972 el Bundestag aprobó tres nuevas leyes modificando la 
Ley Fundamental, en el campo de la seguridad interior. Por una de esas leyes se 
establece que en el futuro la policía federal de fronteras podrá ser llamada por el 
gobierno de los Lánder para apoyar a la policía del Land en los casos en que esta 
última no pueda cumplir su misión. Por la segunda ley se asegura la coordinación 
entre las diversas «oficinas para la protección de la Constitución» (agencias a las que 
compete el mantenimiento de la seguridad interior) y se incrementa su competen- 
cia para la recogida de información sobre los movimientos que atenten contra la 
seguridad interna de la República Federal. Por la tercera se da a la Federación po- 
deres amplios para legislar sobre armas. Hasta ese momento la Federación podía 
legislar sobre los aspectos económicos, pero no sobre los aspectos de seguridad en 
materia de armas. 
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En las zonas occidentales de ocupación aparecieron una mul- 
tiplicidad de partidos políticos y la Ley Fundamental declaró libre 
su fundación, con las limitaciones constitucionales mencionadas. 
En la hora presente —por la declaración de inconstitucionalidad 
de unos que ha impedido su desarrollo y por el mecanismo de la 
ley electoral de 1957— es en torno a tres grupos donde se polariza 
esta función atribuida por la Ley Fundamental a los partidos po- 
líticos: el partido demócrata cristiano (”Christlich Demokratische 
Union-Christlich Sozial Union. C.D. U.-C. S. U.”), el social demó- 
crata (”Sozialdemokratische Partei Deutschland”. S.P.D.) y el li- 
_ Lberal (”Freie Demokratische Partei”. F.D.P.). Esto no significa 
la inexistencia en territorio alemán de otros partidos menores que 
acuden a las contiendas electorales, pero a la hora de valorar la 
función de los partidos actuales en el funcionamiento del sistema 
parlamentario alemán habrá que tener en cuenta el reparto de 
fuerzas —y el consiguiente número de miembros en el Bundestag— 
de estas tres formaciones principales. 

El 24 de julio de 1967 se promulgó una Ley sobre los partidos 
políticos que daba reglas sobre su organización interna y sobre su 
financiación. Se quería garantizar en la organización de los parti- 
dos una democracia interna y luchar contra las financiaciones más 
O menos ocultas que podían desviar a los partidos de su misión 
constitucional. 

Anteriormente, la ley federal que aprobó el presupuesto de 1965 
había acordado una indemnización global de treinta millones de 
marcos para los partidos que estuviesen representados en el Bun- 
destag. El Tribunal constitucional federal, en sentencia de 19 de ju- 
lio de 1966, anuló por inconstitucional esta disposición presupues- 
taria estimando que solamente se debían reembolsar los gastos de 
las campañas electorales y que esta ayuda estatal debía darse in- 
cluso a los partidos que no hubiesen obtenido puestos en el Bun- 
destag. 

La Ley sobre partidos políticos de 1967 también ha tenido que 
ser modificada como consecuencia de una nueva sentencia del Tri- 
bunal constitucional federal que, de acuerdo con la anterior ju- 
risprudencia de 1966, estimaba existían unas discriminaciones en 
el campo de la financiación y de la publicidad que eran incons- 
titucionales. Como consecuencia de esta sentencia de 3 de diciem- 
bre de 1968, final del recurso promovido por el partido N.P.D. y 
por el partido bávaro, que se consideraron lesionados en sus dere- 
chos, se promulgó una nueva ley de 22 de julio de 1969?, ac- 


2 Modificada por la Ley de 24 de julio de 1974. 
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tualmente en vigor, por la que se modifica la de 1967 en sus dispo- 
siciones sobre financiación y publicidad de los recursos propios. 


Según el Tribunal constitucional federal, todo partido político 
que ha hecho esfuerzos serios de propaganda debe ser reembol- 
sado de sus gastos y beneficiado de antemano para su próxima 
campaña incluso si no ha obtenido un 2,5 por 100 de los riadas 
emitidos en las elecciones generales. 


La nueva ley establece que los partidos que hayan obtenido más 
del 0,5 por 100 de los votos totales, o del 10 por 100 en una cir- 
cunscripción electoral, tienen derecho a recibir de la Federación 
2,5 marcos por elector inscrito. Anualmente habrán de publicarse 
los nombres de las personas físicas O jurídicas que hubiesen en- 
tregado donativos a los partidos superiores a 20.000 marcos. al año. 
Con esta fórmula se evita la discriminación establecida en la ley 
de 1967, que ordenaba sólo se publicaran los nombres de personas 
jurídicas si sus donativos excedían de 200.000, y de las personas 
físicas si sobrepasaban los 20.000 marcos. | 


El carácter social, que también se incluye en la definición de 
la República Federal alemana, aunque no es objeto de una decla- 
ración. especial en el texto, alude indudablemente a las libertades 
y derechos fundamentales que, incluidos en el título 1 de la Ley 
Fundamental, reciben un tratamiento totalmente diverso al de una 
ideología individualista; la aparición del matrimonio y de la fa- 
milia como sujetos de derechos y deberes, la asistencia y seguridad 
social, la proclamación de la función social de la propiedad, la po- 
sibilidad, incluso, de llegar en algún caso a la socialización de la 
tierra, los recursos naturales y los medios de producción, así como 
el derecho a constituir asociaciones sindicales, que incluye la de- 
claración de ilegalidad de los acuerdos o medidas que tiendan a 
limitar este aspecto de la libertad de asociación. El derecho de 


- huelga no está consagrado constitucionalmente. 


La pluralidad sindical se ha convertido de hecho en unidad de 


: organización, ya que el 90 por 100 de los obreros sindicales lo están 
en el D. G. B. (Deutsche Gewerkschaft Bund), que es una federa- 


ción de sindicatos. 


También se establece como principio de la República Federal, el 
ser un Estado de derecho, donde toda «la legislación está sujeta al 
ordenamiento constitucional y donde el poder ejecutivo y la admi- 
nistración de la justicia lo están a la ley y el derecho». 

El ámbito de las libertades públicas y de los derechos funda- 
mentales proclamados en la Ley Fundamental no puede ser inter- 
pretado en un sentido «radical», ya que se establece la caducidad 
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de los mismos cuando su ejercicio se dirija a combatir el orden 


constitucional liberal y democrático. 

En la medida que la Ley Fundamental admite que un derecho 
fundamental sea limitado por una ley, ésta debe ser general y debe 
mencionar expresamente el derecho a que afecte e incluso el ar- 
tículo a que se refiere. Queda a salvo, en todo caso, en esta posible 
limitación, el «contenido esencial» de los derechos fundamentales 
al que no podrá afectar. 

Como garantía general —de gran importancia desde el punto de 
vista del régimen jurídico de la administración— se establece, en 


el artículo 19 de la Ley Fundamental, que cualquiera que sea lesio- 


nado en sus derechos por el poder público podrá entablar un re- 
curso del que, salvo disposición en contra, entenderán los tri- 
bunales ordinarios. | 

Por último, se reconocen como parte del derecho federal las 
reglas generales del Derecho internacional, que preceden a las le- 
yes y son fuente directa de derechos y obligaciones para los habi- 
tantes del territorio federal, y se proclama el deseo de formar 
parte de un sistema de seguridad colectiva para garantía de la paz, 
y de un arbitraje para la regulación de las diferencias internacio- 
nales, pudiendo, para ello, transferir, mediante ley, a instituciones 
supranacionales derechos de soberanía. La guerra de agresión y 
los actos que persigan perturbar la paz entre los pueblos son 
declarados inconstitucionales. 


4. La estructura federal 


El carácter federal del nuevo Estado, que también entra en la 
definición constitucional, hay que contemplarlo principalmente des- 
de el punto de vista de la organización de los poderes en la Repú- 
blica Federal. 

Pero hay que advertir que la admisión de este principio no 
estuvo exenta de problemas tanto por parte de las potencias vence- 
doras, como de los mismos alemanes, cuando comenzó a bosque- 
jarse el nuevo orden constitucional. La formación y consolidación 
constitucional previa de los Lander, sobre los que se edificaría el 
Estado, contribuyó sin duda alguna a hacer viable la solución fe- 
deral, a cuyo favor estaba también la situación dividida del terri- 


torio. Fue pública la manifiesta simpatía de las autoridades ame- 


ricanas hacia esta solución, así como la oposición a ella del partido 
socialista (S. D. P.) durante el período constituyente. 
No se puede hablar sin más de un federalismo «artificial» im- 
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puesto a los constituyentes por las potencias ocupantes, puesto 
que en la situación de Alemania —sobre todo cuando la reunifica- 
ción se creía por muchos, como ilusión no lejana— la estructura 
federal en aquel momento parecía un buen camino para la forma- 
ción de un Estado unitario, al que habría que dotar, en su día, de 
una nueva Constitución. 

No importaba para ello que no coincidieran los Léinder en su 
concreción territorial con la división histórica. Pensando en ello 
se dejó abierta la puerta, con las debidas garantías, a una futura 
reorganización territorial. 

La estructura federal, en términos generales, se concobla así: 

La Federación debe asegurar la unidad del derecho alemán y 
se le asignan amplias competencias exclusivas y sobre todo concu- 
rrentes (salvo en los campos reservados a los Lánder: policía, ense- 
ñanza y cultura) y el poder de establecer jurisdicciones supremas en- 
cargadas de vigilar por la aplicación uniforme del derecho federal. 

Los Lúánder, por su parte, debían asegurar la aplicación del de- 
recho, tanto el federal como el local, gracias a sus tribunales y a 
sus servicios administrativos, para lo que se reservaban, en prin- 
cipio, el producto de los dos impuestos más importantes: el im- 
puesto sobre la renta de las personas físicas y el impuesto sobre 
sociedades. 

Pero desde la promulgación de la Ley Fundamental las estruc- 
turas federales han evolucionado. Una serie de revisiones constitu- 
cionales han ampliado la lista de los poderes de la Federación y 
han restringido la de los Lánder. Además, y sobre todo, las prácti. 
cas constitucionales han transformado poco a poco el sistema 
primitivo. 

De un federalismo respetando los particularismos locales se ha 
pasado así a un «Estado federal unitario» en expresión de Hesse, 
es decir, a un sistema federal que tiende a la uniformidad. 

Esta evolución ha sido particularmente sensible en el campo de 
- la política económica y ello no se ha producido sin una repercu- 
- sión en la ordenación de las relaciones financieras entre la Fede- 
ración y los Lánder. 


a) Legislación.—Se establece en la Ley Fundamental un prin- 
cipio básico para la división federal de competencias. Este princi- 
pio, de carácter negativo, atribuye a los Lander el derecho a legis- 
lar, en la medida en que el texto constitucional no atribuya a la 
Federación una competencia legislativa. 

A cada Land se le atribuye, como hemos visto, el derecho de 
darse una Constitución de acuerdo con los principios establecidos 
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en la Ley Fundamental y la Federación garantiza la conformidad 
del orden constitucional de los Lander a esos principios. 

- Con respecto a la legislación ordinaria, se estructura el reparto 
de competencias con una clasificación de materias entre las que la 
Federación tiene un derecho de legislación exclusiva (relaciones ex- 


_teriores y defensa, ciudadanía, libertad de circulación y régimen 


de pasaportes, moneda, pesos y medidas, hora, comercio exterior 
y aduanas, comunicaciones del ámbito federal, estatuto de los fun- 
cionarios federales y de las corporaciones de derecho público di- 
rectamente vinculadas a la Federación, propiedad industrial e 


_ intelectual, policía criminal y defensa de la Constitución en co- 


laboración con los Lánder, estadística para fines federales) y un 
amplio campo de legislación concurrente en el que se mantiene el 
principio de que el derecho federal prevalece sobre el de los Laán- 
der. La práctica constitucional ha impuesto un predominio abru- 


mador de la legislación federal. 


-. Corresponde a los Lúánder, exclusivamente, la legislación sobre 
educación, cultura, asuntos religiosos, policía, gobierno local y 
regulación de la agricultura. 

Las facultades de legislación exclusiva de la Federación se pue- 
den delegar a los Lúnder, mediante una expresa ley federal. 

b) Administración y finanzas.—Respecto a la ejecución de las 
leyes federales, se establece el principio general de que corresponde 
a los Lúánder, salvo que la Ley Fundamental haya admitido o de- 
terminado otra cosa. Se enumeran las materias en que la admi- 
nistración federal debe intervenir con sus propios órganos. 

La administración descentralizada permitirá adaptar las leyes 
federales a las! condiciones y preferencias regionales a través de 
una esfera de poder discrecional, de la legislación suplementaria 
de los Lánder y de la ejecución de la ley federal. Esta ejecución no 
es un mero proceso mecánico, sino, por el contrario, el principal 
campo donde se manifestaba el carácter político de cada Land. 

En el ámbito financiero y presupuestario, el carácter federal 
del nuevo Estado se manifestaba en la autonomía e independencia 
de la gestión presupuestaria de la Federación y los Lander. 

Las reformas financieras de 1967 y 1969 han consagrado, aqué- 
lla parcialmente y ésta con toda amplitud, una posición preponde- 
rante de la Federación. Estas dos reformas han obligado a una 
doble revisión constitucional para adaptar la Ley Fundamental a 


estas ideas centralizadoras. 


La reforma constitucional de 1967, modificando el artículo 109 
de la Ley Fundamental, ha autorizado al Parlamento federal para 
aprobar una legislación «imponiendo a la Federación y a los Lán- 
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der reglas comunes» relativas a su política presupuestaria y su 
política financiera. El Parlamento aprobó, al mismo tiempo que la 
revisión constitucional, una ley «para asegurar la estabilidad y la 
expansión de la economía». Con estas medidas se pretendía hacer 
compatibles las políticas económicas de los Lánder con la de la 
Federación. Como instrumento se establece una «comisión de con- 
yuntura» que trata de institucionalizar una colaboración entre los 
Lánder y la Federación. En el fondo, la revisión constitucional de 
1967 tuvo por objeto autorizar al Gobierno federal a imponer a los 
Lánder ciertas medidas financieras cuando las circuntancias lo 
exigieran. Con esto se atentaba indudablemente al principio cons- 
titucional de que la Federación y los Lánder tendrían «presupues- 
tos autónomos e independientes». a 

Pero la reforma financiera de 1969, y la consiguiente revisión 
constitucional, han ido más lejos en este proceso. En esta última 
se desarrollan al máximo los poderes de control del ministerio fe- 
deral de Finanzas sobre las administraciones fiscales de los 
Lander. 

En lo que se refiere al campo de la legislación la reforma de 
1969 no es muy importante, ya que la competencia exclusiva de la 
- Federación sigue siendo la misma (monopolios fiscales y aduanas), 
y la competencia concurrente del legislador federal y de los legis- 
ladores locales se ha extendido levemente en detrimento de la com- 
petencia exclusiva de los Lúánder. Así, en lugar de numerar los 
principales impuestos, el nuevo artículo 105 de la Ley Fundamen- 
tal establece que todos los otros impuestos, salvo ciertos impuestos 
municipales tradicionales, corresponden a la competencia legisla- 
tiva concurrente. Lo más importante es que el legislador federal 
podrá dictar normas generales sobre el establecimiento y la per- 
cepción de todos los impuestos sin excepción. 

Las modificaciones más significativas en este proceso de evolu- 
ción del federalismo, se dan al repartir las competencias en el cam- 
po de la administración fiscal. La revisión de 1969 tiende a quitar 
. a los Lánder las responsabilidades administrativas más importan- 
tes, dejándoles sólo una función de mera ejecución. 

A partir de 1970, ya que la reforma financiera aprobada en 1969 
entró en vigor en enero del año siguiente, se confía al Ministerio 
federal de Finanzas la tarea de vigilar por una aplicación uniforme 
de las leyes fiscales. Aparentemente las responsabilidades adminis- 
trativas de los Lánder parecen aumentadas al confiárseles la per- 
cepción del «impuesto sobre el valor añadido», pero es sólo en apa- 
riencia, ya que sus responsabilidades disminuyen al ejercer sus 
funciones administrativas por cuenta de la Federación, bajo la 
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autoridad del Ministerio federal de Finanzas, que tendrá competen- 
cia para dictar instrucciones generales y especiales en materia fis- 
cal. Desde 1970 se ha creado una auténtica administración federal 
para la percepción de los impuestos y esto ha tenido una induda- 
ble repercusión económica, sobre todo en algunos Lánder, en lo 
referente al producto de los principales impuestos que se reparten 
entre la Federación y los Lander: el impuesto sobre la renta de las 
personas físicas, el impuesto sobre sociedades y el mencionado 
impuesto sobre el valor añadido. 


La idea que ha presidido las reformas financieras de 1967 
y 1969 es que las condiciones económicas deben ser uniformes en 
el conjunto del territorio federal, pero en la práctica esta idea ha 
sienificado un incremento de las intervenciones de la Federación 
en lo que venía siendo competencia de los Linder. 


La política económica orientada por esta idea base, está de he- 
cho, produciendo una crisis en el federalismo alemán. 


Cc) El Bundesrat.—El órgano a través del cual se institucionaliza 
la participación de los Lánder en la legislación y administración 
de la Federación es el Bundesrat o Consejo federal. 


El Consejo federal está compuesto por miembros de los gobier- 
nos de los Lander, que son nombrados y revocados por sus respec- 
tivos gobiernos. Los miembros designados auténticos mandatarios 
de sus gobiernos pueden ser sustituidos por otros miembros de 
sus gobiernos respectivos en las reuniones de comisión, pero no 
en sesiones plenarias. 


A cada Land se le atribuye un número determinado de votos 
entre un mínimo de tres y un máximo de cinco, según el número 
de habitantes. Siguiendo este sistema se pretende conseguir en el 
Bundesrat una representación de los Lánder que se proporcione 
en cierta medida a su importancia, sin romper un equilibrio entre 
todos. | 

En el cuadro siguiente se puede estimar la relación entre habi- 
tantes de los Lánder y número de votos en el Bundesrat. 

A la hora de votar, los votos de cada país han de tener un ca- 
rácter unitario y global. No son votos de los miembros, sino votos 


del Land que, a través de aquéllos, se emiten. Sea cualquiera el 


número de votos de que disponga cada Lañd, su sentido tiene que 
ser el mismo. Cuando se vota en el Bundesrat solamente se levan- 


tan diez manos, cada una con el valor correspondiente en votos. 


El Bundesrat puede ejercer la iniciativa legislativa, aunque los 
proyectos de ley que tengan este origen deben remitirse a la Dieta 
Federal (Bundestag) a través del Gobierno federal, que debe dar 
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Número de Número 


Land habitantes de 
(en millones) puestos 
Renania del Norte Westfalia Esto dl 15,85 5 
Baviera . O 9,49 5 
Baden-Wirtemberg A 7,74 5. 
Baja Sajonia .. A 6,58 5 
Hesse . A 4,78 4 
Renania-Palatinado O 3,441 4, 
Schleswig-Holstein ... ... ... ... ... ... 2,31 4. 
HambuUTBO" 20m der sd ala. ale e ideo 1,84 3. 
DATO des ea dd e ira ads da ie 1,06 3. 
Bremen do 268 dead aL a da ES 0,70 3 
Berlín-Oeste (+). ias oso, duda 2,20 4 
45 . 


* Los representantes de Berlín no tienen derecho a voto en el 
Bundesrat. | 


su parecer previo sobre ellos. El Bundesrat rara vez ha usado de 
esta facultad. | 

Toda ley federal ha de ser aprobada primero por el Bundestag, 
para ser enviada inmediatamente después de su aprobación al Bun- 
desrat. Hay determinadas leyes, expresamente señaladas en la Ley 
Fundamental, para las que se requiere el consentimiento del Con- 
sejo federal. Son aquellas leyes que se refieren principalmente a la 
modificación del papel de los Lander en la Federación o la Ley 
Fundamental. En este caso, su no consentimiento equivale a un 
veto absoluto. En los demás casos, el veto tiene carácter relativo. 
Estos vetos constituyen indudables instrumentos dinámicos de in- 
fluencia política. 

Cuando se produzca un conflicto entre las dos cámaras, tanto 
en un caso como en otro, hay prevista la convocatoria de una co- 
misión mixta, en la que los miembros del Consejo federal, dele- 
. gados para ella, no estarán sujetos a instrucciones, para procurar 
- el acuerdo. Si esta comisión propone una enmienda al texto de la 
ley, el Bundestag debe proceder a una nueva votación. 

Es después de haber agotado el procedimiento de la comisión 
mixta cuando el Bundesrat podrá interponer su veto absoluto o 
relativo. En este último caso —veto relativo—, el Bundestag pue- 
de superarlo mediante una votación en la que se obtenga una ma- 
yoría simple o una mayoría de dos tercios de sus votos, según 
hubiese sido el quórum obtenido en la votación del veto en el Con- 
sejo federal. | 

En la práctica se ha incrementado considerablemente la legis- 
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lación federal para la que ha sido estimado necesario el consen- 
timiento del Bundesrat. 

En la potestad reglamentaria, en la ejecución de las leyes fe- 
derales y en la administración federal, la intervención del Bun- 
desrat, dando su consentimiento a la actuación del Gobierno o de 
los ministros, está taxativamente expresada en la Ley Fundamen- 
tal, con un evidente criterio restrictivo, aunque las prácticas cons- 
titucionales y las modificaciones de la misma Ley Fundamental 
hayan tendido a una mayor intervención de la Federación. 


5. La organización de los poderes federales 


El juego de poderes que resulta de la Ley Fundamental, y tal 
como se ha desenvuelto en la vida política alemana de la posgue- 
rra, ha preocupado a quienes intentaron, con escaso buen resulta- 
do, realizar una clasificación excesivamente rígida de los regíme- 
nes contemporáneos. El sistema alemán no cabía en los moldes 
tradicionales de un sistema parlamentario, como no cabía en los 
del «federalismo», pues algunos de los que se consideran pilares 


básicos, dentro de aquellos cánones, fallaban y otros estaban plan- 


teados de una manera radicalmente nueva. 

No cabe duda que el recuerdo de Weimar y de otras experien- 
cias europeas gravitaron sobre los constituyentes alemanes. Hubo 
entre ellos un grupo que propugnaba un «régimen presidencialis- 
ta» sin más. El fruto del compromiso que se refleja en el texto, 
ha podido ser calificado por Dennewitz como «parlamentarismo 
estrangulado» y Friedrich lo ha tipificado como «combinación de 
forma parlamentaria y presidencial». De acuerdo con el criterio que 
preside esta obra lo podemos considerar como una forma de «par- 
lamentarismo condicionado». 

La posición de los tres poderes federales más importantes 
—presidente, canciller y Bundestag— nos descubrirá esta novedad 
que, a juicio de Jean Boulouis, ha permitido a Alemania, sentarse 
con Inglaterra y con los Estados Unidos en «el Olimpo de las na- 
ciones que han dotado al mundo de una gran institución». 


a) El Presidente federal 


El Presidente federal tiene una participación en la actividad po- 
lítica mucho menor de la que tenía el presidente del Reich en la 
república de Weimar. 

Este cambio de posición lo muestra ya el hecho de que no sea 
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elegido directamente por el pueblo, sino por una «asamblea fe- 
deral» compuesta por los miembros del Bundestag y un número 
igual de miembros elegidos, siguiendo el sistema proporcional, por 
las cámaras representativas de los Lúnder. La elección se hace por 
mayoría de votos, pero si ningún candidato la obtiene en las dos 
primeras votaciones, a la tercera vez basta la mayoría relativa. 

El Presidente no tiene la independencia necesaria para desem- 
peñar un papel importante en la vida política. Es más, el puesto 
parece significar un «retiro honorable» para un personaje político 
y así lo dieron a entender Erhardt y Adenauer, en la coyuntura del 
año 1959, al rechazar las proposiciones de ser candidatos a la pre- 
sidencia. 

- En relación con la Constitución de Weimar junto con la. dismi- 
nución del período del mandato presidencial (de siete a cinco años) 
habría que señalar, en el sentido de la menor importancia del pre- 
sidente, que sólo puede ser reelegido una vez y que la sucesión 
en el cargo vaya atribuida al presidente del Bundesrat, y no al can- 
ciller, como allí sucedía. Se establece también la prohibición de 
que el presidente de la Federación pueda ser miembro del Gobier- 
no,.o de los cuerpos legislativos. | 

Sin embargo, los poderes que le quedan al Presidente pueden 
permitirle ejercer cierta influencia en el curso de la política. 

Si bien el Presidente precisa del refrendo ministerial para que 
sean válidos sus acuerdos O decretos, quedan excluidos de este 
requisito el nombramiento y la separación del canciller, la diso- 
lución discrecional del Bundestag en el caso de que la cámara no 
haya elegido canciller, por mayoría absoluta de sus miembros, en 
el plazo de catorce días después de haber negado. su aprobación 
al propuesto por el Presidente, y, por último, tampoco necesita 
refrendo para requerir al Canciller y a los ministros que continúen 
en el despacho de los asuntos corrientes hasta la designación de 
. SUS SUCESOres. 
| El Presidente debe ser tenido al corriente de la política del 
- gobierno y de la marcha de los distintos ministerios, según pre- 
cisa el reglamento interior del Gobierno. Pero la Ley Fundamen- 
tal no ha dado al Presidente federal la posibilidad de controlar el 
sentido general de la política seguida por el Gobierno. 

Las atribuciones que la Ley Fundamental le dan tienen la razón 
de ser en su calidad de representante supremo del Estado. 

El Presidente federal puede ser destituido como consecuencia 
de un proceso ante el Tribunal federal constitucional e iniciado 
por el Bundestag o el Bundesral. 

En 1959 se discutió en Alemania la posibilidad de que el Presi- 
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dente de la Federación pudiese participar en las reuniones del go- 
bierno. Parte de la doctrina se inclinó por la negativa, dando una 
“¡nterpretación estricta a los deberes del presidente; otro sector, 
sin embargo, adoptó una posición más flexible afirmando que que- 
daba en manos del canciller el invitarle o no a participar en las 
tareas del gobierno, ya que no hay disposición expresa en la Ley 
Fundamental que lo prohíba. 

El tiempo transcurrido desde que entró en vigor la Ley Fun- 
damental, junto con la continuidad y fuerza de que se ha benefi- 
ciado el Canciller permite tener una visión clara del limitado: papel 
político que puede desempeñar el Presidente. 


b) El Canciller federal y el Gobierno 


La figura central del orden constitucional alemán es, sin duda 
aleuna, el Canciller federal. 

- Es el Canciller quien encarna la función de gobierno en la or- 
ganización de poderes. A él corresponde fijar las «líneas directri- 
ces de la política» del gobierno y, al mismo tiempo, es él quien 
responde del éxito o fracaso de esta política. 


Dentro del marco de esas directrices, cada uno de los minis- 
tros, que con el Canciller componen el Gobierno federal, dirige 
los asuntos de su departamento independientemente y bajo su res- 
ponsabilidad personal. Las divergencias de opinión entre los mi- 
nistros son resueltas por el Gobierno como cuerpo colegiado. El 
- canciller dirige los trabajos del gabinete con gran discrecionalidad. 


La naturaleza de estas directrices es esencialmente política y 
su contenido hay que referirlo al característico de la función de 
gobierno: dirección de la política internacional —aunque la repre- 
sentación internacional la ostenta el presidente—, iniciativa legis- 
lativa, reglas de conducta en la relación del gobierno con los de- 
más órganos federales, y actuación en los casos de excepción. 


El Canciller propone al Presidente de la Federación los nom- 
bramientos y ceses de los ministros. La Ley Fundamental no pre- 
cisa el número ni la denominación de los ministerios. No es 
requisito para ser nombrado ministro federal ser miembro del 
Bundestag. En cualquier momento puede el Canciller realizar va- 
riaciones en la composición del Gobierno, cambiando o sustituyen- 
-.do los ministros, pero esta libertad puede estar de hecho limitada 
al igual que en el momento inicial de su formación, por la necesi- 
dad de tener una mayoría favorable en el Bundestag. 

El Gobierno federal tiene la importante competencia de dictar 
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reglamentos de administración pública (Rechtverordnungen) para 
la ejecución de las Eyes: federales. 


Cc) El Bundestag 


El Bundestag es el órgano que además de corresponderle, jun- 
to con el Bundesrat, la función legislativa, controla la actuación 
del Canciller y su gobierno. Es el Bundestag quien hace efectiva 
la responsabilidad del Canciller. 

El Bundestag se compone de unos 500 miembros, aproxima- 
damente, elegidos, según establece la Ley Fundamental, por «su- 
fragio universal, directo, libre, igual y secreto». Los diputados del 
Bundestag son «representantes de toda la nación» y no .están 
sujetos a mandato imperativo, sino «solamente a los dictados 
de su conciencia». | 


La ley electoral ha combinado el sistema mayoritario con el 
proporcional (la mitad de los puestos por cada uno de los siste- 
mas), lo que permite una moderada ventaja para los partidos gran- 
des o medianos en perjuicio de los grupos menores. La ley exige, 
además, para poder obtener algún puesto en el Bundestag, me- 
diante el sistema proporcional, haber tenido un mínimum del 
cinco por ciento de votos emtidos o haber obtenido tres puestos 
por elección directa en una circunscripción. 

El Bundestag es renovado cada cuatro años, a no ser que antes 
se produzca una disolución provocada por un fracaso a la hora 
de elegir Canciller o por una votación de confianza adversa al Go- 
bierno. 

Junto al Bundestag, el Bundesrat hace el papel de una segunda 
cámara, con la composición y las funciones ya estudiadas, de ca- 
-.racterísticas singulares. 

El trabajo parlamentario, tanto en una como en otra cámara, 
se efectúa mediante comisiones. Los miembros de estas comisio- 
nes en el Bundestag son seleccionados entre los partidos propor- 
cionalmente a su fuerza. Las comisiones del Budesrat se compo- 
nen de un representante de cada Land y un observador de Berlín. 


La composición del Bundestag ha tenido importantes cambios 
desde 1949. De la mayoría clara de un partido se ha pasado, des- 
de 1961 a una composición donde se hace necesaria la coalición 
de dos partidos para poder respaldar con eficacia a un Gobierno. 

En el cuadro siguiente se puede observar este cambio en el 
Bundestag como consecuencia de los resultados electorales : 
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Año ESU. SPU.  F.D.P. K.P.D.  N.P.D. DarEdOS 
dedo. votos 7.359.084 6.934.975 2.829.920 1.361.706 429.031 5.246.713 
puestos 139 131 52 15 5 60 
votos 12.444.055 7.944.953 2.629.169 - 607.761 295.746 3.629.678 
e estos: 80 169 41 — — 17 
eE. votos 15.008.399 9.495.571 2.307.135 — 308.564 3.094.323 
puestos 243 151 48 — — 45 
| - votos 14.298.372 11.497.355 4.028.766 — 262.917 1.796.408 
po puestos 242 190 67 > = o 
votos 15.524.068 12.813.186 3.096.739 — 664.193 1.186.449 
E puestos 245 202 49 — — — 
votos 15.195.187 14.065.716 1.903.422 197.331 1.422.010 21.680 
ás puestos 242 224 30 — — — 
| votos 16.806.020 17.175.169 3.129.982 — 207.465 — 
a puestos 225 230 41 E E a 
votos 16.543.612 15.584.662 2.876.203 109.432 119.708. — 
lid puestos 244 213 39 a E S 





C.D.U.—Unión Cristiano-Demócrata. Fundada en 1945 a nivel federal (excep- 
to en el Estado libre de Baviera). 
C.S.U.—Unión Cristiano-Social, de Baviera. 
S.P.D.—Partido Social-Demócrata de Alemania. 
F.D.P.—Partido Liberal Demócrata de Alemania. 
K.P.D.—Partido Comunista de Alemania. 


N.P.D.—Partido Nacional-Demócrata de Alemania. 


Esta evolución del Bundestag ha obligado a plantear, en los 
últimos diez años, con especial cuidado, las relaciones del Parla- 
mento con el Gobierno federal. 

En el seno del Bundestag la séptima ley constitucional que 



































modificó el artículo 45 de la Ley Fundamental (1956), creó un Co- 
-misario parlamentario para la defensa, institución original que 
imita a la del Ombudsman escandinavo y cuya misión era asegu- 
rar el control del Bundestag sobre las fuerzas armadas. Este co- 
misario que no depende más que del Parlamento tiene poderes 
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de investigación y cada año debe comunicar un informe sobre las 


condiciones humanas y jurídicas de los ciudadanos durante su 
servicio militar, especialmente en lo que se refiere a eventuales 
violaciones de los derechos fundamentales. | 

Dentro del Bundestag los diputados se organizan € en grupos par- 
lamentarios con una fuerte disciplina interna que ha llegado al 
extremo de poder expulsar de su seno a un diputado recalcitrante, 
según una práctica que no ha sido prohibida por el Tribunal cons- 
titucional federal, aun cuando ello pueda significar una amenaza 
al principio del mandato representativo, reconocido en la Ley 
Fundamental. 

Hay que destacar la importancia de estos grupos parlamen- 


tarios, cuya existencia no está reconocida en la Ley Fundamen- 


tal. La estricta disciplina de voto que está expresamente reglamen- 
tada en los estatutos de los partidos hace que su actuación en el 
seno de la cámara esté dirigida por los estados mayores de los 
partidos que deciden el voto de los miembros de su grupo par- 
lamentario tanto a la hora de elegir un candidato a canciller 
como a la de apoyar una votación de confianza o una moción de 
censura. Dos ejemplos claves nos pueden servir para probar la an- 
terior afirmación: en 1963 el canciller Adenauer ha sido obli- 
gado a dimitir por su propio partido y en 1966, el canciller Erhard 
ha sido, según el procedimiento previsto en el artículo 67 de la Ley 
Fundamental, víctima de una censura mediante la designación de 
su sucesor por su propio partido. 


6. El «Bundestag» y el Canciller federal. Control de la 
función de gobierno 


El Bundestag tiene un papel insustituible en la designación del 


; Canciller. Tan pronto como se reúne un nuevo Bundestag, se pro- 
cede a la elección de Canciller. La primera votación recae sin de- 


bate previo sobre el candidato propuesto por el presidente. 
En caso de que no haya obtenido la mayoría de los miembros 


del Bundestag, cabe a esta cámara elegir al nuevo Canciller por 


votación de la mayoría absoluta de sus miembros, dentro del 
plazo de catorce días después de la primera votación infructuosa. 
Si no tuvo lugar la elección en este plazo se procederá inmediata- 
mente a otra votación en que será elegido quien obtenga mayor 
número de votos. Si el elegido no ha obtenido en esta votación la 
mayoría favorable de los miembros del Bundestag, corresponde 
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al Presidente decidir discrecionalmente entre nombrarlo o disol- 
ver la cámara. 

_ La novedad más importante del parlamentarismo alemán es la 
forma en que se regulan las relaciones entre la función de gobier- 
no y el control político de esa función por el Bundestag, que ha 
-sido denominada por el profesor Sánchez Agesta como «responsa- 
bilidad política condicionada». 


a) Medios de control. Votaciones de censura 


Junto a los medios normales de control en un régimen parla- 
mentario (interpelaciones, preguntas, comisiones de investigación, 
enmiendas legislativas, aprobación de créditos, etc.) es la regla- 
mentación de las votaciones de censura y de confianza lo que da 
un matiz especial al orden constitucional que estudiamos. La pro- 
clamación del «estado de necesidad legislativa», al que también 
aludiremos, completa el cuadro de las innovaciones más importan- 
tes al régimen parlamentario clásico. 


Según la Ley Fundamental, el Bundestag no puede expresar su 
censura al Canciller federal más que eligiendo, por la mayoría de 
sus miembros, un sucesor e invitando al Presidente federal a re- 
levar al Canciller de sus funciones. 

De acuerdo con el espíritu de esta disposición no se dará nin- 
gún intervalo en la vida política sin que un gobierno, respaldado 
por una mayoría parlamentaria, esté rigiéndola. 

El plazo mínimo de cuarenta y ocho horas desde la presenta- 
ción de la moción de censura hasta la votación se establece para 
evitar la formación de una coalición de mero compromiso. 

Con este sistema del llamado «voto de censura constructivo» 
se quería, en principio, hacer inamovible al Canciller federal du- 
rante los cuatro años de vida de cada Bundestag, si éste no era 
disuelto antes, y salvo el caso de ruptura de la coalición guber- 
namental y del paso a la oposición de una parte sustancial de sus 
miembros. | 


La necesidad de tener la confianza de una coalición de parti- 
dos, no de un solo partido como en Gran Bretaña, obligó a los 
constituyentes alemanes a dar al Canciller una posición privile- 
siada. | 

La regulación alemana del voto de censura quiere evitar el efec- 
to destructor para el sistema parlamentario de la formación de 
mayorías, fruto de coaliciones de circunstancias, que pueden ha- 
cer caer gobiernos, pero no formarlos o respaldarlos, porque los 
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partidos que las componen no puedan ponerse de acuerdo acerca 
de la persona del nuevo líder, y mucho menos sobre su programa 
político. | 


b) Votaciones de confianza 


En cualquier momento el Canciller federal puede verificar si 
el desarrollo de su programa político sigue contando con la ahuen- 
cia del Bundestag. Para ello puede plantear la llamada « cuestión 
de confianza». 

Propuesta la votación de confianza por el canciller, si al ce- 
lebrarla, transcurridas cuarenta y ocho horas entre proposición 
y votación, la mayoría de los miembros del Bundestag no expre- . 
san su confianza al canciller, se abre una doble posibilidad de ac- 
tuación del Presidente de la Federación, que actúa a petición del 
Canciller: disolver el Bundestag dentro de un plazo de veintiún 
días, convocando al cuerpo electoral para la elección de uno nuevo 
o, a petición del gobierno, proclamar el «estado de necesidad legis- 
lativa» con las consecuencias que después estudiaremos. 

En ambos casos, el canciller permanece en su puesto con con- 
traste evidente con otras realizaciones del sistema parlamentario. 

El derecho a disolver el Bundestag se extingue cuando trans- 
curre el plazo de veintiún días desde la votación en que se negó la 
confianza. También se extingue si el Bundestag elige un nuevo 
canciller. o ] 


Cc) El estado de necesidad legislativa” 


En la República Federal alemana el conflicto entre el Canciller 
y el Bundestag puede dar lugar a una situación completamente 
. extraña al esquema clásico del régimen parlamentario. 
-— Intimamente relacionada con la votación de confianza, como 
hemos visto, aparece establecido en el texto constitucional una 
manera especialísima de desenvolverse la función legislativa de la 
Federación. Incluyendo esta situación excepcional en el capítulo 
de la Ley Fundamental relativo a la «Legislación de la Federación» 
se ha pretendido debilitar los caracteres externos de estas faculta- 
des excepcionales —a la manera del artículo 48 de la Constitución 
de Weimar o del artículo 16 de la vigente Constitución francesa— 
reduciéndolo a un procedimiento legislativo especial, que se limi- 
taba en el tiempo de su eficacia y en su uso, impidiendo diese lugar 
a la suspensión de los derechos fundamentales, o a la abrogación, 
modificación o suspensión parcial o total de la Ley Fundamental. 
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El «estado de necesidad legislativa» precisará siempre para su 


iniciación el supuesto de que el Bundestag rechace un proyecto 
- de ley que sea considerado por el Gobierno federal como esencial 
para el desenvolvimiento de su actuación. 

Esta situación se dará cuando en el Bundestag no se obtenga 
la mayoría necesaria para sacar adelante el proyecto de ley que 
se estime con tal carácter esencial. Aquí estamos ante un caso de 
conflicto entre el Gobierno y el Bundestag. 

Un camino de salida de esta situación es la disolución del Bun- 
destag al fallar la confianza de éste para el Gobierno. Pero si no 
se efectúa aquélla, por no ser solicitada por el Canciller, y el pro- 
yecto de ley, aun cuando fuese declarado urgente por el Gobierno, 
es rechazado, para evitar la paralización de la función de gobierno 
- se recurre a la proclamación del «estado de necesidad legislativa». 

El presidente de la República, a petición del Gobierno y con 
el asentimiento del Bundesrat, lo proclama para ese solo proyecto 
de ley. El proyecto de ley vuelve otra vez al Bundestag. Si es re- 
Chazado de nuevo o es, a juicio del Gobierno, inaceptable en la 
redacción enmendada por el Bundestag, o si en el plazo de cuatro 
semanas no es examinado y votado de nuevo por esta cámara, es 
adoptado como ley por el solo hecho de que el Bundesrat dé su 
consentimiento. 

Pero, además, el artículo 81, que establece el procedimiento para 
la proclamación del «estado de necesidad legislativa», tiene una 
segunda parte que lo convierte en una especie de situación estable, 
- durante seis meses, siempre que no cambie el Canciller federal. 
Todo otro proyecto de ley rechazado por el Bundestag durante 
ese tiempo, y estando en funciones el mismo canciller, podrá con- 
vertirse en ley en las mismas condiciones. 

Transcurridos los seis meses desde la fecha de proclamación 
del «estado de necesidad legislativa» termina éste sin que pueda 
ser proclamado de nuevo durante el mandato del mismo canci- 
ller. La Ley Fundamental ha establecido con este procedimiento 
una especie de variante supletoria, de carácter temporal, del ré- 
gimen parlamentario, en el que el Canciller y su gobierno no de- 
penden del Bundestag, sino del Presidente de la República y del 
Bundesrat, lo que significa, en definitiva, que en esas circunstan- 
cias un gobierno minoritario puede, durante un cierto tiempo, go- 
bernar y legislar sin la confianza del Bundestag. 
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7. La Organización Juan! y el Tribunal constitucional federal 


La independencia del poder judicial se encuentra caratizada 
plenamente en la Ley Fundamental, hasta el extremo de que sé ha 
podido calificar al Estado alemán, más que como Estado de dere- 
cho, como Estado de «vías de recurso» (Rechtswegestaat). ' 


Los tribunales inferiores dependen de los Lánder. Solamente 
son federales los enumerados en el artículo 95 como tribunales su- 
premos (tribunal de justicia federal, tribunal administrativo fede- 
ral, tribunal de cuentas federal, tribunal federal del trabajo y 
tribunal federal de cuestiones sociales). Por la ley constitucional 
de 19 de marzo de 1956 ?, que modificó el artículo 96 de la Ley 
Fundamental, se autorizaba a la Federación para crear un tribunal 
federal para la protección de los derechos profesionales. Asimismo 
se autorizaba la creación de tribunales militares disciplinarios de 
naturaleza federal. 

La Ley Fundamental preveía la institución de una asamblea 
común de los tribunales con rango de «supremos» para asegurar 
la unidad de la jurisprudencia, pero no se ha promulgado aún la 
correspondiente ley federal de reorganización. | 

La novedad más importante de la Ley Fundamental, en este 
campo, fue la creación de un Tribunal constitucional federal, del 
que no había precedentes en la historia constitucional alemana y 
que, sin embargo, ha sido una pieza clave en el funcionamiento 
del sistema político allí establecido. 

La organización del tribunal se contiene en una ley de 1951, que 
amplió el número de recursos previstos por la Ley Fundamental. 

Este Tribunal constitucional federal se ha convertido, más que 
el Presidente de la República, en defensor de la Constitución y 
garante del equilibrio entre los diferentes órganos constitucionales. 


Los miembros de este tribunal son elegidos, la mitad por el 
Bundesrat y la otra mitad por el Bundestag indirectamente (se 
crea en esta cámara un colegio electoral ad hoc donde los grupos 
parlamentarios están representados proporcionalmente). Si los de- 
sienados como miembros del Tribunal constitucional provienen de 
otros tribunales de justicia lo son vitaliciamente, y si no lo fueran 
por un período de ocho años. | 


3 El artículo 96 de la Ley Fundamental ha sido modificado por las leyes constitu- 
cionales de 18 de junio de 1968, 12 de mayo de 1965 y 26. de agosto de 1969. 





LA REPUBLICA FEDERAL ALEMANA 3317 


El tribunal se divide en dos secciones: una que se ocupa de la 
- violación de los derechos fundamentales y la otra de los confílic- 
tos entre los órganos constitucionales. 


En tres supuestos ejerce el Tribunal constitucional el control 
sobre la constitucionalidad de la leyes: 


a) A instancia del Gobierno federal, del gobierno de uno de 
los Lánder o de un tercio de los miembros del Bundestag, sobre la 
constitucionalidad de una ley federal o de un Land. Este control 
se ejerce cuando las leyes han entrado ya en vigor. 

b) A petición de los tribunales que dudan de la constitucio- 
nalidad de una ley. En la práctica son las partes quienes piden a 
los. tribunales el planteamiento de esta cuestión ante el Tribunal 
constitucional. 

c) Cualquier ciudadano podrá ejercer directamente una ac- 
ción ante el Tribunal constitucional cuando se crea lesionado en 
sus derechos fundamentales por cualquier norma legal o regla- 
mentaria. Esta acción prescribe al año de la ES de la 
norma. 


Por último, el Tribunal constitucional es competente para decla- 
rar fuera de la ley a los partidos políticos cuya actividad sea in- 
compatible con el orden constitucional; para entender de las 
acusaciones contra el Presidente de la República o los jueces fede- 
rales, de las cuestiones electorales y de la eventual privación de los 
derechos fundamentales. 


La independencia del Tribunal constitucional respecto al Go- 
bierno y al Parlamento se ha demostrado auténtica y absoluta. Su 
actuación ha sido muy destacada en los veinte años de funciona- 
miento y la jurisprudencia constitucional es esencial para com:- 
prender el actual sistema político alemán. 


S. Los derechos fundamentales 


Las libertades públicas son enumeradas en los artículos 1 al 21 
y 101 a 104 de la Ley Fundamental. No hay un catálogo especial 
de deberes fundamentales de los ciudadanos respecto al Estado. 
No existe siquiera jurídicamente establecido el deber de fidelidad 
a la constitución. Entre los solos deberes cívicos especialmente 
mencionados aparecen el deber de educación de los hijos y el 
servicio militar. 
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La Ley Fundamental ha dado una eficacia real a los derechos 
fundamentales que constituyen un «núcleo» constitucional que no 
podrá ser modificado por los poderes públicos. Basándose en éllos 
cualquier ciudadano, como hemos visto en el apartado antérior, 
puede impugnar ante el Tribunal constitucional cualquier actuación 
de la autoridad, sean leyes, reglamentos, actos administrativos o 
sentencias. Las disposiciones federales sobre derechos fundamenta- 
les son directamente aplicables en los Lánder. ¡ 

La jurisprudencia del Tribunal constitucional ha dado 'una in- 
terpretación extensiva al campo de los derechos fundamentales, 
a los que jamás se ha reconocido el mero valor de unos principios a 
desarrollar, sino como provistos de un valor vinculante para los 
órganos del Estado, por el mero hecho de estar proclamados en el 
texto de la Ley Fundamental. La doctrina y la jurisprudencia han 
estimado, por tanto, que los artículos relativos a los derechos fun- 
damentales confieren a los ciudadanos derechos públicos. subje- 
tivos que pueden hacer valer ante cualquier autoridad, y que cons- 
tituyen verdaderas «garantías constitucionales». 

Las libertades públicas, según la opinión dominante, no cons- 
tituyen un conjunto de derechos más o menos aislados, sino un 
verdadero sistema de libertades en el que cualquier duda habrá 
que resolverla a favor de la libertad. 

Sin pretender un catálogo total de las libertades públicas pro- 
clamadas en la Ley Fundamental podemos destacar las siguientes: 


1. La dignidad de la persona humana (art. 1, al que algún autor 
ha llamado artículo «estelar»). La jurisprudencia ha afirmado no 
solamente la prohibición de la tortura física o moral, de los traba- 
jos forzados, de la humillación moral, sino también de todas las 
prácticas que degraden el ser humano a la condición de «objeto». 

2. La libertad del desarrollo de la personalidad humana se 


. encuentra limitada solamente por las reglas de la moral, de los 
. derechos de los demás y de las leyes dictadas constitucionalmente. 


Los anteriores derechos se completan con el derecho a la vida 
(la pena de muerte ha sido abolida en el artículo 102 de la Ley 
Fundamental) y la integridad física. 

3. La libertad personal está plenamente garantizada. El día 
siguiente a su arresto por la policía el ciudadano tiene el derecho 
a ser interrogado por el juez legalmente competente que dispondrá 
instantáneamente sobre si se mantiene o no el mandato de arresto. 

4. La igualdad de los ciudadanos ante la ley está asegurada y 
ninguna discriminación podrá basarse en el sexo, las convicciones 
políticas o religiosas o las distinciones sociales. 
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5. La libertad de conciencia es protegida frente al Estado, los 
particulares e incluso respecto a las iglesias. Esta libertad com- 
prende la de pensamiento, la de manifestación de las ideas y la 
propaganda religiosa. 

6. La libertad de opinión sólo podrá limitarse por leyes «ge- 
nerales» que no tengan por objeto primero y principal poner ba- 
rreras a esta libertad. La censura es abolida, la libertad de infor- 
mación está garantizada y la libertad de enseñanza científica no 
encuentra más límites que el respeto al orden constituiconal. 

7. Se garantiza la libertad de elegir la enseñanza y el ejercicio 
de cualquier profesión lícita. 

8. Se reconoce el derecho de formar asociaciones para la sal- 


- vaguardia y la mejora de las condiciones de trabajo y de las con- 


diciones económicas en todas las profesiones. El derecho de huel- 
ga no está expresamente proclamado. 

9. El derecho de reunirse pacíficamente y sin armas y el de- 
recho de formar asociaciones y sociedades, está garantizado por 
la Ley Fundamental. Se prohíben las asociaciones cuyos fines o 
actividades sean contrarias a las leyes penales o que se dirijan 
contra el orden constitucional o contra las buenas relaciones entre 
los pueblos. 

10. El matrimonio y la familia gozarán de la protección espe- 
cial del orden político. 

11. Se reconoce, por motivos de conciencia, el derecho a ne- 
garse a cumplir el deber del servicio militar, con determinados 


- servicios sustitutivos según las circunstancias. 


12. Hay una laguna respecto a los derechos sociales. Sin em- 
bargo, la legislación federal ordinaria ha establecido un sistema 
de seguridad social y de cogestión obrera. La jurisprudencia al 
interpretar el artículo 20 de la Ley Fundamental sobre el «Estado 
social» ha afirmado el derecho de los ciudadanos a una asistencia 
pública y, en términos muy generales, a que las normas constitu- 
cionales sean interpretadas en un sentido social. 

13. El derecho de propiedad es garantizado en el artículo 14 
de la Ley Fundamental. Ninguna expropiación podrá ser efectua- 
da sin indemnización. 

14. La libertad de circulación en todo el territorio federal, el 
secreto de la correspondencia y la inviolabilidad del domicilio po- 
drán ser limitados en las condiciones establecidas por la reforma 
constitucional de 24 de junio de 1968. 

Como consecuencia de la reforma constitucional del 9 de julio 
de 1968, a la que nos referiremos en el párrafo próximo, se ha 
dado una nueva redacción a los artículos 10 y 12 de la Ley Funda- 
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mental autorizando al legislador federal a limitar más A 
te ciertas libertades. | 

Por el artículo 10, en su nueva redacción, se permite suprimir, 
cuando la existencia o la seguridad de la Federación o de un Land 
corre peligro, no solamente el secreto de la correspondencia, sino 
también la protección judicial de los ciudadanos que garantiza el 
respeto de esta libertad. El legislador federal ha usado de esta fa- 
cultad en la ley de 13 de agosto de 1968, que establece los casos en 
los que el secreto de la correspondencia puede ser violado, atribu- 
yendo al Ministro federal la facultad de rendir cuentas de las me- 
didas de aplicación de esta ley a una Comisión compuesta por 
cinco miembros del Bundestayg. 

El artículo 12, que se refiere a la libertad de profesión ha sido 
nuevamente redactado en forma más breve y completado por un 
nuevo artículo 12, a), que en caso de necesidad, interior o exterior, 
permitirá imponer servicios militares o civiles a los ciudadanos. 
El legislador federal ha dictado una ley el 9 de julio de 1968 que, 
en base a dichos artículos, peñana movilizar la mano de obra con 
fines de defensa nacional. 

15. Por último hay que señalar que en cualquier circunstancia, 
es decir, aunque no se dé una situación de excepción, se reconoce 

a todos los alemanes un derecho de resistencia. 

Este derecho consiste en una. posible acción de un ciudadano 
contra uno o varios ciudadanos cuando sea imposible actuar por 
otros medios y se haya producido un atentado al orden democrá- 
tico-liberal. La nueva redacción del párrafo 4 del artículo 20 de la 
Ley Fundamental legitima un levantamiento o una huelga dirigida 
contra un Gobierno dictatorial, puesto que las dos condiciones 
citadas tienen un carácter muy general y parece difícil interpretar- 
las restrictivamente. 
| El papel del Tribunal constitucional en la defensa e interpreta- 
. ción de los derechos fundamentales ha tenido gran importancia. 

En principio ningún derecho fundamental puede ser limitado a 
no ser que la Ley Fundamental haya previsto expresamente la po- 
sibilidad de tales limitaciones y la jurisprudencia constitucional 
se ha reservado el derecho de determinar hasta qué punto la inter- 
vención del legislador no ha respetado el «núcleo esencial» de li- 
bertad que en ningún caso puede ser negado. 
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9. Situaciones de excepción 


La reforma constitucional de 24 de junio de 1968 ha significado 
una importante innovación en la Ley Fundamental. Como hemos 
dicho antes, en el texto original se habían excluido referencias a 
poderes extraordinarios y a situaciones de excepción. Salvo el de- 
nominado «estado de necesidad legislativa», parecía como si la si- 
tuación de ocupación hiciera innecesarias otras previsiones. Sin 
embargo, al terminar esa situación en 1954 se planteó la necesidad 
de contemplar supuestos de excepción, que los acontecimientos 


políticos de los años sesenta harían más apremiante. 


La reforma de 1968 distingue entre «necesidad interna» (Inne- 
rer Notstand) y «necesidad exterior» (Ausserer Notstand). 

- La primera se refiere a dos supuestos de excepción: la existen- 
cia de una catástrofe natural o de un peligro grave y la amenaza 
al orden democrático y liberal. 

En estos supuestos se posibilita la intervención de la policía de 
un Land en otro e incluso la de las fuerzas armadas. Si son varios 
Lánder los afectados, la iniciativa pasa al Gobierno federal. Estas 
medidas no tienen más límites que el no poderse tomar contra los 
conflictos de trabajo planteados por los CAOS con vistas a 
mejorar sus condiciones laborales. 

Sin embargo, por el carácter general de la referencia al «orden 
democrático liberal» cabría interpretar que la huelga política o las 
llamadas «huelgas salvajes» podrían caer dentro de este supuesto. 

La novedad de la reforma es la posibilidad de intervención de 
las fuerzas armadas, sometida al consentimiento de ambas cáma- 
ras. En el caso de «situaciones de necesidad interior» la libertad 
de circulación de los ciudadanos puede ser limitada. 

Por su parte, la «situación de necesidad exterior» puede dar lu- 
gar, mediante un procedimiento claramente establecido, a la pro- 
clamación de un «estado de defensa» con numerosas consecuencias 
para el funcionamiento de las instituciones, o si las circunstancias 
no son tan graves a la de «un estado de tensión». La existencia de 
compromisos o alianzas internacionales en las que tome parte la 
República federal puede dar lugar también a la aplicación de dis- 
posiciones excepcionales. 

Para proclamar el «estado de defensa» es necesaria la agresión 
armada o la inmediata amenaza de la agresión. Tiene que ser de- 
clarado por el Bundestag por mayoría de dos tercios de los votos 
emitidos y, como mínimo, por la mayoría de los miembros de la 
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cámara y con la aprobación del Bundesrat. Es promulgado por el 
Presidente federal. 

La existencia del «estado de defensa» altera el funcionamiento 
normal del orden constitucional, la jefatura de -las fuerzas arma- 
das pasa del ministro de defensa al Canciller. Los poderes se con- 
centran en la Federación, que tendrá derecho de legislación con- 
currente en los campos legislativos reservados a los Lánder, y no 
se aplicarán las disposiciones relativas al reparto de las actuacio- 
nes administrativas ni al reparto de los recursos financieros. La 
estructura federal desaparece en beneficio de los poderes centrales. 

Si el Bundestag no puede reunirse, una comisión mixta, cuya 
organización se reglamenta, ocupará su puesto. El procedimiento 
legislativo se acelera y, por último, ciertos derechos fundamenta- 
les pueden ser limitados. 

Las garantías para la expropiación, para la privación de la li- 
dbertad, la inviolabilidad de la correspondencia y del domicilio y la 
libertad de circulación o de trabajo pueden ser suprimidas. 

Antes de la proclamación del «estado de defensa» el legislador 
federal podrá tomar ciertas medidas mientras que las formalida- 
des para pasar del estado de normalidad al estado de excepción 
son cumplidas. 

El «estado de tensión» presupone la ida de una situación 
internacional que obliga al reforzamiento de las medidas de pro- 
tección. 

El «estado de tensión» es proclamado por el Bundestag. Si se 
adoptan medidas que signifiquen una movilización o una prestación 
del trabajo obligatorio habrá que obtener una mayoría de dos ter- 
cios en el Bundestag. Las otras medidas de excepción pueden ser 
tomadas por mayoría simple. 

La participación de la República Federal Alemana en la OTAN 

ha obligado a incluir en estas situaciones de excepción la hipótesis 
. de una aplicación, sin necesidad de consentimiento del Parlamen- 
. to, de decisiones tomadas por organizaciones internacionales. El 
Gobierno federal en estos casos podrá decidir la ejecución inme- 
diata de estas decisiones sin ningún procedimiento especial. 
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LA CONSTITUCION ITALIANA DE 1947 * 


1. Historia constitucional 


La historia política italiana acostumbra a señalar la fecha del 


17 de marzo de 1861 —día de la proclamación del reino de Italia— 


como comienzo de la primera etapa de su evolución constitucio- 


nal. La doctrina estima que el Estado italiano se formó partiendo 


del Estado sardo por sucesivas incorporaciones o separaciones 
mediante plebiscitos hasta 1870 y, posteriormente, por medio de 
tratados internacionales. 

El primer texto constitucional vigente en la Italia unificada, 
después de la ocupación de Roma (20 de septiembre de 1870), fue 
el «Estatuto albertino», carta otorgada por Carlos Alberto como 
rey de Cerdeña en 1848. Según este texto constituiconal, la forma 
de gobierno establecida era una «monarquía representativa». 

Las prácticas constitucionales que exigían al Gobierno la do- 
ble confianza del rey y de la cámara de diputados la transíorma- 
ron en un gobierno parlamentario. 

El primer gobierno presidido por Mussolini, en octubre de 1922, 
después de la «marcha sobre Roma» y bajo sus efectos, fue to- 
davía sometido a la posterior aprobación parlamentaria. El ré- 
gimen fascista, aun cuando no alteró formalmente la vigencia del 
Estatuto, suprimió el sistema parlamentario. En diciembre de 1925 
se promulgó una ley sobre las «prerrogativas y atribuciones del 
jefe del Gobierno, primer secretario de Estado», en la que se esta- 
blecía el principio de la responsabilidad del jefe del Gobierno úni- 
camente ante el rey y se la asignaba la facultad de determinar la 


«dirección política general» del gobierno. El 19 de enero de 1939 


se sustituía la cámara de diputados por la cámara de los fascios 
y de las corporaciones. 


* Este capítulo ha sido redactado por el profesor A. Padilla Serra. 
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El 25 de julio de 1943, ocupada ya parte de Italia por los ejér- 
citos aliados, como consecuencia de un voto adverso a Mussolini 
en el Gran Consejo del Fascismo, el rey nombró un nuevo go- 
bierno —en uso de la «suprema iniciativa de decisión que las ins- 
tituciones le atribuían»— y con ello abría el capítulo que se cierra 
con el cambio de la forma de gobierno y la elección de la Asam- 
blea Constituyente, cuya obra es la Constitución de 1947. | 

Durante esos cuatro años vivió Italia una azarosa jornada his- 
tórica. El país fue convertido en campo de batalla (la estabili- 
zación de la línea de combate en el Arno lo dividió realmente en 
dos zonas) y se sucedieron una serie de acontecimientos de sin- 
gular trascendencia política: un armisticio con los aliados, segui- 
do de una situación de «cobeligerancia», con previa declaración de 
guerra a Alemania; la proclamación en el norte de la «República 
social» de Saló (estado fascista republicano); las actividades de 
la resistencia y la hostilidad de los partidos políticos hacia el rey 
—y de un sector importante de fuerzas políticas hacia la monar- 
| quía—, que determinaron la retirada, primero, del rey, con el nom- 
| bramiento del príncipe Humberto como lugarteniente general y, 
| después, su abdicación. 
| Al mismo tiempo se procedía a desmantelar todas las institu- 
ciones y organizaciones fascistas, a la aplicación de sanciones pe- 
nales a las jerarquías del régimen caído, mediante la actuación de 

un alto tribunal de justicia, y a la depuración de la administración. 
Tan pronto como se anunció la firma del armisticio con los 
aliados, se constituyó en Roma, en septiembre de 1943, un «comité 
de liberación nacional», con representantes de los seis partidos si- 
guientes: democracia cristiana, liberales, democrático del traba- 
jo, partido de acción, socialistas y comunistas. Este comité ejer- 
cería una gran influencia en este período de crisis institucional. 
Esta «hexarquía» llegó a un acuerdo sobre un programa político 
- que comprendía el compromiso de que las formas institucionales 
del Estado habrían de ser libremente elegidas por el pueblo, des- 
pués de la liberación del territorio nacional. 











2. La Constitución de 1947 


Después de la liberación de Roma, en junio de 1944, y habien- 
do obtenido la conformidad del lugarteniente, el comité de libe- 
ración nacional designó un gobierno para que realizase aquel pro- 
grama. El 25 de junio de 1944 se promulgó el decreto-ley sobre 
el ordenamiento provisional del Estado que preveía una «Asamblea 
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Constituyente» para preparar la nueva Constitución del Estado. 

En sustitución de una cámara electiva, que era imposible for- 
mar, se estableció en abril de 1945 un cuerpo en cierta manera 
representativo llamado Consulta Nazionale, con el fin de que co- 
laborase con el Gobierno en la función legislativa y controlase polí- 
ticamente la actividad de éste con la llamada «función inspectora». 
La actividad de la Consulta Nazionale alcanzó desde 25 de septiem- 
bre de 1945 hasta el 12 de junio de 1946. 

Después de discusiones en la Consulta, donde se manifestaron 

divergencias entre los mismos partidos que formaban parte del 
gobierno sobre cómo se daría cumplimiento al principio de que 
el pueblo «eligiese libremente las formas institucionales» —una vez 
liberado el territorio nacional— se llegó al acuerdo de convocar 
un referéndum que coincidiría con la elección de los diputados de 
la Asamblea Constituyente. 
- Para el día 2 de junio de 1946 fueron convocados los comicios 
y-el resultado respecto a la forma de gobierno fue de 12.717.923 
votos a favor de la república y 10.719.284 en pro de la Pao pRqola 
(los votos nulos fueron 1.498.136). 

El gobierno proclamó la república y el príncipe Humberto salió 
del país. 

La Asamblea Constituyente eligió en su seno una comisión de 
setenta y cinco miembros para la redacción del proyecto de Cons- 
titución y el 31 de enero de 1947 se presentaba el proyecto a la 
Asamblea para su discusión. El 22 de diciembre fue aprobada y 
entró en vigor el 1 de enero de 1948. 

La Constitución de la República italiana fue el fruto de una 


Asamblea donde la representación proporcional de los partidos y - 


un cierto optimismo democrático, no exento de candidez, postu- 
laban un clima de transacción. Se pueden descubrir, con cierta 
facilidad, en el texto, cuáles son los artículos en los que cada una 
de las más importantes formaciones políticas allí concurrentes 
cedieron, en un do ut des político que en ciertos aspectos habla 
bien alto del talento político de aquellos hombres. 

La Constitución, en un sentido formal, se compone de las dos 
partes clásicas: Una parte dogmática: «Derechos y deberes de los 
ciudadanos», precedida de doce artículos, agrupados bajo el título 
«Principios fundamentales», que también se pueden incluir en 
aquélla; y una parte orgánica: «Ordenamiento de la República». 

Es, además, una constitución rígida con un procedimiento es- 
pecial de aprobación de las leyes de reforma —lo mismo que cual- 
quier ley constitucional, aunque no se trate de una revisión— en 
el que se incluye un referéndum «rogado», que por su limitación 
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parece un elemento inútil del mecanismo. Sobre la forma republi- 
cana de gobierno recae una «rigidez absoluta», ya que no puede 
ser objeto de revisión constitucional. 


a) Principios fundamentales 


Italia es definida en su primer articulo; como «una República 
democrática, fundada en el trabajo». Esta definición dogmática 
recuerda indudablemente la definición que contenía la Constitu- 
ción española en 1931, en el correspondiente artículo primero, aun- 
que es, sin duda, más sobria y elegante. El trabajo se considera 
como un derecho y un deber de los ciudadanos. 

El sujeto de la soberanía es el pueblo, que la ejerce de acuerdo 
con la Constitución. 

Se proclaman los derechos inviolables del hombre, no sólo 
como individuo, sino como ser social, pues se garantizan también 
los derechos de las formaciones sociales en que el hombre desen- 
vuelva su personalidad, y al mismo tiempo los deberes inexcusa- 
bles de solidaridad, tanto política como económica y social. 

La libertad y la igualdad —que a continuación se proclama— 
tienen una consideración bien lejana a la interpretación liberal. 
Aquí es la república quien reconoce como un fin propio (acción 
positiva del Estado) eliminar todo obstáculo a una auténtica liber- 
tad e igualdad. Este mismo cambio de óptica se aprecia cuando se 
enumeran las libertades civiles, sociales, económicas y políticas 
del ciudadano o cuando se afirma como deber de la república el 
fomento de la cultura y la ciencia. | 

Toda la declaración de «derechos y deberes de los ciudadanos» 
está impregnada de ese sentido social y de actuación positiva del 
Estado, con vistas a que sean reales y auténticos, de acuerdo con 
la concepción del régimen de «bienestar social». 
| Dichos derechos y deberes se reagrupan en cuatro títulos, de 
acuerdo con la clasificación tradicional, los que se refieren a rela- 
ciones civiles, ético-sociales, económicas y políticas. 

Junto al individuo, la familia es reconocida como sujeto de de- 
rechos. Se declara libre la asociación sindical, así como la crea- 
ción de partidos políticos. 

En el articulado referente a las relaciones ético-sociales y eco- 
nómicas, el texto italiano cobra un tinte profundamente social, no 
sólo por la definición de la función de la propiedad y de la inicia- 
tiva privada en la economía, sino también por el tratamiento ge- 
neral de las relaciones laborales y la seguridad social. 

Dentro de la dirección democrática del nuevo orden constitu- 
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cional hay que hacer mención a la posibilidad de una interven- 
ción directa del pueblo mediante referéndum. 

A través de los partidos es como los ciudadanos pueden con- 
tribuir, con método democrático, a determinar la «política nacio- 


nal». 


Como principio general del nuevo régimen se establece el de 
un sometimiento de la actuación de la autoridad al derecho que 


nos permite añadir en la definición la nota de «Estado de derecho». 


- Párrafo aparte merece el tan comentado artículo 7, en el que 
se establece el principio fundamental de las relaciones entre Esta- 


do e Iglesia. En primer lugar se mantiene la tesis de que uno y 


otra, en su propio origen, son independientes y soberanos. En se- 
gundo lugar se reconoce validez constitucional a los Pactos de 
Letrán, con los que se había resuelto el año 1929 la enojosa «cues- 
tión vaticana». Como colofón se establece el principio de la liber- 
tad de creencias y la libertad de las confesiones religiosas no ca- 
tólicas. 

El ordenamiento jurídico italiano se amoldará a las normas de 
Derecho internacional generalmente reconocidas, y se hace pro- 
fesión de fe pacifista, renunciando a la guerra ofensiva como 
medio para resolver controversias internacionales, y estableciendo 
una posible limitación de soberanía, en beneficio de una organi- 
zación que garantice la paz y la justicia entre las naciones. 


3. El Estado regional 


La Constitución italiana confirió al Estado un carácter plura- 
lista, que se ha definido como «Estado regional». 

Las regiones italianas no han sido concebidas como meros órga- 
nos de descentralización administrativa, sino como entidades dota- 
das de una autonomía política. Una sentencia del Tribunal cons- 
titucional de 30 de diciembre de 1968 ha afirmado que «en el 
contexto de nuestra organización, caracterizada por la pluralidad 
de poderes, la región se presenta como una entidad dotada de una 
autonomía política, aun cuando el Estado sea unitario». 

La doctrina ha buscado una definición de la región de acuerdo 


con esta óptica. Así Sandulli dice que «la región es una colectivi- 


dad constitucional, con función política, destinada a asegurar la 
realización, como órgano político autónomo, y no como un simple 
órgano descentralizado, de intereses locales más amplios que los 
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de las colectividades territoriales tradicionales (provincia y muni- 
cipio), y que son expresión de una comunidad de tradiciones his- 
tóricas y de características tanto geopolíticas como económicas 
y sociales». 

Desde el punto de vista de la eroreación obstitudiodal no 
se puede olvidar que —como observa Mortati— fue criterio ins- 
pirador de la Constitución que las regiones son elementos nece- 
sarios de la organización estatal (frente al carácter accidental de 
la organización regional que establecía la Constitución de la Re- 
pública española en 1931) y cuya intervención en la misma está 
prevista en el articulado del texto, por lo que el funcionamiento 
de determinados mecanismos establecidos en la Constitución de- 
ben ser comprendidos teniendo en cuenta la falta de cumplimiento 
de esta previa condición. 

La misma Asamblea constituyente aprobó en 1948, mediante 
leyes constitucionales, los Estatutos que establecían la «autonomía 
especial» para Sicilia (dando validez al decreto de mayo de 1946 
por el que se aprobó, durante la lugartenencia y la ocupación ex- 
tranjera, el estatuto siciliano), Cerdeña, Valle de Aosta y Trento- 
Alto Adigio. 

La región de Friuli-Venecia-Giulia, por la situación especial de 
Trieste, no sería aprobada hasta enero de 1963. 

La existencia de estos «estatutos especiales» para cinco regio- 
nes establecía una distinción entre ésta y las otras 15, que estarían 
regidas por «estatutos ordinarios». 

La diferencia entre ambos tipos de regiones estriba, en primer 
lugar, en las diferentes fuentes jurídicas de los estatutos. Mientras 
que para las especiales es una ley constitucional, para las segundas 
se encontrarían, parte en la Constitución, parte en la legislación 
- Ordinaria del Estado y parte directamente en las mismas regiones. 
| En segundo lugar, la diferencia se centra en las diferentes 
. competencias. En las regiones con estatuto especial la autonomía 

es mucho mayor, tanto en cuanto a las materias como a la propia 

_potestad legislativa. Estas regiones pueden promulgar leyes, que 
sustituyan, modificando el ordenamiento común, a las leyes del 
Estado, dejando a salvo las normas constitucionales y los princi- 
pios del ordenamiento jurídico del Estado, así como las obligacio- 
nes internacionales y las normas fundamentales de las reformas 
económico-sociales aprobadas por el Parlamento italiano. 

Las regiones con estatuto ordinario tienen sólo una potestad 
concurrente, limitada por los principios fundamentales estableci- 
dos en la Constitución para cada materia, y la posibilidad de 








LA CONSTITUCION ITALIANA DE 1947 351 


dictar normas de aplicación de las leyes de la república cuando 
éstas expresamente lo autoricen. 


En estas regiones con estatuto ordinario, la Constitución indica 
los ámbitos en que tienen potestad legislativa y administrativa, es- 
_ tablece los órganos y su competencia, el modo de elegir los conse- 
jos regionales (a fijar por ley de la república), el control sobre los 
actos legislativos y administrativos y sobre los órganos regionales, 
así como las facultades del comisario del Gobierno. Una ley fijará 
también el régimen financiero y atribuirá un patrimonio (dema- 
nio) a cada región. Por el contrario, en las regiones con estatuto 
. especial estas materias están reguladas directamente por éstos, 

los cuales estaablecen normas diversas en muchos aspectos. 


La Constitución, que entró en vigor el 1 de enero de 1948, pre- 
veía, en una disposición transitoria, que las elecciones de los con- 
sejos regionales de las regiones con estatuto ordinario debían 
celebrarse dentro de aquel primer año de vigencia. Sin embargo, 
tales elecciones no tuvieron lugar hasta el 7 de junio de 1970. 


La situación de Italia en los años inmediatos a la promulgación 
de la Constitución no era, indudablemente, la más a propósito 
para un normal desenvolvimiento de los principios «regionalistas» 
allí contenidos. Las fuerzas políticas concurrentes no tenían una 
misma concepción del papel de las regiones. 


Pero, además, dentro de las fuerzas de centro izquierda, que 
han dominado la vida parlamentaria italiana de los últimos años, 
tampoco había unanimidad sobre la idea básica del papel de las 
regiones en el Estado. Mientras que para la democracia cristiana, 
cuando llegase ¡el momento oportuno, habría que transferir al 
nivel regional todas aquellas funciones que agobian el aparato 
estatal, según criterios de eficacia administrativa, conveniencia 
económica y responsabilidad política, el partido socialista estima- 
ba que la reforma del Estado significa, ante todo, una experimen- 
tación de relaciones nuevas entre los ciudadanos y el Estado con 
la ruptura de la estructura burocrática y autoritaria del Estado 
central, es decir, un nuevo modo de gestión de las funciones de 
los poderes centrales a experimentar en el interior de las organi- 
zaciones regionales. 


Por su parte la jurisprudencia del Tribunal constitucional hasta 
finales de los años sesenta, al resolver los problemas regionales 
que se planteaban en las regiones con estatuto especial, únicas que 
funcionaban, han expresado criterios antirregionalistas o frenado- 
res de un auténtico desenvolvimiento regional. En este sentido 
ha dado una gran importancia a las «normas de actuación» que 
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se han considerado indispensables para el traspaso tanto de órga- 
nos como de funciones del Estado a las regiones, en el sentido 
de que dichas normas son necesarias siempre que hay una. cone- 
xión entre ambas competencias para la determinación de los po- 
deres legislativos tanto cuando se refieren a cuestiones secunda- 
rias como cuando son competencias de carácter primario y 
exclusivo. De esta manera la jurisprudencia constitucional con- 
vertía a las «normas de actuación» en el fundamento del poder 
regional, puesto que no valen las atribuciones genéricas, sino que 
unas normas especiales deben contemplar cada problema especí- 
fico de modo particular, «puntuales» sería el término empleado 
por el Tribunal constitucional a partir de 1960. 

De otro lado, y con el mismo fin de frenar el desarrollo de las 
autonomías regionales, el Tribunal constitucional ha mantenido 
que el poder regional debe considerarse suspenso hasta que una 
«norma de actuación» resolviese los problemas de coordinación 
entre la competencia estatal y la regional, y que siempre habría 
que dejar a salvo de cualquier peligro el principio de la unidad 
nacional. 

A finales de 1967 se produciría un cambio de posición de las 
fuerzas políticas de la mayoría centro-izquierda sobre la práctica 
de los principios contenidos en la Constitución en materia regional. 
En 1968 se aprobó una ley que. contenía normas para las eleccio- 
nes de los consejos regionales con estatuto ordinario. Se establecía 
el sistema de elección directa de los mismos y se fijaba que las 
elecciones para consejeros regionales se celebrarían al mismo 
tiempo que las inmediatas elecciones administrativas. La fecha de 
estas primeras elecciones para los consejos. regionales de las re- 
giones no especiales fue el 7 de junio de 1970. 

La ley de 16 de mayo de 1970 cumplió el mandato, contenido 
también en la ley de 1968, dictando normas sobre medidas finan- 
cieras para la puesta en marcha de las regiones con estatutos ordi- 
narios señalando los recursos financieros propios de las regiones, 
su participación en el producto de los impuestos del Estado, los 
fondos para el financiamiento de los programas regionales, el des- 
arrollo, los poderes de las regiones para contratar empréstitos, 
emitir obligaciones y su participación en las sociedades financie- 
ras regionales, y la delimitación del demanio y del patrimonio 
regionales. 

Las elecciones para consejeros regionales de 1970 y 1975 die- 
ron los siguientes resultados: 

Estos resultados no alteraron el equilibrio político nacional 
como algunos partidos esperaban o temían, pero los de 1975 anun- 
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: Votos Votos 

Partidos 1970 1975 
Democracia cristiana ... ... ... .. 10.305.182 12.367.039 
Partido socialista italiano ... ... ... ... 2.838.391 4.139.146 
Partido socialista unitario a sere 1.897.182 1.964.348 
Partido republicano .. id 785.253 1.145.700 
Total centro izquierdo .. 15.826.008 19.616.233 
Partido liberal . 1.290.908 879.595 

Partido monárquico (P. D. IL. v Mm). 193.120 | 
Movimiento social italiano . a 1.424.411 2.388.054 
Total oposición de derecha ... ... ... ... 2.908.439 3.267.649 
- Partido comunista . 7.584.440 11.263.173 

Partido socialista italiano de “unidad 

proletaria (P.S.1I.U.P.) ... . e 877.252 442.278 
Total oposición de izquierda ... ... ... 8.461.692 11.705.451 
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Nota.—a). El partido socialista unitario (P.S.U.) recobraría 
posteriormente su antiguo nombre del P.S.D. 1. (partido social 
demócrata italiano). 


ciaron la tendencia que hace crisis en las elecciones de 1976, con 
la polarización en dos partidos. 


Con estas elecciones se ponían en marcha las regiones con es- 
tatuto ordinario. Trece de estas regiones (Piamonte, Lombardía, 
Venecia, Liguria, Emilia, Romaña, Toscana, Las Marcas, Umbría, 
Lazio, Molise *, Campania, Pluelia y Basilicata) vieron aprobados 
sus estatutos por ley del 22 de mayo de 1971. Los estatutos de las 
dos regiones restantes (Calabria y Los Abruzzos) se aprobaron 
por ley de 22 de julio de 1971. 


Desde 1970 se inicia, pues, la experiencia del «regionalismo or- 
dinario» que completa el marco regional previsto en la Constitu- 
ción para el Estado italiano, como fórmula intermedia entre el Es- 
tado unitario y el Estado federal. Las condiciones políticas son 
muy diversas a las de la inmediata posguerra en la que se pusie- 
ron en marcha las regiones con Estatuto especial. Es posible que 
ahora podamos contemplar un desarrollo paralelo de ambos tipos 
de regiones, como medio para modernizar las viejas estructuras 
y vitalizar la sociedad italiana. La institucionalización de las regio- 


1 Creada por la Ley Constitucional de 27 de diciembre de 1963, desgajándola de la 
región de Los Abruzzos. 
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nes ha seguido un proceso muy lento. Las dificultades financieras 
y la pertenencia de las élites regionales a partidos nacionales, han 
contribuido a este resultado. 


4. Los partidos políticos y la organización de los poderes 


La Asamblea constituyente no pretendió resucitar sin más 
—cCcosa imposible además por los cambios institucionales— el sis- 
tema parlamentario que se había asentado en la estructura cons- 
titucional italiana anterior al fascismo. El nueco sistema tuvo 
mucho de compromiso —comó todo el texto constitucional— entre 
los partidos políticos más importantes en aquella hora de la vida 
política italiana. Y ha sido indudablemente el reparto de estas 
fuerzas políticas y su actuación en el sistema establecido por la 
Constitución lo que da un perfil característico a la realidad política 
italiana. | 

Aunque con un matiz más suave que la Constitución de la 
IV República francesa, la Constitución italiana se caracterizaba 
por una preponderancia del Parlamento sobre los demás poderes. 
La práctica de los años de vigencia han trasladado esta preponde- 
rancia de la Asamblea a las organizaciones de los partidos. Por 
eso algún autor italiano ha podido calificar al régimen italiano 
como una «partitocrazia». | 

Las fuerzas políticas, desde 1948, han experimentado importan- 
tes cambios que se reflejan en los resultados electorales y en su 
participación en el Parlamento italiano. El cuadro siguiente nos 
permite observar esa evolución en la Cámara de Diputados: 





LA CONSTITUCION ITALIANA DE 1947 


CAMARA DE DIPUTADOS 
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1948 1953 1958 1963 1968 1972 1976 
D. C. votos. 12.741.299 10.862.073 12.520.207 11.763.418 12.437.848 12.943.675 14.211.005 
puestos. 135 262 273 260 266 267 263 
POT... 8.151.509 6120809  6/704:454 7.763.854 8.551.347 9.085.927 12.620.509 
(a) dl 143 140 166 177 179 227 
id. 3.441.014 . 4.206.726 4.251.966 4.354.906 3.224.778 3.541.383 
75 34 87 61 57 
(b) 91 
N (61 + 30) 
P.S. D. 1 1.858.346 1.222.957 - 1.345.447 1.874.379 1.612.880 1.237.483 
33 19 22 23 29 15 
PS. U.P | rad 648.368 
P.L, 1 1.004.889 815.929 1.047.081 2.142.053 1.850.650 1.300.074 478.157 
19 14 17 39 31 21 5 
P.R. I 652.477 438.144 405.782 420.726 626.533 953.681 1.134.648 
9 5 6 6 9 14 14 
? mon 129.144 1.854.850 776.919 533.552 312.702 
14 40 14 8 6 
659.997 
| | (c)11 
MSI... 526.670 1.582.154 1.407.718 1.569.202 1.304.847 2.163.719 2.243.849 
(dd) 6 29 24 27 24 (e) 56 (e) 35 
P. tirolés ... 124.385 122.474 135.491 135.491 152.991 153.759 184.286 
9 0 AA 3 3 3 3 3 3 3 
Otros ... ... 480.143 350.447 282.559 
partidos... P 2 1 
D. C.—Democracia cristiana. 
P. C. 1—Partido comunista. 
; P.S.I.—Partido socialista. 
P. S. D. I—Partido social demócrata. 
S. V.—Súadtiroler Volkspartei. 
P.S.1.U. P.—Partido socialista de unidad proletaria. 
P. L. 1.—Partido liberal. 
q I.—Partido republicano. 


I.—Movimiento social italiano. 


a) ElP.C.1I. y el P.S.1. presentaron candidaturas unidos. 
: b) El P.S. 1. y el P.S.D. I. se presentaron unidos en las elecciones, formando el Par- 
tido Socialista Unitario (P.S.U.). El número de diputados de cada partido: 61 del P.S.I. y 
20 del P.S.D.1. como aparecieron en la Cámara al separarse en 1969. 
c) La división de los monárquicos en dos partidos; el partido monárquico popular 

y el partido monárquico nacional, se superó en las elecciones de 1963 donde apareció el 
actual P.D.1.U.M. (Partido demócrata italiano de Unión monárquica). 

i d) En 1948 formó con el partido «Uomo qualunque» el denominado «Bloque na- 
Ctlonal». 

e) En las últimas elecciones el P.D.I.U.M. y el M.S.I. han presentado candidaturas 
tMidos, bajo el nombre de «Derecha nacional». 
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El Senado ha seguido una evolución paralela a la Cámara. Po- 
demos comparar las COn PocIcIOnes respectivas en las tres últimas 














l legislaturas: 
EVOLUCION DEL SENADO .. 

1968 1972 1976 : 
D.C. .. 135 135 135: 
Pol aid 88 80 116: 
¡5 | 11 ' 29 
P.S.D.I.. 46 (a) 33 6 
P.S.I.U.. 13 11 — 
Pol Te su 16 8 2 
P.R.L De sa 2 5 6 
P. monárquicos ia 2 
M.S.I.. da 11 26 (b) 15 
S.V.. des ión 2 2 3 
Otros partidos iio — 4 E 








e a) ElP.S.I. y el P.S.D. I. cumplieron candidaturas conjuntos 
en 1968. 

b) Los partidos monárquicos y el M.S.1. presentaron candi- 
daturas unidos, bajo el título «Derecha nacional», en 1972. 





A. EL PARLAMENTO 
a) Composición 


El Parlamento se compone de dos cámaras: la Cámara de 
Diputados y el Senado de la República. Se conserva la terminolo- 
gía del Estatuto albertino, aunque su entidad varía radicalmente. 
Se ha admitido el bicameralismo para evitar —como dice Ruini— 
caer en el gobierno convencional o de asamblea. 

Las dos cámaras pueden reunirse en sesión conjunta en los 
casos previstos por la Constitución; especialmente son de notar la 
elección y juramento del Presidente de la República, y la elección 
de miembros del Tribunal Constitucional y del Consejo de la Ma- 
gistratura. 

Ambas cámaras son electivas e iguales en funciones. Se puede 
pensar que esto supondrá una duplicidad inútil de un órgano. Sin 
embargo, el diverso sistema electoral quiso marcar ciertas diferen- 
cias que la justificaran. 

La Cámara de Diputados es elegida por sufragio universal y 
directo ?. 


2 La Ley Constitucional de 9 de febrero de 1963 estableció que el número de dipu- 
tados sería de 630, y la distribución de escaños entre las circunscripciones dividiendo 
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El sistema electoral vigente es el «proporcional». La ley elec- 
toral mantiene el sistema proporcional de lista, con un complicado 


sistema de reparto de los «restos». 


Los senadores son elegidos sobre una base regional. El núme- 
ro de senadores electivos será de 315 ?. Ninguna región podrá tener 
un número de senadores inferior a siete (con excepción de Molise, 
que tiene dos, y el Valle de Aosta, uno). La distribución de los es- 
caños entre las regiones se hace en proporción a la población, par- 
tiendo de los mínimos establecidos. Hay un reducido número de 
senadores no electivos (hasta cinco nombrados por el presidente) 
y como miembros de derecho los ex presidentes de la República. 

El mandato de los diputados y senadores es de cinco años, salvo 
disolución anticipada por el Presidente de la República. 

Las cámaras tienen autonomía a la hora de elegir sus presiden- 
tes y mesas presidenciales y de dictarse un reglamento. 

- En su interior —de acuerdo con sus reglamentos—, los dipu- 
tados y senadores se agrupan en cada cámara en «grupos parla- 
mentarios» basados en los partidos políticos. 

El trabajo se efectúa en pleno o en comisiones, hasta donde 
llega la configuración proporcional de las cámaras. 

Al ser igual en su consideración constitucional, en cuanto a 
la función legislativa, una ley puede ser iniciada lo mismo en una 
cámara que en otra. La iniciativa, aunque puede ser compartida 
por los miembros de las cámaras, por el pueblo (ya que cincuenta 
mil electores pueden presentar proyectos de ley articulados en el 


- Parlamento) e incluso por otros óreanos y entidades a quienes se 


la atribuya la Constitución, es monopolizada casi por entero por 
el Gobierno. ' 

El consentimiento de las dos cámaras es necesario para la 
aprobación de la ley. La Constitución no establece ningún medio 
específico para resolver un posible conflicto entre ellas. En la 
práctica, dada la similar estructura política de las dos cámaras, 
un conflicto accidental puede ser resuelto por conversaciones 
entre representantes de una y otra y un conflicto grave no es pro- 
bable pueda darse. | 

Una vez aprobada la ley por ambas cámaras, es el Presidente 
quien debe promulgarla en el plazo de un mes (período que puede 
ser acortado, por razón de urgencia, por decisión del Parlamento), 


- el número de habitantes, según resulte del último censo general de población, entre 630, 


distribuyendo los puestos de la Cámara de Diputados en proporción a la población 
de cada circunscripción. 

3 Ley Constitucional de 9 de febrero de 1963, modificada por Ley Constitucional 
de 27 de diciembre del mismo año. 
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aunque tiene la facultad de devolverla para nuevo examen. Si es 


de nuevo aprobada, el Presidente no tiene poder alguno para evt 


tar su promulgación. 


b) Las Comisiones parlamentarias 


La Constitución establece una competencia de las comisiones 
parlamentarias en materia legislativa que Duverger ha nó 
como una de sus notas más originales. 

La deliberación y aprobación de la ley puede efectuarse en el 
pleno de las asambleas o en las comisiones. Hay proyectos de ley 
que requieren necesariamente la intervención del pleno (materias 
constitucionales, delegación legislativa, autorizaciones para la rati- 
ficación de tratados internacionales y aprobación de presupuestos, 
a los que el reglamento de la Cámara de Diputados vigente ha 
añadido los «proyectos de ley de carácter financiero»), pero los 
demás pueden ser transferidos para su deliberación y aprobación 
a la comisión que le correspondía su estudio previo o bien a una 
comisión especialmente constituida para estos efectos, respetán- 
dose siempre la proporcionalidad entre los grupos parlamentarios 
de los partidos. 

Los presidentes de las cámaras tienen la iniciativa de transfe- 
rir a la comisión los proyectos de ley que estime convenientes 
—con las limitaciones por razón de la materia anteriormente 
enunciada— y siempre que no encuentre oposición en la asamblea 
respectiva. - 

La Constitución considera esta forma de deliberación y apro- 
bación como excepcional y anómala, por lo que precisa que hasta 
el momento de su aprobación definitiva por parte de la comisión 
está sujeto este procedimiento a la voluntad del gobierno, de un 
décimo de los componentes de la cámara o de un quinto de los 
de la comisión, que podrán pedir, sin posibilidad de oposición al- 
guna, sea pasado a la Asamblea plenaria. 

La publicidad está asegurada, no mediante el acceso del pú- 
blico a las sesiones de las comisiones, sino por notas sumarias 
que serán publicadas al final de las mismas. 

Pero este procedimiento «anómalo» ha tenido una gran impor- 
tancia en la práctica. Los proyectos aprobados directamente en el 
seno de las comisiones han sido muy superiores en número a los 
que lo fueron en el pleno. Por lo que —como dice Mohrhoff— las 
comisiones se han revelado como el instrumento legislativo funda- 
mental del Parlamento. 

El reglamento de la Cámara de Diputados ha introducido otro 
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procedimiento para aumentar la importancia de las comisiones en 


las tareas legislativas. Desenvolviendo un principio constitucional, 
si se declara la urgencia de un proyecto de ley, y una vez aproba- 
dos los «criterios informadores» del mismo, se puede dejar a las 
comisiones la redacción definitiva de los artículos, reservando a 
la asamblea su aprobación, uno a uno, y después la aprobación fi- 
nal del proyecto. En la aprobación de los artículos se evita las 
«declaraciones de votos» —con la consiguiente economía de tiem- 
po—, reservándose éstas para el momento de la aprobación final. 
Se pretende con ello aligerar el ¿ter de la ley. | 


B. EL GOBIERNO 


La Constitución italiana establece que el Gobierno es un órga- 
no compuesto por el presidente del Consejo de Ministros y los 
ministros, que constituyen unidos el Consejo de Ministros. 

- Se atribuye al presidente del Consejo de Ministros la direc- 
ción de la política general del Gobierno, respondiendo de la misma, 
y el mantenimiento de unidad de dirección política y administra- 
tiva coordinando y promoviendo la actividad de los ministros. La 
presiencia del Consejo no ha sido objeto todavía de una ley de 
organización, aunque fue iniciada en la legislatura anterior. Los 
ministros son responsables colectivamente de los actos del Con- 
sejo de | Ministros e individualmente de los actos de su depar- 
tamento. 

El Presidente de la República nombra al presidente del Con- 
sejo y a propuesta de éste a los ministros. 

Claro es que en el ejercicio de esta función presidencial habrá 
de tener en cuenta que el Gobierno ha de contar con la confianza 
de las Cámaras. 


a) Votación de investidura 


En primer lugar, en el momento inicial del desempeño del car- 
go. Por el nombramiento presidencial se ha constituido el Go- 
bierno, pero ha de presentarse ante las Cámaras para obtener la 
confianza que exige la Constitución. Es la llamada «votación de 
investidura». El Gobierno tiene que presentarse para obtener la 
confianza en el plazo de diez días desde su formación. 

La presentación, según la práctica que inició el gobierno Pella 
en 1953, se realiza alternativamente. Si el gobierno saliente se 
había presentado primero en el Senado, el entrante lo hace en la 
Cámara de Diputados, y viceversa. 
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El presidente del Consejo hace una exposición del programa 
de gobierno, tanto en una como en otra cámara, y se abre un de- 
bate. Obtenida la confianza en una cámara, se continúa la discu- 
sión en la otra; en caso contrario, se abre una nueva crisis. 

La moción por la que se confiere la confianza ha de ser moti- 
vada y normalmente no la presenta el mismo gobierno, sino un 
erupo de parlamentarios. La votación es nominal y no se requiere 
un quórum cualificado para la expresión o la negación de la con- 
fianza. | 


b) Moción de censura y otros medios de control 


Una vez que el Gobierno ha sido «investido» se estima que 
sigue gozando de la confianza del Parlamento, a no ser que se 
produzca una revocación expresa mediante la «moción de censu- 
ra», que debe ser firmada, al menos, por una décima parte de los 
miembros de la cámara y que no puede ser discutida hasta des- 
pués de tres días desde su presentación. 

El voto adverso de una o ambas cámaras a una propuesta del 
Gobierno no implica la obligación de dimitir. 

Hay que hacer notar con Crisafulli que permanece inédito este 
procedimiento de una «moción de censura». Como dijimos antes, 
las organizaciones de los partidos han sustituido de hecho al Par- 
lamento en esta función. Todas las crisis que se han producido 
han tenido un origen extraparlamentario. Por lo que cabría pre- 
eguntarse —y así lo ha hecho la doctrina italiana— si no estaría 
facultado el Presidente de la República para negarse a admitir la 
dimisión de un Gobierno hasta que no pasara por la prueba formal 
prevista en la Constitución. La ruptura de una coalición, por la 
retirada de unos ministros del Gobierno, incluso por diferencias 

- de criterio dentro de un mismo partido o entre algunos ministros 
y los órganos dirigentes de su partido, han podido producir la 

- Caída de un Gobierno, sin que se haya producido votación alguna 
que permitiese actuar a los parlamentarios en esta función de 
control. 

Les cabe dentro de este campo la posibilidad menor de una 
«pregunta» o una «interpelación» y, en el Senado, por medio de 
la «moción», promover una deliberación. El Parlamento puede 
también practicar investigaciones sobre materias de tenes pú- 
blico. 

La actuación de los partidos, con su multiplicidad y sus divi- 
siones internas han producido este sistema parlamentario que im- 
pide una eficaz obra de gobierno. 
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c) «Decretos-legislativos» y «Decretos-leyes» 


El Gobierno puede ejercer una función legislativa, previa de- 
legación (con determinación de principios y limitación de tiempo 
y objeto por parte del Parlamento. Estas normas, llamadas «de- 
cretos legislativos», tienen valor de ley. | 

En casos excepcionales de necesidad y de urgencia, el Gobier- 
no podrá dictar, bajo su responsabilidad, «providencias provisio- 
nales con fuerza de ley» («decretos-leyes») sin previa delegación, 
pero con la obligación de presentarlos en el mismo día, para su 


- conversión en ley, a las cámaras, y si éstas estuviesen disueltas, 


serían convocadas y reunidas en el plazo de cinco días. Si no son 
convertidos en ley dentro del plazo de sesenta días pierden toda 
eficacia desde su origen. Estos decretos han adquirido un relieve 
inusitado en cuanto se han convertido en una forma especial de 
ejercer el Gobierno la iniciativa legislativa. | 


d) Organos auxiliares 


La Constitución instituye como órganos auxiliares del Gobier- 
no el Consejo Nacional de la Economía y del Trabajo (constituido 
por ley de 5-1-57), el Consejo de Estado y el Tribunal de Cuentas. 


C. EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 


El Presidente de la República es, según definición constitucio- 
nal, el jefe del Estado y representa la unidad nacional. 

En el sistema italiano la figura del Presidente viene diseñada 
con ciertos rasgos que lo separan del esquema clásico del sistema 
parlamentario y que han permitido, por la personalidad de los que 
han ocupado el cargo, convertirlo en un elemento que contribu- 
ye poderosamente a dar estabilidad y continuidad política al ré- 
gimen por encima de las encontradas fuerzas políticas. 

Desde el año 1953 los presidentes han tenido una actuación 
cada vez mayor, mediante prácticas constitucionales. A medida 
que se hacía más precaria la mayoría que otorgaba su confianza 
al gobierno, crecía la importancia del Presidente, que con la de- 
claración de irresponsabilidad y el consiguiente requisito del re- 
frendo para sus actuaciones, parecía destinado a un papel más 
oscuro, pese a las declaraciones en contra de los constituyentes. 

El presidente Gronchi, en una declaración hecha en junio de 
1957, afirmó —levantando la correspondiente polémica— que «lo 
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que importan menos son las fórmulas, las cuales deben ser con- 
sideradas como instrumento para alcanzar las finalidades. Y éstas 
son dos: responder a las exigencias del país y respetar la autori- 
dad y el prestigio del Parlamento. La obra del Presidente de la Re- 
pública no debe limitarse a dar al país un presidente del Conse- 
jo, sino que —como un deber más que un derecho— debe co- 
| laborar en la formación del Gobierno, porque esto responde a las 
| dos finalidades antes mencionadas». Las intervenciones de los pre- 
| sidentes en la resolución de las crisis han sido cada vez de preayOS 
peso. 

Según la Constitución, el Presidente de la República será ele- 
gido por el Parlamento en sesión conjunta de todos sus miembros, 
más tres delegados por cada región, elegidos por el consejo re- 
gional en forma que se asegure la representación de las minorías 
(el Valle de Aosta envía un solo delegado). 

El mandato presidencial dura siete años y la Constitución no 
alude a la posible reelección. La sustitución, en caso que sea im- 
posible al Presidente cumplir sus funciones, le corresponde al pre- 
sidente del Senado. | 

Ningún acto del Presidente de la República es válido si no apa- 
rece firmado por los ministros que lo hayan propuestos y que asu- 
men su responsabilidad. Determinados actos —entre ellos todos 
los que tengan valor legislativo— tienen que ir firmados también 
por el presidente del Consejo. 

La doctrina ha señalado una serie de actos llamados «actos 
presidenciales» en los que el papel del jefe del Estado sería pre- 
eminente, a diferencia de otros que aun cuando también son rali- 
zados por él han de considerarse como sustancialmente guDer 
nativos. 

A estos actos presidenciales habría que referir: el poder de 

- aceptar o rechazar la dimisión del Gobierno, el llamamiento para 

- formar nuevo Gobierno y el nombramiento del presidente del Con- 
sejo; el poder de enviar mensajes a las cámaras; la disolución de 
las cámaras; el poder de reenviar las leyes al Parlamento para 
nuevo examen antes de promulgadas; el poder de nombrar un 
tercio de los jueces constitucionales; la convocatoria extraordi- 
naria de las cámaras y el nombramiento de secretario general de 
la presidencia. Por práctica constitucional dudosa se ha incluido 
el nombramiento de ocho de los «expertos» que forman parte del 
Consejo Nacional de la Economía y del Trabajo. | 

En la «autorización» para la presentación a las cámaras de los 
proyectos de ley de iniciativa del Gobierno es mínima la esfera 
de discrecionalidad del Presidente de la República y su papel es 
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análogo a su participación en la formación de los actos del Go- 
bierno, por lo que puede considerarse como un acto intermedio 
entre los «presidenciales» y los que deben considerarse de inter- 
vención obligatoria y reglada. 

Entre éstos está la actividad del Presidente «declarando» deli- 
beraciones de las cámaras, la promulgación de la ley y la decla- 
ración del estado de guerra, la convocatoria de las elecciones den- 
tro de los sesenta días siguientes a la disolución y la convocatoria 
de la primera reunión dentro del plazo de veinte días después de 


la elección y convocar el referéndum popular en los casos pre- 
- vistos en la Constitución: el nombramiento, en los casos previstos 


por la ley, de los funcionarios del Estado; acreditar y recibir los 


representantes diplomáticos y ratificar los tratados internaciona- 
-les, con la autorización previa de las cámaras. 


El Presidente de la República tiene además el mando de las 
fuerzas armadas, preside el Consejo Supremo de Defensa y el Con- 
sejo Superior de la Magistratura; por último, confiere los hono- 
res de la república y puede conceder gracias y conmutar penas. 


5. La organización judicial y el Tribunal constitucional 


El principio de la independencia judicial, y sus consecuencias, 
tiene su: consagración en el texto constitucional italiano. No sólo 


- se garantiza la independencia de los jueces individualmente con- 


siderados, sino de la judicatura como un «orden autónomo e inde- 
pendiente de todo otro poder». 

Con este objeto se establece un órgano con dignidad de órgano 
constitucional: el Consejo Superior de la Magistratura. Este Con- 
sejo está presidido por el Presidente de la República y formado 
por miembros natos (además de su presidente, el primer presi- 
dente y el fiscal general del Tribunal de Casación) y miembros 
electivos que lo serán en sus dos terceras partes (en número 
de 14) por todos los magistrados ordinarios, según una proporción 
numérica entre las diversas categorías, y de una tercera parte (7) 
elegidos por el Parlamento, reunidas las dos cámaras en sesión 
conjunta, entre catedráticos de universidad de disciplinas jurí- 
dicas y abogados con quince años de ejercicio profesional como 


- mínimo. 


Es incompatible el cargo de consejero con el de miembro del 
Gobierno, del Parlamento o de los Consejos regionales, y con el 
ejercicio profesional. El mandato es de cuatro años de duración, 
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no siendo reelegibles inmediatamente, estando prevista la proro- 
gatio y la disolución cuando no sea posible su funcionamiento. 

Hasta el año 1958 (ley de 24 de marzo) no se dictaron las, nor- 
mas previstas en el texto constitucional sobre la. constitución y 
funcionamiento del Consejo Superior de la Magistratura. ' 

Sus atribuciones afectan a cualquier decisión sobre jueces y 
magistrados y como órgano consultivo emite su parecer, a; reque- 
rimiento del ministro de Justicia, sobre los proyectos legislativos 
que conciernan a la organización judicial o a la administración de 
la justicia. 

Como novedad en la historia constitucional italiana, E Cons- 
titución de 1947 estableció un Tribunal constitucional encargado 
de juzgar las controversias relativas a la constitucionalidad de la 
ley y a la solución de los conflictos de atribuciones entre los po- 
deres del Estado o entre el Estado y las regiones. También es 
juez en las acusaciones contra el Presidente de la República y los 
ministros. 

El Tribunal constitucional está compuesto por 15 jueces nom- 
brados por terceras partes por el Presidente de la República, por 
el Parlamento, en sesión conjunta de ambas cámaras, y por la ma- 
gistratura suprema ordinaria y administrativa. Los jueces son ele- 
gidos entre los magistrados, incluso jubilados, de la jurisdicción 
superior ordinaria y administrativa, los catedráticos de univer- 
sidad de enseñanzas jurídicas y los abogados con veinte años de 
ejercicio profesional. 

Los jueces son nombrados por un período de nueve años, re- 
novándose parcialmente *. 

El cargo de juez es incompatible con el de miembro del Par- 
lamento o del Consejo regional y con el ejercicio de la profesión. 

Cuando el Tribunal declara inconstitucional una ley o un acto 
con fuerza de ley, la norma cesa de tener eficacia desde el día 
siguiente a la publicación de la decisión. 

Hasta 1955 no fueron elegidos los primeros jueces constitu- 


cionales. Según Biscaretti di Ruffia, la existencia y actividad del 


Tribunal constitucional viene hoy a dar unos caracteres específicos 
al sistema político italiano. 

Al lado de los diversos órganos constitucionales que son ex- 
presión de la «voluntad de la mayoría» se encuentran hoy —en si- 
tuación de paridad con aquéllos— un órgano destinado, por el 


1 Reforma de la Ley Constitucional de 22 de noviembre de 1967, que estableció 
además la absoluta irreelegibilidad de los magistrados y la elección trienal del Pre- 
sidente. 
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contrario, a la tutela objetiva del derecho en la más elevada es- 
fera del ordenamiento jurídico, donde hasta hace pocos años los 
conflictos eran resueltos exclusivamente en un plano político. 
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LA REVOLUCION SOVIETICA Y LA CONSTITUCION 
o DE LA U.R.S.S. | 


1. La revolución soviética 


En muchos aspectos la revolución rusa ha representado para 
el siglo xx lo que la francesa significó para el xix. Esto es, ha sig- 
nificado la realización revolucionaria en un pueblo de una idea 
política difundida en Occidente. También como aquélla ha sido 
preparada en gran parte por un clima moral, social y político ra- 
mificado en todo el Occidente europeo; también como aquélla, ha 
sido precedida de una labor de especulación intelectual y de pro- 
_paganda literaria; también como aquélla, por último, se ha ma- 
nifestado en una circunstancia histórica propicia y en un pueblo 
que estaba preparado para recibirla. Quizá más aún que en el caso 
de Francia, la revolución comunista del siglo xx ha sido muy es- 
peciíficamente la revolución rusa. La gran extensión del imperio 
del Oriente europeo le hace adecuado a una autocracia férrea; 
los residuos de la invasión mongola y el carácter eslavo dan a sus 
hombres un espíritu duro y mesiánico, y dispuesto a una mística 
fanática; su historia misma está signada por inquietudes revolu- 
cionarias del pueblo y proyectos fantásticos de reforma autocrá- 
tica, nimbados con el halo de lo legendario. Un escritor soviético 
contemporáneo, Alexis Tolstoi, ha evocado la figura de Pedro el 
Grande, con su fanatismo reformador y su celo tiránico, como 


símbolo del alma rusa y eslabón de la cabeza histórica que se . 


-—cumple en la revolución soviética. Moscú, la tercera Roma de los 
movimientos eslavistas, ha alentado ese espíritu mesiánico que 
es connatural a todo movimiento revolucionario. El sentimiento 
de redención de clase y de justicia social universal, que constitu- 
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ye el fondo más humano del ideario con que la revolución se 
anunció, podía ser el más vivo aguijón de esta alma angustiada 
por una misión trascendente que nos revela la transida literatura 
prerrevolucionaria de un Dostoievski y un Léon Tolstoi. , 
Esa carga ideológica: sólo necesitaba de una ocasión propicia. 
El desastre militar de la primera guerra europea creó el caos po- 
lítico, social y económico idóneo para una revolución. Una revuelta 
en Petrogrado obliga al zar Nicolás, el 15 de marzo de 1917/a ab- 
dicar, cuando regresaba del frente para restablecer el orden, dan- 
do paso a un gobierno provisional, que convoca a una Asamblea 
constituyente que Kerenski quiere orientar hacia una república 
parlamentaria. Lenin, reintegrado a Rusia por Alemania, abre el 
primer congreso panruso de los soviets (consejos obreros), que 
quiere oponer a la asamblea convocada por Kerenski. El congreso 
se Organiza a sí mismo y destaca un comité central permanen- 
te. Mientras las huelgas se suceden y los frágiles gobiernos parla- 
mentarios ensayan nuevas coaliciones de partidos, impotentes ante 
la insubordinación del ejército y la armada. Lenin, en una sesión 
célebre, impone en el comité central del partido bolchevique un 
acuerdo para la revolución militar. Quince días después, un golpe 
de fuerza organizado por el Soviet de Petrogrado, bajo la dirección 
de Trostky, en la noche del 6 al 7 de noviembre (25 de octubre se- 
gún el calendario ruso), hace a los soviets dueños de la capital. El 
comité central designa un gobierno provisional cuyos miembros 
llevarán el nombre de Comisarios del pueblo (Sovnarkom). 

- El poder ganado por la fuerza se consolidará por la fuerza. 
Abierta la Asamblea constituyente (18-1-1918), en que los bolche- 
viques están en minoría, es rápidamente disuelta por la guardia 
de marineros después de abandonar el salón de sesiones los ami- 
gos de Lenin. A la Asamblea constituyente —que, según Lenin, 
representaba a la democracia burguesa— opone Lenin el congreso 
_panruso de los soviets y su comité central ejecutivo. Este ha ela- 
borado una propuesta de declaración de derechos cuyo primer 
artículo define la nueva situación atribuyendo todo el poder a los 
soviets. 
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CRONOLOGIA DE LA HISTORIA CONSTITUCIONAL DE LA U.R.S.S. 


1904 
1905 
1917 


1917 


1918 


1919 


1921 
1922 


1923 


1924 
1925 


1927 
1928 
1929 
1930 


1934 


1936 


1939 


24 


Guerra ruso-japonesa. 


Movimiento revolucionario. 


Febrero-marzo, revolución Ke- 
renski. 

Octubre-noviembre, golpe - de 
Estado bolchevique de Le- 
nin y Trotsky. Guerra civil. 

Declaración de Derechos del 
pueblo obrero. Constitución. 

Comintern. | 

Nueva política económica. 

Tratado de Rapallo, Rathenau- 
Chicherin. | 


Nueva Constitución (ratifica: 


da en 1924 y reformada en 
1925). Se constituye la URSS 
como Federación (Rusia, 
Ucrania, Bielorrusia, Trans- 
caucasia, Georgia, Armenia, 
Azerbaiján). 

Muerte de Lenin. 


Uzbekistán y Turkmenistán se 


unen a la URSS. 

Victoria de Stalin sobre 
Trotsky. 

Planes quinquenales. 

Tajikistán se une a la URSS. 

Colectivización de la agricul- 
tura. | 


_La URSS, miembro de la So- 


ciedad de Naciones. Frente 
popular en las democracias 
occidentales. Litvinov. 

Nueva Constitución. Liquida- 
ción de los soviets. Eleccio- 
nes directas. La URSS se 
constituye con la once Re- 
públicas federales. 

Pacto de no agresión con Ale- 
mania (Molotov, agosto). 
Partición de Polonia, sep- 
tiembre. Guerra con Finlan- 


1940 


1941 


1945 


1947 


1948 
1950 


1953 


1954 
1955 
1956 


1958 
1964 


1968 


1977 


dia y ocupación de Besa- 
rabia. 

Estonia, Letonia, Lituania y 
Moldavia se incorporan a la 
URSS como Repúblicas fe- 
derales. Trotsky muere en 
Méjico. | 

22 de junio, ataque alemán a 
la URSS. Alianza con los 
aliados. 

Yalta, Postdam, Línea Lú- 
beck-Trieste. Austria y Ale- 


mania, ocupadas. Polonia, 


Hungría, Rumania, Checos- 
lovaquia, Yugoslavia, Bulga- 
ria y Albania: Repúblicas 
populares con vinculación 
económica a la URSS. 

Plan Marshall. Doctrina Tru- 
man: ayuda pueblos libres. 

Crisis de Berlín (guerra fría). 

Invasión de Corea, al sur del 
paralelo 38. 

5 de marzo, muerte de Stalin. 
Le sucede un triunvirato en- 
cabezado por Malenkov. 
XXI Congreso del Partido 
Comunista. 

Malenkov se retira. 

Jruschov y Bulganin. 

Acuerdos de Ginebra sobre 
Vietnam. XX Congreso del 

- Partido Comunista. Ocupa- 
ción de Hungría. 


Jruschov, primer ministro. 


Brézhnev, secretario del Par- 
tido Comunista. Kosiguin, 
primer ministro; Podgorni, 
presidente del Presidium. 

Revuelta en Praga. Doctrina 
Brézhnev sobre la soberanía. 

Nueva Constitución. 
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La etapa inmediata de la revolución es el terror. Las leyes re- 
volucionarias, la acción directa y la represión organizada estable- 
cen el imperio del terror, acentuado aún más por la guerra civil. 
Una «comisión extraordinaria» (Tcheka) perseguirá y castigará 
policialmente a los elementos opuestos a la revolución y los tri- 
bunales revolucionarios apenas darán una apariencia de justicia 
a la liquidación de los enemigos. En el mismo proceso se realiza 
la unificación política que desemboca en el monopolio de uno de 
los partidos revolucionarios: el partido bolchevique. La revolución 
está en marcha, y con ella la tarea que Lenin ha anunciado al 
Soviet de Petrogrado: «Hemos de edificar en Rusia el Estado 
proletario socialista.» 

Esta afirmación, que los historiadores soviéticos destacan 
como la síntesis de la revolución, es al mismo tiempo una expre- 
sión acabada de este impulso revolucionario racionalista del hom- 
bre europeo. Los soviets bolcheviques van a emprender la tarea 
de edificar un Estado de acuerdo con una idea política con que 
pretenden reajustar la sociedad. En el desenvolvimiento de la revo- 
lución esa idea adquirirá matices diversos, y hasta en algún viraje 
revolucionario parecerá quedar fuera de la meta de la revolución. 
Pero el rasgo esencial lo constituirá en todo momento, y esto es 
lo que sitúa la revolución en la historia de la cultura occidental, 
no obstante ese carácter autóctono en que hemos insistido, el pro- 
pósito fanático de refundir a sangre y fuego la vida rusa según 
esquemas racionales que desembocan finalmente en la idea de pla- 
nificación. En este sentido, la revolución rusa es la expresión ex- 
trema del pensamiento político del siglo xv111, que entrega su fe 
laica en el progreso a la mano férrea del déspota ilustrado. Y si 
se tiene en cuenta que en la mística comunista (comunitarismo, 
exaltación del trabajo, supresión de las clases, cultura y estilo de 
vida proletario sustituyendo a la cultura burguesa, regeneración 
. del hombre por el hombre, etc.) la implacable eliminación de los 
valores religiosos y de la fe en la Providencia es suplida por la 
idea mesiánica de un paraíso humano, el pariclo es aún más 
hiriente. 


2. La primera fase de la revolución 
LA ACCIÓN REVOLUCIONARIA Y LA CONSTITUCIÓN DE 1918 
La declaración de derechos del pueblo obrero y explotado de 


16 (3 del calendario ruso) de enero de 1918 y la Constitución de 
julio del mismo año, que la subsume, son los primeros documen- 
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tos constitucionales del Estado de los soviets, aprobados por el 
órgano que Lenin impuso como órgano de la revolución: el con- 
greso panruso de los soviets. La falta de gracia en la forma (al 
menos en sus traducciones) y la pobreza de la concepción que 
tratan de expresar, así como la rápida rectificación política del 
régimen soviético en los años inmediatos, han hecho que estos 
textos no se popularicen ni alcancen la significación mítica de la 
declaración de derechos de 1789 respecto a la revolución francesa. 
Todas estas circunstancias no menguan su valor significativo, 
sobre todo si los relacionamos con otros documentos de la revo- 


.. lución y contrastamos los hechos que los debieron acompañar con 


los acaecidos en otros países que han sufrido con mayor o menor 


extensión la experiencia rusa. Porque ésta es la mayor trascen- 
dencia que hay que atribuir a estos textos constitucionales; sus 


expresiones no son demagogia revolucionaria como pudiera pen- 
sarse, sino la expresión cruda y un poco ingenua de la acción re- 
volucionaria, plasmada en estos documentos antes de que una 
mayor madurez política llevara a los textos escritos la retórica 
de las afirmaciones convencionales. 

Si prescindimos de la organización cuasi provisional de los ór- 
ganos de gobierno que en ellos se realiza (y que estudiaremos más 
adelante en su evolución posterior), dos aspectos fundamentales 
pueden considerarse en estos textos, que para mayor comodidad 
reduciremos a la Constitución de julio de 1918: 


1. La reafirmación de la obra revolucionaria ya iniciada, enca- 
minada a destruir el orden precedente y a marcar los hitos del 
orden socialista en instauración. 

2. Y la definición del principio y las vías de hecho de la dicta- 
dura del proletariado. 


l. LA TRANSFORMACION DEL ORDEN SOCIAL 


El artículo tercero de la Constitución de julio de 1918 contiene, 
junto a una definición dogmática de los fines de la revolución, 
la formulación de las cinco vías fundamentales por las que gra- 
dualmente se ha de edificar el Estado socialista hasta llegar a la 
etapa final que coronará «el triunfo del socialismo en todos los 


- países». A tenor de dicho artículo, las vías iniciales de esta orga- 


nización socialista de la sociedad rusa son la supresión de la pro- 
piedad privada de la tierra, así como de los bosques, subsuelo, 
ganados y material de empresas agrícolas; la dirección y fiscali- 
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zación de las empresas industriales a través de un Consejo Supre- 
mo de Economía y del «control obrero»; el dominio y explotación 
del capital financiero, anulando los empréstitos rusos anteriores 
y nacionalizando la banca; la declaración del trabajo general, Obli- 
gatorio, como movilización de todo el esfuerzo humano en bénefi- 
cio del Estado soviético; y como medida última de defensa, el 
armamento de las clases trabajadoras y su integración en el ejér- 
cito rojo. 

Estos preceptos se limitan a consagrar constitucionalmente, y 
el mismo texto a veces así lo indica, la legislación inicial:del go- 
bierno revolucionario. En 10 de noviembre de 1917 se publicó el 
decreto llamado de «abolición de la propiedad de la tierra»; el 29 
el mismo mes se establecía el «control obrero»; en diciembre se 
nacionalizaba la Banca; en enero de 1918 se decreta la anulación 
de los empréstitos anteriores; el 23 de febrero se había creado el 
Ejército rojo; y disposiciones posteriores nacionalizan los seguros, 
los transportes y las cooperativas, decretan la abolición del dere- 
cho de herencia y prohíben el ahorro y, finalmente, en diciembre 
de 1918, se sustituye el salario por la ración de obrero, procla- 
mando la igualdad de remuneración de cualquier trabajo; el presu- 
puesto de 1920 se limita ya a registrar las salidas y entradas de 
mercancías. A fines de febrero E 1921, dice HAENSEL, la sociali- 
zación era completa. 

Con ello se habían fómulado: en leyes los objetivos de fondo 
de la revolución, de acuerdo con el ideario y el programa del par- 
tido bolchevique y el del socialista agrario, que Lenin había hecho 
suyo para incorporar a la revolución la masa campesina. En rea- 
lidad, basta leer los acuerdos del sexto congreso del partido obre- 
ro social demócrata revolucionario (bolcheviques), para encontrar 
el antecedente, a veces casi literal, de estas medidas legislativas y 
. del artículo constitucional que las resume. La revolución rusa iba, 
sin embargo, a abandonar rápidamente, en un viraje oportunista 
.de Lenin, este programa revolucionario, que ha sido llamado des- 
pués del «comunismo de guerra». Conviene, sin embargo, tenerlo 
presente como síntesis del programa mítico de acción revolucio- 
naria que continúa ejerciendo su fascinación utópica sobre los 
movimientos socialistas de otros pueblos, aunque el Estado so- 
viético se viera obligado a revisarla en su primer encuentro con la 
realidad. 
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2. LA DICTADURA DEL PROLETARIADO 


_ De acuerdo con la doctrina histórica política de Marx, inter- 
pretada por Lenin, entre la explotación capitalista y la utopía de 
una anarquía socialista se intercala un período de nombre expresi.- 
vo: la dictadura del proletariado. Para Lenin esta es la idea esen- 
cial que separa su concepción y la del socialismo reformista. La 
lucha de clases exige la supresión del Estado burgués como apa- 


rato de poder y opresión y su sustitución por otra organización de 


poder transitoria: la dictadura del proletariado, como fin de la 
lucha de clases y continuación en una nueva forma, que presu- 
pone la privación de derechos a los enemigos del proletariado y la 
organización de las masas armadas, controladas y dirigidas por 
el partido. El Estado, como aparato de poder, debe mantenerse, 
aclara Stalin, en tanto subsista el cerco del socialismo en un solo 
país; paradójicamente Stalin descubre que ese aparato de poder 
estatal no es sólo fuerza Opresiva o represiva, sino que puede ser 
también un instrumento de cultura y organización pacífica. Y así 
es como la dictadura del proletariado, que se sirve del Estado 
como «aparato» de poder e instrumento de opresión, se estabiliza. 

Ninguna concepción marxista expresa la Constitución de 1918 
con un mayor vigor. Ella va a ser el instrumento, implícita o ex- 
plícitamente formulado a lo largo de todo el texto de la Constitu- 
ción, para alcanzar el objetivo que a dicha dictadura se asigna en 


- el artículo noveno: «aplastar la burguesía, anular la explotación 


del hombre por el hombre y hacer triunfar el socialismo bajo cuyo 
régimen no habrá división de clases ni de poder del Estado». To- 
dos los resortes de poder y acción dentro del Estado están trans- 
feridos en el texto constitucional a la clase dictadora, definida ya 
en el artículo-1.? al enunciar la denominación del régimen como 
república de los soviets de obreros, soldados y campesinos. Y el 
artículo noveno subraya el valor primario de esta dictadura de 
clase en términos inequívocos: «El problema esencial de la Cons- 
titución de la República Socialista Federal de los Soviets, adecua- 
do al período de transición actual, consistirá en la instauración 
de la dictadura del proletariado urbano y rural y de los campesi- 
nos más pobres en forma de un poder fuerte de consejos pan- 
rusos con objeto de aplastar a la burguesía.» 

Los medios para este fin son varios. Hay medios jurídico- 
políticos : privación de derechos a las restantes clases y monopolio 
de la clase obrera. Y un instrumento político y que constituye la 
aportación de Lenin a la teoría marxista de la revolución. El par- 
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tido único, que representa «la verdadera conciencia de clase», debe 


monopolizar la dirección y control del proletariado. La dictadura 
del proletariado se convierte así en dictadura del. partido. 

Las consecuencias de este propósito se deducen inflexiblemen- 
te en el texto constitucional. En primer lugar, según una afirma- 
ción más teórica que práctica del artículo séptimo, «el poder debe 
pertenecer en su totalidad y exclusivamente a las masas trabaja- 
doras y a su representación autorizada, los soviets de delegados 
obreros, soldados y campesinos»; porque razona el mismo artícu- 
lo, «cuando se entabla la lucha decisiva del proletariado contra 
sus explotadores, no puede haber lugar para éstos en ninguno de 
los órganos del poder». En consecuencia, los artículos 64 y 65 
atribuyeron los derechos políticos, concretamente el derecho de 
sufragio activo y pasivo, a los obreros, soldados y campesinos que 
se ganen la vida con un trabajo productivo y útil a la sociedad 
y excluyan de dichos derechos a los que perciben rentas de un 
trabajo ajeno, a los que viven sin trabajar (rentistas, industriales, 
terratenientes, etc.), a los comerciantes y comisionistas y a los 
monjes y sacerdotes de los diferentes cultos. 

Junto a esos derechos políticos se reservan, en segundo lugar, 
para la clase dictadora las libertades y derechos públicos, que 
constituyen un medio de acción sobre la opinión pública. Los ar- 
tículos 13 a 17, aseguran a los trabajadores, y sólo a los trabaja- 
dores, la libertad de conciencia, la de prensa, las de reunión y 
asociación y la de instrucción. En realidad, no sólo es digno de 
notarse el monopolio de clase con que se configuran estos dere- 
chos, sino las fórmulas con que se les definen, que les dan un con- 
tenido enteramente diverso de lo que por ellos se entiende en el 
derecho público occidental. Son, aunque se anuncien como li- 
bertades, monopolio exclusivo de una clase, y podría decirse que 


«de un partido, pero además están concebidos, de acuerdo con 


una idea de Lenin, no como derechos que puedan ejercitarse fren- 


- te al Estado, ni como exenciones del poder del gobierno o de sus 
agentes, sino como prestación de las condiciones económicas ne- 


cesarias para que estos derechos puedan ejercerse. Así, por ejem- 
plo, dice el artículo 14, «con objeto de asegurar a los trabajadores 
la libertad efectiva de pensamiento... terminará con el estado de 
dependencia de la prensa respecto al capital; entregará al prole- 
tariado obrero y campesino todos los órganos técnicos y material 
necesario para la publicación de folletos, libros y otras produc- 
ciones de prensa y garantizará su libre difusión por todo el país». 
Como fácilmente puede advertirse, el contenido de este artículo 
apunta a algo muy diverso de un derecho personal o del interés 
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público de la libertad de discusión, ni tiene gran cosa que ver con 
la existencia o no de un régimen de censura preventiva. Esta lla- 
mada libertad de prensa no es sino un instrumento más de la dic- 
tadura de clase como monopolio por un partido de ese derecho y 
de los medios económicos necesarios para darle un contenido efec- 


tivo. Lenin, en su crítica de la concepción de la libertad de prensa 


occidental como una libertad de clase (la de la clase capitalista), 
había preparado este concepto. «Los capitalistas —decía Lenin— 
llaman libertad de prensa al régimen en que está abolida la censura 


-y todos los partidos pueden editar cuantos periódicos se les anto- 


jan. Pero en realidad, eso no es tal libertad de prensa, sino la li- 
bertad que se concede a los ricos, a la burguesía, de poder engañar 
a las masas Ooprimidas y explotadas del pueblo... La edición de 
un periódico representa una empresa rentable y capitalista, en la 
que los ricos invierten millones y millones...». 

- La posición de monopolio de poder que define la dictadura del 
proletariado tiene como colofón en el texto constitucional la atri- 
bución a la clase dictadora de las dos más poderosas fuerzas de 
acción estatal y social: el poder militar y el económico. «Para ase- 
gurar la plenitud del poder a las masas trabajadoras —dice el pá- 
rrafo último del artículo tercero— y aplastar toda posibilidad de 
restauración del poder de los explotadores, el Congreso decreta el 
armamento de los trabajadores, la formación de un ejército rojo 
socialista de obreros y campesinos y el desarme completo de las 
clases poderosas.» El honor de defender la revolución con las ar- 
ma en la mano, refrenda el artículo 19, sólo se concede a los 
trabajadores. Y al desarme militar de toda posibilidad de reacción, 
se acompaña el desarme económico, a cuyo fin el artículo 79 se- 
ñala como objetivo de la política financiera la expropiación de 
la burguesía, «para lo que se dispondrá de todos los recursos pre- 
cisos, sin vacilar en atacar el principio de propiedad privada». 

El último y más poderoso instrumento es la concentración de 
poder en el partido que asume la representación de la clase, de 
acuerdo con una concepción que no llega a trascender al texto 
constitucional, pero que se revela en los papeles de Lenin. El par- 
tido ejercerá la dictadura mediante una acción directa de terror. 
La dictadura es unidad de poder y, por consiguiente, incompatible 
con la concepción de la justicia independiente, como poder autó- 
nomo; por otra parte, la dictadura es poder apoyado en la fuerza, 
sin limitaciones legales. El terror es su consecuencia revolucio- 
naria, que Lenin enlaza directamente con el terror de 1793. Este 
terror será ejercido por dos instrumentos; la checa, con pode- 
res policiales y judiciales ilimitados, y la movilización de las ma- 
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sas. «Disponemos —decía Lenin— de un remedio milagroso para 
decuplicar inmediatamente, de golpe, los contingentes de nuestra 
máquina de gobierno... Este remedio consiste en poner a los traba- 
jadores, a los desposeídos, al servicio del Estado, en su diaria 
labor administrativa... Nuestros destacamentos de milicia obrera 
estarán formados por quince personas, dos marineros, dos obreros 
con conciencia de clase, de los que sólo uno habrá de ser necesa- 
riamente miembro de nuestro partido, un intelectual y ocho repre- 
sentantes de los obreros pobres, entre los cuales se contarán por 
lo menos cinco mujeres representantes del personal doméstico, 
obreros no calificados, etc. El destacamento se presentará en la 
casa del rico... He aquí, pues, de relieve a la luz de un ejemplo 
—concluye— la diferencia entre la vieja máquina de gobierno y la 
administración del Estado y la nueva máquina socialista tal y 
como yo la veo.» Esta temible máquina de destrucción, destaca- 
mentos y checas, fue el principal instrumento con que a sangre 
y fuego se realizó el «aplastamiento de la burguesía», y la des- 
trucción de los restantes partidos revolucionarios en competencia 
(menchevique, socialistas, reformistas, intelligentsia, izquierda so- 
cial revolucionaria, etc.). | 


-3. La segunda fase de la revolución 


El segundo período de la revolución soviética está representado 
por la Constitución federal de 6 de julio de 1923 (ratificada en 31 
de enero de 1924 y rectificada en 11 de mayo de 1925, sumando a 
ella las declaraciones dogmáticas de la constitución precedente y 
su reglamentación del derecho electoral) y por la nueva política 
económica (N. E.P.), que, aunque no se refleja de momento en 
los textos constitucionales, tiene una importancia trascendental en 
.cuanto rectifica los principios iniciales de ordenación social del 
llamado «comunismo de guerra», que hemos examinado en los 
párrafos anteriores. Su característica esencial es volver a un régi- 
men de relativa iniciativa privada, discriminación de diversas 
clases de trabajo y economía monetaria, condicionados por una 
férrea dirección económica. El cambio de dirección política produ- 
cido a la muerte de Lenin influirá notablemente en la evolución de 
esta etapa, acentuando el carácter nacional de la revolución rusa. 
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1. LA ESTRUCTURA FEDERAL 


Esta nueva Constitución, en su texto rectificado de 1925, parte 
de la Constitución anterior ratificando la dictadura del proletaria- 
do «con el fin de suprimir la burguesía, aboliendo la explotación 
del hombre por el hombre y caminando hacia el comunismo, bajo 
el que no habrá división de clases, ni poder de Estado». Pero el 
camino de esta utopía de un comunismo anárquico sin clases es 
largo y es preciso crear nuevos mitos que mantengan el entusias- 
mo del impulso revolucionario. El nuevo gran invento de una so- 
ciedad socialista es en esta ocasión bastante más endeble, al menos 
en cuanto a su novedad: la organización federal. Las palabras de 
la Constitución no pierden por ello nada de su énfasis revolucio- 
nario: «La estructura misma del poder de los soviets, internacio- 
nal por su condición de clase, mueve a las masas trabajadoras de 
las Repúblicas soviéticas a unirse en una sola y única familia so- 
cialista... La voluntad de los pueblos de las repúblicas soviéticas... 
es prenda cierta de que esta unión es una unión libre de pueblos 
iguales en derechos; de que cada república conserva el derecho de 
salir libremente de la Unión; de que el acceso a la Unión está 
abierto a todas las repúblicas socialistas soviéticas, tanto a las que 
existen actualmente como a las que pueden constituirse; de que el 
nuevo Estado confederado es el digno coronamiento de los princi- 
pios establecidos desde octubre de 1917 para la convivencia pací- 
fica y la colaboración fraternal de los pueblos; y de que él será una 
barrera sólida contra el capitalismo mundial y señalará un nuevo 
paso decisivo en el camino de la unión de las clases trabajadoras 
de todos los países en una república federativa socialista mun- 
dial». En este texto hay dos finalidades políticas claramente des- 
lindadas: resolver mediante una estructura federal el problema, 
auténtico, de agrupación de las diversas razas y pueblos que mal. 
convivían en la gran Rusia zarista y que en su mayor parte pasa- 
ron a depender de la Rusia soviética; y un segundo, de más en- 
jundia teórica y de un relativo valor práctico, vinculado al carácter 
internacional del movimiento comunista: la federación mundial de 
los pueblos socialistas. 

La estructura federal que se configura en esta Constitución de 
1923 ha pasado en sus grandes líneas a la Constitución actual 
de 1936 y al estudiar ésta examinaremos someramente los órganos 
de gobierno que en ella se establecen. El precepto más original, 
aunque de un puro valor teórico, es aquel que establece el dere- 
cho de todas las Repúblicas federadas a separarse libremente de 
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la Unión. En realidad, tanto este derecho de separación como la 
enumeración de competencias de las repúblicas federales, están 
condicionados por los resortes de poder que reserva a la Unión 
el hecho de que todas las repúblicas federadas están comprendi- 
das en un plan económico común y sometidas al mismo. partido 
comunista con una estructura unitaria. Es curioso advertir. que el 
término federación es cuidadosamente evitado en el texto: cons- 
titucional, o / 


2. LA NUEVA POLITICA ECONOMICA Y LA PLANIFICACIÓN 


La segunda etapa de la revolución rusa está caracterizada, des- 
de el punto de vista económico, por el tránsito de una economía 
socialista a una economía dirigida con un amplio ámbito de ini- 
ciativa individual, que desemboca finalmente en un sistema de 
economía planificada. Apenas iniciado el primer período de comu- 
nismo teórico y anarquía práctica, bajo la presión de un desastre 
económico acompañado de rebeldías de los campesinos y los sol- 
dados hambrientos, Lenin realizó un viraje en la marcha de la 
revolución que es conocido como la nueva política económica 
(N. E. P.). Esta nueva política, que significa simplemente una vuel- 
ta parcial a un sistema de economía individualista, se madura ya 
en el año 1921, apenas transcurridos tres años de la revolución. 
La confiscación de las cosechas se sustituyó por el impuesto en 
especie, entregando al comercio libre los excedentes; la circulación 
monetaria se restableció, aboliéndose todas las restricciones que 
se le habían impuesto y aceptando el pago de algunos impuestos 
en numerario; las empresas estatales se organizaron comercial- 
mente arrendándose su explotación; los salarios se graduaron de 


acuerdo con el rendimiento y la especialización; se autorizaron, 
* incluso, los Bancos privados; se aprobó, por último, un reglamen- 
.to de derechos patrimoniales que las leyes reconocían y debían 
amparar los Tribunales. Autor tan poco sospechoso de recelo al 


régimen soviético, como H. BARBUSSE describe así la situación 
económica creada el año 1922 al amparo de estas medidas: «En 
el campo, en noventa y cinco por ciento de las tierras laborales, 
pertencientes nominalmente al Estado, eran disfrutadas econó- 
micamente (lo que quiere decir, pese a las reservas de duración 
y a ciertas medidas, poseídas) por los campesinos que abonaban 
un impuesto en especie... En cuanto a las empresas industriales, 
pertenecían todas al Estado; pero el Estado sólo explotaba cuatro 
mil (con un millón de obreros, es cierto) y arrendaba cuatro mil 
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(de menor importancia y que daban ocupación a ochenta mil 
obreros). El capital privado se formaba y desarrollaba en el co- 
mercio interior. Representaba el treinta por ciento del conjunto en 
la circulación comercial interior... Paralalemente al proceso socia- 
lista —resume— se había creado un nuevo proceso capitalista, 
sobre todo en el campo». HAENSEL calcula que en el año económi- 
co 1925-1926 el comercio privado realizó el cuarenta y tres por 
ciento del comercio al por menor; y las estadísticas autorizadas 
elevan las cifras del Barbusse para el año 1928 al cincuenta y siete 
por ciento. El nuevo burgués.ruso es el koulak (pequeño propie- 
tario), fácil cabeza de turco en el que se purgan todos los contra- 
tiempos revolucionarios. 

No se crea, sin embargo, que el régimen soviético había inicia- 
do una vuelta pura y simple, más o menos vergonzante, al sistema 
económico capitalista. Casi en las mismas fechas se inicia un 
nuevo movimiento que va a aplicar en Rusia en gran escala y de 
una manera sistemática los principios económicos nacidos y madu- 
rados en el continente durante la primera guerra europea y que se 
conocen con los nombres de derecho económico, economía dirigi- 
da y economía planificada. En realidad, este último nombre es el 
que mejor conviene a esta nueva política rusa, por la gran impor- 
tancia que incluso desde el punto de vista de la propaganda inter- 
na y externa se concedió a los planes de Estado. Casi en las mis- 
mas fechas en que se plantea la N. E.P. se apadrina por Lenin el 
llamado GOELRO, plan de electrificación de Rusia, constituyén- 
dose para realizarlo una comisión para la electrificación ; el octavo 
congreso de los soviets apunta ya la idea de un «plan de Estado», 
y rápidamente;¡se desarrollan estos órganos, constituyéndose una 
comisión central de la economía planificada. El triunfo de Stalin 
y de su tesis de edificación del socialismo en un solo país, da un 
gran impulso a esta dirección económica para la industrialización 
de Rusia. Expresión de esta política son los famosos planes quin- 
quenales, formulados a partir de 1928 (1928-1932; 1933-1937; 
1938-1942, interrumpido; etc.), cuyos resultados han sido acogidos 
con muchas reservas por los críticos extranjeros, en contraste con 
la exaltación de los economistas soviéticos o filosoviéticos. Desde 
el punto de vista constitucional, esta política económica fue con- 
sagrada en la Constitución de 1936, estableciendo órganos para 
la ordenación y realización de los planes de Estado y definiendo, 
en el artículo 11, la vida económica de la U.R.S.S. como deter- 
minada y dirigida por el plan del Estado de la economía nacional. 
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3. LA ORGANIZACION FEDERATIVA DE LOS SOVIETS Y LA ORGANIZACION 


JERARQUICA UNITARIA DEL PARTIDO 


El mito revolucionario de un poder de clase comprendía una 
serie uniforme y escalonada de consejos (soviets) de obreros, cam- 
pesinos y soldados como órganos del gobierno y la administración, 
y fue en efecto una jerarquía de soviets y congresos de los soviets 
quienes constituyeron la primera máquina aparente del gobierno 
ruso; de aquí el nombre de república de los soviets con que a sí 
mismo se designa y con que universalmente se le conoce. El siste- 
ma en teoría era orgánico y completo y en cierto sentido estabili- 
zaba los órganos instrumentales de la revolución. Los soviets 
(consejos) se iban elevando jerárquicamente hasta los órganos 
supremos, el Congreso panruso de los soviets y sus cuerpos per- 
manentes : el Comité Central ejecutivo, órgano numeroso y delibe- 
rante con una función preponderantemente legislativa; el Consejo 
de Comisarios del Pueblo, órgano ejecutivo del gobierno, y el Presi- 
dium, órgano también colectivo [a quien competían funciones 
análogas a las de un jefe de Estado constitucional. 

Ahora bien, desde el punto de vista de la unidad política este 
sistema pecaba de muchos fallos. Se corría en primer lugar el pe- 
ligro evidente de una anarquía de los soviets, apuntada muchas 
veces en los primeros días de la revolución en tendencia hacia el 
sindicalismo anarquista; en segundo lugar, el poder se ejercía por 
órganos deliberantes más propicios a la retórica que a la decisión 
y la responsabilidad; por último, ningún elemento garantizaba, 
pese a las medidas que daban a las elecciones el carácter de un 
monopolio de clase, la estabilidad política revolucionaria. La Cons- 
titución de 1918 trató ya de enfrentarse a este problema con una 


división de competencias que reforzaba la acción del Congreso pan- 


ruso y el Comité Central, pero la revisión más importante se fundó 


a en la práctica, que cedió a favor de los órganos centrales. 


- La consigna «todo el poder para los soviets» que dirigió la re- 
volución de 1917, contenía una segunda parte que tendía a toni- 
ficar y unificar esa acción política. En los acuerdos del sexto con- 
egreso del POSDR (partido bolchevique) celebrado en agosto de 
1917, pocos días antes del golpe decisivo, se analiza críticamente 
esa consigna y se recuerda, en el punto octavo de acuerdo con la 
doctrina expuesas por Lenin en 1902, que el partido debe asumir 
el papel de vanguardia en la lucha frente a la contrarrevolución, 
proteger a los soviets como organizadores de masas de toda des- 
viación revolucionaria y luchar enérgicamente por influir en ellos. 


IS 
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Como consecuencia de este programa, desde los primeros días de : 
la revolución se afirmó como una práctica política la intervención 
preponderante del partido bolchevique en la dirección de los 
soviets y en los órganos delegados centrales. La disolución inme- 
diata de los demás partidos (realizada totalmente en 1921), inclu- 
-sO los Obreros, según el principio leninista de que a una sola clase 
correspondía un solo partido, simplificó y consolidó esta práctica. 
Palanca fundamental para el dominio de los soviets fue la pre- 
sentación de candidatos monopolizada de hecho, y hoy de dere- 
cho, por el partido comunista, reservando casi exclusivamente 
todos los puestos ejecutivos para militantes del partido. De otra 
parte, la necesidad de extremar la organización y disciplina jerár- 
quica en un partido revolucionario que hubo de desenvolverse en 
la clandestinidad, había dotado al partido de una organización 
férrea. | | 

Con ello, la unificación del pensamiento y la acción política de 
los soviets quedó asegurada a través de la unidad y la severa dis- 
ciplina del partido, estableciéndose en el Estado ruso una doble 
organización: una federativa y con cierto carácter democrático 
dentro de su naturaleza de clase, la de los soviets; otra, jerárquica 
y autoritaria, el partido, que domina la anterior y rige efectiva- 
mente Rusia a través de los soviets. De hecho, no es necesario que 
las posiciones dentro del partido y los soviets coincidan; basta la 
disciplina del partido para que los representantes de éste en los 
órganos de gobierno o administrativos del soviet sigan las orienta- 
ciones marcadas. Así es como Stalin, desde la secretaría del par- 
tido, ha podido con autoridad indiscutida gobernar férreamente el 
Estado ruso sín ocupar en él ningún puesto preponderante de go- 
bierno. La Constitución de 1936 definió esta situación, legalizando 
de una parte el predominio del partido y estableciendo de otra la 
elección directa del Soviet Supremo, prescindiendo de la escala je- 
rárquica de soviets que quedan reducidos a una función administra- 
tiva de carácter local. La Constitución de 1977 ha confirmado estos 
principios. 

Por otra parte, debe también prestarse atención a la evolución 
del partido que, reforzando su disciplina y unidad jerárquica, ha 
establecido una unidad férrea de doctrina y acción. A medida que 
se imponía la dirección del partido sobre todas las organizaciones 
soviéticas, se ampliaba su base y se reforzaba su disciplina interna. 
Desde 80.000 miembros en 1917 se ha elevado a 6.000.000 en 1952, 
9.700.000 en 1961 y 11.750.000 en 1965 (Zasp. IV, 2). No existe un 
solo partido, sino una federación de partidos, con un predomi- 
nio neto de los órganos centrales: el Comité Ejecutivo, el Polit- 
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buró, el Buró de Organización y la Secretaría General, establecida 
definitivamente en 1922, que ha monopolizado la dirección del 
partido y desde ella han impreso su orientación al «aparato' de 
poder» del Estado. (En 1952 se sustituyen por un Presidium y un 
Secretariado.) La dictadura del partido se transforma en dictadura 
de los órganos de gobierno del partido mismo y de la secretaría 
general que los controlaba. El llamado «culto de la personalidad» 
destacaba el poder de Stalin, secretario general, como nuevo autó- 
crata de la revolución. 

Esta significación del partio rebasa el cuadro de la política 
interna. En primer lugar, aparece como una entidad unitaria, que 
como advertíamos, asegura la unidad política de las repúblicas fe- 
deradas en la estructura federal prevista por la Constitución de 
1923. Pero, además rebasa las fronteras “para constituirse como 
órgano de acción revolucionaria internacional. A tal fin se borra 
de su misma denominación toda adscripción geográfica, cesando 
de ser el partido comunista ruso. Con esta transformación, el 
antiguo partido bolchevique se abre en una red internacional. Las 
«células comunistas», agrupadas en partidos en cada país, se trans- 
forman en secciones del Komintern, constituido como órgano de 
enlace y dirección de todas las actividades comunistas en el exte- 
rior; el Komintern, regido por el Comité ejecutivo de la Interna- 
cional Comunista (E. C. C. 1.), está, a través de éste, sometido al 
Presidium y al Politburó. Con ello, la internacional comunista, ar- 
ticulada por .el partido, encontró su cabeza en Moscú, incluso 
organizada en departamentos ministeriales. 

La Constitución de 1936 significa ya una definición relativa- 
mente estable de este régimen. Su texto ha acusado la crisis pos- 
terior de la segunda guerra mundial, que se reflejó en varias 
enmiendas constitucionales. Desde la muerte de Stalin y a partir 
del XX Congreso del partido, en 1956, parece iniciarse una nueva 
. crisis que aún no ha tenido claras y estables repercusiones, pero 
. que parece orientarse a suavizar el proceso de centralización eco- 
nómica y social, al sustituir la doctrina de la «dictadura del pro- 
letariado» por la nueva teoría del «Estado de todo el pueblo». 
E incluso algunos técnicos soviéticos estiman que la «dictadura del 
proletariado» puede sustituirse, como momento dialéctico de la 
revolución, por períodos de transición «acapitalista», en regímenes 
de economía mixta en que las empresas del Estado sean el eje de 
un proceso de concentración para transferir a la comunidad la 
propiedad de los medios de producción. 

Denisov ha definido la situación a partir del XX Congreso 
como una tercera fase de la evolución de una sociedad socialista. 
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4. La consolidación constitucional 
1. DE LA CONSTITUCION DE 1936 A LA CONSTITUCION DE 1977 


El 5 de diciembre de 1936 el VI11 Congreso extraordinario de 
los soviets de la U. R.S.S. aprobó una Constitución que significó 
una nueva etapa de estabilización y consolidación de la obra reali- 
zada en los diecinueve primeros años de vida del régimen soviético 
y que, según los juristas soviéticos, expresaba la nueva relación de 
“las fuerzas sociales con el Estado, como consecuencia del nivel al- 
canzado en el despliegue histórico precedente. 

. La crudeza y el dogmatismo de la primera Constitución de 1918 
están muy remotos. En gran parte ha pesado en este hecho el mo- 
vimiento de reconciliación con Occidente iniciado hacia 1934. La 
dictadura del proletariado, idea directriz de aquella Constitución, 
apenas si halló eco en el nuevo texto constitucional ; el principio de 
abolición radical de la propiedad había sido moderado y la Cons- 
titución reconocía formas de propiedad privada; las mismas liber- 
tades públicas, muy limitadas, se definen en esta Constitución como 
derechos del ciudadano de la Ú.R.S.S., y no como patrimonio 
exclusivo de una clase. El principio de la economía planificada ha 
encontrado, en cambio, rango constitucional, así como el sistema 
de partido único, cuyos privilegios se enumeran. 

En una palabra, la letra de esa Constitución está incluso muy 
próxima a alguna otra Constitución europea o americana del siglo, 
de marcado acento social. Podría quizá atribuirse esta relativa mo- 
deración a que los legisladores soviéticos han entendido ya reali- 
zado «el aplastamiento de la burguesía», objeto de la dictadura de 
clase, e incluso podrían citarse textos que abonan esta interpreta- 
ción; pero quizá sea más exacto decir que la Constitución de 1936 
reflejó la experiencia revolucionaria y sus concesiones a realidades 
más fuertes que los principios teóricos de que la revolución partió. 

Desde el punto de vista de la técnica jurídica, la Constitución 
encajaba en la técnica occidental. Tenía el carácter de un código en 
que se contienen principios que exigían ser desarrollados por leyes 
orgánicas, con una parte orgánica muy compleja en que se estable- 
cen los poderes de la Unión, y una parte dogmática más breve, así 
como disposiciones referentes a la revisión constitucional. 

Su texto fue revisado en varias ocasiones a partir de 1945. 
Jruschov anunció su revisión como una necesidad en 1956 en el 
XX Congreso del Partido Comunista de la Unión Soviética y volvió 
a ratificar su propósito en el XXT y XXIT Congresos en 1959 y 
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1961, y en 1962 se constituyó una comisión de reforma. Silenciado 
el proyecto durante varios años, de nuevo lo relanza Brézhnev en 
1972, y, por fin, fue publicado por la prensa en junio de 1977. El 
nuevo texto se sometió a una consulta popular sui generis, con la 
apertura de un plazo para que la iniciativa popular elevará pro- 
puestas que pudieran ser consideradas por el Soviet SUpremo, y fue 
finalmente aprobada por éste el 7 de octubre de 1977. j 

La nueva Constitución es más retórica que la de 1936/' y, por 
consiguiente, un poco más larga. Los 146 artículos de aquélla se 
han convertido en 174 distribuidos en nueve títulos y 23 capítulos. 
La parte que podríamos llamar dogmática, relegada a los últimos 
títulos en el anterior texto, ha pasado ahora a encabezar la Cons- 
titución con un análisis del sistema político, el sistema económico, 
el desarrollo social y la cultura, los principios de la política exte- 
rior y la defensa, y una amplia regulación de los derechos, liberta- 
des y deberes fundamentales de los ciudadanos de la Ú. R. $. $S., que 
constituyen la principal novedad del texto. La parte que contiene 
la organización de poderes ha sido sólo retocada. 

La gran novedad está en el primer artículo con la nueva defi- 
nición de la U. R. S. S. como un Estado socialista de todo el pueblo, 
de acuerdo con la doctrina expuesta por algunos pensadores sovié- 
ticos en los últimos años *, que estiman superada la dictadura del 
proletariado y creen que el Estado soviético puede identificarse 
con la voluntad y los intereses de un pueblo de obreros, campesi- 
nos, intelectuales y, en general, de trabajadores de todas las nacio- 
nes y grupos étnicos de la U.R.S.S.. Se ha ampliado, pues, la 
base política superando las declaraciones de la Constitución de 
1936 que definían la U. R.S. S. como un Estado de clase. 

Desde el punto de vista del pensamiento marxista-leninista, con- 
tiene una novedosa concepción: El Estado como aparato de poder 

- ya no es un instrumento de la lucha de clases. El preámbulo, no 
- exento de un cierto énfasis nacionalista en que se recuerda «la 
. gesta imperecedera del pueblo soviético y de sus fuerzas armadas», 

asigna a ese nuevo Estado soviético una meta más remota: «La edi- 

“ficación de una sociedad comunista sin clases, creando la base ma- 
terial del comunismo y educando al hombre para la realización de 
ese objetivo.» 

El artículo 3.* de la Constitución contiene la enunciación de otro 
nuevo principio: el centralismo democrático, que constituía hasta 
el presente un principio de la organización del Partido y que 


1 J. G. COLLINGTON, La théorie de l'Etat du peuple tout entier, P.V.F., 1967, y 
BUTENKO, The Soviet State of the entire People, en «Kommunist», 13, 1963 (trad. del 
uso en IASP, II, 3). | 
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ahora se incorpora a la organización del Estado. Este principio, 


según la Constitución, se funda en la electividad de todos los órga- 
nos de poder estatal de abajo a arriba y la obligatoriedad de las 
decisiones de los órganos superiores para los inferiores. La contra- 


dicción o superposición del poder de los soviets como una tenden- 


cia centrífuga y la acción jerárquica y centrípeta del Partido Co- 
munista, se desplaza ahora a la decisión jerárquica de los Órganos 
del Estado, que, sin embargo, deben tener carácter electivo. 

Este principio, que conjuga la dirección única con la participa- 
ción de la «base», se realiza por el Partido Comunista de la Unión 


. Soviética «como fuerza orientadora y dirigente de la sociedad so- 
viética y núcleo de su sistema político y de las organizaciones esta- 


tales y sociales». Podría pensarse que la incorporación de este prin- 


cipio identificaba el partido con el Estado. Se les distingue, consi- 


derando al partido como elemento motor. El partido, cuya doctri- 
na, según la propia Constitución, es la marxista-leninista, deter- 
mina la política interior y exterior de la U.R.S.S. e imprime un 
carácter sistemático a su lucha por el comunismo (art. 6.”). El ins- 
trumento de este impulso es la presencia de hombres del partido en 
puestos de dirección. 

El carácter central de la acción del partido y su monopolio 
político se hace presente en la Constitución en estas definiciones 
de la parte dogmática, como eje del sistema político de la Ú. R. S. S., 
que no obstante, se autodefine como una democracia socialista 
(artículo 9), en cuanto promueve la participación y toma en cuenta 


la Opinión pública. 


Aunque esta Constitución tenga la estructura aparente de una 
Constitución occidental y se considera como una ley fundamental, 
esto es, como una regla suprema a que están sometidas las restan- 
tes leyes del orden soviético, tiene, sin embargo, un sentido esen- 
cialmente diverso. Para los juristas soviéticos anteriores a 1956, la 
Constitución no es un programa ni un límite, sino un reflejo del 
equilibrio de fuerzas sociales. El derecho es un producto de las 
condiciones económicas y sociales. Se afirma que es la sociedad 
quien forma el derecho y no el derecho quien define la sociedad 
y esta tesis hay que entenderla en el sentido de que la sociedad, por 
su base económica, tiene una estructura de clase, y así, todo dere- 
cho en la concepción soviética, es la expresión de la voluntad de la 
clase dominante. La Constitución no sería, pues, nunca un límite, 


- sino cuando más un instrumento. Las formas de estructura del Es- 


tado —decía Molotov en relación con la Constitución de 1936— es- 
tán siempre subordinadas a los intereses fundamentales del so- 
cialismo. 
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Este es un punto en que los escritores marxistas a este nivel de 
los años setenta quieren matizar el valor de una Constitución. 
Schoneburg destaca que Brézhnev en el discurso en que presentó el 
proyecto de nueva Constitución, subrayó con. una cita de “Lenin 
que la Constitución no es un acto jurídico, sino un documento po- 
lítico que contiene la constatación de los fundamentos de la revolu- 
ción y los fines y temas fundamentales de la construcción socialis- 
ta. La nueva ley fundamental no debe, pues considerarse sólo como 
un balance del estado actual de la sociedad soviética, sino tam- 
bién como la perspectiva para un desarrollo posterior de la cons- 
trucción comunista. Schoneburg cree que esta concepción se separa 
del concepto de Lassalle que atendiendo a las relaciones de las 
fuerzas de hecho existentes en una sociedad, pedía que la Constitu- 
-ción fuera «necesidad activa, fuerza eficaz que hace que los que se 
funde sobre ella sea así y no de otro modo». A Lassalle faltaba una 
concepción científica de las necesidades objetivas del progreso his- 
tórico y por esto desconocía el valor de una Constitución como 
pauta del progreso y su poder de organización creadora. Lo que 
quiere decir en otros términos que la Constitución no es sólo un 
reflejo de los factores reales de poder, sino un impulso y hasta 
cierto punto un programa para un desarrollo del futuro ?. 

También son curiosas las matizaciones de ese nuevo principio 
que se incorpora a la organización del Estado: el centralismo de- 
mocrático. Este principio tiene un valor central como perfil pecu- 
liar del régimen soviético en el orden económico. Según la doctrina 
marxista es una necesidad objetiva, consecuencia del desarrollo de 
las modernas fuerzas productivas. La división del trabajo es un 
proceso indefinido en que se disocian y aíslan los trabajos concretos 
y cada desarrollo de las fuerzas de la producción conducen a una 
más profunda división del trabajo. Ese proceso progresivo de divi- 
sión exige tareas de cooperación y una dirección central que aparece 
así como una consecuencia objetiva del desarrollo de las fuerzas 
productivas, como una condición del socialismo y una necesidad his- 
tórica de una nueva organización de la sociedad. El capitalismo ha 
tratado de responder a esta exigencia objetiva con procesos de mo- 
nopolio y el neoliberalismo ha proclamado la capacidad sin límite 
del mercado, estableciendo un capitalismo controlado por la burgue- 
sía parlamentaria. Los revisionistas social-demócratas, de los que 
son modelo la socialdemocracia alemana, con su programa de Go- 
desberg, lo define así: tanta competencia como sea posible, tanta 


2 KaARL-HEINZ ScH ONEBURG, Verfassung und Dialektik der Gesellschaftsentwicklung, 
en «Staat und Recht». 27 de junio de 1978. 
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planificación como sea necesaria. En otra dirección, hay revisionis- 
tas del socialismo que se orientan hacia la autogestión, lo que en el 
fondo no significa sino una nueva forma de pluralismo económico 


con un mecanismo de mercado capitalista vuelto a instalar sobre 


una economía planificada. La solución soviética es el CNAMSDO 
democrático. * 

El centralismo «democrático exige la dirección contas de un 
plan, pero insiste en el valor de esa calificación democrática subra- 
yando que en el socialismo los productores son al mismo tiempo 
propietarios sociales de los medios de producción, y que así se ase- 


.gura de una manera objetiva que los resultados de su trabajo bene- 


fician a los propios intereses de los trabajadores. La dirección 
central de la economía a través de un Estado socialista es la apli- 
cación de la fuerza de la clase obrera en interés de la propia clase 


- y por esta coincidencia de intereses, el centralismo es objetivamente 


democrático. Esta tesis está matizada por la doctrina mantenida 
por Brézhnev en la reunión del XXV Congreso del Partido Comu- 
nista, que pide para fortalecer los dos elementos básicos del cen- 
tralismo democrático, de una parte, remover los obstáculos del 
espíritu local, y de otra, desarrollar las iniciativas locales para 
liberar a la dirección central de la decisión de los temas acciden- 
tales, haciendo así las decisiones más operativas y flexibles ?. 


2. LA ESTRUCTURA FEDERAL 


El preámbulo del pacto federal de 1923 cargaba su énfasis en la 
fe de existencia, frente al mundo capitalista, de un mundo socialis- 
ta, en cuyo seno, pueblos con diferencias raciales y lingúísticas, es- 
tablecían entre sí una unión flexible. Existen, en efecto, dentro de 
lo que el Occidente conoce bajo la sola denominación de Rusia un 
gran número de pueblos de lengua, caracteres raciales y hasta de 
mentalidad muy diversos, y así, bajo el vínculo de esa familia 
socialista hay hoy unas sesenta nacionalidades. 

Cuatro repúblicas constituían la primera unión federal de 1923; 
hoy día se cuentan quince repúblicas federales que, a su vez, se 
subdividen en múltiples entidades federativas. Este proceso ha 
respondido inicialmente al fraccionamiento de entidades anterio- 
res para satisfacer peculiaridades nacionales o facilitar el gobierno 
de grandes extensiones territoriales. En virtud de este criterio, el 





——e. 


3 BERNHARD GRABNER y PETER MULLER, Das Prinzip des demokratischen Zentralismus 
und das Dilema seiner Kritiker, en «Staat und Recht», 27 de junio de 1978. 
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antiguo Turquestán ruso se subdividió en tres repúblicas menores 
(Turkmenia, Uzbek y Tadjik); la Transcaucasia, a su vez, se par- 
tió en otras tres (Georgia, Armenia y Azerbaiján); de Siberia se 
desgajaron Kazakh y Kirguisia. A la Constitución de 1936 llegaron 
así once repúblicas federadas; en 1940, y como consecuencia del 
pacto germano-ruso y de la segunda guerra mundial, en los nuevos 
países ocupados se establecieron cinco repúblicas más: la Carelo- 
finesa (a expensas de Finlandia), la Moldavia (Besarabia) y las de 
Lituania, Letonia y Estonia, que son incorporadas por una :enmien- 
da constitucional. La Carelo-finesa ha sido absorbida cómo una 
república autónoma de Rusia (reforma de 16-VI-1956). Y así llegan 
quince repúblicas a la Constitución de 1977, que define a la Unión 
Soviética como un Estado federal multinacional. 
Estas repúblicas federadas se subdividen a su vez, como en la 
Constitución de 1936, en repúblicas autónomas, regiones autóno- 
mas y comarcas, como una fórmula de federalismo graduado o de 
gradiente. Rusia, desde luego la estructura más compleja y con un 
90 por 100 de la extensión total de la UÚ. R. S. S., se subdivide a su vez 
en quince repúblicas autónomas. La división está más proporcio- 
nada a la población y sus características raciales que a su extensión 
territorial; sólo tienen categoría federal por su representación en 
el Soviet de las nacionalidades las repúblicas federadas, las repú- 
blicas autónomas, las regiones y las comarcas. Si bien la división 
ge0gráfica política tiene esta extraordinaria complicación, en cam- 
bio la: organización del poder, en escala jerárquica, es en cierta 
manera uniforme y se reproduce en cada república los mismos 
órganos de gobierno que en la Unión: un Soviet o Consejo, un 
Presidium y un Consejo de Ministros. Las denominaciones de las 
quince repúblicas federadas son Rusia, Ucrania, Azerbaiján, Geor- 
gia, Tadjik, Kazakh, Armenia, Bielorrusia (Rusia Blanca), Turk- 
menia, Kirguisia, Moldavia, Estonia, Letonia y Lituania. La Cons- 
titución reserva a estas repúblicas federadas la igualdad de de- 
rechos. 

La estructura federal sigue apoyándose en los tres principios 
comunes a todo federalismo que estableció la Constitución de 1923. 


1.2 Una división de competencias de carácter constitucional 
para la división del poder entre los distintos elementos de la fede- 
ración, que define su competencia territorial y su jerarquía jurí- 
dica, establecida con una prevalencia a favor de la Unión (en caso 
de divergencia entre la ley de una república y la ley de la Unión, 
rige esta última, art. 74). 

2.2 Una segunda Cámara federal, el Soviet o Consejo de las 
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Nacionalidades, con una amplísima representación de todos los - 


elementos federados (repúblicas federadas, repúblicas autónomas 


y Comarcas). En el primer Consejo de las Nacionalidades, elegido 


en 1937, estaban representados 54 grupos nacionales con un total 
de 574 representantes, grupos que han aumentado posteriormente 


en cifra próxima al centenar (leyes electorales de 1945 y 1950). 


3.2 Una Constitución relativamente rígida que establece la di- 
visión de competencias y un órgano que dirime los conflictos 
constitucionales entre la Unión y los elementos federados, y de és- 
tos entre sí. En la Constitución de 1977 se atribuye ya esta com- 


- petencia al Presidium (art. 121.4). 


La división de competencias está trazada definiendo las com- 
petencias de la Unión (art. 73). A primera vista podría parecer que 
dicha división de competencias está concebida para realizar una 
amplísima descentralización; la competencia de las repúblicas fe- 
deradas es en principio, limitada y expansiva, sin otras limitacio- 


nes que las facultades atribuidas expresa y taxativamente al Go- 


bierno de la Unión; incluso se les atribuye el derecho de retirarse 
libremente de la U. R. S. S. y mantener relaciones con otros Estados 
y celebrar tratados (art. 80). Cuando se leen, sin embargo, los doce 
apartados del artículo 73, que regula la competencia de la Unión, 
se advierte que el campo que queda a las repúblicas federales para 
el ejercicio independiente de su poder, no es tan amplio. No sólo 
por el poder general de aprobar los fundamentos de la legislación 
de las repúblicas federadas y los principios de organización y acti- 
vidad de los órganos de las repúblicas, sino más especialmente, por 
la naturaleza del régimen soviético con su característica centrali- 
zación de la vida económica, a través de la planificación. 

En general, esta competencia de la Unión se extiende al ámbito 
de las relaciones internacionales (tratados, guerra y paz, defensa 
y comercio exterior); a todos los problemas derivados de la natu- 
raleza federal de la Constitución (coordinación de las diversas 
constituciones de las repúblicas, fronteras, nuevas divisiones oO 
agregaciones); a la ordenación económica (planes económicos, 
dirección de la economía y de los recursos); a las finanzas (presu- 
puestos de la Unión, sistema monetario y crediticio, política de 
precios y salarios) y a la seguridad del Estado y el Ejército. 

Las cláusulas generales que atribuyen a la Unión los principios, 
las bases, u «otras cuestiones de importancia federal» dan un ca- 
rácter flexible, pero indefinido, a esta regulación. En la posguerra, 
una reforma parcial de la Constitución amplió por razones inter- 
nacionales la autonomía de las repúblicas, concediéndoles perso- 
nalidad externa a fin de que puedan mantener relaciones diploméá.- 
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ticas y acreditar representantes, e incluso organizar unidades 
militares propias dentro del Ejército rojo. En consecuencia, y éste 
era el fin principal de la reforma, están representados en las Na- 
ciones Unidas, Rusia, Ucrania y Bielorrusia. La nueva Constitución 
ha mantenido la fepresentación internacional, pero ha suprimido 
esa competencia para organizar fuerzas militares propias (véase el 
antiguo art. 18, b, en relación con los arts. 72, 73 y 80 de la nueva 
Constitución). | 

En el orden ejecutivo, la descentralización es más amplia. Los 
ministerios de la Unión están divididos en ministerios federales 
que extienden su acción a todo el territorio de la U. R. $. $., y minis- 
terios federales republicanos, cuya acción se ejerce a través de los 
ministerios del mismo nombre de las repúblicas federadas, limi- 


tando su gestión directa a las materias O asuntos fijados taxativa- 


mente por el Presidium. En este campo, la descentralización es, 
sin duda, más flexible. 

En relación con el federalismo no hay que olvidar, como adver- 
tía A. Pierre, y hoy recuerda D. G. Lavroff, que las repúblicas de 
la U. R.$S.S. son todas soviéticas y socialistas, que poseen un siste- 
ma económico común de acuerdo con los planes elaborados por el 
Gosplán de Moscú y, por último, que sus gobernantes pertenecen 
a un solo partido en toda la U. R. $. $. «El Partido Comunista único 
—Jdice Pierre— con sus innumerables ramificaciones, es el centro 
motor que asegura la cohesión de todos los elementos de la Unión 
Soviética, el cerebro que manda y quien tiene los medios de hacerse 
obedecer.» Lavroff es hoy todavía más tajante: «La trasposición 
de la regla del centralismo en el funcionamiento del Estado y el 
nuevo papel reconocido al Partido Comunista de la Unión, que es 
un partido fuertemente centralizado, parecen hacer todavía más 
difícil el establecimiento de una autonomía de las colectividades 
miembros de la Unión, salvo, sin duda, para los problemas cul- 
turales. » 

A su vez, los tratadistas mismos soviéticos destacan la impor- 


, tancia de la centralización al servicio de la economía y del pla- 


neamiento. 


3. LOS PODERES DE GOBIERNO EN LA U. R. S. S. 


La Constitución de 1977 consolida con irrelevantes variaciones 
la organización de poderes de la Unión federal que se desenvolvió 
en el curso de la revolución y que fue establecida en la Constitu- 
ción de 1936, con un cuadro de órganos análogos, en escala jerár- 
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quica, en las Repúblicas federadas y autónomas. Estos órganos 
son tres: | 


a) El Consejo Supremo de la U. R.S. $. o Soviet Supremo (Ver- 
jovny Soviet), órgano legislativo, deliberante y bicameral, de base 


- representativa, compuesto del Consejo de la Unión y del Consejo 


de las Nacionalidades (cámara federal). Desaparecido el sufragio 


indirecto de los soviets (consejos) en sus diversos grados, la base 


electiva de esta cámara es muy análoga a las occidentales. 


b) El Presidium, órgano colegiado, emanado del anterior, por 
quien es designado y a quien sustituye en el ejercicio: de ciertas 
funciones en los intervalos de sus períodos de sesiones. Esta sus- 
titución, dado el carácter brevísimo de los períodos de sesiones 
del Soviet o Consejo Supremo, tienen un especial relieve, pudiendo 
modificar los actos legislativos, modificar las fronteras entre las 
repúblicas federadas, relevar de su cargo y designar a los miem- 
bros del Consejo de Ministros e incluso declarar la guerra. Como 
órgano permanente, al expirar los poderes del Soviet Supremo, 
conserva sus atribuciones hasta la elección de otro Presidium. 


c) El Consejo de Ministros, designado por el Consejo o Soviet 
Supremo, como gobierno de la U. R. $S. S., para el ejercicio del poder 
ejecutivo y administrativo. 

La relación teórica entre estos órganos corresponde al orden 
en que:los hemos enumerado y es en apariencia de gran sencillez. 
En los países occidentales, el principio de división de poder, más 
O menos atenuado, crea relaciones de equilibrio complejo entre 
los órganos que ejercen el poder. A ello se opone en la U.R.S.S. el 
principio de unidad de poder reforzado hoy por el centralismo 
democrático. La decisión de unidad superior obliga a la inferior 
y aquélla puede anular las decisiones de éstas. Sin embargo, esta 
jerarquía se matiza en la práctica efectiva de la Constitución. In- 
teresa, por consiguiente, definir la jerarquía efectiva de poderes. 


De hecho, tanto el Presidium como el Consejo de Ministros son 
dos órganos más simples que el Soviet Supremo y tiene carácter 
permanente, mientras que éste no sólo se reúne periódicamente, 
sino que sus sesiones acostumbran a ser brevísimas. Como hemos 
indicado, las funciones más importantes son realizadas sustituti- 
vamente por el propio Presidium. Sin embargo, el órgano de más 
relieve político es el Consejo de Ministros que la propia Constitu- 
ción define como el óreano de «máxima potestad ejecutiva y ad- 
ministrativa del país» (art. 127). Su competencia alcanza a todo lo 
que no esté atribuido al Soviet Supremo o al Presidium y se enu- 
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meran como facultades propias la dirección de la economía nacio- 
nal, la preparación de los planes, la defensa de los intereses. del 
Estado, del orden público y la protección de la propiedad socialista 
y los derechos y libertades de los ciudadanos, así como la seguridad 
del Estado, la dirección de las Fuerzas Armadas y la dirección 
general de la política exterior, pudiendo ratificar los tratados in- 
ternacionales intereubernamentales. Tiene además poder para de- 
jar en suspenso las disposiciones y órdenes de las AOS 
federadas. 

Hay que hacer notar además, que todos estos Órganos están 
desempeñados por miembros del Partido Comunista y que las altas 
jerarquías del Partido a partir del momento en que Stalin decidió 
asumir la presidencia del Consejo de Ministros, prefieren normal- 


-—mente los puestos de Gobierno de este Consejo. Lo cual quiere 


decir que la relación jerárquica de estos distintos órganos está 
prácticamente invertido. El orden fijado por la Constitución tiene 
sin embargo interés en cuanto se atribuye al Soviet Supremo ca- 
rácter representativo y es este órgano el que formalmente elige 
el Presidium y el Consejo de Ministros. Este principio formalmente 
democrático hay que entenderlo corregido por la afirmación ta- 
jante del artículo 6. que define al Partido Comunista como la 
fuerza dirigente y orientadora de la sociedad soviética y el núcleo 
de. su sistema político y de las organizaciones estatales y sociales. 

Estudiaremos brevemente la competencia y funciones de estos 

órganos tal como aparecen en el texto constitucional. 
SY 

A) El Consejo o Soviet Supremo definido como órgano supre- 
mo al que se atribuyen todas las competencias reservadas a la 
Unión es un órgano complejo compuesto de dos cámaras, el Con- 
sejo de la Unión y el Consejo de las Nacionalidades, y, en cierta 
manera, por el Presidium que, emanado de él, le sustituye en cier- 
tos casos y ordinariamente regula su funcionamiento. 

Ambas Cámaras son iguales en función y en número de miem- 
bros, diferenciándose por su base representativa. Mientras el Con- 
sejo de la Unión es elegido por un cuerpo electoral de toda la 
Unión, dividida en circunscripciones, el Consejo de las Naciona- 
lidades tiene el carácter de una cámara federal, cuya representa- 
ción está basada directamente en las entidades federadas en pro- 
porción a su jerarquía (32 representantes, cada república federada; 
11, cada república autónoma; cinco, cada región autónoma, y uno 
cada comarca autónoma). Las cámaras así elegidas se renuevan 
cada cinco años. Las elecciones son convocadas por el Presidium, 
que también convoca las sesiones (art. 121). 
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Las sesiones del Consejo Supremo pueden ser ordinarias y ex- 
traordinarias; con carácter ordinario ha de reunirse dos veces al 
año; las convocatorias extraordinarias se realizan por el Presi- 
dium, a iniciativa propia, o de una república federal. Las sesiones 
son normalmente breves: de uno a diez días. Ambas Cámaras fun- 
- cionan separada o conjuntamente, en Pleno o en comisiones. Cuan- 
do ejercen funciones especiales (designación del Presidium y del 
Consejo de Ministros) actúan conjuntamente y son presididos por 
turnos por el presidente de una u otra Cámara. Ambas Cáma- 
ras eligen su Mesa directiva, examinan y aprueban el mandato de 
sus miembros y poseen iguales derechos, dirimiéndose sus con- 
flictos por un comité de conciliación paritaria y un nuevo examen 
de ambas Cámaras; si no llegaran a un acuerdo, el Presidium las 
disuelve. Designan en su propio seno comisiones: las más impor- 
tantes son las de proposiciones legislativas, asuntos exteriores, pre- 
- supuestos y economía (esta última en el Soviet de Nacionalidades). 
La iniciativa legislativa está ampliamente regulada y se atribuye 
al propio Soviet Supremo, al Presidium, al Gobierno, a los dipu- 
tados, al Tribunal Supremo, al fiscal y a las organizaciones sociales 
a nivel federal. 

Sus funciones comunes son muy varias, pero por razón de su 
materia e importancia pueden distinguirse cuatro grandes grupos: 


a) Modifican la Constitución (por mayoría de dos tercios) y 
admiten nuevas repúblicas en la U.R.S.S. o ratifican la formación 
de nuevas repúblicas y regiones autónomas. Como tal, se nos ma- 
nifiestan como el órgano supremo constitucional. 

bb) Aprueban las leyes, cuya iniciativa corresponde por igual 
a ambas Cámaras, entendiéndose aprobadas por una mayoría sim- 
ple en cada una de ellas y promulgándose por el presidente y el 
secretario del Presidium. 

Cc) Aprueban el presupuesto, los empréstitos y los planes de 
economía nacional de la U. R. $. S. Es de advertir que estas funcio- 
nes están condicionadas por la preparación de dichos actos, que co- 
rresponden a otros órganos (ministerios, comisiones especiales), 
limitándose el Consejo Supremo a la discusión y aprobación. 

d) Designan los miembros del Presidium y del Consejo de Mi- 
nistros en sesión común de ambas Cámaras. 

e) Tienen una función de control, pudiendo dirigir preguntas 
O interpelaciones a los ministros o funcionarios (art. 117) y pueden 
constituir comisiones de encuesta (art. 125). La Constitución lo 
define como el órgano de control de todos los órganos del Estado 
que le están subordinados (art. 126). 
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B) El Presidium tiene el doble carácter de una jefatura de Es- 
tado colegiada y de órgano delegado permanente del Consejo Su- 
premo. Esta delegación tiene gran importancia, por el breve plazo 
de funcionamiento efectivo del Soviet Supremo. Se designa por 
éste al comienzo de una legislatura y conserva sus poderes hasta 
que el nuevo Consejo Supremo haya procedido a una nueva desig- 
nación, no oponiéndose ningún precepto a la reelección de sus 
miembros. Se compone de un presidente, un primer vicepresidente, 
quince vicepresidentes (uno por cada república), veintiún vocales 
(artículo 120) y un secretario. Se reúne al menos una vez cada dos 
meses y todas sus facultades las realiza como órgano colegiado, 
con excepción de la promulgación de las leyes. Pero trabaja tam- 
bién en comisiones. El cuadro de estas facultades es muy comple- 
jo. Tiene facultades constitucionales, asegurando la corresponden- 
cia de la Constitución de la U. R.S.S. con las Constituciones de las 
Repúblicas Federales. Es jefatura de Estado y órgano delegado 
permanente del Consejo Supremo. Después de la muerte de Stalin 
ha aumentado su importancia efectiva. 

Como Jefatura del Estado acredita y recibe diplomáticos y ra- 
tifica tratados, función que ha de entenderse coordinada con la di- 
rección de la política exterior que corresponde al Gobierno, coordi- 
na y dirige el funcionamiento de los diversos órganos de la Unión, 
anulando las decisiones y decretos de los ministros contrarios a la 
ley, convocando al cuerpo electoral y realizando plebiscitos a ini- 
ciativa propia o de una de las repúblicas federadas. En su relación 
con el Soviet Supremo puede decirse que dirige su actividad. Lo 
convoca y disuelve, fija el orden del día, tiene poder de iniciativa 
y prepara la documentación y las actas de sus sesiones. Orienta 
incluso el trabajo de sus comisiones permanentes. Promulga decre- 
tos como cabeza del poder ejecutivo, función en la que ejerce un 
poder reglamentario (ukaze) y decretos-leyes. Forma el Consejo de 
Defensa de la U.R.S.S. y nombra y releva el alto mando de las 
fuerzas armadas y otorga condecoraciones y títulos y ejerce el de- 
recho de indulto y amnistía. Como órgano delegado del Consejo 
Supremo releva y nombra a los ministros a propuesta del presiden- 
te del Gobierno; declara el estado de guerra y autoriza la detención 
de los diputados; todas estas funciones están limitadas a los inter- 
valos en que el Consejo Supremo no se haya reunido. 


C) A tenor de la Constitución, el órgano ejecutivo y adminis- 
trativo supremo del poder de Estado de la TU. R.S.S. es el Consejo 
de Ministros. Nombrado por el Soviet Supremo en reunión conjun- 
ta responde ante él, y en el intervalo de sus funciones ante el Presi- 
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dium, que puede también relevar y nombrar individualmente a los 
ministros a propuesta del presidente del Consejo. Se compone de 
un presidente, vicepresidentes, los ministros, varios presidentes de 
comisiones. Pueden también incorporarse al Gobierno los dirigen- 
tes de otros Órganos y organizaciones de la UÚ. R. S. S. Su órgano 
permanente es la Presidencia del Consejo de Ministros integrado 
por el presidente y los vicepresidentes (art. 132). Los ministros se di- 


- viden en federales y federal republicanos. Los primeros dirigen una 
rama de administración directamente en todo el territorio de la 


Unión Soviética; los segundos ejercen su acción a través de minis- 
tros del mismo nombre de las repúblicas federadas (art. 135). Una 
ley determina la composición y competencia del Consejo de Minis- 
tros. El Consejo de Ministros ejerce funciones como órgano de Go- 
bierno de la Unión y como órgano de coordinación de la actividad 
administrativa y ejecutiva de la Unión de Repúblicas Federadas. 


- Por el primer concepto le compete la potestad reglamentaria gene- 
ral (bajo la forma de disposiciones y órdenes), la dirección de las 


relaciones exteriores, el aseguramiento del orden público, la pro- 
puesta y ejecución del presupuesto y de los planes nacionales de 
economía y fija los contingentes de fuerzas armadas y dirige su 
organización general; por el segundo, y como órgano colegiado de 
todas las ramas de la administración, unifica y dirige el trabajo de 
todos los ministerios de la Unión y de las repúblicas federadas, 
teniendo competencia para anular las resoluciones de los ministros 
de la Unión o de los Consejos de Ministros de las repúblicas fede- 
radas (art. 134). Los ministros, a su vez, dirigen la rama adminis- 
trativa de su competencia; su más importante especialidad es la 
distinción a que nos hemos referido de ministerios federales y fe- 
derales republicanos. De hecho, es el órgano más importante de la 
Unión desde que fue establecido en la primera hora revolucionaria. 


4. EL MONOPOLIO POLITICO DEL PARTIDO. EL EJERCITO Y LA JUSTICIA 


1. El Partido se define en el artículo 6. de la Constitución 
como un órgano de impulsión y de control de la ejecución, «como 
la fuerza que dirige y orienta la sociedad soviética y como el eje 
central de su sistema político de los organismos del Estado y de 
las organizaciones sociales», que asegura su predominio en la or- 
ganización del Estado y realiza a través del aparato estatal —y en 
el cuadro de la Constitución— sus decisiones políticas. 

El monopolio electoral con que el Partido asegura la designa- 
ción para los órganos del Estado de sus miembros o de elementos 
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de su confianza está también definido por el nuevo texto constitu- 


cional. La táctica está fundada en el dominio de un momento clave 
del procedimiento electoral: la presentación de candidatos. . 

Las candidaturas para las elecciones son presentadas por las 
organizaciones del Partido Comunista de la Unión Soviética, los 
sindicatos, la Unión de Juventudes Marxistas-Leninistas ¿de la 
U.R.S.S., las cooperativas y otras organizaciones sociales, o las 
colectividades laborales, así como las Asambleas de las Unidades 
militares (art. 100). En todas estas organizaciones está presente el 
Partido como «fuerza dirigente y orientadora de la sociedad so- 
viética», y así, el monopolio de impulso político y social que el 
artículo 6.* atribuye al Partido Comunista se asegura mediante la 
designación para los órganos del Estado de sus miembros o de 
personas que merecen su confianza, aunque en alguna ocasión 
puedan no pertenecer al Partido. La reserva al Partido y a las 
organizaciones sociales que éste dirige del momento clave del pro- 
cedimiento electoral, la presentación de candidatos, asegura el 
control político. Y el mandato imperativo y la posibilidad de revo- 
cación da una máxima seguridad a este control. 

Nos hallamos aquí ante una técnica específica de regímenes de 
partido único, en el que el Estado y el Partido se vinculan a través 
de uniones personales. Los puestos de dirección política del Es- 
tado se atribuyen de hecho a miembros del Partido y esta unión 
personal se canaliza constitucionalmente con el monopolio de un 
partido y la presentación de candidatos en los procesos electorales. 

En la práctica, el Partido se reserva el 80 por 100 de los pues- 
tos en los órganos centrales y el 60 por 100 en los locales, y los 
informadores de la vida soviética atestiguan que todos los puestos 
ejecutivos (que son elegidos como comisiones permanentes de los 
Soviets O Consejos, art. 91) están reservados a militantes del Par- 


. tido. En los Ministerios no puede citarse ninguna excepción de per- 


- sonas que los hayan desempeñado sin poseer esta calidad. 

; La Constitución de 1977 confirma el principio de sufragio di- 
recto y secreto, establecido en la Constitución de 1936 (arts. 95 
y sigs.). Y fija con gran detalle el principio del mandato impera- 
tivo, mandato escrito que ha de ser tomado en cuenta por los 
Soviets O Consejos inferiores al elaborar los planes, al confeccio- 
nar el presupuesto y definir y organizar sus tareas (art. 102). Los 
diputados tienen el deber de rendir cuenta de su gestión a los 
electores y a las colectividades y organizaciones sociales que pro- 
movieron su candidatura y pueden ser revocados en cualquier 
momento por decisión de la mayoría de éstos (art. 107). El pre- 
cepto que establece que el diputado ha de tomar en cuenta no sólo 





A A 


- e e A A 


LA CONSTITUCION DE LA U.R.S.S. 397 


los intereses generales del Estado, sino las demandas de su cir- 


cunscripción electoral y el mandato de sus electores (art. 103), 
- tienen, por consiguiente, una sanción jurídico-política. Parece ne- 
cesario añadir que no tenemos información de las formas en que 
se rinden cuentas de esta gestión, ni del procedimiento posible 
para la posible revocación. 


Este control del Partido no sólo es reconocido, sino que ha 


sido proclamado por los tratadistas soviéticos. «Un trabajo efi- 
ciente y bien coordinado de los órganos del Estado soviético sería 
imposible —dicen Denisov y Kirichenko— sin una fuerza única 
conductora y Organizada. Esta fuerza conductora es el Partido 
Comunista y su estado mayor militante, el Comité Central... El 
Partido Comunista no sólo juega el papel decisivo en la prepara- 
ción y adopción de decisiones por los órganos del Estado sovié- 
tico, sino que controla sistemáticamente la ejecución de estas 
_ decisiones.» Westen advierte, sin embargo, contra una conside- 
ración simplista de este poder del Partido. La burocracia admi- 
nistrativa y económica, el ejército, la justicia y la policía, son 
organizaciones del Estado que pretenden una cierta autonomía. 
Puede haber y ha habido históricamente tensiones entre el «apa- 
rato» del Estado y el «aparato» del Partido. La dictadura de Stalin 
se apoyó en la policía política e incluso incluyó entre sus víctimas 
el propio Partido; Jruschov restableció una cierta fuerza del Par- 
tido, pero sustrayendo los ministerios a su control; Kosiguin, con 
la reforma de los estatutos del Partido de 1961, ha sustraído a este 
control las autoridades centrales y locales. 

2. 'El monopolio del Partido ha estado reforzado por la policía 
política que vigilaba la pureza de su propia organización y fisca- 
lizaba y aseguraba la fidelidad del ejército y la administración de 
justicia, las dos organizaciones apolíticas de la concepción occi- 
dental del Estado. La policía política fue ya recogida por el pacto 
constitucional de 1923, como una administración política unificada 
del Estado (UGPU), con el objetivo de unificar los esfuerzos de la 
lucha contra la contrarrevolución política y económica, el espiona- 
je y el bandolerismo. Su organización y actividades se regían por 
una ley especial que atribuía a sus órganos facultades judiciales 
propias, de carácter sumario. La evolución posterior limitó en 
parte estas facultades e incorporó sus servicios al comisariado 
del Interior (10 de junio de 1943). En la Constitución de 1936 se 


omitió ya toda mención expresa de este organismo que tampoco 


es mencionado en el texto de 1977. La Constitución de 1977 dice 
en su artículo 151, que la justicia sólo es administrada por los 
Tribunales, sin que al parecer acepte otra jurisdicción especial que 























398 | DERECHO CONSTITUCIONAL COMPARADO 


los Tribunales militares de las Fuerzas Armadas (arts. 151 y 23 
Lo que puede significar una rectificación. 

El control del ejército ha sido una de las piezas más curiosas 
de la organización soviética. Su característica era una combina- 
ción de mandos técnicos y mandos políticos, a los que se confiaba 
la misión de vigilar la actuación de los mandos técnicos e ¿influir 
en el espíritu de las tropas. Es de advertir que durante la segunda 
guerra mundial, las necesidades militares dieron al ejército un ca- 
rácter nacional y eliminaron en parte el control de los llamados co- 
misarios políticos. La nueva Constitución de 1977 define las Fuerzas 
Armadas, constituidas mediante el servicio militar obligatorio, 
como instrumento de defensa de la patria y sus conquistas so- 
cialistas, de la soberanía y de la integridad del territorio (art. 31). 

3. Consideración especial merece la justicia política soviética. 
Lenin previno que un tribunal de justicia es ante todo un órgano 
de poder y que la justicia soviética debía ser un órgano de coer- 
ción del Estado soviético. La ley de organización judicial de 1924 
definió como sus fines: la defensa de la conquista de la revolución 
proletaria; la defensa de los intereses y derechos de los trabaja- 
dores y de sus asociaciones, y el mantenimiento del orden social 
proletario, de la solidaridad entre los trabajadores, la educación 
jurídica de las masas de obreros y la observación de la legalidad 
revolucionaria en las relaciones personales y patrimoniales de los 
ciudadanos. Basta la enunciación de estos fines para advertir el 
sentido político revolucionario que se atribuyó a la función ju- 
dicial.  .- 

Es claro que en todos los países la justicia, al aplicar y defen- 
der el derecho establecido, defiende el orden social, pero esta 
defensa del orden tiene en la justicia soviética un valor especial. 
En un primer momento, se hizo más amplia aplicación del prin- 
cipio de derecho libre, interpretando las normas vigentes o resol. 
viendo al margen de la ley de acuerdo con «la conciencia socia- 
lista». En una fase más madura se exigió el cumplimiento de la 


legalidad revolucionaria, pero ésta misma debe entenderse, de 


acuerdo con las interpretaciones políticas y científicas soviéticas, 
más como una aplicación de los principios políticos de la ley que 
del texto formal de su articulado. 

La definición marxista del Derecho, que los jueces han de 
aplicar, de acuerdo con Schlessinger y Vishinsky, dos de los me- 
jores intérpretes de los principios del régimen soviético, lo con- 
cebía como «las normas que expresan la voluntad de la clase 
dominante y las costumbres sancionadas por el Estado en orden a 
proteger, fortalecer y desarrollar las relaciones sociales en cuanto 
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favorecen a la clase dominante». ¿Sigue siendo válido este con- 
cepto? De hecho, la Constitución de 1977 contiene una filosofía 
del trabajo, como una actividad social, fundada en el espíritu 
innovador y creador del hombre (art. 14), un concepto de la pro- 
ducción como orientada a satisfacer las necesidades materiales 
y espirituales del hombre (art. 15), y una afirmación como «ideal» 


(sic) del desenvolvimiento de las capacidades humanas y de la 


personalidad en un marco social (art. 20), que nos obliga a pre- 
guntarnos si no estamos ante una forma de humanismo agnós- 
tico que ha superado la mera concepción de clase. 

La nueva Constitución de 1977 declara que los jueces son in- 
dependientes y que no deben obediencia más que a la ley (art. 156), 
pero los jueces son elegidos por un período de cinco años me- 
diante sufragio universal, igual, directo y secreto en los Tribunales 
interiores (Tribunales Populares de distrito), y por los Soviets de 
- diputados, por el mismo tiempo, en las instancias superiores. Por 
- Otra parte, todos los jueces populares han de rendir cuenta de 
su actuación ante los electores y los órganos que los han elegido, 
y pueden ser revocados (art. 152). Además, los "Tribunales Popu- 
lares de distrito administran justicia con la participación de un 
Jurado popular elegido por un término de dos años y medio en 
asamblea abierta celebrada en los lugares de trabajo o residencia. 

Esta forma de constituir los Tribunales puede mermar noto- 
riamente esa afirmación de independencia. No obstante, la Cons- 
titución establece una serie de garantías procesales referentes a la 
publicidad de la audiencia, la defensa del acusado, la lengua en 
que el juicio se debe realizar y la garantía legal del delito y la 
pena (arts. 156 a 160). Incluso establece colegios de abogados para 
el asesoramiento jurídico de los ciudadanos y de sus organiza- 
ciones, refiriendo a la ley las normas de actuación de la aboga- 
cía. La organización judicial prevé una jerarquía de instancia, que 
termina normalmente en las Repúblicas Federadas. El Tribunal 
Supremo está concebido como un órgano de arbitraje federal 
que supervisa la administración de justicia de los Tribunales de 
la U. R.S.S. y los Tribunales de las Repúblicas Federadas. A dicho 
efecto, los presidentes de los Tribunales Supremos de las Repú- 
blicas Federadas forman parte del Tribunal (art. 153). 

El control del cumplimiento de las leyes se atribuye a un fiscal 
general de la U.R.S.S., del que dependen todos los fiscales. Lo 


nombra el Soviet Supremo y sólo responde ante éste o ante el Pre- 


sidium (arts. 164-168). 
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5. EL REGIMEN ECONOMICO SOCIAL 


ld. Las diversas corrientes sobre la ación social y “eco- 
la Constitución de 1936 y tiene un peso más rm: en la Constitu- 
ción de 1977.. 

En el artículo 10 afirma que la base del sistema económico 
de la U. R.S.S. es la propiedad socialista de los medios de produc- 
ción, bien bajo la forma de propiedad del Estado, como patrimo- 
nio de todo el pueblo, bien bajo la forma de propiedad de los 
koljoses o de las organizaciones cooperativas o patrimonio de los 
sindicatos y otras organizaciones sociales. La propiedad del Esta- 
do se considera como la forma fundamental de la propiedad so- 
cialista, pero también constituyen una forma subordinada esta 
propiedad de koljoses, cooperativas y asociaciones, a los que se 
atribuye la tierra en usufructo gratuito y a perpetuidad. El ca- 
rácter secundario de esta forma de propiedad socialista se subraya 
afirmando como tarea del Estado la aproximación a la propiedad 
del Estado de esta propiedad cooperativa. En un segundo plano 


quedan aún restos de lo que significó la N. E. P. en el texto de 1977, 


al permitir la pequeña producción artesana, agrícola y de servi- 
cios siempre que estén basados en el trabajo personal de los ciu- 
dadanos y de los miembros de su familia. Y junto a ella aparece 
una propiedad personal limitada, fundada en los ingresos provi- 
nientes del trabajo y que puede recaer en los utensilios de menaje 
y uso cotidiano; los bienes de consumo y comodidad personal; 
la hacienda doméstica auxiliar que puede comprender el usufruc- 
to de una parcela; la vivienda y el ahorro. El Estado protege esa 
propiedad y el derecho a heredarla (arts. 13 y 18). 

Por último, esta síntesis de la historia revolucionaria se cierra 
en el artículo 16 que afirma que la economía de la U. R. $. $. consti- 


. tuye un conjunto único, dirigida por los planes del Estado de 


-. desarrollo económico y social, aunque «la gestión centralizada se 
. alíe a la autonomía y a la iniciativa económica de las empresas, 
las agrupaciones y otras organizaciones». Así como un último es- 

labón de esta perspectiva histórica, la teoría contemporánea neo- 

marxista del acapitalismo inserta en la planificación una estima- 

ción activa de la autogestión financiera «del beneficio, el coste y 

otros resortes e incentivos económicos». 

2. El nuevo texto constitucional exalta el valor del trabajo 
con un sentido ambivalente de servicio a la economía nacional y 
satisfacción creciente de las necesidades materiales y espirituales 
del hombre (art. 15). 
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«El trabajo socialmente útil y sus resultados determinan la 

posición del hombre en la sociedad —dice el artículo 14—. El Es- 
tado, conjugando los incentivos materiales y morales y estimulan- 
do el espíritu innovador y la actividad creadora del trabajo, con- 
tribuye a transformarlo en la primera necesidad vital de cada 
soviético.» Y el artículo 15 apostilla: «Apoyándose en la profunda 
actividad de los trabajadores, la emulación socialista y los ade- 
_lantos del progreso técnico y científico y perfeccionando las for- 
mas y los métodos de gestión económicas, el Estado asegura el 
incremento de la productividad del trabajo, la elevación de la 
eficacia de la producción y de la calidad del trabajo y el desarrollo 
dinámico y proporcional de la economía nacional.» 
3. Las instituciones que desarrollan estos principios han ido 
naciendo a lo largo de ese proceso como respuesta a las diversas 
orientaciones políticas que han animado la revolución. El principio 
- socialista está representado por la propiedad socialista estatal en 
la industria, en el campo, el transporte, la banca y las viviendas 
de las ciudades, adquirida por el primer impulso de expropiación 
revolucionaria; y la propiedad socialista comunitaria comprende 
el cultivo cooperativo, en empresas agrícolas, consecuencia del se- 
gundo impulso socialista a partir de 1928, 

- El koljós se organiza como una fábrica agraria, en que el traba- 
jo se distribuye y reglamenta según criterios de la organización 
industrial. Posee su dirección, su servicio administrativo y político 
propio, su maquinaria, propiedad de la empresa, y un afinado sis- 
tema de control de trabajo y producción que viene a sustituir el 
estímulo de lucro individual; este mismo ha sido conservado en 
parte con la ¡distribución de los excedentes entre los miembros 
del koljós, una vez que éste ha cumplido sus múltiples obligacio- 
- nes con el Estado (cupos de producción, impuestos de administra- 
ción, pagos de maquinaria, etc.). 

El principio individualista y hasta cierto punto familiar está 
representado, como en Occidente, por la propiedad privada, y 
puede distinguirse en tres grupos: 


1.2 La propiedad privada de productores simples de mercan- 
cías que sólo tiene un asalariado. 

2.2 La propiedad capitalista no monopolista. 

3.2 La propiedad personal de bienes de consumo, que es la 
que hoy tiene una real importancia en el Derecho soviético. | 

Esta forma de propiedad, regulada con amplitud por el Código 
Civil de la Federación Soviética de 1-X-1964, tiene grandes limi- 
taciones en cuanto a los bienes en que puede recaer y en cuanto 
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al derecho de disposición, no obstante reconocer la Constitución 
expresamente el derecho de herencia (art. 13), que fue regulado 
con cierta amplitud por decreto del Presidium de 14-IV-1945. En 
cuanto a bienes en que puede recaer la propiedad privada hay que 
añadir a los que enumera la Constitución los establecimientos 
comerciales, las pequeñas empresas industriales, el oro, la plata, 
los valores cotizables y las mercancías cuya venta no esté prohi- 
bida por la ley. En la estructura mixta de los koljós, con su pro- 
piedad privada sobre la vivienda y la economía doméstica, sus 
lotes de uso personal y su distribución de excedentes, hay también 
concesiones al estímulo de la iniciativa particular. 

La planificación económica está finalmente regida por la Gos- 
plán, comisión de plan del Estado, cuyo presidente tiene catego- 
ría de ministro y rige y orienta los órganos de planificación de 
das repúblicas federales. Aunque la planificación se extiende a toda 
la vida económica, afecta muy especialmente a la producción 


industrial, rígidamente centralizada. Apropiadas todas las grandes 


empresas por el Estado se Organizan por ramas de producción 
que constituyen a manera de gigantescos trusts, regidos por un 
ministerio, cuyas actividades se coordinan a su vez por la Gos- 
plán para toda la producción industrial. Los planes fijados se 
distribuyen minuciosamente para su realización por todas las ra- 
mas y grados de las industrias soviéticas, se controla cuidadosa- 
mente su ejecución y se acompaña de una propaganda que esti- 
mula su superación con el típico mito soviético del máximo 
rendimiento -para la comunidad. Los estímulos que sustituyan al 
interés privado se fundan con el estajanovismo (superación de 
rendimientos por la racionalización del trabajo) y las brigadas de 
asalto (emulación colectiva de grupos que compiten por un rendi- 
miento mayor), las conferencias y juicios críticos de los obreros 


. de una empresa sobre la producción (Rothstein), premios y dis- 


tinción y la amenaza de sanciones por disminución del rendimien- 


ñ to o faltas en el trabajo (Guins) o condenas por delito de sabotaje 


(Michaels). La dirección de cada fábrica corresponde a un mili- 
tante del partido, habiéndose sustituido la autoridad inicial del 
Soviet obrero por una disciplina jerárquica. La dirección está 
estimulada por premios económicos, privilegios O la posesión de 
bienes de consumo duradero (autos, viviendas, etc.). Aun cuando 
el Soviet sea oído, los salarios se fijan por la legislación del Es- 
tado. Los contratos colectivos de fábrica reproducen un modelo 
oficial y más bien tienden a hacer al obrero consciente de sus 
deberes. En los últimos años apunta una mayor autonomía de las 
empresas con estímulos económicos de producción. 


¡ 


¡ 
| 
| 
) 
| 
| 
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6. LOS DERECHOS, LIBERTADES Y DEBERES EN LA CONSTITUCION 


DE 1977 


La más importante novedad de la nueva Constitución de 1977 


es el título que dedica a las relaciones entre el Estado y el indi- 


viduo. | 
El título comienza afirmando la igualdad de todos los ciudada- 
nos ante la ley con independencia de su origen, posición social y 


- económica, raza y nacionalidad, sexo, grado de instrucción, idioma, 


actitud hacia la religión, género y carácter de sus ocupaciones, 
lugar de residencia u otras circunstancias. Esta afirmación mi- 
nuciosa de la igualdad se analiza además en relación con la dife- 
rencia de sexos, de raza y de nacionalidad, e incluso se extiende 
esta igualdad ante la ley a los extranjeros, con una mención 


especial del derecho de asilo a los perseguidos por razones polí- 


ticas o sociales (arts. 34 a 38). | 

La declaración de derechos que comprende el artículo 7.” tiene 
dos matices muy peculiares. En primer lugar, la preocupación por 
enumerar los medios con los que cada uno de los derechos enun- 
ciados puede tener un contenido económico efectivo en el sentido 
de la «liberación» de una presión económica por el poder soviético, 
por lo que muchos de estos derechos aparecen más bien como 
una directriz de política económico-social. Así, por ejemplo, la 
afirmación del derecho al trabajo se asegura, dice el texto, por el 
«sistema económico socialista, el crecimiento constante de las 
fuerzas productivas, la capacitación profesional gratuita, la eleva- 
ción de la cualificación laboral y la enseñanza de nuevas espe- 
cialidades, así como el desarrollo de los sistemas de orientación 
profesional y colocación» (art. 40). En el mismo sentido aparecen 
enunciados el derecho al descanso, a la salud, a la instrucción y 
a la cultura, a la creación científica, técnica y artística, a la par- 
ticipación en la administración pública. Más curioso es señalar 
que esta misma formulación se aplica incluso a la libertad de pa- 
labra, de prensa, de reunión y manifestación en la vía pública, 
así como la libertad de asociación y la libertad de conciencia. En 
todos estos casos hay una descripción más o menos minuciosa 
de los medios materiales mediante los que estos «derechos» se 
realizan. No son derechos frente al Estado, sino medios que el 
Estado facilita: calles y plazas públicas para el derecho de re- 
unión, centros de enseñanza para la educación, medidas profilác- 
ticas e instituciones hospitalarias para la salud, etc. Otros dere- 
chos sí tienen un sentido más análogo a la concepción occidental, 
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como garantía de una autonomía del individuo, como la libertad 


personal, la inviolabilidad del domicilio o el secreto de la corres- 
pondencia, las conversaciones telefónicas y las comunicaciones 
telegráficas (arts. 54 a 56). En último término, la libertad de ex- 
presión está condicionada por el hecho de que: todos los medios 
de comunicación son propiedad pública y los órganos más im- 
portantes de la prensa están dirigidos por el Partido. 

. Un segundo carácter de esta declaración de derechos es los 
límites que se les asignan: los intereses de la sociedad y del Es- 
tado, el derecho de otros y los deberes correlativos que la Consti- 
tución establece. «El ejercicio de los derechos y libertades del 
ciudadano es inseparable del cumplimiento de sus deberes», dice 


el artículo 59. Entre estos deberes figura el de cumplir la. Cons- 


titución y las leyes y respetar las normas de convivencia socialis- 
ta; el deber de trabajar, cuyo incumplimiento es incompatible con 
los principios de la sociedad socialista; el deber de fortalecer la 
propiedad socialista, cuya violación será sancionada por la ley; 
el deber de fidelidad a los intereses del Estado soviético y a su 
poderío y prestigio que define la traición como un crimen gra- 
vísimo ; el servicio militar; el respeto a la dignidad de todas las 
naciones que componen el Estado soviético; la intransigencia con 
los actos antisociales y el deber de contribuir a mantener el orden 
público; el deber de educar a los hijos; el de cuidar la naturaleza 
y los monumentos históricos y culturales y el de propiciar el 
fomento de la amistad y cooperación con otros pueblos para la 
consolidación de la paz universal. No debe olvidarse que en la 
U.R.S.S. prevalece el espíritu comunitario y que el deber de tra- 
bajar, como servicio a la comunidad, aparece dieciocho años antes 
que el derecho al trabajo. 

Si queremos destacar el aserto positivo de esta declaración, 


. hay que subrayar que corresponde al ideal proclamado en el ar- 
- tículo 20 de ampliar las posibilidades reales para que los ciuda- 
-aanos puedan aplicar sus energías creadoras, sus aptitudes y ca- 


pacidades para el desarrollo armonioso de su personalidad, dentro 
de un espíritu comunitario («el libre desenvolvimiento de cada 
individuo será la condición del libre desenvolvimiento de todos»). 
El problema es si este noble objetivo es compatible con un orde- 
namiento económico de planeamiento centralizado y con el mono- 
polio político que se atribuye al Partido Comunista. 











LA CONSTITUCION DE LA U.R.S.S. 405 


BIBLIOGRAFIA 


Obras generales y de información de la vida soviética: The Anatomy of 
Communism, Londres, 1960-1961 (con estudios de KoLARR, DENAR, ZAUBERMAN, 
Hype, Serron-WATSON, FLOYD y PICKLES). BARBUSSE, H., Stalin, trad. española, 
Madrid, 1935. BAUER, INKELeESs y KLuck-HonN, How the Soviet System Works, 
Harvard U. P., 1959. BRZEZINSKI, Z., CHAMBRE, GROSSMAN y Otros, El desarrollo 
de la URSS, trad. esp. Technos, Madrid, 1969. Cahiers de Culture comparés, 
- julio 1947, La Russie Soviétique ú la recherche de "homme nouveau, con co- 
laboraciones de AMODROU, DAUCHEZ, CATRICE, GHEERMAIN, DUQUESNE y DENIS 
BERNARD. Encyclopedia of the Social Sciences, Art. «Communism Party» y 
«Soviet». INTERNATIONAL ENCYCLOPEDIA, Macmillan, 1968 (Fainsoad). Histoire 
- du Parti communiste de 1'U.R.S. S., París, 1939. Histoire de la Révolution Rus- 
se, 1, De début de la guerre mondiale aux journées de juillet 1917, París, 1946 
(ambas son versiones de obras soviéticas oficiales), FERNÁNDEZ DE CARVAJAL, R,, 
Las empresas públicas en Rusia, en R. de Administración Pública, núm. 3, 1950, 
páginas 435-471. KOESSTLER, A., El cero y el infinito (Darkness at noon), traduc- 
ción española, 1947, KORIAKOFF, M., Je me mets hors la loi (1947). París. KRAv- 
CHENKO, Yo escogí la libertad. Vida privada y política de un funcionario ruso, 
traducción española, 1947. KuLskI, W. W., The Soviet Regime, Siracusa, U. P., 
1954. Lenin, What is to be done, 1901-1902, y en general Collected Works, Fore- 
ing Languajes, P. H., Moscú. Mouser, A., Histoire de Russie, 1945, NIicoLSkY, B., 
Le peuple russe. Sa carriére historique, 862-1945, Neuchátel 1945. WerreEr, G. A., 
y LeONHORD, W., La ideología soviética, trad. esp., Herder, Barcelona, 1964. 


Fuentes y problemas políticos, jurídicos y económicos de la U. R.S. S.: Am- 
BROSINI, Gli Stati europeo a Partito politico unico, Milán, 1936 (con ScHMITT 
y RANELETTI). ANDERSON, P. B., L'Eglisse et la Nation en Russie Soviétique, 
París, 1946. Annals of the American Academy of Political and Social Science. 
mayo, 1949 (número dedicado a información de la vida política, jurídica y 
social soviética). BARGHOORN, Y. C., The U.R.S.S. Monolitic Control at Home 
and Abroad, en Modern Political Parties, ed. por NEUMANN, The University of 
Chicago Press, 1956. BaAYxokK, A., The Development of the Soviet Economic 
System (obra importante), Cambridge y Nueva York, 1947. BeLrR, H. G., Das 
Prinzip des Fóderalismus in der Sovietunion, en J. d. OER, XII, 1963, págs. 249 
y sigs. BuTENKO, The Soviet State of the entire people. Kommunist, 1963, 13 
(trad. IASP, IT, 3) (importante). Buzrx, A., How the Communist Press Works, 
Pall Mall P., Londres, 1964. Carr, E. H., The Bolshevik Revolution, 1917-1923, 1, 
Londres, 1950; II. CoLLIGNON, J. G., La théorie de l'Etat du peuple tont entier, 
P. U. F., 1967. CHAMBRE, H., El marxismo en la Unión Soviética, trad. esp., Ma- 
drid, 1960. GENKIN, BRATUS, LUNZ y NowIzxiI, Sowjetisches Zivilrecht, trad. 
alemana, Berlín, 1953. DenIsov, A., Some Theoretical Problems of the Consti- 
tutional Structure of the Soviet State, IASP, V, 4, 1967. DenIsov, A., y KIRI- 
CHENKO, M., Soviet State Law (obra importante), Moscú, 1960. HarenseL, La po- 
lítica económica de la Rusia soviética, trad. esp., 1931. HazarbD, J. N., The Soviet 
System of Government, Chicago (U. Ch. P.) 3.* ed., 1959. Hopnnerr, G., The deba- 
te over Sovie¿ Federalism, Soviet Studies, 1967. Guins, G. C., Soviet Law and 
Soviet Society, La Haya, 1954. INTERNATIONAL ARTS AND SCIENCES PRESS (1ASP). 
Soviet Law and Government, Nueva York, 1962-1970 (publicación periódica 









































1 á : ; 
1 
: 


406 DERECHO CONSTITUCIONAL COMPARADO 


con traducciones de artículos publicados en revistas soviéticas). KúnIG, R., 
La familia en la Rúsia Soviética, en R. 1. de Sociología, núms. 11-12, págs. 87 
P y Sig. LADRETT DE LA CHARRIERE, L'idée fédérole en Russie, París, 1945. LENIN, 
La revolución de 1917 (escritos de Lenin y documentación), trad. esp.,'1932. 
LEISEROW, A., Sowjets-Kaja 'isbiratelnaja sistema (sistema electoral soviético) 
Minsk, 1974 (ref. Staat und Recht, enero 1976). LesacE, M., Le Presidium du 

| Soviet Supreme de 1'U.R. S. S., en RDPSP, 1968, págs. 605 y sig. MICHAEL, K., 
| Die agrarpolitik der Sowjet-union und deren Ergebnisse, 1936. Movimiento 
| sindical en la Rusia soviética, traducción española, Aguilar, Madrid (publica- 
lo ción de la Oficina Internacional del Trabajo). MoLotov, V. M., On the New 
| Soviet Constitution, Nueva York, 1937. PÉREZ SERRANO, Constituciones de Euro- 
¡ pa y América, 1, 1927. PIERRE, A.,:L'Organisation fédérale en la U.R.S.S., en 
| Nations on Fédéralisme, París, 1946. ROTHSTEIN, A., Man and Plan in Soviet 
| Economy, Londres (trad. italiana, Einaudi, 1951). McCLoskY, H., y TURNER, J. E. 
' La dictadura soviética, traducción española, Morata, Madrid, 1963 (dos vols.). 
SANTIAGO DE PABLO, L., El tránsito del socialismo al comunismo en la ideolo- 

gía soviética actual, en R.E.P., núm. 121; El XX Congreso del Partido Comu- 

nista de la U. R. $. S., en R.E.P., núm. 122, 1962. SciapIRo, L., The Government 

and Politics of. the Soviet Union, Hutchinson, TÚ. L., Londres,. 2. edición, 

1964, págs. 458 y s. ScHLESSINGER, M. L., El Estado de los Soviets, traducción 

española, 1932; Soviet Legal theory. lts social background and development, 

: Londres, 1946 2.* ed., 1951). CARRERE D'EMANSSE y SELIVERSTOFF, L'URSS, Etat 
des travaux, en RFSP, mayo 1963, XIII, I, pág. 147 (bibliografía valorada entre 
1956-1962). SoboLI0v, A., y otros, Problemy Mira i Sotsializma, 1963, núm. 54 
(sobre la nueva teoría de la «democracia nacional», frente a la dictadura del 
proletariado). STrAUSS, E., Soviet Agriculture in Perspective, Praeger, Nueva 
York, 1969. ToucoucHI-CAlaNNÉE, M., L'U. R.S.S., face au probleme des natio- 
nalités, Lieja, 1946. Toumanov, V., Le droit socialiste soviétique, en L'Etat so- 
viétique et le droit, ed. du Progrés, Moscú, 1971. TourersxI, Ch., La planifica- 
tion régionale de Peconomie nationale en U.R.S.S. et le regionalisme, en Re- 
vue Int. des Sciences Sociales, 1959, XI, 3, pág. 398. N. V. ZHrocIN, Vyshinky's 
distortions in'soviet legal Theory and practice, (trad. esp., 1965, IV, 2) (testi- 
monio del revisionismo en la justicia criminal). VisHINSKY, A. V., The law of 
the Soviet State, Macmillan. Vkrress, G., La chiesa russa sotto il regime sovie- 
tico, en C. C., 1946, pág. 731. WENGER, L., L'essor économique de PU. R.S..S. de- 
puis la Révolution d'Octubre 1917 jusqu'a la guerre germano russe de 1941, 
París, 1945 (estadísticas). Para una crítica de la evolución teórica del régimen 

.- soviético, véase: MEDER, W., Theoretische Probleme des Sowiet-soyzialismus, 

en J. des Oeff. Rechts, 21, 1972, pág. 107, y la bibliografía allí citada. 


Para la constitución de 1977: CARRERE D'ENCAUSSE, Lire la nouvelle Consti- 

: tution, en Monde Diplomatique, julio, 1977. ESTEBAN, J., y Otros, La Constitu- 
ción soviética, Madrid, Facultad de Derecho, 1978. LAvRroFF, D.-G., y CONTE, F", 
La Constitution de "Union des Républiques socialistes soviétiques du 7 octobre 
1977, en RDPSP, mayo-junio, 1978. OurELInG, H., La nueva Constitución soviéti- 
ca de 1977, en R.E.P., N.E., núm. 2. SANTAOLALLA, F., La nueva Constitución 
soviética de 7 de octubre de 1977, Documentación administrativa, julio-septiem- 
bre, 1978. SkarLerr, R., The new Soviet Constitution, en Problems of Com- 
munism, septiembre-octubre, 1977. SCHUBLER, G., Zum Entwurf der Verfassung 
der URSS, en Staat und Recht, 9, XXVI, 1977. 





| 
Í 





XII 


NUEVAS FORMAS DE ORGANIZACION POLITICA Y SOCIAL. 
LA SÓN PORTUGUESA 


La profunda crisis europea del siglo xx —crisis social, econó- 
mica y política—, abierta en la guerra de 1914-1918, tuvo uno de 
sus más claros exponentes en el triunfo de la revolución bolche- 
vique, cuya evolución constitucional acabamos de exponer. Este 
movimiento tenía un impulso de expansión internacional, cuyo ca- 
mino estaba preparado por la difusión de las doctrinas marxistas 
y la organización de grupos políticos y sindicales que las habían 
acogido en sus programas. La crisis determinada por la liquida- 
ción de la guerra europea hizo aún más fácil esta difusión que 
hirió de muerte en muchos Estados el individualismo democrático 
liberal, de patrón francés, levemente arraigado y hasta marcado 
en algún caso con el estigma de haberse establecido al dictado de 
los vencedores. 

Pero si bien hirió de muerte los regímenes democráticos de mu- 
chos Estados europeos, hay inmediatamente que advertir que no 
lo hizo en su propio beneficio. La ola de desórdenes sociales y el 
caos político, que constituyen una parte esencial de la técnica re- 
volucionaria del leninismo, determinó un espíritu de reacción. 
Apoyado éste en los sentimientos nacionalistas exaltados por la 
liquidación de la guerra, impulsó varios movimientos políticos, 
que tuvieron un mismo carácter inicial de doble reacción frente 
a la revolución comunista y las condiciones económicas y políticas 
del individualismo demográfico liberal, que había fomentado la re- 
volución y era impotente para refrenarla. Estos movimientos fue- 
ron, por consiguiente, en su primer sentido genuino, una reacción, 
una concentración de fuerza y una afirmación de poder, arbitrada 
como recurso de urgencia para contener el caos de una crisis 
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social y política (dictaduras y regímenes de fuerza de la posgue- 
rra de 1918). Después buscaron con tanteos inseguros la defini- 
ción de un régimen estable, con una vacilación característica, no 
sólo porque se adentraban en las tinieblas de lo desconocido y 
porque la acción había precedido al pensamiento, sino porque los 
hombres de este siglo habían perdido parte de esa fe en la razón 
característica de todo el constitucionalismo europeo y preferían 
experimentar sobre la obra realizada. 
| No es fácil definir los caracteres de estos regímenes . que se 
¡ han denominado totalitarios o simplemente fascistas para distin- 
sguirlos del totalitarismo comunista. Reducirlos a la biografía de 
Y un hombre (Mussolini, Hitler), es, sin duda, equivocado, porque 
| en ellos ha habido algo más que una dictadura personal. Identifi- 
| carlos con el régimen de partido único es en parte cierto, pero no 
| nos da razón de su diferencia evidente con el monopolio del par- 
| tido comunista ruso, aunque la técnica constitucional haya sido 
análoga; sin duda, la aceptación de un fin suprapersonal, de acuer- 
do con la afirmación mussoliniana del Estado (todo en el Estado, 
nada fuera del Estado), o el mito nazi de una raza dominante, es 
un elemento de su naturaleza de características consecuencias en 
el orden internacional, pero que tampoco nos da razón para dis- 
criminarlos de los movimientos nacionalistas o clasistas que han 
partido de un principio análogo. Su característica más curiosa, y 
posiblemente específica como fenómenos de nuestro tiempo ha 
sido su tendencia a nacionalizar el socialismo, mostrando de una 
parte cómo “el nivel de vida de las clases trabajadoras está en 
función de la potencia nacional, y aceptando de otra muchos prin- 
cipios del colectivismo y la planificación social y económica en 
beneficio de la potencia y la unidad nacional. No es puro capricho 
que Mussolini fuera un antiguo socialista, separado del partido 
por la pasión nacional que exaltó en su ánimo la primera guerra 
- europea, y que Hitler adoptara para su movimiento el nombre 
' bien significativo de nacionalsocialismo. 

Estos movimientos no determinaron estructuras constitucio- 
nales que hayan resistido la prueba de la segunda guerra europea 
y, por otra parte, su organización política tendía simplemente a 
destacar el principio de autoridad de un jefe de gobierno o del 
Estado y apoyar a éste y al régimen en un partido único que do- 
minaba las instituciones. Su máximo interés ha estribado en los 
ensayos realizados en la vía de esa nacionalización social y econó- 
mica, en que han significado una superación del individualismo, 
aunque sus efectos no se hayan reflejado paralelamente, al caer 
estos regímenes, en el individualismo político. Coinciden, por otra 
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parte, con ese momento en que la ciencia europea descubre que 


no es posible una política social sin una política económica, y han 


- supuesto el primer gran esfuerzo de dar una solución concorde a 


ambos problemas. 
El fascismo italiano evocó para ello una antigua idea europea, 


remozada por el pensamiento social católico, el corporativismo, 


adaptándola a los problemas y las circunstancias contemporáneas 
y a las tareas concretas en que había de servir de instrumento. 
Este corporativismo se separaba, sin embargo, radicalmente, del 
corporativismo de los pensadores católicos, porque era. un corpo- 


-rativismo planificado en paradójico contraste con la espontaneidad 


histórica que parece vinculada a la propia naturaleza de este prin- 
cipio de organización social; pero que, sin embargo, se apoyaba 
con un sentido realista sobre las fuerzas vivas del orden económi- 
co y social de nuestro tiempo: los sindicatos. Los sindicatos, pri- 


_mer elemento de encuadramiento analítico de las fuerzas sociales 


y económicas, se agrupaban en corporaciones. Y la corporación, 
que era un órgano de acuerdo y arbitraje entre los grupos sindi- 
cados de las diversas categorías de la producción, pasó insensi- 
blemente a constituirse como el órgano de la producción misma 
y su instrumento de organización con vistas a un mayor bienestar 
nacional. A través de las corporaciones quedaba así la organiza- 
ción social y política vinculada a la nación. Coherentemente, la 
carta del trabajo italiana partió de una definición de la nación 
«como un organismo con fines, vida y medios de acción superio- 
res por su potencia y duración a los de los individuos aislados o 
asociados que la componen», concibiendo la organización corpo- 
rativa como el instrumento para conciliar los intereses opuestos 
en el proceso económico y subordinarlos a los intereses nacionales. 

Otra importante novedad de la evolución política y constitu- 
cional contemporánea es, de una parte, la presencia de partidos 
socialistas, que si bien renuncian a una estatización plena de 
los medios de producción, proyectan una nacionalización o socia- 
lización de las «alturas dominantes de la economía» (crédito, ener- 
gía, industrias básicas, comunicaciones) y su alianza eventual con 
partidos comunistas que afirman aceptar algunos principios de la 
democracia liberal, como la libertad de expresión y un pluralismo 
de opciones políticas realizado a través del sufragio. Hasta hoy 
no hay experiencia de esta organización socialista, pues los gran- 
des partidos socialistas del Reino Unido de la Gran Bretaña y 
Alemania federal, ni han aceptado esa coalición con grandes par- 
tidos comunistas (por lo demás irrelevantes en esos países), ni han 
incorporado en ningún momento a su doctrina el pensamiento 
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E marxista, aceptando los supuestos de. un régimen de economía 
mixta. | 

El problema puede plantearse con más agudeza en Francia e 
Italia con poderosos partidos comunistas en reiteráda alianza elec- 
toral con los partidos socialistas. Fuera de Europa, la experiencia 
chilena, que partía de principios muy análogos, quedó cortada 
por una intervención militar, provocada por una profunda ¿crisis 
económica. En Europa hay un texto constitucional que 'en su 
letra responde a ese sentido. Por la novedad jurídico política de 
este hecho y por haberse establecido en un país, Portugal, tan 
y íntimamente vinculado a España por razones geográficas e histó- 
: ricas, vamos a dedicar algunas páginas a dar alguna información 
somera de la historia contemporánea de ese país y de su vigente 
| texto constitucional. 





LA EVOLUCION CONSTITUCIONAL PORTUGUESA 


1. Historia 


La historia del constiticionalisiao portugués a lo largo de los 
siglos xIX y xx y aún más concretamente del período que PABÓN 
ha llamado. «la revolución portuguesa», expresa con su febril in- 
quietud la frustración en Portugal.del régimen democrático libe- 
ral. En sus orígenes está vinculado al constitucionalismo español, 
hasta tal punto que tuvo una vigencia temporal un texto que 
en gran parte reproducía la Constitución española de 1812. Des- 

de 1842 a 1910 estuvo vigente un solo texto constitucional, que 
. fue reformado en varias Ocasiones y suspendido en muúltiples. El 
período de 1910 a 1926 está marcado por una inquietud que sólo 
“puede expresarse recurriendo a la estadística de las crisis, golpes 
de Estado, asesinatos políticos, escándalos financieros, algaradas 
y motines que alcanzan cifras no superadas por la historia política 
de ningún otro pueblo. Quien tuvo la paciencia de contarlas lleva 
un cómputo de cuarenta y dos revoluciones; las crisis ministeria- 
les son, a veces, más prolongadas que la duración de los Gobier- 
nos, que tienen una duración media desde la proclamación de la 
República en 1910, de cuatro meses. Primero los reyes y más 
tarde los hombres políticos caen asesinados para liquidar las que- 
rellas de los partidos. El asesinato de Sidonio Paes en 1918, las ma- 











LA CONSTITUCION PORTUGUESA 411 


tanzas de 19 de octubre de 1921 en que caen asesinados todos los 


jefes políticos de un partido, la descomposición moral del partido 


dlemocrático, el más poderoso y extremista de la república, y los 


escándalos financieros que determinan el asalto por las masas 
del Parlamento, preparan el golpe de Estado de mayo de 1926. 


Este golpe de Estado tiene características muy propias que le 


disciernen de tantos otros que constituyen la rutina histórica de 
la República lusitana. Es un movimiento militar, no en el sentido 
de que lo acaudillaran tales o cuales militares entramados en las 
contiendas políticas, sino en el más profundo de que lo hizo suyo 


todo el ejército; fue por ello mismo apolítico y negativo, ins- 


pirado más en el recelo a lo que significaban los inquietos y tur- 
bulentos partidos de la República, que en un programa con solu- 


ciones positivas a los problemas pendientes. 


Los primeros momentos que suceden al triunfo del movimien- 
to tienen todavía algo del estilo de la historia política de la Re- 
pública. Formado un triunvirato por Mendes Cabecas, Gomes da 
Costa y Carmona, Gomes da Costa intenta prescindir de sus co- 
laboradores, pero su tentativa se estrella con el fondo nacional 
del movimiento, siendo depuesto y sustituido por el general Car- 
mona. Todavía éste ha de reprimir, en régimen de dictadura mili- 
tar, una rebelión y hasta abril de 1928, con la vuelta al poder de 
Oliveira Salazar (que desempeñó fugazmente un ministerio en los 
primeros días), no se inaugura la etapa civil que hace entrar el 
movimiento en una nueva línea de que es fruto la Constitución 
de 1933, aprobada por un plebiscito nacional el 19 de marzo de 
ese mismo año. 

El texto de esta Constitución puede comentarse, como se ha 
hecho en más de una ocasión, con la glosa de los discursos de Oli- 
veira; hasta tal punto es expresivo de su pensamiento. Y desde este 
punto de vista, sean cuales fueren sus virtudes o sus defectos, no 
escapa a este factum del constitucionalismo contemporáneo de pla- 
near racionalmente en un código un orden social y político. 


2. El orden social y político portugués en el texto de 1933 


La Constitución portuguesa de 1933 estaba asentada en el equili- 
brio de tres principios. La reglamentación del régimen de liber- 
tades públicas rebasa la concepción individualista liberal, pero 
prácticamente anula la libertad de expresión y el derecho de aso- 
ciación; una amplia concepción social reconoce la personalidad de 
diversos grupos sociales y los encuadra en un régimen corporati- 
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instituciones de gobierno (con ello se ha pretendido, sin entera 
fortuna, inspirarse en la doctrina social católica y en una ciérta 
le concepción del socialismo de Estado); por último, un prinéipio 
e autoritario se traduce en un claro predominio de los órganos eje- 
cutivos dentro de una forma autoritaria republicana. 


jo 
] vo que, aunque limitadamente, se refleja en la organización de las 


En su artículo 5. la Constitución de 1933 definía el régimen 
portugués como corporativo, basado en la intervención de todos los 
elementos estructurales de la nación en la vida administrativa y en 
la formación de las leyes. 

Esta naturaleza corporativa sellaba las libertades económicas 
comprendidas en el ámbito de lo que la misma Constitución deno- 
minaba economía nacional corporativa (art. 31). Aunque el orden 
económico y social sea la mira predilecta de la organización cor- 
porativa, la Constitución la proyecta también a los organismos 
morales y. culturales. 

La organización corporativa, en sentido estricto, estaba inte- 
erada por los organismos corporativos (corporaciones morales o 
económicas y asociaciones u Organizaciones sindicales). El Estado 
se Obliga a promoverlos y auxiliar su formación, pero se reserva 
el derecho de autorizarlos, lo que quiere decir, dada la amplitud de 
fines que se atribuyen a estos organismos y el principio de unidad 
sindical sobre el que se establecen, que prácticamente el derecho 
de asociación queda bajo la autoridad del Estado, pudiendo única- 
mente desenvolverse en los cuadros de la organización corporativa, 
que se perfila así como un corporativismo estatal. 

En cuanto a la realización práctica de este esquema teórico 
hay que advertir que durante muchos años los organismos corpo- 
rativos se limitaron al primer nivel de la organización (gremio 
y sindicatos), constituyéndose ocasionalmente alguna federación. 

En 1956 se definieron doce corporaciones y por un decreto de 1957 
: fueron creadas seis: agricultura, crédito, seguros, transportes, tu- 
, rismo y pesca. La Cámara Corporativa era el coronamiento de esta 

organización. Tenía, sin duda, un carácter representativo, de repre- 
sentación más bien institucional, ya que en ella están representadas 
corporaciones económicas, sociales, profesionales y administrati- 
vas. No obstante, gran parte de los miembros que la integraban 
eran funcionarios de la administración o, perteneciendo a los or- 
ganismos corporativos, habían sido designados para el cargo en 
virtud del cual ostentan la representación por órganos estatales 
(Consejo Corporativo); y en cuanto a su función, era previa 
y en algún caso independiente de la intervención de la Asamblea 
Nacional y en todo caso quedaba limitada a la emisión de un dic- 
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tamen. En cierta manera se siente la tentación de catalogarla, más - 


como un alto órgano consultivo, como hacía el propio CAETANO, que 


- como una segunda cámara de representación funcional. 


3. La Constitución de 1976 


La enfermedad (y muerte de Oliveira) dio paso a un Gobierno 
que intentó una tímida liberalización del régimen. Pero la crisis 
colonial que pesaba gravemente sobre la economía y la vida polí- 
tica portuguesa desde hacía más de una docena de años, motivó 
una crisis política interna con un golpe militar incruento en abril 
de 1974. Constituida una Junta militar como Movimiento de las 
Fuerzas Armadas, la vida política portuguesa ha atravesado situa- 
ciones de grave inquietud con varios golpes militares, que, aunque 


parcialmente frustrados, determinaron reacciones hacia posiciones 


extremas. En los años 1975-1976, tuvo una enorme presión el Parti- 
do Comunista y bajo su impulso se realizaron ocupaciones de fin- 
cas e industrias, con experiencias de economía colectivista. Este 
hecho unido al retorno de más de 700.000 emigrantes, como conse- 
cuencia de la pérdida de los dominios coloniales, ha acentuado el 
desequilibrio económico en estos años de crisis. Todas las agrupa- 
ciones sindicales se han unido en la Intersindical, que parece con- 
trolada por el Partido Comunista y que se ha servido de ella para 
las movilizaciones que han presionado la acción del Gobierno. Unas 
elecciones establecieron una Cámara constituyente, que en diálogo 
(y negociación) con la Junta revolucionaria, ha establecido una 
nueva Constitución. El hecho más notable durante estos años de 
inquietud revolucionaria ha sido el florecimiento de un pluralismo 
de partidos, que como veremos aparece consagrado en una Consti- 
tución de acusada tendencia socialista. | 

La nueva Constitución portuguesa de 2 de abril de 1976, cuyos 
órganos de soberanía entraron en funciones con la toma de pose- 
sión del Presidente de la República (art. 294 de las disposiciones 
finales) en julio de 1976, es un texto muy extenso con 312 ar- 
tículos que contienen, tras unos principios normativos, una deta- 
lladísima declaración de derechos que distingue entre los dere- 
chos, libertades y garantías fundamentales y los derechos y debe- 
res económicos, sociales y culturales con un total de 67 artículos 
y una organización de los poderes también detalladísima que 
comprende incluso las bases del proceso electoral. A ella se añade 
una parte destinada a organización económica y otra destinada 
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a las garantías y revisión de la Constitución. Incidentalmente, en 
la organización de poderes comprende también las estructuras 
regionales, el régimen local al que denomina «poder local» y otros 
títulos dedicados a la Administración pública y a las Fuerzas 
armadas. E Bi ] de : 


| 1. ¡SOCIALISMO Y FUERZAS ARMADAS , 


Desde el punto de vista ideológico, la Constitución podría de- 
finirse como un texto de transición hacia un régimen socialista. 
Así, en el artículo 1.”, la República portuguesa se define por su 
«empeño» en transformarse en una sociedad sin clases, y el ar- 
tículo 2.2 señala como objetivo de un Portugal constituido en 
Estado democrático (basado en la soberanía popular, en el respe- 
to y la garantía de los derechos y libertades fundamentales y en . 
el pluralismo de expresión y organización política) «asegurar la 
transición hacia el socialismo mediante la creación de condicio- 
nes para el ejercicio democrático del poder por las clases traba- 
jadoras». Esta afirmación se reitera en el artículo 80, cabeza de 
la parte dedicada a la organización económica, en que ésta se 
define como asentada en el desenvolvimiento de las relaciones 
de producción socialista, mediante la aprobación colectiva de los 
principales medios de producción y el suelo, así como de los 
recursos naturales y el ejercicio del poder democrático de las 
clases trabajadoras. Y la declaración culmina en el artículo 91, 
en que define como objetivos del Plan «la construcción de una 
economía socialista a través de la transformación de las relacio- 
nes de producción y de acumulación capitalistas». Las nacionali- 
zaciones y socializaciones de latifundios y de los grandes propie- 

tarios y accionistas pueden realizarse mediante ley sin indemniza- 
ción (art. 82, 2). 

| Este carácter de transición al socialismo, matizado en el des- 
: arrollo concreto de los derechos y del orden económico social, 
está unido a otro extraño principio, que atribuye, de una parte, la 
soberanía al pueblo como una e indivisible y, de otra, establece 
la participación en el ejercicio de la soberanía, en alianza con el 
pueblo, del Movimiento de las Fuerzas Armadas. La instituciona- 
lización de un poder militar revolucionario está a su vez respal- 
dada en los órganos de poder político por un órgano sui generis, 
el llamado Consejo de la Revolución, que condiciona al Presiden- 
te de la República, al Gobierno y a la Asamblea, y que está com- 
puesto por el Presidente de la República, por el jefe del Estado 
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Mayor General y el subjefe de dicho Estado Mayor si existiera, 
los jefes de Estado Mayor de Tierra, Mar y Aire, el primer minis- 


- tro, cuando sea militar, catorce oficiales de Tierra, tres de la 


Fuerza Aérea y tres de la Armada. 
Este Consejo es un órgano permanente que se autoorganiza 


-con autonomía y cuyas competencias no son delegables. Como 


decíamos, aparece controlando otros órganos, con la intervención 
en el nombramiento y cese del primer ministro, en el veto legis- 
lativo y con capacidad para declarar la inconstitucionalidad con 
fuerza obligatoria general de determinadas normas, además de 


- Otras importantes funciones en que es necesario su consejo o su 


autorización, y tiene capacidad de iniciativa para formular reco- 
mendaciones que se hacen públicas por su propia autoridad. Le 
corresponde además una competencia plena política y legislativa 
en materia militar para la organización, funcionamiento y disci- 


_plina de las Fuerzas armadas y aprobar los tratados o acuerdos 


internacionales que se refieren a asuntos militares. Este control 
o impulso de las Fuerzas armadas está implicado en la transición 
al socialismo. Los artículos 273 a 276, al regular las Fuerzas arma- 
das les atribuyen «la misión histórica de garantizar las condicio- 
nes que permitan la transición pacífica y pluralista de la sociedad 
portuguesa hacia la democracia y el socialismo» (art. 273, 4). 


2. RIGIDEZ ABSOLUTA Y PRINCIPIOS DEL ORDEN CONSTITUCIONAL 


Otra notable característica de la Constitución es el cuidado 
con que se prevén sus revisiones progresivas y periódicas al mis- 
mo tiempo que se confiere una rigidez absoluta a determinados 
principios que comprenden hasta quince enunciados, algunos de 
los cuales a su vez pueden desenvolverse en varios. Vale la pena 
reproducir íntegro el artículo 290, que contiene esta enumeración 
de principios que las leyes de revisión constitucional tendrán que 
respetar, porque en cierta manera es una síntesis de los prin- 
cipios básicos que en opinión de sus autores informan política- 
mente la Constitución. 

Estos principios que la Constitución define como límites ma- 
teriales de la revisión son: 


a) La independencia nacional y la unidad del Estado. 

b) La forma republicana de gobierno. 

c) La separación de las Iglesias y el Estado. 

dad) Los derechos, libertades y garantías de los ciudadanos. 
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e) Los derechos de los trabajadores, de las comisiones de tra- 
bajadores y de las asociaciones sindicales. 

f) El principio de apropiación colectiva de los principales 
medios de producción y el suelo, así como de los. recursos natu- 
rales y la eliminación de los monopolios y de los latifundios. : 

9) La planificación democrática de la economía. | 

h) El sufragio universal directo, secreto y periódico: en la 
designación de los titulares electivos de los órganos de soberanía, 
de las regiones autónomas !* y del poder local, así como el sistema 
de representación proporcional y el pluralismo de expresión y or- 
ganización política incluyendo los partidos políticos y el derecho 
de oposición democrática. 

j) La participación de las organizaciones populares de base 
en el ejercicio del poder local. 

1) La REROTA CIÓN y la interdependencia de los Prganos de so- 
beranía. 

m) La Aecillzación de la constitucionalidad por Acción O por 
omisión de normas jurídicas. 

n) La independencia de los Tribunales. 

O) La autonomía de las autarquías locales. 

p) La autonomía política-administrativa de los archipiélagos 
de las Azores y Madera. 


3. LOS PARTIDOS COMO INSTITUCION CONSTITUCIONAL 


Los partidos son regulados como una institución constitucio- 
nal. En primer lugar aparecen en la enunciación de derechos como 
una modalidad de la libertad de asociación, referida a la consti- 
tución y participación en asociaciones O partidos políticos como 
«medio para concurrir democráticamente a la formación de la 
. voluntad popular y a la organización del poder público». A ello 
- se añade en el mismo artículo 47 la prohibición de inscribirse en 
— más de un partido ni de discriminaciones por razón de esa ins- 
cripción, así como la prohibición de usar en sus denominaciones 
expresiones o emblemas que puedan confundirse con símbolos 
nacionales o religiosos. 

El poder político se atribuye al pueblo, pero su ejercicio se 
canaliza por los órganos de soberanía definidos en la Constitución, 


1 Las regiones tienen una doble dimensión: Son unidades administrativas para 
la planificación (arts. 256-263); o constituyen verdaderas autonomías político-adminis- 
trativas de los territorios insulares (arts. 227-236). | 
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fundados en el sufragio directo, secreto y periódico, basado en una . 


campaña electoral con libertad de propaganda e igualdad de opor- 
tunidades y orientada por los partidos políticos, a los que se reco- 
noce incluso el derecho de oposición (arts. 111 y 117). 

Se reconoce a los partidos el derecho a presentar candidatos 
para la Asamblea en el artículo 154; en el artículo 163 se vincula 
a los diputados a los partidos en tal forma que perderán su man- 
dato si se inscribieran en un partido diverso de aquél por el que 
fueran elegidos, y en el artículo 173 se regulan los grupos parla- 
mentarios compuestos por los diputados elegidos de cada partido 


-O coalición de partidos, reconociéndoles derechos en la formación ' 


de comisiones, en la fijación del orden del día, en la apertura de 
interpelaciones, en la constitución de comisiones de encuestas 
y además el derecho a solicitar de la comisión permanente que 
promueva la convocatoria de la Asamblea, e incluso se les oye 
preceptivamente en la designación del primer ministro (art. 90). 
Por último, la regulación legislativa de los partidos se declara re- 
servada a la Asamblea de la República, en el artículo 167, apar- 
tado b), y, como hemos visto, los partidos políticos como símbo- 
lo del pluralismo de expresión y de organización política están 
comprendidos en las materias que limitan el poder de revisión 
constitucional. 

Para la elección se aplica un sistema de protentación propor- 
cional y aunque en un principio existió una gran variedad de parti- 
dos (a las elecciones constituyentes se presentaron con candidatu- 
ras hasta trece partidos), en las elecciones posteriores, se han ido 
decantando cuatro grandes partidos que tienen ya una relativa ma- 
durez. Los resultados de las tres elecciones parlamentarias que se 
han realizado en 1975-1976 y 1979, permiten afirmar que el electora- 
do apoya con cierta continuidad a cuatro grandes partidos: el Par- 
tido Socialista, el llamado inicialmente Partido Popular y hoy 
Social-demócrata, el Partido Comunista y el Centro Democrático- 
Social. La ideología del Partido Comunista y Socialista responde a 
sus partidos gemelos de otros países europeos, si bien el Partido 
Comunista se matiza por su relación con la Ú. R. S.$. y su rechazo 
del Eurocomunismo. La Social-Democracia de Sa Carneiro puede 
situarse en un Centro izquierda y aunque lo ha pretendido, no ha 
recibido el respaldo de la Internacional Socialista que apoya al 
Partido Socialista de Soares. Por último, el Centro Democrático 
Social, pese a su título, recibe sobre todo los votos de la derecha. 


No hay que olvidar en esta enunciación de las fuerzas políticas al 


ejército portugués que tiene su asiento en el Consejo de la Revolu- 
ción, y que tuvo un enorme peso en los momentos iniciales, pero 


27 
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cuya influencia ha disminuido, sobre todo por las diferencias polí- 
ticas dentro del propio ejército y del Consejo de la Revolución. 


4. LOS PODERES CONSTITUCIONALES. EL PRESIDENTE 
Y EL CONSEJO DE LA REVOLUCION 


Los órganos de soberanía que la Constitución enumera como 
tales son el Presidente de la República, el Consejo de la ¡Revolu- 
ción, la Asamblea de la República, el Gobierno y los Tribunales. 

El Presidente de la República es elegido por sufragio univer- 
sal directo y secreto, entre los ciudadanos portugueses de origen, 
mayores de veinticinco años. La elección válida exige la mitad de 
los votos válidos y si ningún candidato la obtuviera se realiza una 
segunda elección a los veintiún días entre los dos candidatos que 
hayan obtenido mayor número de votos y no hayan retirado su 
candidatura. Su mandato tiene una duración de cinco años y no 
puede ser reelegido para un tercer mandato consecutivo, ni du- 
rante el quinquenio inmediato al término del segundo mandato 
consecutivo (arts. 124 y 131). | 

El Presidente tiene poderes muy amplios, limitados por la par- 
ticipación en ciertos casos del Consejo de la Revolución y por la 
necesidad del refrendo en algunos de sus poderes más importan- 
tes. El Presidente representa a la República portuguesa y preside 
por razón de su función al Consejo de la Revolución y es Coman- 
dante supremo de las Fuerzas armadas (arts. 123 y 137). En rela- 
ción con el Gobierno nombra al primer ministro «oído el Consejo 
de la Revolución y los partidos representados en la Asamblea de 
la República y teniendo en cuenta los resultados electorales», y 
nombra y separa a los demás miembros del Gobierno a propues- 
ta del primer ministro. La práctica está demostrando que el Go- 
- bierno, al que puede cesar, se apoya en su confianza. Es curioso 
- subrayar que el nombramiento del primer ministro no exige re- 
' frendo y, en cambio, sí lo exige el nombramiento de los miembros 
del Gobierno. Nombra a los embajadores y ratifica los tratados in- 
ternacionales con refrendo del Gobierno y con esta misma condi- 
ción nombra y separa a determinados altos cargos (artículos 136, 
138, 141 y 190). 

En relación con la Asamblea puede convocarla con carácter 
extraordinario y dirigirle mensajes, sin necesidad de refrendo, 
y disolverla con informe favorable del Consejo de la Revolución 
o en los casos preceptivos que resultan de las relaciones entre 
Gobierno y Asamblea (arts. 136 y 198). Promulga las leyes, los 
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decretos leyes y los decretos reglamentarios con refrendo del. 


Gobierno (a quien se atribuye esta potestad) y puede ejercer, 
_ Oído el Consejo de la Revolución, el derecho de veto solicitando 
una nueva deliberación de la ley que exige para superarlo la 
mayoría absoluta en los casos normales y la de dos tercios en 
los casos que señala la Constitución (propiedad, relaciones exte- 
riores, defensa nacional, actos electorales). En el mismo caso están 
comprendidas aquellas leyes. en que el Consejo de la Revolución 
declara la inconstitucionalidad (arts. 137, 139 y 277-278). 

El Presidente tiene también un poder de indulto, y especial- 
- mente le corresponde declarar el estado de sitio o de emergencia 
y, en su caso, declarar la guerra y la paz, previo, en ambos casos, 
la-autorización del Consejo de la Revolución. 

- El Consejo de la Revolución, órgano especialísimo, compuesto 
por veinte miembros designados por las Fuerzas armadas, como 
hemos indicado, es un órgano autónomo que aconseja y com- 
_parte los poderes del Presidente de la República en la forma que 
hemos visto, interviniendo en el nombramiento y cese del primer 
ministro, en el ejercicio de derecho de veto, en las situaciones de 
emergencia, de guerra y paz, en las declaraciones de inconstitucio- 
nalidad y con un poder especial de formular recomendaciones 
sobre las medidas necesarias para el cumplimiento de las normas 
constitucionales. Como hemos dicho, es, además, un órgano políti- 
co y legislativo autónomo en materia militar. 


5. EL GOBIERNO Y LA ASAMBLEA 


1. El Gobierno nombrado por el Presidente en la forma que 
hemos indicado es «el órgano de conducción de la política general 
del país y el órgano superior de la Administración pública, vincu- 
lado en el ejercicio de su política por la constitución y «los obje- 
tivos de la democracia y de la construcción del socialismo» (ar- 
tículo 185). Como órgano colectivo, bajo la dirección del primer 
ministro, está compuesto por los viceprimeros ministros y minis- 
tros y eventualmente por los secretarios y subsecretarios de Es- 
tado. Le Compela: 


a) Deliberar sobre el programa de gobierno (arts. 191, 192 
y 203) y solicitar votos de confianza ante la Asamblea (art. 703). 


b) Refrendar los actos del Presidente sujetos a refrendo (ar- 


tículos 141 y 200). 
-C) Negociar acuerdos internacionales y aprobar los que no 
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RESULTADOS DE LAS ELECCIONES PORTUGUESAS DE 1975, 1976 Y 1979 


1975 1976 1979 


Puestos Zo Puestos :  % Puestos 
en la de - en la de en la 
Asamblea votos Asamblea votos Asamblea 
P. Comunista ... ... 36 12,5 40 143  — | 47 
P. Socialista ... ... ... 115 37,9 107 38,4 74 
P. Popular (hoy So- , 
cial-demócrata) ... 80 26,4 73 24,55 . 128 


de los que 
75 


correspon- 


den a P.S.D. 
Centro Democrático | 
y Social ... ... ... 16 7,65 42 14,3 unido al P. 
anterior en 
“Alianza De- 
mocrática 


Otros partidos ... ... 22 


ELECCION DEL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA EL 27 DE JUNIO DE 1976 
Eanes, 61,79 por 100. 


| ELECCIONES MUNICIPALES DE DICIEMBRE DE 1976 Y 1979 





LL 


% de votos % de votos 
P.C.. 17,7 15,40 
Y | 16,00 
CDS... 166 / A. democrática 54,70 





sean de competencia del Consejo de la Revolución o la Asamblea 


(art, 200 b y a). 


€) Aprobar decretos que desarrollen las bases generales de 
una ley. 

f) Ejercer la iniciativa legislativa (art. 170, 1). 

gy) Ejercer la potestad reglamentaria (arts. 266 y 201). 

h) Elaborar el Presupuesto y el Plan. 


2. La Asamblea está compuesta por un máximum de doscien- 
tos cincuenta miembros elegidos por sufragio universal directo 
y secreto, por un sistema de representación proporcional de acuer- 
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do con el sistema de medias más altas de Hondt (art. 155), por 


los distritos electorales que fija la ley. Los diputados representan 
a todo el país y no al distrito que los elige (art. 152). El puesto de 
diputado es incompatible con el de miembro del Gobierno y con el 
ejercicio de funciones públicas durante el período de funcionamien- 


- to de la Asamblea. Como hemos 'visto se pierde el mandato parla- 
mentario al inscribirse en un partido diverso a aquél por el que se 
fue elegido. Cada legislatura dura cuatro años, salvo disolución 


anticipada (art. 174). 

- La Asamblea tiene funciones políticas de fiscalización del Go- 
bierno (art. 165), al que puede exigir responsabilidades políticas en 
los términos que veremos; y poderes periódicos de revisión consti- 
tucional cada cinco años por una mayoría de dos tercios. Su com- 
petencia básica es legislativa con un amplio cuadro de materias 
que constituyen «reserva de-ley». La fiscalización está respaldada 


. en diversos supuestos por la facultad de provocar el cese del Go- 


bierno. Le corresponde enjuiciar el programa con que se presenta 
un Gobierno; la aprobación del programa constituye práctica- 
mente una votación de investidura y la desaprobación del progra- 
ma, que exige la mayoría absoluta de los diputados en efectividad 
de funciones, implica la dimisión del Gobierno. Los votos de con- 
fianza son solicitados por el Gobierno sobre una declaración de 
política general o un problema de interés nacional y la votación 
negativa, que al parecer se rige por mayoría simple, implica tam- 
bién la dimisión. Por último, las votaciones de censura están suje- 
tas a un régimen especial restrictivo. Han de ser presentadas por 
la cuarta parte de los diputados en ejercicio efectivo de sus fun- 
ciones y no pueden ser votadas hasta cuarenta y ochos horas des- 
pués de su presentación. Para producir la dimisión del Gobierno 
son necesarias dos mociones de censura aprobadas con un inter- 
valo de treinta días, que exigen ser aprobadas por la mayoría 
absoluta de los diputados en ejercicio de sus funciones. Si una 
moción de censura no fuera aprobada no puede presentarse otra 
moción en la misma sesión legislativa. 

Además, el Presidente puede disolver la Asamblea si fueran 
desaprobados tres Gobiernos con ocasión de la presentación de 


su programa; y la disolverá necesariamente cuando la Asamblea, 


mediante votos de confianza o censura, hubiera determinado una 
tercera sustitución del Gobierno. 


Estas relaciones entre la Asamblea y el Gobierno entrañan, 


pues, un sistema de responsabilidad condicionada que apunta a 
un régimen semipresidencialista, muy análogo al de la Constitu- 
ción francesa de 1958. 
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Y. CONCLUSION 

Es claro que no se puede emitir ningún juicio sobre el salor 
de este texto, hasta tanto que su práctica nos. revele, no tanto 
sus virtudes o defectos, como la vigencia efectiva de las institu- 
ciones que en ella se configuran y aquella parte de su ideología 
que se encarna en la realidad social portuguesa. Las últimas elec- 
ciones de 1979 pueden significar quizá una consolidación, y una 
posible reforma del texto constitucional. 

En todo caso, incluso en las contradicciones que se delia en- 
trever en su texto, es un interesante documento de la historia 
constitucional. 





A A 


V 
( 
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XII 


LA EVOLUCION DEL REGIMEN CONSTITUCIONAL 
EN ESPAÑA 


LA CRISIS DEL ANTIGUO RÉGIMEN 


1. En los tratados y manuales en que se expone nuestro De- 
recho constitucional aparece el siglo xix como una explosión his- 
tórica en que se abriera una nueva era, desvinculada de todo pre- 
cedente con la etapa política inmediatamente anterior. La falta de 
interés de ese momento político anterior se sugiere con una alu- 
sión al absolutismo, cuando no al despotismo o a un poder perso- 
nal y arbitrario de los reyes, de sus ministros o de sus privados. 
Y es curioso advertir que estos siglos que van desde el siglo xv 
al xx no han tenido más suerte en las obras especialmente con- 
sagradas a la historia de las instituciones políticas, en que apa- 
recen las de esta época casi como un apéndice del orden medieval. 
Los tratadistas de Derecho público no les conceden más interés 
que el de una introducción; los historiadores las reseñan como 
un epílogo. Casi puede decirse que Danvila, con todas sus faltas 
y méritos, es el único que se ha aventurado seriamente en la his- 
toria monográfica de nuestras instituciones políticas en el trans- 
curso de estos cuatro siglos, pero falta en él una visión de síntesis, 
pese a la relativa riqueza del dato aislado. 

Es cierta, parcialmente, esa doble sutura de la historia de nues- 
tras instituciones políticas en los siglos xvi y xIx que motiva ese 
desinterés de historiadores y políticos. Especialmente la situación 
de España al producirse la crisis de la invasión francesa acusa en 


su mismo orden externo una violenta ruptura que va a dar la tónica 


de la historia política del nuevo siglo. Y, sin embargo, no cabe 
menos de preguntar: ¿hasta dónde es posible rehacer ab initio 
un orden? ¿No se habrá limitado más bien ese febril siglo xix 














426 DERECHO CONSTITUCIONAL COMPARADO 


a aprovechar las paredes maestras de un orden y sobre ellas a le- 


vantar tabiques y revocar fachadas? ¿No existirá algo que siguió 
existiendo y permitió la existencia de esas mismas convulsiones? 
Algo existía, en efecto, que permitió realizar y soportar no; sólo 
las primeras transformaciones, sino toda la fiebre revoluciona- 
ria del siglo x1x. Y este algo, que se había forjado en esa etapa his- 
tórica, era un elemento en gran parte puramente espiritual e in- 
aprehensible, pero no por ello menos trascendente para la conti- 
nuidad y evolución del siglo xrx: una unidad nacional y un régimen 
de Estado que se han formado por la monarquía española como 
estructuras tangibles y aún más fundamentalmente como un sen- 
timiento y un espíritu de unidad. 

- Tal ha sido la labor positiva de esos tres siglos, XVI, XVII Y XVIII: 
la formación de una unidad administrativa del Estado de España 
y de su base nacional como un espíritu de unidad. Tal ha sido la 
herencia que recibió el siglo xrx. 


2. «Oigo hablar mucho de hacer en las mismas Cortes una 
nueva Constitución —decía Jovellanos en 1809 en su famosa Con- 
sulta sobre la convocación de Cortes—. ¿Por ventura no tiene Es- 
paña Constitución? Tiénela sin duda; ¿porque qué otra cosa es 
una Constitución que el conjunto de leyes fundamentales que fi- 
jan los derechos fundamentales del soberano y de los súbditos y 
los medios saludables de preservar unos y btros? ¿Y quién duda 
que España. tiene estas leyes y las conoce? * ¿Hay algunas que el 
despotismo haya atacado y destruido? Restablézcanse. ¿Falta algu- 
na medida saludable para asegurar la observancia de todas? Es- 
tablézcase. Nuestra Constitución, entonces, estará hecha y me- 
recerá ser envidiada por todos los pueblos de la tierra que amen 


la justicia, el orden, el sosiego público y la verdadera libertad, que 


no puede existir sin ellos.» Tal era la posición reformista y con- 


. servadora de Jovellanos en 1809, que no prosperó. Y nos interesa 
este punto de partida para establecer la línea que después siguió 
nuestro régimen constitucional. 


Jovellanos mismo nos da en páginas posteriores de esa misma 


1 En realidad, el mismo Jovellanos dudaba de que estas leyes fueran conocidas. 
En carta al doctor Prado, decía: «Pero me preguntará usted dónde se puede estu- 
diar el Derecho público español y responderé abiertamente que no lo sé. Una mise- 
rable obra conozco con este título; pero hay en ella más errores que palabras... Si 
usted me pregunta adónde busqué yo las que creo necesarias, le diré que en nues- 
tros viejos códigos, en nuestras antiguas crónicas, en nuestros despreciados manus- 
critos y en nuestros archivos polvorosos...». Obras publicadas e inéditas de don 


Gaspar Melchor de Jovellanos, II, 1926, pág. 147. 
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memoria una visión sintética de ese orden constitucional que pue- 
de servirnos de excelente base para esta exposición. 

«... Según el Derecho público de España, la plenitud de la so- 
beranía reside en el monarca y... ninguna parte ni porción de ella 
existe ni puede existir en otra persona o cuerpo fuera de ella... 
Por consiguiente, es una herejía política decir que una nación cuya 


Constitución es completamente monárquica es soberana, Oo atri- 
- buirle las funciones de la soberanía... Pero el poder de los sobera- 


nos de España, aunque amplio y cumplido en todos los atributos 
y regalías de la soberanía, no es absoluto, sino limitado por las 
leyes en su ejercicio y allí donde ellas le señalan un límite empie- 
zan, por decirlo así, los derechos de la nación. Se puede decir, sin 
reparo, que nuestros soberanos no son absolutos en el ejercicio 
del poder ejecutivo, pues aunque las leyes se lo atribuyen en la 
mayor amplitud, todavía dan a la nación el derecho de represen- 


- tar contra sus abusos, y que de este derecho se haya usado mu- 
chas veces se ve claramente en nuestras Cortes, las cuales más de 


una vez representaron al soberano, no sólo contra la mala distri- 
bución de los empleos, gracias y pensiones y otros abusos, sino 
aun contra la disipación y desórdenes interiores de su palacio y 
corte y pidieron abiertamente su reforma. Menos se puede decir 
que los monarcas de España son absolutos en el ejercicio del po- 
der legislativo, pues aunque es suyo, sin duda, y suyo solamente, 
el derecho de hacer o sancionar las leyes, es constante en las 
nuestras que para hacerlas, o debe aconsejarse antes con la na- 
ción, oyendo sus proposiciones o peticiones, o cuando no, promul- 
garlas en Cortes y ante sus representantes; lo cual sustanciamente 
supone en ellas, de una parte el derecho de proponerlas, y de otra, 
el de aceptarlas o representar contra ellas, lo cual es notorio que 
han usado siempre las Cortes del reino, como después diré más 
oportunamente. Por último, no es ilimitado tampoco el ejercicio 
de la potestad judicial en nuestros soberanos. Suya es toda juris- 
dicción, suyo el imperio. Aun hubo un tiempo en que los reyes 
juzgaban y oían por sí mismos las quejas de sus súbditos, ayuda- 
dos por las luces de su consejo; pero después que la monarquía 
tomó una forma más análoga a su extensión y al aumento y com- 
plicación de los intereses nacionales, fue ya una máxima constante 
y fundamental en nuestra legislación que los juicios y causas de- 
ben ser instruidos según las formas prescritas en las leyes y juz- 


gados por jueces y tribunales establecidos y reconocidos por la. 


nación, a cuyas máximas deben sujetarse así los reyes como los 
magistrados nombrados por ellos... Dedúcese de todo ello que la 
única y mejor garantía que tiene la nación española contra las 
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irrupciones del poder arbitrario reside en el derecho de ser lla- 


mada a Cortes para proponer a sus reyes lo que crea conveniente 


al pro comunal o examinar lo que ellos trataren de establecer con 


el motivo o pretexto de tan saludable objeto» *. 7 


3. Esa Constitución tradicional está así concebida en Jovella- 
nos como apoyada en la soberanía del monarca, que aparece li- 
mitada por el vínculo de la ley y la participación de las Cortes. 
Ahora bien, el mismo Jovellanos nos advertía que había leyes que 
se habían atacado y destruido, que faltaban algunas medidas sa- 
ludables para la observancia de todas; esto es, que ese orden cons- 
titucional que él dibuja es más bien, o una profesión de fe polí- 


tica o la imagen de un pasado. histórico, falto de vigencia por la 


mala fe o el desuso. Muchos eran tres siglos para que se hubiera 
conservado intacto ese orden que Jovellanos nos describe y que 
él halló en «nuestros viejos códigos, en nuestras antiguas cróni- 
cas, en nuestros depreciados manuscritos y en nuestros archivos 
polvorosos...» No mucho años antes, León Arroyal, por el con- 
trario, afirmaba: «No tenemos Constitución, es decir, no conoce- 
mos regla segura de gobierno»*. De su exposición sólo podemos, 
pues, aprovechar un punto de partida y la delimitación de los ele- 
mentos en equilibrio. Todos sabemos que la curva de evolución 
que se descubre a partir de este punto de partida inicial es una ce- 
sión paulatina de las funciones y facultades de otras instituciones 
en favor de la autoridad del rey; que la historia de la edad moder- 
na en Españá, como en el continente, es la historia de la forma- 
ción del Estado unitario y nacional sobre el eje de la soberanía 
real. Tal es la línea simplista y tópica, comúnmente aceptada, que 
hemos al menos de matizar, porque cuando arañamos un poco en 
esa apariencia descubrimos tras esos dos elementos primarios del 
. equilibrio político, el monarca y las Cortes, otros dos que dan un 
* Carácter diverso a esa evolución. Están tras ellos como una tra- 
“moya, que soporta, pero no participa del juego escénico. Y, sin 
embargo, son ellos los verdaderos protagonistas, cuya pujanza O 
decaimiento explica la naturaleza de ese proceso y la brusca crisis 
hacia el régimen constitucional en el siglo xrx. Detrás de las Cor- 
tes medievales que llegan a los primeros años de la edad moderna 
están, de una parte, los estamentos privilegiados y, de otra, los 
consejos municipales. El proceso de los siglos xv a xvii ha tendi- 
do fundamentalmente a desplazar el poder de aquellos estamentos 


2 JOVELLANOS, Consulta sobre la convocatoria de las Cortes por estamentos (apén- 
dice núm. XII a la Memoria en defensa de la Junta Central). 
3 CAMPOMANES, Cartas (publicadas por Rodríguez Villa), pág. 108. 
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privilegiados, que dejan de ser convocados a Cortes (nobleza y 


clero), y a someter la vida local a los órganos del poder central 
- (corregidores). Un órgano representativo vale tanto como las 
fuerzas que representa. Y así, las Cortes fueron perdiendo vida 
auténtica a medida que la perdían las entidades que representa- 
ban. En España no hubo ninguna crisis del régimen que se dibuja 
en los textos de Jovellanos, sino un proceso lento de decadencia 
y consunción de las fuerzas sociales del antiguo régimen y un 
proceso de centralización del poder que alcanza su cenit por la 
influencia francesa en el siglo de la Ilustración. 0 

En 1810, como conscuencia de la penetración en España de 

las ideas de la revolución francesa y de la circunstancia propicia 
que crea la invasión de Napoleón y la guerra de independencia, 
se proclama frente al principio de la soberanía del rey, la sobera- 
nía nacional, como una sola voluntad de la nación para reformar 
sus leyes fundamentales y refundir unitariamente su orden jurí- 
dico. Con ello se está transfiriendo el poder centralizado y uni- 
tario que ha alcanzado la monarquía en el siglo xvirr a un nuevo 
sujeto político histórico, la nación, que representa una nueva es- 
tructura social. Las Cortes no podían ya representar aquella plu- 
ralidad de estamentos y municipios que la unidad de la soberanía 
real había hecho desaparecer de la sociedad española. 

Esta es la diferencia fundamental que van a acusar las nuevas 
Cortes que se apoyan en ese proceso de unidad y abren el si- 
glo xix como un nuevo período histórico. De un cuerpo de repre- 
sentación plural de estamentos y municipios van a transformarse 
en un órgano de representación nacional unitaria. 

Pocas veces se ha advertido que la reunión de las Cortes de 
Cádiz no entrañó inicialmente ningún hecho revolucionario. Era 
simplemente la costumbre y la ley del reino. Fernando VII había 
aprobado y ordenado incluso la convocatoria desde su destierro * 
y las mejores y más autorizadas plumas las reclamaban como un 
derecho. «Si la nación —decía Jovellanos— debe ser consultada en 
los casos arduos y graves y señaladamente para la imposición de 
tributos y para la formación de nuevas leyes, preguntó yo: ¿Se 
le habrán presentado jamás casos más graves que resolver, im- 
puestos más grandes y gravosos que acordar y exigir, ni leyes y 
providencia más generales que dictar para proveer a su seguri- 
dad e independencia?» Jovellanos tenía toda la razón. La convo- 


catoria de Cortes reunía todas las circunstancias que exigían nues- 


* Sobre las resoluciones contradictorias de Fernando VIT, véase G. DE GRANDMAISON, 
L'Espagne et Napoléon, 1804-1809, París, págs. 187 y 207. 
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tras antiguas leyes fundamentales y sólo podía comprenderse, en 


el peor de los casos como una restauración tradicional. Pero a 
Jovellanos se le ha escapado un ligero matiz que asoma, sin em- 
bargo, burlonamente en sus propias palabras. Lo: que iba a ser 
convocado no era los representantes de las ciudades, ni éstos 
conjuntamente con el clero y la nobleza, sino como Jovellanos 
mismo dice, la nación. En ese término está mejor expreso que en 
ningún otro la crisis del antiguo régimen y el nacimiento de la 
monarquía constitucional. | 


1. La sociedad y las ideas de la monarquía constitucional 


l. LA HISTORIA DEL CONSTITUCIONALISMO ESPAÑOL 


El constitucionalismo fruto de la crisis del antiguo régimen, 
es uno de los rasgos definitorios del perfil político del siglo xrx 
español. Más estrictamente, la monarquía constitucional, caracte- 
riza la singularidad histórica de España en el siglo xix europeo. 
En Francia, el bonapartismo y la república se sobreponen a la 
monarquía liberal; en Italia, la monarquía constitucional sólo se 
afirma a fin de siglo y frente a problemas que tienen un perfil muy 
distinto; Inglaterra está al margen de la evolución constitucional 
del continente; los pueblos germánicos y eslavos siguen una línea 
histórica muy diversa. Los esquemas de la historia constitucional 
de España en este siglo deben estar por eso estrechamente vincu- 
lados al cuadro general de su historia, pero en cuanto ésta apa- 
rece condicionada por otros factores: por su historia social y eco- 


- nómica. Este punto de vista debe tenerse presente al tratar de 


ordenar el decurso y entender el sentido del constitucionalismo 


. español; que, por otra parte, representa una de las lecciones más 
importantes y Originales de la historia política europea. Importan- 


te no quiere decir «valioso» Oo «ejemplar»; pero sí significativo 
para entender la historia de España en función de la historia po- 
lítica europea. 

En más de una ocasión se ha advertido la dificultad de orde- 
nar o periodificar esa historia constitucional que constituye el 
sustrato mismo de la historia política española en este siglo. 'Tra- 
tadista tan relevante como Ruiz del Castillo entiende que el cons- 
titucionalismo español sin el arraigo de lo espontáneo, ni la ar- 
monía de lo simétrico aparece «incoordinado y superpuesto» y 
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un historiador contemporáneo encuentra el siglo xix vacío de sen- 
tido o con un sentido oculto por un «confuso caos de hechos sin e 
más conexión que la sucesividad, sin otra razón de ser que la j 
causa inmediata que los provoca sin originarlos»”. 

Ciertamente, los esquemas con que Santamaría de Paredes o 
Posada hacían una exposición sumaria de la historia constitucio- E 
nal española, más que una intención de ordenación histórica, su- 
ponían un simple recurso de exposición. Los desarrollos más am- 4 
plios de Bekker y Gmelin se limitaban a seguir un mero orden a 
cronológico de los textos constitucionales que ordenaban*. Sin A 
duda, falta a todos ellos una doble perspectiva que nos permite 
hoy comprender la historia constituiconal de España desde un 
nuevo ángulo. En primer lugar, tenemos hoy completo un ciclo 0 
de historia con entidad propia: la monarquía constitucional que , 
nace en las primeras fechas del siglo, se desenvuelve y se madura . 

- en su decurso y hace crisis en la inquietud europea del siglo xx. 
En segundo lugar, estamos hoy en condiciones de advertir la trans- | 
formación de la estructura social de España que da un profundo | b 
sentido a lo que sólo podía parecer en una observación superfi- a 
cial un caos confuso de hechos, sin otra vinculación que el haber 
acaecido sucesivamente. q 

Sobre estos supuestos podemos hoy trazar un esquema cohe- 
rente del constitucionalismo vinculado a la historia de la monar- 
quía constitucional. Lo sugeríamos en el prólogo a una edición ) 
de las constituciones españolas y nos ha servido después de eje 
para trazar la historia del constitucionalismo español”. De acuer- 
do con esta. ordenación debemos distinguir cinco grandes pe- 
ríodos: | 











I. Orígenes del constitucionalismo español.—Comprende, en 
sus diversas. alternativas, desde 1808 a 1833. En suma, el reinado 
de Fernando VII y la vigencia inquieta de la Constitución de 1812, | 
- con el impulso revolucionario de Cádiz, que brota de nuevo, en 
1820, en el alzamiento de Cabezas de San Juan. La alternativa po- E 
lítica se da en estas fechas entre el naciente régimen constitucio- 


5 RUIZ DEL CASTILLO, Manual de Derecho Político, Madrid, 1939, págs. 717-719; 
y F. Suárez, Planteamiento ideológico del siglo XIX español, en «Arbor», mayo 1948. 

é SANTAMARÍA DE PAREDES, Curso de Derecho Político, 5.2 ed., págs. 624 y sigs.; 
ADOLFO Posapa, Tratado de Derecho Político, 4.? ed., 1929, 11, págs. 267-322; BEKKER, 
La reforma constitucional en España, 1923, y H. GMELIN, Studien 2ur Spanischen Ver- : 
fassungsgeschichte, Stuttgart, 1905. 

7 L. SÁNCHEZ AGESTA, Introducción a «Constituciones y Leyes fundamentales de 
España, ed. por A. Padilla Serra, Universidad de Granada, 1954, e Historia del cons- 
titucionalismo español, Madrid, Instituto de Estudios Políticos, 1955. 
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nal y la continuidad del antiguo régimen; socialmente, significa 
la lucha entre la sociedad tradicional y una nueva estructura in- 
dividualista e igualitaria; ideológicamente, representa un esfuer- 
zo por establecer los principios revolucionarios vinculándolos a 
una tradición incierta y soterrada. Los elementos privilegiados 
(nobleza y clero), los mayorazgos y vinculaciones, los gremios, 
son los signos sociales del antiguo régimen; la igualdad ante la 
ley, libertad de la propiedad, la desamortización y la libertad de 
trabajo, junto con el sufragio individualista, los perfiles econó- 
micos y sociales con que se anuncia el nuevo siglo, como siglo 
del predominio de las clases medias. La representación en Cortes, 
que tiene un perfil contemporáneo, de asamblea nacional, es la 
institución que trata de vincular pasado y. presente *. 


IT. La monarquía constitucional y la revolución de las clases 
medias.—Comprende todo el reinado de Isabel II con una incon- 
fundible personalidad histórica. Los textos constitucionales du- 
rante este período son múltiples, porque su característica desde 
el punto de vista político es la polémica entre diversas soluciones 
constitucionales propugnadas por los partidos. Hay dos líneas po- 
líticas de pensamiento que corren a lo largo del siglo xix, mani- 
festándose en dos tipos de constituciones de principios relativa- 
mente contrapuestos. Una es la solución doctrinaria, apuntada en 
el Estatuto de 1834 y colmada en la Constitución de 1845, que 
representa el equilibrio de la situación política del siglo. Otra, la 
solución progresista o radical, anunciada en la Constitución de 
1837 y que va en línea ascendente en el proyecto no promulgado 
de 1856 hasta la revolucionaria Constitución de 1869. Los múlti- 
ples proyectos de reforma y los retoques parciales son signos de 
esa inquietud de estas fechas centrales del siglo. 

Desde el punto de vista sociológico, este período tiene una uni- 


' dad más precisa. Es el período en que triunfan políticamente las 
clases medias, como minoría gobernante y como sustrato del po- 


der por medio del sufragio censitario, en el que coinciden todos 
los partidos y todas las soluciones constitucionales por profundas 
que sean sus diferencias en otros principios. Ideológicamente, va 
a cuajar el compromiso de tradición y revolución, en la doctrina. 
de la constitución interna, base de la monarquía constitucional. 


I11. Revolución y Restauración.—Externamente, es un perío- 
do de regímenes revolucionarios y transitorios cuya característi- 


' Véase M. FERNÁNDEZ ALMAGRO, Orígenes del régimen constitucional en España, 
Barcelona, 1928, y SáNcHEz AcesTa, Historia... ed. cit., págs. 45-113. 
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ca es la inestabilidad. Desde la revolución de septiembre de 1868 


van a sucederse situaciones inciertas (gobierno provisional, re- 
- gencia de Serrano, monarquía de Amadeo, república federal, nue- 
vo gobierno republicano de Serrano, ministerio regencia, Restau- 
ración) bajo una Constitución de dudosa vigencia, la de 1869, que 
-no llega a ser sustituida por un proyecto de constitución republi- 
cana. Tiene, sin embargo, una profunda trascendencia política y 
social que va a reflejarse en la evolución de la Constitución de 1876. 
El liberalismo doctrinario que definía el predomnio de las clases 
medias y establecía un relativo equilibrio de la monarquía cons- 
titucional, va a ser sustituido por un liberalismo radical, cuyos 
supuestos democráticos afectan a la misma institución de la mo- 
narquía y a la aceptación del sufragio universal. De otra parte, 
apuntan con un volumen trascendente movimientos sociales, apo- 
yados en la ideología de la I Internacional, e inclinados, por 
consiguiente, al anarquismo y al federalismo (desarrollado en el 
proyecto de Constitución de 1873), que son el primer síntoma 
de la nueva estructura social, fundada en el trabajo, que tanto 
peso va a tener en la crisis del constitucionalismo en el siglo xx?. 


IV. - La Restauración.—La Restauración se consolida bajo el 
amparo de un nuevo texto constitucional, el de 1876, cuya carac- 
terística es un flexible equilibrio de raíz liberal *. En principio, 
quiere mantenerse equidistante de las diversas doctrinas constitu- 
- cionales en polémica, tanto la que representó la Constitución doc- 
trinaria de 1845, como la radical de 1869. Esta Constitución quería 
ser la base de :un régimen de partidos que dejara el camino abier- 
to «a todas las políticas posibles dentro del sistema monárquico 
constitucional». El turno de dos grandes partidos y la aceptación 
por vía de usos constitucionales de muchos principios del régimen 
de gabinete inglés, le dieron una flexible estabilidad, desde la que 
fue evolucionando, hacia fines de siglo, a fórmulas muy análogas 
a las previstas en la Constitución de 1869 (derecho de asociación 
obrera, sufragio universal, etc.) Socialmente, representa el pre- 


2 Para este período, véase M. FERNÁNDEZ ALMAGRO, Historia política de la España 
contemporánea, Madrid, 1956, págs. 11-245. 

10 Esta Constitución es la que tiene una más amplia literatura científica, ya que 
todas las obras de Derecho político desde 1876, con mayor o menor extensión, ha- 
bían de considerarla. Así, las obras citadas de Santamaría y Posada. Más interesante 
es la bibliografía de historia e interpretación política. Entre ella merece verse: 
MARQUÉS DE Lema, De la Revolución a la Restauración, Madrid, 1927; M. FERNÁNDEZ 
ALMAGRO, Cánovas: su vida y su política, Madrid, 1951; CH. BEno1sT, Cánovas del 
Castillo, París, 1930, y GARcía ESCUDERO, De Cánovas a la República, Madrid, 1951. 
Un notable estudio centrado en la idea del régimen parlamentario, en D, NOHLEN, 
Spanischer Parlamentarismus im XIX Jahrhundert, Meisemheim am Glan, 1970. 
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dominio de la llamada burguesía de negocios, coincidente con un 
apreciable crecimiento de la riqueza *, y las primeras manifesta- 
ciones de un proletariado industrial organizado en asociaciones 
profesionales, frecuentemente al margen de la ley y con una, ¿tác- 
tica de agitación revolucionaria. 

La muerte de Cánovas y más tarde la de Sagasta, que redión 
los dos grandes partidos turnantes, modifican el equilibrio de los 
grupos políticos en el reinado de Alfonso XII, dando lugar a un 
nuevo tipo de gobierno parlamentario, de corte francés, con par- 
tidos múltiples y coaliciones inestables, que están en franca des- 
composición hacia 1917 (huelga revolucionaria, juntas de defensa, 
separatismos). En 1923, el golpe de Estado del general Primo de 
Rivera suspende la vigencia de la Constitución de 1876, que muere 
prátcicamente en este acto; y con ella la monarquía constitucional. 


V. Crisis del constitucionalismo.—Desde 1917-1923 a 1936 está 
abierto un período de crisis, cuyo hito más importante es la caída 
de la monarquía en 1931 y la Constitución republicana del mismo 
año, que es uno de los exponentes más claros de este proceso de 
descomposición política. En ella se revela una profunda división 
ideológica, envenenada por la persecución religiosa, la lucha de 
clases, el separatismo, que quiebra el cauce del régimen de esta- 
tutos, y la profunda crisis del liberalismo que hizo nacer muertas 
las fórmulas liberales de la Constitución con la ley de defensa de 
la república. Cada una de esas causas de división tenía ciertamen- 
te sus raíces en la historia de los primeros años del siglo xx, y 
quizá si se nos apura en tendencias políticas del mismo siglo xIx 
(anticlericalismo) *. Lo curioso es cómo todos ellos se condensa- 
ron en un momento histórico y en un texto constitucional (1931) 
hasta explotar en la guerra civil. Así es como el sieno trágico del 


. Cconstitucionalismo español, nacido en Cádiz, en los cuatro años de 
- Una Cruenta guerra de Independencia, tiene su ocaso entre la san- 
“gre de una guerra civil. 


En este panorama político de un siglo de inquieta historia hay 
una serie de puntos culminantes por su significación histórica o 
política. Uno, sin duda, es la Constitución de 1812, pese a su falta 
de idoneidad práctica, por haber planteado problemas y formu- 
lado principios que ejercieron una duradera influencia dentro y 


11 El término es de J. M. Jover, Conciencia obrera y conciencia burguesa en la 
España contemporánea, Madrid, 1952, que contrapone la «burguesía de negocios» de 
la segunda mitad del siglo a la «burguesía de agitación» de la primera mitad. 

12 Para la evolución de los partidos y sus programas desde 1808 a 1936, véase 
M. ArroLaA, Partidos y Programas políticos, 1808-1936, 11 vols. Aguilar, 1974. 
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fuera de España; otro, la Constitución de 1845, que va a definir el 


substrato de la monarquía constitucional; otro, por último, la de 
1876, que aligera algunos elementos de aquélla y perfila en su 
práctica la monarquía parlamentaria. 


2. LA EVOLUCION DE LA ESTRUCTURA SOCIAL 


Como hemos indicado en el esquema anterior el constitucio- 


-nalismo se establece paralelamente (como causa o efecto, que no 


es cuestión de discutir ahora) a una profunda transformación de 
la. estructura social de España. 

Los recuentos con que se realizan los censos del siglo xvII1t 
acusan sobre una población levemente superior a 9.000.000 de ha- 


bitantes la presencia de dos estamentos privilegiados, con un 


régimen jurídico especial y en posesión de la casi totalidad de la 
propiedad fundiaria. Estos dos estamentos son la nobleza (junto 
a la nobleza titulada figuraban los hidalgos), con una cifra de 
720.000 nobles o hidalgos, esto es, el 8 por 100 de la población 
total, y el clero, con una cifra de 176.000 miembros del clero re- 
gular y secular, que son aproximadamente el 2 por 100 de la po- 
blación. En el censo de un siglo después la nobleza ha desaparecido 
como volumen estadístico, ya que al desaparecer sus privilegios 
los hidalgos han renunciado a hacer constar su condición y se 
han fundido con el pueblo, y sólo nos quedan datos de una noble- 
za titulada que apenas comprende dos millares de personas en una 
población de 15.000.000, esto es, poco más de un 0,01 por 100 de 
la población; y el clero, que pese a que la población total ha 
crecido un 50 por 100, ha quedado reducido a una tercera parte, 
con una cifra. de 56.000 miembros, esto es, al 0,37 por 100 de la 
población. 


Más importante aún es la transformación económica que acom:- 
paña a ese sorprendente reajuste de la población. La desamor- 
tización civil y eclesiástica ha puesto en circulación bienes por 
valor de seis mil millones de reales, que suponían un total de 
165.000 fincas rústicas y 23.000 urbanas y un centenar de milla- 
res de censos y foros y otros derechos sobre la propiedad. Esta 
inmensa masa de bienes fue vendida en menos de la tercera parte 
de su valor (la estadística oficial acusa menos de dos mil millo- 
nes de reales de precio de venta), con precios aplazados que fue- 
ron frecuentemente pagados con las mismas rentas de las fincas 
y con valores públicos depreciadísimos que se aceptaban por su 

















. y 
1 


| 436 DERECHO CONSTITUCIONAL COMPARADO 


valor nominal *. No nos importan ahora el sentido político o el 
valor económico de esta operación; lo que nos interesa subrayar 
( es que creó una nueva clase de propietarios y privó de sus raí- 
| ces económicas a la nobleza y el clero, debilitando. así económi- 
| ca y socialmente a los estamentos a los que ya se había privado de 
i sus privilegios jurídicos. Por otra parte, las leyes establecieron la 
libertad total de contratación y de trabajo, extinguiendo los gre- 
mios, los «exclusivos» (monopolios) y la vinculación de lá pro- 
piedad *. 

Así la vitalidad, la flexibilidad y la fluidez que la' SrÓBIBANE y 
la libertad de contratación adquirieron, destaca la función y la 
preeminencia de este nuevo propietario; y Gel comerciante, del in- 
dustrial y del empresario que hace fructificar la riqueza. Una 
nueva clase fundada en esta nueva modalidad de la propiedad y 
de la riqueza se adelanta a un primer término y hace pesar sus 
| intereses en la vida política, coincidentes en parte con las ideas 
que el nuevo régimen entrañaba. 

No menos trascendente que esta revolución económica es la 
instauración de un régimen de publicidad. Apenas si cabe com- 
prender adecuadamente la profunda diferencia entre el antiguo 
y el nuevo régimen, sin considerar la significación de este hecho. 
Con la revolución industrial, éste es quizá el rasgo más definido 
de la Europa contemporánea. Del secreto de la razón de Estado 
pasamos a la existencia de un público, que legitima, influye y mo- 
dela la acción de gobierno. Las consecuencias de este hecho son 
muy varias. Aquí nos interesa destacar sólo una de ellas; su in- 
fluencia sobre la estructura social y las minorías políticas gober- 
nantes. 


Esta publicidad connatural al consiiuciomalismo destaca otro 
grupo importante de esa clase media que va a imperar en el siglo. 
Una nueva vida pública fundada en la libre discusión, en las Cor- 

tes y en la prensa, adelanta a un primer plano a quienes poseen los 
instrumentos con que esa vida pública ha de desenvolverse: el 
orador, el escritor, el periodista. Una elevación social del escritor, 
iniciada en el siglo xvi, alcanza su cenit. En esta hora del si- 











13 Véanse los censos de 1768, 1787 y 1803; Moreau, Estadística de España, Madrid, 
1835, y Estadística general formada por el Ministerio de Gracia y Justicia, Ma- 
drid, 1860. 

14 Real Instrucción de 30 de noviembre de 1833 y Decreta de 20 de enero de 1934. 
El Real Decreto de 17 de abril de 1839 es el primero que restablece la posibilidad 
de sociedades obreras bajo la forma de sociedades de socorros mutuos. Ciertamente 
estas libertades se habían establecido por las Cortes de Cádiz, pero sólo tuvieron 
una accidentada y breve vigencia, tan breve como la de la Constitución de 1812 que 
las amparaba. 
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glo xix es socialmente importante el escritor, el periodista y el 
orador, que alterna sus aficiones literarias con un escaño en la 


cámara o un sillón en los ministerios. Este nuevo tipo de hombres 


no debe su preeminencia a posiciones estamentales definidas, ni 
a un linaje tradicional, ni al favor de la corte, ni apenas a la mis- 
ma posesión de bienes, sino a su dominio de los resortes de la opi- 
nión pública, de la palabra o de la pluma que sirven para adularla 
e influirla. No son propiamente lo que hoy llamaríamos «intelec- 
tuales», porque aun en quienes radicalmente lo son, hemos de dis- 


tinguir como una doble personalidad del poeta, del historiador, 


del ensayista, cuya labor pueda aun hoy merecernos aprecio, con 
una recia personalidad, y del político, que se revela en la malicia 
del escrito o la pirotecnia del discurso cuidadosamente preparado 
y cuidadosamente pronunciado o «representado». Así fueron Mar- 
tínez de la Rosa y Alcalá Galiano, Escosura y Ayala, Donoso y 
Castelar y el mismo Cánovas. La prensa política, la tribuna parla- 
mentaria y las memorias políticas para justificar una actuación 
o una conducta, son los instrumentos predilectos de esta publici- 
dad sobre la que alza su pedestal este nuevo tipo de hombres *. 

Otro último perfil de esta estructura política es la presencia 
preeminente del ejército entre estas clases dirigentes del nuevo 
siglo. Porque es necesario subrayar que esta transformación de la 
estructura social llega también al ejército. La guerra de Indepen- 
dencia y las guerras civiles (1834-1839) superan la concepción de 
la milicia como una función profesional y un residuo de la fun- 
ción estamental de la nobleza. Al ejército nacional van a correspon- 
der unos cuadros orgánicos del ejército cuyos jefes y oficiales se 
reclutan en la clase media. Los erados del ejército dejan de ser 
un privilegio de nacimiento. Los generales, generales jóvenes, que 
han conquistado sus entorchados en los campos de batalla, deben 
su grado a la espada, no a un linaje o a un título. Por otra parte, 
la guerra civil da una mentalidad política al ejército y lo constitu- 
ye en el soporte natural y el tutor oficioso de un trono al que ha 
defendido con su espada y que se ha apoyado en sus bayonetas. 
El mismo hecho de que ese trono sea ocupado por una niña, 


15 No es muy abundante la bibliografía sobre el perfil político jurídico de la pu- 
blicidad. Hay algunos estudios sobre la prensa. Entre ellos merecen citarse: A. GoN- 
ZÁLEZ PALENCIA, La censura gubernativa en España, 1800-1830, Madrid, 111 volumen, 
J. E. EGUIZÁBAL, Apuntes para una historia de la legislación española sobre imprenta 


- desde el año 1480 hasta el presente 1873, Madrid, 1879; RuMEU DE ARMas, Historia de 


la censura literaria gubernativa en España, Madrid, 1940, y la tesis doctoral parcial- 
mente inédita. A. MorciLLO HERRERA, La Prensa y el Estado, Granada, 1949. Consti- 
tuyen un excelente testimonio de la importancia de la publicidad en esta época de 
la vida española las Memorias de un sesentón, de MESONERO ROMANOS. 
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mujer en su día, da a esta corte de generales jóvenes que rodean 

al "Trono una especial aureola romántica. Diego de León, Serrano 

y más tarde O'"Donnell, apoyarán el trono con sentimientos que 
| rebasan la estricta lealtad política. El «pronunciamiento» que;acu- 
sa esta presencia es un fenómeno muy complejo y de varias raíces, 
| fundado en la falta de una verdadera base popular del nuevo 
| régimen representativo, en el falseamiento del sufragio y,en la 
debilidad de una opinión que se respaldaba en golpes militares. 
Como consecuencia natural de atribuir sistemáticamente a genera- 
les la jefatura de los partidos políticos y de los gobiernos, se da 
un valor preponderante en el orden político a este nuevo ejército, 
i fundado en la clase media *. 
Este ascenso, pues, de las clases medias es un rasgo capital 
del siglo que aparece, por otra parte, íntimamente vinculado al 
perfil del régimen constitucional español a mediados de la centu- 
ria. La nueva propiedad, la nueva riqueza del especulador y del 
propietario de bienes desamortizados, del comerciante y del indus- 
trial tendrá su parte en la reglamentación del sufragio, que se 
constituirá sobre un censo que exige una determinada capacidad 
económica para ejercer los derechos políticos y aun para ocupar 
cargos representativos. El orador y el escritor se reservará la 
tribuna y la prensa, las Cortes y la opinión pública, constituyendo 
la mayor parte de los cuadros directivos de los partidos y de los 
equipos de gobierno. El general será, por último, el tutor del 
trono, de los partidos y de los gobiernos y el órgano extraordina- 
rio de la opinión pública, con los Pronun apMertOs: | 








3. LAS IDEAS POLITICAS DE LA MONARQUIA CONSTITUCIONAL 


Las ideas políticas que imperan hacia mediados del siglo xrx 

- son en gran parte coherentes con este nuevo perfil de la estruc- 
- tura social española. Las ideas mueven al mundo, pero es ingenuo 
creer que sean sólo las ideas el motor de la historia; también los 
intereses sociales y económicos, los sentimientos y las pasiones, 
los apetitos y las necesidades tienen su parte. Las ideas no viven 
en un mundo abstracto y su invocación más fecunda corresponde 


16 El fenómeno fue agudamente interpretado ya en el siglo xrx por un. oscuro 
mercedario, prácticamente desconocido, en una obra curiosísima: Las leyes funda- 
mentales de la monarquía española, 11 vol. Barcelona, 1843. F. Macín FERRER, que 
tal es el nombre del autor de esta obra, denuncia el fenómeno general de esta pre- 
sencia de la clase media y especialmente la subraya en el ejército. Véase volumen II, 
páginas 305 y sigs. 
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a aquella sazón en que están vinculadas con los intereses que lu- 
chan por prevalecer. 


Así, estas clases medias de siglo x1x aceptaron con entusiasmo 
una teoría política, que con independencia de su contenido objeti- 


vo de verdad, respondía a sus intereses y a su voluntad de predo- 


minio y afirmaba la preeminencia histórica que habían conquis- 
tado con su laboriosa actividad, con su educación y con su espíritu 
de iniciativa. Esta doctrina presenta muchas semejanzas y tiene 
no pocas raíces en un movimiento ideológico europeo contempo- 
ráneo: el doctrinarismo; y como doctrinarismo se le conoció a 
veces en España ”. Presenta, sin embargo, un perfil original por 
el mismo genio de los escritores que elaboraron esta concepción 
política en España, en que el genuino doctrinarismo francés, está 
mezclado con el historicismo inglés y con las doctrinas de Ben- 
tham y todo ello refundido en un vigoroso sentido realista que 


es el elemento más originalmente hispánico. Fue, en sus aplicacio- 


nes prácticas, la doctrina de un partido, los moderados, pero en 
muchos de sus principios esenciales fue aceptado por los otros 
partidos, el progresista y la Unión Liberal, que alternan con el par- 
tido moderado en el gobierno a lo largo del reinado de Isabel II. 
El verdadero contraste con este liberalismo doctrinario está re- 
presentado por el liberalismo radical, larvado en algún sector 
extremo del partido progresista, y en un nuevo partido, el demó- 
crata, pero que sólo se manifiesta como una ideología política efi- 
caz en el período revolucionario que se abre a partir de 1868. 

Hay muchos matices de esta ideología doctrinaria o moderada, 
que merecerían ser destacados. En la necesidad de reducirla a un 
esquema podemos limitarnos a tres problemas fundamentales: 
los supuestos de la representación que se reflejan en el sufragio 
censitario y en la constitución de la segunda Cámara (Senado); 
la doctrina de la soberanía que va a repercutir fundamentalmente 
en la teoría del poder constituyente y en el equilibrio entre el go- 
bierno y el poder de las cámaras; y la interpretación del régimen 
liberal, que tiene sus consecuencias en el da de la declara- 
ción de derechos. 

La doctrina del sufragio censitario tiene su más brillante ex- 
presión en Donoso, la más popular en Alcalá Galiano y la más 
realista en Balmes, sobre todo en el análisis de sus repercusiones 
sobre la constitución del Senado. En sus términos más simples 
afirma que el poder debe atribuirse a aquellos que poseen una 


17 Ha estudiado este movimiento en Francia y parcialmente en España en una 
obra excelente L. Díez DEL CORRAL, El liberalismo doctrinario, Madrid, 1945. 
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mayor inteligencia y una mayor capacidad de gobierno; y que hay 
signos externos de esa aptitud: la iniciativa fructuosa y el espíri- 
tu de empresa que enriquece a quien la ejerce y a,la sociedad; la 
propiedad adquirida con ese esfuerzo; la labor intelectual fecun- 
da, o la educación sancionada con títulos académicos. En suma, 
las clases medias propietarias y empresarias en la industria y el 
comercio, quienes ejercen profesiones liberales, o poseen títulos 
académicos, y los escritores. «En un siglo mercantil y literario, 
como el presente —escribía Alcalá Galiano— es preciso que las 
clases medias dominen, porque en ellas reside la fuerza material 
y no corta parte de la moral, y donde reside la fuerza está con ella 
el poder social, y allí debe estar también el poder político.» Bal- 
mes, a su vez, advierte la existencia de úna aristocracia natural, 
sucesora de la aristocracia tradicional, compuesta por aquellos 
ciudadanos que han sabido elevarse sobre el nivel de sus contem- 
poráneos, representando la inteligencia, la moralidad y la riqueza 
del país, en suma, los principios e intereses de una sociedad en 
los que debe apoyarse todo gobierno que quiera subsistir '. La 
consecuencia política es doble: de una parte, el sufragio censi- 
tario, que constituye la representación de las Cortes sobre un re- 
ducido censo de electores (de 220.000 a 400.000 electores, según las 
leyes electorales), que fundan esta condición en la posesión de 
bienes o de títulos académicos; y la constitución de un Senado, 
sede de esa aristocracia natural, cuyos miembros poseen una renta 
elevada con _clertas condiciones que acrediten esa sobresaliente 
capacidad intelectual. Al margen de esta representación queda, por 
consiguiente, la nobleza, que debe 3¿u posición social a una tradi- 
ción ciega, y el trabajador manual, cuya falta de éxito económico 
se considera signo indubitable de su falta de capacidad intelectual. 


En unas cortes de mediados de siglo llegó a decirse que la pobre- 


za era «signo de estupidez» *. El poder político queda así vincu- 


lado, en íntima coherencia, a esa nueva estructura social: a la 
Clase media triunfante. 


“La doctrina de la soberanía arranca, en Cádiz, como es sabido, 
del principio de soberanía nacional. Tanto en este momento, como 


18 Véanse Donoso Cortés, La ley electoral, O. C., Madrid, 1893, III, esp. págs. 283- 
291; ALCALÁ GALIANO, Lecciones de Derecho constitucional, Madrid, 1843, págs. 53-54, 
y BALMES, El banco de próceres de la Alta Cámara, artículo publicado en «El pensa- 
miento de la Nación», recogido O. C. (B. A. C.), 1950, VI, en especial págs. 660 y sigs. 

19 Diario de Sesiones de Cortes. Congreso de los Diputados, 25 de noviembre de 
1844, pág. 357. «Yo entiendo por clases medias —decía Calderón Collantes— aquellas 
que poseen, aquellas que tienen una subsistencia propia e independiente... Lo demás 
es democracia y democracia asquerosa donde reside la estupidez. La pobreza, seño- 
res, es signo de estupidez.» | 
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cuando de nuevo vuelve a afirmarse este principio en 1837, hay 
en su afirmación una clara intención polémica. En el primer caso 
(según hemos demostrado en otra ocasión frente a la tesis trivial 
de la imitación francesa), para afirmar la independencia del pue- 
blo español frente a la invasión que había tratado de legitimarse 
en una transmisión de poderes de la monarquía; en el segundo 
caso, en los días de la guerra civil, para contraponer la monar- 
quía liberal de Isabel 11 al presunto poder absoluto de don Car- 
los. Su consecuencia era definir un poder constituyente de las 
Cortes, con poderes extraordinarios del pueblo, para establecer 


. las leyes fundamentales o constitución. Esta doctrina a fines de 


siglo va a tomar un nuevo valor en este liberalismo radical para 


el que soberanía nacional quiere decir también democracia asen- 
tada en el sufragio universal. Pero a mediados de siglo, todos los 


partidos coinciden en aceptar el sufragio censitario de raíz doc- 
trinaria y comienzan ya a denunciar, como más tarde lo hará Cá- 
novas en 1869, el sufragio universal como la puerta del socialismo 
y la anarquía ?. 

La ideología moderada contrapone desde 1834 una diversa doc- 
trina de la soberanía que va a alcanzar su expresión más madura 
en la Constitución de 1845 de la mano de Donoso y Pidal y con 
el respaldo de Balmes; y su mayor difusión y popularidad al anun- 
ciarla Cánovas en 1876 como fundamento de la tesis constitucio- 
nal de la Restauración. Tal es la doctrina de la llamada consti- 
tución interna, que aún no ha perdido su sugestivo valor. En la 


formación de esta doctrina pesa la admiración por la espontanel- 


dad histórica con que se han formado las instituciones inglesas, 
que se eleva por Donoso a verdadero principio de la espontaneidad 
como concepción contrapuesta a la enunciación revolucionaria de 
principios abstractos. Apoyan esta doctrina el propósito realista 


de Balmes de trazar la Constitución haciendo «concurrir en un 


solo punto todas las fuerzas sociales», y el propósito político de 
Pidal de equilibrar las fuerzas tradicionales y progresistas presen- 
tes en la historia de España, dando a las instituciones tradiciona- 
les un nuevo perfil”. 


2 Diario de Sesiones de las Cortes, 28 de diciembre de 1836. 

2 Donoso CorTÉs expone estas ideas en un curioso y desigual escrito de juventud: 
Consideraciones sobre la diplomacia, en O. C., Madrid, 1893, págs. 45 y sigs. Cronoló- 
gicamente esta primera exposición de Donoso es paralela al Estatuto Real (1834) y 
demuestra la línea de continuidad entre este primer texto y la Constitución de 1845, 
en la que Donoso intervino directamente como secretario de la Comisión de reforma 
constitucional y en que ratificó de nuevo estos principios en el preámbulo de la 
Constitución y en los discursos con que defendió en las Cortes. En ese escrito de 
juventud decía Donoso: «Los principios, los intereses, los elementos que se agitan 
en una sociedad y que la forman diferente de las otras, no pueden ser ni enumera- 
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Cánovas, por último, tratará de SiO cómo esta concepción 
es compatible con el principio de soberanía nacional, en cuanto 
el rey y las Cortes han sido establecidas por el consentimiento 
histórico, consuetudinario, de una nación. la 

Así como la doctrina de la soberanía nacional afirma el poder 
constituyente actual del pueblo, esta doctrina de la constitución 
interna interpreta la soberanía como una acción histórica, tradi- 
cional, que legitima las instituciones por el consentimiento con- 
suetudinario. Así se opone la historia como voluntad nacional es- 
table, frente al capricho, la variabilidad y el artificio, a merced de 
una pasión momentánea, del sufragio. La democracia radical fun- 
dada en las decisiones del sufragio, queda así sujeta a las decisio- 
nes históricas consolidadas en el tiempo. Fruto de esta legilitima- 
ción tradicional han sido —según esta interpretación— dos gran- 
des instituciones de la historia de España: la monarquía y las 
Cortes. Y su existencia como poderes constitucionales y legitima- 
dos históricamente es lo que propiamente integra el contenido de 
esta constitución interna. o 
| La segunda e importante consecuencia que se deriva de este 
dá principio es una nueva concepción de las leyes constitucionales. 
| Estas son simplemente una ordenación secundaria de las relacio- 
E nes entre esos poderes constituidos históricamente. Son, por con- 
ls siguiente, inferiores en rango político y jurídico. Son simplemente 
* la expresión de una fórmula de armonía entre esas dos institucio- 
o nes preexistentes. Y de aquí que esas leyes adopten, incluso en la 
letra misma de los preámbulos constitucionales la forma de un 
vacto. Las constituciones pactadas tienen, pues, este substrato his- 
tórico de una constitución preexistente, la constitución interna, en 
la que radica su fundamento y legitimidad. 

El realismo político que caracteriza a esta generación aspira 
al mismo tiempo a transformar con esta fórmula el poder social 
en poder político. Por eso, esta doctrina tiene una última conse- 
cuencia en el sufragio censitario basado en la propiedad y en la 
capacidad intelectual; en la constitución del Senado, en el que se 
niega asiento a la nobleza tradicional, como fuerza social caduca- 








dos ni comprendidos por ningún hombre; por eso ninguno puede dar a un pueblo 
una Constitución que no sea estéril... Las Constituciones, para que sean fecundas, 
no se han de buscar en los libros de los filósofos, porque sólo se encuentran en 
las entrañas de los pueblos. El principio de espontaneidad es el único que, adopta- 
do por la Europa, puede constituirla según sus necesidades...». En 1844 (Diario de 
Sesiones, 16 de noviembre) dice a la Cámara que la Constitución debe reunir «todos 
los principios constituyentes de la civilización española», Sobre ¡BALMES, véase O. C. 
(B. A. C.), 1950, VI, págs. 554, 622 y 627, Pidal fue el gran artífice político; véase 
su gran discurso de 30 de octubre de 1944 (Diario de Sesiones de esa fecha) en que 
traza las ideas fundamentales de la doctrina de la Constitución interna. 








| 
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da, al perder sus privilegios políticos y económicos con la aboli- | 


ción de los señoríos y los mayorazgos, y se lleva a la burguesía 
rica, a la alta burocracia, a las dignidades eclesiásticas y a los 
jefes del ejército. 

El tercer punto en que discrepan o se oponen esas dos corrien- 


tes de pensamiento es en la misma interpretación de la libertad 


y, en su consecuencia obligada, la extensión y régimen de los dere- 
chos individuales. El liberalismo moderado quiere restringir el 
alcance de los derechos individuales, especialmente aquellos que 
afectan a la formación de la opinión en razón de un interés públi- 
CO. El liberalismo radical tiende, en cambio, a ampliar el ámbito 
de esos derechos, en la primera versión de los progresistas de 1837, 
o a reducir todo límite práctico, en la interpretación extrema del 


- liberalismo que triunfa en 1856 y, sobre todo, en 1869. Para este 


liberalismo radical la libertad sólo puede encontrar su freno en 
la propia libertad, por el equilibrio de la libre concurrencia; libre 
concurrencia de las ideas y de sus formas de expresión, que aun 
cuando «pueda comprometer la salud de la sociedad» se resolverá 
como se resuelven las crisis de la naturaleza. Su consecuencia 
práctica será la inexistencia de leyes de ordenación y reglamen- 
tación de esas libertades y el que la sanción de las infracciones 
que a su amparo puedan someterse, queda sujeta a ese tribunal 
del jurado, cuyo criterio es el peso de la misma opinión pública. 
De aquí la concepción de los «derechos naturales, absolutos e ile- 
gislables», a los que no se quiere fijar cortapisas ni condiciones, 
ni aun en el mismo texto constitucional. 

El fondo político, especialmente vidrioso, que se envuelve en 
esta cuestión es la polémica entre catolicismo y racionalismo. En 
1854, como en 1869, ésta fue la cuestión capital implícita en la po- 
lémica de estos principios. Según la exposición que Castelar hace 
en 1869 hay presentes en la historia de España dos concepciones 
incompatibles que representan una antítesis inconciliable. Los mo- 
derados no creen, en cambio, que sea incompatible la unidad reli- 
giosa y la tolerancia, la fe y la libertad, si ésta se organiza en 
leyes que definan armónicamente la esfera de acción de cada in- 
dividuo y la ponderación de los intereses individuales y colectivos. 
La polémica encerraba una cuestión aún más delicada: la libertad 
ilimitada de pensamiento, que suponía la libertad religiosa, entra- 
ñaba la destrucción de una histórica unidad de creencias y sem- 
braba la división en los estratos más profundos de la conciencia. 
Y este argumento político, sí va a ser comprendido por todos los 
partidos y va a mantener en principio la unidad religiosa hasta la 
crisis de 1868. «Mezclemos, señores, principios religiosos a la divi- 
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sión política en que nos hallamos —decía Olózaga, progresista 


preeminente en las Cortes de 1837— y ¡pobre España, enton- 
ces!»?, É 


EN 


4. EL CONSTITUCIONALISMO Y LAS CONSTITUCIONES 
DE LA MONARQUIA CONSTITUCIONAL 


/ 

En el reinado de Isabel II, en menos de cuarenta años, se apro- 
baron cuatro constituciones, sin contar las reformas parciales o 
los proyectos que abortaron en su mismo origen, alguno tan im- 
portante como el de Bravo Murillo en 1852: El Estatuto Real de 
1834, la Constitución de 1837, la Constitución de 1845 y la aproba- 
da, aunque no promulgada, de 1856. Después habrá una nueva 
Constitución en 1869, un proyecto no aprobado de Constitución 
republicana federal en 1873, la Constitución de la Restauración en 
1876, un proyecto de revisión en 1929 y la Constitución republi- 
cana de 1931. Cuando hoy, a distancia de un siglo, contemplamos 
este tejer y destejer nos sorprende la ingenua fe en este mito del 
constitucionalismo, cuyas criaturas eran tan poco respetadas, y 
se siente uno inclinado a pensar que el constitucionalismo fue una 
ideología, un movimiento y un sentimiento superficial. Superficial 
en el sentido de que sólo afectaba a una clase culta limitada, pero 
carecía de esas raíces profundas en el alma del pueblo que dan 
estabilidad a las instituciones. Las constituciones eran etiquetas, 
fórmulas qúe cubrían una situación nacida de hechos revolucio- 
narios, tan frágiles como lo que es-la espuma de una revolución. Lo 
sorprendente, sin embargo, es que las constituciones cambian y 
se suceden, pero el mito constitucional que es su substrato no pier- 
de su vigencia en ese vértigo de pronunciamientos y golpes de 
Estado. Es más, la misma revolución liberal se nos ofrece como 
una revolución continuada, que se frena y se remodela, pero en 
la que no hay ningún momento en que se produzca, a partir de 


- 1834, esa revisión radical de una contrarrevolución. La razón de 


este hecho sorprendente hay que encontrarlo como hemos indi- 
cado en las páginas precedentes, en que la revolución liberal, como 
revolución política, era el reflejo o la consecuencia de una trans- 
formación de la estructura social, determinada en parte por la 
misma revolución de las condiciones económicas y los inventos 
técnicos y sociales del siglo. | 

Las constituciones que se suceden en el período de la monar- 


2 Diario de Sesiones de las Cortes, 6 de abril de 1837. 
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quía constitucional de Isabel II, y que se transmiten en parte a la 
situación política de la Restauración, tienen por eso un fondo de 
- principios comunes, y una serie de variantes características que 
son los problemas políticos típicos del siglo. Los principios comu- 
nes constituyen las bases esenciales de un tipo de régimen: exis- 
tencia de una ley fundamental escrita, que es sustituida, reforma- 
da o violada, pero cuya existencia se considera como el signo de 
la civilización del siglo, y el símbolo de la justificación revolucio- 
naria del régimen liberal que sustituye a la legitimidad monár- 
quica del absolutismo. Existencia, en segundo lugar, de órganos 
- representativos basados en el régimen censitario hasta 1889; sea 
cual fuere su perfil y el equilibrio que se prevea entre las cáma- 
ras y el gobierno, las Cortes, organizadas en un régimen bicame- 
ral a partir de 1834, son uno de los ingredientes normales del ré- 
gimen. Por último, constituye un tercer perfil común, la existen- 
cia de un régimen de vida pública apoyado en las Cortes mismas 
y, sobre todo, en la prensa que tiene por tema fundamental las 
discusiones políticas. Las anormalidades en que se desenvolvió 
este régimen de discusión o publicidad, frecuentemente yugulado 
por la censura O la suspensión de las sesiones de Cortes; el fal- 
seamiento del sufragio y los pronunciamientos que viciaron la 
misma entraña representativa, y el fallo de la continuidad cons- 
titucional, siempre en tela de juicio por las contradicciones insal- 
vables de los partidos, nos son bien conocidas. Pero tuvieron siem- 
pre este carácter de una anormalidad, de una excepción a princi- 
pios comúnmente aceptados. 

Dentro de ese cuadro de principios básicos hay dos tendencias 
que parecen matizar todos los principios y sobre los que gira la 
polémica constitucional. Se discute el fundamento mismo del texto 
constitucional, enraizado en la soberanía nacional establecida como 
poder constituyente; o en los poderes constituidos del monarca y 
las Cortes, como órgano tradicional de una representación. Se 
discute también el equilibrio entre el rey y su gobierno y las Cor- 
tes, tasando, recortando o añadiendo las facultades que competen 
a éstas; se discute el equilibrio entre las dos cámaras que se esta- 
blecen a partir del Estatuto, remodelando la estructura del Sena- 
do y estableciéndose alternativamente como órgano electivo o de 
nombramiento real. Se disputa, por último, sobre el alcance de los 
derechos individuales, sobre todo en cuanto representan una in- 
fluencia sobre la opinión pública, montando y desmontando el 
juicio por jurados, como prenda de una mayor o menor liberali- 
dad del régimen. Párrafo aparte merecería la cuestión religiosa, 
que tiene, sin duda, un valor propio, pero que está al mismo tiem- 
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po entremezclada con otras múltiples cuestiones que van desde la 
guerra civil a la desamortización. Lo cierto es que esta cuestión 
religiosa se mezcló peligrosamente con los problemas políticos 
desde las fechas de la primera mitad del siglo, creando los mitos 
del clericalismo y anticlericalismo, que apuntaban a dividir a los 
españoles en el quicio mismo de las creencias. Es fácil para quien 
no conoce la vida española creer que este problema es sólo una 
cuestión religiosa. Es algo bien distinto que no es fácil entender 
para quien no conoce a fondo la vida española. Baste decir que 
discute la religión desde puntos de vista políticos y que pone en 
las discusiones políticas una pasión religiosa ?. | 

Este último hecho apenas se refleja en los textos constitucio- 
nales. Hay que conocer la historia española que los respalda para 
poder leer entre líneas los matices con que se revelan las distin- 
tas situaciones en que se halló la Telesia española en esta inquieta 
crisis del siglo xix. Pero hay el deber de advertir que ésta es una 
de las más importantes claves de la historia política de España. 


2. Las constituciones de la monarquía constitucional, 1812-1931 


l. LA CONSTITUCION DE CADIZ DE 1812 


El primer texto constitucional de la historia de España es la 
llamada Constitución de Bayona de 1808, aprobada sobre unos 
borradores de Napoleón, por una Asamblea convocada a ese efec- 
to. La victoria de Bailén, al deshácer el sueño de una dominación 
pacífica en España de la dinastía Bonaparte, hizo perder todo su 
color a ese texto. 

Las juntas provinciales, que constituyeron el primer núcleo de 
resistencia en la guerra de independencia, crearon la Junta Cen- 
tral en Aranjuez. Esta, a su vez, transmitió sus poderes a una 
regencia que convocó Cortes. Reunidas las Cortes en Cádiz en sep- 
tiembre de 1810, proclamaron la soberanía nacional, y fundándose 
en ella discutieron y aprobaron una Constitución (19 de marzo 
de 1812) ?. 


2 Derraman alguna luz sobre este punto los libros séptimo y octavo de la HHis- 
toria de los heterodoxros españoles de Menéndez y Pelayo (vol. VI de la edición de 
Santander, 1948). 

2 Véanse obras citadas en la nota 4 y además: M. ArTOLA, Los orígenes de la Es- 
paña contemporánea, Madrid, 1959, y el número 126 de la «Revista de Estudios Polí- 
ticos» (noviembre-diciembre 1962), con estudios de FERNÁNDEZ ALMAGRO, SUÁREZ, CO- 
MELLAS, SEVILLA, SOLÍS, SÁNCHEZ AGESTA, FERRANDO, JURETSCHKE, Tomás, MATEO DEL 
PERAL y PÉREZ-PRENDES. | 
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Esta Constitución de 1812 significó y simbolizó el tránsito del 
antiguo al nuevo régimen. Sus autores afirmaron al promulgarla 
una presunta continuidad de instituciones tradicionales, pero los 
críticos contemporáneos y los historiadores posteriores han de- 
nunciado en ella la inspiración de los principios revolucionarios 


franceses. Hubo sin duda una voluntad parcial de restauración 


tradicional, presente sobre todo en el hecho mismo de restaurar 
la representación de las Cortes y en la configuración de los muni- 


Ccipios como un efectivo cauce de acción política. A ello se sumó, 


por razones muy diversas, una clara impronta de principios re- 


.volucionarios franceses y de ideas latentes en el siglo xvIIr espa- 


ñol, como el principio de igualdad y la garantía de ciertos derechos 
individuales. Porque hay que tener en cuenta que existía ya en 
España en el siglo xv111 un proceso en marcha de transformación 
social y económica que encuentra su culminación en el texto de 
Cádiz. Así, la disolución de los gremios y el principio de libertad 
de trabajo, la libertad económica, la crítica de los privilegios esta- 
mentales y de la amortización de la propiedad y el mismo centra- 
lismo iniciado en el reinado de Felipe V, son clara herencia del 
siglo anterior. La idea esencial del despotismo ilustrado: utilizar 
el poder omnímodo del monarca como instrumento de reforma, 
favoreció la acción revolucionaria que tendía a realizar una refor- 
ma mediante la aprobación de una ley constitucional que se apoya 
en un nuevo poder omnímodo, la soberanía nacional, que las Cor- 
tes asumen. Sólo ha cambiado el órgano que ha de realizar esa re- 
forma; ya no es el rey, sino las Cortes en uso de la soberanía 
nacional. 





al 





448 


18308 


1810 
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1833 


1834 
1836 
1837 
1839 
1840 
1841 
1843 
1845 
1851 
1854 
1856 


1857 
1868 


1869 


1873 


1874 
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Motín de Aranjuez. Subleva- 
ción de Madrid (2 de ma-- 
yO). Se constituyen a partir 
de esta fecha 18 juntas pro- 
vinciales supremas. Consti- 
tución de Bayona. Victoria 
de Bailén. Se constituye la 
Junta Central. 

Se constituye el Consejo de 
Regencia. Se reúnen las Cor- 
tes (24 de septiembre). 


Las Cortes aprueban la Cons- 


titución (19 de marzo). 


Tratado de Valencay. 


Anulación de la Constitución. 

Batalla de Waterloo (18 de 
julio). 

Pronunciamiento de Riego y 
juramento de la Constitu- 
ción de 1812. 


- Intervención francesa. Fernan- . 


do VII, rey absoluto. 

Muerte de Fernando VII. Re- 
gencia de María Cristina. 

Estatuto Real. 

Motín de La Granja. 

Constitución progresista. 

Convenio de Vergara. 

Renuncia la reina regente. 

Espartero, regente. 

Salida de Espartero. Isabel IT. 

Constitución moderada. 

Concordato con la Santa Sede. 

Revolución de julio. 

Proyecto, no promulgado, de 
Constitución progresista. 
Acta adicional. 

Reforma del Senado. 

Revolución de septiembre. Sa- 
le de España Isabel 11. 

Constitución radical. Amadeo 
de Saboya, rey. Asesinato de 
Prim. 

Abdica Amadeo. Proclamación 
de la I República. 

El general Pavía disuelve las 


1876 
1879 
1883 
1885 


1887 
1888 


1890 


- 1892 


1896 


1897 
1898 


1902 


1903 


1907 


1909 


1910 
1912 
1916 
1917 


1921 
1923 
1927 
1929 


1930 
1931 


CRONOLOGIA DE LA HISTORIA CONSTITUCIONAL DE ESPAÑA 


Cortes. Martínez Campos 
Proclama rey a Alfonso XTIT. 

Constitución de la Restaura- 
ción. E 

Fundación del partido socia- 
lista. E 

Comisión de reformas socia- 
les. 

Muerte de Alfonso XII. Ma- 
ría Cristina, regente. 

Ley de asociaciones. 

Fundacion de la Unión Gene- 
ral de Trabajadores. 

Se establece el sufragio uni- 
versal. 


Bases de Manresa. 

Consejo nacional de coopera- 
tivas católicas obreras. 

Asesinato de Cánovas. 

Guerra con los Estados Uni- 
dos de Norteamérica. 

Mayoría de edad de Alfon- 
so XIIT. 

Instituto de Reformas Socia- 

_1es. 

Gobierno Maura. Reforma del 
sufragio. Escuadra. Admi- 
nistración Local. Ley de 
huelgas. 

Semana trágica. Moret. Fun- 
dación de la CNT. 

Gobierno Canalejas. 

Asesinato de Canalejas. 

Juntas militares. 

Asamblea de parlamentarios. 
Huelga general revoluciona- 
ria. Guerra de Marruecos. 

Annual. 

Golpe de Estado de Primo de 
Rivera. 

Asamblea Nacional Consul- 
tiva. | 

Proyecto de Constitución. 

Gobierno Berenguer. 

República. Constitución de la 
República. Separación de la 
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1932 
1933 
1934 
1936 
1936 
1937 


- 1938 
1939 


1942 


1945 


1947 
1953 


1957 
1958 


1962 


1966 
1967 
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Iglesia y el Estado. Perse- 
cución religiosa. 

Estatuto de Cataluña. Crisis 
social. | 

Elecciones. Triunfo Radical- 
CEDA. .. 


Sublevación de Asturias y del 


Gobierno de Cataluña. 
Elecciones. Azaña, presidente. 
Alzamiento 18 de julio. 
Franco, jefe del gobierno. -. 
Decreto de Unificación. 

Fuero del Trabajo. 

Termina la guerra civil. Gue- 
rra mundial. 

Ley de Cortes. 

Fuero de los Españoles. Ren- 
dición de Alemania y Japón. 
Ley de Referéndum. 

Ley de Sucesión. 
reino. 

Concordato. Acuerdo con los 
Estados Unidos. 

Ley de Régimen jurídico. 

Ley de Principios del Movi- 
miento. 


España, 


Matrimonio del príncipe Juan 


Carlos y Sofía de Grecia. 
Ley de Prensa, | 
Ley Orgánica del Estado. Pro- 


1973 
1974 


1975 
1976 
1977 


1978 


1979 


1980 


clamación del príncipe Juan 


Carlos como sucesor a título 
de rey. | | 

Asesinato del presidente Carre- 
ro Blanco. Gobierno Arias. 

Programa del 12 de febrero. 

Muerte de F. Franco. Instau- 
ración de la Monarquía en 
el príncipe Juan Carlos de 

Borbón. Nuevo gobierno 
Arias con Fraga y Areilza. 
Ley de Asociaciones políti 
cas. Derecho de reunión. 

Crisis del gobierno Arias 
(1 de julio). Gobierno Suá- 
rez. Ley de Reforma Política. 
Referéndum (15 diciembre). 

Elecciones 15 de junio. 

Proclamación de la Constitu- 
ción el 29 de diciembre de 
1978. 

Disolución de las Cortes. Nue- 
va elección. Nuevo gobierno 
Suárez apoyado en la UCD. 
Se aprueban en referéndum 
los Estatutos catalán y 
vasco. | 

Ratificación y publicación de 
los acuerdos con la Santa 
Sede. 
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Interesa recapitular los temas fundamentales que fueron plan- 
teados por las Cortes como índice de los problemas políticos y 
sociales que van a imprimir carácter al siglo xix. Estos son el 
constitucionalismo, la soberanía nacional, la división de poderes, 
la representación nacional en las Cortes, la libertad de crítica (de 
la que nace un régimen de publicidad y de opinión pub» y la 
unidad religiosa. 

La soberanía nacional se establece con una consecuencia jurí- 
dica que es la premisa de la revolución: si la nación es soberana, 
a ella compete el establecimiento de sus leyes fundamentales. La 
letra de esta proclamación de la soberanía se va a tomar de la 
Constitución francesa de 1791, pero junto al propósito revolucio- 
nario hay que subrayar que el principio nació de una situación de 
hecho. Frente al principio de legitimidad monárquica es que se 
apoyaba Napoleón, con las transmisiones de poderes de Bayona 
realizadas por Carlos IV y Fernando VIT, era necesario fundar la 
soberanía en el consentimiento de la nación. Por otra parte, el 
término mismo «soberanía» estaba en todos los labios: lo usaron 
las juntas provinciales de defensa, que se titularon a sí mismas 
juntas soberanas; lo recabó después como título de supremacía 
la Junta Central; lo aceptaron las Cortes para subrayar incluso 
que sustituían a los poderes anteriores en el ejercicio del poder 
supremo. Esta proclamación de la soberanía está moderada en 
el preámbulo por la invocación de Dios como supremo autor y 
legislador de la sociedad. La máxima malicia revolucionaria está 
realmente contenida en el adverbio «esencialmente» con que se 
atribuye la soberanía a la nación para descartar toda posible po- 
sesión de la soberanía por el monarca; ni aun por la prescrip- 
ción secular del ejercicio regio del poder soberano. 

La redacción misma de un texto constitucional, articulado sis- 
temáticamente, era ya de por sí una novedad histórica diena de 
ser reseñada. Entraña una vocación de reforma, que parte de prin- 
cipios abstractos para articularlos en un código constitucional. La 
Constitución contiene un plan racional, doctrinario, que se ar- 
ticula en 384 artículos, divididos en diez títulos, en que los prin- 
cipios se desarrollaban minuciosamente con un carácter regla- 
mentario. 

Después de las definiciones dogmáticas sobre la soberanía, la 
libertad y la religión de los dos primeros títulos, el TII, IV y V, 
desarrollan los tres poderes en que esa soberanía se divide: las 
Cortes, el Rey y los tribunales de justicia. Los siguientes títulos 
desenvuelven la administración local, la hacienda, las fuerzas ar- 
madas y la instrucción pública (con un artículo incidental en que 
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se proclama la libertad de pensamiento) y un último título regula 
la inviolabilidad de la Constitución como ley fundamental, sujeta 
a un procedimiento especial de reforma. 

La división de poderes es uno de los principios estables que 
va a legar a la historia del constitucionalismo. La indivisión de 
_ funciones del antiguo régimen va a recibir una ordenación racio- 
nal. Esta es una de las transformaciones más aparentes del anti.- 
guo régimen que se fundaba exclusivamente en la soberanía del 
monarca. Los órganos legislativos de gobierno, ejecutivos y judi- 
ciales se confundían en la unidad del poder soberano regio; aho- 
ra la Constitución los discrimina, atribuyéndoles competencias 
propias. | | 

..Para los constituyentes de Cádiz existe una diferencia radical 
entre el poder constituyente de las Cortes extraordinarias y los 
poderes constituidos que establece la Constitución. Las Cortes ex- 
traordinarias pueden ejercer, y de hecho ejercen, todos los pode- 
res; los poderes constituidos, Rey, Cortes ordinarias y tribuna- 
les, sólo tienen la competencia que la Constitución, como obra de 
la soberanía nacional, les atribuye. La interpretación histórica 
posterior considera que la división radical se da entre el Rey y las 
Cortes, ya que la monarquía de Fernando VII aparece reconocida 
como un hecho anterior que la Constitución acepta. 

La presencia de la representación nacional convocada en Cor- 
tes era al mismo tiempo un principio tradicional y una fórmula 
revolucionaria. Lo que decide el carácter revolucionario de la ins- 
titución es la base netamente individualista sobre la que la repre- 
sentación se asienta. Las Cortes representan a la nación, nuevo 
sujeto histórico que hace acto de presencia por primera vez en 
la historia política española; y la nación es concebida como una 
suma de individuos. Son electores todos los varones mayores de 
veinticinco años, y los diputados a los que eligen no representan, 
a su vez, a una región o a un municipio o a un estamento, sino 
que son representantes de la nación. El principio del mandato re- 
presentativo ha triunfado conjuntamente con la base individua- 
lista del sufragio. 

Paralelo es el problema que se planteó desde el momento mis- 
mo de la convocatoria sobre la composición de las Cortes. La es- 
tructura unicameral con que se hace la convocatoria y que pasa 
después a la Constitución quiere decir que se ha renunciado a 
una representación propia y distinta de los llamados estamentos 
- privilegiados. Implica una solución radicalmente democrática, que 
quiere excluir de la formación de la ley a la nobleza y al alto clero, 
temiendo, como indica ARGÚELLES, que se Opusieran al propósito 
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de una profunda reforma social que alentaba a los constituyentes 
de Cádiz y que va a cumplirse en la evolución posterior del libe- 
ralismo doctrinario. 

La libertad como nuevo principio político se nabieRó, antes 
de aprobarse la Constitución, en un proyecto de reglamento para 
que las causas criminales tengan un curso más expedito (abril 
de 1811), y en la Constitución misma, en la declaración del ar- 
tículo 4, por el que la nación se obliga a conservar y proteger por 

_ leyes sabias y justas la libertad civil, la propiedad y' los demás 
derechos legítimos. Otros artículos dispersos en el texto protegen 
la seguridad jurídica, la inviolabilidad del domicilio, la legalidad 
del impuesto y, como hemos indicado, la libertad de expresión del 
pensamiento. En la discusión misma de las Cortes esta libertad 
de expresión del pensamiento se proclama inequívocamente como 
instrumento de crítica y de formación y acción de la opinión pú- 
blica; esto es, como pieza esencial de un régimen de publicidad, 
que se impone como un hecho desde el primer momento de la gue- 
rra de Independencia. | 


Por último, el problema religioso, pese a la declaración tajante 
de confesionalidad e incluso de intolerancia religiosa del artícu- 
lo 12, quedó planteado extramuros de la Constitución por dos he- 

- chos: por la misma libertad de expresión del pensamiento, que se 
proyectó como una crítica de instituciones religiosas y, sobre todo, 

- por la supresión de la Inquisición, que aunque quiso plantearse 
como un problema de jurisdicción política, llevaba implícito un 
problema de tolerancia religiosa. La pasión misma que se puso 
en ese. debate dejó el tema abierto a las discusiones políticas del 
siglo. ( 

La Constitución no fue aceptada por Fernando VII y pierde 
su vigencia en 1814. En 1820 el pronunciamiento de Cabezas de 
San Juan vuelve a ponerla en vigor durante un breve período de 
tres años. Más tarde, en 1836, el motín de La Granja volverá a in- 
vocarla, pero es reformada y sustituida por la Constitución 
de 1837. No obstante, el texto de Cádiz, quizá porque simbolizaba 

-. la reconciliación del espíritu revolucionario con la fe religiosa y 
porque estaba vinculado al espíritu de independencia nacional, fue 
objeto de especial atención en Europa y América, dándose el caso 
insólito de que se aceptara como ley fundamental, en la casi inte- 
eridad de su texto, en otros pueblos (Italia, Portugal, América es- 
pañola) $. 








25 Véase el estudio citado de FERRANDO («Revista de Estudios Políticos», 126, pági- 
nas 186-220) sobre Italia y Portugal; el de Demerri0 Ramos («Revista de Estudios Po- 
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2. EL ESTATUTO REAL DE 1834 


El primer documento constitucional del período que se abre 
con la muerte de Fernando VIT, en 29 de septiembre de 1833, su- 
pone en verdad un nuevo punto de partida de constitucionalismo 
español. Si la Constitución de 1812 se basó en la soberanía de la 
nación que las Cortes proclamaron en el acto mismo de consti- 

_tuirse, este Estatuto Real de 10 de abril de 1834 tiene su funda- 
mento en un acto de soberanía de la corona para «restablecer en 
su fuerza y vigor las leyes fundamentales de la monarquía» ; 
si la Constitución de 1812 tenía puestos los ojos en la revolución 
con concesiones más o menos auténticas a la tradición, el Esta- 
tuto de 1834 tiene puestos sus ojos en la tradición con cortesías 
y condescendencias más o menos sinceras para la revolución. 

El Estatuto fue obra de dos hombres: JAVIER DE BURGOS y 

- MARTÍNEZ DE LA Rosa. Es difícil fijar la parte que a uno y otro 
cupo en su elaboración. Si creyéramos los Anales de JAVIER DE 
BURGOos, y no tenemos otra fuente directa, habríamos de atribuir 
a BurGos mismo, casi exclusivamente, la paternidad de aquella 
Obra. Es, sin embargo, evidente no sólo la natural parcialidad con | 
que el autor de los Anales exalta su parte en la tarea, sino la ani- | 
madversión con que distingue a MARTÍNEZ DE LA Rosa, el antiguo 
paisano y amigo. En una situación vidriosa, en deliberaciones se- 
cretas de los ministros, se prepara el Estatuto Real. En él queda 
el sello de los hombres. JAVIER DE BURGOS, Como nos confiesa pala- | 
dinamente en sus memorias, pone el recelo *, Pero la concepción | 
constitucional más fina del Estatuto Real hay que buscarla en | 
MARTÍNEZ DE LA Rosa, que está muy lejos en estas fechas, como | 
ya lo estuvo en 1822, del radicalismo revolucionario. El utopismo e 
ideológico se ha templado en el tradicionalismo romántico, que le | 
ha hecho leer y estudiar muchas páginas de historia. 

MARTÍNEZ DE LA Rosa, al defender en las Cortes la obra polí- 
tica realizada, va a insistir una y otra vez en este sentido del Es- 
tatuto Real. En primer lugar hay una repudiación, muy doctri- 
naria, de los principios abstractos; al espíritu de sistema de la 
revolución francesa que conduce al radicalismo de la realización 
unilateral de principios, se opone este «espíritu del siglo», que es 
un sentido práctico para amoldar los principios a las necesidades 
históricas. Pero su actitud supone aún algo más: restablecer las 








líticos», 125, pág. 211) sobre Venezuela, y el de García MARTÍNEZ («Revista de Estudios 
Políticos», 138, pág. 191) sobre Argentina. 
2% JAVIER DE BURGOS, Anales del reinado de Isabel II, Madrid, 1850, págs. 222 y sigs. 
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antiguas leyes fundamentales, amoldándolas a lo que exigen la 
mudanza de los tiempos y circunstancias y los progresos de la ci.- 
vilización. Tal es el lema en que cifra el alcance de la reforma 
constitucional. «Al dar una-Constitución a España. —dice— no se 
trata de constituir una nación nueva, sin historia, sin anales, sino 
una antigua nación que tiene sus costumbres, sus hábitos, sus 
instituciones, formadas en muchos siglos de historia y a las que 
la nación debió en otro tiempo su prosperidad y su gloria» ?. 

Como JOVELLANOS, MARTÍNEZ DE LA Rosa rechaza la revolución 
como instrumento de reforma. El Estatuto Real es, por consiguien- 
te, una «restauración tradicional» que supone el punto de partida 
para una evolución progresiva. El texto del Estatuto es simple- 
mente el de una convocatoria de Cortes de acuerdo con las leyes 
de Partida y la Nueva Recopilación. Emanado de la reina, puede 
parecer a primera vista una carta otorgada, inspirada en la fran- 
cesa de la Restauración. Nada, sin embargo, menos cierto. En el 
Estatuto no hay el designio de conceder por gracia de la Corona 
una representación, sino de revalidar una institución histórica. 
MARTÍNEZ DE LA Rosa, en la discusión constitucional subraya este 
sentido: no es gracia de la corona, sino un derecho de la nación 
que se restablece 3. 


El Estatuto Real, a diferencia del detallado texto de la Cons- 
titución de Cádiz, contiene únicamente cincuenta artículos, dividi- 
dos en cinco títulos, que ordenan la convocatoria de las Cortes, su 
composición y su funcionamiento y competencia. Las Cortes se 
articulan en dos cámaras, el Estamento de Procuradores del Rei- 
no y el Estamento de Próceres del Reino. El primero está com- 
puesto de procuradores electivos; y las leyes electorales de este 
Estamento, aunque de diversas tendencias políticas, tuvieron un 
principio común: servir el principio doctrinario de un censo con- 
dicionado por la capacidad económica. El Estamento de Próceres 
tiene un carácter mixto de cámara hereditaria y de nombramien- 
to real entre determinadas categorías que suponen una jerarquía 


- social. 


La Corona se reserva amplias facultades en la organización 
y funcionamiento de las Cortes. Las convoca, las suspende y las 
disuelve; nombra el presidente y el vicepresidente del Estamento 
de Próceres y designa entre cinco propuestos los del Estamento 
de Procuradores. Se reserva el derecho de proposición y se prohí- 
be la deliberación de las Cortes sobre ningún asunto que' no se 


22 Diario de Sesiones de las Cortes, 6 de agosto de 1834 y 16 de octubre de 1834. 
2 Diario de Sesiones, 20 de septiembre de 1834. 
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haya sometido expresamente a su examen. La fuerza de las Cortes 
estribó en algo que el cauto JAVIER DE BurGos no había sabido 
prever: sus deliberaciones eran públicas y los procuradores ha- 
bían aprendido en las Cortes de Cádiz y en las del período cons- 
titucional de 1820-1823 a hablar para el público y a reforzar su 
- eco con la prensa y la algarada callejera. Y así fue como las Cor- 
tes pudieron desplegar una potencia que devoró gobiernos e im- 
puso principios, pese a lo menguado de su competencia fijada con 
cuidado erudito sobre nuestra legislación histórica, e incluso sen- 
taron los precedentes del régimen parlamentario en las cuestiones 
que se llamaron «de gabinete» y que constituyen el primer basa- 
mento de las votaciones de «confianza». 


3. LA CONSTITUCION DE 1837 


El Estatuto Real era, de acuerdo con el designio de sus propios 
autores, un simple punto de partida. La orientación radical que 
imprime a la política la dictadura revolucionaria de Mendizábal 
situó al partido «progresista» o «exaltado» en posiciones hasta 
cierto punto incompatibles con la base constitucional que ofrecía 
el Estatuto Real. Isturiz, disidente del grupo progresista con Al- 
calá Galiano, prepara un nuevo texto constitucional que debía ser 
discutido por las Cortes convocadas en 1836. Las sociedades se- 
cretas ¡y los exaltados que apoyaban a Mendizábal hicieron 
imposible esta evolución legal con una serie de algaradas y suble- 
vaciones en las provincias que culminaron con el motín o pronun- 
ciamiento de La Granja que pretendió restaurar la Constitución 
de 1812. 

Convocadas Cortes constituyentes para que «la nación mani.- 
festase expresamente su voluntad acerca de la Constitución de 
1812 o dar otra conforme a las necesidades públicas», se reunieron 
en octubre de 1836, designando una comisión que dictaminara 
sobre la reforma constitucional. La comisión designada para pre- 
parar el proyecto de reforma constitucional presentó unas bases 
que son la mejor síntesis del espíritu que animó a la Constitución 
y del sentido que hay que atribuirle. La primera de dichas bases 
proponía la simplificación del texto de 1812, limitando el articulado 
a los principios fundamentales y de carácter preceptivo. Sin duda 
alguna, con ello la Constitución de 1837 ganó en precisión y en fle- 
xibilidad. Pero el objeto de la comisión no era mejorar el estilo, 
sino dar un contenido más práctico a los preceptos constitucioná- 
les. El propósito responde a un nuevo espíritu en el que hay que 
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descontar la influencia de BENTHAM y que matiza curiosamente el 
ideario de esta nueva generación. En él se funda la nueva formu- 
lación de la soberanía nacional y el carácter de la breve declara- 
ción de derechos que 'encabeza la Constitución. ' La soberanía 
nacional puede ser un dato histórico, pero no es un programa de 
gobierno ni precepto del que se deduzcan consecuencias jurídicas. 

Por consiguiente, los constituyentes de 1837, que no se deciden 
a renunciar a ese principio «abstracto» se limitan a consighar el 
hecho de la soberanía en una estudiada fórmula de preámbulo: 

«Siendo la voluntad de la nación revisar en usó de su soberanía 
la Constitución política promulgada en Cádiz...» Advirtamos que, 
aun cuando quede diluido en esta declaración, no se ha renunciado 
al principio, que da un carácter político definido a la Constitución, 

pese a las protestas de sus autores de querer elevarse sobre las 
diferencias de los partidos. 

De la misma forma está articulada la declaración de derechos 
(artículos 2 a 10) para expresar únicamente las consecuencias jurí- 
dicas de la libertad de imprenta, el derecho de petición, la igual- 
dad ante la ley y el juez, la seguridad personal y la propiedad pri- 
vada, sin proclamar estos principios. El texto de 1812, que seguía 
la vía contraria ha ganado sin duda en precisión y alcance jurídico. 
Pero los matices definen también el ideario de un partido, espe- 
cialmente en el artículo 2, en que la libertad de imprenta se define 
como el derecho de imprimir y publicar libremente sus ideas, sin 
previa censura, sujetando la calificación de los delitos de imprenta 
al jurado. ¡Aunque pueda parecer un detalle intrascendente, éste 
era quizá el punto más grave para-la inquieta opinión de aquellos 
días. El jurado significaba prácticamente la total impunidad de la 
prensa y será una de las razones que obligarán, pocos años más 
tarde, a reformar esta Constitución. No olvidemos que en este ar- 


: tículo se establece por vez primera la exclusión de la censura y 
. que con ello alcanza su plenitud, con todos sus riesgos, la publici- 
- dad que el régimen constitucional representaba. Hay otra caracte- 
-rística que da un neto sentido «progresista» al texto de 1837. Es 


una de las pocas constituciones que se han trazado con el propó- 
sito de quebrar las amarras que vinculaban el constitucionalismo 
español a una evocación tradicional. Los principios, estructura y 
la misma terminología del nuevo texto son espigados de las cons- 
tituciones extranjeras que se citan con insistencia como fuente de 
autoridad ”. 

Si en el preámbulo y en el primer título hallamos, sólo suavi- 


2 Diario de Sesiones, 15 de marzo de 1837. 





EL REGIMEN CONSTITUCIONAL EN ESPAÑA 457 


zados en la forma, los principios revolucionarios del partido pro- 
gresista, los cuatro títulos dedicados a la organización de las Cor- 
tes representan la máxima concesión al ideario de los moderados. 
De acuerdo con la base segunda, propuesta por la comisión, las 
Cortes se articulan en dos cámaras, como en el Estatuto Real. 


Un Congreso de los Diputados, como cámara constituida por 


votación directa de los electores, y un Senado «nombrado por el 
Rey a propuesta en lista triple de los electores que er cada provin- 
cia nombren los diputados a Cortes». 

Se ha aceptado el sistema bicameral, pero lo que quiere cons- 
tituirse es un Parlamento moderno al estilo del francés o el belga. 
La regulación de las cámaras es típicamente europea. El Congreso 
de los Diputados, cuyos miembros son elegidos en proporción a 
una cifra de población (uno por cada cincuenta mil habitantes de 
cada provincia), es un órgano de discusión pública. Y aunque la 
cuestión de nombres es realmente secundaria, no puede menos 
de advertirse que fue en esta Constitución donde se fijaron los 
que iban a distinguir las dos cámaras en España mientras dura un 
sistema bicameral. El primero de dichos nombres, Congreso de los 
Diputados, fue aceptado sin discusión porque el uso político de 
designar la cámara aun en las Cortes de Cádiz como «Congreso» 
hacía el término familiar. En cambio, fue más discutida la deno- 
minación del Senado, en que se rehuyó cuanto pudiera darle una 
significación nobiliaria. 

Fue objeto de una declaración expresa en las bases que sirvie- 
ron de fundamento para redactar el proyecto de Constitución, el 
establecimiento de la elección directa. La elección directa suponía 
el sufragio censitario; la limitación del derecho de voto por la ca- 
pacidad económica. Así, quedaron fijados los límites de la política 
del siglo xix. Por arriba, exciusión de la nobleza, a la que sólo se 
da acceso al Senado; por abajo, exclusión del jornalero y el menes- 
tral pobre, al que se niega el voto para la elección del Congreso. 
Las clases medias, bajo el signo de la soberanía de la inteligencia, 
no declarada en ningún texto, pero implícitamente proclamada en 
la ley electoral, se adueñan así de la dirección política del siglo. 

Notoriamente se han querido ampliar los poderes de la Corona 
en relación con las Cortes. El Rey las convoca, suspende y disuel- 
ve; la sanción real entraña un veto absoluto que impide al mismo 
tiempo proponer un nuevo proyecto de ley sobre el mismo objeto 
-en aquella legislación; y se da también a la Corona una relativa in- 
tervención en el nombramiento de los senadores y en la organiza- 
ción del Senado. Y aunque en las Cortes de esta Constitución se 
inicia el régimen parlamentario, aparece desde este primer mo- 
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mento cualificado por la interpretación literal del precepto que 
autoriza al Rey para nombrar y separar libremente los ministros. 
En el régimen parlamentario español, el Gobierno. va a necesitar 
dos confianzas : la de la Cámara, expresada por una mayoría hecha 
patente en las votaciones, que en la práctica no responden riguro- 
samente a la disciplina de un partido, y la de la Corona, que 
se expresa de una forma negativa oponiéndose el Rey a suscribir 
los proyectos de ley o decretos que se someten a su firma y muy 
especialmente concediendo o negando el decreto de disolución de 
las Cortes, que es eje crucial del juego de estas dos confianzas. 


El contraste quizá más vivo con la misma Constitución de 


Cádiz y el signo más revelador de un nuevo ambiente es el plan- 


teamiento constitucional del problema religioso, después de'la des- 
amortización de Mendizábal. «La nación se obliga a mantener el 
culto y los ministros de la religión católica que profesan los es- 
pañoles», declara el artículo 11 con una fórmula muy significativa 
del ambiente espiritual y la situación de la Iglesia en la fecha en 
que esta Constitución se redacta. El artículo define sólo un hecho: 
que la religión católica es profesada por los españoles. Ha des- 


aparecido la invocación inicial de la Constitución de 1812, «en el 


nombre de Dios Todopoderoso», que dos diputados de 1837 en- 
cuentran «ridícula y anticuada». Ha desaparecido también el pre- 
cepto que prohibía el ejercicio de otro culto. Hay sólo la descrip- 
ción de un hecho que, en esta limitación descriptiva, apunta a 
un principió de tolerancia. Junto al hecho, el artículo consigna una 
obligación: la de mantener el culto y los ministros de la religión 
católica. Es, apenas hay que decirlo, la consecuencia constitucio- 
nal de la desamortización. La comisión, como sobre ascuas, reco- 
noce la necesidad de fijar esa obligación «para no dar lugar a que 
se creyera que la nación no trataba de asegurar la subsistencia 
de los eclesiásticos, en unas circunstancias en que las rentas que 
ha poseído el clero hasta aquí se aplican al Estado» *. 


Apenas si descubre la Constitución otros factores de poder po- 
lítico que tuvieron excepcional importancia en el régimen inquieto 
de este texto de 1837. Ya hemos notado cómo la libertad de prensa, 
sujeta al juicio de jurados, desencadenó un verdadero libertinaje 
de este naciente instrumento de la vida pública. Junto a él hay que 
tener en cuenta otros dos factores que contribuyeron en no menor 
cuantía a mantener un estado de tensión revolucionaria y que fue- 
ron apoyo y perfil característico de un partido: los municipios re- 


39 Diario de Sesiones, 5 de abril de 1837. 
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gidos por un alcalde de elección popular y la milicia, que es una | 
especie de ejército político de la autoridad municipal. . 

No es posible hoy darnos cuenta exacta de lo que esos poderes al 
suponían, por lo mismo que su acción tendía a ser anárquica e in- 
termitente. Nos queda, sin embargo, el rastro externo de las su- | 
blevaciones que ampararon o de las que fueron protagonistas, el 
testimonio de los historiadores contemporáneos que los consideran : 
como una permanente fuente de anarquía y hasta la frecuente hue- | 
lla de su actividad que refleja el Diario de Sesiones en que se alude a, 
veladamente a los criterios que imponen, sobre todo en la etapa 4 
revolucionaria de 1854-56 en que llegaron a vetar los ministros y e 
a imponer o prohibir una determinada legislación. ] 


4, LA CONSTITUCION DE 1845 


No puede decirse que la Constitución de 1837 estableciera una 
normalidad constitucional. No es ésta ocasión de historiar y ni aun 
enumerar las presiones que, en forma o no de pronunciamiento, 
pesaron a partir de ese momento sobre el precario régimen cons- 
titucional. Baste recordar la presión que desde el cuartel ge- 
neral no se recataba en ejercer el general Espartero, quien final- 
mente, en 1840, provoca una situación que va a desembocar en la 
abdicación de la reina gobernadora. Elegido Espartero regente, 
la vida política continúa desenvolviéndose con las mismas caracte- 
rísticas de violencia y anormalidad hasta que en el año 1843 un 
complejo alzamiento, en que participaron casi todos los partidos 
frente al regente, determinó su expatriación. Después de varios go- 
biernos efímeros, en mayo de 1844, declarada la mayoría de edad 
de Isabel II, llega al poder un ministerio presidido por Narváez y o 
compuesto por la más brillante plana mayor del partido moderado 
(Pidal, Mon, Mayáns y Martínez de la Rosa, que sustituye a Vilu- | 
ma), que va a realizar una de las obras políticas y legislativas más 
importantes de la historia del siglo x1x, estabilizando una situación 
especialmente fecunda en la historia de España, la conocida como 
la década moderada. No fue el primero, pero sí quizá el más im- 
portante de los frutos de esta brillante labor legislativa, la nueva 
Constitución de 1845, 

Apenas constituido el Congreso, el 18 de octubre de 1844, pre- 
sentó el gobierno el proyecto de reforma constitucional; y con el 
mismo discurso de la Corona comenzó en realidad el debate sobre 
la oportunidad y contenido de la reforma. Antes de un mes, la co- 
misión de la que era secretario Donoso Cortés redactó su dictamen 
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y a primeros del año siguiente (enero de 1845) concluyó en el Con- 
greso la discusión del texto, que fue promulgado como Constitu- 
ción del Estado de 23 de mayo de 1845. 

El mismo procedimiento de reforma enteatiabas ya un impor- 
tante principio constitucional. La comisión lo subrayó en su: dic- 
tamen: «La potestad constituyente no reside sino en la potestad 
constituida. Las Cortes con el Rey son las fuentes de las cosas le- 
gítimas». Como hemos notado en otro lugar, estas afirmaciones 
contenían dos principios trascendentales: la negación de la sobe- 
ranía nacional y del poder constituyente del pueblo y la afirma- 
ción.de una constitución histórica dual, basada en esas dos insti- 
tuciones: el Rey y las Cortes, cuyas relaciones se limita a regular 
y articular la Constitución escrita. Con ello planteaba en un su- 
puesto nuevo la tesis inicial de Cádiz de una tradición representa: 
tiva de la monarquía española ?*!. La reforma constitucional tenía, 
sin duda, desde un punto de vista político general, su talón de 
Aquiles. Si la Constitución de 1837, aunque fraguada con un rela- 
tivo espíritu de compromiso, era la tesis del partido progresista, 
la de 1845 podría decirse que era la tesis contrapuesta del partido 
moderado. No cabe disimular la gravedad de este hecho. Los par- 
tidos que compartían el poder tenían una distinta concepción cons- 
titucional que se opone históricamente en constituciones diversas. 
El debate político no afecta, pues, a los medios, sino que los su- 
puestos mismos del orden son cuestiones de partido. 

La Constitución de 1845 es una verdadera reforma del texto 
de 1837. Conserva su misma estructura externa, dividida en trece 
títulos y la mayor parte de los 77 artículos de 1837 se refunden 
íntegros en los 80 de la nueva Constitución. Lo que da, sin embar- 
go, al nuevo texto, el perfil de una Constitución original, es el 
- concepto distinto de que parte y que se refleja en los contados 
, artículos a los que alcanza la reforma. Hay que destacar que su- 

- pone una exaltación del poder de la Corona. La soberanía nacional 
"suponía un primado de las Cortes que la representaba: esta sobe- 
ranía histórica del Rey y las Cortes supone cuando menos una 
equiparación de ambas instituciones que cede fácilmente en una 
primacía de la Corona como órgano estable. Este es uno de los 
propósitos políticos más manifiestos a que se encamina la reforma 
constitucional. El Congreso pierde autonomía (se suprime la re- 


31 Como hemos indicado, esta doctrina anunciada en el dictamen por la pluma de 
Donoso Cortés se expuso en el debate mismo de las Cortes, que es uno de los más 
brillantes y profundos de las legislaturas constituyentes españolas. La interpretación 
histórica estuvo a cargo de Pidal (Diario de Sesiones, 30: de octubre de 1844); la so- 
ciológica a cargo de Alcalá Galiano (Diario de Sesiones, 2 de noviembre de 1844 y 
18 de noviembre de 1844). 





EL REGIMEN CONSTITUCIONAL EN ESPAÑA 461. 


unión automática), su contacto con el sufragio se debilita (período 
más largo de mandato); el rey se independiza al reducirse sus 
limitaciones y las facultades de las Cortes en la sucesión o la re- 
gencia, y, sobre todo, se vincula el Senado a la Corona, haciéndolo 
- de nombramiento real con un número ilimitado de senadores, lo 


que permite al rey O a su Gobierno asegurarse una mayoría en 


esta cámara, que se equipara en facultades al Congreso. 

Esta nueva configuración del Senado es una de las piezas más 
importantes y sugestivas de la nueva Constitución. Ya hemos alu- 
dido en otro lugar a las ideas que pesaron en su reforma. Se re- 
chaza la cámara nobiliaria, según el patrón inglés de la Cámara 
de los Lores; se rechaza también la cámara electiva, de que ofre- 
cía un modelo la Constitución belga (modelo que fue acogido por 
la Constitución de 1837); para imitar un tipo francés de Senado, 
_que designa la Corona entre determinadas categorías de la alta 
clase media de la política, la administración, la propiedad y el 
ejército, junto con la jerarquía de la Iglesia y una representación 
de la grandeza y de los títulos de Castilla. Es la doctrina de las 
aristocracias naturales levemente templada por esa presencia de 
la nobleza histórica y de la Iglesia (a cuya jerarquía también con- 
ciben los constituyentes:como una aristocracia natural). La pre- 
ocupación doctrinaria de hacer compatible el orden con la libertad 
es el título general bajo el que puede comprenderse otro propó- 
sito político que sirve de índice común a varias medidas de re- 
forma. La prensa, los ayuntamientos con alcalde de elección 
popular y las milicias alentaban una permanente inquietud revolu- 
cionaria que quizá representaba o encarnaba la libertad, pero esta- 
ba bien lejos de fomentar el orden, incluso en su expresión más 
simple, de una actuación coherente del poder y una seguridad 
elemental de personas y bienes. Basta sólo que prestemos mediano 
crédito a lo que se dijo en las Cortes o en los preámbulos de las 
disposiciones que regulaban la prensa, para darnos cuenta de la 
inquietud, la pasión y el espíritu de subversión que debió sembrar 
en la vida española del siglo xrx. «Conspiración permanente con- 
tra el orden público», la llamó Pidal como ministro de la Gober- 
nación; impunidad para delinquir fundada en el miedo y en la 
falsa generosidad, fue el diagnóstico de Alcalá Galiano sobre la li- 
bertad de imprenta sujeta al jurado; y el mismo Pastor Díaz, para 
defenderla, después de reconocer que no se podía gobernar con 
ella, que era un escándalo, que no se detenía ante la vida privada 
y el santuario de la conciencia, no encuentra más excusa que pre- 
eguntar si es «la prensa la que ha acalorado las pasiones O han 
sido las pasiones acaloradas por la guerra y por la revolución las 
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que han dado ese tono anárquico a la prensa»”. Los ayunta- 
mientos con alcaldes de elección popular y las milicias, que eran 
su brazo armado, son también suprimidos por la. Constitución, 
con unos juegos de puntos y comas y alguna intencionada omi- 
sión de un artículo constitucional. 

Otra reforma sin duda importante era la nueva eaneción del 
artículo 11. La mera enunciación del hecho de que los españoles 
profesan la religión católica que contenía la Constitución de 1837, 
i se transforma en una declaración categórica de carácter confe- 

sional: La religión de la nación española es la católica, apostó- 
lica y romana. Las consecuencias políticas más importantes de 
esta declaración habían de deducirse en el Concordato que se 
estaba negociando en estas mismas fechas, aunque no fue defini- 
tivamente firmado hasta 1851. 
Este Concordato de 1851 define ante todo la unidad religiosa 
y queriendo reforzar el artículo 11 de la Constitución no lo me- 
jora: «La religión católica, apostólica y romana, que con exclu- 
sión de cualquier otra continúa siendo la única de la nación es- 
pañola, se conservará siempre en los dominios de su Majestad 
Católica, con todos los derechos y prerrogativas de que debe go- 
zar según la ley de Dios y lo dispuesto por los sagrados cánones.» 
La unidad religiosa queda así definida como un hecho, y el segundo 
párrafo reconoce las obligaciones del poder civil. Las principales 
consecuencias de esta afirmación son la intervención que se con- 
cede a los prelados en la enseñanza y el apoyo que el poder civil 
se Obliga a prestarles, especialmente para suprimir la propaganda 
de doctrinas heréticas. De hecho, ya una disposición de 1844 so- 
metía a la censura de los prelados las obras sobre religión y moral. 
En el orden político, el poder civil había alcanzado dos im- 
- portantes concesiones. La renovación del derecho de presentación 
- O patronato regio en las mismas condiciones del Concordato de 
- 1753 y el saneamiento de las adquisiciones de bienes desamorti- 
-zados en beneficio de sus actuales propietarios. Si esta segunda 
concesión suponía la paz moral consiguiente a la legalización de 
un hecho, la primera sellaba con una especial intimidad la rela- 
ción política que la Constitución había abierto entre la Iglesia y 
el Estado al dar asiento en el Senado a los obispos y arzobispos. 
El Estado, a su vez, se Obliga a abonar los haberes del clero y 
reconoce el derecho de adquirir de la Iglesia. La disolución y ex- 
pulsión de las órdenes religiosas, también se liquida limitando el 
número de las que han de ser reconocidas. 


32 Diario de Sesiones, 14 de noviembre de 1844. 
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El Concordato da así la nueva planta en que se asientan las 
relaciones entre la Iglesia y el Estado a lo largo del siglo xxx. 


5. EL PROYECTO DE 1856 Y LAS REFUNDICIONES 
DE LA CONSTITUCION DE 1845 


La Constitución de 1845 es la última de las constituciones del 
reinado de Isabel II. Estabilizó una práctica y un juego político 
de las instituciones al que estaban adheridos usos viciosos y abu- 
sivos, pero con retoques, eclipses, interpretaciones y violaciones 
implícitas, cubrió la vida española por espacio de cuatro lustros. 
Cuatro veces se intentó, y aun en dos de ellas se puso en prácti- 
ca, su reforma. Como un Fénix resucitaba de sus cenizas, quizá 
porque fue el texto que acertó a expresar el equilibrio social y 
. político de mediados de siglo. En 1848 va a sufrir el eclipse de la 
dictadura legal de Narváez; en 1852 parece vacilar ante los pro- 
yectos de Bravo Murillo, que quería reformarla para acentuar la 
preponderancia del gobierno, silenciar el régimen de publicidad y 
dar al Senado un carácter nobiliario, restableciendo los mayoraz- 
gos*; en 1854 parece derogada ante el impulso de la revolución 
que en Cortes constituyentes discute y aprueba un nuevo texto 
constitucional; el 15 de septiembre de 1856, un real decreto la res- 
tablece con una acta adicional que supone una profunda reforma 
de la Constitución, pero este acta fue el más efímero de nuestros 
textos constitucionales vigentes, pues antes de un mes, el 14 de 
octubre, quedaba sin efecto; por último, aun una ley de 17 de 
julio de 1857 reformará el Senado, pero en abril de 1864 vuelve de 
nuevo la Constitución de 1845 en su texto prístino. Y así con- 
tinuó hasta que en 1868 la arrastró, con el trono al que había ser- 
vido, el vendaval de una nueva revolución. Ahora, definitivamente, 
porque al producirse la Restauración, Cánovas se negó a aceptarla 
no sólo como texto provisional, sino ni aún como hipótesis de 
continuidad. De estos distintos proyectos de reforma o modifica- 
ciones parciales de la Constitución el más importante histórica- 
mente es la Constitución no promulgada de 1956. 

Esta Constitución refleja más genuinamente que ningún otro 
documento el ideario del partido progresista. La de 1837 concedió 
algo a un compromiso; la de 1869 recibe el sello de un nuevo par- 
- tido, incubado en estas Cortes y maduro quince años después, el 


33 Este proyecto, que no deja de tener interés, fue historiado y analizado por su 
propio autor: Bravo Murio, El proyecto de reforma de 1842 (véase Opúsculos, Ma- 
drid, 1863-1865). 
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democrático. Esta fue la fecha en que los progresistas, inicialmen- 
te aliados con los moderados, rompieron la alianza para forjar 
la Constitución con un espíritu de revancha. Todos sus dogmas, la 
soberanía nacional, la prensa sujeta al juicio de jurados, la mili- 
cia, los alcaldes electivos, el Senado de elección popular, las li- 
mitaciones de la Corona, la autonomía y sustantividad de las ¡Cor- 
tes y la tolerancia religiosa, cuya discusión abrió una profunda 
división entre los partidos y entre el pueblo, hallaron su fórmula 
en esta Constitución. Y hasta por puro espíritu de revancha dieron 
cauce a Otras medidas políticas que no tenían puesto en la Cons- 
titución, como la supresión de los consumos, la venta de los bie- 
nes de la Iglesia y la elección por provincias. 

. Curioso es advertir que en estos días hace sus primeras armas. 
una nueva generación: Cánovas, Ríos Rosas, Castelar, Sagasta, 
O'Donnell y Prim. De ellos iba a surgir un nuevo equilibrio de 
ideas que tienen manifestación en el partido de la Unión Liberal, 
refundido después en el liberal conservador de la Restauración, 
y en la izquierda más radical, que va a imponerse en la revolu- 
ción de 1868 y a sedimentarse después en el partido liberal de Sa- 
gasta y en las izquierdas que le miman y le apoyan. Los hombres 
viejos están en la plana mayor del partido progresista, encabeza- 
dos por Espartero, Olózaga, San Miguel, Sancho y Escosura en- 
tre otros. De aquí quizá el sabor rancio que tienen los problemas 
que preocuparon a estos constituyentes, que creían hacer una 
obra «avanzada» reafirmando los principios que mantuvieron des- 
de el motín de La Granja hasta 1842. i 

De acuerdo con este espíritu, la soberanía nacional ha dejado 
de ser un hecho que se sobrentiende en el preámbulo, según la 
fórmula más discreta de 1837, para alcanzar una formulación so- 
_lemne en el artículo primero. Sin embargo, los progresistas están 

- aún en la ortodoxia de 1812 y rechazan las interpretaciones que 
. deducen de la soberanía nacional el sufragio universal y el dere- 
«cho de insurrección. Para los progresistas de 1854 sólo tiene aún 
valor la tesis de Cádiz que atribuye a la nación soberana y a las 
Cortes que la representan el poder constituyente. En suma, pri- 
mado de la representación nacional sobre la Corona, explícita- 
mente afirmado por Olózaga, al sostener, con cierto escándalo de 
la cámara, la vieja tesis progresista de que Isabel 1T funda su 
trono en una decisión de la soberanía nacional. Había mucho en 
ello de reacción frente al abuso que la reina y los gobiernos ha- 
bían realizado del juego de poderes previsto en la Constitución 
de 1845, pero hay también claramente un concepto del gobierno 
parlamentario basado en la supremacía de las Cortes como repre- 
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sentantes de la soberanía nacional, que es quizá la diferencia más 
profunda entre la tesis constitucional de los dos partidos. 

- El 14 de julio de 1856, por muy varias circunstancias en las 
que jugó un papel preponderante la inquietud provocada por la 
indisciplina de la milicia, se produjo una crisis interna del minis- 


- terio revolucionario constituido en 1854. 


El 15 de septiembre de 1856, el gobierno, presidido por O'Don- 
nell, restableció la Constitución de 1845, pero no en su integridad. 
En la misma Gaceta del 15, un real decreto con un breve texto de 
16 artículos, titulado «Acta adicional de la Constitución de la mo- 
narquía española», incorpora a la Constitución de 1845, que se 
restaura, algunos de los principios aprobados por las constitu- 
yentes. No vale la pena de estudiar este documento efímero, y, 
por otra parte, no termina con él la inquieta historia de la Cons- 
tiución de 1845. Derogada el acta adicional, el nuevo gobierno 
- (Narváez-Pidal) reforma el Senado por ley de 17 de julio de 1857 

de acuerdo con el proyecto de Bravo Murillo. Se establecen tres 
clases de senadores: hereditarios, vitalicios por derecho propio 
y designados por el rey en número ilimitado entre las categorías 
que menciona la ley y que son sustancialmente las mismas del an- 
tiguo artículo 15 de la Constitución. Pero tampoco esta reforma 
fue definitiva, pues en 20 de abril de 1864 se restableció en su in- 
tegridad la Constitución de 1845, que iba ya a sobrevivir poco más 
de cuatro años al caer en los días azarosos de la revolución de 
septiembre de 1868, con Isabel II, a la que proclamaba «reina le- 
eítima de las Españas». 


6. LA CONSTITUCION DE 1869 


La revolución de septiembre de 1868 abre el período que he- 
mos denominado «revolución y restauración». Lo integran varios 
regímenes transitorios, reflejo de una crisis progresiva, en que se 
van a poner en litigio, primero, la dinastía; después, el mismo 
régimen monárquico, y, por último, la estructura social y la uni- 
dad de España, al proclamarse una república federal que se apoya 
en la ideología del anarquismo pactista, inspirado en Proudhon y 
difundido en España por los escritos de Pi y Margall. 

La revolución de septiembre significó, en su origen, el triunfo 


de tres principios políticos coherentes, que van a reflejarse en la. 


Constiución de 1869: un nuevo sentido de la soberanía nacional, 
que define la monarquía que se llamará «democrática»; el sufra- 
gio universal, y el liberalismo, que podemos llamar radical, para 


30 
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diferenciarlo del liberalismo doctrinario de la época precedente. 

Los artículos 32 y 33 formulan la nueva enunciación de la so- 
beranía: «La soberanía reside esencialmente en la nación, dela 
cual emanan todos los poderes. La forma de gobierno de la nación 
española es la monarquía». La consecuencia tradicional de atri- 
buir a la nación el derecho de establecer sus leyes fundamentales, 
se ha transformado en esta legitimación originaria de todos los 
poderes en la soberanía nacional. La monarquía es claramente 
una pieza subordinada cuya legitimidad se apoya en la definición 
constitucional. El preámbulo mismo de la Constitución funda, a 
su vez, la ley constitucional en la voluntad exclusiva de la nación, 
ejercida a través de Cortes constituyentes elegidas por sufragio 
universal. El ejercicio de esta soberanía decretará la repudiación 


de la dinastía de Borbón y su sustitución por la dinastía de Sa- 
boya. Pero el destino de esta nueva monarquía democrática que- 


dará pendiente de una nueva decisión de la soberanía que en 11 de 
febrero de 1873 proclamara la república, como forma de gobierno 
de la nación española (art. 39 del Proyecto de 1873). 

Intimamente vinculada a esta doctrina de la soberanía y a la 
consideración de los derechos como «naturales», está la afirma- 
ción del sufragio universal, cuya implantación precede incluso a 
la discusión constitucional. Este principio aparece, pues, vincula- 
do a una doble fuente: de una parte, es un derecho natural hu- 
mano del que «ningún español que se halle en el pleno goce de 
sus derechos civiles podrá ser privado», dice el artículo 16, al en- 
cuadrarlo como una más de las rúbricas de la declaración de de- 
rechos; de otra, es la última consecuencia que se deduce del prin- 
cipio de soberanía nacional. De hecho, era el punto de partida de 
la revolución y representa el más violento contraste con el pe- 
ríodo anterior en que la representación se basa siempre en el su- 
fragio censitario. 

Por último, el tercer principio de este liberalismo radical es la 
proclamación de derechos «naturales, absolutos e ilegislables» que 
la Constitución protege, pero no establece. Las fórmulas consti- 
tucionales son muy características; adoptan normalmente la for- 
ma negativa para prohibir que nadie sea privado O perturbado en 
el disfrute de esos derechos, cuyo fundamento es anterior al or- 
den constitucional. Son derechos, se dice, que están vinculados 
a la naturaleza humana, como la respiración o la circulación de 
la sangre, y cuya limitación sólo puede resultar del ejercicio con- 
currente y armónico de los mismos derechos. La Constitución 
culmina esa formulación del liberalismo radical con una fórmula 
híbrida y desafortunada de libertad religiosa en que la nación se 
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obliga, no obstante, a mantener el culto y los ministros de la re- 


ligión católica, que se considera implícitamente como preponde- 
rante. Paradójicamente, esta libertad religiosa coincide con una 
situación de hecho de persecución religiosa. 

Por último, hay que advertir que la Constitución de 1869, pese 
a su tendencia democrática, no suprimió el Senado. Este se funda 
en una elección de segundo grado, con representación de los mu- 
nicipios y de las diputaciones provinciales. Para ser senador, se 
requería, además de una edad superior a los cuarenta años, haber 
desempeñado determinados cargos políticos, o administrativos, o 
eclesiásticos, O figurar entre los mayores contribuyentes. El Se- 
nado quedó así como un último refugio del sentido minoritario 
del doctrinarismo. 

La Constitución tuvo una vigencia precaria entre 1869 y 1872. 
La proclamación de la república motivó la preparación de un 
nuevo proyecto de Constitución federal en el año 1873 que sólo 
se comenzó a discutir. En enero de 1874, al negar los diputados 
federales su confianza a Castelar, un golpe de Estado del general 
Pavía, disuelve las Cortes constituyentes, que en menos de un año 
habían derribado cuatro presidentes de la República; y, más tarde, 
a fines del mismo año, se inicia la restauración de la monarquía 
en Alfonso XII. La restauración de la monarquía daba ocasión a 
un nuevo texto constitucional. 


7. LA CONSTITUCION DE 1876 


La característica esencial de este texto va a ser la flexibilidad. 
Cánovas, principal artífice de la Restauración, quiso que el texto 
fuera una fórmula de efectiva convivencia para impedir que el 
régimen recayera en los vicios políticos de la monarquía de Isa- 
bel II: la división de los partidos con diversas fórmulas constitu- 
cionales, el retraimiento de quienes se consideraban incompati- 
bles con una fórmula constitucional y el pronunciamiento como 
instrumento normal para suscitar o impulsar el texto de 1845 
o el del 1869, en cuanto podían ser considerados como la consti- 
tución de un partido y reunió a representantes de todos los parti- 
dos para que redactaran unas bases comunes. Así fue cómo la 
Constitución, por expresarlo con palabras de Silvela, fue el cauce 
de todas las políticas posibles dentro de la monarquía constitu- 
cional. | 

- En la concepción de Cánovas hay que distinguir tres estratos 
constitucionales. En primer lugar, está la doctrina de la Cansti- 
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tución interna, que acepta la monarquía y las Cortes como insti- 
tuciones básicas, formadas en la historia, expresión histórica se- 
gún definición de Cánovas de la soberanía nacional, instituciones 
| que han sido consentidas consuetudinariamente y que Cánovas 
quiso situar incluso fuera de la discusión constitucional como 
supuesto mismo del régimen. Sobre esta estructura, la Constitu- 
ción escrita, texto de 1876, es concebida como el pacto que; esas 
dos instituciones convienen para establecer sus relaciones ;: y el 
preámbulo de la Constitución en que el rey la promulga «en unión 
y de acuerdo con las Cortes», así lo certifica. Por último, hay un 
tercer estrato constitucional formado por usos y convenciones en 
que se definen dos principios básicos del régimen: la doctrina de 
las dos confianzas, la confianza de la Corona y la del Parlamento, 
en que se apoya conjuntamente el Gabinete, doctrina que va a ser . 
afirmada por Cánovas en un discurso anterior a la misma apro-. 
bación de la Constitución; y el turno pacífico de los partidos, no 
como una posibilidad de que alternen en el poder si el fallo del 
sufragio les es favorable, sino como un turno real, concreto, que 
se establece sobre un acuerdo tácito entre los jefes de los partidos 
y se facilita por el uso de la confianza de la Corona que llama al 
poder para «dirigir» una elección al partido que hasta ese mo- 
mento ha figurado en la oposición. Aún podríamos añadir que 
también es un hecho querido el que los partidos en turno fueran 
sólo dos, como dos posiciones alternativas en que se funda la base 
política de la Restauración. 

Consecuencia de este espíritu de compromiso fue la solución 
que se dio al régimen de libertades “y al sufragio. Los derechos 
quedan sujetos a leyes que dicten «las reglas oportunas para ase- 
gurar a los españoles en el respeto recíproco» de sus derechos y 
«sin menoscabo de los derechos de la nación, ni de los atributos 
esenciales del poder público». Las libertades son limitadas así, 
de acuerdo con la tesis doctrinaria de Cánovas, por los intereses 
públicos de la convivencia política. Pero, es claro, que estas leyes 
de regulación de los derechos admiten las más varias interpre- 
taciones para asignarles una mayor o menor extensión. La mis- 
ma fórmula de remisión a una ley se aplica a la disputa sobre 
la naturaleza del sufragio. La única limitación, casi puramente doc- 
trinal, fue desplazar el sufragio de la enumeración de derechos 
individuales y encajarlo en los artículos que ordenan la compo- 
sición del Congreso. Pero la generalidad del precepto constitucio- 
nal permitió que las leyes pudieran regular el sufragio como cen- 
sitario en el reinado de Alfonso XII y regularlo de nuevo como 
Sufragio universal en los días de la regencia, bajo los auspicios 
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del partido liberal, tutelado doctrinalmente por Castelar. El es- 
- píritu de transacción va a encontrar también una afortunada fór- 


mula media frente al problema religioso; la tolerancia, que mo- 
dela una declaración confesional, con palabras que llegan casi en 


-su integridad hasta el año 1969: «Nadie será molestado en te- 


rritorio español por sus Opiniones religiosas, ni por el ejercicio 
de su respectivo culto, salvo el respeto a la moral cristiana. No 
se permitirán, sin embargo, otras ceremonias ni manifestaciones 
públicas que las de la religión del Estado» (art. 11). 

Una pieza de relativa originalidad, que responde también a cri- 
terios eclécticos, es el Senado. Recordando el proyecto de Bravo 
Murillo, tendrá un origen complejo: habrá senadores por derecho 
propio (grandes de España, patriarcas y arzobispos, jerarquías del 


- ejército y de la administración); senadores de libre designación 
regia dentro de ciertas categorías; y senadores electivos, en nú- 


mero igual a la suma de los dos anteriores, y que son elegidos por 
las corporaciones públicas y los mayores contribuyentes. 

La Constitución queda así establecida sobre la desnuda estruc- 
tura de dos instituciones básicas, el Rey y las Cortes. El texto que 
regula las relaciones de estas dos grandes instituciones tiene una 
característica flexibilidad que permite adaptarlo «a las diversas 
soluciones que exijan los tiempos». La práctica aún lo hace más 
flexible al matizarse con el turno de dos grandes partidos (el con- 
servador y liberal). Esta flexibilidad es el fondo, la esencia misma 
del régimen liberal, como una vida pública que se rige por la libre 
concurrencia de las ideas, de los partidos políticos y de las fuer- 
zas sociales (que comienzan ahora a Organizarse al amparo del 
derecho de asociación que estableció por vez primera la Consti- 
tución de 1869 y que conserva y ratifica ésta de 1876). La Cons- 
titución es, en cierta manera, un cheque en blanco, que, en su in- 
terpretación histórica, rellenarán definitivamente con sus ideas 
los hombres de 1369. 

Aún más, el mismo régimen de dos partidos, establecido como 
una práctica complementaria de la Constitución, va a hacer crisis 
cuando mueren los dos grandes jefes históricos (Cánovas y Sa- 
gasta), surge la crisis del año 1898 y, más tarde, el ostracismo po- 
lítico de Maura y el asesinato de Canalejas ponen fuera de juego 
a los políticos más capaces. De hecho, por razón misma de su lar- 
go período de vigencia, la Constitución de 1876 va a ser objeto de 


diversas interpretaciones, cuyas líneas fundamentales podemos 


perfilar con claridad. 
En esta historia de la Constitución de 1876 se pueden distinguir 
tres períodos: la monarquía de Alfonso XIT hasta 1885, en que 


q“ 
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predomina la concepción doctrinaria de Cánovas (sufragio res- 


tringido, limitación de los derechos e incluso una limitación'de 
partidos legales); la regencia de María Cristina, hasta 1902, en'que 
predomina la interpretación liberal de la Constitución, asimilando 
los principios de la Constitución de 1869 (sufragio universal, regu- 
lación amplia de la libertad de prensa y del derecho de asociación, 
establecimiento del jurado); y período de descomposición de los 
partidos desde 1898 a 1917, o 1923, en que se deshace el sistema de 
dos grandes partidos que se turnan, predominan los gobiernos de 
compromiso entre dos o más pequeños partidos y, finalmente, 
aparecen a partir de 1917, en plena descomposición, los gobiernos 


de concentración, que no logran restablecer el equilibrio. El golpe 


de Estado de -1923 suspende la vigencia de la Constitución. : 


En este proceso de crisis van a influir causas muy diversas. Las 
más importantes son : 


a) La descomposición de los partidos históricos a que hemos 
hecho referencia y la falta de estabilidad de los gobiernos (a partir 
de 1917, tienen una estabilidad media de cuatro meses). 


b) La presencia de nuevas fuerzas sociales, especialmente de 
un movimiento obrero sindical que se organiza en dos grandes 
centrales: la Unión General de Trabajadores (U. G. T.), fundada 
por el partido socialista en 1887, y que en 1909 obtiene su primer 
diputado; y la Confederación Nacional del Trabajo (C. N. T.), ins- 
pirada por er sindicalismo anarquista que después de crear va- 
rias organizaciones desde 1881, en 1910 se define como una orga- 
nización nacional con una gran fuerza en Andalucía y Cataluña. 
El movimiento anarquista que apoya a esta organización va a su 
vez a inspirar un terrorismo que hace una presencia espectacular 
. desde fines de siglo (asesinato de Cánovas en 1897, atentado con- 
.tra los reyes, Semana trágica de Barcelona en 1909, asesinato de 
Canalejas en 1912, terrorismo en Cataluña entre 1917 y 1923, etc.). 


c) Los movimientos nacionalistas, que se inician como movi- 
mientos regionales en Cataluña y en el País Vasco. Estos mo- 
vimientos se fundan en el cultivo sentimental de una lengua (ca- 
talán, vascuence), en el fuerismo regionalista heredado del tradi- 
cionalismo, en el federalismo de la primera república y, sobre 
todo, en los problemas económicos vinculados al proteccionismo 
arancelario de la industria catalana y vasca. Las bases de Man- 
resa de 1892 son el primer hito de este movimiento en Cataluña, 
cuya actuación política se inicia prácticamente en las elecciones 
de 1901, y se desarrolla con la constitución de la Solidaridad Ca- 
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talana en 1906 y cuyos órganos políticos serán primero la Lliga 
y después Esquerra catalana. 

d) El movimiento de las juntas militares, constituidas como 
verdaderos sindicatos de defensa por las guarniciones peninsu- 
- lares, a partir de 1916, para defender intereses de cuerpo y orien- 
tadas después hacia fines políticos. 


e) La crítica intelectual y política suscitada por el desastre 


de 1898 y la pérdida de los restos del imperio colonial, crítica que 
descubre las lacras políticas del régimen (caciquismo, falseamien- 
to electoral) y alienta todos los movimientos de revisión, influ- 
yendo como un clima político e intelectual en todos los anteriores 
movimientos. 


En 1917 todas estas fuerzas se unen como consecuencia de las 
dificultades económicas suscitadas por la guerra europea (cares- 
- tía de los abastecimientos, proceso de inflación). Las juntas milita- 
res publican un manifiesto: un grupo de parlamentarios revisio- 
nistas, invitados por los diputados catalanes, se reúnen en 
Barcelona en una asamblea ilegal de parlamentarios; y las orga- 
nizaciones sindicales, unidas entre sí, declaran la huelga general 
revolucionaria indefinida. El movimiento fue reprimido -mediante 
la declaración del estado de guerra, pero desde ese momento 
puede decirse que cesa la normalidad del régimen. En 1923, el gol- 
pe de. Estado del general Primo de Rivera suspende la vigencia 
de la ¡Constitución, abriendo un período de dictadura, en que in- 
cluso se redacta un proyecto de revisión constitucional (1927-1929). 


3. La suspensión de la Constitución de 1876 
y la Constitución de 1931 


El golpe de Estado del general Primo de Rivera en septiembre 
de 1923 suspendió la vigencia de la Constitución de 1876 y disol- 
vió los partidos tradicionales sobre los que se había fundado el 
juego político de aquella Constitución. El primitivo Directorio mi- 
litar se transformó en un gobierno civil, concebido con palabras 
del propio general Primo de Rivera como un gobierno transitorio 
(dictadura en el sentido clásico) que había de retornar a una nor- 
malidad constitucional. Entre 1927 y 1929 fue preparado por una 
asamblea nacional un proyecto de Constitución que en 1929 es- 
taba ya completo, incluso con sus desarrollos reglamentarios. 
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La dictadura del general Primo de Rivera concluye en enero 
de 1930, como consecuencia de una consulta a los jefes del ejér- 
cito, no muy satisfactoria en sus respuestas, y que el rey estimó 
vejatoria para la prerrogativa regia. El monarca abrió paso a un 
régimen de transición que se proponía restablecer la Constitu- 
ción de 1876 y reconstruir los partidos en que se apoyó. Pero la 
presión revolucionaria de los partidos republicanos, socialistas y 
autonomistas que habían unido sus esfuerzos en el pacto de San 
Sebastián, hizo que este restablecimiento fuera vacilante' e in- | 
cierto. Celebradas unas elecciones municipales en 12 de abril de 
1931, los resultados de estas elecciones dieron mayorías republi- 
canas en las capitales de provincias, en contraste con el voto mo- 
nárquico de las zonas agrarias, y Alfonso XIII abandonó España 
al mismo tiempo que el gobierno surgido del pacto de San Sebas- 
tián proclamaba la república el 14 del mismo mes. o 

El proceso de descomposición, que se había iniciado a princi- 
pios del siglo y que culmina en la crisis de 1917 como crisis de los 
partidos históricos, desemboca así primero en una crisis de la 
Constitución misma (1923) y, por último, de la misma institución 
monárquica en que se apoyaba. Las fechas 1898, 1917, 1923, 1931 
tienen un sentido coherente en la línea de un mismo proceso; y, 
como veremos, la fecha 1936 es en Glenia manera el último acto 
de ese-proceso. 

La Constitución de 1931, aprobada por las Cortes constituyen- 
tes convocadas al proclamarse la república, no resuelve las ten- 
siones en que se había debatido la política del siglo xx español, 
sino que las lleva a su último extremo. La guerra ideológica, la 
lucha de clases y el proceso de desintegración nacional van a 
encontrar en ella su último episodio. Según refiere Adolfo Posada, 
que tuvo una intervención destacada en las tareas preparatorias, 
un «anteproyecto, obra seria, correcta, congruente, no muy extre- 
moso en radicalismo», fue sustituido por un proyecto prácticamen- 
té redactado por cinco diputados socialistas con un «espíritu de 
revancha». 

La Constitución tiene un curioso preámbulo, al que después 
nos referiremos, un título preliminar y tres primeros títulos de 
declaraciones generales, principios de organización nacional y de- 
claraciones y restricciones de derechos; cuatro títulos en que se 
organizan los poderes (Cortes, Presidente, Gobierno, Justicia); dos 
títulos más sobre hacienda y garantías y reforma de la Constitu- 
ción y unas disposiciones adicionales. 

En estas disposiciones se convalida y mantiene en vigor la ley 
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de defensa de la república, que suspendía los efectos de la Cons: : 


titución antes de promulgarla. 

El perfil de esta Constitución puede resumirse en unos cuan- 
tos caracteres que definen su sentido político y su estructura or- 
gánica. Analizaremos estos caracteres sumariamente en conexión 


-con los problemas que hemos visto desenvolverse en el proceso 


histórico precedente. 
En primer lugar, se ahonda la división ideológica partiendo 
de una premisa que se enunció en las Cortes como un hecho va- 


lorable culturalmente: España había dejado de ser católica. La 


consecuencia no era la libertad de cultos, que se restringe expre- 
samente en los artículos 26 y 27 sometiendo todas las confesio- 
nes a una ley especial y autorizando únicamente el culto privado, 
sino un régimen definido por el jefe del gobierno en el Parla- 
mento como de «leyes prohibitivas y restrictivas», de «leyes de 
excepción», de «leyes de hostilidad a la Iglesia católica». En la 
misma Constitución se preceptúa la disolución de la Compañía de 
Jesús, enunciada con un eufemismo, y se prohíbe a todas las ór- 
denes religiosas, que «se someterán a una ley especial», adquirir 
ni conservar otros bienes que los que se destinan a viviendas o al 
cumplimiento de sus fines privativos y ejercer la industria, el co- 
mercio y la enseñanza (art. 26). 

En el orden social se definió la república, más por un exceso 
verbal que por un propósito político, como una «república de tra- 
bajadores», expresión a la que para paliar la patente resonancia 
de la Constitución soviética se añadió, previa una admonición del 
entonces jefe del Gobierno, Alcalá-Zamora, la fórmula «de todas 
clases». Un diputado aclaró que no se trataba de «aniquilar a las 
clases vencidas». Estas «clases vencidas» eran las clases medias, 
porque la propiedad no es ya el signo de una capacidad intelec- 
tual y ciudadana, sino el trabajo. En otro orden, la Constitución 
se considera como una vía abierta para la evolución social que 
transfiera los medios de propiedad al Estado o a otras clases y 
los artículos 42 y 44 de la Constitución establecen la expropiación 
sin indemnización y la nacionalización de servicios públicos. 

Mención especial merece a la hora de enunciar estas simientes 
de desintegración la definición del Estado con un término extra- 
ño y anfibológico: Estado «integral», para designar una fórmula 
de federalismo regresivo, cuya consecuencia esencial era la con- 


cesión de un estatuto de autonomía política y administrativa a 


cada una de las regiones que lo solicitaron. Con este carácter ac- 
cesorio y particular, los estatutos correspondían a compromisos 
revolucionarios sellados en el pacto de San Sebastián. Se apro- 
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baban por la iniciativa y el referéndum de las regiones y sólo 
posteriormente se sometían a una aprobación, prácticamente pre- 
juzgada, de las Cortes para juzgar su conformidad con la Cons- 
titución. > 

En función de esta aceptación del erionallamó nacionalista 
está una curiosa peculiaridad del preámbulo de la Constitución y 
de las definiciones del título preliminar. A lo largo de la historia 
del siglo xx hemos visto enfrentarse la soberanía nacional a la so- 
beranía monárquica o convivir con ella bajo la forma de un pacto. 
En esta Constitución, cuando la institución monárquica ha des- 
aparecido, no se invoca a la nación ni se define su soberanía. La 
soberanía se supone investida en las Cortes que representan no 
a la nación, sino a España, aceptando implícitamente que este tér- 
mino, de acuerdo con una doctrina de Prat de la Riba, es una 
denominación geográfica en la que están comprendidas varias na- 
cionalidades. | 

Los derechos y deberes de los españoles comprendidos en el 
título III tienen una extensa regulación, con un amplio recono- 
cimiento de los derechos sociales y con las limitaciones, que he- 
mos visto ya, de la libertad religiosa y del derecho de propiedad. 
La enseñanza es laica y obligatoria; se establece el divorcio por 
mutuo disenso y se equiparan los hijos legítimos a los ilegítimos. 
El contenido positivo de libertad contenido en otros derechos (do- 
micilio, residencia, expresión del pensamiento, reunión, ec.), que- 
dó embotado antes de promulgarse la Constitución por la ley de 
defensa de la república, si bien la vigencia de esta ley se limitó 
a la duración de las Cortes Constituyentes (1931-1933). Adolfo Po- 
sada recuerda que los miembros de la comisión que redactó el 
proyecto de Constitución, consideraban «envejecido» todo senti- 
miento liberal, aunque no se puede negar al texto constitucional 
este carácter, si se prescinde de las leyes de excepción que lo limi- 
-taron (defensa de la república, orden público, etc.) . 
- La estructura de los órganos de gobierno no favorecía la mo- 
deración. Se prevé, en líneas generales, un régimen parlamenta- 
rio, con poderes especiales del presidente de la república. El pre- 
sidente de la República se definió así como una figura híbrida con 
poderes no bien definidos y cuyo ejercicio era siempre confuso y 
discutido. Para las Cortes se volvió al sistema unicameral que pre- 
cipitaba las resoluciones radicales. El sistema parlamentario que 
quiso establecerse no proporcionaba mayorías estables por el frac- 
cionamiento de los partidos y las violentas oposiciones que los se- 
paraban por el radicalismo ideológico de la Constitución. La con- 
clusión fue el recurso a la violencia, encabezado unas veces por 
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jefes militares y otras por jefes políticos y sindicales. Así, es raro 
el año, de los cinco que se prolonga este régimen, en que no hubo 
una rebelión o un movimiento revolucionario, entre los que tuvo 


especial importancia el de octubre de 1934, por orientarse en Ca- 


taluña con una dirección claramente separatista por las autori- 


dades mismas que había constituido el Estatuto regional. 


Hemos insistido en estos aspectos críticos porque sólo ellos 
pueden descubrir el clima en que se preparó la guerra civil. A esa 
tensión ideológica, social y política creada por el mismo texto de 
la Constitución, correspondió un clima de angustia, de inquietud y 


- de pasión exasperada. Un diputado hacía el balance, en junio de 


1936, de los meses precedentes del año, recontando 160 templos 
destruidos, 251 incendiados, 269 ciudadanos asesinados, 1.280 he- 
ridos en la vía pública, 69 locales destruidos, 113 huelgas gene- 


_ rales y 228 parciales. Estas cifras permiten formarse una idea 


de la situación política y social que desemboca en la guerra civil 
de 1936-1939 *, 


4. La guerra civil y la evolución de un régimen autocrático 


1. EL PROCESO POLITICO Y CONSTITUCIONAL ENTRE 1936 y 1974 


En julio de 1936 se inicia la guerra civil que va a durar poco 
menos de tres años hasta el 1 de abril de 1939. De esa guerra, en 
que los nacionalistas vencen a los republicanos, nacerá un régimen 
que no sería justo definir como un gobierno de hecho, ya que pau- 
latinamente va definiendo una serie de normas de deliberado carác- 
ter constitucional, que aunque no tienen un estricto cumplimiento, 
acaban configurando en 1967 un orden constitucional integrado 
por siete Leyes Fundamentales que han ido progresivamente corri- 
giéndose y completándose. Sin embargo, incluso en esa fecha de 
1967, cuando esas siete leyes se publican con un texto refundido 
conjunto *, no puede decirse que haya habido una clausura defi- 
nitiva del proceso constituyente, ya que esas propias leyes preveían 
el tránsito a una nueva forma de gobierno, la monarquía constitu- 
cional, que debía cumplirse como forma de sucesión extraordina- 
ria, a la muerte del hasta entonces Jefe del Estado, generalísimo 
Franco, hecho que va a producirse en noviembre de 1975. 


34 A. PosaDa, La nouvelle Constitution espagnole, París, 1932, y N. PÉREZ SERRANO, 


La Constitución española, Madrid, 1932. 
35 Decreto 769/1967, de 20 de abril, Boletín Oficial del 21. 
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En consecuencia, el orden político español desde 1936 a 1975 
no puede interpretarse ni como una situación de hecho ni como un 
orden fundado en una constitución escrita que contenga una volun- 
tad constituyente que se expresa en un todo armónico, ni menos 
como una constitución tradicional asentada en una consolidación 
histórica de instituciones que determine un derecho consuetudina- 
rio. Es realmente un proceso político que parte de hechos que va 
desarrollando una configuración jurídica inconclusa y, si no vaci- 
lante, notoriamente ambigua. 

Como tal proceso sólo podemos comprenderlo como una serie 
de etapas que tienen características definidas y que implican una 
evolución en que van apareciendo elementos, que en sentido mate- 
rial e incluso formal se definen como partes del contenido de una 
Constitución, pero con una peculiar ambigúedad, por el hecho sor- 
prendente de una dualidad de planteamientos constitucionales di- 
versos que se proyectan sobre el evento futuro de la Sucesión 
del mismo régimen que implica un cambio de régimen e incluso 
de forma de gobierno. 

Vamos, pues, a hacer alguna indicación sobre estas distintas 
etapas: 


A) La primera etapa. El gobierno de hecho 


El movimiento que se inicia el 17 y 18 de julio de 1936 por su 
carácter periférico y plural, carece inicialmente de órganos unita- 
rios y tiene sólo, en un primer momento, un vínculo ideológico 
común de carácter negativo contra las ideas y las instituciones que 
encarna la Constitución de 1931 y la deformación de algunas de 
estas ideas que se ha realizado en la práctica (separatismo, mar- 
xismo, persecución religiosa). Su causa inmediata es la gravísima 
tensión política que se produce en los meses de marzo a julio de 
. 1936, y por eso tiene en cierta manera un carácter plural y anó- 
' nimo aunque haya al mismo tiempo una literatura revolucionaria 
de signo opuesto a los valores que representaba la Constitución 
de 1931 que se manifiesta en obras de diverso alcance *. 

El 24 de julio de 1936 se constituye una Junta de Defensa Na- 
cional como órgano de coordinación de las provincias que han par- 
ticipado en el alzamiento y dos meses más tarde, el 29 de sep-. 
tiembre de 1936, la Junta declina sus poderes para establecer un 
poder unitario supremo, político y militar, al que se atribuyen 


36 Véanse J. A. PRIMO DE RIVERA, Obras Completas, ed. Madrid, 1945; R. LEDESMA 
RAMOS, Discurso a las juventudes de España (1935), 2. ed., Bilbao, 1938; V. PRADERA, 
El Estado nuevo, 1941, Madrid, y O. REDONDO, El Estado Nacional, Madrid, 1943. 
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«todos los poderes del nuevo Estado» y que se imputa a una per- 


sona determinada, el general de división, don Francisco Franco Ba- 
hamonde. No hay que subrayar, dada la situación de una guerra 


civil revolucionaria, hasta qué punto esa institución tiene un carác- 
ter excepcional y supletorio para erigir un mando militar único y 


Una Jefatura de Gobierno (que es la función que se le atribuye en 


esa fecha) para hacer frente a la situación verdaderamente excep- 
cional de una guerra civil. Un decreto llamado de Unificación, en 
19 de abril de 1937, establece un partido único, con una denomina- 
ción compleja que se expresará en la sigla FET de las JONS, y un 


- texto más ambicioso que se define como «Fuero del Trabajo», apro- 


bado por Decreto de 9 de marzo de 1938, son los documentos 
políticos más importantes. Hay también dos decretos que organi- 
zan un Gobierno al que atribuyen poderes legislativos y la defini- 
ción de una organización sindical que «no admitirá la existencia 
de ninguna otra con fines análogos o similares» (26 de enero 
de 1940, «B. O. E.» del 31). 

Este es el desarrollo inicial de ese período en que, bajo el signo 
de la guerra civil y la segunda guerra mundial, predominan las si- 
tuaciones de hecho definidas en normas de orden provisionales (que 
a veces se anuncian a sí mismas como tales) y en documentos pro- 
eramáticos que están en ese momento claramente influidos por los 
modelos de los regímenes totalitarios de Alemania Oo Italia, em- 
pleándose incluso este término «totalitario» en los textos legales. 


B) El segundo período. La primera formulación 
de Leyes Fundamentales 


Un segundo período caracterizado por un intenso esfuerzo de 
creación jurídica y un propósito de rectificación política, compren- 
de de 1942 hasta 1958. Desde la publicación de la Ley constitutiva 
de las Cortes de 17 de julio de 1942, se inicia propiamente un pe- 
ríodo cuasi constituyente en que quiere establecerse deliberada- 
mente «un régimen jurídico» que encuadre «el orden nuevo en un 
sistema institucional». A partir de esa ley, y utilizando unas veces 
esas mismas Cortes y otras veces al margen de ellas, por una pro- 
mulgación personal del Jefe del Estado (como ocurrió con la Ley 
de principios del Movimiento Nacional), van a publicarse una se- 
rie de leyes de propósito constitucional que son sancionadas con 


ese carácter a partir de la llamada Ley de Sucesión, definiéndolas 
como leyes fundamentales. 


A esta ley de Cortes hay que sumar en este período el Fuero 


de los Españoles, promulgado el 17 de julio de 1945 (Boletín del 
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día 18); la Ley de Referéndum de 22 de octubre del mismo año 


(Boletín del 24); la Ley de Sucesión de 26 de julio de 1947 (Boletín 


del 27) y la Ley de Principios del Movimiento Nacional de 18 de 
mayo de 1958 (Boletín del 19). Salvo esta última, todas las demás 
fueron en parte reformadas por la Ley Orgánica eel Estado 1967, 
a que después nos referiremos. 

Recapitulando este cuadro de leyes hasta 1958 definen una es- 
tructura política basada en los siguientes elementos: | 

— Una Jefatura extraordinaria del Estado con poderes consti- 
tuyentes, con unas prerrogativas extraordinarias de legislar y de 
designar su sucesor y que asume la presidencia y dirección efectiva 
del Gobierno. 


— Un Gobierno cuya presidencia efectiva asume el Jefe del Es-. 


tado, que designa y cesa libremente a sus miembros. 

— Un Consejo del Reino, procedente en gran parte de las Cor- 
tes, que asesora, sin carácter vinculante, al Jefe del Estado, Con- 
sejo que por lo demás en este período, sólo se reunió para actos 
ceremoniales. | 

— Unas Cortes, con cierto carácter representativo y muy con- 
dicionadas por la designación directa o indirecta de gran parte 
de sus miembros, pero que hasta cierto punto moderan la autori- 
dad del Jefe del Estado, en cuanto se exige «normalmente» su 
colaboración para establecer normas legislativas ?. 

Una fuerza política, llamada ya en esas fechas Movimiento, que 
es continuidad del partido creado por el Decreto de Unificación 
de 1937 y que en consecuencia tiene el carácter de un grupo polí- 
tico dominante, de hecho, un partido único, legalmente exclusivo 
y con una función directiva de una organización sindical unitaria. 
Ese llamado movimiento está también bajo la Jefatura del Jefe 
del Estado que es su Jefe Nacional. 
| Unos derechos civiles, sociales y políticos (contenidos en el Fue- 
-ro de los Españoles y en el Fuero del Trabajo) que, aunque en su 
dimensión política apenas se desarrollaron legalmente (casi todos 
exigían un desarrollo por ley, que no se realizó) están, sin embar- 
go, proclamados como una posibilidad de aplicación en el futuro. 

Por último, una eventual intervención del pueblo, convocado 
por el Jefe del Estado por la vía del referéndum. 

Así puede decirse que en cierta manera la ley de 1958 cierra un 


2 Incluso sin las leyes de prerrogativa, el Jefe del Estado como Presidente del 
Gobierno puede legislar a través de los Decretos leyes. Véase GÓMEZ ACEBO, El ejer- 
cicio de la función legislativa. por el Gobierno: Leyes delegadas y Decretos leyes, 
en «Revista de Estudios Políticos», núm. 11, 1951. 
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ciclo y parece cristalizar definitivamente un orden asentado en esa 
autoridad predominante que domina toda la estructura con un 
- Jefe del Estado con poderes constituyentes que es al mismo tiem- 
po el Jefe del Gobierno y Jefe del Movimiento y del que dependen 
de hecho los demás órganos en su composición y funciones y que 
incluso tiene una prerrogativa extraordinaria para legislar Y. Si en 
la primera fase hay datos que pueden apuntar a un régimen tota- 
litario, en esta fase se supera este principio y se establece lo que 
se llamará después un «régimen autoritario» o con otro término 
más impropio, un «caudillaje», como dictadura de un caudillo. 


C) La tercera etagya del régimen 


En 1958 hay, pues, una cristalización de esa autocracia radical. 
Pero en esa misma fecha tiene lugar un giro político y económico 
que abre una nueva etapa de evolución política. 

Ya en el año 1953 el tratado celebrado con los Estados Unidos 
y el Concordato que se firma con el Vaticano habían en cierta ma- 
nera abierto perspectivas exteriores al régimen. En 1957 se había 
constituido la Comunidad Económica Europea y la crisis de la 
economía española en 1958 determina una ruptura con la política 
económica de autarquía, con un plan de estabilización y una polí- 
tica de liberalización económica. En contacto con organismos euro- 
peos se inicia en los años sesenta una política de planificación 
indicativa y al mismo tiempo, a partir de 1962, se formulan varias 
peticiones para coordinarse o incorporarse al Mercado Común 
Europeo. 

Aunque el desarrollo económico de los años sesenta pueda qui- 
zá interpretarse como un movimiento económico independiente 
de la estructura y de la acción política, el hecho es que este des- 
arrollo va acompañado de un movimiento de apertura, sobre todo 
hacia Europa, que va a reflejarse en la evolución política. Este 
contacto y deseo de colaboración con el Occidente europeo deter- 
mina un cambio de mentalidad en todos los niveles sociales, inclu- 
so en las clases políticas dominantes y propicia un clima favorable 
para una reforma que pretende en cierta manera asimilar algu- 
nas instituciones europeas. La Constitución francesa de 1958, que 
realza el poder ejecutivo en el cuadro de una democracia, ofrece 
un posible modelo. Desde esa fecha comienzan a circular en con- 
sulta oficiosa proyectos de reforma que reflejan ese movimiento 


38 G. MAMMUCARI lo define en esas fechas como un poder excepcional que preside 
la organización y tiene un poder constituyente permanente (11 Caudillo di Spagna, 
Edizioni dell'Ateneo, Roma, 1965). 
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de apertura. La Ley de Prensa e Imprenta de 18 de marzo de 1966 ** 


es quizá el testimonio más claro y efectivo de este movimiento en 


cuanto suprime la censura, abre cauces de libertad a la inforima- 
ción y reconoce explícitamente el derecho de crítica. De hecho sig- 
nificó un elemento de renovación notoriamente efectivo en cuanto 
abrió paso a la acción de la opinión pública en la vida política. 

El paso siguiente será la Ley Orgánica del Estado que, después 
de someterla a referéndum, se promulga en enero de 1967. Al texto 
sustantivo de esta ley se unieron una serie de reformas en las pre- 
existentes leyes fundamentales y se publicó junto con ellas en un 
texto refundido, que por su estructura formal puede considerarse 
como una codificación de las Leyes Fundamentales. 

Este conjunto de normas tiene alguna especialísima peculiari- 
dad en cuanto siguen la línea marcada por la Ley de Sucesión y 
configura un doble orden constitucional que afirma, de una parte, 
los poderes vitalicios de Franco como Jefe del Estado, Jefe del Go- 
bierno y Jefe Nacional del Movimiento con un derecho a la desig- 
nación o exclusión de sucesor, y de otra, el futuro establecimiento 
de una monarquía, que será hereditaria, aunque con poderes muy 
limitados del monarca o del regente que le sustituya. Pero aun 
con estas peculiaridades que trata de salvar durante la vida de 
Franco esa estructura de poder, que tiene su centro en el Jefe del 
Estado, supone sin embargo una serie de modificaciones sustan- 
ciales a la estructura política vigente hasta 1958. 

En primer lugar, junto a la Jefatura del Estado —aunque con 
una curiosa cláusula de suspensión de su efectividad— aparece 
definido el Gobierno como un órgano separado con un Presidente 
propio, con poderes independientes para determinar la política 
nacional, asegurar el cumplimiento de las leyes, elaborar el pro- 
yecto de presupuestos, ejercer la potestad reglamentaria y apro- 
bar decretos leyes en casos de urgencia. Esto es, un Gobierno que 


' asume en una plenitud la función gobernar y que vincula la actua- 
E ción del Jefe del Estado, al que «asiste» de modo permanente con 
su refrendo. Esta disposición quedaba en suspenso en virtud de una 


disposición transitoria, pero más tarde el Jefe del Estado hizo 
renuncia parcial de esta prerrogativa designando un Presidente 
del Gobierno *. 


3% Antes, el 27 de diciembre de 1964, se aprueba una tímida ley de asociaciones 
que, pese a sus muchas limitaciones, es, sin embargo, signo de una voluntad de dar 
alguna efectividad jurídica a los derechos enunciados en el Fuero de los Españoles, 
y en cuya discusión se planteó con viveza, por primera vez, la voluntad democrática 
de algunos sectores. 

“% Ley de Jefatura del Estado 14/1973 que «suspende» la aplicación del artículo 16 
de la ley de 1938 que vinculaba la Presidencia del Gobierno a la Jefatura del Estado, 


a 
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Una modificación de mayor profundidad tiene la reforma de 
las Cortes, no sólo porque estos preceptos sí son de aplicación 
inmediata y extienden sus competencias, sino sobre todo porque 
se les da una base algo más representativa, sometiendo a los «pro- 
curadores» (miembros de las Cortes) a alguna forma de. elección, 


aunque sea indirecta y «orgánica», y porque se crea una nueva 


representación de la familia, cuyos representantes son elegidos 
prácticamente por sufragio universal, al designar como electores 
a los cabezas de familia y a las mujeres casadas. 

La reforma de 1966-1967 implica también la corrección dé otras 


- Leyes Fundamentales. Hay un retoque importante en la declaración 


de derechos del Fuero de los Españoles, estableciendo el derecho 
civil de libertad religiosa (que va a ser desarrollado por Ley 44 
de 1967, de 23 de junio, y la Orden de 5 de abril del mismo año) *. 
También el Fuero del Trabajo va a ser revisado con más profun- 
didad, no sólo modificando el preámbulo para suprimir la expre- 
sión «totalitario», sino dando una redacción enteramente nueva al 
apartado XIII y a otros preceptos que definían la organización 
sindical como un instrumento político subordinado a la dirección 
del Movimiento y reduciendo la intervención del Estado en las re- 
laciones laborales (IIT-1V). Esta reforma supone un giro de noventa 
grados en virtud del cual se va a declarar la autonomía de las agru- 
paciones socioeconómicas que se integrarán en uniones y asocia- 
ciones de empresarios, obreros y técnicos, que podrán constituirse 
con independencia y dentro de un cauce relativamente represen- 
tativo, aunque las autoridades supremas de la organización sindi- 
cal son designadas por el Gobierno. Una Ley de 1971 vino, sin 
embargo, a frenar el desarrollo de este principio *. 

Quizá el hecho más importante desde el punto de vista político 
es una nueva definición del Movimiento que parece rectificar la 
organización establecida por el Decreto de Unificación. Pero un 
poco apresuradamente se aprobó el 28 de junio de 1967, como si 
urgiera establecer una interpretación de ese precepto, una ley que 
en su propio título «Ley del Movimiento y de su Consejo Nacio- 
nal», era contradictoria con el artículo 28 de la Ley Orgánica del 
Estado. 

El carácter patente de la contradicción entre esa organización 
unitaria y «el régimen de ordenada concurrencia de criterios» (ar- 


pero «continuando en la Jefatura del Estado la plenitud de atribuciones» que dicha 
ley concedía. Fue designado Presidente el almirante Carrero Blanco. 

11 C. CORRAL SALVADOR, El ordenamiento jurídico español de la libertad religiosa, 
en «Revista de Estudios Políticos», núm. 158, 1968. 

2 Ley 2/1971, de 17 de febrero. 
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tículo 4.) o «el contraste de pareceres sobre la acción política» 
[artículo 21, e) 1, a que aludía la Ley Orgánica del Estado, motivó 
la redacción de dos proyectos en 1969 y en 1970 que apuntaban 
tímidamente a un régimen plural de asociaciones políticas (dentro 
del propio Movimiento) y que no llegaron a cuajar en derecho vi- 
gente. El problema fundamental era la posibilidad de existencia 
de tendencias Organizadas en grupos o asociaciones, y que: parti- 
ciparan en el proceso electoral, con la supervivencia de la estruc- 
tura unitaria de una «organización del Movimiento». El parecido 
de estas asociaciones con «partidos» fue sugerido incluso por la 
voz del ministro secretario del Movimiento: «¿Qué queda de un 
asociacionismo político si se le quitan las notas características del 
partido político? —se preguntaba el entonces ministro secreta- 
rio—. ¿Qué se está diciendo, por el contrario, cuando se afirma 
que queremos asociaciones que sean grupos ideológicos, que ten- 
gan su propia organización, que responda a fines electorales, etcé- 
tera? ¿No estamos entonces ocultando bajo la palabra asociacio- 
nismo una realidad distinta que son los partidos políticos?» *. 

El 8 de julio de 1973 Franco suspendió la aplicación del pre- 
cepto que vinculaba a la Jefatura del Estado la Presidencia del 
Gobierno y designó presidente al almirante Carrero. Para esta de- 
signación el Consejo del Reino, al menos de una forma simbólica, 
propuso una terna. Por cansancio, decadencia biológica o un sen- 
tido pragmático de adaptación, parece iniciarse una tímida evolu- 
ción. Pero la enfermedad y la muerte final de Franco interrumpe 
ese proceso. 


5. La restauración de la democracia 


1. LA FASE DE TRANSICION 


| A la muerte del general Franco, el 20 de noviembre de 1975, fue 
- proclamado como Rey el Príncipe don Juan Carlos, que confirmó 
al Presidente Arias que constituyó un nuevo Gobierno en el que 
figuraban como ministros, entre otros, Fraga Iribarne, Areilza y 
Garrigues. Este Gobierno se mantuvo en el poder poco más de 
seis meses. En el dilema político que se planteó en esas fechas 
entre reforma de las Leyes Fundamentales existentes o una «rup- 
tura» que significara una nueva ordenación democrática que liqui- 
dara todo el régimen anterior, optó por la vía de la reforma que 








*% Diario de Sesiones de las Cortes, 6 de noviembre de 1972. 
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había sido defendida en un libro ampliamente difundido por el 


profesor Fraga, a la sazón ministro de la Gobernación. A dicho 
efecto, el Gobierno presentó e hizo aprobar por las Cortes unas 
leyes de reuniones y asociaciones políticas que establecían un jue- 
go casi normal de estas instituciones, aunque esta última ley fue 
rechazada por los grupos de oposición, y presentó dos leyes de 


reforma constitucional elaboradas por una comisión compuesta 
por el Gobierno y varios miembros del Consejo Nacional, leyes 


que quedaron sólo en proyecto, sin ser discutidas por las Cortes. 

Constituido un nuevo Gobierno en julio de 1976, presidido por 
uno de los ministros del Gobierno anterior, Adolfo Suárez, éste 
concedió una amnistía limitada y anunció su voluntad de entre- 
gar la reforma constitucional a la voluntad del pueblo español. 
A dicho efecto, presentó un breve proyecto de ley que se deno- 
minó para «la Reforma Política», en que se limitaba a constituir 
unas Cortes bicamerales, elegidas por sufragio universal, a las que 


correspondería definir las reformas constitucionales que estima- 


ran procedentes. De acuerdo con este espíritu de reforma, la ley 
no contenía cláusula de derogaciones y, por consiguiente, sólo re- 
formaba los preceptos que estuvieran en clara contradicción con 
su contenido. Esta ley se tramitó como una nueva ley fundamental 
y, después de aprobada por las Cortes, fue sometida al referéndum 
el 15 de diciembre de 1976 siendo aprobada por una amplísima 
mayoría. Todavía en ese momento se discutía si procedía una re- 
forma o una ruptura constitucional. Pero incluso los partidos de 
más clara oposición, el Partido Socialista y hasta el mismo Par- 
tido Comunista, que había sido aceptado de hecho con una rela- 
tiva tensión, solicitaron después de una negociación su inscripción 
en el registro de partidos políticos y se dispusieron a participar 
en las elecciones de las Cortes así constituidas. 

Celebradas las elecciones, el 15 de junio de 1977, éstas confir- 
maron la existencia en la misma respuesta del sufragio de cuatro 
partidos: la Unión de Centro Democrático, el Partido Socialista 
Obrero, Alianza Popular y el Partido Comunista y algunos peque- 
ños partidos regionales y se procedió desde el primer momento 
a preparar un proyecto de Constitución que significara un nuevo 
replanteamiento democrático del orden político. 

Las Cortes constituyeron una comisión que redactó un pro- 
yecto que fue presentado en 5 de enero de 1978 y a lo largo de 


todo ese año se discutió, primero prolijamente en las comisiones 


y después sumariamente en los Plenos del Congreso y el Senado, 
el texto de la Constitución, que fue por último ajustado por la 
Comisión Mixta que preveía la misma Ley de Reforma Política, 
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Comisión que usó ampliamente de sus facultades revisoras. Apro- 
bado el texto de esta Comisión por ambas Cámaras, fue finalmen- | 
te promulgada el 29 de diciembre de ese mismo año. di 
social y democrático de Derecho, que adopta. como “aforma políti- 
ca» la Monarquía parlamentaria, incorporándose a los principios 
y fórmulas políticas de las democracias occidentales. | 

A estudiarla con el detenimiento que permite la fecha reciente 
de su publicación hemos dedicado otra obra: El sistema político 
de la Constitución de 1978 (Editora Nacional, 1980), a la que remi- 
timos al lector. 

En este capítulo, dentro de la óptica histórica con que está plan- 
teada esta obra, sólo hemos pretendido mostrar cómo se formó, 
cómo se desenvolvió y cómo hizo crisis y renació, dentro de las 
coordenadas de un Derecho constitucional comparado, el constitu- 
cionalismo español, con un movimiento paralelo a veces y con pecu- 
liares disonancias en otros casos, de la evolución de las democra- 
cias occidentales. 





